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INTRODUCCIÓN 
Introducción 
Es indudable que el problema del acoso 
laboral, que en la acepción común significa 
“perseguir, apremiar, importunar a alguien con 
molestias o requerimientos”1 y es sinónimo de 
hostigar2, no es una novedad. De hecho, el Tribunal 
Supremo (TS) se pronuncia por primera vez sobre un 
caso de acoso sexual en el trabajo en 19653, aunque 
no se utilice la expresión “acoso sexual”, sino el 
término “proposiciones deshonestas”. 
 
Sin embargo, el estudio del acoso en el 
trabajo y, por consiguiente, la preocupación por 
dicho problema laboral se remonta al movimiento 
feminista norteamericano de la Universidad Cornell 
cuando, en los años setenta, las feministas 
designaron por primera vez como acoso sexual (sexual 
harassment) los comportamientos masculinos 
desarrollados por los hombres, en el marco de las 
relaciones de trabajo4.  
 
Bajo la influencia del movimiento feminista, 
en 1980 la Comisión para la Igualdad de Oportunidades 
en el Empleo de los EE UU presentó una enmienda a su 
normativa sobre discriminación sexual para regular el 
acoso sexual, en la que se reconoce que hostigar a 
                                                          
1 Diccionario de la Lengua Española. Madrid, Real Academia 
Española, 2001 (22ª ed.). 
2 Según la Real Academia Española, hostigar significa “molestar 
a alguien o burlarse de él insistentemente”. (Diccionario de la 
Lengua Española. Madrid, Real Academia Española, 2001-22ª ed.). 
3 STS (Sala de lo Social) de 26 de marzo de 1965 (Ar. 1721). 
4 ALEMANY GÓMEZ, A.; LUC, V.; MOZO GONZÁLEZ, C. El acoso sexual 
en los lugares de trabajo. Madrid, Instituto de la Mujer, 2001, 
p. 14. 
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alguien por motivos de sexo constituye práctica 
laboral ilícita por parte del empresario5. 
 
A nivel comunitario, la Resolución de 11 de 
junio de 1986 del Parlamento Europeo6 (en adelante 
Resolución de 11 de junio de 1986) hace un 
llamamiento a las autoridades nacionales para 
intensificar los esfuerzos por conseguir una 
definición legal de acoso sexual. 
 
En esta misma línea se encuentra el Informe 
Rubenstein realizado en 1987, que condujo a la 
Resolución 90/C de 29 de mayo de 1990 del Consejo de 
las Comunidades Europeas7 (en adelante Resolución 
90/C) y a la Recomendación 92/131/CEE de la Comisión8 
(en adelante Recomendación 92/131/CEE) al año 
siguiente, que tiene por objetivo la protección de la 
dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo. La 
primera lanza las bases para una definición de acoso 
sexual, mientras la segunda aporta un Código de 
Conducta para combatir los comportamientos acosadores 
en el ámbito de la empresa. 
 
En el ámbito del derecho interno, la Ley 
3/1989 reguló específicamente el acoso sexual, 
introduciendo modificaciones en el art. 4.2.e) del 
Estatuto de los Trabajadores (ET). 
                                                          
5 FRIEDMAN, L. M. Introducción al Derecho Norteamericano. 
Zaragoza, Bosch, 1988, pp. 358-360. 
Dicha enmienda regula el acoso sexual en la Sección 1604.11 del 
Título 29 del Código de Reglamentaciones Federales (Reglamento 
de la Comisión para la Igualdad de Oportunidades de Empleo). 
6 DOCE C 176 de 14 de julio de 1986. 
7 DOCE C 157 de 27 de junio de 1990. 
8 DOCE L 049 de 24 de febrero de 1992. 
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Esto conlleva que, en un primer momento, no 
se observe una preocupación por el acoso laboral como 
categoría genérica de presión laboral injustificada 
que el trabajador puede sufrir en el ambiente de 
trabajo, sino que la atención se fija en una de sus 
modalidades, el hostigamiento sexual. 
 
En lo que respecta al acoso laboral como 
categoría genérica de presión laboral injustificada, 
dos hechos son determinantes para despertar la 
preocupación por dicho problema social. El primero es 
el relativo a los movimientos en favor de los 
derechos humanos que, al destacar la importancia del 
respeto a la vida, a la integridad y a la dignidad de 
las personas como requisitos indispensables para la 
construcción de una sociedad civilizada, hace que las 
conductas de violencia psicológica en el ambiente de 
trabajo pasen a ser consideradas como inaceptables9.   
 
El segundo se refiere a los estudios 
realizados por LEYMANN en la década de los ochenta 
entre la población asalariada de Suecia, que 
demostraron que el 3,5% de los asalariados de aquél 
país ya habían sido víctimas de acoso moral10. 
 
En el año 2000, la Directiva 2000/43/CE de 29 
de junio de 200011, relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de trato de las personas 
independientemente de su origen racial o étnico (en 
                                                          
9 BELANDIA, R. Acción sindical ante el acoso moral en el 
trabajo. En Lan Harremanak, núm. 7, 2003, p. 197. 
10 LEYMANN, H. Mobbing: la persecutión au travail. Paris, Seuil, 
1996, pp. 40-50.  
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adelante Directiva 2000/43/CE), y la Directiva 
2000/78/CE de 27 de noviembre de 200012, relativa al 
establecimiento de un marco general para la igualdad 
de trato en el empleo y la ocupación (en adelante 
Directiva 2000/78/CE), introducen en el ámbito 
comunitario la preocupación por el acoso laboral como 
categoría genérica de presión laboral injustificada 
que el trabajador puede sufrir en el entorno 
productivo al definirlo en el mismo artículo dedicado 
al concepto de discriminación sin hacer referencia al 
acoso sexual. 
 
En el mismo sentido, en el 2002 el Consejo de 
la Unión Europea adopta la Resolución 2002/C de 3 de 
junio13 sobre una nueva estrategia comunitaria de 
salud y seguridad en el trabajo (2002-2006) (en 
adelante Resolución 2002/C), según la cual la mejora 
continua del bienestar en el trabajo debe tener en 
consideración los riesgos sociales tales como el 
estrés y el acoso en el trabajo. 
 
Para ello la Resolución establece que resulta 
necesario propiciar una cultura de prevención desde 
las primeras etapas educativas, así como mantener una 
formación profesional continua, regularmente 
impartida y adaptada al trabajo cotidiano con la 
finalidad de crear un entorno de trabajo seguro y 
sano, que es uno de los elementos esenciales de la 
calidad de trabajo. 
                                                                                                                                                         
11 DOCE L 180/22 de 19 de julio de 2000. 
12 DOCE L 303/16 de 2 de diciembre de 2000. 
13 DOCE C 161/1 de 5 de julio de 2002. 
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La Directiva 2002/73/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 23 de septiembre de 200214 
(en adelante Directiva 2002/73/CE), que modifica la 
Directiva 76/207/CEE del Consejo relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al 
empleo, a la formación y a la promoción 
profesionales, y a las condiciones de trabajo (en 
adelante Directiva 76/207/CEE), constituye otro 
importante marco en la regulación comunitaria del 
hostigamiento en el trabajo. 
 
Dicha Directiva atribuye al acoso sexual un 
nuevo enfoque, al situarlo bajo una perspectiva más 
amplia que es la del acoso laboral, entendido como 
“la situación en que se produce un comportamiento no 
deseado relacionado con el sexo de una persona con el 
propósito o el efecto de atentar contra la dignidad de la 
persona y de crear un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo”15. 
 
Además, la Directiva 2002/73/CE determina que 
tanto el acoso relacionado con el sexo de una 
persona, como el acoso sexual son contrarios al 
principio de igualdad de trato entre hombres y 
mujeres y, por lo tanto, conviene definir dichos 
conceptos y prohibir dichas formas de discriminación, 
teniendo en cuenta, también, que tales conductas se 
producen no sólo en el lugar del trabajo, sino 
también en el contexto del acceso al empleo y de la 
                                                          
14 DOCE L 269/15 de 5 de octubre de 2002. 
15 Art. 1 de la Directiva 2002/73/CE, que modifica el art. 2.2 
de la Directiva 76/207/CEE. 
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formación profesional, durante el empleo y la 
ocupación. 
 
En suma, la regulación comunitaria del acoso 
laboral se divide en tres momentos. En un primer 
momento, marcado por la Resolución de 11 de junio de 
1986, por la Resolución 90/C y por la Recomendación 
92/131/CEE, las normas comunitarias se han limitado a 
regular una modalidad de hostigamiento en el trabajo, 
el acoso sexual. 
 
En un segundo momento, las Directivas 
2000/43/CE y 2000/78/CE tratan el acoso laboral como 
categoría genérica de presión laboral injustificada 
al abordarlo de forma independiente del hostigamiento 
sexual, lo que obliga a los Estados miembros a 
establecer mecanismos de tutela capaces de cohibir el 
hostigamiento como género de presión laboral. 
 
En un tercer momento, la Directiva 
2002/73/CE, en la medida en que trata el acoso sexual 
y laboral en el mismo artículo, enfoca este último 
como género del cual el hostigamiento sexual es una 
especie, o sea, una de las medidas acosadoras que 
puede ser utilizada para hostigar el trabajador en el 
entorno laboral. 
 
Se observa, así, que la importancia de las 
recientes normas comunitarias reside en regular el 
acoso sexual como una modalidad de acoso laboral, por 
lo que se impone tratar el hostigamiento sexual no 
como una categoría independiente, sino como una 
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especie del género acoso laboral, de manera que la 
lucha contra el acoso sexual en el trabajo debe ser 
planteada como un paso más para combatir el acoso 
laboral. 
 
En el ámbito del derecho interno la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre16, de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social (en adelante ley 
62/2003, de 30 de diciembre) incorpora al 
ordenamiento jurídico nacional las Directivas 
2000/43/CE y 2000/78/CE y, además de modificar varios 
dispositivos de la legislación laboral introduciendo 
la problemática del hostigamiento en el trabajo, 
prescribe en el art. 28 que constituye acoso laboral 
“toda conducta no deseada relacionada con el origen 
racial o étnico, la religión o convicciones, la 
discapacidad, la edad o la orientación sexual de una 
persona, que tenga como objetivo o consecuencia atentar 
contra su dignidad y crear un entorno intimidatorio, 
humillante u ofensivo”. 
 
Por esta razón, se impone analizar el acoso 
laboral bajo esta nueva perspectiva comunitaria e 
interna, es decir, como categoría genérica de presión 
laboral injustificada que el trabajador puede sufrir 
en el ambiente de trabajo y en la cual se incluye el 
acoso sexual, modalidad más importante de 
hostigamiento en el trabajo. 
 
Además de estas innovaciones de las normas 
comunitarias e internas, algunos hechos acontecidos 
durante el período 1999-2000 relativos tanto al acoso 
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sexual como al acoso laboral hacen que la discusión 
sobre la cuestión siga resultando de interés. 
 
En 1999 el Tribunal Constitucional (TC) se 
ocupa por primera vez de un supuesto de acoso sexual 
en el trabajo. En la STC 224/1999, de 13 de 
diciembre17 el TC, además de fijar los requisitos 
necesarios para que exista hostigamiento sexual 
constitucionalmente recusable, establece un nuevo 
parámetro para analizar el elemento coactivo o 
antijurídico de las conductas acosadoras en el seno 
de la empresa.  
 
La citada sentencia también abre paso a otros 
pronunciamientos del TC en materia de conductas 
acosadoras. Las sentencias 136/2001, de 18 de junio18 
y 207/2001, de 22 de octubre19 aportan importantes 
elementos para el análisis de los aspectos 
probatorios en materia de acoso sexual en el trabajo, 
aunque en las dos hipótesis el Recurso de Amparo 
fuese desestimado. 
 
Recientes estudios sobre el alcance del acoso 
laboral demuestran que, tanto a nivel nacional, como 
internacional, la cuestión sigue estando de 
actualidad. 
 
Mientras en España 750.0000 trabajadores, o 
sea, 5% de los asalariados son víctimas de acoso 
                                                                                                                                                         
16 BOE de 31 de diciembre de 2003. 
17 BOE de 20 de enero de 2000. 
18 BOE de 17 de julio. 
19 BOE de 21 de noviembre. 
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laboral, a nivel europeo los datos evidencian que la 
violencia psicológica en el trabajo ha sufrido un 
incremento entre los años 1995 y 2000, pasando 
del 8 al 9%, lo que significa que 13 millones de 
trabajadores son afectados en términos absolutos 
en Europa20. 
 
En cuanto al acoso sexual en el trabajo 
en España el 6,6% de las mujeres trabajadoras y un 
2% de los hombres consideran haber sufrido acoso 
sexual alguna vez en su vida laboral21; A nivel 
europeo, el porcentaje de víctimas no cambió durante 
el período 1995-2000, manteniéndose en 2%22.  
 
Recientemente, la OIT23 ha reconocido que el 
acoso sexual en el trabajo redunda en detrimento del 
bienestar y de la productividad, siendo necesario 
luchar contra esta forma de discriminación que limita 
la libertad de las personas para conseguir el trabajo 
al que aspiran.  
 
                                                          
20 MERLLIÉ, D.; PAOLI, P. Diez años de condiciones de trabajo en 
la Unión Europea. Luxemburgo, Oficina de Publicaciones 
Oficiales de las Comunidades Europeas/Fundación Europea para la 
Mejora de las Condiciones de Vida y Trabajo, 2000, p. 7. 
21 AA VV (Gea 21, S.L.; PERNAS, B.; OLZA, J.; ROMÁN, M.; LIGERO, 
J. A.). El alcance del acoso sexual en el trabajo en España. 
Madrid, Secretaría Confederal de la Mujer de CC.OO., 2000, p. 
32. 
22 MERLLIÉ, D.; PAOLI, P. Diez años..., op. cit., p. 7. 
23 La hora de la igualdad en el trabajo. Informe global con 
arrego al seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a 
los principios y derechos fundamentales en el trabajo. 
Conferencia Internacional del Trabajo (91ª reunión 2003). 
Ginebra, Oficina Internacional del Trabajo, 2003, pp. 16, 95 y 
28. 
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Además, la OIT reconoce que la erradicación 
de la discriminación y de la violencia del lugar de 
trabajo es estratégica para combatir dichos problemas 
en los demás ámbitos de la vida social24. 
 
Así pues, la novedad en materia de acoso 
laboral se encuentra en la preocupación por 
establecer mecanismos de protección eficaces capaces 
de combatir las conductas acosadoras en el ambiente 
de trabajo, así como en abordar la tutela frente al 
hostigamiento sexual como un medio para erradicar las 
conductas que afectan la dignidad del trabajador y 
perjudican la continuidad de la relación laboral. 
 
Por tanto, partiendo de un análisis teórico-
reflexivo de las disposiciones normativas 
comunitarias e internas, de la doctrina y de la 
Jurisprudencia sobre el asunto, los objetivos de esta 
tesis pueden resumirse en dos: 
 
                                                          
24 En el mismo sentido, vid. la Resolución WHA49.25 de la 49ª 
Asamblea Mundial de la Salud, proclamada en 1996 por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) que declara que la 
violencia es un importante problema de salud pública en todo el 
mundo (Disponible en: 
www.paho.org/Spanish/AM/PUB/introduction.pdf). 
Vid. también el: Informe mundial sobre la violencia y salud. 
Washington, Organización Panamericana de la Salud/Oficina 
Regional para las Américas de la Organización Mundial de la 
Salud, 2003. 
En este Informe la OMS, tras definir la violencia como la 
utilización deliberada de la fuerza física o del poder, ya sea 
en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona 
o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades 
de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del 
desarrollo o privaciones (Informe mundial..., op. cit., p. 5), 
admite tratarse de un problema polifacético, para el que no 
existe solución sencilla o única cuya prevención exige una 
actuación simultanea en varios niveles y en múltiples sectores 
de la sociedad. (Informe mundial..., op. cit., p. 15).    
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• Determinar el concepto de acoso  
laboral, los bienes jurídicos violados por 
las conductas acosadoras, así como la 
naturaleza jurídica de la responsabilidad del 
empleador por el hostigamiento llevado a cabo 
en la empresa. 
• Analizar el ordenamiento jurídico 
español en relación con la normativa 
comunitaria, a fin de determinar los medios 
de tutela de los que dispone la víctima de 
acoso laboral para reprimir las conductas 
acosadoras en el ambiente de trabajo. 
 
Para ello, y considerando que la regulación 
del acoso laboral se remonta a la normativa sobre 
acoso sexual, la presente tesis se dividirá en tres 
partes, en las cuales se analizarán el concepto, los 
bienes jurídicos violados y los mecanismos de tutela 
para cohibir las conductas acosadoras, abordando, en 
un primero momento, el acoso laboral como categoría 
genérica de presión laboral injustificada y, en un 
segundo momento, el acoso sexual, que constituye 
indudablemente la modalidad más importante de acoso 
en el trabajo.  
 
En definitiva, el interés del estudio del 
acoso laboral se centra en dos puntos fundamentales, 
el laboral y el social. El primero de ellos hace 
referencia a la necesidad de establecer una política 
eficaz de prevención y tutela del hostigamiento en el 
trabajo como primero paso para crear un ambiente 
laboral en el cual se respete la dignidad de la 
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persona. Mientras el interés social del estudio 
reside en que las empresas no constituyen mundos 
separados del resto de la sociedad, de tal suerte que 
la erradicación de las conductas acosadoras del 
entorno laboral funciona como una medida estratégica 
para combatir la violencia en los demás ámbitos de la 
vida social. 
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EL ACOSO LABORAL COMO CATEGORÍA GENÉRICA 
DE PRESIÓN LABORAL INJUSTIFICADA 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CAPÍTULO I 
 
LA NECESIDAD DE PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES INDIVIDUALES EN EL 
ÁMBITO LABORAL 
La necesidad de protección de los derechos fundamentales 
individuales en el ámbito laboral 
1. El pluralismo político y la igualdad como 
límites a la libertad de empresa.  2. Los 
derechos fundamentales: distinción de las 
categorías afines y concepto. 3. La 
limitación de los derechos fundamentales en 
el seno de la empresa. 4. La importancia de 
estudiar los derechos fundamentales de la 
persona en el seno de la relación laboral. 
 
 
1) El pluralismo político y la igualdad 
como límites a la libertad de empresa 
 
 
La necesidad de garantizar los derechos 
fundamentales del trabajador en la relación laboral 
surge frente a la libertad de empresa, cuyo 
reconocimiento constitucional se encuentra en el art. 
38, en el marco de la economía de mercado. Por ello y 
previamente a cualquier otro análisis, resulta 
obligado detenerse en el concepto de libertad de 
empresa y en la caracterización de los derechos 
fundamentales como límites a esta libertad1.  
 
Dado que los ámbitos de actuación del 
empresario vienen determinados por el sistema 
económico adoptado por el Estado, resulta imposible 
determinar el concepto de libertad de empresa y 
caracterizar los derechos fundamentales como límites 
a esta libertad, sin fijar la naturaleza del sistema 
económico. 
                                                 
1 Los orígenes históricos de esta libertad remontan a la 
Revolución Industrial que reconoció el sistema de libre mercado 
y la libertad de industria y comercio, así como la propiedad 
privada, mientras el liberalismo como ideología política 
consagró los principios necesarios para que los empresarios 
gozasen de una plena autonomía para ejercer la libertad de 
mercado, de industria y comercio. Los límites a tales 
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La Constitución Española (CE) reconoce la 
economía de mercado en el contexto de un Estado 
Social y Democrático de Derecho, lo que significa que 
esta economía está inserta en una estructura más 
amplia que es la denominada "constitución económica", 
entendida como el marco jurídico-constitucional que 
sirve al desarrollo de la actividad económica2. 
 
El Estado Español está obligado no sólo a 
garantizar un desarrollo económico, sino también 
social y democrático. Por esa razón, la Constitución 
en el art. 38 establece la garantía, protección y 
defensa de la productivad de acuerdo con las 
exigencias de la economía general. Esto significa que 
la defensa de una economía de mercado no debe estar 
por encima de la defensa de los intereses sociales y 
democráticos del propio Estado, ya que la libertad de 
empresa representa un principio de organización de la 
actividad económica que debe ser analizado bajo la 
perspectiva de las relaciones laborales, 
imponiéndose, así, conexiones profundas entre 
eficacia económica y bienestar social3. 
 
No se puede, por tanto, hablar sólo de 
interpretación y delimitación del contenido de la 
libertad de empresa teniendo en consideración, 
únicamente, una constitución económica sino una 
                                                                                                                                 
libertades sólo comienzan a aparecer con el reconocimiento del 
Estado social a partir de 1919, con la Constitución de Weimar. 
2 RAMÓN, M. D. Poder de dirección y contrato de trabajo. 
Valladolid, Ediciones Grapheus, 1992, p. 20.  
3 CONDE Y CONDE, M. Libertad de empresa y responsabilidad social 
del empresario y del Estado ante la nueva economía. En 
Actualidad Laboral, núm. 35, 1993, p. 625. 
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constitución económica, social y democrática, en la 
medida en que los dos últimos valores también son 
condicionantes de la interpretación de la economía de 
mercado. 
 
En este contexto, la libertad de empresa es 
sólo una pieza de esta constitución económica, social 
y democrática. 
 
Dicha libertad puede ser caracterizada como 
el reconocimiento constitucional de las facultades 
empresariales que sumadas o combinadas permitan 
llevar a cabo la iniciativa económica de la empresa 
en las relaciones internas de ésta, atendiendo a los 
intereses constitucionalmente protegidos de quien o 
quienes la han puesto en marcha4. 
 
Una de las formas de manifestación de esta 
libertad es el poder de dirección del empresario, 
entendido como el conjunto de facultades atribuido al 
empleador y que le confiere la facultad de dar 
órdenes sobre el trabajo y la de mantener la 
coordinación de esfuerzos en la tarea productiva5. 
 
La fórmula del Estado Social y Democrático de 
Derecho confiere a las relaciones laborales un modelo 
democrático, manifestado por un sistema de límites, 
controles y contrapesos que rodean tales relaciones. 
                                                 
4 MARTÍN VALVERDE, A. El ordenamiento laboral en la 
jurisprudencia constitucional. En Revista de Política Social, 
Tomo II, 1983, pp. 143-144. 
5 ALONSO OLEA, M. Introducción al Derecho del Trabajo. Madrid, 
Civitas, 1994 (5ª ed.), p. 369.  
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El núcleo de este sistema de control y 
límites impuestos a la libertad de empresa y, en 
consecuencia, al poder de dirección del empresario, 
se halla en el art. 1.1 de la CE que prescribe que la 
libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo 
político constituyen valores superiores del 
ordenamiento jurídico. 
 
En cuanto a la libertad de empresa como 
referencia externa para el poder de dirección6, es 
fundamental hacer hincapié en el pluralismo político 
y la igualdad, porque la manifestación de estos dos 
valores en la relación laboral funcionan como límites 
directos a dicha libertad. 
 
El pluralismo político crea un límite 
colectivo a la libertad de empresa. En la relación 
laboral los intereses de empresarios y trabajadores 
se encuentran en conflicto, como consecuencia de las 
relaciones de producción propias en que se asienta la 
economía capitalista, siendo necesario atribuir a los 
empresarios y trabajadores la posibilidad de regular 
por sí mismos su conflicto de intereses, generando 
una democracia empresarial7, consistente en la 
participación de los distintos sectores sociales 
implicados en la toma de decisiones que les afecta. 
En este escenario, los instrumentos de representación 
de los trabajadores en la organización productiva 
sirven como canales de comunicación con la dirección 
                                                 
6 VALDÉS DAL-RÉ, F. Poder directivo, contrato de trabajo y 
ordenamiento laboral. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1993, p. 
30. 
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de la empresa, a través de los cuales se hacen llegar 
las aspiraciones y reivindicaciones de los 
trabajadores8. 
 
La democracia empresarial, derivada de la 
necesidad de fomentar el pluralismo político en el 
seno de las relaciones mantenidas entre empresarios y 
trabajadores, se reconoce en el Preámbulo de la CE en 
el art. 7 que atribuye a los sindicatos y a las 
asociaciones empresariales la labor de contribuir a 
la defensa y promoción de los intereses económicos 
que les son propios.  
 
En cuanto a la igualdad, es presupuesto 
necesario para la realización del pluralismo 
político, ya que los sujetos que participan de la 
toma de decisiones deben tener el mismo derecho de 
manifestar sus opiniones. 
 
En el ámbito laboral la igualdad tiene por 
finalidad establecer un mayor equilibrio entre 
trabajador y empresario, sin hacer desaparecer la 
subordinación inherente a este tipo de relación. 
 
Es importante tener en cuenta que la 
concreción de una mayor igualdad en la empresa 
depende de la posibilidad del trabajador de ejercer 
los derechos constitucionales que le fueron 
                                                                                                                                 
7 RAMÓN, M. D. Poder de dirección..., op. cit., p. 23. 
8 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. Representación de los trabajadores y 
democracia empresarial. En Relaciones Laborales, Tomo II, 1991, 
p. 1.  
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conferidos, a fin de permitir un ejercicio 
igualitario del pluralismo político. 
 
De esta manera, la igualdad como valor 
superior del ordenamiento jurídico funciona como un 
requisito que debe ser observado por la autonomía de 
la voluntad, por cuanto empresarios y trabajadores no 
pueden ejercitar la democracia empresarial, en 
detrimento de los derechos fundamentales y de los 
derechos profesionales de los trabajadores, que 
constituyen un límite infranqueable que el empresario 
no puede rebasar en uso de su poder de dirección9. 
 
La búsqueda de un mayor equilibrio entre los 
intereses contrapuestos de empresarios y trabajadores 
se manifiesta en la necesidad de garantizar la mayor 
igualdad posible y de fomentar la democracia 
empresarial por medio de la negociación colectiva10. 
En dicha búsqueda se impone el respeto a los derechos 
fundamentales del trabajador que constituyen, en 
último término, un límite a la libertad de empresa11.  
 
 
 
 
 
 
                                                 
9 MARTÍN VALVERDE, A. El ordenamiento laboral..., op. cit., p. 
144. 
10 CARDONA RUBERT, M. B. Informática y contrato de trabajo. 
Valencia, Tirant lo blanch, 1999, pp. 48-49. 
11 CALVO GALLEGO, F. J. Contrato de trabajo y libertad 
ideológica. Madrid, Consejo Económico y Social, 1995, p. 150. 
 24  
La necesidad de protección de los derechos fundamentales 
individuales en el ámbito laboral 
2) Los derechos fundamentales: distinción 
de las categorías afines y concepto 
 
 
Para demostrar la necesidad de protección de 
los derechos fundamentales de la persona en el ámbito 
laboral, en primero lugar, es importante determinar 
el concepto de derechos fundamentales en el Derecho 
Español. Para ello, es imprescindible establecer la 
distinción entre los derechos fundamentales y algunas 
categorías afines que son los derechos de la 
personalidad y los derechos humanos, porque estos dos 
términos son utilizados frecuentemente como sinónimos 
de la expresión derechos fundamentales. 
 
Los derechos de la personalidad son derechos 
conferidos al ser humano por el simple hecho de nacer 
y vivir. Tienen por objeto los bienes de la 
personalidad física, moral y jurídica. En otras 
palabras, puede decirse que consisten en el conjunto 
de todos los derechos subjetivos (facultas agendi) 
conferidos al ser humano sin tener en cuenta su tipo 
social12, esto es, los derechos que tienen como punto 
de partida un núcleo esencial que es la dignidad de 
la persona. 
 
La caracterización de un derecho como de la 
personalidad no considera el tipo social13, es decir, 
                                                 
12 RADBRUCH, G. Filosofia do Direito.  Coimbra, Armênio Amado, 
1997, p. 51. 
13 El tipo social debe ser entendido como las posiciones 
sociales que el ser humano asume en la sociedad como las de 
padre o madre, la de empresario o trabajador, la de marido o 
mujer. 
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la posición social que el ser humano asume en la 
sociedad, porque dichos derechos, al partir de la 
dignidad y del concepto de persona, presuponen una  
noción de igualdad. 
 
En la acepción común, la personalidad es el 
conjunto de las características que determinan la 
individualidad de una persona, es decir, el elemento 
estable de la conducta de una persona, su manera 
habitual de portarse. En la acepción jurídica, el 
concepto de personalidad debe tener como punto de 
partida el concepto de persona, que presupone una 
noción de igualdad puesto que, jurídicamente, la 
persona es aquel ser que, en un determinado derecho 
histórico, es considerado el fin de sí mismo14. 
 
Por ello, los derechos de la personalidad se 
entienden como el conjunto de derechos subjetivos 
atribuidos al ser humano, en cuanto miembro de una 
comunidad de iguales. 
 
Por contra, los derechos fundamentales 
presuponen relaciones de poder, una vez que fueron 
concebidos como límites jurídicos frente al ejercicio 
de los poderes públicos. Tal hecho hace que el ámbito 
de los derechos fundamentales sea más amplio que el 
ámbito de los derechos de la personalidad, 
apareciendo algunos derechos fundamentales que no 
pueden ser caracterizados como derechos de la 
personalidad.  
                                                 
14 SPAEMAN, R. Sobre el concepto de dignidad humana. En Persona 
y Derecho, núm. 19, 1988, pp. 13-33. 
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La CE reconoce los siguientes derechos 
fundamentales que no son derechos de la personalidad: 
a) el derecho a la tutela efectiva de los jueces y 
tribunales (art. 24), b) el derecho a sindicarse 
libremente (art. 28.1) y c) el derecho a la huelga 
(art. 28.2). 
 
Por otra parte, los derechos fundamentales, 
aun teniendo que ver con los derechos humanos, no 
deben ser confundidos con ellos15. La expresión 
derechos humanos debe ser utilizada para referirse a 
los derechos básicos del ser humano, reconocidos por 
el orden jurídico internacional, que traducen desde 
el punto de vista normativo determinados valores de 
dignidad, libertad, igualdad e, incluso, 
solidaridad16. 
 
Mientras que los derechos fundamentales deben 
ser entendidos como los derechos básicos reconocidos 
por el ordenamiento jurídico interno que traducen 
desde el punto de vista normativo los valores de 
dignidad, libertad, igualdad y solidaridad. El 
reconocimiento de estos derechos por el ordenamiento 
jurídico interno de cada país les confiere una mayor 
resistencia, esto es, una mayor fuerza de estos 
derechos frente a los demás. De esta manera, el 
                                                 
15 En sentido contrario: SANCHIS, L. P. Estudios sobre derechos 
fundamentales. Madrid, Editorial Debate, 1990. pp. 95. 
16 PEREZ LUÑO, A. Derechos humanos, Estado de Derecho y 
Constitución. Madrid, Tecnos, 1999 (6ª ed.), pp. 30-31 y 48-51; 
MARTÍNEZ DE VALLEJO FUSTER, B. Los derechos humanos como 
derechos fundamentales. Del análisis del carácter fundamental 
de los derechos humanos a la distinción conceptual. En AA VV 
(Coord. BALLESTEROS, J.). Derechos humanos. Madrid, Editorial 
Tecnos, 1992, pp. 60-61.  
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adjetivo fundamental es utilizado en un doble 
sentido, es decir, en el sentido de derecho básico y 
en el sentido de técnicas de protección atribuidas 
por el ordenamiento jurídico interno a estos 
derechos17. 
 
La expresión derechos fundamentales admite 
dos acepciones, una estricta y otra amplia. De 
conformidad con esta última, se consideran 
fundamentales aquellos derechos básicos y necesarios 
para el desarrollo de una vida basada en la libertad 
y en la dignidad18. En la acepción estricta 
(material), que es más específica, se consideran 
fundamentales los derechos que el ordenamiento 
jurídico de un determinado país configura como tales, 
teniendo en consideración la ideología adoptada por 
el Estado, su modalidad y los principios 
constitucionales19. 
 
La acepción estricta de derechos 
fundamentales es más operativa, por cuanto se centra 
en el derecho positivo de un determinado ordenamiento 
jurídico. Con frecuencia se dice que un determinado 
derecho no es fundamental, porque no tiene ni 
carácter absoluto ni inalienable ni constitucional. 
Pero es más realista reconocer que la etiqueta de 
fundamental es una cuestión que sólo puede ser 
                                                 
17 Ibídem, p. 59. 
18 SOLOZÁBAL ECHEVARRÍA, J. J. Algunas cuestiones básicas de la 
teoría de los derechos fundamentales. En Revista Española de 
Proceso, núm. 71, 1990, p. 88. 
19 HENSEL, A. Grundrechte und politische weltanschauung. 
Tübingen, Mohr, 1931, pp. 3 y ss.; BONAVIDES, P. Curso de 
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discutida y dilucidada partiendo de la dimensión 
histórica de los derechos, plasmada en cada 
ordenamiento jurídico concreto20. 
 
Bajo la perspectiva material, la CE considera 
fundamentales los derechos especificados en el 
Capítulo II del texto constitucional, ya que reconoce 
la necesidad de respetar el contenido esencial de 
dichos derechos (art. 53.1, de la CE), de la misma 
manera que determina su eficacia directa (art. 53.3, 
de la CE)21. 
                                                                                                                                 
Direito Constitucional. São Paulo, Malheiros, 1991 (15ª ed.),p. 
514. 
20 PI LLORENS, M. Los derechos fundamentales en el ordenamiento 
comunitario. Barcelona, Editorial Ariel, 1999, p.94. 
21 En este sentido, vid. voto particular del magistrado RUBIO 
LLORENTE, F. en la STC 26/1987, de 27 de febrero de 1987 (BOE 
de 24 de marzo) que asevera: “no comparto en modo alguno la 
restringida concepción de los derechos fundamentales (...) y 
que reduce el conjunto de tales derechos al de aquéllos que 
están protegidos por el recurso de amparo. Esta concepción, que 
se aparta de su uso habitual en la doctrina, obligaría a negar 
la existencia de derechos fundamentales en todos aquellos 
sistemas jurídico constitucionales en los que no existe esta 
vía procesal y es, a mi juicio, absolutamente incompatible con 
nuestra propia Constitución que también sustrae a la libre 
disponibilidad del legislador (art. 53.1) los derechos 
comprendidos en la sección 2ª del capítulo II que son también, 
por eso mismo, derechos fundamentales (...)”. 
Vid. también en la doctrina entre otros: CRUZ VILLALÓN, P. 
Formación y evolución de los derechos fundamentales. En Revista 
Española de Derecho Constitucional, núm. 25, 1989, pp. 39-40; 
RUBIO LLORENTE, F. La forma del poder. Estudios sobre la 
Constitución. Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 
1993, pp. 625-627; JIMÉNEZ CAMPO, J. Artículo 53. Protección de 
los derechos fundamentales.  En AA VV (Dir. ALZAGA, O.). 
Comentarios a la Constitución Española de 1978. Madrid, Edersa, 
1996, p. 450; GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. y MERCADER UGUINA, J. 
R. Conflicto y ponderación de los derechos fundamentales de 
contenido laboral. Un estudio introductorio. En AA VV (Dir. 
SEMPERE NAVARRO, A. V.). El modelo social en la Constitución 
Española de 1978. Madrid, Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, 2003, pp. 252-255; BERNAL PULIDO, C. El principio de 
proporcionalidad y los derechos fundamentales. Madrid, Centro 
de Estudios Políticos y Constitucionales, 2003, p. 76. 
JIMÉNEZ CAMPO asevera textualmente que derechos fundamentales 
son “derechos resistentes, en su ‘contenido esencial’, a la 
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No obstante, desde el punto de vista formal 
son fundamentales los derechos que reciben de la 
Constitución una garantía más reforzada22. 
 
Desde el punto de vista formal (topográfico), 
la CE atribuye a los derechos del art. 14 y Sección 
1ª del capítulo II una mayor protección frente a los 
otros derechos que ella reconoce. 
 
Así, formalmente, los derechos que la CE 
reconoce como fundamentales son las libertades y 
derechos fijados en su art. 14 y su Sección 1ª del 
Capítulo II y que coinciden con los derechos básicos 
que traducen normativamente los valores de dignidad, 
libertad, igualdad e, incluso, solidaridad y a los 
que la Constitución confiere un mayor grado de 
protección, porque les atribuye la posibilidad de 
tutela por cualquier ciudadano ante los Tribunales 
ordinarios por un procedimiento basado en los 
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, 
a través del recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional23. 
                                                                                                                                 
acción legislativa. Sólo por eso merecen la calificación de 
‘fundamentales’ todos los derechos enumerados en el capítulo II 
del Título I, tanto en la Sección 1ª como en la Sección 2ª. El 
pudoroso distingo que la jurisprudencia constitucional viene 
haciendo, desde la STC 16/1981, F. 10, entre ‘derechos 
fundamentales’ y ‘derechos constitucionales’ reconocidos en 
aquel título (estos últimos, los dclarados en la sección 2ª) 
carece de sentido jurídico”. (JIMÉNEZ CAMPO, J. Artículo 53..., 
op. cit., p. 450).   
22 BONAVIDES, P. Curso de Direito..., op. cit., p. 515 
23 Vid. entre otras: STC 16/1981, de 18 de mayo de 1981 (BOE de 
16 de junio); STC 76/1983, de 5 de agosto de 1983(BOE de 18 de 
agosto); STC 160/1987,  de 27 de octubre de 1987 (BOE de 12 de 
noviembre). 
En la doctrina vid. entre otros: GUAITA, A. Régimen de los 
derechos constitucionales. En Revista de Derecho Público, núm. 
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En resumen, para que un derecho sea 
caracterizado como fundamental es necesario atender a 
dos criterios. El primero, se refiere a la traducción 
normativa de los valores de dignidad, libertad, 
igualdad y solidaridad. El segundo, tiene relación 
con el mayor grado de protección que la Constitución 
confiere a los derechos fundamentales frente a los 
demás derechos, teniendo, por lo tanto, el adjetivo 
fundamental un doble significado. 
 
3) La limitación de los derechos 
fundamentales en el seno de la empresa 
 
 
El concepto de derechos fundamentales es un 
concepto abierto que admite distintas acepciones y 
desarrollos diversos que permite que los 
ordenamientos jurídicos de cada país enumeren los 
derechos que consideran esenciales, tomando en 
consideración los objetivos políticos que el Estado 
se propone a alcanzar, es decir, la fórmula política 
adoptada por el Estado24. 
 
No obstante, no puede olvidarse que, a pesar 
de que la decisión política sea un criterio 
importante en la determinación de los derechos 
esenciales del ser humano, los derechos fundamentales 
atienden, principalmente, a una concepción histórica 
y funcional que tiene que ver con la vida, con la 
                                                                                                                                 
13, 1982, pp. 75-93; MARTÍN RETORTILLO, L. y DE OTTO PARDO, I. 
Derechos fundamentales y Constitución. Madrid, Civitas, 1988, 
pp. 19-91. 
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dignidad, con la libertad, con la igualdad y con la 
participación política25. 
 
En este sentido, la CE, en su art. 10.1, 
eleva la dignidad de la persona y los derechos 
inviolables que le son inherentes a la categoría de 
fundamento del orden político y de la paz social. 
Esto significa que la dignidad de la persona es el 
núcleo esencial de los derechos fundamentales que 
sirve como clave de su interpretación y que determina 
el carácter no absoluto de los derechos 
fundamentales, que admiten limitaciones siempre que 
se respete su núcleo esencial. 
 
Esto es lo que dimana de la interpretación 
del art. 53.1 de la CE que establece que sólo la ley 
podrá regular los derechos y libertades del Capítulo 
II, Título I, respetándose, en todo caso, el 
contenido esencial de los derechos reconocidos en el 
citado capítulo. 
 
El reconocimiento por la Constitución de la 
dignidad personal como eje fundamental de 
interpretación de los derechos fundamentales y como 
fundamento del orden político y de la paz social 
determina la necesidad de otros derechos además de 
los individuales para la realización de la persona 
como ser humano. 
 
                                                                                                                                 
24 SCHIMITT, K. Teoría de la Constitución. Madrid, Alianza, 
1982, pp. 282 y ss.  
25 SANCHIS, L. P. Estudio sobre..., op. cit., p. 88. 
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En otras palabras, los derechos individuales 
no son suficientes por si mismos para conferir al ser 
humano una realización personal digna. Para que esta 
realización sea completa es necesario el 
reconocimiento de otros derechos26. 
 
La Norma Fundamental Española, además de los 
derechos individuales, confiere a la persona derechos 
económicos, sociales y culturales necesarios para la 
realización personal digna, siendo derechos de este 
tipo el derecho de asociación (art. 22), el derecho a 
la participación en los asuntos públicos (art. 23), 
el derecho a la educación (art. 27), el derecho a 
                                                 
26 Para explicar tal fenómeno la doctrina constitucional 
brasileña habla de dimensiones de los derechos fundamentales, 
porque la Constitución Brasileña de 1988 también ha reconocido 
en el art. 1º, III el principio de la dignidad de la persona 
como principio fundamental del Estado Democrático de Derecho, 
de lo que resulta necesario hacer una interpretación armónica y 
sistémica de los derechos reconocidos en la Norma Fundamental, 
a fin de permitir al ser humano una realización personal digna.  
La utilización del termino dimensión por la doctrina 
constitucional brasileña atiende a dos criterios. El primero es 
el de que el reconocimiento por el ordenamiento jurídico 
interno de un nuevo derecho fundamental no significa que el 
anterior tenga que desaparecer. El segundo es el de que el 
derecho de la dimensión más reciente se torna un presupuesto 
para entender el derecho de la dimensión anterior, 
estableciéndose una interpretación armónica de la Constitución 
y de los derechos fundamentales con el objetivo de garantizar 
la dignidad personal. 
Según los constitucionalistas brasileños hay tres dimensiones 
de los derechos fundamentales que son: a) la primera dimensión 
donde se encuentra las llamadas libertades públicas, que son 
derechos y garantías de los individuos cuya realización exige 
la abstención del Estado; b) la segunda dimensión en la que se 
encuentran los derechos sociales cuya realización corresponde 
al Estado y a los grupos sociales en los que los individuos se 
integran  y c) la tercera dimensión en la que se encuentran los 
derechos cuyos titulares no son ni el individuo ni la 
colectividad, sino la propia humanidad, como el derecho al 
medio ambiente sano y el derecho de las naciones al desarrollo 
(SANTIAGO GUERRA FILHO, W. Processo Constitucional e direitos 
fundamentais. São Paulo, Celso Bastos Editor, 1999, pp. 39-40). 
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sindicarse libremente (art. 28.1) y el derecho a la 
huelga (art. 28.2).  
 
Algunos de estos derechos son de titularidad 
individual, porque resulta inimaginable su 
titularidad colectiva, mientras otros son de 
titularidad colectiva, porque su ejercicio sólo tiene 
sentido cuando se realiza por un grupo de personas27. 
 
Los derechos sociales colectivos, es decir, 
el derecho a sindicarse libremente, el derecho de los 
sindicatos a formar confederaciones y a fundar 
organizaciones sindicales internacionales o a 
afiliarse a las mismas (art. 28.1), así como el 
derecho de huelga (art. 28. 2), tienen un 
destinatario determinado, porque son derechos que 
sólo pueden ser ejercidos por un grupo determinado de 
personas28. Se trata, por lo tanto, de derechos que, 
además de constitucionales, son considerados derechos 
fundamentales típicos del trabajador29. 
 
Esto no significa que en el seno de la 
relación laboral el trabajador sólo disfrute de estos 
derechos fundamentales, resultando privado de los 
demás, sino que mantiene la titularidad de los otros 
derechos fundamentales que resultan necesarios para 
preservar su dignidad como persona. 
                                                 
27 SANCHIS, L. P. Estudio sobre..., op. cit., p. 122-123. 
28 MARTÍN VALVERDE, A. Contrato de trabajo y derechos 
fundamentales. En Revista de Derecho Social, núm. 6, 1999, p. 
16. 
29 PEDRAJAS MORENO, A. Despido y derechos fundamentales: estudio 
especial de la presunción de inocencia. Madrid, Trotta, 1992, 
p. 12. 
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El trabajador no pierde al firmar un contrato 
de trabajo sus derechos fundamentales personales, 
porque la realización de la dignidad personal  como 
fundamento del orden político y de la paz social 
depende también del reconocimiento en el seno laboral 
de los derechos fundamentales individuales, no 
pudiendo un derecho constitucional ser interpretado 
de manera absoluta con la finalidad de impedir el 
ejercicio de los demás derechos fundamentales.  
 
Por ello, el Tribunal Constitucional (TC) ha 
reconocido la necesidad de ponderación entre las 
obligaciones dimanantes del contrato de trabajo y los 
derechos que la Constitución atribuye al trabajador. 
 
En este sentido el TC ha señalado que: 
 
"Es preciso recordar, con carácter previo, que 
la celebración de un contrato de trabajo no 
implica en modo alguno la privación para el 
trabajador de los derechos que la Constitución 
le reconoce como ciudadano, entre ellos el 
derecho a difundir libremente los pensamientos, 
ideas y opiniones (art. 20.1 a) CE), por cuanto 
las organizaciones empresariales no forman 
mundos separados y estancos del resto de la 
sociedad ni la libertad de empresa que establece 
el art. 38 CE legitima que quienes presten 
servicios en aquellas por cuenta y bajo la 
dependencia de los titulares deban soportar 
limitaciones injustificadas de sus derechos 
fundamentales y libertades públicas, que tienen 
un valor central en el sistema jurídico 
constitucional (por todas STC 88/1995). En este 
sentido, es necesario preservar el equilibrio 
entre las obligaciones dimanantes del contrato 
para el trabajador y el ámbito de su libertad 
constitucional pues, dada la posición 
preeminente de los derechos fundamentales, la 
modulación derivada del contrato de trabajo sólo 
se producirá en la medida estrictamente 
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imprescindible para el logro del legítimo 
interés empresarial (F. J. 2)30". 
 
En esta sentencia el TC deja claro que el 
trabajador no pierde sus derechos fundamentales 
personales cuando ingresa en la organización 
productiva, ya que ésta no puede ser considerada un 
mundo separado del resto de la sociedad31. Deja 
claro, también, que la libertad de empresa reconocida 
en la Constitución en el art. 38 no puede justificar 
la limitación indebida a los derechos fundamentales 
de la persona en el seno de la relación laboral. 
 
Además, caracteriza como debida en el ámbito 
de la organización productiva las limitaciones a los 
derechos fundamentales de la persona, sólo cuando 
sean estrictamente necesarias para la obtención de 
los legítimos intereses empresariales. Lo que 
significa que estos derechos no son ilimitados en el 
ámbito laboral, sino que, por el contrario, resulta 
posible su limitación en las relaciones laborales, en 
los casos estrictamente necesarios para la 
consecución de los legítimos intereses empresariales, 
imponiéndose, también, una restricción a la libertad 
de empresa que no permite intromisiones 
                                                 
30 STC 204/1997, de 25 de noviembre de 1997 (BOE 30 de 
diciembre). 
Vid. también al respecto, entre otras: STC 88/1985, de 19 de 
julio de 1985 (BOE de 14 agosto); STC 107/1988, de 8 de junio 
de 1988 (BOE de 25 de junio); STC 254/1988, de 21 de diciembre 
de 1988 (BOE de 23 de enero de 1989); STC 51/1989, de 22 de 
febrero de 1989 (BOE de 14 de marzo); STC 99/1994, de 11 de 
abril de 1994 (BOE de 17 de mayo); STC 137/1994, de 9 de mayo 
de 1994 (BOE de 13 de junio); STC 88/1995, de 6 de junio de 
1995 (BOE 8 de julio). 
31 STS 120/1983, de 15 de diciembre de 1983 (BOE de 11 de enero 
de 1984). 
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injustificadas en los derechos fundamentales no 
estrictamente laborales, es decir, en los derechos 
personales de los trabajadores. 
 
En este punto, cabe preguntar cuándo los 
intereses empresariales son legítimos y, por lo 
tanto, capaces de autorizar la limitación de los 
derechos fundamentales del trabajador en el seno de 
la relación laboral. 
 
Las decisiones limitativas de derechos 
fundamentales del trabajador adoptadas por el 
empresario en el ámbito de la unidad productiva son 
legítimas, siempre que sean proporcionales32, porque 
el principio de proporcionalidad funciona como 
instrumento de control de la legitimidad de los actos 
que intervienen en los derechos fundamentales33. 
 
El test de proporcionalidad de las decisiones 
adoptadas por el empresario debe ser hecho teniendo 
en cuenta el análisis de tres subprincipios34. Son 
ellos: 
 
a) el subprincipio de idoneidad, según lo 
cual toda intervención en los derechos fundamentales 
                                                 
32 Vid.: STC 99/1994, de 11 de abril de 1994 (BOE de 17 de 
mayo); STC 98/2000, de 10 de abril de 2000 (BOE de 18 de mayo); 
STC 186/2000, de 10 de julio de 2000 (BOE de 11 de agosto). 
33 BERNAL PULLIDO, C. El principio..., op. cit., p. 36. 
34 ALEXY, R. Teoría de los derechos fundamentales. Madrid, 
Centro de Estudios Constitucionales, 1997, pp. 111 y ss; BERNAL 
PULIDO, C. El principio..., op. cit., p. 36; GARCÍA-PERROTE 
ESCARTÍN, I. y MERCADER UGUINA, J. R. Conflicto..., op. cit., 
pp. 256-260. 
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debe ser adecuada para contribuir a la obtención de 
un fin constitucionalmente legítimo; 
 
b) el subprincipio de necesidad, de 
conformidad con lo cual entre todas las medidas 
consideradas aptas para la satisfacción del fin 
perseguido deberá ser elegida aquélla que resulte 
menos lesiva para el derecho fundamental limitado; 
 
c) el suprincipio de proporcionalidad en 
sentido estricto, que establece que las ventajas que 
se obtienen mediante la intervención en el derecho 
fundamental deben compensar los sacrificios que ésta 
implica para sus titulares y para la sociedad en 
general.  
 
De todo lo expuesto deriva que cuando el TC 
admite las limitaciones de los derechos fundamentales 
del trabajador, siempre que ellas tengan la finalidad 
de atender al legítimo interés empresarial, lo que 
remite a la necesidad de demostrar la 
proporcionalidad de las decisiones adoptadas por el 
empresario, reconoce también que los trabajadores 
tienen en el ámbito laboral, además de los derechos 
fundamentales típicos, es decir, además del derecho 
de huelga y del derecho a la libertad sindical (art. 
28 CE), derechos fundamentales como persona.  
 
Con ello, el TC35 hace una ponderación entre 
los derechos fundamentales individuales y la libertad 
                                                 
35 STC 204/1997, de 25 de noviembre de 1997 (BOE de 30 de 
diciembre). 
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de empresa, estableciendo que el legítimo interés 
empresarial es el parámetro para el ejercicio de 
tales derechos en el ámbito de las relaciones 
laborales. 
 
Se trata del llamado "fenómeno de 
constitucionalización más reciente" del Derecho del 
Trabajo que no se opera por medio de una innovación 
normativa constitucional, sino por obra de la 
interpretación constitucional de los derechos 
fundamentales inespecíficos y desde la perspectiva 
esencialmente individual36. 
 
En resumen, lo que se quiere decir es que en 
el seno de la relación laboral es necesario 
garantizar, además de los derechos fundamentales 
típicos de los trabajadores37, los derechos 
fundamentales de la persona, porque ellos no 
desaparecen en el momento en que el trabajador firma 
un contrato de trabajo, principalmente, cuando se 
tiene en cuenta que el trabajo es el medio habitual 
                                                 
36 DEL REY GUANTER, S. Derechos fundamentales de la persona y 
contrato de trabajo: notas para una teoría general. En 
Relaciones Laborales, Tomo I, 1995, p. 194. Vid. también entre 
otros: JÍMENEZ CAMPOS, J. Derechos fundamentales. Concepto y 
garantías. Madrid, Trota, 1999, p. 14; CASAS BAAMONDE, M. E. 
Evolución constitucional y Derecho del Trabajo. En AA VV (Dir. 
PEDRAJAS MORENO, A.). Puntos críticos interdisciplinarios en 
las relaciones laborales. Valladollid, Lex Nova, 2000, pp. 88-
90.   
37 El uso de la expresión derechos fundamentales típicos del 
trabajador será utilizada siempre para referirse a la libertad 
sindical y al derecho de huelga previstos en el art. 28 de la 
CE. 
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de dignificación de la persona y que la persona digna 
tiene que vivir dignamente38. 
 
 
4) La importancia de estudiar los derechos 
fundamentales de la persona en el seno de la 
relación laboral 
 
 
Como se señaló, la protección de los derechos 
fundamentales de la persona en el ámbito de la 
empresa plantea el problema relativo a su 
armonización con el derecho constitucional a la 
libertad de empresa en el marco de la economía de 
mercado, manifestado en las relaciones laborales a 
través del poder de dirección del empresario. 
 
Esto conduce a la formulación de dos 
cuestiones: ¿Cuál es la importancia de estudiar los 
derechos fundamentales de la persona en el seno de la 
relación laboral? ¿Los derechos fundamentales de la 
persona asumen un significado especial en las 
relaciones laborales?  
 
Para encontrar la respuesta a estas 
cuestiones debe partirse de la propia CE y, en 
particular, de la definición del Estado Español, como 
un Estado Social y Democrático de Derecho, entendido 
como el Estado constitucionalmente comprometido a 
                                                 
38 MUÑOZ CAMPOS, J. Poder de dirección y deber de obediencia: 
criterios jurisprudenciales. En Actualidad Laboral, núm. 27, 
1989, p. 350.  
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adoptar los mecanismos necesarios para compensar las 
desigualdades sociales existentes. 
 
Un Estado es Social y Democrático de Derecho 
cuando los poderes públicos están comprometidos con 
la promoción de las condiciones para que la libertad 
y la igualdad del individuo y de los grupos en que se 
integran sean reales y efectivas39. 
 
Lo que se intenta alcanzar, por lo tanto, en 
el Estado Social y Democrático de Derecho es la 
igualdad real y efectiva de los individuos a través 
de la compensación de las desigualdades sociales 
existentes. 
 
La concreción de la intervención activa de 
los poderes públicos en lo que concierne a la 
                                                 
39 RITTER, G. A. El Estado social, su origen y desarrollo en una 
comparación internacional. Madrid, Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, 1991, p. 27; ALARCÓN CARACUEL, M. R. Estado 
social y derecho del trabajo. En AA VV (Coord. ALARCÓN 
CARACUEL, M. R.). Constitución y derecho del trabajo: 1981-
1991: Análisis de diez años de jurisprudencia constitucional.  
Madrid, Marcial Pons, 1992, p. 13; FERNÁNDEZ-MIRANDA CAMPOAMOR, 
A. El Estado social. En Revista Española de Derecho 
Constitucional, núm. 69, 2003, p. 164. 
RITTER, explicando el concepto de Estado social, aduce que el 
Estado “(...) tiene que promover con su poder el progreso 
social y económico de todos sus miembros, porque, en último 
término, el desarrollo de lo uno constituye la condición y, 
asimismo, la consecuencia del desarrollo de lo otro; y en este 
sentido hablamos de Estado social (gesellschaftlich o sozial) 
(RITTER, G. A. El Estado..., op. cit., p. 27). 
A continuación, enumera los cometidos del Estado social: “1) 
intervención jurídica para mejorar el status jurídico de las 
personas (por. Ej., el Derecho del trabajo); 2. Intervención 
económica para mejorar la renta de las personas; 3. 
Intervención ecológica para mejorar el medio ambiente material 
y social de las personas (infraestructuras, comunicaciones, 
hospitales); 4. Intervención pedagógica para mejorar la 
capacidad de actuación de las personas mediante actividades de 
 41  
La necesidad de protección de los derechos fundamentales 
individuales en el ámbito laboral 
realización de la igualdad real y efectiva puede ser 
conseguida de dos formas. La primera, se refiere a la 
garantía  de condiciones de existencia digna a 
quienes no puedan procurárselas por sí mismos. Un 
ejemplo de ello son las disposiciones 
constitucionales del art. 35.1, 41 y 50 de la CE. La 
segunda forma, se refiere a la compensación de 
determinadas situaciones de debilidad o de 
vulnerabilidad económica, a través de una protección 
diferenciada de los grupos desfavorecidos, con el 
objetivo de disminuir la desigualdad existente. Un 
ejemplo de ello es la protección especial dispensada 
por la Constitución a los niños, a los minusválidos, 
a las personas en la tercera edad, a los consumidores 
y usuarios y a los trabajadores40. 
 
En este contexto, el Derecho del Trabajo 
realiza una importante función de compensación de las 
desigualdades sociales existentes, en la medida que 
pretende disminuir la distancia fáctica que existe 
entre el trabajador y el empresario en el ámbito de 
la organización productiva, haciendo que los valores 
superiores de justicia e igualdad necesarios para la 
realización del Estado Social y Democrático de 
Derecho estén presentes en las relaciones 
laborales41, a través de la alteración del principio 
de igualdad formal de las partes contratantes42. 
                                                                                                                                 
información, formación y asesoramiento, etcétera”. (RITTER, G. 
A. El Estado..., op. cit., p. 33).   
40 AA VV (Coord. MARTÍN VALVERDE, A.). Derecho del trabajo. 
Madrid, Tecnos, 2001 (10ª ed.), pp. 138-139. 
41 ALARCÓN CARACUEL, M. R. Estado social..., op. cit., p. 11. 
42 GOERLICH PESET, J. M. Evolución reciente de los criterios de 
calificación del contrato de trabajo. En Revista de Ciencias 
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No puede olvidarse, por otra parte, que los 
derechos fundamentales asumen el importante papel de 
ser instrumentos para la realización de la igualdad 
material, porque son considerados derechos básicos 
que deben ser garantizados por los poderes públicos, 
como forma de realización de la libertad e igualdad y 
por la sociedad, a través de su participación en la 
vida política, económica, cultural y social (art. 9.2 
de la CE). 
 
La participación de la sociedad en la 
realización de la igualdad material conlleva, algunas 
veces, la violación de los derechos fundamentales. Lo 
que atribuye importancia a la cuestión de la eficacia 
de los derechos fundamentales entre particulares, 
porque es necesario determinar si la violación de 
éstos derechos pueden o no ser reparadas, cuando sean 
realizadas por particulares43. 
 
El problema está, principalmente, en la 
interpretación dada al art. 9.2 y art. 53.1 de la CE, 
según la cual se entiende que los derechos 
fundamentales funcionan como un conjunto de límites o 
mandatos que se dirigen exclusivamente a los poderes 
públicos o el resto del ordenamiento jurídico44. 
                                                                                                                                 
Jurídicas de la Universidad de las Palmas de Gran Canaria, núm. 
3, 1998, p. 102.   
43 GARCÍA TORRES, J. y JIMÉNEZ-BLANCO, A. Derechos fundamentales 
y relaciones entre particulares: la drittwirkung en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Madrid, Civitas, 
1986, p. 42; MOLINA NAVARRETE, C. y OLARTE ENCABO, S. Los 
derechos de la persona del trabajador en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional. En Relaciones Laborales, núm. 17, 
1999, pp. 15-17. 
44 BLAT GIMENO, F. R. Relaciones laborales en empresas 
ideológicas. Madrid, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
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La respuesta a este problema demanda un 
análisis del art. 9.1 de la CE que establece el 
carácter normativo de la Constitución, determinando 
la sujeción tanto de los poderes públicos como de los 
ciudadanos a la Norma Fundamental y al resto del 
ordenamiento jurídico, en lo que se refiere al 
cumplimiento de sus preceptos. 
 
En este contexto, los derechos fundamentales 
sirven como instrumento de defensa del ciudadano 
frente al Estado y como mecanismo coadyuvante del 
reequilibrio de los poderes surgidos con la aparición 
de los nuevos núcleos de poder privado45. 
 
En la interpretación del art. 53.1 de la CE 
tiene que considerarse, también, lo dispuesto en el 
art. 53.3 de la CE, que establece que los principios 
no tienen eficacia inmediata, mientras los derechos 
fundamentales sí. 
 
Es necesario considerar también que el art. 
53.1 de la CE determina la forma como los derechos y 
libertades reconocidos en el Capítulo II del Título I 
de la Constitución deben ser regulados46, fijando que 
la ley es el instrumento necesario para su desarrollo 
y determinando como limite al desarrollo normativo el 
contenido esencial de tales derechos. 
                                                                                                                                 
1986, p. 36; PEDRAJAS MORENO, A. Despido y derechos..., op. 
cit., p. 28. 
45 PEDRAJAS MORENO, A. Despido y derechos..., op. cit., p.25; 
RODRÍGUEZ-PIÑERO Y BRAVO-FERREZ, M. Constitución, derechos 
fundamentales y contrato de trabajo. En Relaciones Laborales, 
Tomo I, 1996, pp. 108-109. 
46 BLAT GIMENO, F. R. Relaciones laborales..., op. cit., p. 37. 
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Además, el art. 53.2 de la CE no establece 
que los mecanismos de tutela de los derechos 
fundamentales queden restringidos, únicamente, a los 
ataques producidos por los poderes públicos47. 
 
Así pues, lo que pretende el art. 53.1 de la 
CE es evitar que los poderes públicos manejen los 
derechos fundamentales como si fueran derechos 
programáticos que pueden ser desarrollados a su 
antojo, no siendo posible hablar de una sujeción 
pasiva exclusiva de los poderes públicos a los 
derechos fundamentales en detrimento de los 
particulares, visto que la interpretación de los 
arts. 9.1 y 10.1 de la Norma Fundamental determina 
que el orden político y la paz social no pueden 
quedar limitados a un orden y una paz públicos48, 
cuya concreción cabe exclusivamente a los poderes 
públicos sin la participación ciudadana. 
 
Esto porque la fórmula política de un Estado 
Democrático de Derecho confiere a los derechos 
fundamentales fuerza vinculante erga omnes, puesto 
que tales derechos tienen una doble dimensión, es 
decir, una dimensión institucional (objetiva), según 
la cual su contenido debe ser funcionalizado para 
concretar los fines sociales y colectivos proclamados 
por la CE, y una dimensión subjetiva por medio de la 
cual se reconoce a los ciudadanos los derechos 
                                                 
47 PEDRAJAS MORENO, A. Despido y derecho..., op. cit., p. 29-30. 
48 Ibídem.  
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subjetivos necesarios para el desarrollo de una vida 
digna49.  
 
No se puede, por lo tanto, negar a los 
derechos fundamentales eficacia horizontal, siendo 
éste uno de los requisitos necesarios para la 
realización del Estado Social y Democrático de 
Derecho, ya que este exige que todos los ciudadanos 
tengan garantizados la igualdad real y efectiva que 
presupone el acceso de todos a los derechos 
fundamentales, incluso, en lo atinente a su tutela 
judicial cuando se observen violaciones por los 
particulares. 
 
La eficacia de los derechos fundamentales 
entre particulares tiene mucha importancia en el 
ámbito de las relaciones laborales, porque la mayoría 
de las violaciones de derechos fundamentales 
individuales son realizadas por los empresarios, en 
el ejercicio de sus facultades directivas. 
 
Otra cuestión que confiere importancia a la 
eficacia horizontal de los derechos fundamentales en 
el seno laboral es la relativa al hecho de que la 
prestación laboral pactada en el contrato de trabajo 
es personal, tornándose el trabajador deudor de un 
trabajo dependiente y acreedor de un salario en 
régimen de ajenidad, mientras el empresario es deudor 
                                                 
49 BLAT GIMENO, F. R. Relaciones laborales..., op. cit., pp. 44-
45; FERNÁNDEZ MIRANDA CAMPOAMOR, A. El Estado..., op. cit., pp. 
154-155. 
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de un salario garantizado y acreedor de un trabajo 
prestado bajo su dirección50. 
 
Por lo tanto, el trabajador se obliga en el 
contrato de trabajo a una prestación laboral de 
carácter personal, para la que sólo se permite, según 
criterios jurisprudenciales, la sustitución ocasional 
del trabajador contratado51. 
 
Del carácter personal de la relación laboral 
y de la eficacia de los derechos fundamentales entre 
particulares resulta la necesidad de reconocimiento 
en el ámbito de la empresa de los derechos 
fundamentales individuales, lo que garantiza una 
mayor concreción del Estado Social y Democrático de 
Derecho en los contratos de trabajo y en la 
organización productiva. 
 
Y ello por dos razones. Por una parte, el 
trabajo es uno de los aspectos esenciales de la 
existencia humana. Por otra, la lesión a tales 
derechos resulta frecuente en la vida profesional52, 
lesiones que obedecen a una incorrecta interpretación 
de la libertad de empresa, reconocida en el art. 38 
de la CE. 
 
Así pues, es función de los Tribunales, con 
el TC a la cabeza, impulsar el carácter compensador 
                                                 
50 BLASCO PELLICER, A. La individualización de las relaciones 
laborales. Madrid, Consejo Económico y Social, 1995, p.44.  
51 STS (Sala de lo Social), de 2 de febrero de 1988(Ar. 558). 
52 AA VV (Coord. MARTÍN VALVERDE, A.). Derecho..., op. cit., p. 
141. 
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del Derecho del Trabajo, ya que la propia estructura 
de la relación laboral impone un desnivel entre los 
sujetos implicados, empresario y trabajador, en la 
medida que aquél asume los riesgos de la organización 
productiva y tiene como obligación básica que dimana 
del contrato de trabajo, el pago del salario. 
 
Por ello, los poderes del empresario 
constituyen una amenaza real para la afirmación de 
los derechos de los trabajadores53 y, principalmente, 
de sus derechos fundamentales individuales. 
 
La importancia de la tutela de los derechos 
fundamentales del trabajador como persona radica en 
el hecho de que permiten una reconstrucción del 
contrato de trabajo, objetivando un mayor equilibrio 
de los intereses contrapuestos de las partes, a 
través del desarrollo de la personalidad del 
trabajador en el ámbito de la empresa, con vistas a 
asegurar en el contrato de trabajo el orden jurídico 
democrático54. 
 
En el seno de la organización productiva 
puede decirse que el trabajador no pierde sus 
derechos fundamentales personales al firmar un 
contrato de trabajo, puesto que se trata de derechos 
que el trabajador ya ostenta, por su condición de 
                                                 
53 VALDÉS DAL-RÉ, F. Poderes del empresario y derechos de la 
persona del trabajador. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1990, 
p. 277. 
54 Ibídem,  p. 279. 
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persona, antes de constituirse la relación laboral y 
que seguirá manteniendo al extinguirse aquélla55. 
 
De esta manera las relaciones laborales deben 
buscar una compatibilización entre la naturaleza 
personal del objeto del contrato de trabajo y la 
posición privilegiada que el empresario asume en esta 
relación, a fin de garantizar el desarrollo de la 
personalidad del trabajador en el seno de la empresa. 
 
La posición privilegiada que el empresario 
asume en la relación laboral, aunque permite 
frecuentes violaciones a los derechos fundamentales 
personales en el ámbito de la organización 
productiva, no puede convertirse en elemento 
justificante del ejercicio sin medidas de la libertad 
de empresa, puesto que el trabajo es un presupuesto 
básico y necesario para la realización de la dignidad 
humana, 
 
Así pues, los derechos fundamentales de la 
persona asumen un significado especial en las 
relaciones laborales, porque establecen la necesidad 
de ponderación entre la posición del trabajador y la 
posición del empresario en la organización productiva 
y en el marco de una economía de mercado, con la 
finalidad de garantizar la dignidad humana y la 
                                                 
55 PEDRAJAS MORENO, A. Los derechos fundamentales de la persona 
del trabajador y los poderes empresariales: la Constitución 
como marco y como límite de su ejercicio. En Actualidad 
Laboral, núm. 4, 2002, p. 53. 
 
 49  
La necesidad de protección de los derechos fundamentales 
individuales en el ámbito laboral 
realización del Estado Social y Democrático de 
Derecho. 
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LA DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DEL ACOSO 
LABORAL 
La delimitación conceptual del acoso laboral 
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acoso laboral en el ámbito del derecho interno. 
8. Los tipos de acoso laboral. 9. Distinción 
entre el acoso laboral y las tensiones 
laborales no subjetivas 
 
 
 
 
1) Consideraciones iniciales 
 
Los datos demuestran la extrema gravedad del 
hostigamiento laboral al evidenciar que la violencia 
psicológica en el trabajo ha sufrido un incremento de 
1% entre los años 1995 y 2000, pasando del 8 al 9%, lo 
que significa que 13 millones de trabajadores son 
afectados en términos absolutos en Europa. De entre 
estos, 750.000, lo que equivale a 5% de los 
asalariados, son españoles1.  
 
Aunque los datos sobre este problema sean 
relativamente recientes, el acoso moral en el trabajo 
se remonta al origen del propio trabajo. Pero estas 
situaciones han sido consideradas durante mucho tiempo 
                                                 
1 MERLLIÉ, D.; PAOLI, P. Diez años..., op. cit., p. 7. 
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como algo normal y habitual en el seno de la unidad 
productiva, por cuanto la subordinación o dependencia a 
que se somete el trabajador en la relación laboral 
compromete su agere libre. 
 
Sólo recientemente, a partir de la influencia 
de los movimientos en favor de los derechos humanos, 
que han destacado la importancia del respeto a la vida, 
a la integridad y a la dignidad de las personas como 
requisitos indispensables para la construcción de una 
sociedad civilizada, las conductas de violencia 
psicológica en el ambiente laboral pasaron a ser 
consideradas como inaceptables2.   
 
Otro hecho que ha dirigido la atención de la 
sociedad hacía este problema han sido los estudios 
realizados por LEYMANN3 en la década de los ochenta 
entre la población asalariada de Suecia, que 
demostraron que el 3,5% de los asalariados de aquél 
país ya habían sido víctimas de acoso moral. 
 
Todo ello ha determinado que inicialmente el 
acoso moral fuera tratado como un conflicto subjetivo 
que encontraba causa en los rasgos de la personalidad 
del acosador y acosado, lo que ha hecho que dicho 
conflicto fuera considerado como un problema individual 
sobre el cual resultaba muy difícil intervenir4. 
                                                 
2 BELANDIA, R. Acción sindical..., op. cit., p. 197. 
3 LEYMANN, H. Mobbing…, op. cit., pp. 40-50. 
4 BELANDIA, R. Acción sindical..., op. cit., p. 197. 
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Sin embargo, esta concepción ha sido rechazada 
por la OIT, que considera que la violencia en el lugar 
de trabajo no obedece únicamente a factores personales, 
sino que deriva de una combinación de causas relativas 
a las personas, al medio ambiente o entorno laboral, a 
las condiciones organizativas y contractuales del 
trabajo, así como a las formas de interacción entre los 
propios trabajadores, entre los clientes y los 
trabajadores, y entre éstos y los empresarios5.  
 
Resulta, así, más razonable considerar el acoso 
moral como un conflicto, que asume al mismo tiempo el 
carácter de evento intrapersonal (conflicto subjetivo) 
y social, puesto que en él se mezclan tanto las 
percepciones y vivencias personales de los afectados, 
como las interacciones sociales que las producen6. 
 
Aunque el origen del problema pueda ser muy 
diverso, variando desde fuertes desencuentros, 
diferencias o conflictos entre trabajador y empresario, 
hasta comportamientos que constituyen una distracción 
para los hostigadores, el caldo de cultivo que favorece 
la aparición de las conductas de acoso moral en el 
trabajo se encuentra básicamente ligado a dos tipos de 
aspectos: la organización del trabajo y la gestión de 
                                                 
5 CHAPELLI, D. and MARTINO, V. Violence at work. Ginebra, Oficina 
Internacional del Trabajo, 2000. 
6 BARÓN DUQUE, M. Afrontamiento individual del acoso moral en el 
trabajo a través de los recursos de negociación. En Lan 
Harremanak, núm. 7, 2003, p. 137.  
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los conflictos por parte de los superiores 
jerárquicos7. 
 
Esto sucede porque la organización productiva y 
las relaciones desarrolladas en su ámbito generan 
siempre una situación de vulnerabilidad moral, material 
y jurídica para el trabajador que compete al Derecho y, 
en especial al Derecho del Trabajo, revertir a través 
de los mecanismos de tutela que dicha rama del 
ordenamiento jurídico prevé. 
 
El ideal sería que el poder de dirección y 
organización del empresario fuese ejercido de forma 
equilibrada, garantizándose el desarrollo de la 
personalidad del trabajador, es decir, el ideal sería 
que la gestión de la empresa fuera realizada 
democráticamente, a fin de disminuir en el entorno 
empresarial la especial debilidad o vulnerabilidad de 
la que no es inmune la persona que presta servicios 
como trabajador subordinado. Se entiende por gestión 
democrática de la empresa la que garantiza la 
realización personal y profesional del trabajador, lo 
                                                 
7 MARTÍN DAZA, F.; PÉREZ BILBAO, J.; LÓPEZ GARCÍA-SILVA, J. A. NTP 
476: El hostigamiento psicológico en el trabajo: mobbing. 
Disponible en:  www.mobbing.nu/476.htm, acceso en 01.09.2003; 
SIBAR, P.¿Qué es el acoso moral? Disponible en: 
www.discriminacion.org/discriminación/acoso_moral/acoso_moral.htm, 
acceso en 12.09.2003; SÁEZ NAVARRO, M. C. Algunas cuestiones sobre 
el mobbing en el trabajo. En Aranzadi Social, Tomo II, 2001, p. 
3053; VELÁZQUEZ, M. Las posibilidades de actuación de la 
inspección de trabajo frente al acoso moral o mobbing. En Lan 
Harremanak, núm. 7, 2003, p. 164; FERNÁNDEZ CAROU, L. y LLORENS 
SERRANO, H. Acoso moral (mobbing). Una dimensión del riesgo 
psicosocial. Disponible en: www.istas.ccoo.es.  
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que se verifica cuando hay una transacción entre los 
diferentes intereses en juego en el contrato de 
trabajo. 
 
En efecto, el hostigamiento en el trabajo 
evidencia un problema social derivado de la falta de 
democracia en la vida cotidiana del trabajador en su 
organización de trabajo, y que sólo puede ser resuelto 
con la restauración de la dignidad del trabajador como 
persona y como ciudadano8, lo que exige la delimitación 
del concepto de acoso laboral desde una doble 
dimensión, la psicológica y la jurídica.  
 
Desde la dimensión psicológica lo que se 
pretende es analizar cuáles son las conductas de 
violencia psicológica que constituyen acoso moral, 
mientras que desde la perspectiva jurídica habrá que 
ocuparse en definir los medios de tutela frente a 
dichas conductas. 
 
No obstante, la tutela jurídica frente al acoso 
laboral impone, en primer lugar, la formulación de un 
concepto jurídico de dicho fenómeno social, ya que no 
se puede ofrecer tutela jurídica frente a dicha 
conducta sin antes haber delineado sus parámetros 
conceptuales. 
                                                 
8 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela frente a la violencia  moral en 
los lugares de trabajo: entre prevención e indemnización. En 
Aranzadi Social, Tomo V, 2001, p. 1134; ARAMENDI, P. Acoso moral: 
su tipificación jurídica y su tutela. En Aranzadi Social, núm. 2, 
2002, p. 54.  
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En materia de hostigamiento en el trabajo, esa 
tarea presupone un análisis del concepto psicológico de 
acoso moral, ya que hasta la entrada en vigor de la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre9 el ordenamiento laboral 
interno carecía de un concepto normativo de 
hostigamiento en el trabajo. 
 
En este capítulo no se pretende profundizar en 
el aspecto psicológico del acoso en el trabajo. Sin 
embargo, y aunque sea superficialmente, dicha 
perspectiva tiene que ser afrontada, porque es a partir 
de ella que el Derecho recoge las bases para enunciar 
un concepto jurídico de hostigamiento laboral. 
 
Así pues, lo que se pretende es, partiendo de 
la previa delimitación del concepto psicológico de 
acoso moral, analizar el concepto jurídico plasmado en 
las normas comunitarias, en el derecho interno y en la 
doctrina judicial, para a continuación evaluar en qué 
medida el concepto metajurídico influencia el concepto 
jurídico. Todo ello con la finalidad de proponer un 
concepto jurídico de hostigamiento en el trabajo. 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
9 BOE de 31 de diciembre de 2003. 
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2) La delimitación conceptual del acoso moral 
desde la psicología 
 
 
El punto de partida de este epígrafe lo 
constituye la pregunta recurrente cuando nos acercamos 
al fenómeno del acoso moral: ¿Es posible decir que todo 
conflicto personal constituye acoso moral? La respuesta 
ha de ser necesariamente negativa. Existen determinadas 
categorías de conflictos personales que no constituyen 
hostigamiento psicológico. Así, los conflictos 
personales pueden ser divididos en dos grupos10. 
 
El primer grupo engloba los conflictos que no 
presentan consecuencias psicológicas que comprende los 
desacuerdos en el trabajo como, por ejemplo, las 
desavenencias en la manera de realizar las tareas; la 
mala gestión del personal, como por ejemplo, órdenes 
equivocadas e incluso ilegales, y los arrebatos 
transitorios, como un mal pronto, perder los papeles, 
etc. 
 
El segundo grupo, que incluye los conflictos 
que presentan consecuencias psicológicas, se subdivide 
en tres categorías. La primera categoría comprende los 
conflictos que presentan consecuencias destructoras 
pero no necesariamente malintencionadas: el estrés, 
entendido como agotamiento psicofísico causado por las 
condiciones de trabajo; la ansiedad neurótica, típica 
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de personas que presentan una personalidad agresiva; 
las causadas por el jefe tirano, es decir, aquel que 
adopta órdenes abusivas o intolerantes; las causadas 
por el jefe paranoico, aquel que no admite más verdad 
que la propia, y las causadas por las personalidades 
obsesivas, que tienden a dominar las conductas de los 
demás. 
 
En la segunda categoría, se incluyen los 
conflictos que causan consecuencias destructoras 
inconscientemente malintencionadas: las causadas por el 
erotómano, que convierte a un ser amado en objeto de 
acoso; las causadas por los obedientes, que siguen 
acríticamente órdenes destructivas sin pararse a pensar 
el daño que pueden causar, y las causadas por 
narcisistas, que preocupados por su ego pisan a los 
demás. 
 
Y en la última categoría se encuentran los 
conflictos de los que derivan consecuencias 
destructoras conscientemente malintencionadas: las 
causadas por los perversos narcisistas, es decir, 
aquellos que consideran a los demás como un rival 
frente a su poder al que deben destruir. 
 
Sólo las conductas llevadas a cabo por  los 
perversos narcisistas se califican psicológicamente 
                                                                                                                                      
10 HIRIGOYEN, M. F. El acoso moral: el maltrato psicológico en la 
vida cotidiana. Barcelona, Paidós, 2001, p. 214. 
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como acoso moral y se desarrollan a través de cinco 
tipos básicos de actividades11.  
 
El primer tipo comprende las actividades de 
acoso para reducir las posibilidades de la víctima de 
comunicarse adecuadamente con otros, incluido el propio 
acosador12. El segundo tipo incluye las actividades de 
acoso para evitar que la víctima tenga la posibilidad 
de mantener contactos sociales13. El tercer tipo engloba 
las actividades de acoso dirigidas a desacreditar o 
impedir a la víctima mantener su reputación personal o 
laboral14. En el cuarto tipo se encuentran las 
                                                 
11 LEYMANN, H. Mobbing..., op. cit.,  pp. 42-43. 
12 En este grupo de actividades acosadoras se incluyen las 
siguientes conductas: el jefe o acosador no permite la posibilidad 
de comunicarse a la víctima; se le interrumpe continuamente cuando 
habla; se le impide expresarse; es objeto de avasallamiento, 
gritos o insultos en voz alta; se producen ataques verbales 
criticando trabajos realizados; se producen críticas hacía su vida 
privada; se aterroriza a la víctima con llamadas telefónicas; se 
le amenaza verbalmente; se le amenaza por escrito; se le rechaza 
el contacto con la víctima (evitando el contacto visual, mediante 
gestos de rechazo, desdén o menosprecio, etc...); se ignora su 
presencia, por ejemplo dirigiéndose exclusivamente a terceros 
(como si no le vieran o no existiera)... etc.  
13 En esta categoría se enmarcan comportamientos como: no se habla 
nunca con la víctima; no se le deja que se dirija a uno; se le 
asigna a un puesto de trabajo que le aísla de sus compañeros; se 
prohíbe a sus compañeros hablar con la víctima, y se niega la 
presencia física de la víctima. 
14 Pueden describirse los siguientes: se maldice, se “echa pestes” 
de la víctima, o se le calumnia, se hacen correr cotilleos, y 
rumores sobre la víctima orquestados por el acosador o por el 
grupo de acosadores; se hace mofa, burla, o se ridiculiza a la 
víctima; se le atribuye la condición de enferma mental o de tener 
problemas psicológicos; se le intenta forzar a realizar un examen 
o diagnóstico psiquiátrico; se fabula o inventa una supuesta 
enfermedad de la víctima; se imita sus gestos, su postura, su voz, 
su comportamiento o su talante con vistas a ridiculizarlos; se le 
pone motes, llamándole por ellos; se ataca sus creencias políticas 
o religiosas; se hace burla de su vida privada; se hace burla de 
sus orígenes o de su nacionalidad; se le obliga a realizar un 
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actividades de acoso dirigidas a reducir la ocupación 
de la víctima y su empleabilidad mediante la 
desacreditación profesional15. Y, en el último tipo, 
están las actividades de acoso que afectan a la salud 
física o psíquica de la víctima16
 
La configuración psicológica del acoso moral, 
además de exigir al menos uno de los tipos básicos de 
actividades señaladas, presupone también que se cumplan 
los requisitos enumerados a continuación17.  
                                                                                                                                      
trabajo o tareas humillantes; se monitoriza, anota, registra y 
consigna el trabajo de la víctima en términos malintencionados y 
desigual; se cuestiona o contesta las decisiones tomadas por la 
víctima; se le injuria en términos obscenos o degradantes; se le 
acosa sexualmente a la víctima con gestos o proposiciones... etc. 
15 Se consideran como tales las siguientes conductas: no se asigna 
a la víctima trabajo alguno; se le priva de cualquier ocupación, y 
se vela para que no pueda encontrar tarea alguna por sí misma; se 
le asignan tareas totalmente inútiles y/o absurdas; se le asignan 
tareas muy inferiores a su capacidad o competencia profesional; se 
le asignan sin cesar tareas nuevas; se le obliga a ejecutar 
trabajos humillantes; se le asigna tareas que exigen una 
experiencia superior a las competencias que posee con vistas a 
desacreditarla...etc. 
16 En las cuales se incluyen: se le obliga a realizar trabajos 
peligrosos o especialmente nocivos para la salud; se le amenaza 
físicamente; se agrede físicamente a la víctima ya sea gravemente 
o no; se le ocasionan voluntariamente gastos con intención de 
perjudicarla; se ocasionan desperfectos en su puesto de trabajo o 
en su domicilio; se arremete sexualmente contra la víctima.  
17 DÍAZ DESCALZO, M. C. Los riesgos psicosociales en el trabajo: el 
estrés laboral, el síndrome del quemado y el acoso laboral su 
consideración como accidente de trabajo. En Revista de Derecho 
Social, núm. 17, 2002, pp. 189-190; ARAMENDI, P. Acoso moral..., 
op. cit., pp. 58-60; GONZÁLEZ DE RIVERA, J. L. El maltrato 
psicológico. Madrid, Espasa, 2002, p. 115; CORDERO SAAVEDRA, L. La 
delimitación jurídica entre el acoso moral y las tensiones 
laborales. En Aranzadi Social, núm. 6, 2003, p. 41; LÓPEZ 
CABARCOS, M. A. Y VÁZQUEZ RODRÍGUEZ, P. Mobbing. Cómo prevenir, 
identificar y solucionar el acoso psicológico en el trabajo. 
Madrid, Pirámide, 2003, p. 51; CALERO JEAN, C. y NAVARRO 
DEMENICHELLI, R. El mobbing o acoso moral en el trabajo. 
Disponible en www.ugt_pv.org/docu/mobbing.pdf, acceso en  
12.09.2003. 
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a) El acoso moral se caracteriza por la 
repetición, es decir, por la existencia de un proceso 
sistemático de conductas que se manifiesta bajo las 
notas de duración y frecuencia. 
 
La duración mínima exigida para que una 
conducta sea considerada acoso moral es de seis meses, 
mientras la frecuencia mínima es de al menos una vez a 
la semana. En otros términos, sería acoso moral la 
exposición de la víctima a comportamientos 
característicos al menos una vez a la semana durante un 
período mínimo de seis meses18. 
 
Esta exigencia se justifica porque desde la 
perspectiva psicológica el acoso moral se desarrolla en 
cuatro fases19. La primera, denominada de fase de 
conflicto, en la que la existencia del conflicto 
aparece como algo común en la vida de la relación 
laboral. La segunda, titulada fase de estigmatización, 
en la que el acosador adopta una de las distintas 
modalidades de comportamiento hostigador. La tercera, 
                                                 
18 LEYMANN, H. The definition of mobbing at workplaces. En The 
mobbing Encyclopaedia. Disponible en: 
www.leymann.se/English/12100e.HTM, acceso en 02.09.2003. 
19 MARTÍN DAZA, F.; PÉREZ BILBAO, J.; LÓPEZ GARCÍA-SILVA, J. A. NTP 
476: El hostigamiento psicológico en el trabajo: mobbing. 
Disponible en www.mobbing.nu/476.htm, acceso en 01.09.2003; 
RODRÍGUEZ, N. Mobbing. Vencer el acoso moral. Barcelona, Planeta, 
2002, pp. 44-48; AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; 
TASCÓN LÓPEZ, R. El acoso moral en el trabajo (mobbing): análisis 
sobre la limitada respuesta jurídica a un antiguo problema de 
reciente estudio y futura solución legal. En Revista de Trabajo y 
Seguridad Social, núm. 233-234, 2002, pp. 14-15; FUERTES ROCAÑÍN, 
J. C. ¡Mobbing! Acoso laboral: psicoterrorismo en el trabajo. 
Madrid, Arán Ediciones, 2004, pp. 34-38.  
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llamada de fase de intervención desde la empresa, en la 
que son tomadas las medidas para la resolución del 
conflicto. La última, que se conoce como fase de 
marginación o exclusión de la vida laboral, en la que 
el trabajador compatibiliza su trabajo con largas 
temporadas de baja o queda excluido definitivamente del 
mundo laboral, sumido en un proceso de incapacidad. 
 
Por ello, en el seno de la empresa se observan 
otras especies de tensiones laborales subjetivas que no 
constituyen acoso moral al manifestarse bajo la forma 
de conflictos pasajeros, que responden a reacciones 
impulsivas pero no malintencionadas, o sea, se trata de 
conductas aisladas de tensión laboral que, al no formar 
parte de un plan sistemático para la destrucción de la 
víctima, no pueden calificarse como hostigadoras20. 
 
Dicho de otra manera, lo que en clave 
psicológica distingue las conductas de acoso moral de 
las demás especies de tensiones laborales subjetivas es 
la frecuencia y duración de los ataques a la víctima, 
es decir, la persistencia y continuidad de la situación 
de tensión a que se somete al trabajador afectado21. 
                                                 
20 MOLINA, B. Mobbing o acoso moral en el lugar de trabajo. En 
Relaciones Laborales, núm. 3, 2002, p. 60; ARAMENDI, P. Acoso 
moral...., op. cit., p. 59; RODRÍGUEZ LÓPEZ, P. Mobbing. El acoso 
moral en el trabajo. En Revista de Trabajo y Seguridad Social, 
núm. 253, 2004, p. 123; ROMERO RODENAS, M. J. Protección frente al 
acoso en el trabajo. Albacete, Bomarzo, 2003, pp. 31-32. 
21 HIRIGOYEN, M. F. El acoso moral..., op. cit., p. 30; SÁEZ 
NAVARRO, M. C. El acoso moral en el trabajo desde la psicología 
del trabajo. En Aranzadi Social, Tomo I,  2002, pp. 3159-3160; 
PIÑUEL Y ZABALA, I. Mobbing, la lenta y silenciosa alternativa al 
despido. Disponible en: www.mobbing.nu, acceso en 01.09.2003; 
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b) La finalidad es otra nota distintiva entre 
el hostigamiento psicológico y las demás especies de 
tensiones laborales subjetivas. La finalidad de estas 
últimas es conseguir un mayor aprovechamiento de la 
mano de obra, lo que se concreta en la adopción de 
condiciones de trabajo más favorables a los intereses 
empresariales, en detrimento de los intereses del 
trabajador22, mientras que con el acoso moral el 
acosador pretende la aniquilación del hostigado. 
 
Bajo la perspectiva psicológica, la finalidad 
de las conductas acosadoras es la destrucción del 
hostigado a través de su degradación psicológica. El 
hostigador identifica a la víctima con un rival, o sea, 
con una persona que pone en peligro su poder en el 
ambiente laboral, lo que puede derivar de la aparición 
de un ambiente de extrema competitividad en el que el 
acosador aprovecha la situación organizativa de la 
unidad empresarial para canalizar sus impulsos y 
tendencias psicopáticas23. 
 
Así pues, desde la perspectiva psicológica, el 
acoso moral aparece como consecuencia de trastornos 
psíquicos del hostigador, que identifica a la víctima 
                                                                                                                                      
MARTÍN DAZA, F.; PÉREZ BILBAO, J.; LÓPEZ GARCÍA-SILVA, J. A. NTP 
476: El hostigamiento psicológico en el trabajo: mobbing. 
Disponible en:  www.mobbing.nu/476.htm, acceso en 01.09.2003; 
ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., pp. 58-59; MELLA MÉNDEZ, L. 
El acoso psicológico en el derecho del trabajo. En Tribuna Social, 
núm. 145, 2003, pp. 16-17; BLANCO BAREA, M. J. ¿Una legislación 
anti acoso psicológico? En Lan Harremanak, núm. 7, 2003, p. 111. 
22 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 17. 
23 Ibídem.  
 65
La delimitación conceptual del acoso laboral 
con un rival y, por lo tanto, la persigue con la 
intención de obtener su destrucción.  
 
Como consecuencia del acoso psicológico, el 
hostigado desarrolla una serie de problemas psíquicos y 
físicos cuyo origen está en el periódico proceso de 
destrucción a que el hostigador somete a la víctima24. 
 
En el trabajo, dichos efectos producen una 
serie de bajas laborales25 que son utilizadas por el 
                                                 
24 Los efectos perniciosos  sobre la salud de las víctimas del 
psicoterror laboral pueden ser divididos en seis grupos: a) 
Efectos cognitivos e hiperreacción psíquica: olvido y pérdidas de 
memoria, dificultades para concentrarse, decaimiento/depresión, 
apatía/falta de iniciativa, irritabilidad, 
inquietud/nerviosismo/agitación, agresividad/ataques de ira,  
sentimientos de inseguridad, hipersensibilidad a los retrasos; b) 
Síntomas psicosomáticos de estrés: pesadillas/sueños vividos, 
dolores de estómago y abdominales, diarreas/colón irritable, 
vómitos, náuseas, falta de apetito, sensación de nudo en la 
garganta, llanto, aislamiento, c) Síntomas de desajuste del 
sistema nervioso autónomo: dolores en el pecho, sudoración, 
sequedad en la boca, palpitaciones, sofocos, sensación de faltarle 
aire, hipertensión arterial/hipotensión arterial neuralmente 
inducida, d) Síntomas de desgaste físico producido por estrés 
mantenido durante mucho tiempo: dolores de espalda dorsales y 
lumbares, dolores cervicales (de nuca), dolores musculares 
(fibromialgia); e) Trastornos del sueño, dificultad para conciliar 
el sueño, sueño interrumpido, despertar temprano; f) Cansancio y 
debilidad: fatiga crónica, flojedad en las piernas, debilidad, 
desmayos y temblores (PIÑUEL Y ZABALA, I. Mobbing, la lenta y 
silenciosa alternativa al despido. Disponible en: www.mobbing.nu, 
acceso en 01.09.2003; URRUTÍA, C. El acoso en el ámbito laboral: 
guía sindical para la prevención y sanción del mobbing. Madrid, 
Unión Sindical Obrera, 2002, p. 9-10). 
25 En este sentido, se constata que en España el 1,71% de bajas por 
incapacidad temporal están relacionados con el hostigamiento moral 
(PASTRANA JIMÉNEZ, J. I. ¿Cuánto cuesta el mobbing en España? En 
Lan Harremanak, núm. 7, 2003, p. 178). 
Mientras que una investigación de la Universidad de Manchester 
cifraba las pérdidas que produce el psicoterror cada año en la 
industria británica en 18,9 millones de jornadas laborales 
perdidas (PIÑUEL Y ZABALA, I. Mobbing, la lenta y silenciosa 
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hostigador como argumentos para denigrar el honor 
profesional de la víctima y hacer que ella cese en la 
empresa, voluntariamente o sumida en una grave 
enfermedad26.  
 
c) Otra distinción entre el acoso moral y las 
demás especies de tensiones laborales subjetivas radica 
en las consecuencias de las conductas acosadoras, es 
decir, en los bienes jurídicos lesionados. En el último 
caso quedan afectados los derechos ordinarios sobre 
lugar, tiempo y contraprestación del trabajo realizado, 
mientras el acoso moral afecta al derecho a la dignidad 
y a la integridad moral de la víctima27. 
 
En una primera aproximación y desde la 
psicología, el acoso moral en el trabajo constituye una 
modalidad específica de agresión psicológica que 
presenta consecuencias destructoras malintencionadas, 
manifestadas de forma reiterada y constante, y ejercida 
                                                                                                                                      
alternativa al despido. Disponible en: www.mobbing.nu, acceso en 
01.09.2003). 
26 HIRIGOYEN, M. F. El acoso moral..., op. cit., p. 30; ARAMENDI, 
P. Acoso moral..., op. cit., pp. 58-59; PIÑUEL Y ZABALA, I. 
Mobbing, la lenta y silenciosa alternativa al despido. Disponible 
en: www.mobbing.nu, acceso en 01.09.2003; MARTÍN DAZA, F.; PÉREZ 
BILBAO, J.; LÓPEZ GARCÍA-SILVA, J. A. NTP 476: El hostigamiento 
psicológico en el trabajo: mobbing. Disponible en:  
www.mobbing.un/476.htm, acceso en 01.09.2003; CORDERO SAAVEDRA, L. 
La delimitación jurídica...., op. cit., p. 41;  CALERO JEAN, C. y 
NAVARRO DOMENICHELLI, R. El mobbing o acoso moral en el trabajo. 
Disponible en: www.ugt_pv.org/docu/mobbing.pdf, acceso en 
12.09.2003; PIÑUEL Y ZABALA, I.  y ONATE CANTERO, A. La incidencia 
del mobbing o acoso psicológico en el trabajo en España. En Lan 
Harremanak, núm. 7, 2003, p. 38; RODRÍGUEZ LÓPEZ, P. Mobbing..., 
op. cit., pp. 132-133.    
27 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 17; RODRÍGUEZ LÓPEZ, 
P. Mobbing..., op. cit., p. 122. 
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por quién, desde una posición jurídica o social 
dominante, se considera amenazado en ella por la 
víctima de su agresión, cuya destrucción pretende con 
la finalidad de mantenerse o reforzar su posición de 
dominio28. 
 
  
3) La delimitación conceptual del acoso en el 
trabajo desde la perspectiva jurídica en la 
normativa comunitaria  
 
A) Las Resoluciones 
 
 
Como se ha señalado, la violencia psicológica 
en el ambiente laboral ha sufrido un incremento entre 
los años 1995 y 2000, lo que es razón más que 
suficiente para justificar la preocupación comunitaria 
en lo que se refiere al acoso en el trabajo.  
 
Siguiendo la línea del concepto psicológico de 
hostigamiento, la Resolución 2001/2339 de 20 de 
                                                 
28  LEYMANN, H. Mobbing..., op. cit., p. 26; HIRIGOYEN, M. F. El 
acoso moral..., op. cit., p. 30; ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. 
cit., pp. 58-59; MOLINA, B. Mobbing...,  op. cit., p. 52;  PIÑUEL 
Y ZABALA, I. Mobbing, la lenta y silenciosa alternativa al 
despido. Disponible en: www.mobbing.nu, acceso en 01.09.2003; 
MARTÍN DAZA, F.; PÉREZ BILBAO, J.; LÓPEZ GARCÍA-SILVA, J. A. NTP 
476: El hostigamiento psicológico en el trabajo: mobbing. 
Disponible en:  www.mobbing.nu/476.htm, acceso en 01.09.2003; 
CORDERO SAAVEDRA, L. La delimitación jurídica...., op. cit., p. 
41;  CALERO JEAN, C. y NAVARRO DOMENICHELLI, R. El mobbing o acoso 
moral en el trabajo. Disponible en: 
www.ugt_pv.org/docu/mobbing.pdf, acceso en 12.09.2003; PIÑUEL Y 
ZABALA, I.  y ONATE CANTERO, A. La incidencia del mobbing..., op. 
cit., p. 38. 
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septiembre de 2001 del Parlamento Europeo sobre el 
acoso moral en el lugar de trabajo (en adelante 
Resolución 2001/2339)29 considera que el hostigamiento 
psicológico es una de las manifestaciones de violencia 
en el trabajo. 
 
A pesar de que dicha Resolución carece de un 
concepto de acoso laboral, lanza las bases para su 
formulación. 
 
En primer lugar, caracteriza el hostigamiento 
en el trabajo como una causa de discriminación, pues 
considera que donde se producen más casos de acoso 
moral es en los trabajos con mucha tensión, un tipo de 
trabajo que realizan más frecuentemente las mujeres que 
los hombres, así como en los trabajos con un mayor 
grado de competitividad, menor estabilidad en el empleo 
y que presentan una situación laboral precaria. 
 
Esto permite enmarcar la lucha contra el acoso 
laboral en el ámbito de la labor de mejorar la calidad 
y las relaciones sociales en el trabajo, contribuyendo 
a prevenir la exclusión social, lo que conlleva el 
reconocimiento de que la tutela del acoso moral 
funciona como un mecanismo de defensa del respeto de la 
dignidad del trabajador. 
 
                                                 
29 DOCE C 77/138 de 28 de marzo de 2002. 
 69
La delimitación conceptual del acoso laboral 
En segundo lugar, de conformidad con la 
Resolución 2001/2339, las causas del acoso moral son 
las deficiencias en la organización del trabajo, en la 
información interna y en la gestión de la empresa, así 
como los problemas de organización prolongados e 
irresueltos, que representan un lastre para los grupos 
de trabajo y pueden desembocar en una búsqueda de 
chivos expiatorios. 
 
Partiendo de ello, la Resolución citada subraya 
que la política comunitaria relativa a la salud y 
seguridad en el trabajo debe tener en cuenta los 
factores psíquicos, psicosociales o sociales del 
entorno laboral como un elemento determinante del 
estrés laboral. Además, pone de relieve que dichos 
factores constituyen uno de los elementos de la 
responsabilidad social de las empresas. 
  
La Resolución 2002/C30 también mantiene esta 
posición al reconocer que la mejora continua del 
bienestar en el trabajo debe tener en consideración los 
riesgos sociales tales como el estrés y el acoso en el 
trabajo. 
 
Para ello, la Resolución 2002/C estima 
necesario propiciar una cultura de prevención desde las 
primeras etapas educativas, así como mantener una 
formación profesional continua, regularmente impartida 
                                                 
30 DOCE C 161/1 de 5 de julio de 2002. 
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y adaptada al trabajo cotidiano con la finalidad de 
crear un entorno de trabajo seguro y sano, que es uno 
de los elementos esenciales de la calidad de trabajo. 
 
La necesidad de impulsar una cultura preventiva 
de los riesgos sociales que tienen lugar en el entorno 
productivo y de garantizar un ambiente de trabajo sano 
y seguro adviene del carácter prioritario que la 
protección de la salud y seguridad asumen en el ámbito 
comunitario, lo que conlleva aparejada la necesidad de 
alentar a los Estados miembros a que apliquen con mayor 
vigor las leyes existentes, a fin de garantizar el 
respeto a la dignidad e integridad de los 
trabajadores31. 
 
Puede observarse que las Resoluciones citadas, 
a pesar de mencionar el acoso, no ofrecen un concepto. 
No obstante, al tratar dicho fenómeno social, lo hacen, 
alejándose de la perspectiva psicológica, porque 
vislumbran el hostigamiento en el trabajo como un 
problema del entorno laboral, derivado de las 
situaciones organizativas de la unidad productiva.  
 
Hay, así, un importante cambio de paradigma. 
Mientras la psicología identifica como causa del acoso 
moral los trastornos psíquicos que padece el acosador, 
                                                 
31 Resolución del Parlamento Europeo sobre la Comunicación de la 
Comisión: Cómo adaptarse a los cambios en la sociedad y en el 
mundo del trabajo: una nueva estrategia comunitaria de salud y 
seguridad (2002-2006) (DOCE C 300 E/290, de 11 de diciembre de 
2003). 
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las Resoluciones comunitarias encaran el problema como 
una consecuencia de la forma de organización de la 
empresa, lo que permite concluir que el paradigma 
introducido por las Resoluciones comunitarias se centra 
principalmente en el entendimiento de que las conductas 
acosadoras, al contribuir a una política empresarial de 
exclusión social, se revisten de un carácter 
discriminatorio que necesita ser combatido.  
 
 
B) Las Directivas 
 
 
Respecto al concepto comunitario de acoso en el 
trabajo, tres Directivas aprobadas en los años 2000 y 
2002 establecen la definición de hostigamiento como un 
hecho constitutivo de discriminación relacionado con 
las causas prohibidas mencionadas en las citadas 
normas. Se trata de las Directivas: 2000/43/CE, 
2000/78/CE y 2002/73/CE. 
 
La Directiva 2000/43/CE32 conceptúa el acoso 
como los comportamientos no deseados relacionados con 
el origen racial o étnico que tenga como objetivo o 
consecuencia atentar contra la dignidad de la persona y 
crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, 
humillante u ofensivo (art. 2.3). Dicho concepto, al 
haber sido delineado en el mismo artículo que trata la 
discriminación, caracteriza el hostigamiento en el 
                                                 
32 DOCE L 180 de 19 de julio de 2000. 
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trabajo como un hecho constitutivo de discriminación 
racial o étnico. 
 
La Directiva 2000/78/CE33, por su parte, sigue 
la línea de la Directiva anterior y en su art. 2.3 
define el acoso como las conductas no deseadas 
relacionadas con alguno de los motivos indicados en el 
art. 1 que tengan como objeto o consecuencia atentar 
contra la dignidad de la persona y crear un entorno 
intimidatorio, hostil, degradante, humillante u 
ofensivo. 
 
La Directiva mencionada, al incluir el concepto 
de acoso en el mismo artículo en el que establece el 
concepto de discriminación directa e indirecta, 
relaciona dicho ilícito laboral con una discriminación 
por razones religiosas, de convicción, de discapacidad, 
de edad o de orientación sexual en el ámbito del empleo 
y de la ocupación. 
 
La última de las Directivas citadas, la 
Directiva 2002/73/CE34, que modifica la Directiva 
76/207/CEE se refiere al acoso como todas aquellas 
conductas no deseadas relacionadas con el sexo de una 
persona cuyo propósito o efecto sea atentar contra la 
dignidad de la persona y crear un entorno 
intimidatorio, hostil, degradante, humillante u 
ofensivo, lo que hace que el hostigamiento en el 
                                                 
33 DOCE L 303 de 2 de diciembre de 2000. 
34 DOCE L 269 de 5 de octubre de 2002. 
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trabajo se configure como un hecho constitutivo de 
discriminación por razón de sexo, puesto que, siguiendo 
la misma línea de las Directivas que le preceden, 
delinea el concepto de hostigamiento en el mismo 
artículo que establece los conceptos de discriminación.   
 
Las tres Directivas presentan elementos comunes 
respecto al concepto de acoso laboral35. 
 
En primero lugar, las conductas de 
hostigamiento en el trabajo deben caracterizarse como 
comportamientos no deseados, relacionados con las 
características personales, es decir, el origen racial 
o étnico, la religión o las convicciones, la 
discapacidad, la edad, la orientación sexual en el 
ámbito del empleo y la ocupación y el sexo de la 
persona. 
 
En segundo lugar, dichos comportamientos deben 
conllevar un atentado a la dignidad de la persona y crear 
un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u 
ofensivo36. 
 
Teniendo en cuenta dichos elementos comunes 
puede decirse que las Directivas comunitarias entienden 
el acoso como cualquier comportamiento no deseado, 
relacionado con el origen racial o étnico, la religión, 
                                                 
35 LOUSADA AROCHENA, J. F. El acoso moral por razón de género. En 
Aranzadi Social, Tomo V, 2003, p. 63.  
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las convicciones, la discapacidad, la edad, la 
orientación sexual y el sexo de la persona cuya 
consecuencia sea atentar contra la dignidad de la 
víctima y crear un entorno laboral intimidatorio, 
hostil, degradante, humillante o ofensivo.  
 
La principal característica de la delimitación 
del acoso laboral en las tres Directivas es la apertura 
conceptual, lo que deja margen a una futura y 
específica regulación comunitaria del asunto. No 
obstante, es posible identificar en la actual 
delimitación comunitaria del acoso otras 
características relevantes37, que a continuación se 
analizan. 
 
Las Directivas no prevén ni exigen una duración 
determinada del proceso de persecución laboral, 
simplemente exigen que éste se dé. La finalidad de esta 
fórmula comunitaria es evitar los tradicionales 
criterios elaborados por la psicología y que 
condicionan la existencia del acoso laboral a la 
repetición de la conducta en períodos de tiempo 
previamente fijados como “una vez a la semana durante 
al menos seis o doce meses”. Dichas fórmulas pueden 
dejar fuera del ámbito de la tutela judicial verdaderos 
                                                                                                                                      
36 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso moral en el trabajo ¿Una nueva 
forma de discriminación? En Revista de Derecho Social, núm. 19, 
2002, p. 55. 
37 Dichas características son enumeradas por ARROYUELO SUÁREZ, O. 
La violencia psicológica en el lugar de trabajo en el marco de la 
Unión Europea. En Lan Harremanak, núm. 7, 2003, pp. 286-287 y por 
LOUSADA AROCHENA, J. F. El acoso moral..., op. cit., p. 63.   
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episodios de acoso que, aunque se califiquen como tal, 
porque obedecen a un proceso sistemático de persecución 
laboral, no atienden al período mínimo de frecuencia y 
duración exigido por los psicólogos y psiquiatras. 
 
Lo que pretenden las Directivas comunitarias es 
que la existencia de acoso en el trabajo quede 
condicionada a un proceso reiterado y dotado de una 
frecuencia relativa y distinta en cada caso concreto, 
siendo mejor no acotarla en unos parámetros previamente 
encorsetados.  
 
La inexigencia de un período de tiempo 
determinado acentúa que sea elemento necesario para la 
existencia del acoso el carácter sistemático de las 
conductas, es decir, la repetición de los 
comportamientos hostigadores en un período de tiempo 
que sólo puede ser determinado en cada caso concreto, 
teniendo en cuenta la frecuencia y la intensidad de 
dichos comportamientos. Se evita, de esta manera, que 
una simple tensión laboral pueda ser caracterizada como 
acoso laboral. 
 
Las normas comunitarias tampoco exigen un daño 
efectivo a la salud psíquica o física del trabajador 
afectado, lo que contraría el paradigma según el cual 
sólo son planteables judicialmente los casos en que los 
daños aparecen y sean demostrables mediante informes 
médicos y psiquiátricos. 
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El ideal, de conformidad con el concepto 
comunitario, es que el planteamiento judicial de los 
episodios de acoso se vincule a la producción de los 
hechos reprobados y sancionados, consistentes en la 
creación de un entorno laboral hostil, porque ello 
siempre provoca un daño moral a la víctima.  
 
Dicho planteamiento permite una prevención más 
efectiva del hostigamiento laboral, así como la 
reducción de estos riesgos psicosociales, ya que no se 
tutela sólo los comportamientos de los que se derivan 
daños efectivos, sino también los que, sin causar 
perjuicio a la salud de la víctima, afectasen a la 
armonía del ambiente laboral. 
 
Conviene destacar que lo que pretenden las 
normas comunitarias es prevenir el acoso laboral, así 
como evitar que la personalidad del individuo sea 
efectivamente afectada. En la medida en que se tutela, 
además del daño efectivo, el potencial, derivado de la 
creación de un ambiente de trabajo inadecuado al 
desarrollo de la actividad laboral, se impide que los 
bienes jurídicos que componen la personalidad del 
trabajador sean efectivamente lesionados, lo que hace 
más eficaz la tutela de dichos bienes, convirtiendo la 
tutela preventiva en un importante instrumento de 
protección del ambiente de trabajo y de la personalidad 
de la víctima. 
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Las normas comunitarias parten del supuesto, 
según el cual las conductas acosadoras, aunque no 
afecten efectivamente a la salud física y psíquica de 
la víctima, implican un daño moral al poner en peligro 
la dignidad de la persona y la armonía del ambiente de 
trabajo38. 
 
Las Directivas comunitarias no exigen que el 
acosador actúe movido por una finalidad u objetivo, o 
sea, por una intención. Tal característica se aleja 
completamente del paradigma psicológico, puesto que 
parte de la consideración del acoso laboral como un 
problema del entorno productivo y no como el resultado 
de una perturbación psíquica del agresor. 
 
Con todo, es imprescindible que de dichos 
comportamientos no deseados se derive una consecuencia, 
que no es otra que los efectos producidos por las 
conductas hostigadoras supongan un atentado contra la 
dignidad de la víctima o por lo menos, que las 
conductas acosadoras hayan conseguido crear para el 
acosado un entorno intimidatorio, hostil, humillante, 
degradante u ofensivo. 
 
Con esto, se relativiza, pues, el ánimis 
specialis de las conductas acosadoras y se facilita la 
prueba. La víctima no tiene que demostrar la intención 
                                                 
38 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso..., op. cit., p. 68; MOLINA 
NAVARRETE, C. Del principio al derecho a la igualdad de 
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del acosador, sino acreditar que los hechos de 
intimidación psicológica son capaces de generar un 
entorno laboral hostil. 
 
La relativización del ánimis specialis pone de 
relieve en la delimitación conceptual del acoso laboral 
la consecuencia (efectos) del comportamiento acosador. 
Pero los efectos a los que aluden las Directivas 
comunitarias no se confunden con los efectos enunciados 
por el concepto psicológico, ya que en la 
caracterización del acoso en el trabajo las normas 
comunitarias atienden prioritariamente a la creación de 
un ambiente laboral hostil.  
 
Las Directivas hacen prevalecer la consecuencia 
en detrimento de la finalidad, porque entienden que la 
intención del acosador es un elemento de difícil 
constatación judicial al quedarse en su ámbito íntimo. 
 
En mi opinión, me parece evidente que el 
concepto comunitario es digno de aplausos respecto a 
las características señaladas, principalmente, en lo 
que concierne a la inexigencia de un período de tiempo 
determinado para la caracterización del acoso, a la 
inexigencia de un daño efectivo y a la relativización 
del ánimis specialis, alejándose completamente del 
paradigma conceptual manejado por la psicología. 
 
                                                                                                                                      
oportunidades: las nuevas leyes de tutela antidiscriminatoria. En 
Revista de Trabajo y Seguridad Social, núm. 251, 2004, p. 158. 
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Sin embargo, dicho concepto merece ser 
criticado en dos aspectos. En primero lugar, porque 
condiciona la existencia de acoso laboral a una 
relación de los comportamientos hostigadores con una 
condición personal de la víctima. En segundo lugar, por 
cuanto vincula la existencia de hostigamiento en el 
trabajo a la manifestación del carácter no deseado de 
las conductas acosadoras. 
 
Las Directivas ignoran que hay casos de 
comportamientos acosadores que no mantienen ninguna 
relación con las condiciones personales de la víctima, 
porque lo que pretende el hostigador es eliminar un 
trabajador molesto o innecesario evitando el coste de 
su despido, haciendo que la víctima abandone la 
empresa39.  
 
En otras palabras, no siempre el sustrato 
(motivo) del hostigamiento es el origen racial o 
étnico, la religión, las convicciones, la discapacidad, 
la edad, la orientación sexual o el sexo de la persona. 
El propio hostigador puede actuar ajeno a las 
condiciones personales de la víctima, con la única 
finalidad de tornar insoportable el ambiente en el que 
                                                 
39 Vid. en este sentido la STSJ Cantabria de 23 de junio de 2004 
(JUR 187675) que, al hacer un análisis de las Directivas 
señaladas, distingue dos modalidades de hostigamiento, el acoso 
laboral causal y simple. 
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se desarrolla la prestación laboral, creando un entorno 
laboral hostil40. 
 
En cuanto al elemento subjetivo, la 
introducción en la definición del (no) consentimiento 
de la víctima hace pensar que, a los efectos de las 
Directivas, los comportamientos relacionados con las 
causas prohibidas de discriminación con el propósito o 
el efecto de atentar contra la dignidad del trabajador 
y de crear un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo son lícitos si la 
víctima no dice no, exigiéndose expresamente el no 
consentimiento, que es redundante respecto a la 
ofensividad, ya que la consumación del ilícito se 
verifica con el acto en sí mismo ofensivo y no con la 
negativa de la víctima41. 
 
Del análisis de la normativa comunitaria, 
resulta obvio la necesidad de elaborar una Directiva 
específica, donde se defina un concepto general de 
hostigamiento en el trabajo, así como las bases y el 
tipo de actuación adecuado para enfrentarse a él42, 
porque las Directivas analizadas al conceptuar el acoso 
                                                 
40 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso..., op. cit., pp. 59-60; GARCÍA 
HERRERA, M. A. y MAESTRO BUELGA, G. Constitución y acoso moral.  
En Lan Harremanak, núm. 7, 2003, p. 79. 
41 LOUSADA AROCHENA, J. F. El acoso moral..., op. cit., p. 64; 
VILCHES ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; HERNÁNDEZ CANOSA, A. M. 
Guía de criterios y cláusulas para el tratamiento del acoso sexual 
y moral por razón de género en la negociación colectiva. Madrid, 
Dirección General de la Mujer, 2004, p. 26. 
42 ARROYUELO SUÁREZ, O. La violencia psicológica..., op. cit., p. 
285. 
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laboral lo hacen bajo una perspectiva discriminatoria, 
lo que limita la posibilidad de tutela de dicho 
problema social. 
 
 
4) La experiencia comparada 
 
 
No obstante, la ausencia de una Directiva 
específica que trate el hostigamiento en el trabajo no 
impide a los Estados miembros adoptar las medidas 
necesarias para cohibir las conductas acosadoras43, de 
manera que, en cuanto a la situación normativa relativa 
a la tutela del acoso laboral, puede agruparse a los 
países miembros de la UE en cuatro categorías: a) 
países que han optado por dotarse de una legislación 
específica o están a punto de hacerlo (Francia, 
Holanda, Bélgica, Finlandia, Italia y España), b) 
países que están debatiendo sobre la necesidad o no de 
intervenir legislativamente (Grecia), c) países que han 
optado por considerar que las leyes nacionales 
existentes son suficientes para tratar el problema 
(Irlanda, Reino Unido y Alemania), y d) países que han 
                                                 
43 Sobre las medidas adoptadas por los Estados miembros para 
cohibir las conductas acosadoras vid.: PURCALLA BONILLA, M. A. 
Tendencias normativas y líneas jurisprudenciales recientes. En 
Aranzadi Social, núm. 16, 2002, pp. 89-90; ARROYUELO SUÁREZ, O. La 
violencia psicológica...., op. cit., pp. 290-296; DÍAZ DESCALZO, 
M. C. Los riesgos psicosociales..., op. cit., pp. 191-192; GARCIA 
CALLEJO, J. M. Protección jurídica contra el acoso moral en el 
trabajo o la tutela de la dignidad del trabajador. Madrid, 
Federación de Servicios Públicos de UGT, 2003, pp. 32-38; RUIZ 
CASTILLO, M. M. La vertiente jurídica del acoso moral en el 
trabajo: una aproximación al panorama actual. En Relaciones 
Laborales, núm. 10, 2004, pp. 45-46. 
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preferido por adoptar medidas no legislativas para 
cohibir el hostigamiento, tales como códigos de 
conductas, cláusulas anti-acoso incluidas en los 
convenios colectivos o en los estatutos de entidades y 
organismos públicos o privados (Dinamarca)44.  
 
En el Derecho Francés, la Ley de Modernización 
Social (Ley 2002-73 de 17 de enero) ha introducido una 
nueva regulación sobre el acoso sexual y moral, tanto 
en el Código del Trabajo como en el Código Penal. 
 
El artículo 112-49 del Código de Trabajo 
Francés establece que ningún asalariado debe sufrir 
reiteradamente actos de acoso moral que tengan por 
efecto una degradación de las condiciones de trabajo 
susceptible de atentar contra sus derechos y su 
dignidad, de alterar su salud psíquica o mental o de 
comprometer su futuro profesional.  
 
Prevé que ningún asalariado pueda ser 
sancionado, despedido u objeto de medidas 
discriminatorias, directas o indirectas, especialmente 
en materia de salario, formación, reclasificación, 
destino, calificación, promoción profesional, cambio o 
renovación de contrato, por el hecho de sufrir o 
rechazar el acoso moral o por testimoniar o relatar tal 
situación de acoso. Asimismo, califica de nula de pleno 
derecho toda ruptura del contrato de trabajo, 
                                                 
44 ARROYUELO SUÁREZ, O. La violencia psicológica..., op. cit., p.  
284. 
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disposición o acto derivado de la práctica de acoso 
moral. 
 
En el Código de Trabajo Francés se añadió la 
obligación para el empresario de adoptar todas las 
medidas necesarias para garantizar la seguridad y 
proteger la salud psíquica y mental del trabajador, 
además de incluir el acoso moral en la categoría de los 
riesgos laborales, lo que confiere, por lo tanto, 
especial atención al hostigamiento en el trabajo desde 
la perspectiva de la prevención de riesgos laborales. 
 
El Código Penal Francés, por su parte, sanciona 
al acosador con prisión y multa de 15.000 euros; y 
establece, que en caso de litigio, al trabajador 
afectado corresponde presentar los elementos de hecho 
que denoten la existencia del acoso, mientras que 
incumbe a la parte demandada probar que sus actos no 
constituyen acoso laboral, porque están justificados 
por razones objetivas y ajenas al hostigamiento. 
 
En Holanda, la tutela frente al acoso moral es 
anterior a la normativa comunitaria referida, ya que se 
remonta a 1994. 
 
Desde entonces, el decreto sobre las 
condiciones de trabajo obligó a los empresarios a 
proteger a sus empleados contra el acoso sexual, las 
agresiones psicológicas y la violencia en el lugar de 
trabajo (actos de racismo, agresiones físicas de 
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clientes, pacientes y del público hacia los empleados). 
Este decreto se complementó con dos recomendaciones del 
Consejo Común del Trabajo Industrial, de 1990 y 1999, 
en las que se estableció, respectivamente, el derecho 
de los trabajadores a promover quejas y un código de 
conducta que deberá ser observado en el entorno 
empresarial. 
 
En Bélgica, la Ley de 11 de junio de 2002, 
sobre la protección contra la violencia, el acoso moral 
y sexual en el lugar de trabajo, abarca una amplia gama 
de situaciones prohibidas en el ambiente de trabajo, 
entre ellas, la violencia física, la agresión verbal, 
el acoso moral individualizado o colectivo y el acoso 
sexual. Dicha ley impone a los empresarios un conjunto 
de obligaciones con la finalidad de reducir el riesgo 
de violencia en el lugar de trabajo, y a los 
trabajadores les exige una participación activa en la 
prevención, absteniéndose de cualquier acto violento y 
de utilizar abusivamente los recursos que se ponen a su 
disposición.  
 
En Luxemburgo, se presentó ante el Parlamento 
en 2001 una propuesta requiriendo una legislación 
urgente sobre el acoso moral.  
 
En Finlandia, en junio de 2002, el Parlamento 
aprobó una nueva ley sobre seguridad y salud en el 
trabajo que aborda por vez primera el problema de la 
violencia física y psicológica, en la cual se incluye 
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el acoso moral. Dicha ley impone obligaciones 
preventivas a los empresarios y trabajadores, 
entendiendo que éstos no han de ser únicamente objeto 
de protección, sino sujetos activos respecto a su 
propia seguridad y salud y a la de sus compañeros, 
enfatizándose, con ello, la necesaria cooperación ente 
empresarios y trabajadores. 
 
En Italia, una de las principales regiones del 
país (Lazio) aprobó, el 14 de marzo de 2001, una ley 
con el título “Disposición para prevenir y combatir el 
fenómeno del mobbing en el lugar de trabajo”. Su 
artículo 2 contiene una definición del acoso moral en 
el trabajo, y una lista abierta de posibles prácticas o 
acciones que son reconocidas como acosadoras. 
 
Según dicha ley, se entiende por acoso moral 
las acciones y comportamientos discriminatorios o 
vejatorios prolongados en el tiempo, en el lugar de 
trabajo y dirigidos hacia trabajadores por cuenta 
ajena, públicos o privados, y realizados por el 
empresario o por otros compañeros. 
 
Prevé, además, la constitución de un “comité de 
técnicos” que denomina Observatorio regional del 
Mobbing, cuyas funciones son de naturaleza consultiva 
(asesoramiento a las administraciones regionales, entes 
públicos y administraciones sanitarias, a petición de 
los mismos) y que es competente para controlar de forma 
continuada el fenómeno del acoso moral y para 
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promocionar estudios, investigaciones y campañas de 
sensibilización  e información.  
 
Hay que señalar también en Italia el proyecto 
de ley presentado en la Cámara Baja Italiana en 1 de 
julio de 1996 en el que se define el hostigamiento 
moral como “los actos y comportamientos llevados a cabo por 
el empresario, o por los sujetos que tengan una posición 
jerárquica superior o de igual grado o categoría en el 
conjunto de los trabajadores, hechos con el propósito de 
dañar a un trabajador con carácter sistemático, de modo 
perdurable y con clara determinación.”45
 
En Irlanda, la tutela del acoso en el trabajo 
encuentra arreglo básicamente en la Ley de Relaciones 
Laborales de 1990, en la Ley de Seguridad, Salud y 
Bienestar en el trabajo de 1989 y en la Ley de Igualdad 
en el empleo de 1998. 
 
El Reino Unido tampoco tiene una legislación 
específica sobre el acoso en el trabajo, pero si varias 
leyes suficientemente flexibles para cubrir este 
fenómeno, tales como la Ley Penal de Protección frente 
al Hostigamiento de marzo de 1997 y la Ley sobre los 
Derechos del Empleo de 1996 que considera como si fuera 
despido la decisión del trabajador de abandonar su 
puesto de trabajo en función de un incumplimiento o 
agresión del empresario sobre las condiciones 
                                                 
45 Boletín Oficial de las Cortes Generales del Congreso, serie D, 
núm. 19411-6, p. 14. 
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contractuales pactadas, en las cuales tiene cabida el 
incumplimiento derivado de las conductas de acoso 
laboral. 
 
En Alemania, a pesar de considerarse suficiente 
para abordar el hostigamiento en el trabajo la 
legislación existente en la cual se incluye el Código 
Penal, se aprecia una grande actuación de la 
negociación colectiva en lo que respecta a la tutela de 
las conductas acosadoras. 
 
En Dinamarca, Gobierno, organizaciones 
empresariales y sindicales acordaron que la tutela 
frente al acoso en el lugar de trabajo tendría que 
fundamentarse en acuerdos en el seno de cada empresa o 
sector productivo. 
 
La experiencia comparada deja manifiesto que la 
ausencia de una Directiva comunitaria específica no 
impide a los Estados miembros adoptar una política de 
combate frente al acoso moral, articulada a partir de 
los parámetros ofrecidos por la Resolución 2001/2339, 
donde se recomienda a los Estados miembros que obliguen 
a las empresas, a los poderes públicos y a los 
interlocutores sociales a poner en práctica políticas 
de prevención eficaces, a prever un sistema de 
intercambio de experiencias, a definir procedimientos 
adecuados para solucionar el problema de las víctimas 
de acoso y evitar que se repita; a desarrollar 
mecanismos de información y formación de los 
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trabajadores, del personal que ocupa cargos directivos, 
de los interlocutores sociales y de los médicos 
laborales, tanto en el sector privado como en el 
público; e, incluso, la posibilidad de designar a una 
persona de confianza en el lugar de trabajo, a la que 
puedan recurrir los trabajadores si así lo desean. 
 
 
5) La delimitación conceptual del acoso en el 
trabajo desde la perspectiva jurídica en España  
 
 
A) Las Proposiciones de Ley sobre el acoso 
moral 
 
En España han sido presentadas dos 
proposiciones de ley para tratar el problema del acoso 
moral. La primera, la Proposición de Ley núm. 
122/00015746, referente al derecho a no sufrir acoso 
moral en el trabajo, y la segunda, la Proposición de 
Ley Orgánica núm. 122/00015847, en la que se solicita la 
inclusión del acoso moral como delito tipificado en el 
art. 314 bis del Código Penal. 
 
La Proposición de Ley núm. 122/000157, 
presentada por el Grupo Parlamentario Socialista, sobre 
el derecho a no sufrir acoso moral en el trabajo 
propone la modificación de algunos artículos del ET48, 
                                                 
46 BOCG, serie B, de 23 de noviembre de 2001, núm. 175-1. 
47 BOCG, serie B, de 23 de noviembre de 2001, núm. 176-1. 
48 La Proposición de Ley núm. 122/000157 modifica los artículos del 
ET a continuación enumerados: a) el art. 4.2.e) ET, con la 
siguiente redacción: “Al respecto de su intimidad y a la 
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de la Ley de Procedimiento Laboral (LPL)49, de la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales (LPRL)50, del Texto 
Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en 
el Orden Social (TRLISOS)51, de la Ley 30/1984, de 2 de 
                                                                                                                                      
consideración debida a su dignidad. Comprendida la protección 
frente a ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual y frente 
a conductas constitutivas de acoso moral.”; b) Se añade en el art. 
17.1, a continuación de los términos  “discriminaciones favorables 
o adversas en el empleo”, lo siguiente: “o supongan acoso moral.”; 
c) El art. 50.1.c) con la siguiente redacción: “Cualquier otro 
incumplimiento grave de sus obligaciones por parte del empresario, 
salvo los supuestos de fuerza mayor, y, especialmente, en los 
supuestos de acoso moral y sexual, así como la negativa del mismo 
a reintegrar al trabajador en sus anteriores condiciones de 
trabajo en los supuestos previstos en los arts. 40 y 41 de la 
presente Ley, cuando una sentencia judicial haya declarado  los 
mismos injustificados”; d) el art. 54.2.c) con la siguiente 
redacción: “Las ofensas verbales o físicas al empresario o a las 
personas que trabajan en la empresa o a los familiares que 
convivan con ellos, así como las conductas constitutivas de acoso 
moral. Se entiende por acoso moral toda conducta abusiva o de 
violencia psicológica que se realice de forma sistemática sobre 
una persona en el ámbito laboral, manifestada especialmente a 
través de reiterados comportamientos palabras o actitudes que 
lesionen la dignidad o integridad psíquica del trabajador y que 
pongan en peligro o degraden sus condiciones de trabajo”. 
49 La referida Proposición de Ley modifica el art. 96 LPL, que se 
redactará así: “En aquellos procesos en que las alegaciones de la 
parte actora se deduzca la existencia de indicios de 
discriminación por razón de sexo corresponderá al demandado la 
aportación de una justificación objetiva y razonable, 
suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su 
proporcionalidad. Igual obligación probatoria corresponderá al 
demandado respecto de las decisiones de las que se deduzcan la 
existencia de indicios de acoso moral”. 
En el art. 181 se sustituye la expresión “incluido el tratamiento 
discriminatorio”  por la siguiente: “incluidos el tratamiento 
discriminatorio y el acoso moral”.  
50 La Proposición de Ley núm. 122/000157 añade al primero párrafo 
del art. 14.1 LPRL la siguiente expresión: “...que garantice su 
integridad física y psíquica”. Además, incluye en el art. 14.2, 
después de la expresión “seguridad y salud de los trabajadores”, 
lo siguiente: “y su integridad física y psíquica”.  
51 El art.8.13 LISOS pasaría a tener la siguiente redacción: “El 
acoso sexual y moral, cuando se produzcan dentro del ámbito a que 
alcanzan las facultades de dirección empresarial, cualquiera que 
sea el sujeto activo de la misma.” 
Se añade un nuevo apartado 7 bis en el art. 13 LISOS, que se 
redactará de la siguiente forma: “Las acciones u omisiones que 
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agosto52 y de la Ley de Funcionarios Civiles del 
Estado53.     
 
Respecto al concepto de acoso moral, la 
Proposición de Ley núm. 122/000157 entiende por “acoso 
moral toda conducta abusiva o de violencia psicológica que 
se realice de forma sistemática sobre una persona en el 
ámbito laboral, manifestada especialmente a través de 
reiterados comportamientos, palabras o actitudes que 
lesionan la dignidad o integridad psíquica del trabajador y 
que pongan en peligro o degraden sus condiciones de 
trabajo”. 
 
Se trata de un concepto amplio de hostigamiento 
moral. Además de las conductas de violencia psicológica 
que presentan consecuencias destructoras para la 
dignidad y/o integridad del trabajador (acoso moral en 
sentido estricto), comprende también las conductas que, 
a pesar de no lesionar tales bienes jurídicos, son 
                                                                                                                                      
supongan un incumplimiento de la normativa de prevención de 
riesgos laborales, cuando tengan trascendencia grave para la 
integridad  física o psíquica de los trabajadores, en particular 
como consecuencia del acoso moral, en los términos definidos en el 
artículo 4.2.e) bis del Estatuto de los Trabajadores”. 
52 Incluye en el art. 3.1.1 un nuevo párrafo o) con la siguiente 
redacción: “La conducta constitutiva de acoso moral. Se entiende 
por acoso moral toda conducta abusiva o de violencia psicológica 
que se realice de forma sistemática sobre una persona en el ámbito 
de la función pública, manifestada especialmente a través de 
reiterados comportamientos, palabras o actitudes que lesionen la 
dignidad o integridad psíquica del funcionario y que pongan en 
peligro o degraden sus condiciones de trabajo”. 
53 Modifica el art. 63.1 en su segundo párrafo que quedaría del 
siguiente modo: “asimismo, los funcionarios tendrán derecho al 
respeto a su intimidad y a la consideración debida a su dignidad, 
comprendida la protección frente a ofensas verbales o físicas de 
naturaleza sexual y frente a conductas constitutivas de acoso 
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abusivas, porque no atienden al legítimo interés 
empresarial, siempre que dichas conductas, tanto las 
que constituyen acoso moral en sentido estricto como 
las abusivas, sean sistemáticas y, como mínimo, pongan 
en peligro las condiciones de trabajo de la víctima o 
degraden su ambiente laboral. 
 
Dicha amplitud conceptual deriva también del 
hecho de que la Proposición de Ley, apartándose del 
concepto comunitario, no hace referencia a las 
condiciones personales de la víctima – raza, religión, 
convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual o 
sexo – como elemento determinante para la configuración 
del acoso moral. 
 
El concepto de acoso moral que aparece en la 
Proposición de Ley no fija un período de tiempo 
determinado para la configuración del hostigamiento 
cuya caracterización depende del carácter sistemático, 
manifestado bajo la forma de comportamientos 
reiterados. 
 
Por otra parte, y siguiendo la línea mantenida 
por las Directivas Comunitarias, la Proposición de Ley 
núm.122/000157 no hace referencia a la intencionalidad 
de las conductas hostigadoras. Por esa razón, 
relativiza el ánimis specialis (la finalidad o 
intención de las conductas hostigadoras), acentuando la 
                                                                                                                                      
moral, en los términos definidos en el art. 31.1 o) de la Ley 
30/1984’. 
 92
La delimitación conceptual del acoso laboral 
importancia de las consecuencias del hostigamiento, que 
pueden manifestarse bajo la forma de lesión a la 
dignidad de la víctima, lesión a la integridad psíquica 
del trabajador, posibilidad de poner en peligro las 
condiciones de trabajo, y degradación de las 
condiciones de trabajo. 
 
El concepto de acoso moral delineado en la 
señalada Proposición de Ley es criticable en lo 
relativo a los bienes jurídicos que se ven afectados 
por el hostigamiento en el trabajo. Al hacer referencia 
a la dignidad e integridad psíquica admite que las 
conductas acosadoras pueden lesionar la integridad de 
la víctima sin violar la dignidad. 
 
Asimismo, puede criticarse que en la 
determinación del sujeto pasivo de las conductas 
acosadoras, no se contemple la posibilidad de una 
sujeción pasiva colectiva, cuando la realidad demuestra 
que esto puede ocurrir en las situaciones en las que un 
mismo acosador somete varias víctimas a un proceso de 
persecución laboral sistemático54. 
 
No obstante, al incluir entre las consecuencias 
del hostigamiento, el que se ponga en peligro o se 
                                                 
54 Vid. por tratarse de supuestos de sujeción pasiva colectiva: 
STSJ Navarra de 30 de abril de 2001 (AS 1878) y la STSJ Navarra de 
18 de mayo de 2001 (AS 1821). 
Las referidas sentencias tratan de un supuesto de hecho en el que 
las trabajadoras de la empresa “Limpiezas Abaurrea, SL”, que 
prestaban sus servicios en un colegio público, son acosados 
moralmente por el conserje.  
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degraden las condiciones de trabajo de la víctima, se 
está reconociendo que una eficaz tutela de este 
problema laboral exige la tutela tanto de las conductas 
que generan un daño efectivo a la víctima, como de las 
conductas que, a pesar de no afectar efectivamente a la 
salud del hostigado, causan un daño potencial, porque 
ponen en peligro sus condiciones de trabajo o el propio 
entorno laboral. En otros términos, el referido 
concepto incluye en su ámbito de tutela la protección 
frente a los daños tanto potenciales como efectivos.  
 
Además, conviene destacar que cuando el 
legislador opta por hacer referencia a las 
consecuencias y no a la intencionalidad de los 
comportamientos hostigadores, pone de manifiesto el 
carácter objetivo de la responsabilidad del acosador. 
 
La Proposición de Ley Orgánica núm. 122/000158 
pretende incluir un nuevo  artículo 314 bis en el 
Título XV del Libro Segundo del Código Penal con la 
siguiente redacción:  
 
“1. Los que, mediante reiterado acoso moral o 
psicológico, degraden o consientan que se degraden 
las condiciones de trabajo de alguna persona y no 
cesen o adopten las medidas que eviten el mismo, 
tras requerimiento o sanción administrativa, serán 
castigados con la pena de arresto de seis a doce 
fines de semana o multa de tres a seis. 
2. Si el culpable de acoso moral hubiera cometido 
el hecho prevaliéndose de una relación de 
superioridad, la pena será de arresto de doce a 
veinticuatro fines de semana o multa de seis a 
doce meses”. 
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Dicha tipificación legal sanciona no sólo al 
acosador, sino también a la persona que tiene la 
obligación legal de evitar el acoso, de tal suerte que 
el responsable de la adopción de las medidas de 
prevención se torna responsable penalmente, a partir 
del momento en que incumple los requerimientos o 
sanciones administrativas de la Inspección de Trabajo, 
siendo este momento el marco constitutivo de la 
responsabilidad penal de la persona encargada de la 
prevención.  
 
Además, la redacción propuesta para el nuevo 
artículo 314 bis deja claro que el tipo penal se 
caracteriza por el carácter sistemático de las 
conductas acosadoras, así como por la existencia de 
consecuencias derivadas de tales conductas, ya que la 
norma utiliza la expresión “degraden o consientan que 
se degraden”. 
 
Dicho de otro modo, no se sanciona penalmente 
al sujeto activo del acoso moral ni al responsable de 
la prevención del mismo cuando sus comportamientos sólo 
causen daños potenciales a la víctima. El uso de la 
expresión “degraden o consientan que se degraden” 
supone la existencia de un daño efectivo y cierto al 
trabajador. 
 
Sin embargo, el artículo en análisis no 
tipifica los comportamientos que deben ser considerados 
como acoso moral, lo que, en mi opinión, impide la 
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eficaz tutela de las conductas acosadoras en el ámbito 
penal, por cuanto la norma se limita a enumerar las 
personas que pueden ser sujetos activos de tal delito. 
 
 
B) El concepto institucional de acoso moral 
 
 
Desde la perspectiva institucional, el 
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el trabajo 
en la Nota Técnica de Prevención núm. 476, de 199855 
define el acoso moral como la “situación en la que una 
persona o un grupo de personas ejercen una violencia 
psicológica extrema (en una o más de las 45 formas o 
comportamientos descritos por el “Leymann Inventory of 
Psychological Terrorization”), de forma sistemática (al 
menos una vez por semana), durante un tiempo prolongado (más 
de 6 meses), sobre otra persona en el lugar de trabajo”. 
 
El concepto institucional del Instituto 
Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo está 
fuertemente influenciado por el concepto psicológico de 
acoso moral, lo que lo hace merecedor de algunas 
críticas. 
 
En primero lugar, no deja clara las formas de 
manifestación del acoso moral, limitándose a 
describirlo como una situación de violencia psicológica 
extrema. Dicho concepto ignora que hay determinadas 
                                                 
55 www.mtas.es/insht/documentación. 
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formas de violencia psicológica que no constituyen 
hostigamiento moral, o sea, que sólo la violencia 
psicológica que causa una consecuencia destructora 
malintencionada puede ser calificada como tal. Además, 
es también criticable que la referida norma 
institucional para definir las formas de manifestación 
del acoso moral, se remita a las formas o 
comportamientos descritos por LEYMANN. 
 
La segunda crítica se refiere a los parámetros 
que definen el carácter sistemático de las conductas 
acosadoras, ya que prevé que la víctima debe estar 
sometida a dichas conductas, al menos, una vez a la 
semana, en un período de tiempo superior a seis meses. 
 
Este requisito es flagrantemente incompatible 
con los fijados en las Directivas comunitarias que han 
tratado el asunto.  Estas normas prefieren analizar el 
carácter sistemático de las conductas acosadoras en 
cada caso concreto, no estableciéndose períodos de 
tiempo determinados para la caracterización del acoso 
laboral. 
 
Además, cuando prevé un período de tiempo fijo 
para la caracterización del acoso moral, la Nota 
Técnica de Prevención deja fuera de su ámbito las 
conductas que, a pesar de ser sistemáticas y causantes 
de daño, no cumplen el requisito temporal. 
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La fijación de un período de tiempo dificulta 
la prueba del acoso, puesto que la víctima tendrá que 
demostrar que ha sido sometida a comportamientos 
hostigadores, como mínimo, durante el período de tiempo 
exigido. 
 
En otras palabras, dicho requisito temporal 
ignora que, como regla general, los comportamientos 
acosadores surgen comúnmente en las relaciones 
laborales y que, en la mayoría de los casos, la víctima 
no se da cuenta del problema hasta que ya se ha 
generado un daño, de manera que, como la concreción de 
la lesión representa la última fase del conflicto, 
puede que no se cumpla el requisito temporal exigido 
por la Nota Técnica de Prevención, lo que frustra la 
tutela del hostigamiento en el trabajo. 
 
 
C) El concepto legal de acoso en el trabajo 
 
 
La primera tentativa de introducir el concepto 
legal de acoso en el ámbito del derecho español, se 
encuentra en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre56, de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad (en adelante Ley 51/2003, de 2 de 
diciembre). 
 
                                                 
56 BOE de 3 de diciembre de 2003. 
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La citada ley, que regula el acoso social 
llevado a cabo contra las personas discapacitadas en 
los ámbitos de telecomunicaciones y sociedad de la 
información, espacios públicos urbanizados, 
infraestructuras y edificación, transportes, bienes y 
servicios a disposición del público, relaciones con las 
Administraciones públicas, ha tratado las conductas 
acosadoras como una forma de vulneración del derecho a 
la igualdad de oportunidades de las personas con 
discapacidad y en el art. 7 ha conceptuado como 
conducta constitutiva de acoso todos aquellos 
comportamientos relacionados con la discapacidad de una 
persona cuyo objetivo o consecuencia sea atentar contra 
su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo.  
 
Sin embargo, es en el art. 28 de la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre, que se encuentra un 
concepto de hostigamiento que puede ser aplicado al 
ámbito de las relaciones laborales, ya que la Ley 
51/2003, de 2 de diciembre, sólo supletoriamente se 
aplica al ámbito del empleo y de la ocupación (art. 3).  
 
El art. 28 de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre, considera como acoso aquellos 
comportamientos no deseados relacionados con el origen 
racial o étnico, la religión o convicciones, la 
discapacidad, la edad o la orientación sexual de una 
persona, que tengan como objetivo o consecuencia 
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atentar contra su dignidad y crear un entorno 
intimidatorio, humillante u ofensivo. 
 
Dicho precepto incorpora al ordenamiento 
español el concepto de acoso de las Directivas 
2000/43/CE y 2000/78/CE. No obstante, el referido 
concepto legal no menciona el acoso laboral relacionado 
con el sexo de la víctima, de manera que no incorpora 
al ordenamiento interno la Directiva 2002/73/CE. 
 
Por ello, el concepto de acoso laboral de la 
Ley 62/2003, de 30 de diciembre presenta las mismas 
características del concepto comunitario de acoso, o 
sea, no se exige un periodo de tiempo determinado para 
la caracterización del acoso ni la concreción de un 
daño efectivo, así como relativiza el ánimis specialis 
de las conductas acosadoras. 
 
La inexigencia de un período de tiempo 
determinado deja claro que la existencia del acoso 
depende del carácter sistemático de las conductas 
acosadoras, lo que supone la repetición de los 
comportamientos hostigadores en un período de tiempo 
que sólo puede ser determinado en cada caso concreto. 
 
Con todo, el concepto manejado por la Ley 
española no despeja las dudas sobre el daño exigido 
para caracterizar el acoso, es decir, sobre si es 
necesario un daño real, o basta con la verificación de 
una lesión potencial. 
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En la medida en que dicho concepto relativiza 
el ánimis specialis, o sea, la intencionalidad, y 
acentúa la importancia de las consecuencias del 
hostigamiento, se entiende que el concepto legal 
comprende, además de los comportamientos efectivamente 
lesivos, las lesiones potenciales a la salud de la 
persona afectada, es decir, las conductas que no 
afectan directamente la salud, pero que ponen en 
peligro la dignidad de la víctima a través de la 
creación de un entorno laboral hostil, humillante, 
degradante u ofensivo57. 
 
En otras palabras, se supone el daño a la 
dignidad del trabajador siempre que las conductas 
acosadoras generen un ambiente laboral humillante o 
degradante para la persona afectada. En tales 
circunstancias, aunque no haya lesión efectiva a la 
integridad física o psíquica del ofendido, se verifica 
un daño moral que deriva del peligro causado a la 
dignidad58.  
 
Además, la relativización del ánimis specialis 
realza la importancia en la definición del acoso de la 
consecuencia (los efectos) del comportamiento no 
deseado, que se concretan en la creación de un ambiente 
de trabajo hostil. Dicha característica facilita la 
prueba para el acosado, que no tiene que demostrar la 
                                                 
57 MOLINA NAVARETE, C. Del  principio..., op. cit., p. 158. 
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intención59 del acosador, lo que es difícil de constatar 
judicialmente, porque se trata de un elemento que se 
queda en el íntimo del hostigador60. 
 
Hay que destacar que el concepto legal español 
no utiliza la expresión “acoso moral”, sino el término 
“acoso”, razón por la cual se incluyen en su ámbito 
todas las categorías de prácticas violentas, que se 
dividen en acoso, entendido como prácticas violentas 
que, aunque reiteradas, no causan un daño efectivo a la 
víctima, y acoso moral propiamente dicho, esto es, 
prácticas violentas que en virtud de la reiteración 
sistemática causan daño a la salud del trabajador 
afectado61, siempre que presenten relación con uno de 
los motivos enumerados en la norma. 
 
No obstante, el concepto legal es criticable en 
tanto vincula la existencia de acoso laboral con una 
condición personal de la víctima. No se puede olvidar 
que en ocasiones los comportamientos acosadores no 
presentan ningún vínculo con las condiciones personales 
del ofendido, porque la única finalidad del hostigador 
                                                                                                                                      
58 MOLINA NAVARRETE, C. Las nuevas leyes “antiacoso”: ¿Tienen algo 
útil para la prevención y sanción del acoso moral en el trabajo -
mobbin-¿ En Diario La Ley, núm. 5942, 2004, p. 6.  
59 SÁEZ LARA, C. Mujer y trabajo. Madrid, Fundación Alternativas, 
2004, p. 53. 
60 TÁRRAGA POVEDA, entiende que la intencionalidad y los efectos 
sobre la salud del acosado son elementos accesorios en la 
definición de acoso laboral y que apenas sirven para elevar la 
indemnización o la sanción impuesta al sujeto activo (TÁRRAGA 
POVEDA, J. Trabajador o siervo. En Aranzadi Social, núm. 16, 2004, 
pp. 54-55). 
61 ARAMENDI, P. Acoso moral...,  op. cit., pp. 65-69.  
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es tornar insoportable el ambiente laboral, a fin de 
que la víctima abandone la empresa62.  
 
En otros términos, no siempre el sustrato 
(motivo) del hostigamiento es el origen racial o 
étnico, la religión, las convicciones, la discapacidad, 
la edad o la orientación sexual de la víctima, de 
manera que la referencia a una supuesta relación entre 
las conductas de acoso y las condiciones personales del 
hostigado limita el ámbito de actuación de la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre, así como perjudica la 
aplicación real y efectiva del principio de igualdad de 
trato, ya que excluye del marco de protección legal las 
conductas acosadoras que no tienen relación con las 
causas prohibidas de discriminación, a las que se 
refiere el art. 28. 
 
Se observa que el vigente concepto legal tiene 
un ámbito de aplicación más limitado que el de la 
Proposición de Ley núm. 122/000157. Ésta incluía toda 
especie de violencia psicológica, siempre que se 
manifestase de forma sistemática y, como mínimo, 
generase un peligro para las condiciones de trabajo de 
la víctima. Mientras que el concepto de la Ley 62/2003, 
de 30 de diciembre, sólo considera como acoso laboral 
las conductas hostigadoras que mantengan relación con 
una condición personal de la víctima. O sea, de 
conformidad con lo dispuesto en la mencionada ley sólo 
                                                 
62 RUIZ CASTILLO, M. M. La vertiente..., op. cit., p. 37. 
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constituye acoso laboral las conductas de violencia 
psicológica que se caracterizan como discriminatorias.  
 
En mi opinión, dicha limitación no se 
justifica. La legislación laboral interna confiere a la 
tutela de los demás derechos fundamentales del 
trabajador los mismos privilegios que dispensa a la 
tutela de la discriminación. 
 
En este sentido, en lo que concierne al acoso 
laboral, la nueva redacción del art. 181 LPL63 amplía el 
ámbito del procedimiento de tutela de los derechos de 
la libertad sindical y demás derechos fundamentales a 
los casos de hostigamiento sin hacer mención a las 
causas prohibidas de discriminación, lo que permite 
aplicar a las demandas enjuiciadas para tutelar las 
conductas acosadoras, sean ellas discriminatorias o no, 
las mismas garantías procesales que son conferidas a 
los casos de discriminación.  
 
Así pues, teniendo en cuenta la necesidad de 
garantizar en el seno de la empresa el respeto a los 
derechos fundamentales del trabajador, no se puede 
limitar la tutela del hostigamiento en el trabajo a las 
hipótesis en que las conductas hostigadoras sean 
discriminatorias. El acoso laboral, discriminatorio o 
no, viola derechos fundamentales del trabajador que 
                                                 
63 Nueva redacción de conformidad con la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre (BOE de 31 de diciembre de 2003). 
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necesitan ser defendidos, una vez que las empresas no 
constituyen mundos separados del resto de la sociedad. 
 
El legislador español ha dejado pasar una buena 
oportunidad para plasmar un concepto jurídico de acoso 
laboral, que caracterizase como tal no sólo los 
comportamientos hostigadores discriminatorios, sino 
también aquellos que, a pesar de no mantener ninguna 
relación con las condiciones personales de la víctima, 
afectan otros derechos fundamentales del trabajador64. 
 
También es criticable que el concepto de la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre, configure el acoso laboral 
como un comportamiento no deseado, por cuanto la 
caracterización del acoso no deberá depender del no 
consentimiento de la víctima, sino que se considera 
consumado con el acto en sí mismo ofensivo y no con la 
negativa de la persona afectada65. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
64 RUIZ CASTILLO, M. M. La vertiente..., op. cit., p. 41; MOLINA 
NAVARRETE, C. Del principio..., op. cit., pp. 158-159. 
65 LOUSADA AROCHENA, J. F. El acoso moral..., op. cit., p. 64; 
VILCHES ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; HERNÁNDEZ CANOSA, M. 
Guía..., op. cit., p. 26.  
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D) La doctrina judicial sobre el concepto de 
acoso en el trabajo 
 
D.1) Las características del acoso laboral  
 
 
Con carácter previo a cualquier oro 
planteamiento, hay que determinar la importancia de 
delinear las características del concepto de acoso en 
el trabajo según la doctrina judicial. 
 
La importancia reside, en primero lugar, en 
comprobar si, aun sabiendo que el ordenamiento jurídico 
interno propone un concepto limitado del ilícito, los 
Tribunales han intentado o tendido a ampliarlo, a fin 
de ofrecer una tutela eficaz frente al acoso laboral. 
Por otra parte, es constatable que el 
tratamiento comunitario dispensado al hostigamiento ha 
hecho que últimamente se tornasen frecuentes las 
demandas fundamentadas en dicha figura, lo que impone 
una justa delimitación judicial de la misma con la 
finalidad de evitar utilizaciones abusivas. 
 
En suma, el análisis de las características que 
forman parte del concepto de acoso en el trabajo según 
la doctrina judicial permitirá saber si los Tribunales 
se han dedicado a ampliar la tutela frente al 
hostigamiento a hipótesis de acoso laboral no 
discriminatorio y si han conseguido hacerlo, sin 
trasformar dicho ilícito laboral en un temible 
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instrumento de creación de situaciones abusivas en el 
ámbito de la unidad productiva. 
 
Los pronunciamientos judiciales en materia de 
acoso laboral pueden ser divididos en dos grupos que 
tratan el problema de forma distinta, según el concepto 
que se atribuya a esta patología laboral. 
 
En un primer grupo están los pronunciamientos 
judiciales, en que la caracterización del acoso laboral 
no depende de la existencia de un daño efectivo a la 
víctima. O sea, en esta primera categoría están 
incluidas las agresiones psicológicas que no causan 
daño cierto a la víctima, pero que, aun así, deben ser 
consideradas como acoso en el trabajo66. 
 
En el segundo grupo, se encuentran los 
pronunciamientos judiciales en que la configuración del 
                                                 
66 STSJ Comunidad Valenciana de 25 de septiembre de 2001 (AS 1674); 
SJS Granada de 24 de mayo de 2002 (AS 3350); STSJ Galicia de 13 de 
abril de 2004 (AS 1669);STSJ País Vasco de 6 de julio de 2004 (AS 
2059). 
Esta última sentencia es importante porque enjuicia un caso en el 
que la víctima del acoso laboral a causa de trastorno depresivo 
secundario a problema laboral causa baja por incapacidad temporal. 
Sin embargo, el TSJ entiende que lo que caracteriza el 
hostigamiento no es la situación de incapacidad temporal que 
aqueja la trabajadora, sino la situación de vejación personal en 
la que se ha prescindido de su condición de persona, y que son 
rechazables desde la perspectiva humana y jurídica, porque 
convierten al trabajador en simple instrumento o mecanismo de 
trabajo. 
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acoso laboral presupone la existencia de daño efectivo 
a las víctimas67.   
 
Pero, es indudable, que la verificación o no de 
un daño a la salud de la víctima no es el único 
requisito que delimita el concepto judicial del acoso 
en el trabajo. 
 
Como se ha señalado, el concepto metajurídico 
de acoso moral exige que las conductas de violencia 
psicológica malintencionadas sean sistemáticas, que 
atiendan a una finalidad, que consiste en destruir el 
hostigado, y que presenten consecuencias negativas para 
la salud de la víctima. 
 
Lo que se vislumbra en la práctica judicial es 
que los Tribunales analizan los casos de hostigamiento 
en el trabajo, partiendo del concepto psicológico. Esta 
metodología impide la efectiva tutela judicial del 
hostigamiento en el trabajo, pues excluye de la 
apreciación de los Tribunales verdaderos supuestos de 
hostigamiento, que, a pesar de constituir acoso desde 
la perspectiva laboral, no encajan en los parámetros 
delimitados por la psicología. 
 
Más concretamente, el primer elemento que 
conforma el concepto judicial de acoso laboral es el de 
                                                 
67 STSJ Navarra de 30 de abril de 2001 (AS 1878); STSJ Navarra de 
18 de mayo de 2001 (AS 1821); STSJ Cataluña de 30 de mayo de 2001 
(AS 2602); STSJ Canarias, Las Palmas de 19 de mayo 2004 (AS 2079). 
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la asimetría entre el agresor y la víctima. Se exige 
que el sujeto activo sea bien el propio empresario, 
bien un superior, jerárquico o de hecho, del 
asalariado, bien otro trabajador de la empresa, siempre 
que dicho trabajador disponga de más recursos o apoyos 
para llevar a cabo el hostigamiento68.   
 
La asimetría a que alude la doctrina judicial 
es la que resulta tanto de las relaciones de poder 
basadas en el estatus, es decir, en la posición que el 
hostigador ocupa en la empresa, como de las que 
encuentran su fundamento en el poder personal o 
capacidad de influencia que ciertas personas pueden 
ejercer sobre otras de igual estatus. 
 
El segundo elemento  que conforma el concepto 
judicial, se relaciona con el carácter sistemático de 
las conductas acosadoras. 
 
La STSJ de la Comunidad Valenciana de 25 de 
septiembre de 200169 enjuicia un supuesto de hecho en el 
que, frente a una situación de disminución en la 
productividad de dos trabajadores dedicados a tareas 
comerciales, la empresa obliga a las víctimas a 
realizar sus funciones en lugar cercano a la entrada, 
                                                 
68 SJS nº 1 Pamplona de 24 de septiembre de 2001 (AS 3192); STSJ 
Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2051); STSJ 
Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2057); STSJ País 
Vasco de 6 de julio de 2004 (AS 2059); STSJ Castilla y León, 
Burgos, de 6 de julio de 2004 (AS 2074). 
69 AS 1674 
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prohibiéndoseles el acceso a las dependencias de la 
empresa donde se guardaban los archivos precisos para 
realización del trabajo, así como la utilización de las 
fotocopiadoras y el acceso al sistema informático. 
 
Frente a estos hechos, la sentencia entiende 
que las medidas adoptadas para con los dos trabajadores 
constituyen un conjunto, un plan preconcebido, que la 
empresa califica en la demanda como “plan de 
seguimiento específico”, que ha sido adoptado a 
resultas de una disminución de la productividad, y cuya 
finalidad era imponer un sistemático aislamiento físico 
y psíquico de los trabajadores del resto de la empresa 
por un período de tiempo.  
 
El concepto metajurídico de acoso moral, en 
cuanto al carácter sistemático, exige una cierta 
frecuencia y duración de las conductas acosadoras. No 
obstante, lo que deja claro la sentencia del TSJ de la 
Comunidad Valenciana70 es que ese carácter sistemático 
debe ser evaluado teniendo en cuenta el conjunto de los 
comportamientos acosadores, es decir, si dichos 
comportamientos atienden a un plan, o sea, a una 
secuencia de actitudes y medidas preconcebidas y 
temporalmente prolongadas en orden a una determinada 
                                                                                                                                      
Vid. también: STSJ Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 
2057). 
70 Vid. en el mismo sentido: STSJ Madrid de 15 de noviembre de 2004 
(AS 3317). 
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funcionalidad instrumental71, lo que excluye una 
valoración individual y aislada de cada conducta72. 
 
Así pues, de conformidad con los 
pronunciamientos judiciales73, el carácter sistemático 
del hostigamiento requiere, en primer lugar, una 
actitud, explícita o implícita, del hostigador que 
revele la existencia de un plan para eliminar la 
víctima. 
 
Habrá casos en los que ese plan será 
manifestado al sujeto pasivo mediante frases como “te 
voy/vamos a hacer la vida imposible”, “si no te vas, te 
arrepentirás”. En otras hipótesis, se verifica una 
actitud implícita en la que a la víctima no se le 
comunica dicho plan, sino que está ve un cambio de 
actitud cuyo origen desconoce o simplemente intuye, 
pero sobre el que nadie le da certeza. 
                                                 
71 GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución del contrato de trabajo a 
instancia del trabajador causalizada en mobbing. Puntos críticos 
sustantivos y procesales. En AA VV (Coord. RUIZ PÉREZ, E.). Mujer 
y Trabajo. Albacete, Bomarzo, 2003, p. 168. 
72 Vid. la STSJ Galicia, de 22 de diciembre de 2004 (AS 3720) que, 
al realizar un análisis aislado de los hechos persecutorios, 
entiende que no hay acoso laboral. La referida sentencia, a pesar 
de entender que las conductas de la empresa merecen reproche por 
atentar contra el principio de no discriminación y contra la 
dignidad de las víctimas, considera inexistente el acoso laboral, 
ya que no hay intención de dañar las trabajadoras. Esto sucede 
porque la referida sentencia analiza las conductas persecutorias 
aisladamente. Sin embargo, el análisis de los hechos persecutorios 
conjuntamente y bajo una funcionalidad instrumental permitiría 
inferir dicha intencionalidad, una vez que los hechos considerados 
probados por la sentencia son contrarios al principio de no 
discriminación y a la dignidad de la víctima y carecen de una 
justificación objetiva y razonable.  
73 Sobre las características del plan para hundir la víctima vid. 
la SJS Cataluña, Girona, de 17 de septiembre de 2002 (AS 2691). 
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Además, el carácter sistemático de las 
conductas acosadoras requiere que dicho plan se 
prolongue en el tiempo, porque para que se pueda hablar 
de un comportamiento “tendente a” es necesario que 
tales manifestaciones de voluntad se repitan a lo largo 
de un período. De lo contrario se estará ante un hecho 
puntual y no ante una situación de acoso laboral en la 
medida en que la caracterización de un plan exige 
también una reiteración de comportamientos, que no es 
más que la consecuencia lógica de una actitud tendente 
a un resultado. 
 
Sin embargo, aunque el carácter sistemático de 
las conductas acosadoras sea una nota característica 
del acoso laboral, la doctrina entiende74 que los 
Tribunales han caracterizado como hostigamiento un 
hecho aislado. 
 
Así, por ejemplo, la STSJ Navarra de 30 de 
abril de 200175 que enjuicia un supuesto en el que el 
conserje de un colegio público encierra las limpiadoras 
en el vestuario, lo que genera en las trabajadoras un 
episodio de ansiedad por el que causan una baja médica, 
caracterizada como accidente laboral, derivado de acoso 
moral.  
 
                                                 
74 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 60. 
75 AS 1878. 
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Según la doctrina76, dicho entendimiento del TSJ 
Navarra no es correcto, ya que la conducta del conserje 
podrá considerarse como una agresión con relevancia 
psicológica, obra de una persona perturbada, pero no 
encaja dentro de la calificación psicológica de acoso 
moral, pues no se advierten hechos repetitivos77. 
 
No obstante, como ha sido señalado por el TSJ 
de la Comunidad Valenciana, es necesario tener en 
cuenta que la caracterización del acoso en el trabajo 
depende del análisis conjunto de los comportamientos 
del acosador.  
 
Como se observa del relato de hechos probados 
en la STSJ Navarra de 30 de abril de 200178, la ansiedad 
                                                 
76 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 60. 
77 Ibídem.  
78 AS 1878. 
El TSJ Navarra califica el encerramiento como hecho determinante 
de la baja, pero entiende como caracterizador del acoso laboral 
todo el proceso de persecución a que el conserje sometió las 
víctimas, porque queda acreditado que: a) las trabajadoras que 
efectuaban los servicios de limpieza del Colegio Público venían 
quejándose desde tiempo atrás, tanto frente a su empresa como 
frente al Ayuntamiento, por ser el Conserje del Colegio Público 
funcionario de dicha entidad, del proceder de dicha persona, en 
concreto de que se sentían acosadas y “perseguidas” por éste, b) 
el Conserje agredía verbalmente las víctimas y ensuciaba lo que 
éstas habían limpiado, estando seguras de que era él porque era la 
única persona que tenía llave y acceso a las instalaciones una vez 
que salían de ellas las limpiadoras, c) una trabajadora de la 
empresa de limpieza que desarrollada su prestación laboral en el 
Colegio Público causó baja el mismo día que empezó a trabajar 
manifestando al representante legal de la empresa que era por 
causa del Conserje, d) varias trabajadoras pasaron por el puesto 
de trabajo solicitando su cambio, expresando que era por causa del 
conserje y por temor hacia él, e) el día 17 de agosto de 2001 la 
víctima acudió a los servicios de la entidad con la que la empresa 
tenía concertada la cobertura del riesgo para la contingencia de 
accidente de trabajo, expidiéndole por sus servicios médicos un 
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que padece la víctima es anterior al encerramiento en 
el vestuario. En el día 17 de agosto de 2001 la 
trabajadora acudió a los servicios médicos de la Mutua 
con la que la empresa tenía concertada la cobertura del 
riesgo para la contingencia de accidente de trabajo con 
un cuadro de ansiedad, derivado de las conductas 
persecutorias del conserje, manifestadas en las 
agresiones verbales y en el hecho de ensuciar lo que 
las trabajadoras limpiaban. Este hecho demuestra que la 
persecución del conserje es anterior al día 31 de 
agosto de 2001, en el que se verificó el encerramiento, 
que sólo ha servido para desencadenar la baja médica. 
 
Además, es necesario tener en cuenta que las 
víctimas ya venían quejándose desde tiempo atrás de las 
conductas persecutorias del conserje, lo que indica que 
dichas conductas estaban socavando la personalidad de 
las trabajadoras afectadas y, además, demuestra la 
prolongación temporal de las conductas persecutorias. 
 
Por ello, no es correcto entender que el TSJ 
Navarra ha considerado como acoso laboral un hecho 
aislado, el encerramiento, sino que dicho Tribunal ha 
                                                                                                                                      
parte en el que se hacía constar que “acude a este centro con un 
cuadro de ansiedad por la que es remitida a su médico de 
cabecera”, f) el día 31 de agosto de 2001, encontrándose la 
víctima junto con otras dos trabajadoras más en el local del que 
dispone en el Colegio Público para cambiarse de ropa, al intentar 
salir de esa habitación no pudieron hacerlo por haber sido 
encerradas por el conserje de dicho centro, y g) ese mismo día, la 
actora, junto con sus dos compañeras, fue dada de baja por los 
servicios de la Mutua, y por contingencia profesional, a causa de 
“acoso físico y psíquico en el trabajo”, según se expone en el 
parte de accidente de trabajo emitido por la empresa. 
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hecho un análisis conjunto de las conductas 
persecutorias del conserje, que culminaron con la baja 
médica del día 31 de agosto de 2001, atribuyendo al 
conjunto de todos los actos persecutorios la 
calificación de hostigamiento en el trabajo. 
 
El tercer elemento caracterizador del 
hostigamiento moral es el relativo a la finalidad, o 
sea, el aspecto finalista de las conductas acosadoras 
que, según el concepto metajurídico, es destruir 
psíquicamente la víctima, socavando su personalidad, a 
fin de hacer ostentación de autoridad o reforzar la 
posición de poder del hostigador en la relación 
laboral. 
 
No obstante, algunos pronunciamientos 
judiciales llegan a la conclusión de que en el ámbito 
laboral dicho aspecto finalista no constituye un fin en 
sí mismo, sino un medio para que el trabajador 
innecesario o molesto opte voluntariamente por el 
abandono o la dimisión79. 
 
                                                 
79 STSJ Cantabria de 5 de mayo de 2004 (JUR 172895). 
Vid. en sentido contrario las STSJ Murcia de 22 de diciembre de 
2004 (AS 3423); STSJ Galicia de 22 de diciembre de 2004 (AS 3720) 
y STSJ Canarias, Santa Cruz de Tenerife, de 27 de diciembre de 
2004 (AS 3854), según las cuales la caracterización del acoso 
laboral exige que el empresario bien, sea como sujeto activo o 
tolerante del hostigamiento, actúe movido por la intención de 
perjudicar la integridad psíquica del trabajador o desentenderse 
de su deber de protegerlo.  
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En este sentido, la SJS Pamplona de 24 de 
septiembre de 200180 entiende que las medidas adoptadas 
por la empresa tras la reincorporación de una 
trabajadora, manifestadas en que no le fue permitido 
ocupar su puesto en la empresa, conminándole a ocupar 
una mesa diferente, sin el ordenador que utilizaba 
habitualmente y situada frente a una pared, y el 
retraso en el abono de salarios correspondientes al mes 
de mayo y a la paga extra, tienen la finalidad de minar 
la voluntad de la trabajadora referida a su permanencia 
en la empresa, pretendiendo a través de su 
hostigamiento que la víctima adopte voluntariamente la 
decisión de abandonar el puesto de trabajo que ocupaba, 
lo que es de todo punto beneficioso para la empresa.  
 
Se observa, por lo tanto, que las conductas 
acosadoras tienen una finalidad específicamente 
laboral, que se dirige a la autoeliminación del 
trabajador del ámbito de la unidad productiva, ya sea 
mediante abandono laboral, o bien por medio de bajas 
médicas, lo que significa, en otras palabras, que la 
destrucción psicológica de la víctima (finalidad 
metajurídica del acoso moral) funciona sólo como un 
medio para la eliminación laboral del trabajador 
(finalidad jurídica del hostigamiento). 
 
De esta manera, la SJS Girona, Cataluña, de 17 
de septiembre de 200281 utiliza la expresión 
                                                 
80 AS 3192 
81 AS 2691. 
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tendenciosidad para designar el aspecto finalista 
(finalidad) específicamente laboral de las conductas de 
hostigamiento moral, dentro de las que se incluye la 
búsqueda de la autoeliminación del trabajador. 
 
La sentencia citada reconoce que la búsqueda de 
la autoeliminación del trabajador en su aspecto 
esencial (la tendenciosidad) genera consecuencias 
repugnantes para la moral social colectiva. En lugar de 
plantear el conflicto de forma que se resuelva con las 
reglas laborales vigentes (indemnización por despido 
improcedente, acuerdo pactado para la extinción de la 
relación laboral...etc.), lo que se busca es sortear el 
amparo legal de la víctima a través de un acto 
unilateral del adversario (el acosador), pues es el 
propio sujeto pasivo de la presión quien solicita el 
abandono del puesto de trabajo, consumándose, por lo 
tanto, el fraude a la ley. 
 
El cuarto elemento necesario para la 
caracterización del acoso laboral es el relativo a los 
resultados de las conductas acosadoras, es decir, los 
daños psíquicos derivados de tales conductas. Como se 
ha señalado, los pronunciamientos judiciales sobre 
dicho elemento se dividen en dos grupos. 
 
En el primer grupo están los pronunciamientos 
judiciales que entienden que la caracterización del 
acoso laboral presupone la existencia de daños 
psíquicos cuya etiología debe residir en el 
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hostigamiento que el trabajador soporta en el entorno 
laboral. Ello significa que ha de existir un nexo 
causal entre los daños y las conductas acosadoras, y 
que dicho nexo resulte acreditado mediante prueba 
pericial, no considerándose suficiente a tal efecto la 
mera aportación de bajas médicas con diagnóstico de la 
patología psíquica padecida82. 
 
Tal doctrina judicial es criticable en dos 
aspectos. 
 
En primer lugar, porque exigir la demostración 
de un nexo causal entre las patologías padecidas o las 
bajas médicas aportadas por la víctima y el acoso en el 
trabajo, conduce, inevitablemente, a la necesidad de 
una prueba pericial, contraria a la doctrina sobre la 
prueba indiciaria dictada por el TC y recogida por la 
Ley de Procedimiento Laboral (LPL), según la cual en 
los casos de violación de derechos fundamentales, una 
vez demostrada la existencia de indicios de que dichos 
derechos fueron vulnerados, compete al empresario 
probar la proporcionalidad y razonabilidad de las 
medidas empresariales adoptadas, así como la ajenidad a 
todo móvil discriminatorio. 
 
En segundo lugar, por cuanto la exigibilidad de 
una lesión psíquica como presupuesto indispensable para 
                                                 
82 STSJ Navarra de 30 de abril de 2001 (AS 1878); STSJ Navarra de 
18 de mayo de 2001 (AS 1821); STSJ Cataluña de 30 de mayo de 2001 
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la caracterización del hostigamiento en el trabajo deja 
fuera del ámbito de la tutela judicial las conductas 
acosadoras que no causan daños efectivos en la salud 
del trabajador. 
 
Tal entendimiento judicial resulta reprobable, 
ya que los comportamientos hostigadores, al generar un 
entorno laboral hostil e inadecuado para el desarrollo 
personal y profesional del trabajador, aunque no 
produzcan daños psico-físicos, determinan una situación 
de riesgo objetivo para la integridad moral de la 
víctima, derivado del trato degradante a que ha sido 
sometida la persona afectada, pudiendo dichos 
comportamientos ser subsumibles en la acepción amplia 
de acoso laboral.  
 
Por ello, en mi opinión, el daño exigido para 
la caracterización del acoso laboral debería estar 
integrado tanto por los daños efectivos para la salud 
de la víctima, como por los daños morales83 que resultan 
de la violación de la dignidad del trabajador. 
 
El daño efectivo para la salud del trabajador, 
como elemento accesorio para la configuración del acoso 
laboral84, sólo es exigible cuando la víctima de la 
                                                                                                                                      
(AS 2602); SJS Madrid de 18 de junio de 2001 (AS 1667); STSJ 
Galicia, de 22 de diciembre de 2004 (AS 3720). 
83 GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 162; 
GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. cit., p. 46. 
84 GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. cit., p. 46; 
TÁRRAGA POVEDA, J. Trabajador..., op. cit., pp. 54-55; ESCUDERO 
MORATALLA, J. F. y POYATOS I MATAS, G. Mobbing: análisis 
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persecución laboral pretende calificarla como accidente 
de trabajo85. 
 
En estos casos, el trabajador afectado por el 
acoso laboral tendrá que demostrar, en primer lugar, 
que padece una enfermedad (daño efectivo a la salud) y, 
en segundo, que dicha enfermedad tuvo por causa 
exclusiva la ejecución del trabajo (nexo causal), 
puesto que sólo de esta manera resultará demostrado que 
la enfermedad psíquica padecida por el trabajador 
víctima de hostigamiento laboral ha sido contraída con 
motivo de la realización de su trabajo (art. 115.2.e) 
Ley General de Seguridad Social-LGSS).  
 
Además, acoger la postura judicial que exige un 
daño efectivo como elemento definitorio de esta 
agresión frustraría la tutela efectiva de los derechos 
fundamentales en la medida en que a la víctima que no 
padeció daños psíquicos sólo cabría ir impugnando una a 
una las decisiones injustas del empresario a través de 
una larga sucesión de juicios ante el orden social, lo 
que impediría que el trabajador afectado encuentre el 
hilo conductor que permite definir al conjunto de las 
acciones persecutorias como una estrategia cuya 
finalidad es dañarlo moralmente y, por lo tanto, 
afectar sus derechos fundamentales86.    
 
                                                                                                                                      
multidisciplinar y estrategia legal. Barcelona, Bosch, 2004, p. 
77. 
85 STSJ País Vasco de 6 de julio de 2004 (AS 2059). 
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En definitiva, lo que se observa es que tal 
postura judicial mayoritaria es flagrantemente 
incompatible con el concepto comunitario y legal de 
acoso laboral, que no exige una lesión efectiva a la 
salud psíquica del hostigado, bastando con que se 
atente contra la dignidad de la víctima a través de la 
creación de un entorno intimidatorio, humillante u 
ofensivo.   
 
En el segundo grupo, todavía minoritario, se 
encuentran los pronunciamientos judiciales según los 
cuales hay acoso moral aunque no se verifique un daño 
efectivo en la salud del trabajador87.  
 
Tales pronunciamientos judiciales parten del 
presupuesto de que el hostigamiento en el trabajo causa 
lesiones potenciales a la víctima, consideradas como 
tales aquellas que resultan de un proceso sistemático 
de persecución que crea un ambiente laboral hostil, 
intimidatorio u humillante capaz de causar un daño 
cierto a su salud y que no se materializa en virtud de 
la entereza personal del acosado, o de una respuesta 
reactiva de defensa por su parte88. 
 
En otras palabras, para este grupo de 
sentencias el daño como elemento caracterizador del 
acoso laboral engloba no sólo las lesiones 
                                                                                                                                      
86 GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. cit., p. 55.  
87 SJS Cataluña, Girona, de 17 de septiembre de 2002 (AS 2691); 
STSJ Comunidad Valenciana de 25 de septiembre de 2002 (AS 1674).  
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efectivamente verificadas, sino también aquellas que 
podrían haberse verificado si no fuera por las propias 
condiciones personales del hostigado. 
 
En este sentido, la STSJ Comunidad Valenciana 
de 25 de septiembre de 200189, analizando un supuesto de 
acoso laboral en el que no consta que las víctimas 
sufrieran daños psíquicos, reconoce que el hecho de que 
sólo a unos trabajadores de determinada categoría se 
les limitara el acceso a los medios y espacios físicos 
de la empresa que antes no tenían restringidos, como 
medida preconcebida a resultas de una reducción de su 
rendimiento, introduce una dinámica en el seno de la 
empresa que ciertamente puede erosionar el prestigio y 
autoestima de tales trabajadores. 
 
Por fin, cumple hacer dos consideraciones 
importantes respecto al concepto judicial de acoso 
laboral. La primera, se refiere a que los 
pronunciamientos judiciales en materia de hostigamiento 
en el trabajo no mencionan el carácter no deseado de 
las conductas acosadoras, por lo que parece que para la 
doctrina judicial, dicho requisito no es considerado 
como indispensable en la caracterización del 
hostigamiento.  
 
La segunda consideración atañe a que los TSJ 
tienden a considerar la enumeración legal de motivos 
                                                                                                                                      
88 GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 162. 
89 AS 1674. 
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discriminatorios relacionados con el acoso laboral como 
meramente enunciativa y, por lo tanto, capaz de 
comprender cualquier comportamiento hostigador cuya 
causa merezca un reproche de ilicitud por atentar 
contra la dignidad personal del hostigado90.  
 
En suma, de conformidad con los 
pronunciamientos judiciales, los elementos 
caracterizadores del hostigamiento moral son la 
asimetría entre el agresor y la víctima, el carácter 
sistemático de las conductas acosadoras, manifestado 
bajo la existencia de un plan preconcebido y prolongado 
en el tiempo, la finalidad laboral, que consiste en la 
autoeliminación del trabajador, y los daños que tanto 
pueden ser efectivos como potenciales. 
 
De esta manera, se afirma que, según la 
doctrina judicial, el acoso moral “constituye un ataque 
contra la dignidad, estima e imagen de la persona, 
constituyendo un ataque repetitivo y duradero en el tiempo 
cuya finalidad no es otra que, a través de una agresividad 
que tiene su reflejo de forma no física, destruir, 
desacreditar, desconsiderar, aislar e incluso, a veces, 
comprometer la salud del trabajador, con objeto de conseguir 
un auto-abandono del trabajo, produciendo un daño progresivo 
y continuo que desintegre la propia dignidad humana”91. 
 
                                                 
90 STSJ Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2057); STSJ 
Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2051); STSJ Murcia, 
de 22 de diciembre de 2004 (AS 3423). 
91 SJS Andalucía, Granada, de 24 de mayo de 2002 (AS 3350). 
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D.2) Acoso laboral y ejercicio arbitrario del 
poder empresarial en la doctrina judicial 
 
 
Los pronunciamientos judiciales utilizan 
también la técnica de delimitar el concepto jurídico de 
acoso laboral partiendo de la distinción entre 
hostigamiento en el trabajo y ejercicio arbitrario del 
poder empresarial. Las dos categorías de conflicto 
laboral presentan diferencias en cuanto a la finalidad 
perseguida, carácter sistemático y perjuicios causados. 
 
Respecto a la finalidad perseguida, mientras en 
el acoso laboral el empresario busca causar un daño 
efectivo o potencial a la víctima, en las hipótesis de 
ejercicio arbitrario del poder empresarial el empleador 
simplemente busca por medios inadecuados un mayor 
aprovechamiento de la mano de obra, imponiendo 
condiciones de trabajo más favorables a sus intereses92. 
 
Dicha diferencia genera una consecuencia en lo 
que se refiere a la protección legal de las dos 
categorías de conflicto. Así, frente al ejercicio 
arbitrario del poder empresarial, no estando 
comprometidos derechos fundamentales, cabrá utilizar 
las respuestas que proporciona la legalidad ordinaria. 
Mientras que frente al acoso la respuesta se obtiene 
                                                 
92 SJS Madrid de 18 de junio de 2001 (AS 1667); STSJ País Vasco de 
26 de febrero de 2002 (AS 2932); STSJ Cataluña de 11 de febrero de 
2004 (AS 1788); STSJ Galicia de 12 de abril de 2004 (JUR 174721). 
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desde la perspectiva de la CE por constituir un 
atentado a los derechos fundamentales de la víctima93.  
 
En lo que concierne a los perjuicios causados, 
en el caso de ejercicio arbitrario del poder 
empresarial pueden verse afectados los derechos 
laborales sobre lugar, tiempo, modo y contraprestación 
del trabajo, mientras que en el acoso laboral se ven 
afectados derechos fundamentales del trabajador. 
 
De esta diferencia resulta la necesidad de 
utilizar medios de prueba distintos y así a quien 
invoque padecer acoso laboral no le bastará con que 
acredite posibles arbitrariedades del empresario 
ejerciendo su poder directivo, sino que deberá 
demostrar dos extremos. 
 
Por una parte, que la finalidad del empresario 
como sujeto activo del acoso, o en su caso, como sujeto 
tolerante del mismo, era perjudicar los derechos 
fundamentales del trabajador o desentenderse de su 
deber de protección en tal sentido. Por la otra, que se 
le han causado ciertos daños psíquicos, lo que exige la 
existencia de una clínica demostrativa de la patología 
descrita94.   
 
                                                 
93 STSJ País Vasco de 26 de febrero de 2002 (AS 2932). 
94 SJS Madrid de 18 de junio de 2001 (AS 1667); STSJ País Vasco de 
26 de febrero de 2002 (AS 2932). 
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En lo que se refiere a la prueba de la 
intención se hace necesaria una matización. La 
exigencia de este elemento intencional en la 
configuración del acoso en el trabajo, deriva del hecho 
de que el concepto judicial de hostigamiento se ha 
importado sin matices de las ciencias metajurídicas 
(psicología y psiquiatría). 
 
Sin embargo, la exigencia de una prueba de la 
intencionalidad es reprochable. La intención del sujeto 
activo de las conductas acosadoras es algo que se 
mantiene en su fuero íntimo, y que difícilmente puede 
ser constatado judicialmente, siendo, por lo tanto, más 
conveniente inferir la intencionalidad destructiva del 
hecho de que las medidas adoptadas por el empresario no 
superan un mínimo juicio de razonabilidad por carecer 
ya sea de causa suficiente, o de la necesaria 
proporcionalidad95. 
 
Se impone, además, destacar que la exigencia de 
prueba de la intencionalidad del sujeto activo del 
hostigamiento contraría el concepto legal y comunitario 
de acoso laboral. Ni la normativa comunitaria ni el 
art. 28.1.d) de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, 
exigen que el acosador actúe movido por una finalidad, 
bastando con que de los comportamientos acosadores 
resulte una consecuencia, consistente en la creación de 
                                                 
95 GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., pp. 161-162 
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un entorno laboral intimidatorio, hostil, humillante, 
degradante u ofensivo. 
 
En otras palabras, tanto el concepto 
comunitario como el legal español objetivan la 
responsabilidad del acosador, de manera que la 
intencionalidad destructiva puede ser inferida de las 
conductas de persecución laboral, siempre que ellas, 
además de crear para el trabajador un ambiente laboral 
hostil, humillante u ofensivo, no sean proporcionales y 
razonables para alcanzar el interés empresarial 
deseado.  
 
El ejercicio arbitrario del poder empresarial 
también se diferencia del acoso laboral por el carácter 
sistemático de las conductas acosadoras. Dicho carácter 
revela la existencia de un plan preconcebido y 
prolongado en el tiempo, cuya caracterización supone la 
existencia de comportamientos reiterados. Por ello, un 
simple hecho puntual, aunque violador de la dignidad de 
la víctima, demuestra un ejercicio arbitrario de las 
potestades empresariales96. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
96 SJS Cataluña, Girona, de 17 de septiembre de 2002 (AS 2691); 
STSJ Cataluña de 22 de marzo de 2004 (JUR 128095); STSJ Galicia de 
5 de abril de 2004 (AS 2004\1803); STSJ Murcia de 5 de abril de 
2004 (JUR 146674); STSJ País Vasco de 6 de abril de 2004 (AS 
1076).  
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6) Propuesta de un concepto jurídico de acoso 
laboral 
 
 
Como se observa no hay unánimidad respecto a 
los rasgos delimitadores del concepto de acoso laboral, 
añadiéndose a este problema otro, que es el relativo a 
la ausencia de un término unívoco para designar tal 
fenómeno laboral. 
 
¿Qué término debe utilizarse? ¿Acoso o acoso 
moral? ¿Dichas expresiones son sinónimas? 
 
Mientras la psicología, la Resolución 
2001/2339 y las Proposiciones de Ley del Grupo 
Parlamentario Socialista se refieren al “acoso moral”, 
las Directivas comunitarias que han tratado el tema de 
la violencia psicológica en el trabajo y la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre, que incorporó al 
ordenamiento español dichas Directivas, utilizan la 
expresión “acoso”. 
 
Lo que se observa es que la psicología 
utiliza el término “acoso moral” porque exige que el 
acosador actúe movido por la intención de degradar 
psicológicamente a la víctima y de causarle un daño a 
la salud. En esta misma línea, es posible encontrar 
algunos pronunciamientos judiciales que condicionan la 
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configuración del hostigamiento moral a la concreción 
de un daño para la salud de la víctima97. 
 
En el mismo sentido opera la Proposición de 
Ley núm. 122/000157 del Grupo Parlamentario Socialista 
que también exige para la configuración del acoso moral 
la existencia de una lesión a la salud. Pero hay que 
tener en cuenta que su concepto de acoso moral abarca 
también los comportamientos acosadores que agreden la 
salud de la víctima de forma potencial, al considerar 
como acosadoras tanto las conductas que causan un daño 
a la víctima, como las que ponen en peligro las 
condiciones laborales del trabajador agredido98. 
 
Las Directivas que tratan el tema99, así como 
la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, que las incorporó 
al ordenamiento interno hacen referencia al acoso 
aludiendo a las consecuencias como nota caracterizadora 
de dicho fenómeno, pero sin mencionar ni la intención 
del acosador, ni el daño a la salud de la víctima, 
porque estos dos elementos se deducen de la creación de 
un ambiente laboral hostil, humillante, degradante u 
ofensivo.  
 
                                                 
97 STSJ de 30 de abril de 2001 (AS 1878); STSJ Navarra de 18 de 
mayo de 2001 (AS 1821); STSJ Madrid de 3 de abril de 2002 (AS 
1832). 
98 Este el entendimiento mantenido por la STSJ Comunidad 
Valenciana, de 25 de septiembre de 2001 (AS 1674) que no requiere 
un daño efectivo como elemento caracterizador del hostigamiento 
psicológico. 
99 Directiva 2000/43/CE (DOCE L 180/22 de 19 de julio de 2000) y 
Directiva 2000/78/CE (DOCE L 303/16 de 2 de septiembre de 2000). 
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Así pues, puede decirse que la expresión 
“acoso” tiene un espectro amplio, siendo utilizada para 
aludir, con carácter general, a las agresiones 
sistemáticas, comprendiendo tanto los comportamientos 
acosadores que causan daño efectivo a la víctima, como 
las conductas que, a pesar de generar un ambiente 
laboral hostil, no lesionan efectivamente la salud del 
trabajador afectado. 
 
Por otra parte, y salvo lo señalado en la 
Proposición de Ley núm. 122/000157, en el término 
“acoso moral” sólo se incluyen las prácticas violentas 
intencionadas que, en virtud del carácter sistemático y 
de la intensidad, afectan efectivamente la salud del 
acosado100.  
 
En otras palabras, el acoso es el género del 
cual el acoso moral es una especie. Este último sólo 
incluye las conductas de hostigamiento que 
efectivamente causan daño a la salud de la víctima, 
mientras que la primera categoría comprende todas las 
conductas de violencia psicológica, incluso, las que, 
aun reiteradas, no causan daño efectivo a la salud del 
ofendido. 
 
Hecha esta precisión terminológica, y 
partiendo de la premisa de que los principales 
problemas que obstaculizan la enunciación de un 
                                                 
100 ARAMENDI, P. Acoso moral...,  op. cit., pp. 65-69. 
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concepto unívoco de hostigamiento en el trabajo son los 
relativos a la intención, a la producción del daño y al 
carácter no deseado de las conductas acosadoras, se 
propone un concepto jurídico de acoso laboral que lo 
caracteriza como un conflicto interpersonal que tiene 
lugar en el entorno empresarial, manifestado de forma 
sistemática y reiterada con el propósito o el efecto de 
atentar contra la dignidad de la persona y/o degradar 
sus condiciones de trabajo o poner en peligro la 
armonía del ambiente laboral. 
 
Partiendo de esto concepto, las 
características del hostigamiento en el trabajo son: 
 
a) que se trata de un conflicto 
interpersonal, lo que requiere la existencia de un 
sujeto activo, que puede ser el propio empresario, o un 
superior jerárquico o de hecho del asalariado, u otro 
trabajador de la empresa que disponga de más recursos o 
apoyos para llevar a cabo el hostigamiento, y un sujeto 
pasivo que puede ser un trabajador o grupo de 
trabajadores. 
 
Además, la utilización del término “conflicto 
interpersonal” sin especificar el tipo de conflicto al 
cual se está haciendo referencia tiene la ventaja de 
comprender tanto los comportamientos hostigadores que 
se producen a través de una acción del sujeto activo, 
que puede ser concretada por medio de actos de agresión 
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física o psicológica, como las conductas acosadoras que 
se materializan mediante actos omisivos. 
 
b) que posee una delimitación espacial, ya 
que sólo se  considera como acoso laboral los 
conflictos intersubjetivos que se desarrollan en el 
lugar de trabajo, quedando fuera del ámbito de la 
tutela laboral el acoso social al que se refiere la Ley 
51/2003, de 2 de diciembre. 
 
c) que tiene un carácter sistemático, que, 
partiendo de la reiteración de las conductas 
acosadoras, en mi opinión, debe ser analizado en cada 
caso concreto, lo que permite eliminar en la 
configuración del hostigamiento en el trabajo la 
utilización de fórmulas genéricas heredadas del 
concepto psicológico tales como “una vez a la semana 
por un período mínimo de seis meses”. 
 
El que la conducta deba ser sistemática 
propicia el uso de un criterio objetivo para distinguir 
el acoso laboral de las demás especies de tensiones 
laborales subjetivas, pues no puede considerarse 
hostigamiento los actos aislados y puntuales, que 
constituyen meramente ejercicio arbitrario de las 
facultades empresariales. 
 
Dicho de otro modo, cuando se afirma que la 
caracterización del acoso laboral depende de la 
sistematicidad de los comportamientos acosadores no se 
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pretende fijar previamente un período de tiempo en el 
que dichos comportamientos deben desarrollarse, sino 
garantizar que la evaluación del hostigamiento en el 
trabajo será hecha atendiendo al conjunto de las 
conductas acosadoras llevadas a cabo por el hostigador. 
Ello permite que los actos u omisiones hostigadoras 
sean analizados bajo la perspectiva de su funcionalidad 
instrumental, que es ignorada cuando se hace una 
valoración aislada e individual de cada comportamiento, 
ya que, en tal caso, es posible encontrar una 
justificación objetiva y razonable. 
 
d) que posee unos efectos, que tanto pueden 
exteriorizarse a través de una lesión efectiva a la 
dignidad de la víctima y/o a sus condiciones de 
trabajo, como por medio de lesiones potenciales, que se 
concretan cuando se pone en peligro la armonía del 
ambiente laboral101. 
 
Conferir primacía a los efectos de las 
conductas acosadoras deja claro que la caracterización 
del hostigamiento en el trabajo no depende de la 
intención del acosador, sino de las consecuencias que 
derivan de dichas conductas. 
 
Por ello, éstas pueden consistir tanto en un 
daño efectivo a la salud del afectado, como en un daño 
potencial, que se materializa cuando, a pesar de no 
                                                 
101 GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. cit., pp. 54-
55.  
 133
La delimitación conceptual del acoso laboral 
concretarse un daño psico-físico para la salud del 
trabajador, se produce violación de la dignidad, 
derivada de los tratos degradantes a que ha sido 
sometida la víctima y que afectan su desarrollo 
personal y profesional102. 
 
Además, conviene considerar que la valoración 
de la finalidad (intención) del acosador no es un 
elemento de fácil constatación empírica, siendo 
necesario presumir su existencia, salvo prueba en 
contrario que demuestre la razonabilidad y 
proporcionalidad de la medida persecutoria. Es decir, 
ante una situación de persecución laboral sistemática e 
injustificada, desarrollada en el ámbito laboral, 
deberá entenderse, a priori, que las conductas 
acosadoras tienen la finalidad de dañar la víctima en 
su entorno laboral103.  
 
Es de señalar que el concepto que manejo no 
tiene en cuenta como nota característica del acoso 
laboral el carácter no deseado de la conducta 
hostigadora, que, sin embargo, sí es considerado por 
las Directivas comunitarias que han tratado el tema.  
 
                                                 
102 RODRÍGUEZ LÓPEZ, P. El acoso moral en el trabajo. La 
responsabilidad en el acoso moral en el trabajo. Madrid, Difusa, 
2004, p. 29; GARCÍA PECHUÁN, M. Nuevos retos para la Constitución 
socioeconómica española en su XXV aniversario: la cuestión del 
mobbing. En AA VV (Facultat de Derecho de la Universidad de 
Valencia). Presente y futuro de la Constitución Española de 1978. 
Valencia, Tirant lo blanch, 2005, p. 312.    
103 Ibídem, p. 46. 
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El motivo es que considerar tal elemento como 
requisito del acoso laboral equivale a entender que el 
consentimiento de la víctima excluye la ilicitud del 
comportamiento acosador lo que, a mi entender, no es 
aceptable dado que, independientemente, de las 
consideraciones personales de la víctima, tales 
conductas son socialmente ofensivas una vez degradan el 
ambiente de trabajo, convirtiéndose, por consiguiente, 
en comportamientos repugnantes para la moral social 
colectiva104. 
 
En definitiva, lo que se pretende con este 
concepto es buscar una armonización de los diferentes 
criterios utilizados para caracterizar el hostigamiento 
en el trabajo. Lo que impone eliminar los problemas 
relativos al carácter no deseado de la conducta 
acosadora, a la intención (finalidad) y a la 
efectivación del daño, porque condicionar la existencia 
de acoso laboral a tales requisitos perjudica la tutela 
de este fenómeno social, al excluir de la apreciación 
judicial verdaderos comportamientos hostigadores que, a 
pesar de cumplir los demás requisitos reseñados y 
afectar la dignidad de la víctima o poner en peligro su 
desarrollo personal y profesional, no satisfacen estas 
exigencias controvertidas, que pueden ser consideradas 
como secundarias en la caracterización de las conductas 
acosadoras105. 
                                                 
104 LOUSADA AROCHENA, J. F. El acoso moral..., op. cit., p. 69. 
105 TARREGA POVEDA, J. Trabajador..., op. cit., p. 54-55 entiende 
que la intencionalidad o consecuencia sobre la salud del 
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7) El marco normativo del acoso laboral en 
el ámbito del derecho interno 
 
 
El art. 37 de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre, modifica el art. 4.2.e) ET, según el cual 
constituye derecho básico del trabajador en la relación 
laboral el respeto a su intimidad y la consideración 
debida a su dignidad en los que se incluye la 
protección frente a ofensas verbales o físicas de 
naturaleza sexual y frente al acoso por razón de origen 
racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, 
edad u orientación sexual. 
 
Es indudable que la nueva redacción del art. 
4.2.e) ET es importante para una eficaz tutela del 
acoso en la medida en que introduce una referencia 
legal expresa al hostigamiento, lo que genera para el 
trabajador un derecho básico, y, consecuentemente, 
impone al empresario una obligación legal de 
prevención. 
 
Pero, la referencia a determinadas condiciones 
personales de la víctima limita el ámbito de aplicación 
de dicho derecho a las hipótesis en las que el acoso 
presenta relación con el origen racial o étnico, la 
                                                                                                                                      
trabajador pueden servir, si concurren, para graduar la 
indemnización, la sanción penal o administrativa que se impone al 
infractor, pero no para definir el tipo legal. 
Vid. también en el mismo sentido: GARCIA CALLEJO, J. M. Protección 
jurídica…, op. cit., pp. 51-52. 
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religión o convicciones, la discapacidad, la edad u 
orientación sexual. 
 
Por eso cabría preguntarse sobre la tutela de 
aquellos casos en los que las conductas acosadoras no 
mantienen ninguna relación con las condiciones 
personales de la víctima. En estos casos, hay que 
determinar la norma que debe ser utilizada para 
fundamentar el derecho básico del trabajador a la 
protección frente al hostigamiento psicológico.  
 
En dichas situaciones, el fundamento jurídico 
para el derecho del trabajador a la protección frente 
al hostigamiento laboral es el art. 4.2.h) ET que 
prescribe que, en la relación de trabajo, los 
trabajadores tienen derecho a cuantos otros derechos se 
deriven específicamente del contrato de trabajo, porque 
las conductas acosadoras violan la buena fe, que, en 
los términos del art. 20 ET, debe ser observada en el 
contrato de trabajo106.  
                                                 
106 Vid. la STSJ País Vasco de 9 de julio de 2002 (AS 2635) que 
enjuicia un supuesto de acoso en el que el trabajador es acosado 
por su jefe que actúa de forma autoritaria en la gestión de la 
empresa, utilizando expresiones verbales que provocan tensión con 
actitudes de menosprecio, animadversión y conductas ajenas a la 
coloquial, causando en la víctima baja por depresión, derivada de 
un cuadro depresivo reactivo a estrés laboral y conflictividad, 
cuya sintomatologia es el insomnio, baja autoestima, desconfianza, 
aislamiento, irritabilidad y sufrimiento. 
Partiendo de estos hechos, el TSJ País Vasco llega a la conclusión 
de que  difícilmente se puede “encuadrar dentro del sistema de 
organización del trabajo una conducta en la que se pretende el 
descrédito de la persona, reduciéndola y limitándola, tanto en su 
capacidad como en su esfera personal”, porque “cuando la relación 
laboral tiene tal empuje que incide no sólo en las relaciones 
personales, extrañas al trabajo, sino en la misma integridad del 
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Por otra parte, la nueva redacción del art. 
54.2.g) ET tipifica como incumplimiento grave y 
culpable del trabajador, capaz de justificar el despido 
disciplinario, el acoso por razón de origen racial o 
étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual al empresario o a las personas que 
trabajan en la empresa.  
 
La importancia de este dispositivo reside en 
que hace nacer para el empresario la obligación de 
sancionar al acosador, de manera que la no adopción de 
la medida sancionadora torna incuestionable la 
responsabilidad empresarial por las conductas 
hostigadoras que tengan lugar en el ambiente laboral107.  
 
Es necesario destacar que el citado artículo 
considera posible la hipótesis de que el trabajador 
acose al empresario. Sin embargo, ha de reconocerse que 
dicha posibilidad por simples cuestiones jerárquicas es 
prácticamente imposible, ya que el trabajador es la 
                                                                                                                                      
trabajador, se ha desbordado de forma ostensible la relación del 
trabajo, superándose los umbrales de lo permisible, para alcanzar 
las cotas de la llamada racionalidad de la sin razón, invadiéndose 
la órbita de la vivencia personal, y de las vinculaciones que se 
tienen fuera del trabajo. Pero, todavía, cuando esa presión, 
hostigamiento, degradación, y humillación del sujeto llega a 
motivar un desequilibrio intelectual, distorsionando la salud, y 
rompiendo los mecanismos de defensa, desubicando a la persona; 
cuando ello acontece, ya hace mucho tiempo que se han sobrepasado 
todas las referencias que limitan los contornos del contrato de 
trabajo, por lo que una conducta así difícilmente puedan 
encuadrarse dentro del art. 20 ET.” 
En el mismo sentido: STSJ País Vasco de 6 de julio de 2004 (AS 
2059). 
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parte más débil en la relación laboral y el empresario 
dispone de los medios necesarios para sancionar al 
acosador108.  
 
Por otro lado, el art. 115.1, 2.e) y 3 de la 
LGSS regula genéricamente el acoso laboral. Aunque el 
referido artículo no haga mención expresa al 
hostigamiento en el trabajo, la doctrina judicial ya 
consagró el acoso laboral como causante de accidente de 
trabajo109. 
 
El art. 115.1 LGSS define el accidente de 
trabajo como la lesión corporal que el trabajador sufre 
con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecuta 
por cuenta ajena. Asimismo el apartado 2, e) del citado 
artículo establece que tendrán la consideración de 
accidente de trabajo las enfermedades no incluidas en 
el artículo siguiente (que se refiere a las 
enfermedades profesionales), que contraiga el 
trabajador con motivo de la realización de su trabajo, 
                                                                                                                                      
107 GIL Y GIL, J. L. El deber del empresario de salvaguardar los 
derechos fundamentales del trabajador. En Aranzadi Social,  núm. 
13, 2003, p. 65. 
108 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., pp. 16-17. 
109 A este respecto vid. la  STSJ Navarra de 30 de abril de 2001 
(AS 1878) y la STSJ Navarra de 18 de mayo de 2001 (AS 1821). 
Vid. también la doctrina judicial francesa: La sentencia de 22 de 
febrero de 2000 de la Court d’appel de Riom en el caso Brucker/SA 
Diamantine y CPAM de l’Allier, que estimó como accidente de 
trabajo el suicidio de un trabajador realizado en los locales de 
la propia empresa al quedar acreditado que se llevó a cabo en un 
proceso de alteración psicológica (depresión) causada por el 
estrés y la imposibilidad de atender adecuadamente el trabajo que 
se le exigía (Disponible en: www.ifrance.com/achp). 
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siempre que se pruebe que la enfermedad tuvo por causa 
exclusiva la ejecución del mismo.  
 
A su vez, el apartado 3 del mismo precepto 
prescribe que se presume, salvo prueba en contrario, 
que son constitutivas de accidente de trabajo las 
lesiones que sufra el trabajador durante el tiempo y el 
lugar de trabajo. 
 
Aplicando tales disposiciones legales a los 
supuestos de hostigamiento en el trabajo, debe 
concluirse que las conductas acosadoras se caracterizan 
como accidente laboral cuando la enfermedad padecida 
por el trabajador es consecuencia exclusiva del 
trabajo, siempre que dichas conductas generen un 
entorno laboral hostil e incómodo objetivamente 
considerado110, porque entonces se verifica la 
existencia de nexo causal entre la situación laboral 
hostigadora y la enfermedad que padece la víctima111. 
 
Si las enfermedades que padecen las víctimas de 
acoso son consideradas accidente laboral, la 
                                                 
110 STSJ Navarra de 30 de abril de 2001 (AS 1878) y la STSJ Navarra 
de 18 de mayo de 2001 (AS 1821). 
111 El Tribunal Supremo en la STS (Sala de lo Social), de 27 de 
diciembre de 1995 (Ar. 9846) califica como accidente laboral 
“aquel en que de alguna manera concurra una conexión con la 
ejecución de un trabajo, bastando con el nexo causante, 
indispensable siempre en algún grado, sin que sea necesario 
precisar su significación mayor o menor, próxima o remota, 
concausal o coadyuvante, debiendo otorgarse dicha calificación 
cuando no aparezca acreditada rotura alguna de la relación de 
causalidad entre la actividad profesional y el padecimiento, 
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consecuencia lógica sería que se enmarcase en el ámbito 
de la LPRL la obligación del empresario prevenir las 
conductas acosadoras112.  
 
No obstante, en la medida en que el legislador 
laboral opta por tratar el acoso discriminatorio como 
una violación del derecho a la dignidad e intimidad del 
trabajador (art. 4.2.e) ET), descarta la tutela que 
podría dispensarse al acoso laboral desde el art. 15 
CE, que funcionaría como cobertura para la aplicación 
de la normativa de seguridad y salud en el trabajo113. 
 
A pesar de que la LPRL no contempla 
expresamente la obligación del empresario de proteger 
al trabajador frente a riesgos sociales, como el acoso, 
dicha tutela puede ser llevada a cabo a través de la 
referida ley. Su art. 4.2 define como riesgo laboral la 
posibilidad de que un trabajador sufra un determinado 
daño derivado del trabajo, mientras su art. 4.3 
prescribe que las enfermedades, patologías o lesiones 
sufridas con motivo u ocasión del trabajo son 
consideradas daños derivados del trabajo. 
 
Además, el art. 15.1.g) del mencionado texto 
legal reconoce como principio general de la acción 
preventiva la obligación de planificar la prevención, 
                                                                                                                                      
excepto cuando hayan concurrido hechos de tal relieve que 
evidencien a todas luces la carencia de aquella relación”. 
112 MOLINA, B. Mobbing..., op. cit., p. 58. 
113 RUIZ CASTILLO, M. M. La vertiente..., op. cit., p. 41; MOLINA 
NAVARRETE, C. Del principio..., op. cit., p. 159. 
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buscando un conjunto coherente en el que tenga cabida 
la técnica, la organización del trabajo, las 
condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la 
influencia de los factores ambientales en el trabajo.  
 
La utilización de dichos preceptos legales 
permite enmarcar en el ámbito de la LPRL la obligación 
del empresario de prevenir el acoso laboral, o sea, de 
evitar que el daño a la salud del trabajador se 
materialice, incluso, valorando o analizando el riesgo 
real, a fin de adoptar las medidas preventivas 
pertinentes114.  
 
La obligación del empresario de prevenir las 
conductas acosadoras ha sido reconocida también por la 
LISOS en el art. 8.13 bis115, según el cual constituye 
infracción muy grave el acoso por razón de origen 
racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, 
edad y orientación sexual, cuando se produzcan dentro 
del ámbito en el que se despliegan las facultades 
directivas del empresario, cualquiera que sea el sujeto 
activo de la infracción, siempre que teniendo 
                                                 
114 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., 1150-1151; MOLINA, 
B. Mobbing..., op. cit., p. 58; FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El 
acoso..., op. cit., pp. 72-73; MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. 
cit., p. 19-20; ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 80; SÁEZ 
NAVARRO, M. C.  Algunas..., op. cit., p. 3057; URRUTÍA, C. El 
acoso..., op. cit., p. 9; DE COSSÍO RODRÍGUEZ, P. Acoso moral en 
el trabajo. En Tribuna Social, núm. 148, 2003, p. 65; VELÁZQUEZ, 
M. Las posibilidades..., op. cit., pp. 162-163. 
Vid. también: STSJ Cataluña de 7 de abril de 2003 (JUR 153345); 
STSJ Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2051); STSJ 
Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2057). 
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conocimiento del hostigamiento el empresario no hubiere 
adoptado las medidas necesarias para impedirlo. 
 
Al utilizar la expresión “siempre que conocido por 
el empresario, este no hubiere adoptado las medidas 
necesarias para impedirlo”, la LISOS impone al empresario 
la obligación legal de combatir el hostigamiento 
psicológico, y deposita sobre el trabajador víctima la 
obligación de comunicar al empleador o persona 
encargada de la prevención la existencia del acoso que 
padece. 
 
8) Los tipos de acoso laboral 
 
 
Tradicionalmente, hay dos tipos importantes de 
acoso laboral: uno es el llamado bossing y el otro es 
el mobbing116. 
 
El primero es la especie de acoso llevada a 
cabo por el empresario o sus representantes (del 
inglés, “boss”, jefe o patrono)117. El segundo es la 
                                                                                                                                      
115 Nueva redacción dada por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre 
(BOE de 31 de diciembre de 2003). 
116 DE COSSÍO RODRÍGUEZ, M. P. Acoso moral..., op. cit., p. 64; 
FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso..., op. cit., p. 57; CALERO JAEN Y 
NAVARRO DOMENICHELLI, R. El mobbing o acoso moral en el trabajo. 
Disponible en: www.ugt_pv.org/docu/mobbing.pdf, acceso en 
12.09.2003; MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 16; VILCHES 
ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; HERNÁNDEZ CANOSA, M. Guía...,  
op. cit., p.22; ESCUDERO MORATALLA, J. F. y POYATOS I MATAS, G. 
Mobbing…, op. cit., pp. 104-107. 
117 Vid. La STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2001 (AS 249),  que 
enjuicia un supuesto de bossing que es realizado por el 
administrador y el encargado general de la empresa. 
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especie de hostigamiento entre compañeros de trabajo, 
que se verifica cuando el agredido ocupa una posición 
de inferioridad, jerárquica o de hecho, con respecto al 
acosador. Por lo tanto, la configuración de las dos 
especies de acoso laboral requiere una asimetría entre 
el agresor y la víctima, pudiendo dicha asimetría ser 
jerárquica o de hecho. 
 
La asimetría jerárquica se verifica en los 
supuestos en los que el agresor ocupa un escalafón 
superior al de la víctima en el organigrama de la 
empresa, utilizando dicha posición de superioridad para 
socavar la personalidad de la víctima con la finalidad 
de provocar la eliminación del trabajador de la unidad 
productiva118. 
 
Sin embargo, la asimetría puede también ser de 
hecho, lo que concurre cuando la víctima cuenta con 
                                                 
118 La STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2001 (AS 249) enjuicia 
un supuesto en el que hay asimetría jerárquica. En este caso, el 
administrador de la empresa y el encargado general han acosado 
moralmente un trabajador con los siguientes actos: a) cambio de 
las funciones del trabajador, que en 1996 perdió las funciones de 
mando que desempeñaba desde 1973, b) imputación de que la víctima 
estaba ocasionando unas pérdidas económicas a la empresa en valor 
de 80.000 a 84.000 pesetas y de que el acosado era un mal ejemplo 
a ser seguido (en 10 de marzo de 2000), y c) recomendación para 
que los trabajadores de la empresa no hablen con el acosado, de 
manera que todos estos actos generaron en la víctima una situación 
de incapacidad temporal por síntomas depresivos.  
De conformidad con la sentencia, esta serie de actitudes hostiles 
socavan la personalidad de la víctima en la medida en que atentan 
contra sus condiciones de trabajo, a través de la pérdida de las 
funciones de mando, y contra la dignidad del trabajador, a través 
de actos que implican la desacreditación del acosado ante sus 
compañeros de trabajo, y el aislamiento que conlleva la 
recomendación al resto de los trabajadores para que no hablen con 
el demandante. 
 144
La delimitación conceptual del acoso laboral 
menos recursos o apoyos en el seno de la empresa, o 
tiene una situación personal o familiar más complicada 
que el agresor. Estas circunstancias pueden apreciarse 
cuando las actitudes hostigadoras son practicadas por 
un compañero o grupo de compañeros que, ocupando una 
posición similar a la de la víctima dentro del 
organigrama de la empresa, se confabulan entre sí para 
atacarla psicológicamente por motivos tales como la 
envidia o el rechazo a quien consideran diferente119. 
 
Frente a las dos especies tradicionales de 
acoso laboral ya mencionadas, aun cabría aludir a una 
tercera modalidad, denominada acoso laboral vertical 
descendente, que se producirá cuando los acosadores son 
uno o varios subordinados de la víctima120. 
 
En estos casos, el acosado es un alto cargo de 
la empresa que es contratado o ascendido sin el 
beneplácito de los demás trabajadores. En el segundo 
supuesto, el de ascenso, el hostigado es boicoteado por 
sus subordinados, antiguos compañeros de trabajo, pero, 
tanto si se trata de una nueva contratación como si se 
trata de ascenso, la finalidad de los hostigadores es 
desprestigiar la víctima ante sus superiores y 
conseguir su despido121. 
 
                                                 
119 HIRIGOYEN, M. F. El acoso moral..., op. cit., pp. 54-55. 
120 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 16; DE COSSÍO 
RODRÍGUEZ, M. P. Acoso moral..., op. cit., p. 64; VILCHES ARRIBAS, 
M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; HERNÁNDEZ CANOSA, M. Guía...,  op. cit., 
p.22. 
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Según la doctrina122, este tipo de acoso es 
cualitativamente diferente de los otros dos, porque la 
superioridad jerárquica del agredido le permite 
defenderse mejor de los ataques del acosador, incluso, 
sancionándole. Además, se observa una limitación del 
contenido de las conductas acosadoras que se 
manifiestan, básicamente, mediante actos de 
desprestigio personal y profesional del superior, 
puesto que los hostigadores no podrán utilizar ciertos 
instrumentos de acoso tales como, medidas organizativas 
relacionadas con el cambio de funciones, pues éstas 
forman parte de las potestades atribuidas a la víctima  
o sus superiores, ni las típicas medidas de aislamiento 
social. 
 
Aparte de esta tradicional clasificación basada 
en la asimetría existente entre el agresor y la 
víctima, la doctrina metajurídica123 clasifica el 
hostigamiento psicológico en cuanto a las formas de 
manifestación de las conductas acosadoras.  
 
De conformidad con este criterio se clasifica 
el acoso laboral en acoso por comisión, que es aquél 
que puede producirse de manera activa, mediante gritos, 
insultos, reprensiones, humillaciones en público o 
privado, e intromisiones, y acoso por omisión, que se 
produce de manera pasiva, mediante restricciones en el 
                                                                                                                                      
121 Ibídem.  
122 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 16. 
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uso de material o equipos, prohibiciones u 
obstaculizaciones en el acceso a datos o información 
necesaria para el propio trabajo, eliminación del apoyo 
necesario al trabajador, disminución o eliminación de 
la formación o adiestramiento imprescindible para el 
empleado, así como la negación de la posibilidad de la 
víctima de comunicarse124. 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                      
123 PINUEL Y ZABALA, I. Mobbing, la lenta y silenciosa alternativa 
al despido. Disponible en: www.mobbing.nu, acceso en 01.09.2003. 
124 La STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2001 (AS 249) analiza un 
supuesto de acoso moral por comisión en el que el administrador de 
la empresa y el encargado de personal imputan a la víctima la 
responsabilidad por las pérdidas económicas de la empresa en una 
reunión con todos los trabajadores de la fábrica, así como le 
insultan en la misma reunión, diciendo que el acosado es un mal 
ejemplo a ser seguido. 
Por su parte, la  STSJ Comunidad Valenciana de 25 de septiembre de 
2001 (AS 1674) enjuicia un supuesto de acoso moral por omisión en 
el que la empresa elabora un plan de seguimiento específico a 
resultas de la disminución en la productividad de dos trabajadores 
de la empresa. Dicho plan consistía en obligar a las víctimas a 
realizar sus tareas en una mesa situada en el lugar más próximo a 
la entrada principal de la sede, evitando así que puedan acceder 
más hacia el interior del local, prohibiéndoles que se desplacen 
por la planta baja del edíficio, así como subir a la primera 
planta del centro, donde se ubican unas aulas en las que hay unos 
armarios donde, anteriormente, guardaban carpetas y documentos de 
trabajo, así como, para evitar que tengan un motivo por el que 
desplazarse por el interior del local, les llevan los documentos 
hasta la citada mesa, donde los tramitan y se les ha prohibido la 
utilización directa de las fotocopiadoras, o los servicios del 
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9) Distinción entre el acoso laboral y las 
tensiones laborales no subjetivas 
 
 
El hostigamiento en el trabajo se caracteriza 
como una tensión laboral subjetiva, por cuanto nace de 
las relaciones personales que tienen lugar en la unidad 
productiva. Sin embargo, es posible observar también 
determinadas tensiones laborales que no son subjetivas, 
ya que no nacen de los conflictos entre empresario y 
trabajador ni tampoco de conflictos entre compañeros de 
trabajo, sino que derivan de las condiciones del 
ambiente de trabajo o de la propia actividad laboral125. 
 
Las tensiones laborales no subjetivas que 
derivan de las condiciones concretas en que se realiza 
el trabajo se denominan estrés laboral, mientras que 
las que nacen como consecuencia de la propia actividad 
laboral constituyen el “burn out”, también conocido 
como “síndrome del quemado” o “desgaste personal”.  
 
                                                                                                                                      
sistema informático de la empresa, a los cuales venían teniendo 
acceso directo para obtener información relativa a su trabajo. 
125 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 17; LÓPEZ CABARCOS, 
M. A. Mobbing..., op. cit., pp. 33-37; ESCUDERO MORATALLA, J. F. y 
POYATOS I MATAS, G. Mobbing…, op. cit., pp. 71-76; FUERTES 
ROCAÑIN, J. C. ¡Mobbing!..., op. cit., pp. 11-25. 
Vid. también: STSJ Galicia de 5 de abril de 2004 (AS 1803); STSJ 
Andalucía, Sevilla de 19 de abril de 2004 (AS 2057); STSJ 
Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2051) que 
consideran el acoso laboral como una forma característica de 
estrés laboral, que presenta la particularidad de que no ocurre 
exclusivamente por causas directamente relacionadas con el 
desempeño del trabajo o de su organización, sino que tiene origen 
en las relaciones interpersonales que se establecen en cualquier 
empresa entre los distintos individuos. 
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Según DIAZ DESCALZO126, un trabajo será tanto 
más estresante cuanto más se acerque al siguiente 
modelo: muchas exigencias psicológicas, tanto 
cuantitativas (presión de tiempo), como cualitativas 
(trabajo emocional que conlleva esconder emociones o 
sentimientos), trabajos que requieran gran esfuerzo 
intelectual o sensorial, poco control sobre la propia 
tarea, o sea, escaso margen de decisiones en el qué, 
cómo, cuándo, quién y cuánto se trabaja, posibilidad de 
desarrollarse como persona, falta de apoyo social en el 
trabajo o escasez de recompensa o compensación. 
 
El burn out o “síndrome del quemado” o 
“desgaste personal” se configura como un tipo 
característico de estrés laboral que se da en las 
profesiones de quienes realizan su trabajo en contacto 
con otras personas que son sujetos de ayuda. Dicha 
modalidad de estrés laboral tiene su origen en el 
momento en el que el profesional ve defraudadas sus 
expectativas por sentirse imposibilitado para modificar 
la situación laboral y poder poner en práctica sus 
ideas con respecto a cómo debe ser realizado su 
trabajo.  
 
Dicho síndrome, aunque se trate de un proceso 
continuo que se inicia con un agotamiento psíquico, 
derivado de las demandas emocionales del propio 
                                                 
126 DÍAZ DESCALZO, M. C. Los riesgos psicosociales..., op. cit., p. 
186. En el mismo sentido, vid.: LÓPEZ CABARCOS, M. A. y VÁZQUEZ 
RODRÍGUEZ, P. Mobbing..., op. cit., pp. 33-34. 
 149
La delimitación conceptual del acoso laboral 
profesional, al entrar en contacto con las personas que 
necesitan su ayuda, no puede ser calificado de 
malintencionado, pues es una consecuencia de la propia 
sensación de insatisfacción del trabajador en relación 
con el trabajo que desempeña127. 
 
Lo que se observa es que las tensiones 
laborales no subjetivas, sea el estrés laboral, sea el 
“burn out”, así como el acoso laboral pueden producir 
un deterioro psíquico y físico para el trabajador y, 
por lo tanto, ser calificados como accidente de 
trabajo128. 
 
 
                                                 
127 DÍAZ DESCALZO, M. C. Los riesgos psicosociales..., op. cit.,  
pp. 186-187; ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., pp. 
16-18. 
Vid. también: STSJ del País Vasco de 2 de noviembre de 1999 (AS 
4212) que enjuicia un supuesto de síndrome del quemado en el que 
un trabajador que dirige el proceso productivo de una empresa en 
la que trabajan minusválidos padece de trastornos de sueño a causa 
de la imposibilidad de afrontar las dificultades derivadas de su 
trabajo, lo que le provocan una sensación de insatisfacción 
personal, siendo tal síndrome caracterizada como accidente de 
trabajo. 
128 STSJ Andalucía, Granada, de 5 de enero de 1998 (AS 5063); STSJ 
Castilla-León de 30 de septiembre de 1998 (AS 2978); STSJ Baleares 
de 19 de abril de 1999 (AS 1528). 
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CAPÍTULO III 
 
LOS BIENES JURÍDICOS PROTEGIDOS FRENTE AL 
ACOSO LABORAL 
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso laboral 
 
1. Consideraciones iniciales. 2. La dignidad de 
la persona. 3. El principio de igualdad y no 
discriminación. A. Consideraciones generales. 
B. La prohibición de discriminación y el acoso 
laboral. 4. El derecho a la integridad. 5. El 
derecho al honor y a la propia imagen. A. El 
derecho al honor. B. El derecho a la imagen. 6. 
El derecho al secreto de las comunicaciones. 7. 
El derecho al trabajo. 8. ¿Pluriofensividad u 
ofensividad del acoso laboral?  
 
 
 
1) Consideraciones iniciales 
 
 
La Ley 62/2003, de 30 de diciembre1, al 
incorporar al ordenamiento nacional las Directivas 
2000/43/CE2 y 2000/78/CE3 enmarcó la tutela del acoso 
laboral en el ámbito de protección legal del art. 
4.2.e) ET que prescribe que en la relación de trabajo 
el trabajador tiene derecho al respeto de su intimidad 
y a la consideración debida a su dignidad, comprendida 
la protección frente a ofensas verbales o físicas de 
naturaleza sexual y frente al acoso por razón de origen 
racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, 
edad u orientación sexual. 
 
La nueva redacción del art. 4.2.e) ET deja 
claro que el acoso en el trabajo constituye un ilícito 
laboral que siempre viola la dignidad del trabajador 
afectado. No obstante, la Ley 62/2003, de 30 de 
                                                 
1 BOE de 31 de diciembre de 2003. 
2 DOCE L 180/22 de 19 de julio de 2000. 
3 DOCE L 303/16 de 2 de diciembre de 2000. 
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diciembre, en el art. 28, dedicado a las definiciones 
del principio de igualdad de trato, de discriminación 
directa e indirecta y del acoso, prevé que el 
hostigamiento en el trabajo por razón de origen racial 
o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual se considerará en todo caso acto 
discriminatorio. 
 
Esto genera un aparente problema en lo que 
respecta a la determinación de los bienes jurídicos 
violados por las conductas hostigadoras. ¿Dichas 
conductas violan la dignidad o el principio que prohibe 
la discriminación? ¿A pesar de la tutela del acoso 
laboral enmarcarse en el ámbito de protección legal del 
art. 4.2.e) ET, pueden los comportamientos acosadores 
violar el derecho del trabajador a la integridad 
previsto en el art. 4.2.d) ET? ¿Se trata de un ilícito 
ofensivo o pluriofensivo?  
 
Por ello, se torna imprescindible determinar el 
concepto de dignidad y en qué circunstancias las 
conductas acosadoras violan dicho bien jurídico, el 
concepto de discriminación y si los comportamientos 
acosadores siempre son discriminatorios, el concepto de 
integridad y las hipótesis en que las conductas 
acosadoras violan la integridad física y moral del 
trabajador, así como los demás bienes jurídicos que 
pueden verse afectados por los actos de acoso laboral, 
para, por fin, determinar si se trata de un ilícito 
pluriofensivo. 
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2) La dignidad de la persona 
 
Determinar el contenido y concepto de la 
dignidad es uno de los problemas jurídicos más 
importantes de la actualidad, ya que se trata de un 
concepto jurídico indeterminado, que asume al mismo 
tiempo la naturaleza de valor, principio y derecho. 
 
La dignidad es una calidad inherente al ser 
humano y su protección constituye una de las 
permanentes metas de la humanidad y del Estado de 
Derecho, de lo que deriva que su noción es anterior a 
su reconocimiento en el ámbito del derecho positivo4. 
 
En la antigüedad clásica, la dignidad de la 
persona mantenía relación con la posición social que el 
individuo ocupaba y con el grado de reconocimiento y 
aceptación por parte de los demás miembros de la 
comunidad, de manera que era posible decir que existían 
personas más dignas que otras5. 
 
Por otra parte, según los estoicos, la dignidad 
era considerada como una calidad inherente al ser 
humano, que le distinguía de los demás seres vivos, en 
el sentido de que todos los seres humanos tenían la 
                                                 
4 ALZAGA VILLAMIL, O.; GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, I.; RODRÍGUEZ ZAPATA, 
J. El Derecho Político Español según la Constitución de 1978. Tomo 
I. Madrid, Edersa, 1987, p. 221. 
5 PODLECH, A. Anmerkungen zu Art. 1 Abs. 1 Grundgesetz. En AA VV 
(Coord. WASSERMANN, R.). Kommentar zum Grundgesezt fur die 
Bundesrepublik Deutschland (Alternativkommentar). Tomo I. Neuwied, 
Luchterhand, 1989 (2ª ed.), p. 275. 
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misma dignidad. Por ello, dicho valor se caracterizaba 
como una noción íntimamente relacionada con la libertad 
personal de cada individuo, así como con la idea de que 
todos los seres humanos son iguales en dignidad6.  
 
En el ámbito del pensamiento iusnaturalista del 
siglo XVII y XVIII, la idea de dignidad tiene como 
punto de partida la noción de autonomía ética del ser 
humano, es decir, la facultad de determinar a si mismo, 
no pudiendo el individuo ser tratado ni por los demás 
ni por el mismo como objeto7. Es determinante en el 
ámbito de dicho pensamiento la concepción Kantiana, 
según la cual el ser humano no existe como un 
instrumento para el uso arbitrario de una determinada 
voluntad, sino como un fin en si mismo8. 
 
Es la concepción Kantiana la que permanece 
actualmente y representa en el ámbito jurídico una 
garantía que prohibe la disponibilidad de la persona 
tanto en relación con el poder estatal como en relación 
con el poder social9. Así pues, la dignidad de la 
persona es el valor que sirve de presupuesto para que 
el Estado y los demás miembros de la comunidad respeten 
                                                 
6 KONDER COMPARATO, F. A afirmação histórica dos direitos humanos. 
São Paulo, Saraiva, 1999, p. 11 
7 PODLECH, A. Anmerkungen..., op. cit., p. 275. 
8 KANT, I. Fundamentação da metafísica dos costumes. São Paulo, 
Abril Cultural, 1980, pp. 134-135. 
9 WOLFGANG SARLET, I. Dignidade da pessoa humana e direitos 
fundamentais na Constituição de 1988. Porto Alegre, Livraria do 
Advogado, 2001, p. 37; PEDROSA ALQUÉZAR, S. I. La incidencia de 
los acosos laborales en la salud de la mujer trabajadora. En 
Revista de Trabajo y Seguridad Social, num. 26, 2004, p. 92. 
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los derechos de los individuos, en virtud sólo de su 
condición humana10. 
 
La dignidad como valor11 debe ser entendida como 
el núcleo intangible del ser humano, es decir, como el 
valor inherente al ser humano que hace que él sea 
respetado por los demás simplemente por el hecho de 
tener razón y consciencia, pudiendo determinar su vida 
y a sí mismo según su proyecto espiritual, moral, 
histórico y cultural. 
 
En este sentido, el TC12 ha reconocido que la 
dignidad se configura como “un valor espiritual y moral 
inherente a la persona, que se manifiesta singularmente en 
la autodeterminación consciente y responsable de la propia 
vida y lleva consigo la pretensión al respeto por parte de 
los demás.” 
 
En el momento en que dicho valor es 
recepcionado por el orden jurídico constitucional asume 
la naturaleza jurídica de principio y de norma que 
desempeña cuatro funciones. En primer lugar, funciona 
como un criterio que sirve para evaluar la legitimidad 
                                                 
10 SPAEMANN, R. Sobre el concepto..., op. cit., p. 23; MARTÍNEZ-
PUJALTE, A. L. Hacia un concepto constitucional de persona. En 
Cuadernos Constitucionales de la Cátedra Fadrique Furió Ceriol, 
núms. 11/12, 1995, p. 141.  
11 El Preámbulo de la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea (DOCE C 364/9 de 18 de diciembre de 2000) atribuye a 
la dignidad la naturaleza jurídica de valor indivisible y 
universal sobre el cual se fundamenta la Unión. 
A continuación, el art. 1 reconoce que la dignidad humana es 
inviolable y, por lo tanto, será respetada y protegida.  
12 STC 53/1985, de 11 de abril de 1985 (BOE de 18 de mayo). 
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sustancial de un determinado ordenamiento 
constitucional. En segundo, desempeña la función de 
criterio integrador y hermenéutico. En tercer, sirve 
como límite a la restricción de los derechos 
fundamentales, y, por último, limita al poder estatal y 
social13. 
 
En cuanto a la primera función, la de elemento 
evaluador de la legitimidad sustancial de un 
determinado ordenamiento constitucional, la dignidad de 
la persona sirve como principio orientador de la 
Constitución. Por ende, el contenido de los derechos 
reconocidos en la Norma Fundamental debe de alguna 
manera ser reconducido al valor dignidad, puesto que 
los derechos constitucionales se remontan a la idea de 
protección y desarrollo de la persona14. 
 
El art. 10 CE prescribe que la dignidad de la 
persona, los derechos inviolables que le son 
inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el 
respeto a la ley y a los derechos de los demás son 
fundamento del orden político y de la paz social.  
 
La disposición constitucional citada es clara 
al reconocer que hay derechos inviolables que son 
                                                 
13 WOLFGANG SARLET, I. Dignidade…, op. cit., p. 37.  
14 MARTÍN AGUADO, A. Actuaciones irregulares que afectan a la 
libertad, dignidad o vida privada del trabajador. En Relaciones 
Laborales, núm. 19, 1989, p. 112; SOLOZÁBAL ECHEVARRÍA, J. L. 
Algunas..., op. cit., p. p. 88; FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El 
acoso..., op. cit., p. 61; GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. y MERCADER 
UGUINA, J. R. Conflicto..., op. cit., p. 251. 
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inherentes a la persona y cuyo núcleo debe ser 
reconducido al valor dignidad, ya que dichos derechos 
permiten el desarrollo de la personalidad.  
 
Se puede decir, por lo tanto, que los derechos 
reconocidos en una determinada Constitución sólo son 
considerados legítimos cuando su contenido sea de 
alguna manera reconducido al valor dignidad.  
 
Según afirma FERNANDEZ15, la dignidad ya sea 
como valor o como principio es el fundamento ético o 
axiológico de los derechos constitucionales, es decir, 
el punto de partida en la tarea de determinar las 
exigencias consideradas imprescindibles para el ser 
humano, razón por la cual la dignidad de la persona se 
caracteriza como un concepto abierto que comporta la 
remisión a todos los derechos fundamentales. 
 
Así pues, constituye presupuesto esencial para 
el respeto de la dignidad de la persona la garantía de 
una igualdad real entre los seres humanos, que, por 
ello, no pueden ser sometidos a un trato 
discriminatorio o arbitrario16.  
 
Tampoco hay duda de que el respeto a la 
dignidad presupone el respeto y protección a la 
                                                 
15 FERNANDEZ, E. Teoría de la justicia y derechos humanos. Madrid, 
Editorial Debate, 1984, p. 107. 
16 CONDE MARTÍN DE HIJAS, V. Libertad empresarial y principio de 
igualdad en el ejercicio de las facultades disciplinarias en la 
empresa. En Actualidad Laboral, núm. 4, 1996, p. 106. 
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integridad física y moral de la persona, de lo que 
deriva la prohibición de tortura, de penas corporales 
e, incluso, la prohibición de utilización de seres 
humanos en experimentos científicos. 
 
En esta misma línea, se encuentra la tutela de 
la intimidad, pues la dignidad de la persona en 
relación con este derecho implica la existencia de un 
ámbito propio y reservado frente a la actuación y 
conocimiento de los demás, indispensables al 
mantenimiento de una mínima calidad de vida. 
 
La ubicación constitucional del principio 
analizado hace de la dignidad de la persona un 
importante elemento integrador y hermenéutico no sólo 
de los derechos reconocidos en la Constitución, sino 
también del orden jurídico en la medida en que 
desempeña la función de parámetro a la hora de dirimir 
las controversias nacidas tanto de la aplicación de las 
normas constitucionales como de la normativa 
infraconstitucional17. 
 
El principio de la dignidad de la persona 
funciona también como un límite a la restricción de los 
derechos fundamentales que no representan facultades 
ilimitadas. Por el contrario, se presentan como 
derechos que en el caso concreto pueden ser limitados, 
                                                 
17 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 67; MOLINA NAVARRETE, 
C. La tutela..., op. cit., 1143; GARCIA CALLEJO, J. M. Protección 
jurídica…, op. cit., p. 68.  
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siempre que sea respetado su núcleo básico, la dignidad 
de la persona. Esto quiere decir que la limitación de 
un derecho fundamental debe obedecer al mínimo 
indispensable para la concreción del derecho limitado, 
a fin de no impedir el desarrollo de la personalidad 
humana. Cuando la proporcionalidad no es observada se 
verifica una agresión a la capacidad del individuo de 
determinar a si propio y, por consiguiente, una lesión 
a la dignidad de la persona. 
 
Dicho bien jurídico ha de permanecer inalterado 
cualquiera que sea la situación en que la persona se 
encuentre, constituyendo un “minimum” invulnerable que 
debe ser asegurado por todos los estatutos jurídicos, 
de modo que, con independencia de las limitaciones que 
se impongan, el disfrute de los derechos individuales 
no pueden conllevar menosprecio para la estima que, en 
cuanto ser humano, merece la persona18. 
 
No es extraña al ámbito laboral la necesidad de 
limitar los derechos fundamentales del trabajador 
frente al poder de dirección del empresario. En estos 
casos es imprescindible que se guarde la consideración 
debida a la dignidad humana del empleado19, que 
                                                 
18 STC 120/1990, de 27 de junio de 1990 (BOE de 30 de julio). 
19 STC 94/1994, de 21 de marzo de 1994 (BOE de 26 de abril); STC 
66/1995, de 8 de mayo de 1995 (BOE de 13 de junio); STC 207/1996, 
de 16 de diciembre de 1996 (BOE de 22 de enero de 1997); STC 
37/1998, de 17 de febrero de 1998 (BOE de 13 de marzo); STC 
57/1999, de 12 de abril de 1999 (BOE de 18 de mayo); STC 90/1999, 
de 26 de mayo de 1999 (BOE de 29 de junio); STC 98/2000, de 10 de 
abril de 2000 (BOE de 18 de mayo). 
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garantiza la proporcionalidad de las medidas 
empresariales adoptadas20. 
 
Otra función del principio de la dignidad de la 
persona es servir de límite al poder estatal y social. 
Este principio constituye una garantía negativa, que se 
manifiesta en la prohibición de disponibilidad del ser 
humano. No obstante, de dicho principio deriva también 
la necesidad de conductas positivas cuya finalidad es 
hacer efectiva y proteger la dignidad de los seres 
humanos21. En estos casos, los sujetos pasivos de este 
                                                 
20 GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. y MERCADER UGUINA, J. R. 
Conflicto..., op. cit., p. 257. 
Vid. también la STC 202/1999, de 8 de noviembre de 1999 (BOE de 16 
de diciembre) en la que el TC tiene ocasión de pronunciarse sobre 
un supuesto de creación de un registro de bajas médicas en la 
empresa, que tenía por finalidad controlar el absentismo laboral. 
La empresa, sin el consentimiento de los trabajadores, había 
creado una base de datos en la que almacenaba los diagnósticos 
médicos de las bajas por incapacidad temporal de los trabajadores 
extendidas por facultativos de la Seguridad Social. El TC entiende 
que los datos relativos a la salud son datos sensibles y, por lo 
tanto, especialmente protegidos, por lo que sólo cabe recogerlos 
expresamente cuando así lo disponga una ley o el afectado 
consienta de manera expresa. 
A pesar de las obligaciones empresariales establecidas en los 
arts. 22 y 23, de la LPRL, de realizar la vigilancia periódica de 
la salud de sus empleados y de elaboración y conservación de la 
documentación relativa a los controles sanitarios realizados a los 
trabajadores y de una relación de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, con incapacidades superiores a un día 
de trabajo, el TC concluye que en el supuesto enjuiciado no 
concurre el interés general que justificaría la autorización por 
ley, en la medida en que la finalidad de la base de datos no era 
preservar la salud de los trabajadores sino controlar el 
absentismo laboral. Había, en definitiva, que entender que el 
almacenamiento de datos médicos había sido una medida inadecuada y 
desproporcionada, lesiva del derecho a la intimidad y libertad 
informática y, por lo tanto, no guardaba la consideración debida a 
la dignidad del trabajador 
21 PÉREZ LUÑO, A. E. Derechos humanos..., op. cit., p. 318. 
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contenido positivo del principio de la dignidad de la 
persona son al mismo tiempo el Estado y el particular22. 
 
En cuanto al Estado dicha obligación de 
carácter positivo nace de la necesidad de concretar la 
fórmula política del Estado Social y Democrático de 
Derecho cuya realización presupone el deber estatal de 
proteger y tutelar la dignidad de la persona contra las 
agresiones derivadas no sólo de los poderes públicos, 
sino también de los otros particulares. 
 
Mientras que respecto a la sujeción pasiva de 
los particulares la obligación de garantizar la 
dignidad deriva de la naturaleza igualitaria y de la 
idea de solidaridad que el principio hace nacer entre 
los miembros de la comunidad humana, lo que conlleva la 
existencia de un deber general de respeto por parte de 
todos los miembros de la comunidad. 
 
Esto significa que el principio de la dignidad 
de la persona vincula las relaciones entre 
particulares, de tal suerte que comúnmente aparece 
recogido en los ordenamientos jurídicos 
infraconstitucionales como derecho subjetivo.  
 
Es lo que sucede en el ámbito del Derecho del 
Trabajo cuando el art. 4.2.e) ET reconoce como derecho 
del empleado en la relación de trabajo el derecho a la 
                                                 
22 GARCÍA PECHUÁN, M. Nuevos retos..., op. cit., p. 306.   
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consideración debida a su dignidad, y, por 
consiguiente, el derecho a la intimidad y a la 
protección frente a las ofensas verbales o físicas de 
naturaleza sexual y frente al acoso23.  
 
El artículo citado hace nacer un verdadero 
derecho subjetivo24, vinculando el empresario que queda 
obligado a respetar la dignidad del trabajador, así 
como a crear en el entorno empresarial una política de 
respeto a dicho bien jurídico25.  
 
Dicho de otro modo, el empresario tiene al 
mismo tiempo una obligación negativa, manifestada bajo 
la necesidad de no humillar al trabajador en el 
ambiente laboral, así como una obligación positiva cuyo 
contenido es respetar la dignidad del trabajador, 
                                                 
23 No obstante, se impone relevar que, aunque la dignidad sea 
reconocida en el art. 10 CE y en el art. 4.2.e) ET, no puede ser 
invocada para servir de base para una pretensión de amparo, por 
impedirlo los arts. 53.2 y 161.1.b) CE y art. 41.1 LOTC (STC 
136/1996, de 23 de julio de 1996-BOE de 12 de agosto). 
24 Es esta la interpretación mantenida por el TC  en la STC 
192/2003, de 27 de octubre de 2003 (BOE de 26 de noviembre) que, 
analizando un supuesto de violación del derecho a la tutela 
judicial efectiva en el que el trabajador a través del recurso de 
amparo impugna una resolución judicial que reconoce la procedencia 
del despido por transgresión de la buena fe contractual al haber 
trabajado en vacaciones, atribuye a la dignidad personal la 
naturaleza jurídica de “derecho de todas las personas a un trato 
que no contradiga su condición de ser racional igual y libre, 
capaz de determinar su conducta en relación consigo mismo y su 
entorno, esto es, la capacidad de autodeterminación consciente y 
responsable de la propia vida.” (El subrayado es mío). 
Partiendo de esta consideración, el TC llega a la conclusión de 
que reconocer el período anual de vacaciones como tiempo cuyo 
sentido único o principal es la reposición de energías para la 
reanudación de la prestación laboral supone reducir la persona del 
trabajador a un mero factor de producción, lo que contraria el 
derecho del trabajador a la consideración debida a su dignidad. 
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adoptando las medidas y la política necesaria a la 
concreción de dicho derecho, lo que obliga a la 
adopción en la empresa de todas las medidas capaces de 
impedir la conversión del trabajador en un elemento de 
la cadena productiva.  
 
En el art. 4.2.e) ET el legislador laboral 
atribuye a la dignidad entidad propia, es decir, la 
categoría de verdadero derecho subjetivo, 
suplantándose, por consiguiente, la idea de que la 
referencia a la dignidad en la citada disposición legal 
aparece apenas como la manifestación de la necesidad de 
protección de los derechos fundamentales26. 
 
Es esta la interpretación mantenida por el TSJ 
de la Comunidad Valenciana en la sentencia de 25 de 
septiembre de 200227, en la que se reconoce que las 
referencias legislativas concretas a la dignidad no 
tienen como única finalidad funcionar como la expresa 
manifestación de la necesidad de protección y debido 
respeto a los derechos fundamentales en el ámbito 
laboral, con todas las particularidades que se dan en 
este contexto jurídico.  
 
Por el contrario, de conformidad con la citada 
sentencia, las referencias legislativas a la dignidad28 
                                                                                                                                      
25 ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 37. 
26 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso..., op. cit., p. 61. 
27 AS 1674. 
28 Las referencias legales a la dignidad en el ET son: a) art. 18, 
en el que la dignidad funciona como un límite a las facultades 
 165  
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso laboral 
deben ser entendidas e interpretadas con la finalidad 
de garantizar la protección de una serie de realidades 
que en ocasiones no son fácilmente susceptibles de 
encuadrarlas en el ámbito protegido de un derecho 
fundamental, pero sí caben en un concepto jurídico 
indeterminado como la “dignidad” que, por serlo, no 
excluye la posibilidad de concretizarlo y aplicarlo a 
la luz de los valores y principios constitucionales a 
la búsqueda de una solución para el caso concreto. 
 
Posturas judiciales como la señalada pretenden 
evitar el soslayamiento de la dignidad como derecho en 
la tutela concreta de las leyes laborales. O sea, 
evitar que la dignidad sea utilizada como mecanismo que 
activa una “tutela extrema”, que sólo tiene cabida en 
casos límites, entendidos como tales los casos en los 
que la violación de los derechos fundamentales 
derivados de comportamientos empresariales abusivos 
alcanza cotas vejatorias29.  
 
Con ello, se quiere evitar que la tutela de la 
dignidad en el ámbito laboral sea reconducida meramente 
al campo de la legalidad ordinaria, lo que, 
normalmente, se observa hoy día, salvo en los casos en 
que el trato vejatorio dispensado al trabajador atenta 
                                                                                                                                      
empresariales de vigilancia y control; b) art. 20.3, en el que la 
dignidad aparece como límite al ejercicio de las medidas 
empresariales de vigilancia y control; c) el art. 39.3, que limita 
el ejercicio de las facultades de movilidad funcional, y d) el 
art. 50, que sirve de fundamento para la resolución indemnizada 
del contrato de trabajo. 
29 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso..., op. cit., p. 62. 
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contra el derecho a la libertad sindical o a la no 
discriminación30. 
  
En lo que concierne al acoso, el derecho del 
trabajador al respeto de la dignidad hace nacer para el 
empresario la obligación de conseguir un entorno 
laboral adecuado, es decir, un entorno laboral que no 
sea humillante, degradante u ofensivo, adoptando para 
ello todas las medidas preventivas y sancionadoras que 
sus facultades le permitan31, a fin de alcanzar un 
entorno productivo libre de violencia psicológica. 
 
La referencia expresa a la protección frente a 
estas conductas en el mismo apartado que trata la 
dignidad demuestra que el legislador, además de 
reconocer la necesidad de protección frente a las 
conductas acosadoras como un derecho del trabajador en 
la relación laboral, caracteriza el acoso en el 
ambiente de trabajo como una situación fáctica que a la 
luz de los valores, principios y reglas 
constitucionales puede considerarse en el marco de la 
dignidad, aunque en determinadas hipótesis concretas 
las conductas acosadoras no lesionen efectivamente la 
perspectiva psíquica de la  salud de la víctima32. 
 
                                                                                                                                      
 
30 GARCIA CALLEJO, J. M Protección jurídica..., op. Cit., pp. 69-
70.  
31 SJS Galicia, Vigo, de 28 de febrero de 2002 (AS 634). 
32 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., pp. 67-68; MOLINA 
NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1143; GARCIA CALLEJO, J. 
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Esto quiere decir que la referencia expresa a 
la dignidad del trabajador en el art. 4.2.e) ET, así 
como el reconocimiento en el mismo apartado del derecho 
a la protección frente a las conductas acosadoras, crea 
para el empleado un derecho subjetivo al respeto de la 
dignidad cuyo contenido engloba, como señalado, todas 
las situaciones fácticas de acoso que erosionan el 
prestigio y la autoestima del trabajador, sin que sea 
necesario la concreción de un daño efectivo para la 
víctima33.   
 
                                                                                                                                      
M. Protección jurídica…, op. cit., p. 55; GARCÍA PECHUÁN, M. 
Nuevos retos…, op. cit., p. 308. 
33 La STSJ Comunidad Valenciana de 25 de septiembre de 2002 (AS 
1674) enjuicia un supuesto de hecho en el que la empresa adopta 
medidas de estímulo negativo en relación con dos trabajadores a 
resultas de la disminución en la productividad. En esta sentencia 
el TSJ reconoce que no hay violación de un derecho fundamental 
específico, pero que las conductas acosadoras degradan la dignidad 
de los trabajadores en la medida en que erosionan su prestigio y 
autoestima. El TSJ entiende que “es por ello que la protección que 
confiere el ordenamiento jurídico laboral cuando reconoce la 
dignidad del ciudadano trabajador como derecho de éste y sanciona 
su violación por el empresario, no sólo debe circunscribirse a la 
estricta vulneración de un derecho fundamental, sino a toda una 
serie de situaciones fácticas de imposible preconcepción positiva 
que a la luz de los valores, principios y reglas constitucionales 
y del método jurídico pueden considerarse en el marco de la 
dignidad del trabajador. 
(...)Desde el punto de vista de la dignidad que no estrictamente 
desde la igualdad, el hecho de que sólo a unos trabajadores de 
determinada categoría se les limitase el acceso a los medios y 
espacios físicos de la empresa que antes no tenían restringidos, 
como medida preconcebida a resultas de una reducción de su 
rendimiento, supone una dinámica en el seno de la empresa que 
ciertamente puede erosionar el prestigio autoestima de los 
trabajadores, así como a los ojos del resto de compañeros. El 
necesario respeto de la dignidad del trabajador no puede permitir 
acciones como las acreditadas en el presente caso a través de un 
cúmulo de hechos expresados en el acta de inspección (nuevo 
emplazamiento en el extremo de la empresa, prohibicción de acceso 
al resto de la misma, restricción del empleo de los medios 
usuales”. 
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El art. 2.2 de la Directiva 76/207/CEE34, al 
definir el acoso, reconoce que dicha práctica en el 
ambiente laboral atenta contra la dignidad del 
trabajador al crear un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo.  
 
Con ello, la norma comunitaria pretende dejar 
claro que las conductas acosadoras deben ser 
sancionadas, aunque de ellas no deriven un daño cierto 
para la salud del trabajador afectado, porque los 
comportamientos acosadores, al afectar la armonía del 
entorno laboral, ponen en peligro la dignidad del 
trabajador acosado y de los demás trabajadores que 
desarrollan su actividad en un ambiente laboral 
inadecuado para la prestación de la actividad 
productiva. 
 
Es obvio que se está ante un derecho subjetivo 
de contenido variable. Pero esto no quiere decir que 
sea imposible determinar una fórmula genérica para 
describir lo que se debe entender por “derecho del 
trabajador al respeto de su dignidad”.   
 
La dignidad del trabajador puede ser 
caracterizada genéricamente como el derecho del 
empleado a ser respetado como profesional ante sus 
compañeros y ante sus jefes, no pudiéndosele situar en 
                                                 
34 Nueva redacción dada por la Directiva 2002/73/CEE (DOCE L 269/15 
de 5 de octubre de 2002.  
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una posición en que por las circunstancias que se den 
en ella, se provoque un descrédito en este aspecto35. 
 
Dicho de otra manera, el derecho del trabajador 
al respeto de su dignidad tiene como finalidad prohibir 
las conductas empresariales a través de las cuales se 
pretende el descrédito de la persona, reduciéndola y 
limitándola, tanto en su capacidad profesional como en 
su esfera personal36, lo que sucede en las hipótesis en 
que el trabajador es víctima de hostigamiento en el 
ambiente de trabajo, puesto que las conductas 
acosadoras merman la capacidad de autodeterminación 
profesional del trabajador. 
 
Existe una conducta empresarial de acoso 
susceptible de ser considerada como contraria al 
derecho del empleado a su dignidad en el trabajo cuando 
se observa un cambio en el clima laboral, que dimana 
del hecho de que el empresario pasa a ejercer un 
control sobre la actividad del trabajador que no 
ejercía sobre ningún otro asalariado de la empresa y 
sin que se justificara causas objetivas o subjetivas a 
                                                 
35 SJS Cataluña, Barcelona, de 16 de septiembre de 2002 (AS 2637); 
STSJ Cataluña de 7 de abril de 2004 (JUR 153345). 
En este sentido, se impone subrayar que la Constitución Italiana 
en el art. 3 habla de la dignidad social como un principio 
fundamental de la República Italiana, de lo que cabe deducir que 
la dignidad es un valor que merece consideración no sólo en el 
ámbito de la vida privada del individuo, sino también en el 
aspecto colectivo de la convivencia humana en el que se incluye la 
convivencia laboral. 
Vid. también: PEDROSA ALQUÉZAR, S. I. Incidencia…, op. cit., p. 
93. 
36 STSJ País Vasco de 9 de julio de 2002 (AS 2635).  
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estos efectos, lo que convierte a la persona que padece 
el acoso laboral en instrumento o mecanismo de 
trabajo37. 
 
Por ello, se puede afirmar que el 
reconocimiento de la dignidad como derecho del 
trabajador en relación con el derecho a la protección 
frente al acoso hace nacer para el empleado la 
pretensión de respeto frente a todas las conductas 
empresariales de hostigamiento, aunque dichas conductas 
no causen un daño efectivo a la salud de la víctima, 
porque la tutela del acoso y de la dignidad en la 
relación laboral presupone la prohibición de todas las 
prácticas empresariales a través de las cuales se 
pretende el descrédito de la persona, es decir, de las 
conductas empresariales que impiden el desarrollo de la 
capacidad de autodeterminación profesional del 
trabajador. 
 
3) El principio de igualdad y no discriminación 
 
A) Consideraciones generales 
 
El principio de igualdad encuentra su 
fundamento en la Carta Magna en los artículos 1, 9.2 y 
1438. 
                                                 
37 SJS Cataluña, Barcelona, de 16 de septiembre de 2002 (AS 2637); 
STSJ País Vasco de 6 de julio de 2004 (AS 2059). 
38 La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el 
Preámbulo caracteriza la igualdad como un valor indivisible y 
universal sobre el cual se fundamenta la Unión, mientras en el 
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En la primera de las disposiciones citadas, la 
igualdad se constituye en uno de los valores superiores 
del ordenamiento jurídico39, convirtiéndose en uno de 
los objetivos básicos que el sistema político-jurídico 
se propone alcanzar y sirviendo como criterio 
interpretativo general  de ese sistema40 y como elemento 
de interpretación para el entendimiento de las diversas 
concreciones del principio de igualdad a lo largo del 
texto constitucional41. 
 
En la segunda, se establece que los poderes 
públicos tienen el deber de promover las condiciones 
para que la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integran sean reales y efectivas. Se trata de la 
igualdad material. 
 
La última de las disposiciones constitucionales 
citadas establece la igualdad ante la ley, sin que 
pueda prevalecer discriminación alguna por razón de 
                                                                                                                                      
art. 20, prescribe el derecho a la igualdad ante la ley. A 
continuación, en el art. 21 reconoce el derecho a no ser 
discriminado y en el art. 23 establece el derecho a la igualdad 
entre hombres y mujeres en todos los ámbitos, incluso, en materia 
de empleo, trabajo y retribución. 
39 PECES BARBA, G. Los valores superiores. Madrid, Tecnos, 1984, 
pp. 151-152; PEREZ LUÑO, A. E. Sobre la igualdad en la 
Constitución Española. En Anuario de Filosofía del Derecho, núm. 
4, 1987, pp. 141-142. 
40 BALLESTER LAGUNA, F. El principio de igualdad en la aplicación 
de la ley en sede judicial: su configuración por el Tribunal 
Constitucional. En Revista de Trabajo y Seguridad Social, núm. 2, 
1991, p. 105.  
41 CONDE MARTÍN DE HIJAS, V. Libertad empresarial..., op. cit., p. 
96; JIMENEZ CAMPO, J. La igualdad jurídica como límite frente al 
legislador. En Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 9, 
1983, p. 79. 
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nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier 
otra condición o circunstancia personal o social. 
 
El principio de igualdad ante la ley, también 
conocido como igualdad formal, es un principio heredado 
de las Revoluciones Liberales y tuvo por finalidad, en 
su origen, romper con un pasado desigualitario de la 
sociedad estamental.  
 
Hoy día, la igualdad ante la ley es una 
consecuencia de la generalidad propia de la norma legal 
que supone que todos deben ser sometidos igualmente al 
ordenamiento jurídico y que todos tienen igual derecho 
a recibir la protección de los derechos que ese 
ordenamiento reconoce.  
 
Este principio no se confunde con el de 
igualdad en la aplicación de la ley42, según el cual la 
ley debe ser aplicada por los poderes públicos sin 
excepciones, sin consideraciones personales. Es decir, 
la aplicación de la ley debe ser hecha sin otras 
                                                 
42 CONDE MARTÍN DE HIJAS, V. Libertad empresarial..., op. cit., pp. 
101-102; ZOCO ZABALA, C. Igualdad en el contenido y en la 
aplicación de la ley: el límite entre la función de aplicación y 
la de creación de las normas. En Aranzadi Social, núm. 12, 2002, 
pp. 28-29. 
Los requisitos necesarios para que se verifique una violación del 
principio de igualdad en la aplicación de la ley son: a) 
aportación de un término de comparación adecuado, es decir, de una 
o varias resoluciones que sean temporalmente anteriores, b) un 
cambio de criterio inmotivado, arbitrario o carente de la 
necesaria fundamentación jurídica en el fallo judicial y c) 
supuestos de hecho sustancialmente iguales (STC 63/1988, de 11 de 
abril de 1988-BOE de 4 de mayo). 
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distinciones de supuestos o casos que los determinados 
por la norma legal43. 
 
El art. 1.1 y el art. 14 CE desempeñan una 
doble función. La primera es la de establecer un 
derecho fundamental a la igualdad considerada en sí 
misma. La segunda es que la igualdad debe ser 
considerada como una condición para el ejercicio de los 
otros derechos fundamentales44. En la vertiente de 
derecho fundamental, el principio de igualdad se 
convierte en pauta de comportamiento de los 
particulares45. 
 
El art. 9.2, a su vez, al establecer la 
igualdad material admite la posibilidad de tratos 
desiguales46 que sean necesarios para garantizar la 
                                                 
43 JIMENEZ CAMPO, J. La igualdad jurídica como límite..., op. cit., 
pp. 86-89; RODRIGUEZ-PIÑERO, M. Y FERNANDEZ LOPEZ, M. F. Igualdad 
y discriminación. Madrid, Tecnos, 1986, pp. 19-21; BALLESTER 
LAGUNA, F. El principio de igualdad en la aplicación de la ley..., 
op. cit., p. 105; CONDE MARTÍN DE HIJAS, V. Libertad  
empresarial..., op. cit., p. 102. 
44 CONDE MARTÍN DE HIJAS, V. Libertad empresarial..., op. cit., p. 
106; RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. El concepto de igualdad en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional. En El derecho a 
trabajar en igualdad. Actas de las jornadas del Instituto Andaluz 
de la Mujer, 1999, pp. 73-86. 
Vid. también: STC 49/1982, de 14 de julio de 1982 (BOE de 4 de 
agosto); STC 2/1983, de 24 de enero de 1983 (BOE de 17 de 
febrero); STC 75/1983, de 3 de agosto de 1983 (BOE de 18 de 
agosto); STC 103/1983, 22 de noviembre de 1983 (BOE de 14 de 
diciembre). 
45 CONDE MARTÍN DE HIJAS, V. Libertad empresarial...., op. cit., p. 
106. 
46 En este sentido, la STC 229/1992, de 14 de diciembre de 1992 
(BOE de 10 de enero de 1993), admite que la consecución del 
objetivo igualatorio entre hombres y mujeres permite el 
establecimiento de un derecho desigual igualatorio, consistente en 
la adopción de medidas reequilibradoras de situaciones sociales 
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igualdad real y efectiva del individuo y de los grupos 
en que se integra y el efectivo goce de los derechos 
fundamentales, lo que manifiesta el compromiso 
transformador del Estado Social, que asume la misión de 
intervenir en la realidad social para conformarla sobre 
pautas de igualdad47. 
 
De esta manera los tres preceptos 
constitucionales citados son complementarios en la 
medida en que uno garantiza la igualdad formal (art. 
14), el otro garantiza la igualdad material (art. 9.2), 
admitiéndose para ello, incluso, las desigualdades de 
trato justificadas, mientras el otro (art.1.1) 
determina que todo eso debe tener en consideración el 
Estado Social y Democrático de Derecho, cuyos valores 
superiores son la libertad, la justicia, la igualdad y 
el pluralismo político. 
 
Esta naturaleza complementaria de las 
disposiciones constitucionales de igualdad ha sido 
manifestada por el TC48, que entiende que "al respecto, 
cabe observar que la igualdad que el artículo 1.1 de la 
Constitución proclama como uno de los valores superiores de 
nuestro ordenamiento jurídico-inherente, junto con el valor 
justicia, a la forma del Estado Social que ese ordenamiento 
                                                                                                                                      
discriminatorias preexistentes para lograr una sustancial y 
efectiva equiparación.   
47 CONDE MARTIN DE HIJAS, V. Libertad empresarial..., op. cit., p. 
97; FERNÁNDEZ-MIRANDA CAMPOAMOR, A. El Estado..., op. cit., p. 
167. 
48 STC 216/1991, de 14 de noviembre de 1991 (BOE de 17 de 
diciembre). 
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reviste, pero también a la de Estado de Derecho-no sólo se 
traduce en la de carácter formal contemplada en el art.14 y 
que, en principio, parece implicar únicamente un deber de 
abstención en la generación de diferenciaciones arbitrarias, 
sino asimismo en la índole sustancial recogida en el 
artículo 9.2, que obliga a los poderes públicos a promover 
las condiciones para que la igualdad de los individuos y de 
los grupos sea real y efectiva". 
 
La complementariedad de las disposiciones 
constitucionales de igualdad conlleva también la 
necesidad de establecer la distinción entre desigualdad 
y discriminación49, lo que significa que no toda 
desigualdad es una discriminación50, por cuanto en el 
Estado Social y Democrático de Derecho las disparidades 
o diferencias de trato han de ser contempladas, 
inicialmente,  desde la perspectiva de la eliminación 
de la discriminación51. 
 
El art. 14 de la CE, además de fijar el 
principio de la igualdad ante la ley, establece también 
                                                 
49 En la STC 216/1991, de 14 de noviembre de 1991 (BOE de 17 de 
diciembre) el Tribunal Constitucional también se refiere a la 
distinción entre discriminación y desigualdad: "La incidencia del 
mandato contenido en el artículo 9.2 sobre el que, en cuanto se 
dirige a los poderes públicos, encierra el artículo 14 supone una 
modulación de este último, en el sentido, por ejemplo, de que no 
podrá reputarse de discriminatoria y constitucionalmente 
prohibida-antes el contrario- la acción de favorecimiento, 
siquiera temporal, que aquellos poderes emprenden en beneficio de 
determinados colectivos, históricamente preteridos y marginados, a 
fin de que, mediante un trato especial más favorable, vean 
suavizada o compensada su situación de desigualdad sustancial". 
50 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. El concepto de igualdad..., op. cit., pp. 
73-86 
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el principio de no discriminación que prohíbe las 
desigualdades de trato injustificadas y arbitrarias que 
son contrarias al principio de la dignidad humana52, es 
decir, se prohíben las desigualdades cuya injusticia o 
arbitrariedad se fundamentan en concretas razones 
especialmente odiosas o rechazables que suponen la 
negación de la propia igualdad entre los hombres53. 
  
Son injustificadas y arbitrarias, así como 
irrazonables, las diferencias que se establecen entre 
situaciones de hecho equiparables sin que haya una 
razón suficiente54. La existencia o no de la razón 
suficiente que justifique la desigualdad fáctica debe 
ser verificada, incluso, teniendo en cuenta el 
resultado final alcanzado con el trato diferenciado. 
 
Por lo tanto, la relación existente entre el 
principio de igualdad y la prohibición de 
discriminación es una relación de complementariedad y 
no de subordinación. La prohibición de discriminación 
puede operar por sí misma, bastando con la constatación 
de una situación peyorativa, ligada a uno de los 
factores específicos de discriminación55. 
                                                                                                                                      
51 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. Discriminación de la mujer y tutela 
antidiscriminatoria. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1992, p. 18. 
52 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M.  Igualdad entre los sexos y discriminación 
de la mujer. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1993,  pp. 1-8.  
53 RODRIGUEZ-PIÑERO, M. y  FERNANDEZ LOPEZ, M. F. Igualdad..., op. 
cit., pp.156-157; FERNÁNDEZ-MIRANDA CAMPOAMOR, A. El Estado..., 
op. cit., pp. 164-165. 
54 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. El concepto de igualdad..., op. cit., pp. 
73-86 
55 CONDE MARTÍN DE HIJAS, V. Libertad empresarial...op. cit., p. 
104. 
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La razón de esta complementariedad es que la 
finalidad del art. 14 al establecer el principio de no 
discriminación es garantizar la igualdad real que sólo 
es posible admitiéndose las desigualdades fácticas 
existentes entre los seres humanos y los colectivos en 
los que se integran, reequilibrando la situación social 
desfavorable56. 
 
En otras palabras, la prohibición de 
discriminación presupone, como regla general, una 
igualdad formal cuyo objetivo es impedir diferencias 
normativas de trato irrazonables57 a través del 
reconocimiento de un derecho individual  y abstracto a 
la igualdad formal58. Pero es imprescindible observar 
que ni siempre la igualdad real59 es conseguida con la 
aplicación literal de preceptos legales igualitarios, 
es decir, la igualdad real o material no siempre es 
alcanzada a través de la igualdad formal, aunque ella 
                                                 
56 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. La discriminación en la jurisprudencia 
constitucional. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1993, p. 154; 
SÁEZ LARA, C. Mujeres y mercado de trabajo: las discriminaciones 
directas e indirectas. Madrid, Consejo Económico y Social, 1994, 
p. 57; FERNÁNDEZ-MIRANDA CAMPOAMOR, A. El Estado..., op. cit., p. 
164.  
57 STC 229/1992, de 14 de diciembre de 1992 (BOE de 19 de enero de 
1993). 
58 VOGEL-POLSKY, E. A propósito de la sentencia Marschall. El 
estatuto de las acciones positivas en el Derecho comunitario. En 
Relaciones Laborales, Tomo I, 1999, p. 1309. 
59 El principio de la igualdad real, también denominado igualdad 
material, reconocido en la Constitución española en el art. 1.1 y 
en el art. 9.2, es el principio constitucional que autoriza las 
diferencias de trato justificadas y razonable desde que tengan la 
finalidad de promover la igualdad efectiva del individuo y 
promover la participación política de todos los ciudadanos en la 
vida política, económica, cultural y social. 
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sea una primera instancia para la eliminación de las 
discriminaciones60. 
 
El hecho de que la prohibición de 
discriminación esté incluida en el artículo 
constitucional que trata la igualdad formal quiere 
decir que lo que se está prohibiendo es que, en el 
texto de una ley61, haya disposiciones artificiosas o 
arbitrarias que generen una injustificada e irrazonable 
diferencia de trato entre los destinatarios de la 
norma. 
 
Respecto a las diferencias de trato 
injustificadas62, hay discriminación directa cuando el 
criterio prohibido por la Norma Fundamental es el 
factor sobre el cual se establece un tratamiento 
                                                 
60 BALLESTER PASTOR, M. A. Diferencia y discriminación normativa 
por razón de sexo en el orden laboral. Valencia, Tirant lo blanch, 
1994, p. 17. 
61 Se debe tener en cuenta también que la prohibición de 
discriminación se extiende a la interpretación y a la aplicación 
de la ley.  
62 En relación con el concepto de discriminación directa: STC 
166/1988, de 26 de septiembre de 1988 (BOE de 14 de octubre); STC 
147/1991, de 4 de julio de 1991 (BOE de 29 de julio) y STC 
198/1996, de 3 de diciembre de 1996 (BOE 3 de enero de 1997).  
Sobre el concepto de discriminación indirecta: STC 145/1991, de 1 
de julio de 1991 (BOE de 22 de julio); STC 205/1991, de 30 de 
octubre de 1991 (BOE de 27 de noviembre); STC 286/1994, de 27 de 
octubre de 1994 (BOE de 29 de noviembre); STC 147/1995, de 16 de 
octubre de 1995 (BOE de 10 de noviembre); STC 250/2000, de 30 de 
octubre de 2000 (BOE de 1 de diciembre). 
Sobre discriminación indirecta vid. también las sentencias del 
Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea: Sentencia de 31 de 
marzo de 1981, dictada en el asunto Jenkins (Caso C-96/80); 
Sentencia de 13 de mayo de 1986, dictada en el asunto Bilka (Caso 
C-170/84)(TJCE 1986\83); Sentencia de 27 de junio de 1990, dictada 
en el asunto Kowalska (caso C-33/89) (TJCE 1991\20); Sentencia de 
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diferente y desfavorable para la persona discriminada63, 
mientras se verifica discriminación indirecta cuando 
existe una disposición, criterio o práctica 
aparentemente neutral que genera desigualdades 
perjudiciales por el impacto diferenciado y 
desfavorable que produce para un colectivo 
determinado64. 
 
Dicho de otro modo, la discriminación indirecta 
comprende aquellos tratamientos formalmente no 
discriminatorios de los que derivan consecuencias 
desiguales perjudiciales por el impacto diferenciado y 
desfavorable que tratamientos formalmente iguales o 
tratamientos razonablemente desiguales tienen sobre los 
trabajadores65. 
 
                                                                                                                                      
7 de febrero de 1991, dictada en el asunto Nimz (caso C-184/89) 
(TJCE 1191\128). 
63 RODRIGUEZ-PIÑERO, M. y FERNANDEZ LOPEZ, M. F. Igualdad..., op. 
cit., p. 162; BALLESTER PASTOR, M. A. Diferencia y 
discriminación..., op. cit., p. 50; SÁEZ LARA, C. Mujeres y 
mercado de trabajo..., op. cit., p. 56; RIVAS VAÑÓ, A. La 
prohibición de discriminación por orientación sexual en la 
Directiva 2000/78. En Revista Andaluza de Trabajo y Bienestar 
Social, núm. 59, 2001, p. 208. 
64 BALLESTER PASTOR, M. A. Discriminación por razón de sexo en el 
acceso al empleo. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1993, pp. 184-
185; BALLESTER PASTOR, M. A. Diferencia y discriminación..., op. 
cit., p. 42; QUINTANILLA NAVARRO, B. Discriminación retributiva. 
Madrid, Marcial Pons, 1996, p. 108; LOUSADA AROCHENA, J. F. 
Discriminación indirecta: una aproximación a la sentencia de 4 de 
mayo de 2000 del Tribunal Supremo. En Revista de Derecho Social, 
núm. 12, 2000, pp. 176-177; RIVAS VAÑÓ, A. La prohibición..., op. 
cit., p. 209. 
Vid. también: Sentencia de 13 de mayo de 1986 del TJCE, dictada en 
el asunto Bilka (Caso C-170/84)(TJCE 1986\83) y Sentencia de 1 de 
julio de 1986 del TJCE, dictada en el asunto Rummier (Caso C-
237/85).    
65 STC 145/1991, de 1 de julio de 1991 (BOE de 22 de julio). 
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Así pues, la discriminación indirecta66 se 
caracteriza por el carácter aparentemente neutral de la 
norma o medida impugnada, por la no relevancia del 
elemento intencional de la conducta discriminatoria del 
ofensor y por el carácter colectivo de la 
discriminación que no afecta un individuo concreto, 
sino que perjudica al grupo social al que pertenezca 
ese individuo67. 
 
RODRÍGUEZ-PIÑERO y FERNÁNDEZ LÓPEZ aducen que 
“en la discriminación indirecta reaparece el elemento 
colectivo de la discriminación, en cuanto lo que aquí cuenta 
no es que en un caso concreto el criterio aparentemente 
neutro de distinción perjudique a un individuo de cierta 
raza, sexo, etc., sin que en su aplicación ese criterio 
incida perjudicialmente en los individuos de esas 
características, y, por ello, en el grupo al que pertenezca 
ese individuo, habiéndose de considerar entonces a uno y 
otro como discriminados por el <<disparate impact>> o 
efectos desproporcionados que ese criterio aparentemente 
neutro tiene sobre los miembros de ese grupo.”68
 
La prohibición de la discriminación, tanto la 
directa como la indirecta, es una consecuencia de la 
necesidad manifestada por el legislador constituyente 
de garantizar la igualdad real o material, siendo 
relevante todavía, en algunos casos, el establecimiento 
                                                 
66 STC 145/1991, de 1 de julio de 1991 (BOE de 22 de julio). 
67 QUINTANILLA NAVARRO, B. Discriminación..., op. cit., pp. 33-34. 
68 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. Y FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. Igualdad..., op. 
cit., p. 164. 
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de ciertas medidas o tratamientos que, aunque 
constituyan una ruptura del principio de igualdad 
formal, se hacen imprescindibles para la eliminación de 
discriminación69.  
 
Se trata de las acciones positivas o 
afirmativas, definidas como las medidas dirigidas a 
remover las discriminaciones existentes, impidiendo la 
promoción de nuevas con el objetivo de garantizar la 
igualdad material70 a través de la ruptura de la 
igualdad formal71. En último término, la finalidad de 
las medidas de acción positiva o afirmativa es promover 
la igualdad de oportunidades72. 
 
No se pueden confundir acciones positivas o 
afirmativas con acciones protectoras. No toda norma 
protectora de un colectivo discriminado puede ser 
entendida como una medida destinada a promover la 
igualdad real.  
 
                                                 
69 Ibídem, p. 34. 
70 BALLESTER PASTOR, M. A. Discriminaciones y trato diferenciado 
normativo por razón de sexo. En Revista de Trabajo y Seguridad 
Social, núm. 22, 1993, p. 66. 
71 QUINTANILLA NAVARRO, B.Discriminación..., op. cit., p. 37. 
72 BALLESTRERO, M. V. La ley italiana sobre acciones positivas: una 
primera lectura. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1991, p. 213; 
MARTÍNEZ ROCAMORA, L. G. La Directiva 76/207/CEE, de 9 de febrero, 
relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en cuanto al acceso al empleo, a la formación y 
a la promoción profesional y a las condiciones de trabajo. En 
Actualidad Laboral, núm. 41, 2000, p. 683. 
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En este escenario, el TC73 ha entendido que no 
cabe duda de que la prohibición de trabajar en el 
interior de las minas a la mujer, aunque responda 
históricamente a una finalidad protectora, no puede ser 
calificada como una medida de acción positiva o de 
apoyo o ventaja para conseguir la igualdad de 
oportunidades, ya que no favorece a ésta sino que más 
bien la restringe al impedir a la mujer acceder a 
determinados empleos. 
 
Por ello, es necesario eliminar aquellas normas 
jurídicas que, aunque históricamente respondieron a una 
finalidad de protección de la mujer como sujeto 
fisiológicamente más débil, suponen refrendar o 
reforzar una división sexista de trabajos y funciones 
mediante la imposición a las mujeres de límites 
aparentemente ventajosos, pero que suponen una traba 
para su acceso al mercado de trabajo, porque mantienen 
discriminaciones, es decir, desigualdades 
injustificadas. 
 
Así pues, la concreción del principio de 
igualdad de trato impone la eliminación de toda 
discriminación directa o indirecta, permitiéndose para 
ello el mantenimiento o adopción de medidas específicas 
destinadas a prevenir o compensar las desventajas 
ocasionadas por las diferencias de trato 
                                                 
73 STC 229/1992, de 14 de diciembre de 1992 (BOE de 19 de enero de 
1993). 
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injustificadas, a fin de permitir la realización de lo 
dispuesto en el art. 9. 2 CE74. 
 
B) La prohibición de discriminación y el 
acoso laboral 
 
La problemática del acoso como una violación al 
principio que prohíbe la discriminación75 ha sido 
                                                 
74 Respecto al desarrollo laboral del art. 14 CE, la prohibición de 
discriminación encuentra referencia en algunos artículos del ET. 
Son ellos: a) el art. 4.2.c) ET que prescribe el derecho del 
trabajador a no ser discriminado en el empleo, por lo que 
representa más bien un desarrollo infraconstitucional de la 
prohibición de discriminación contenida en el art. 14 CE que del 
principio constitucional de igualdad, porque la igualdad ante la 
ley exige la ley como elemento estructural, mientras la 
prohibición de discriminación, al no exigir tal elemento, puede 
ser aplicada en ámbitos más amplios y en concreto el de las 
relaciones inter privatos, b) el art. 17.1, que señala la nulidad 
de las decisiones empresariales y de los pactos individuales 
contrarios a tal mandato, c) el art. 28, que recoge la prohibición 
de discriminar por razón de sexo, d) el art. 68.c), que se refiere 
a la prohibición de discriminar las personas que realizan 
funciones de representación de los trabajadores, e) el art. 53.4, 
que atine a la decisión extintiva por causas objetivas, y el art. 
55.5, respecto de los despidos, f) el art. 20.3 que indica que los 
trabajadores disminuidos son merecedores de un control distinto 
acorde con la capacidad real del trabajador, g) el art. 34.3, 34.4 
y 37.1, que introduce medidas protectoras de restricción de la 
jornada de los menores de edad, h) el art. 36.1 respecto de los 
trabajadores nocturnos, i) los arts. 40.5, 51.7, 52.c y 68.b que 
justifican el trato desigual y preferente de los representantes de 
los trabajadores respecto de los demás como medidas de garantía de 
sus funciones, j) arts. 22.4, 24.2 y 28 que indican el deber de 
aplicar reglas definitorias iguales para ambos los sexos en los 
elementos configuradores del salario, los ascensos y los grupos y 
categorías. 
75 La discriminación en el empleo y en la ocupación, según el 
Informe Global de la OIT del año 2003, consiste en dispensar a las 
personas un trato diferente y menos favorable debido a 
determinados criterios, como el sexo, el color de la piel, la 
religión, las ideas políticas o el origen social, sin tomar en 
consideración los méritos ni las calificaciones necesarias para el 
puesto de trabajo que se trate (La hora de la igualdad..., op. 
cit., p. 16).  
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introducida en el ordenamiento jurídico comunitario a 
través de la Directiva 2000/43/CE que caracteriza el 
acoso como una causa de discriminación, siempre que se 
produzca un comportamiento no deseado relacionado con 
el origen racial o étnico que tenga como objetivo o 
consecuencia atentar contra la dignidad de la persona y 
crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante u 
ofensivo (art. 2.3). 
 
A continuación, la Directiva 2000/78/CE 
caracteriza el hostigamiento como una discriminación 
por razones religiosas, de convicción, de discapacidad, 
de edad, de orientación sexual en el ámbito del empleo 
y de la ocupación, siempre que se produzca un 
comportamiento no deseado relacionado con alguno de los 
motivos indicados que tenga como objetivo o 
consecuencia atentar contra la dignidad de la persona y 
crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, 
humillante u ofensivo (art. 2.3). 
 
Y más recientemente la Directiva 2002/73/CE76, 
que modifica la Directiva 76/207/CEE, aduce que el 
acoso es un hecho constitutivo de discriminación por 
razón de sexo. 
 
Así pues, el art. 2.3 de la Directiva 
76/207/CEE queda redactado en los siguientes términos: 
“El acoso y el acoso sexual en el sentido de la 
                                                 
76 DOCE L 269/15 de 5 de octubre de 2002. 
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presente Directiva se considerarán discriminación por 
razón de sexo y, por lo tanto, se prohibirán”. 
 
Respecto al acoso discriminatorio por razón de 
sexo, se indaga si dicha modalidad comprende el acoso 
laboral discriminatorio derivado de las 
responsabilidades familiares. 
 
El acoso derivado de las responsabilidades 
familiares se incluye en la categoría del acoso 
discriminatorio por razón de sexo en el sentido de 
género. La nueva redacción de la Directiva 76/207/CEE 
establece la garantía de reintegro al puesto de trabajo 
a favor de los trabajadores -hombres y mujeres- tras el 
disfrute de un permiso de paternidad, de tal suerte que 
la protección a la paternidad sólo se entiende en esta 
Directiva si se acude al concepto de género77. 
 
Por ello, se concluye que el hostigamiento 
relacionado con el sexo incluye en su ámbito todos los 
casos de acoso laboral por razón de sexo y, en una 
adecuada interpretación, debería incluir también 
aquellos casos de acoso laboral por razón de género 
que, al no ser contemplados expresamente en otras 
normas comunitarias, no encuentran una adecuada tutela, 
operando el acoso laboral por razón de sexo como 
mecanismo de cierre ante la discriminación por razón de 
género78.   
                                                 
77 LOUSADA AROCHENA, J. F. El acoso moral..., op. cit., p. 66.  
78 Ibídem. 
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La finalidad de tratar las conductas acosadoras 
como una violación al principio de no discriminación es 
garantizar en el ambiente de trabajo la aplicación del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres, 
que, de conformidad con el art. 28.1.a) de la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre, supone la ausencia de toda 
discriminación directa o indirecta, con lo que se 
intenta impedir que las causas prohibidas de 
discriminación sean utilizadas para crear un ambiente 
laboral hostil. 
 
En el ámbito del ordenamiento interno, la 
referida ley ha introducido algunas modificaciones en 
la legislación laboral con la finalidad de incorporar 
las Directivas 2000/43/CE y 2000/78/CE. 
 
Según el art. 28.2 de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre el hostigamiento por razón de origen racial o 
étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual se considera en todo caso acto 
discriminatorio. 
 
El referido precepto legal no considera 
discriminatorio el acoso por razón de sexo, por lo que 
la tutela anti-discriminatoria de este tipo de acoso, 
en el ámbito del ordenamiento interno, debe tener como 
fundamento legal el art. 4.2. c) ET, que prescribe el 
derecho del trabajador a no ser discriminado para el 
empleo, o una vez empleados, por razones de sexo, 
estado civil, edad dentro de los límites marcados por 
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el ET, origen racial o étnico, condición social, 
religión o convicciones, ideas políticas, orientación 
sexual, afiliación o no a un sindicato, así como por 
razón de lengua, dentro del Estado Español.  
 
Es necesario poner de relieve también que el 
análisis del art. 28.2 de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre en relación con la nueva redacción del art. 
4.2.e) ET, que prescribe el derecho a la protección 
frente al acoso por razón de origen racial o étnico, 
religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual, hace nacer para el trabajador un 
derecho subjetivo a no ser discriminado en el empleo a 
través de las conductas de acoso, mientras genera para 
el empresario una obligación de no discriminar el 
empleado a través de dichas conductas.  
 
En cuanto a la prohibición de trato 
diferenciado, la duda consiste en determinar si las 
conductas acosadoras son siempre discriminatorias.  
 
No se puede afirmar, con carácter general, que 
las conductas acosadoras son discriminatorias. Pero sí 
puede decirse que tales conductas son discriminatorias 
siempre que las causas prohibidas sean utilizadas, al 
menos indirectamente, para hostigar al trabajador79, lo 
                                                 
79 GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 163; 
GARCÍA HERRERA, M. A. y MAESTRO BUELGA, G. Constitución...,  op. 
cit., p. 79; ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 39; 
VILCHES ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; HERNÁNDEZ CANOSA, M. 
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que equivale a decir que sólo son discriminatorios los 
comportamientos acosadores que tengan como motivo una 
de las causas prohibidas por las normas. 
 
Esto sucede porque la conducta discriminatoria 
es relacional, es decir, su morfología requiere la 
existencia de una categoría o conjunto de sujetos 
individualizados por un rasgo o carácter común respecto 
del colectivo de sujetos que no son discriminados y no 
sufren el resultado perjudicial en que la 
discriminación consiste.  
 
Mientras las conductas acosadoras no requieren 
ese elemento de comparación para ser detectadas, por 
cuanto cualquier persona en un determinado contexto 
organizativo empresarial puede ser víctima de 
hostigamiento en la medida en que los comportamientos 
hostigadores, dada la dimensión del perjuicio que 
causan para la dignidad de la víctima, poseen entidad 
propia y distinta de la discriminación80.    
 
                                                                                                                                      
Guía..., op. cit., p. 10 y 24; SAEZ LARA, C. Mujer..., op. cit., 
p. 53. 
80 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso.., op. cit., pp. 67-68; MOLINA 
NAVARRETE, C. Del principio..., op. cit., p. 159. 
Vid. también en el mismo sentido: STSJ Murcia, de 22 de diciembre 
de 2004 (AS 3423). 
Opinión contraria es la GARCIA CALLEJO que entiende que el acoso 
laboral constituye en sí mismo una conducta discriminatoria en la 
medida en que el trabajador acosado es sometido a un trato 
peyorativo y degradante que le hace de peo condición respeto los 
demás compañeros de trabajo (GARCIA CALLEJO, J. M. Protección 
jurídica…, op. cit., p. 83. 
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El vínculo del acoso con la discriminación  no 
puede ser deducido del hecho de que la víctima 
pertenezca a alguna de las categorías o grupos humanos 
protegidos frente a la discriminación. La vinculación 
del acoso con la discriminación se establece cuando la 
actividad de acoso incorpore comportamientos 
discriminatorios81. 
 
En este sentido son las disposiciones legales 
contenidas en el art. 28.1.a) y c) de la Ley 62/2003, 
de 30 de diciembre, que  considera que hay 
discriminación directa en los casos en los que una 
persona sea tratada de manera menos favorable que otra 
en situación análoga por razón de origen racial o 
étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual. 
 
Mientras la discriminación indirecta se 
verifica en las hipótesis en las que una disposición 
legal o reglamentaria, una cláusula convencional o 
contractual, un pacto individual o una decisión 
                                                 
81 GARCÍA HERRERA, M. A. y MAESTRO BUELGA, G. Constitución...,  op. 
cit., p. 79; MOLINA NAVARRETE, C. Del principio..., op. cit., p. 
159. 
Sin embargo, no es esta la interpretación de RIVAS VAÑÓ que 
defiende, partiendo de un concepto amplio de orientación sexual 
cuya finalidad es proteger todos los aspectos de la personalidad 
vinculados de forma menos evidente con la preferencia por 
prácticas sexuales homosexuales, que la creación de un medio 
ambiente hostil para un trabajador homosexual está íntimamente 
ligada al carácter personal que se pretende tutelar, de lo que 
dimana que los comportamientos que generan un medio ambiente 
hostil para el trabajador homosexual son siempre discriminatorios, 
porque resulta difícil apartarlos del elemento sexual (RIVAS VAÑÓ, 
A. La prohibición..., op. cit., pp. 206 y 213-214. 
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unilateral, aparentemente neutros, puedan ocasionar una 
desventaja particular a una persona respecto de otras 
por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, 
siempre que objetivamente no atiendan a una finalidad 
legítima y que los medios para la consecución de esta 
finalidad no sean adecuados y necesarios.  
 
Tales preceptos normativos permiten concluir 
que la caracterización de una determinada conducta 
acosadora como discriminatoria exige, al menos 
indirectamente, que el actuar del sujeto activo del 
hostigamiento tenga en consideración una de las causas 
de discriminación prohibidas por las normas. 
 
En otros términos, hay acoso laboral 
discriminatorio cuando el proceso de violencia 
psicológica o de degradación laboral es el instrumento 
utilizado para materializar un comportamiento 
discriminatorio en relación a determinado(s) sujeto(s), 
en atención directa o indirecta a las circunstancias 
personales o sociales descritas en las normas, puesto 
que no se puede concluir, con carácter general, que “la 
creación de un medio hostil” genera necesariamente una 
forma cualificada de discriminación82. 
 
                                                 
82 GARCÍA HERRERA, M. A. y MAESTRO BUELGA, G. Constitución...,  op. 
cit., p. 79; MOLINA NAVARRETE, C. Del principio..., op. cit., p. 
159. 
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Las conductas acosadoras violan la prohibición 
de discriminación directa cuando el acosador utiliza la 
condición personal de la víctima para someterla a un 
proceso de violencia psicológica o de degradación 
laboral, lo que genera un injustificado trato 
diferenciado dirigido hacía el trabajador afectado.  
 
La STSJ Andalucía (Málaga), de 25 de octubre de 
199683 enjuicia un supuesto de acoso discriminatorio en 
el que los comportamientos hostigadores se materializan 
a través de actos de relegación de ascensos, de 
discriminación retributiva y de fijación de un horario 
de trabajo diferente para la víctima respecto a los 
demás compañeros de departamento84. 
 
                                                 
83 AS 3699. 
84 Los hechos considerados por la sentencia de instancia son: a) 
todos los trabajadores de la sección o departamento de 
charcutería, siete de ellos tiene categorías de oficiales de 1ª y 
2ª, mientras la víctima ostentaba la de vendedora; b) todos los 
que trabajaban en dicho departamento o sección han ascendido de 
categoría desde su ingreso en la citada sección, excepto la 
víctima y que dichos ascensos han sido acordados discrecionalmente 
sin previa convocatoria ni realización de pruebas; c) de todos los 
trabajadores de dicha sección es la víctima la que percibe 
inferior retribución, debiéndose la diferencia no al salario base 
sino a las mejoras que la empresa proporciona individualmente en 
concepto de gratificaciones que no percibe la actora, ya que se 
reciben conforme a criterios no pactados en texto alguno ni 
conocidos por los trabajadores; d) la trabajadora afectada tiene 
un horario de trabajo diferente al de sus compañeros de 
departamento, no habiendo justificado la empresa el motivo del 
mismo, manteniéndola en jornada partida a diferencia de sus 
compañeros que la tienen continuada y por turnos rotatorios 
mensuales, sin que conste que a la trabajadora se le haya ofrecido 
dicha modalidad de jornada, a pesar de ser objetivo de la empresa 
ir generalizando la jornada continuada entre los trabajadores del 
centro, y e) a pesar de las diferencias de categoría entre el 
personal del departamento de charcutería, la prestación de 
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En esta sentencia el TSJ entiende que la 
empresa utiliza el motivo prohibido, o sea, el sexo y 
la actuación sindical de la víctima, para producir un 
acoso por omisión en el que la relegación en ascensos, 
la desigualdad retributiva y la imposición de jornada 
con relación a la trabajadora, a pesar de la identidad 
básica de su trabajo, sólo es explicable por su 
condición femenina y su actividad sindical, lo que 
constituye, indudablemente, un supuesto de acoso 
discriminatorio, ya que el género al que pertenece la 
trabajadora y su actuación sindical son los motivos 
determinantes en la actuación persecutoria del 
empresario. 
 
La STSJ Galicia, de 29 de noviembre de 200085, 
decide un supuesto de acoso discriminatorio por razón 
de embarazo, en el que la situación de la víctima es 
utilizada por su superior jerárquico para crear un 
ambiente laboral hostil. 
 
En dicho supuesto, los comportamientos 
hostigadores se materializan a través de 
comportamientos del superior jerárquico de la víctima 
que le llamaba, despectivamente, por su natural aspecto 
físico de embarazada, albóndiga o albondiguilla; le 
obligaba a desempeñar tareas contraindicadas para su 
estado, tales como subirse a una escalera para limpiar 
                                                                                                                                      
servicios y las funciones realizadas por el conjunto del personal 
que trabaja en dicha sección son en términos generales las mismas. 
85 JUR 63680. 
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una estantería elevada, o salir al exterior, pese a las 
inclemencias del tiempo, para trasladar efectos de una 
a otra dependencia, poniendo en peligro su salud y la 
de su hijo y desoyendo incluso el ofrecimiento de sus 
compañeros para sustituirle en dichas labores, y no se 
le suministra uniforme adecuado a su estado de gravidez 
sino hasta cinco meses después de haberlo solicitado.  
 
En el caso enjuiciado, se da una hipótesis de 
acoso discriminatorio.  El embarazo es utilizado para 
intimidar psicológicamente la víctima, lo que significa 
que las conductas hostiles del superior hacia la 
trabajadora son llevadas a cabo teniendo en cuenta la 
condición de embarazada que la víctima ostentaba.  
 
En ambos casos analizados, se está delante de 
conductas acosadoras que producen una discriminación 
directa, porque el sujeto activo utiliza el sexo, la 
actuación sindical y el embarazo para someter al 
trabajador a un proceso de violencia psicológica o de 
degradación laboral, generando para las víctimas un 
injustificado trato diferenciado respecto a los demás 
trabajadores. 
 
Ahora bien, cabe determinar si las conductas 
acosadoras son capaces de generar una discriminación 
indirecta. 
 
Las características de la discriminación 
indirecta son la neutralidad de la norma o medida 
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impugnada, el impacto diferenciado que la norma o 
medida impugnada produce, y el carácter colectivo de la 
discriminación que no afecta a un individuo concreto, 
sino al colectivo al que pertenece. 
 
En lo que se refiere al acoso, la creación de 
un ambiente laboral hostil, humillante o degradante 
puede o no tener en cuenta los motivos de 
discriminación prohibidos por la norma. Lo que 
significa que dichos motivos pueden o no servir para 
acosar el trabajador, porque hay casos en los que la 
creación de un ambiente laboral degradante no depende 
de las condiciones personales de la víctima. 
 
Dicho de otra manera, cuando las condiciones 
personales de la víctima no sean utilizadas como 
sustrato para el acoso, las conductas hostigadoras son 
neutras. En estos casos la finalidad del acosador no es 
discriminar directamente a la víctima, generando en el 
ambiente laboral un injustificado trato diferenciado, 
sino hacer que el trabajador abandone la empresa, 
voluntariamente o sumido en una situación de 
incapacidad. 
 
Pero, aunque en ciertas hipótesis las conductas 
acosadoras sean neutras en relación con el origen 
racial o étnico, la religión o convicciones, la 
discapacidad, la edad, la orientación sexual o el sexo, 
al afectar indistintamente el trabajador sin tener en 
cuenta sus condiciones personales, nada impide que 
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dichas conductas causen un resultado perjudicial para 
un determinado colectivo por el impacto diferenciado y 
desfavorable que producen. 
 
En los supuestos de conductas acosadoras que 
producen una discriminación indirecta, el injustificado 
trato diferenciado dispensado a un determinado 
colectivo no deriva directamente de los comportamientos 
hostigadores aparentemente neutros, sino de las 
consecuencias que dimanan de tales comportamientos, lo 
que sucede cuando las conductas hostigadoras, aunque no 
tengan en cuenta las condiciones personales de la 
víctima, crean un ambiente laboral hostil o generan un 
daño para un determinado grupo de trabajadores que 
ostentan una condición personal común86.  
 
Por lo tanto, las conductas acosadoras 
configuran discriminación indirecta cuando los actos de 
hostigamiento, a pesar de no tener en cuenta las 
condiciones personales de la víctima, producen un 
resultado desfavorable para un determinado colectivo. 
 
                                                 
86 A título ilustrativo, en el supuesto en que el empresario obliga 
a un grupo de trabajadores a realizar sus tareas en un lugar 
próximo a la entrada principal, evitando así que dichos 
trabajadores puedan acceder hacía el interior de la empresa o 
desplazarse por el interior del edificio, así como en las 
hipótesis en que se prohíbe el acceso de tales trabajadores a los 
medios necesarios para el desempeño de sus tareas, creando con 
tales conductas un ambiente laboral hostil, siempre que tales 
comportamientos causen un tratamiento diferenciado para las 
personas de un determinado origen racial o étnica, por ejemplo, 
hay discriminación indirecta. 
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De esto dimana que los comportamientos 
hostigadores no siempre son discriminatorios. Pero 
pueden serlo en dos hipótesis. Por una parte, cuando el 
motivo prohibido de discriminación es utilizado para 
hostigar el trabajador (discriminación directa). Por 
otro lado, en las hipótesis en las que las medidas 
hostigadoras, aun no teniendo en cuenta las condiciones 
personales de la víctima, generan un injustificado 
trato diferenciado para un grupo de trabajadores que 
ostenta una condición personal común. 
 
 
4) El derecho a la integridad 
 
 
No cabe duda de que uno de los derechos 
fundamentales laborales inespecíficos que más 
nítidamente puede verse afectado en el desenvolvimiento 
de la relación de trabajo es el derecho a la 
integridad.  
 
El derecho a la integridad personal consiste en 
el derecho de la persona a no sufrir ataques dirigidos 
a lesionar su cuerpo o espíritu87. De esto deriva que, 
de conformidad con el art. 15 CE, la integridad 
personal comprende la integridad física y moral del ser 
humano. 
                                                 
87 STC 120/1990, de 27 de junio de 1990 (BOE de 30 de julio); STC 
137/1990, de 19 de julio de 1990 (BOE de 30 de julio); STC 
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A través del reconocimiento de dicho derecho 
fundamental se protege la inviolabilidad de la persona, 
no sólo contra ataques dirigidos a lesionar su cuerpo o 
espíritu, sino también contra toda clase de 
intervención en esos bienes que carezca del 
consentimiento de su titular88. 
 
La integridad física, como parte integrante de 
la integridad personal del ser humano, debe ser 
entendida como el valor que confiere a la persona el 
derecho a no producirse lesión o menoscabo del cuerpo, 
ni siquiera de su apariencia externa, por lo que dicho 
derecho resulta dañado por toda clase de intervención 
(en el cuerpo) que carezca del consentimiento de su 
titular89. 
 
En el ámbito laboral, el derecho a la 
integridad física encuentra fundamento legal en el art. 
                                                                                                                                      
215/1994, de 14 de julio de 1994 (BOE de 18 de agosto); STC 
35/1996, de 11 de marzo de 1996 (BOE de 17 de abril). 
88 Ibídem. 
89 STC 207/1996, de 16 de diciembre de 1996 (BOE 22 de enero de 
1997). 
En el mismo sentido, vid entre otros: DE COSSIO Y CORRAL, A.; DE 
COSSIO Y MARTINEZ, M.; CASTRO ALONSO, J. L. Instituciones de 
Derecho Civil: parte general, obligaciones y contratos. Tomo I. 
Madrid, Civitas, 1991 (2ª ed.), p. 223; AA VV ( Coord. LÓPEZ-
LÓPEZ, A. M. y MONTÉS PENADÉS, V. L.). Derecho Civil: parte 
general. Valencia, Tirant lo blanch, 1992, p. 78; DÍEZ-PICAZO, L. 
y GULLÓN, A. Instituciones de Derecho Civil. Vol. I. Madrid, 
Tecnos, 1995, p. 238. 
DÍEZ-PICAZO y GULLÓN aducen textualmente que “el bien de la 
integridad física es un modo de ser de la persona, perceptible por 
los sentidos, que consiste en la presencia de todos sus atributos 
físicos”, mientras que DE COSSIO Y CORRAL, DE COSSIO Y MARTINEZ y 
CASTRO ALONSO aseveran que “el derecho a la integridad personal 
constituye el ámbito cerrado a las intrusiones ajenas.” 
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4.2.d) ET, que prescribe también el derecho del 
trabajador a una adecuada política de seguridad e 
higiene, desarrollada por la LPRL cuya finalidad es 
garantizar la protección a la vida, a la integridad y 
salud del trabajador frente a situaciones de riesgo o 
peligro creados por el ejercicio de la actividad 
empresarial. 
 
Dicha tutela se materializa a través de 
determinadas obligaciones legales impuestas al 
empresario y que se concretan en el deber de evaluar 
los riesgos derivados de la actividad empresarial, de 
proporcionar los equipos de trabajo adecuados a la 
prevención de riesgos laborales, de velar por el uso 
efectivo de los equipos de protección, de informar al 
trabajador sobre la utilización de los equipos de 
protección y su importancia para la prevención de 
riesgos laborales, de consultar los trabajadores y 
permitir su participación en los temas relacionados con 
la prevención de riesgos laborales, de dar formación a 
los trabajadores, de adoptar las medidas de emergencia 
en relación con los riesgos que no pueden ser evitados, 
y de proteger a los trabajadores sensibles a 
determinados riesgos, como es el caso de las mujeres 
embarazadas y de los menores90.   
                                                 
90 GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J. Comentarios a la Ley 
31/1995 de prevención de Riesgos Laborales. Madrid, Editorial 
Trotta, pp. 105-187; ÁLVAREZ DE LA ROSA, M. El deber de protección 
y los servicios de prevención de riesgos laborales.  En Derecho y 
Salud, núm. 1, 1996, pp. 43-44; ALARCÓN CARACUEL, M. R. Los 
deberes del empresario respecto a la seguridad y salud de sus 
trabajadores. En AA VV (Coords. OJEDA AVILES, A.; ALARCÓN 
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El art. 4.3º LPRL considera como daño derivado 
del trabajo las enfermedades, patologías o lesiones 
sufridas con motivo u ocasión del trabajo. El 
mencionado concepto legal añadido a la doctrina que ha 
dictado el TC91 sobre el derecho a la integridad física 
permite concluir que tal derecho en el ámbito laboral 
debe ser entendido como el derecho del trabajador a no 
sufrir lesión o menoscabo en el cuerpo con motivo u 
ocasión del trabajo. 
 
De entre los cinco tipos básicos de 
comportamientos acosadores identificados por LEYMANN92 
sólo cuatro de las actividades de hostigamiento 
agrupadas en la categoría “actividades de acoso que 
afectan a la salud física o psíquica de la víctima” son 
capaces de lesionar la integridad física del 
trabajador. 
 
Dichas actividades son llevadas a cabo mediante 
comportamientos a través de los cuales se obliga al 
hostigado a realizar trabajos peligrosos o 
especialmente nocivos para su salud, se le amenaza 
                                                                                                                                      
CARACUEL, M. R.; RODRÍGUEZ RAMOS, M. J.). La prevención de riesgos 
laborales: aspectos clave de la Ley 31/1995. Pamplona, Aranzadi, 
1996, p. 102; MOLINA NAVARRETE, C. y OLARTE, ENCABO, S. Los 
derechos de la persona...op. cit., pp. 34-36; SALCEDO BELTRÁN, M. 
C. El deber de protección empresarial de la seguridad y salud de 
los trabajadores. Valencia, Tirant lo blanch, 2000, pp. 50-128. 
91 STC 120/1990, de 27 de junio de 1990 (BOE de 30 de julio); STC 
137/1990, de 19 de julio de 1990 (BOE de 30 de julio); STC 
215/1994, de 14 de julio de 1994 (BOE de 18 de agosto); STC 
35/1996, de 11 de marzo de 1996 (BOE de 17 de abril). 
92 LEYMANN, H. Mobbing..., op. cit., pp. 42-43. 
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físicamente, se le agrede físicamente, y se le arremete 
físicamente. 
  
Se impone dilucidar respecto a las conductas 
hostigadoras por medio de las cuales el hostigador 
obliga al hostigado a realizar trabajos peligrosos o 
especialmente nocivos para su salud si la violación a 
la integridad física requiere la materialización de la 
lesión o el menoscabo del cuerpo del trabajador, ya que 
en determinadas hipótesis dicha lesión no se concretará 
en virtud de la aplicación de la garantía prevista en 
el art. 21.2 LPRL, según la cual el trabajador en los 
casos de peligro grave, inminente e inevitable tiene 
derecho a interrumpir la actividad y a abandonar el 
lugar de trabajo. 
 
Teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 15.1 
(principio de la acción preventiva) y 21.2 (derecho del 
trabajador a la autodefensa) ambos de la LPRL, y el 
hecho de que la materialización de la lesión al cuerpo 
puede suponer un grave riesgo para la salud e, incluso, 
para la vida del trabajador, entiendo que, en los casos 
en los que las conductas de hostigamiento se 
manifiesten a través del sometimiento del trabajador a 
condiciones de trabajo peligrosas o nocivas para su 
salud, la violación de la integridad física no requiere 
la concreción de la lesión al cuerpo del trabajador, 
siempre que se esté delante de un riesgo laboral grave 
e inminente, considerándose como tal aquel cuya 
materialización resulte probable racionalmente y que 
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pueda suponer un daño grave para la salud de los 
trabajadores (art. 4.4º LPRL)93. 
 
En este sentido, GONZÁLEZ ORTEGA y APARICIO 
TOVAR94 aducen que la amplia enumeración de principios 
recogidos en el art. 15.1 LPRL integran la idea general 
de que la finalidad del deber de seguridad empresarial 
es prevenir los riesgos y no, desde luego, reparar los 
daños, puesto que la responsabilidad de reparar los 
daños sólo pondrá en evidencia el fracaso del propio 
deber y su incumplimiento. 
 
                                                 
93 Para que el trabajador pueda interrumpir su actividad y 
abandonar el lugar de trabajo se hace necesaria la presencia de un 
riesgo laboral probable, inminente y grave. 
El riesgo es probable racionalmente cuando haya una certidumbre o 
verosimilitud de que se producirá una situación de peligro para la 
vida o salud del trabajador. Es inminente el riesgo cuya 
materialización se muestra próxima o inmediata, mientras que se 
considera grave el riesgo que por sí solo es capaz de producir un 
daño grave. (GARCÍA BLASCO, J. y GONZÁLEZ LABRADA, M. El derecho 
del trabajador a interrumpir su actividad y abandonar el lugar de 
trabajo en situaciones de riesgo grave e inminente. En Aranzadi 
Social, Tomo I, 1996, pp. 2774-2776). 
94 GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J. Comentarios a la Ley 
31/1995..., op. cit., p. 114. 
En el mismo sentido, vid. también: SEMPERE NAVARRO, A. V.; GARCÍA 
BLASCO, J.; GONZÁLEZ LABRADA, M.; CARDENAL CARRO, M. Derecho a la 
seguridad y salud en el trabajo. Madrid, Civitas, 1996, p. 159; 
CALVO GALLEGO, F. J. La obligación general de prevención y la 
responsabilidad civil o contractual del empleador. Pamplona, 
Aranzadi, 1998, pp. 55-59; CARDONA RUBERT, M. B. Datos sanitarios 
y relación laboral. Valencia, Tirant lo blanch, 1999, pp. 14-15. 
En sentido contrario, vid.: SALA FRANCO, T. y ARNAU NAVARRO, F. 
Comentarios a la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. Valencia, 
Tirant lo blanch, 1996, p. 79; ALARCÓN CARACUEL, M. R. Los 
deberes..., op. cit., pp. 108-110; ALFONSO MELLADO, C. L. 
Responsabilidad empresarial en materia de seguridad y salud 
laboral. Valencia, Tirant lo blanch, 1998, pp. 19-22; LÓPEZ 
GANDÍA, J. y BLASCO LAHOZ, J. F. Curso de Prevención de Riesgos 
Laborales. Valencia, Tirant lo blanch, 1999, p. 56; SALCEDO 
BELTRÁN, M. C. El deber..., op. cit., pp. 27-28. 
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En cuanto al derecho previsto en el art. 21.2 
LPRL los citados autores95 entienden que el derecho a 
rehusar la prestación laboral se apoya en un doble 
fundamento. Por un lado, en la tutela de un derecho 
fundamental que preexiste al contrato y que en el seno 
de la unidad productiva merece una tutela suficiente y 
adecuada a su rango en contraste con el interés 
empresarial meramente económico a la continuación de la 
tarea productiva. Por otra parte, en el propio 
cumplimiento del deber de seguridad que supone la orden 
empresarial de mantener la actividad productiva pese a 
la situación de riesgo extremo. 
 
Así pues, si la obligación del empresario es 
prevenir los daños, o sea, la lesión y si la base del 
derecho del trabajador a la autodefensa, previsto en el 
art. 21.2, se fundamenta en el hecho de que el interés 
empresarial meramente económico debe abrir paso a la 
tutela de la seguridad y salud, no se puede negar que, 
cuando las conductas de acoso se manifiesten en el 
sometimiento del trabajador a condiciones de trabajo 
peligrosas o nocivas, la eficaz tutela de la seguridad 
y salud requiere que se evite la concreción de la 
lesión a la integridad física, que se considerará 
materializada con el riesgo de que se verifique una 
agresión al cuerpo del trabajador.  
 
                                                 
95 Ibídem, p. 142. 
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Esto sucede porque en estos casos la finalidad 
de la conducta acosadora no es la consecución de lo 
mejor en términos productivos, lo que podría suponer 
una justificación de dichas conductas, sino la 
eliminación laboral del trabajador a través de una 
estrategia que pone en riesgo su seguridad en el 
ambiente laboral e, incluso, su salud96. 
 
Además de esta hipótesis, la violación del 
derecho a la integridad física a través de 
comportamientos hostigadores presupone la 
materialización de dichos comportamientos a través de 
actos de agresión física dirigidos hacia el 
trabajador97. 
 
En este punto, cabe indagar cuándo y cómo las 
conductas acosadoras violan la integridad moral, que 
consiste en el valor que confiere a la persona el 
derecho a no sufrir sensaciones de dolor o sufrimientos 
humillantes, vejatorios o envilecedores98. Dicho de otro 
                                                 
96 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 69; MELLA MÉNDEZ, L. 
El acoso..., op. cit., p. 20. 
97 En este sentido, el TSJ Murcia en la STSJ de 2 de septiembre de 
2003 (AS 3208) enjuicia un supuesto en el que el cambio de 
funciones, la asignación de tareas degradantes y ajenas al 
estricto ámbito de la empresa, los insultos y la humillación 
constantemente dirigidas hacia la víctima con expresiones 
hirientes y vejatorias, abren paso a la agresión física. 
98 QUINTANO RIPOLLES, A. Tratado de la Parte Especial del Derecho 
Penal. Tomo I. Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, 1972 
(2ª ed.), p. 692; DE LA CUESTA ARZAMENDI, J. L. El delito de 
tortura. Barcelona, Bosch, 1990, p. 25; MUÑOZ SÁNCHEZ, J. Los 
delitos contra la integridad moral. Valencia, Tirant lo blanch, 
1999, p. 24; AA VV (CORCOY BIDASOLO, M.). Manual Práctico de 
Derecho Penal: parte especial. Tomo I. Valencia, Tirant lo blanch, 
2002, p. 76. 
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modo, el derecho que la persona tiene de no sufrir 
sentimientos de temor, angustia e inferioridad 
susceptibles de humillarla, envilecerle y, 
eventualmente, de quebrantar su resistencia física o 
psíquica99.  
 
La finalidad del acoso en el trabajo es 
destruir laboralmente la víctima a través de un 
conjunto de conductas que le imponen una situación de 
vejación personal y laboral, así como la convierte en 
mecanismo o instrumento de trabajo, causándole 
sensaciones envilecedoras o sufrimientos humillantes o 
vejatorios que afectan el bienestar de la persona que 
lo sufre y el equilibrio del ambiente de trabajo100. 
 
Así pues, el hostigamiento en el trabajo atenta 
contra la integridad moral en la medida en que pone en 
peligro el bienestar del trabajador y el equilibrio del 
ambiente de trabajo al suponer un trato contrario a la 
dignidad de la persona.  
 
Sin embargo, en el art. 4 ET no se encuentra 
referencia expresa a la integridad moral, de manera que 
el fundamento legal que debe servir de base para la 
caracterización de dicho derecho como un derecho del 
trabajador en la relación de trabajo es el art. 4.2.e) 
ET, que, además de mencionar el derecho a la intimidad, 
hace referencia al derecho del trabajador a la 
                                                 
99 ATC 333/1997, de 13 de octubre de 1997 (RTC 1997\333 AUTO).  
100 STSJ País Vasco de 6 de julio de 2004 (AS 2059). 
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consideración debida a su dignidad, que, como valor 
fundamental del ordenamiento jurídico español, 
comprende la integridad moral, considerada un valor 
indispensable al libre desarrollo de la personalidad. 
 
El art. 15.1.g) LPRL enumera como principio 
general de la acción preventiva el de planificar la 
prevención, buscando un conjunto coherente que integre 
en ella la técnica, la organización del trabajo, las 
condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la 
influencia de los factores ambientales en el trabajo. 
 
Dicho precepto es importante en términos de 
acoso. Partiendo de él es posible caracterizar los 
comportamientos hostigadores como riesgos sociales 
capaces de afectar la integridad moral de los 
trabajadores y, por consiguiente, su salud, lo que 
obliga a prevenir las conductas acosadoras que nacen de 
las relaciones sociales que se establecen entre los 
diversos participantes del proceso productivo y ponen 
en riesgo la armonía del ambiente de trabajo y el 
bienestar del trabajador. 
 
La caracterización del acoso como riesgo para 
la salud e integridad moral de los trabajadores, pese a 
la ausencia de referencia expresa en el art. 4 ET, 
requiere también la consideración de lo dispuesto en el 
art. 15.1.h) LPRL, que permite tratar los 
comportamientos acosadores como un riesgo social y 
colectivo, razón por la cual deben ser adoptadas las 
 206  
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso laboral 
medidas que antepongan la protección colectiva a la 
individual101. 
 
En suma, los comportamientos acosadores 
lesionan la integridad moral del trabajador, porque 
suponen un trato degradante para la víctima y afectan 
su bienestar, causándole sensaciones envilecedoras o 
sufrimientos humillantes. Por ello, constituyen riesgos 
sociales y colectivos que derivan del entorno 
psicosocial u organizacional de la empresa y que son 
capaces de poner en peligro la salud del trabajador102, 
al afectar el equilibrio del ambiente de trabajo. 
 
En este sentido, la Resolución 2002/C103 enuncia 
que la mejora continua del bienestar en el trabajo 
exige que se tenga en cuenta los riesgos sociales, 
tales como el estrés y el acoso en el trabajo, 
evidenciándose, por lo tanto, la estrecha conexión que 
existe entre salud e integridad moral. La tutela de los 
riesgos sociales en el ambiente de trabajo funciona 
como un instrumento que garantiza el mantenimiento de 
la salud del trabajador en la medida en que elimina del 
entorno productivo los tratos humillantes que causan un 
peligro al bienestar en el trabajo. 
 
                                                 
101 PEREZ DEL RÍO, T. y BALLESTER PASTOR, M. A. Mujer y salud 
laboral. Madrid, La Ley-Actualidad, 1999, pp. 110-111. 
102 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1147; MELLA 
MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., pp. 19-20; VELÁZQUEZ, M Las 
posibilidades..., op. cit., p. 163.  
103 DOCE C 161/1 de 5 de julio de 2002. 
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Para que las actuaciones acosadoras violen la 
integridad moral hay que observar, en primer lugar, 
según la reiterada doctrina judicial de los TSJ104, la 
finalidad del empresario como sujeto activo del acoso o 
en su caso sujeto tolerante del mismo que deberá ser 
perjudicar la integridad psíquica del trabajador. Y, en 
segundo lugar, la materialización de daños psíquicos 
cuya demostración exige la aportación de una prueba 
clínica capaz de revelar que las patologías padecidas 
por la víctima son el resultado de un hostigamiento en 
el trabajo.  
 
Sin embargo, el primero de los requisitos 
enumerados es flagrantemente incompatible con el 
concepto de acoso de las Directivas comunitarias que 
trataron el tema105, así como con el concepto legal de 
la Ley 62/2003, de 30 de diciembre. 
 
De conformidad con tales normas, la 
caracterización del acoso no depende de la demostración 
de intencionalidad (aspecto finalista) de las conductas 
hostigadoras. O sea, no se exige que se demuestre que 
la intención del acosador es socavar la personalidad de 
la víctima, bastando con que se demuestre que dichos 
comportamientos ponen en peligro la armonía del 
                                                 
104 STSJ Navarra de 30 de abril de 2001 (AS 1878); STSJ Navarra de 
18 de mayo de 2001 (AS 1821); STSJ Cataluña de 30 de mayo de 2001 
(AS 2602); STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2001 (AS 249); STSJ 
Extremadura de 20 de marzo de 2003 (AS 2810).  
105 Directiva 2000/43/CE (DOCE L 180/22 de 19 de julio de 2000), 
Directiva 2000/78 (DOCE L 303/16 de 2 de diciembre de 2000) y 
Directiva 2002/73/CE (DOCE L 269/15 de 5 de octubre de 2002). 
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ambiente de trabajo al generar un entorno laboral 
hostil, humillante o degradante para el trabajador.  
 
De ello resulta que la lesión a la integridad 
moral en los casos de acoso no puede quedarse vinculada 
a una demostración de intencionalidad lesiva del sujeto 
activo. Esto sería lo mismo que demostrar la 
intencionalidad (aspecto finalista) de dichas 
conductas, una vez que cuando se exige que el acosador 
tenga la intención de lesionar la integridad moral, 
bien jurídico que indudablemente forma parte del 
concepto de personalidad, se está exigiendo que se 
demuestre el aspecto finalista de la conducta 
acosadora, es decir, que la intención del acosador con 
dichos comportamientos es socavar la personalidad de la 
víctima106. 
 
Respecto a la intencionalidad, el TC entiende 
que la violación de derechos fundamentales no queda 
supeditada a la concurrencia de dolo o culpa en la 
conducta del sujeto activo, o la indagación de factores 
psicológicos y subjetivos de arduo control, bastando 
con la constatación del nexo de causalidad adecuado 
entre el comportamiento antijurídico y el resultado 
lesivo prohibido por la norma107.  
 
                                                 
106 GONZÁLEZ DE PATO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 161; 
GARCIA CALLEJO, J. M. Protección juríica…, op. cit., p. 46; 
TÁRRAGA POVEDA, J. Trabajador..., op. cit., pp. 54-55.  
107 STC 11/1998, de 13 de enero de 1998 (BOE de 12 de febrero). 
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Aplicando tal jurisprudencia a los casos de 
hostigamiento en el trabajo, se verifica lesión a la 
integridad moral del trabajador, siempre que la víctima 
consiga demostrar la existencia de hechos capaces de 
suponer una presión laboral injustificada 
(comportamiento antijurídico) y, como mínimo, la 
creación de un ambiente laboral hostil (resultado 
lesivo prohibido por la norma).  
 
En cuanto al nexo causal entre el 
comportamiento antijurídico y el resultado prohibido al 
que se refiere el TC, en los supuestos de acoso en el 
trabajo por fuerza de lo dispuesto en el art. 179.2 LPL 
tal nexo se presume siempre que el empresario no 
consiga aportar una justificación objetiva y razonable 
para los hechos de presión laboral injustificados 
alegados por la víctima.  
 
En lo que concierne a la demostración de un 
daño psíquico como requisito indispensable para la 
concreción de la lesión a la integridad moral, cabe 
señalar que dicha exigencia coloca fuera del ámbito del 
acoso en el trabajo las prácticas agresivas en las que, 
aunque haya lesión a la integridad moral, porque la 
víctima padece sensaciones envilecedoras o sufrimientos 
humillantes o vejatorios, el trabajador escapa sin 
daños ciertos a su salud bien en razón de su entereza 
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personal bien como consecuencia de una respuesta 
reactiva de defensa108. 
 
La exigencia de dicho requisito es incompatible 
con la jurisprudencia del TC, según la cual la lesión a 
la integridad no exige la consumación del daño a la 
salud, sino que a efectos de que el derecho invocado se 
estime lesionado basta con que exista un riesgo 
relevante de que la lesión pueda llegar a producirse109. 
 
Aplicando tal jurisprudencia a los casos de 
hostigamiento, se puede concluir que la lesión a la 
integridad moral no depende de la concreción del daño a 
la salud, bastando con que se demuestre que hay un 
riesgo relevante de que el daño psíquico se 
materialize. 
 
El problema surge a la hora de determinar 
cuando hay un riesgo relevante de materialización del 
daño psíquico en los supuestos de acoso en el trabajo. 
 
Hay hipótesis en que las conductas de acoso 
laboral no causan daño cierto a la salud de la víctima 
                                                 
108 AMATO, F.; CASCIANO, M. V.; LAZZERONI, L.; LOFFREDO, A. Il 
mobbing: aspetti lavoristici, nozione, responsabilità, tutele. 
Milano, Giuffré, 2002, p. 37; GARCIA CALLEJO, J. M. Protección 
jurídica..., op. Cit., pp. 51-57; ESCUDERO MORATALLA, J. F. y 
POYATOS I MATAS, G. Mobbing..., op. Cit., pp. 163-164. 
109 STC 35/1996, de 11 de marzo de 1996 (BOE de 17 de abril); STC 
207/1996, de 16 de diciembre de 1996 (BOE de 22 de enero de 1997); 
STC 5/2002, de 14 de enero de 2002 (BOE de 8 de febrero); STC 
221/2002, de 25 noviembre de 2002 (BOE de 20 de diciembre). 
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bien en razón de su entereza personal bien como 
consecuencia de una respuesta reactiva de defensa.  
 
No obstante, en estos casos, y siempre que haya 
una situación de violencia extrema que se desarrolle 
dentro del ámbito laboral, se verifica una lesión a la 
integridad moral y un riesgo relevante para la 
perspectiva psíquica de la salud de la víctima, por 
cuanto dichas conductas generan un ambiente laboral 
hostil, humillante u ofensivo para el trabajador. 
 
Cuando ello sucede, aunque el ofendido escape 
sin daños ciertos a su salud, o sea, sin daños 
psíquicos, se considera que las conductas acosadoras, 
al afectar el equilibrio del trabajador y la armonía 
del entorno laboral, causan una lesión al derecho del 
trabajador a la integridad moral y ponen en peligro 
grave la perspectiva psíquica de la salud. 
 
Si se aceptase la postura de que sólo hay 
lesión a la integridad moral cuando se concretan daños 
psíquicos, la existencia del acoso laboral quedaría 
condicionada a aspectos subjetivos del trabajador 
afectado y su capacidad de resistencia.  
 
Quedarían, así, fuera del ámbito de protección 
dispensado al hostigamiento laboral las conductas de 
violencia extrema que no hayan conseguido doblegar 
psicológicamente al acosado, lo que impondría también 
una ausencia de reparación del daño moral y del 
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sufrimiento que la situación de hostigamiento conlleva 
de suyo110.  
 
En este sentido, ARAMENDI111 asevera que, 
partiendo del hecho de que la reiteración es la nota 
definitoria del acoso laboral, resulta plausible, para 
determinar si se atenta o no al derecho fundamental a 
la integridad física o moral, tomar como referencia la 
capacidad potencial de las conductas agresoras para, 
caso de reiterarse, dañar psíquicamente a la víctima. 
Con ello se obtiene una referencia dogmáticamente 
objetiva que permitiría clasificar los episodios de 
simple acoso que no causan daños psíquicos a la salud, 
como auténticas agresiones atentatorias al derecho a la 
integridad física o moral, por razón del riesgo en que 
se coloca a estos bienes, aun cuando no hubieran 
causado daño o lesión cierta a la salud de la víctima. 
 
Por ende, se puede afirmar que las conductas 
acosadoras agreden la integridad moral del acosado aun 
cuando el empresario no tiene la finalidad de 
perjudicar la integridad psíquica del trabajador, 
                                                 
110 GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica..., op. Cit., p. 52.  
111 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 69. 
En el mismo sentido: GONZÁLEZ CUEVAS, A. Una aportación desde 
U.G.T. respecto al acoso moral en el trabajo. En Lan Harremanak, 
núm. 7, 2003, p. 211, para quien la exigencia de un daño psíquico 
efectivo como requisito del acoso condiciona la existencia de 
dichas conductas a los aspectos subjetivos del afectado y a su 
capacidad de resistencia. 
TÁRRAGA POVEDA, J. Trabajador..., op. cit., pp. 54-55 considera 
que el acoso laboral no depende de la producción de efectos sobre 
la salud de víctima, siendo tales efectos considerados apenas como 
elementos accesorios en la referida definición. 
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siempre que se ponga en riesgo la armonía del ambiente 
de trabajo, porque el peligro al equilibrio del entorno 
productivo hace que la víctima padezca sensaciones o 
sufrimientos envilecedores o vejatorios que, al no 
encontrar fundamento en el legítimo interés 
empresarial, no son admisibles en el seno de la unidad 
productiva. 
 
5) El derecho al honor y a la propia imagen 
 
A) El derecho al honor 
 
El derecho al honor se refiere a la estimación 
de la persona en y por la sociedad y contribuye a 
configurar el estado social de la misma. Pero, según 
DÍEZ-PICAZO y GULLÓN, el honor presenta también un 
aspecto íntimo y personal que se manifiesta en la 
propia estimación por la persona de su dignidad112, que 
deriva del hecho de ajustar su vida y su conducta a un 
patrón moral que la sociedad mayoritariamente estima 
como honesto y honrado113. 
 
                                                 
112 Vid. también BALAGUER CALLEJÓN que aduce que el contenido 
esencial del derecho al honor lo viene a constituir la dignidad de 
la persona en cuanto tal persona, formando parte de este núcleo 
esencial la consideración de la persona en cuanto a su integridad 
de ser humano. (BALAGUER CALLEJÓN, M. L. El derecho fundamental al 
honor. Madrid, Tecnos, 1992, p. 142). 
En el mismo sentido vid. también: VIVES ANTÓN, T. Libertad de 
expresión y derecho al honor. En Revista de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de Granada, núm. 13, 1987, p. 245-248. 
113 DÍEZ-PICAZO, L y GULLÓN, A. Instituciones.., op. cit., p. 243.  
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De ello resulta que hay un honor subjetivo y 
objetivo. El primero hace referencia a la autoestima o 
sentimiento personal de propia valía, mientras el 
segundo se concreta en la consideración o estima de la 
que goza una persona en la vida social, o sea, su 
reputación social (heteroestima)114. 
 
El TC, en un primero momento, define la 
dimensión objetiva o social del derecho al honor como 
el derecho al respeto y al reconocimiento de la 
dignidad personal que se requiere para el libre 
desarrollo de la personalidad en la convivencia social, 
sin que pueda (su titular) ser escarnecido o humillado 
ante uno mismo o los demás115. 
 
No obstante, se impone señalar que el 
reconocimiento de una dimensión objetiva o social del 
derecho al honor hace que el contenido esencial de 
dicho derecho se confunda con el núcleo del principio 
de la dignidad humana, que consiste en la 
autodeterminación consciente y responsable de la propia 
vida y lleva consigo la pretensión al respeto por parte 
de los demás. 
 
                                                 
114 MARTÍN MORALES, R. El derecho fundamental al honor en la 
actividad política. Granada, Universidad de Granada, 1994, p. 30; 
LAURENZO COPELLO, P. Los delitos contra el honor. Valencia, Tirant 
lo blanch, 2002, p. 16. 
115 STC 219/1992, de 3 de diciembre de 1992 (BOE de 23 de 
diciembre); STC 46/2002, de 25 de febrero de 2002 (BOE de 3 de 
abril). 
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La dignidad sólo constituye el contenido 
esencial del derecho al honor en la medida en que se 
presenta como fundamento ético o axiológico de todos 
los derechos fundamentales y no sólo del derecho al 
honor116, lo que impide hablar de una dimensión objetiva 
o social del referido derecho entendida como la 
pretensión de la persona a no ser escarnecido o 
humillado ante uno mismo o los demás. 
 
Esto sucede porque el derecho al honor se 
caracteriza como un derecho de la personalidad y como 
tal crea para su titular la facultad de exigir su 
cumplimiento erga omnes, o sea, de todos los demás 
miembros de la colectividad117.  Dicha facultad no es un 
privilegio sólo del derecho al honor, sino de todos los 
derechos que integran la personalidad del ser humano y 
que encuentran su fundamento en la dignidad humana. 
 
Así pues, el honor como valor consiste en el 
sentimiento personal de propia valía, o sea, en la 
estimación que el ser humano hace de su valor personal, 
lo que confiere a la persona la pretensión de ver 
respetado erga omnes dicho sentimiento, ya que el 
derecho al honor, al formar parte del contenido de la 
                                                 
116 FERNANDEZ, E. Teoría de la justicia..., op. cit., p. 107. 
117 NEVADO FERNÁNDEZ, M. J. El ejercicio del derecho al honor (por 
el trabajador) en el contrato de trabajo. Valencia, Tirant lo 
blanch, 1999, p. 22. 
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dignidad humana, comprende todas las manifestaciones 
del sentimiento de estima de la persona118.  
 
Por dicha razón, el derecho al honor no se 
queda en el ámbito de su titular sin manifestarse 
exteriormente. Ese sentimiento personal de propia 
valía, al caracterizarse como derecho de la 
personalidad, impone la obligación de respeto por parte 
de los demás miembros de la comunidad. 
 
Por lo tanto, nada impide que el individuo 
proyecte hacia la sociedad su sentimiento personal de 
propia valía119. Pero esto no significa que hay un honor 
subjetivo y objetivo120, sino que el respeto al honor 
impone a la sociedad el respeto a la consideración 
personal de cada individuo.  
 
En este sentido, el TC, más recientemente, ha 
entendido que el contenido constitucional abstracto del 
derecho al honor ampara la buena reputación de una 
persona, protegiéndola frente a expresiones o mensajes 
que puedan hacerla desmerecer en la consideración ajena 
al ir en su descrédito o menosprecio121. 
 
La manifestación laboral del derecho al honor 
es la buena fama profesional, también conocida como 
                                                 
118 DE COSSIO Y CORRAL, A.; DE COSSIO Y MARTINEZ, M.; CASTRO 
ALONSO, J. L. Instituciones..., op. cit., p. 225. 
119 VIVES ANTÓN, T. Libertad..., op. cit., p. 310-311. 
120 NEVADO FERNÁNDEZ, M. J. El ejercicio..., op. cit., p. 25. 
121 STC 49/2001, de 26 de febrero de 2001 (BOE de 30 de marzo).  
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prestigio profesional122, que tiene cabida en el 
concepto constitucional de honor protegido por el art. 
18.1 CE.  
 
La actividad laboral suele ser una de las 
formas más destacadas de manifestación externa de la 
personalidad y de la relación del individuo con el 
resto de la colectividad, de forma que la 
descalificación injuriosa o innecesaria de un 
trabajador en el ambiente laboral tiene un especial e 
intenso efecto sobre la relación que él mantiene con el 
resto de la colectividad y sobre lo que los demás 
puedan pensar de una persona123, repercutiendo tanto en 
los resultados patrimoniales de su actividad como en la 
consideración personal que de ella se tenga. 
 
No obstante lo anterior, no toda crítica o 
información sobre la actividad laboral o profesional de 
un individuo constituye una afrenta a su honor 
profesional. El TC entiende que la simple crítica a la 
pericia profesional en el desempeño de una actividad no 
debe confundirse sin más con un atentado al honor124. 
 
Para que la crítica profesional constituya un 
atentado al derecho al honor es necesario que dicha 
crítica o la difusión de hechos directamente 
                                                 
122 STC 180/1999, de 11 de octubre de 1999 (BOE de 18 de 
noviembre); STC 282/2000, de 27 de noviembre de 2000 (BOE de 4 de 
enero de 2001). 
123 NEVADO FERNÁNDEZ, M. J. El ejercicio..., op. cit., p. 40. 
124 STC 40/1992, de 30 de marzo de 1992 (BOE de 6 de mayo). 
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relacionados con el desarrollo o ejercicio de una 
actividad profesional exceda de la libre evaluación y 
calificación de una labor profesional ajena, para 
encubrir, con arreglo a su naturaleza, características 
y forma, una descalificación de la persona misma125. 
 
En otros términos, el prestigio profesional se 
verá vulnerado siempre que la agresión a la reputación 
profesional funcione como un medio para agredir el 
honor, razón por la cual la protección del art. 18.1 CE 
en relación con la tutela del prestigio profesional, 
manifestación laboral del derecho al honor, sólo 
alcanza a aquellas críticas que, pese a estar 
formalmente dirigidas a la actividad profesional del 
individuo, constituyen en el fondo una descalificación 
personal, al repercutir directamente en la 
consideración y dignidades individuales de la persona, 
poseyendo un especial relieve aquellas infamias que 
pongan en duda o menosprecien la probidad o ética del 
trabajador en el desempeño de la actividad 
profesional126. 
 
Fijadas estas premisas, cabe dilucidar cómo y 
cuando las conductas acosadoras violan el derecho 
fundamental analizado.  
 
                                                 
125 STC 180/1999, de 11 de octubre de 1999 (BOE de 18 de 
noviembre); STC 282/2000, de 27 de noviembre de 2000 (BOE de 4 de 
enero de 2001). 
126 Íbidem. 
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Hay lesión al derecho al honor cuando uno o 
varios comportamientos de persecución laboral se 
materialicen a través de actos que pongan en duda la 
probidad o la ética del trabajador en el desempeño de 
la actividad profesional127.  
 
Sin embargo, es necesario dejar claro que, 
cuando en el conjunto de las conductas hostigadoras, 
sólo una o algunas de ellas afrontan el sentimiento de 
ética y probidad profesional de la víctima, no hay 
lesión al derecho al honor, sino se da una lesión al 
derecho a la integridad. 
 
 Lo que se pretende concretamente con el 
conjunto de las conductas acosadoras, entre las cuales 
se incluyen los comportamientos atentatorios al derecho 
al honor, es estigmatizar el trabajador afectado, 
atentándose, por consiguiente, contra la perspectiva 
moral del derecho a la integridad en la medida en que 
tales comportamientos hacen parte de un estrategia cuya 
finalidad es imponer al trabajador un trato 
vejatorio128.  
                                                 
127 GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. cit., pp. 86-
87.  
128 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1143. 
Vid. también la STSJ de 28 de noviembre de 2002 (AS 249) en la que 
el relato de los hechos considerados probados da cuenta que el 
administrador de la empresa en una reunión con todos los 
trabajadores de la fábrica para tratar exclusivamente de la 
situación del trabajador víctima de acoso y ante sus compañeros, 
le recriminó en el sentido de que con su actitud estaba 
ocasionando unas pérdidas económicas a la empresa, y textualmente 
le dijo que “estaba robando la empresa”. En la misma reunión 
manifestó ante todos los trabajadores en la asamblea, que el 
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Es por esta razón que en la mayoría de los 
casos, a pesar de la existencia de un o varios 
comportamientos hostigadores que vulneran el derecho al 
honor, las víctimas de acoso suelen enjuiciar su 
pretensión alegando la lesión a la integridad moral y 
no la violación al prestigio profesional. 
                                                                                                                                      
trabajador víctima era un mal ejemplo para la empresa, y que 
tardaba mucho tiempo en desayunar. Además, también se queda 
probado que se adopta en el seno de la unidad productiva una 
política en que no se permite que los demás trabajadores hablen 
con el trabajador víctima, ni que jueguen con él al fútbol, ni que 
coman con él. 
Lo cierto es que se está delante de un supuesto de acoso en el que 
una de las conductas de violencia psicológica, la acusación de que 
la víctima estaba robando a la empresa, se manifiesta bajo la 
forma de una agresión al honor. El TSJ, aplicando al caso la 
doctrina del Tribunal Supremo relativa a la interpretación del 
art. 86.3 LPL, entiende que el hecho de que dicha conducta no se 
encaje en el tipo penal por faltar el animus injuriandi no excluye 
la aplicación del art. 50.1.a ET, siempre que se quede probado la 
existencia de una “insistente conducta hostil” hacia el trabajador 
víctima. Y concluye que la serie de conductas hostiles a que fue 
sometido el trabajador conculcan el derecho a la integridad moral 
e interdicción de tratos degradantes y son, por lo tanto, capaces 
de fundamentar la resolución indemnizada del contrato de trabajo. 
En el caso analizado, claro está que la conducta del Administrador 
de la empresa por medio de la cual imputa al trabajador una 
acusación de que está robando a la empresa, aunque no pueda ser 
enmarcada en el tipo penal, viola el derecho al honor, porque 
cuestiona la probidad y ética profesional de una determinada 
persona ante todos sus compañeros de trabajo, afectándose, por 
consiguiente, la manifestación laboral de dicho derecho, o sea, el 
prestigio profesional, porque sobrepasa el límite de una simple 
crítica o evaluación de la pericia profesional para encubrir una 
descalificación de la persona misma en el ambiente de trabajo. 
Merece la pena considerar que, pese a la lesión al derecho al 
honor, es acertado la interpretación mantenida por el TSJ cuando 
afirma que el conjunto de los comportamientos acosadores a que ha 
sido sometido el trabajador conculcan el derecho a la integridad 
moral e interdicción de tratos degradantes, ya que el episodio de 
agresión al prestigio profesional constituye un hecho aislado en 
el conjunto de comportamientos hostigadores cuya finalidad es la 
eliminación laboral del trabajador. Así pues, se observa que la 
lesión al prestigio profesional puede ser utilizada por el 
hostigador como medio para agredir la integridad moral del 
trabajador, siempre que la lesión al derecho al honor pueda ser 
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B) El derecho a la imagen 
 
El derecho a la imagen consiste en el poder de 
decidir-consentir o impedir, la reproducción de la 
imagen de una persona por cualquier medio, así como su 
exposición o divulgación129. 
 
La dimensión constitucional del derecho a la 
imagen consiste en la facultad que el individuo tiene 
de decidir qué aspectos de su persona desea preservar 
de la difusión pública, a fin de garantizar un ámbito 
privativo para el desarrollo de la propia personalidad 
ajeno a injerencias externas130.   
 
Dicha dimensión atribuye al derecho analizado 
el carácter de derecho de la personalidad, derivado de 
la dignidad humana y dirigido a proteger la dimensión 
moral de las personas, así como confiere a su titular 
la facultad de determinar la información gráfica 
generada por sus rasgos físicos personales que pueden 
tener difusión pública, lo que impide la obtención, 
reproducción o publicación de la propia imagen por 
                                                                                                                                      
enmarcada en el cuadro de las lesiones que se destinan a la 
autoeliminación del trabajador. 
129 DÍEZ-PICAZO, L. y GULLÓN, A Instituciones..., op. cit., p.243; 
AA VV (Coord. LÓPEZ-LÓPEZ, A. M. y MONTÉS PENADÉS, V. L.). Derecho 
Civil..., op. cit., p. 88; MOLINA NAVARETE, C. y OLARTE ENCABO, S. 
Los derechos de la persona..., op. cit., p. 25. 
130 STC 81/2001, de 26 de marzo de 2001 (BOE de 1 de mayo). 
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parte de un tercero no autorizado, sea cual sea la 
finalidad131.  
 
El derecho a la imagen se configura como un 
derecho autónomo, a pesar de guardar una muy estrecha 
relación con el derecho al honor y, sobre todo, con el 
derecho a la intimidad. 
 
El derecho analizado tiene un contenido propio 
que es el relativo a la tutela frente a las 
reproducciones de la imagen misma que, afectando a la 
esfera personal de su titular, no agreden su buen 
nombre ni dan a conocer su vida íntima.  En la medida 
en que se confiere a su titular la facultad de evitar 
la difusión incondicionada de su aspecto físico, se 
protege la esfera personal de todo individuo, en cuanto 
instrumento básico de identificación y proyección 
exterior, factor considerado imprescindible para su 
propio reconocimiento como sujeto individual132. 
 
La diferencia entre el derecho a la intimidad y 
el derecho a la imagen radica en que a través de la 
captación y reproducción gráfica de la imagen de una 
determinada persona se puede vulnerar su derecho a la 
                                                 
131 STC 81/2001, de 26 de marzo de 2001 (BOE de 1 de mayo); STC 
139/2001, de 18 de junio de 2001 (BOE 17 de julio); STC 156/2001, 
de 2 de julio de 2001 (BOE de 26 de agosto); STC 83/2002, 22 de 
abril de 2002 (BOE de 22 de mayo); STC 185/2002, de 14 de octubre 
de 2002 (BOE de 12 de noviembre). 
132 STC 231/1988, de 2 de diciembre de 1988 (BOE de 23 de 
diciembre); STC 99/1994, de 11 de abril de 1994 (BOE de 17 de 
mayo); STC 81/2001, de 26 de marzo de 2001 (BOE de 1 de mayo); STC 
139/2001, de 18 de junio de 2001 (BOE de 17 de julio).  
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intimidad sin lesionar el derecho a la imagen, lo que 
sucederá en los supuestos en los que mediante la 
difusión de la imagen se invada la intimidad, o sea, se 
revele aspectos de la vida íntima de un individuo, pero 
la persona afectada no resulte identificada a través de 
sus rasgos físicos.  
 
Por otra parte, también resulta posible 
vulnerarse el derecho a la propia imagen sin lesionar 
el derecho a la intimidad, lo que acontecerá cuando las 
imágenes permitan la identificación de la persona 
fotografiada, sin, con todo, representar una 
intromisión en su intimidad al no revelar aspectos de 
la vida íntima del individuo133. 
 
El contrato de trabajo sirve como instrumento 
jurídico que permite limitar los derechos fundamentales 
de la persona, siempre que dicha limitación sea 
necesaria para la consecución del legítimo interés 
empresarial.  
 
Sin embargo, aunque en la mayoría de los casos 
la orden empresarial que determina la limitación del 
derecho a la imagen sea legítima y pueda ser incluida 
en las facultades directivas, previstas en el art. 20.1 
ET, el contrato de trabajo sólo puede ser utilizado 
para fundamentar la limitación del derecho del 
trabajador a la propia imagen en las hipótesis en que 
                                                 
133 STC 156/2001, de 2 de julio de 2001 (BOE de 26 de julio). 
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el objeto de dicho contrato sea el desarrollo de 
actividades laborales en contacto con el público o 
accesibles a él o en los casos en los que se verifica 
un legítimo interés empresarial que justifique la 
mencionada limitación. 
 
Se puede decir, por lo tanto, que el derecho a 
la imagen, manifestado bajo la perspectiva de la 
facultad conferida a la persona de evitar la difusión 
incondicionada de su aspecto físico, sólo puede ser 
limitada en el ámbito laboral en dos circunstancias. 
Por una lado, cuando el objeto del contrato de trabajo 
sea el desarrollo de actividades laborales en contacto 
con el público o accesibles a él. Por otra parte, 
cuando en razón de las necesidades organizativas, el 
interés empresarial no se pueda cumplir sin dicha 
limitación134. 
                                                 
134 Vid entre otras la STC 99/1994, de 11 de abril de 1994 (BOE de 
17 de mayo) en la que el TC analiza un supuesto en el que un 
trabajador se niega a comparecer en un acto público de 
presentación de un determinado producto que se quería promocionar 
en el que su presencia era requerida para el corte y despiece del 
producto promocionado, sin perjuicio de que, dadas las 
circunstancias concurrentes y la naturaleza misma del acto, fuera 
inevitable la presencia de fotógrafos y de medios de comunicación, 
que reprodujesen la imagen del trabajador mientras desarrollaba la 
tarea encomendada.  
En este contexto, cabe al recurso de amparo decidir si el derecho 
a la propia imagen funciona como factor legitimador de la negativa 
del trabajador a obedecer la orden empresarial, que determinaba su 
comparecencia en dicho acto público. 
El TC en el caso analizado concluye que no concurre legítimo 
interés empresarial capaz de justificar la limitación al derecho a 
la imagen, ya que no consta que el trabajador, oficial de 2ª 
deshuesador de jamones, tuviera asignada, explícita ni 
implícitamente, tarea alguna de exhibición de su habilidad en la 
promoción del producto, ni que éstas fueran imprescindibles, 
aunque de forma habitual, al ejercicio de las funciones que debía 
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Queda aún subrayar que el derecho a la imagen 
en el ámbito laboral asume también un contenido 
específico que es el relativo a la facultad atribuida a 
la persona de determinar su aspecto físico, de tal 
suerte que el empresario no puede imponer al trabajador 
una forma de llevar dicho aspecto, salvo en los casos 
en que las exigencias relativas a la apariencia física 
del trabajador constituyan un uso habitual de un 
determinado sector productivo y sea exigible para la 
concreción del interés empresarial135.  
 
Puesta así la cuestión, el comportamiento 
acosador agrede el derecho a la imagen cuando el 
hostigador capte la imagen de la víctima sin su 
consentimiento y la utilice para amenazarle, aunque no 
la difunda. En este supuesto se está agrediendo la 
dimensión positiva del derecho en estudio, que se 
manifiesta en la facultad conferida al trabajador de 
controlar la captación de su imagen. 
 
Otra hipótesis se verifica cuando el acosador 
capte la imagen de la víctima con o sin su 
consentimiento y la utilice para ridiculizar al 
trabajador o hacer burla de él frente a los demás. En 
                                                                                                                                      
desarrollar, de manera que en este supuesto el vínculo 
contractual, por sí sólo, no es capaz de dar cobertura suficiente 
para la orden empresarial. 
En el caso enjuiciado, la empresa no demuestra la existencia de un 
legítimo interés empresarial, o sea, de la necesidad organizativa 
estricta, que se manifestaría si se quedara probado que la 
presentación del producto sólo se podría hacer por el trabajador 
demandante. 
135 STS (Sala de lo Social) de 12 de febrero de 1986 (Ar. 749). 
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el primero caso, en que la imagen es captada con el 
consentimiento de la víctima, se verifica una agresión 
a la dimensión negativa del derecho a la imagen, que 
consiste en no reproducir o difundir la imagen de la 
persona. En el segundo caso, en que la imagen es 
captada sin el consentimiento de la víctima, se da una 
lesión tanto a la dimensión negativa del derecho a la 
imagen cuanto a su dimensión positiva, ya que el 
procedimiento de captación y difusión de la imagen es 
hecho sin el consentimiento de la víctima. 
 
Por último, cabe considerar las situaciones en 
las que el comportamiento acosador se manifiesta a 
través de la exigencia de que el trabajador lleve su 
apariencia física de un determinado modo, creándose con 
ello un ambiente laboral hostil. En este último caso, 
la conducta empresarial sólo constituye acoso y, por 
consiguiente, viola el derecho a la imagen cuando la 
exigencia relativa a la apariencia física del 
trabajador no sea habitual en el sector de la actividad 
productiva en que se exige y, además, no encuentra 
justificación en el legítimo interés empresarial136. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
136 Ibídem. 
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6) El derecho al secreto de las comunicaciones 
 
 
El derecho al secreto de las comunicaciones, 
consagrado en el art. 18.3 CE, tiene como bien jurídico 
protegido la libertad de las comunicaciones, 
implícitamente, y, de modo expreso, su secreto. En este 
último sentido, la finalidad del referido derecho 
fundamental es la interdicción de la interceptación o 
del conocimiento antijurídico de las comunicaciones 
ajenas137. 
 
El derecho analizado puede conculcarse tanto 
por la interceptación en sentido estricto, que se 
verifica cuando hay una aprehensión física del soporte 
del mensaje, con conocimiento o no del mismo, o 
captación, de otra forma, del proceso de comunicación, 
como por el simple conocimiento antijurídico del 
comunicado, lo que sucede cuando hay una apertura de la 
correspondencia ajena guardada por su destinatario.  
 
La finalidad de la norma constitucional es 
garantizar la impenetrabilidad de las comunicaciones 
por terceros ajenos a la comunicación misma138 o, en 
otros términos, defender uno de los ámbitos de la vida 
                                                 
137 STC 114/1994, de 14 de abril de 1994 (BOE de 17 de mayo); STC 
34/1996, de 11 de marzo de 1996 (BOE de 17 de abril). 
138 Ibídem.  
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del individuo, el relacionado con sus comunicaciones, 
frente al ataque de terceros139. 
 
Sin embargo, un planteamiento que merece ser 
respondido, hoy día, es el que consiste en determinar 
si la norma constitucional que protege el secreto de 
las comunicaciones puede ser aplicada para tutelar 
dicho bien cuando la comunicación se haga por otro 
medio que no sea el postal, telegráfico o telefónico, 
esto es, si con la referida norma es posible tutelar 
también las comunicaciones electrónicas. 
 
Los avances tecnológicos que en los últimos 
tiempos se han producido en el ámbito de las 
comunicaciones, especialmente en conexión con el uso de 
la informática, hacen necesario un nueva interpretación 
del concepto de comunicación y del objeto de protección 
del derecho fundamental, que extienda la protección a 
esos nuevos ámbitos, como se deriva necesariamente del 
tenor literal del art. 18.3 CE.140. 
 
El art. 4.2 ET no hace referencia al derecho 
del trabajador al secreto de las comunicaciones, razón 
por la cual la tutela de este derecho fundamental debe 
ser enmarcada en el ámbito de la protección de la 
                                                 
139 JIMÉNEZ CAMPO, J. La garantía constitucional del secreto de las 
comunicaciones. En AA VV (Dir. COBO DEL ROSAL, M.). Comentarios a 
la legislación penal. Tomo VII. Madrid, Edersa, 1986, p. 15; 
MARTÍN MORALES, R. El régimen constitucional del secreto de las 
comunicaciones. Madrid, Civitas, 1995, p. 34; MARTÍNEZ FONS, D. El 
control de la correspondencia electrónica personal en el lugar de 
trabajo. En Relaciones Laborales, núm. 9, 2003, p. 41. 
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dignidad e intimidad, o sea, en el art. 4.2.e) ET141, 
así como en el art. 20.3 del referido Estatuto, que 
establece que las facultades empresariales de 
vigilancia y control deben ser llevadas a cabo teniendo 
en cuenta la dignidad humana. 
 
No obstante, la intimidad respecto al derecho 
fundamental al secreto de las comunicaciones tiene un 
carácter instrumental, resultando, por lo tanto, más 
adecuado enmarcar la tutela laboral de dicho bien 
jurídico en el ámbito del derecho a la dignidad 
previsto en el art. 4.2.e) ET, que, al menos bajo la 
perspectiva laboral, puede ser considerado un verdadero 
derecho subjetivo142. 
 
Ahora bien, cabe determinar si las facultades 
directivas del empresario justifican el control sobre 
las comunicaciones realizadas por el trabajador en el 
ámbito laboral, ya que, a priori, existe un conflicto 
entre dicho derecho fundamental y el poder de dirección 
del empresario, en especial en lo que concierne a las 
facultades empresariales previstas en el art. 20.3 ET. 
El control sobre las comunicaciones realizadas por el 
trabajador se justifica siempre que la medida 
empresarial de control se acomode a las exigencias de 
                                                                                                                                      
140 STC 70/2002, de 3 de abril de 2002 (BOE de 25 abril). 
141 STS (Sala de lo Social), de 5 de diciembre de 2003 (Ar. 313). 
142 JIMÉNEZ CAMPO, J. La garantía..., op. cit., p. p. 15; MARTÍN 
MORALES, R. El regimen..., op. cit., p. p. 34; MARTÍNEZ FONS, D. 
El control..., op. cit., p. 41.  
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proporcionalidad entre el fin pretendido con ella y la 
posible restricción del derecho fundamental. 
 
A fin de verificar si la medida empresarial de 
control es proporcional, es necesario constatar, en 
primero lugar, si tal medida es susceptible de 
conseguir el objetivo propuesto (juicio de idoneidad). 
Hay que observar, además, si la medida es necesaria, en 
el sentido de que no exista otro medio más moderado 
para la consecución de tal propósito con igual eficacia 
(juicio de necesidad). Y, por último, si  es ponderada 
o equilibrada, por derivarse de ella más beneficios o 
ventajas para el interés general que perjuicios sobre 
otros bienes o valores en conflicto (juicio de 
proporcionalidad en sentido estricto)143. 
                                                 
143 STC 186/2000, de 10 de julio de 2000 (BOE de 11 de agosto). 
Vid. también la STS (Sala de lo Social), de 5 de diciembre de 2003 
(Ar. 313) en la que el TS enjuicia un supuesto en el que una 
empresa facilita a sus trabajadores un determinado teléfono de uso 
exclusivamente profesional al servicio de la empresa, mediante el 
cual realizan aquéllos su actividad de telemarketing, razón por la 
cual la empresa controla 0,5% de las llamadas realizadas por los 
clientes, a fin de corregir los defectos de la técnica comercial. 
En el relato de los hechos, se queda probado también que los 
trabajadores tenían conocimiento de dicho control empresarial, 
además, de disponer un teléfono para recibir y efectuar llamadas 
particulares. 
Partiendo de estos hechos, el TS llega a la conclusión de que se 
trata de un control proporcionado a la finalidad que con el mismo 
se pretende, ya que la medida empresarial controladora atiende al 
juicio de necesidad por no conocerse otro medio más moderado para 
obtener la mejoría de las actividades de telemarketing. Además, el 
control empresarial analizado también atiende al juicio de 
idoneidad al ser el medio utilizado el más idóneo para alcanzar el 
fin pretendido y al juicio de proporcionalidad en sentido estricto 
(ponderación o equilibrio), porque de dicho control derivan 
beneficios para el servicio que presta la empresa y del mismo no 
derivan perjuicios para el derecho fundamental de los 
trabajadores, ya que se queda probado que los trabajadores 
disponían de un teléfono propio para sus conversaciones 
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Partiendo de ello, se puede decir que las 
medidas empresariales de control de las comunicaciones 
del trabajador en la empresa se calificarán como 
acosadoras, siempre que no sean proporcionales en 
sentido amplio y sean utilizadas para generar un 
ambiente laboral hostil. Esto sucederá cuando el 
empresario utilice la medida de control como parte de 
una estrategia para eliminar el trabajador de la 
empresa144.  
 
En este caso, la medida empresarial no es 
proporcional y, por consiguiente, se convierte en 
mecanismo de acoso, por cuanto el empresario ejerce 
este control en el marco de un previo conflicto 
laboral, buscando con la medida un motivo para despedir 
a la víctima y no la defensa del patrimonio o intereses 
de la empresa. 
 
En otras palabras, cuando la medida empresarial 
de control de las comunicaciones del trabajador en el 
ambiente de trabajo no atiende al juicio de idoneidad, 
exigido como requisito de la proporcionalidad en 
sentido amplio, al carecer de un legítimo interés 
empresarial que la justifique, y siempre que se 
observen otras conductas hostigadoras dirigidas hacía 
                                                                                                                                      
particulares, de manera que el teléfono que se controla es una 
herramienta de trabajo sobre la cual el empresario puede ejercer 
su control y vigilancia. Por ello, entiende el TS que la medida 
empresarial controla exclusivamente la actividad laboral del 
trabajador en condiciones de respeto a su esfera íntima 
inatacable. 
144 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1144. 
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el trabajador, debe ser enmarcada en un cuadro de 
conflictividad laboral más amplio que caracteriza un 
supuesto de acoso en el trabajo, porque, además de las 
injustificadas medidas de control de las comunicaciones 
del trabajador, se observan otros comportamientos 
hostigadores cuya finalidad es atacar la integridad 
moral de la víctima a través de la imposición a la 
víctima de un trato humillante o degradante145. 
 
 
                                                 
145 Vid. SJS Cataluña, Barcelona, de 16 de septiembre de 2002 (AS 
2637) que enjuicia un supuesto en el que una trabajadora sufre las 
siguientes conductas de acoso: a) modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo con menoscabo de su dignidad profesional, 
ya que se le obliga a realizar funciones muy alejadas del objeto 
inicial del contrato de trabajo, pasando de realizar tareas 
básicas técnicas y/o comerciales a las de simple teleoperadora, b) 
modificación de su espacio físico de trabajo, c) imposición sin 
causa justificada, teniendo en cuenta la actividad de la empresa, 
de llevar una determinada indumentaria, y d) control injustificado 
de la actividad laboral que no consta se realizara a otro 
asalariado de la empresa y que consistió en un peritaje 
informático en el ordenador de la trabajadora. 
Del relato de los hechos probados consta que la empresa hace un 
peritaje informático en el ordenador utilizado por la trabajadora, 
en el que accede a su correo electrónico empresarial, así como a 
las páginas web por las cuales la víctima navegaba. De dicho 
peritaje resulta que la herramienta de trabajo estaba siendo 
inadecuadamente utilizada por la trabajadora, incluso, con la 
infección de la red interna de la empresa a través de un virus 
informático. 
No obstante, el Juzgado de lo Social, aplicando la doctrina del 
TC, llega a la conclusión de que hay una intromisión 
desproporcionada en el derecho fundamental al secreto de las 
telecomunicaciones. Esto porque la medida de control no responde a 
ninguna circunstancia empresarial legítima, no se verificando, por 
lo tanto, la existencia de una causa legítima que justifique el 
control sobre el ordenador de la trabajadora, lo que sucedería si 
la empresa hubiera efectuado dicho control sobre los ordenadores 
de todos los trabajadores o, al menos, de un grupo de 
trabajadores. Además dicho órgano jurisdiccional enmarca la medida 
empresarial de control de las comunicaciones en un cuadro de 
conflictividad laboral, caracterizado como hostigamiento en el 
trabajo. 
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7) El derecho al trabajo 
 
 
El derecho al trabajo está previsto en el art. 
35 de la Constitución que prescribe que todos los 
españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al 
trabajo, a la libre elección de profesión u oficio y a 
la promoción a través del trabajo. 
 
Este precepto está situado en la sección 2ª del 
Capítulo II de la CE titulado "los derechos y deberes 
de los ciudadanos", no pudiendo, por lo tanto, ser 
clasificado como derecho fundamental. 
 
Esto plantea dos problemas. El primero, 
relativo al contenido del derecho al trabajo. El 
segundo, se refiere a la eficacia de este derecho entre 
particulares. 
 
Es cierto que, al menos desde el punto de vista 
filosófico, el trabajo es una condición necesaria para 
la realización de la dignidad del ser humano, porque, 
en este sentido, no es un fin en sí mismo, sino una 
actividad medial o instrumental, puesto que se trata de 
un medio a través del cual aquél que trabaja procura su 
subsistencia146. 
 
                                                 
146 ALONSO OLEA, M. Introducción..., op. cit., p. 43. 
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Pero no se puede olvidar que el trabajo es 
también una actividad socialmente útil, ya que es un 
bien que puede ser aprovechado por una persona distinta 
del propio sujeto trabajador147. 
 
La importancia del trabajo para la persona del 
trabajador impone la necesidad de regulación de este 
fenómeno social por una rama específica de la ciencia 
jurídica, el Derecho del Trabajo148, que se ocupa de una 
especie propia de trabajo, esto es, el trabajo humano, 
productivo, por cuenta ajena y libre149. 
 
Sin embargo, el contenido del art. 35 de la 
Constitución no es el Derecho del Trabajo como 
disciplina jurídica, sino el derecho al trabajo como 
requisito básico para la realización de la dignidad de 
la persona. 
 
En este contexto, el derecho al trabajo ha 
sido, en un primero momento, caracterizado como una 
obligación impuesta al Estado de procurar ocupación a 
todos los ciudadanos150. 
 
                                                 
147 BORRAJO DA CRUZ, E. Introducción al derecho del trabajo. 
Madrid, Tecnos, 1996 (9ª ed.), p. 25; RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. El 
Derecho del Trabajo a fin de siglo. En Relaciones Laborales, Tomo 
II, 1999, p. 1. 
148 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. El Derecho del Trabajo…, op. cit., p. 1.  
149 ALONSO OLEA, M. Introducción..., op. cit., p. 38. 
150 ALARCON CARACUEL, M. R. Derecho al trabajo, libertad 
profesional y deber de trabajar. En Revista de Política Social, 
núm. 121, 1979, p. 5.  
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Esta caracterización inicial, no obstante, no 
es suficiente para expresar todos los contenidos del 
derecho al trabajo que necesita ser analizado en 
relación con los demás derechos previstos en el art. 35 
CE151, así como en relación con lo dispuesto en el art. 
4 ET. 
 
El artículo 35 CE, además del derecho al 
trabajo, reconoce también el derecho a la libre 
elección de profesión u oficio y a la promoción a 
través del trabajo152. 
 
El art. 4.1.a) ET fija como derecho básico del 
trabajador el derecho al trabajo y a la libre elección 
de profesión u oficio, mientras el apartado segundo del 
citado artículo establece como derecho del trabajador 
en la relación de trabajo el derecho a la ocupación 
efectiva y a la promoción y formación profesional en el 
trabajo. 
 
                                                 
151 LÓPEZ I MORA, F. Las fuentes jurídicas del empleo. En AA VV 
(Coord. SARAGOSSÀ i SARAGOSSÀ, J. V.). Derecho del empleo. 
Valencia, Tirant lo blanch, 2002, p. 65. 
152 En este sentido el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, en el art. 6, determina que los Estados 
partes reconocen el derecho a trabajar, que comprende el derecho 
de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante 
un trabajo libremente escogido o aceptado, y que tomarán las 
medidas adecuadas para garantizar este derecho. 
De acuerdo con el mismo artículo, las medidas necesarias para 
garantizar el derecho a trabajar  son la orientación y formación 
tecnicoprofesional, la preparación de programas, normas y técnicas 
encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural 
constante en la ocupación plena y productiva, a fin de garantizar 
las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona. 
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El ET desarrolla el precepto constitucional del 
art. 35, imponiendo al empresario un deber de observar 
los derechos especificados en el art. 4. 
 
Desde esta perspectiva el derecho al trabajo no 
debe ser observado sólo como una imposición al Estado 
de garantizar trabajo para todos sus ciudadanos, sino 
también como una imposición al empresario de respetar 
los derechos básicos del trabajador e, incluso, los 
derechos del trabajador en la relación laboral153. 
 
El art. 4 ET al desarrollar el derecho al 
trabajo, reconocido en el art. 35 CE, le confiere 
eficacia entre particulares, es decir, eficacia entre 
las partes del contrato de trabajo. 
 
En cuanto al contenido del derecho al trabajo 
el TC ha resuelto el problema al decidir sobre una 
cuestión de inconstitucionalidad que tiene como 
supuesto de hecho un despido basado exclusivamente en 
la edad del trabajador154. 
 
                                                 
153 MONTOYA MELGAR, A. El trabajo em la Constitución. En AA VV ( 
Dir. SEMPERE NAVARRO, A. V.). El modelo social en la Constitución 
Espanola de 1978. Madrid, Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, 2003, p. 41. 
154 STC 22/1981, de 2 de julio de 1981 (BOE de 20 de agosto). 
Vid. también entre otras: STC 107/1984, de 23 de noviembre de 1984 
(BOE 21 de diciembre); STC 99/1987, de 11 de junio de 1987 (BOE 26 
de junio); STC 172/1989, de 19 de octubre de 1989 (BOE 7 de 
noviembre); STC 42/1990, de 15 de marzo de 1990 (BOE de 9 de 
abril); STC 192/2003, de 27 de octubre de 2003 (BOE de 26 de 
noviembre). 
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En esta sentencia el TC reconoce que el derecho 
al trabajo no se agota en la libertad de trabajar 
(fundamento jurídico 5). Supone, también, el derecho a 
un puesto de trabajo, presentando así una dimensión 
individual y otra colectiva, manifestadas 
respectivamente en el art. 35.1 y 40.1 CE. 
 
Establece también que la manifestación de la 
dimensión individual del derecho al trabajo se concreta 
en el igual derecho de todos a un determinado puesto de 
trabajo, si se cumplen los requisitos necesarios de 
capacitación y en el derecho a la continuidad o 
estabilidad en el empleo, es decir, a no ser despedido 
si no existe una justa causa. 
 
En la dimensión colectiva, el derecho al 
trabajo implica, además, un mandato a los poderes 
públicos para que lleven a cabo una política de pleno 
empleo. 
 
Se observa, así, que aquella caracterización 
inicial del derecho al trabajo como una obligación 
impuesta al Estado de procurar ocupación a todos los 
ciudadanos no es sino la manifestación colectiva de 
este derecho que, comprende también una dimensión 
individual que se dirige, indudablemente, a los sujetos 
de la relación laboral y más específicamente al 
empresario. 
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En resumen y de acuerdo con lo reconocido por 
el TC que, en esta sentencia realiza una interpretación 
sistémica de la Constitución, armonizando el art. 35 y 
los derechos fijados en ellos con lo dispuesto en el 
art. 40.1, los contenidos del derecho al trabajo son, 
en primero lugar, la libertad de trabajar, entendida 
como la raíz misma de este derecho y, en segundo, el 
derecho a un puesto de trabajo que se concreta de 
manera individual y colectiva.  
 
La primera manifestación consiste en el igual 
derecho de todos a un determinado puesto de trabajo si 
se cumplen los requisitos necesarios de capacitación y 
en el derecho a la continuidad o estabilidad en el 
empleo, es decir, no ser despedido si no existe una 
causa justa. La segunda se concreta a través de un 
mandato a los poderes públicos para que lleven a cabo 
una política de pleno empleo155. 
 
El hostigamiento laboral atenta contra la 
dimensión individual del derecho al trabajo en la 
medida en que perjudica la continuidad de la relación 
laboral y el derecho a la promoción a través del 
trabajo. 
 
Las conductas acosadoras tienen la finalidad de 
degradar laboralmente la víctima, funcionando dicha 
degradación como un medio para eliminar el trabajador 
                                                 
155 LÓPEZ I MORA, F. Las fuentes jurídicas..., op. cit., pp. 64-69. 
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molesto o innecesario a través del abandono voluntario 
del puesto de trabajo o de la dimisión, de tal suerte 
que cuando ello se concretiza se perjudica la 
continuidad de la relación laboral. 
 
Además, es necesario tener en cuenta que en 
algunos casos dicha degradación es llevada a cabo a 
través de la creación de injustificados criterios de 
adquisición de los derechos laborales, lo que viola el 
derecho del trabajador a la promoción a través del 
trabajo. 
  
8) ¿Pluriofensividad u ofensividad del acoso 
laboral? 
 
La configuración del acoso en el trabajo 
requiere un conjunto de actuaciones sistemáticas que se 
destinan a eliminar laboralmente al trabajador, de 
manera que, dependiendo del tipo de actuación que sea 
llevada a cabo por el hostigador, los comportamientos 
acosadores pueden a un sólo tiempo violar varios 
derechos fundamentales de la víctima. Es aquí donde 
reside la pluriofensividad de este ilícito laboral. 
 
No obstante, cabe dilucidar si es posible 
determinar, a priori, o sea, antes de la 
materialización de las conductas hostigadoras, los 
derechos que ellas efectivamente pueden lesionar. En 
otros términos, si hay un derecho específico que 
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siempre se ve afectado por los comportamientos 
acosadores, independientemente de la actuación que 
materializará dichos comportamientos. 
 
El contrato de trabajo ya supone por sí sólo 
una limitación de la dignidad, entendida como la 
capacidad de autodeterminación de la persona. Sin 
embargo, las conductas acosadoras merman todavía más 
dicha capacidad personal, ya que le imponen un límite 
injustificado al atentar contra el respeto que es 
debido a quien presta su actividad laboral para otro, 
que tiene derecho a mantenerse en su puesto con la 
honorabilidad que es debida a toda persona humana y 
especialmente a quien trabaja156.  
 
Dicho de otra manera, el hostigamiento en el 
trabajo, a pesar de no causar un daño efectivo a la 
perspectiva psíquica de la salud de la víctima, siempre 
lesiona la dignidad. Las conductas acosadoras no 
encuentran arreglo en el legítimo interés empresarial 
que, si existiese, autorizaría una limitación 
justificada a la capacidad de autodeterminación 
personal y profesional, lo que genera, por 
consiguiente, una cosificación de la persona 
trabajadora. 
 
Hay que subrayar que, bajo la perspectiva 
constitucional, la dignidad no se caracteriza como un 
                                                 
156 STS (Sala de lo Social), de 29 de enero de 1988 (Ar. 72). 
 241  
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso laboral 
derecho fundamental, sino como un principio que 
funciona como fundamento ético o axiológico de los 
derechos reconocidos en la Norma Fundamental. 
 
Ahora bien, en la medida en que las prácticas 
hostigadoras siempre suponen un trato degradante 
contrario al que exige la dignidad del trabajador, o 
sea, un trato humillante o vejatorio, suponen siempre 
una violación del derecho fundamental a la integridad 
personal prevista en el art. 15 CE, en la que se 
incluye el derecho a la integridad moral. 
 
Es necesario tener en cuenta que la 
sistematicidad del acoso laboral requiere una 
pluralidad de actos que aisladamente pueden violar 
otros derechos fundamentales157. Pero, partiendo del 
hecho de que constituye hostigamiento en el trabajo el 
conjunto de todas las agresiones consideradas 
globalmente y no el análisis aislado de las conductas 
acosadoras158, se concluye que las violaciones 
individuales causadas por cada una de las agresiones a 
la víctima funcionan como un medio para la violación 
                                                 
157 En las STSJ Andalucía (Malága) de 25 de octubre de 1996 (AS 
3699) y STSJ Galicia de 29 de noviembre de 2000 (JUR 63680) las 
conductas acosadoras aisladamente consideradas violan el principio 
de no discriminación; La STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2001 
(AS 249) en que se observa una conducta de lesión al derecho al 
honor; La SJS Cataluña, Barcelona, de 16 de septiembre de 2002 (AS 
2637)enjuicia un supuesto de acoso laboral en el que una de las 
prácticas de agresión psicológica afecta el derecho al secreto de 
las telecomunicaciones; La STSJ Murcia de 2 de septiembre de 2003 
(AS 3208) que enjuicia un supuesto en el que una de las conductas 
acosadoras es un acto de agresión física;  
158 STSJ Comunidad Valencia de 25 de septiembre de 2002 (AS 1674). 
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del derecho a la integridad moral, bien jurídico 
verdaderamente afectado por el acoso laboral, entendido 
en su globalidad159. 
 
No obstante, la determinación de los bienes 
jurídicos violados por los episodios de agresión 
psicológica a través de los cuales el acoso se 
manifiesta no es un ejercicio meramente académico. Por 
el contrario, sirve como criterio para evaluar el 
“quantum indemnizatorio” fijado para disminuir la 
sensación de dolor causada por los daños morales 
sufridos por el trabajador hostigado160. 
 
Conviene señalar que en las situaciones en las 
que las conductas acosadoras creen injustificados 
criterios de adquisición de los derechos laborales, así 
como cuando provoquen el abandono del puesto de trabajo 
o la dimisión del trabajador afectado, además de la 
integridad moral, se atentará contra el derecho al 
trabajo. 
 
En efecto y como regla general, el 
hostigamiento en el trabajo, independientemente de la 
forma a través de la cual los actos de agresión se 
materialicen, se configurará como un ilícito ofensivo 
que lesiona la perspectiva moral del derecho a la 
integridad personal al suponer un trato degradante, que 
                                                 
159 STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2001 (AS 249); SJS 
Cataluña, Barcelona, de 16 de septiembre de 2002 (AS 2637);  
160 STSJ Madrid de 30 de septiembre de 2004 (JUR 298644).  
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no fundamento arreglo en el legítimo interés 
empresarial161. 
 
 Como aduce MOLINA NAVARRETE162, las conductas 
acosadoras desarrolladas en el ambiente de trabajo 
afectan, independientemente de la forma de 
materialización, la integridad moral, porque lo que 
está principalmente en juego es el derecho fundamental 
del trabajador a formar una identidad personal o bio-
social y a mantenerla al margen de condicionamientos o 
imposiciones externos.  
 
Sin embargo, el acoso laboral se caracterizará 
como un ilícito laboral pluriofensivo cuando, además de 
la integridad moral, las conductas hostigadoras 
lesionen el derecho al trabajo, lo que sucederá en las 
hipótesis en que se consume el abandono del puesto de 
trabajo o la dimisión del trabajador afectado o cuando 
la adquisición de los derechos laborales de la víctima 
quede condicionada a injustificados criterios.  
 
                                                 
161 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1145-1146; 
ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., pp. 63-64; FERNÁNDEZ LÓPEZ, 
M. F. El acoso..., op. cit., p. 61; RUIZ CASTILLO, M. M. La 
vertiente..., op. cit., p. 41. 
162 MOLINA NAVARRETE, C. Las nuevas..., op. cit., p. 5. 
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CAPÍTULO IV 
 
LA DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DEL ACOSO 
SEXUAL EN EL TRABAJO 
La delimitación conceptual del acoso sexual en el trabajo 
1. Consideraciones iniciales. 2. El concepto de 
acoso sexual en la normativa comunitaria. A. 
Antecedentes normativos. B. El Informe 
Rubenstein. C. La Resolución 90/C. D. La 
Recomendación 92/131/CEE.  E. El concepto de 
acoso sexual en el trabajo según la nueva 
redacción de la Directiva 76/207/CEE. 3. El 
concepto de acoso sexual en el trabajo en 
España. A. El concepto del acoso sexual en el 
ET. B. El concepto judicial de acoso sexual. 
B.1. La doctrina judicial sobre el concepto de 
acoso sexual. B.2. El concepto de acoso sexual 
en la STC 224/1999, de 13 de diciembre. 4. 
Propuesta de un concepto de acoso sexual en el 
trabajo. 5. El componente coactivo del acoso 
sexual en el trabajo. 6. Los tipos de acoso 
sexual.  A. El chantaje sexual.  B. El acoso 
sexual ambiental. C. La distinción entre 
chantaje sexual y acoso sexual ambiental. 7. La 
distinción entre acoso laboral y acoso sexual. 
 
 
 
1) Consideraciones iniciales 
 
La preocupación por el acoso sexual se remonta 
específicamente a la Resolución de 11 de junio de 19861 
en la que el Parlamento Europeo hace un llamamiento a 
las autoridades nacionales para intensificar los 
esfuerzos por conseguir una definición legal de acoso 
sexual. 
 
A partir de esta Resolución, se elaboran varias 
normas en el ámbito comunitario que, además de llamar 
la atención sobre la necesidad de prevenir las 
conductas de hostigamiento sexual, diseminan las bases 
sobre las que los Estados miembros deberían definir 
dichas conductas. 
 
                                                 
1 DOCE C 176 de 14 de julio de 1986. 
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Tanto la Resolución 90/C2, como la 
Recomendación 92/131/CEE3, al determinar los rasgos 
definitorios del acoso sexual, introducen un problema 
interpretativo respecto al alcance de los términos 
“indeseado” y “ofensivo”, que forman parte del 
componente coactivo o antijurídico de los 
comportamientos de hostigamiento sexual, y que sólo 
será resuelto con el nuevo enfoque que la Directiva 
2002/73/CE4, que modifica la Directiva 76/207/CEE, da 
al elemento indeseado. 
 
En el ámbito del derecho interno, ese problema 
interpretativo se agrava todavía más, haciéndose sentir 
en las sentencias dictadas por los TSJ y sólo 
encontrará solución con la STC 224/1999, de 13 de 
diciembre5, que crea un elemento coactivo o 
antijurídico mixto para definir el acoso sexual. 
 
En este capítulo se analizará el concepto de 
acoso sexual en la normativa comunitaria e interna, así 
como en la doctrina judicial de los TSJ y en la 
Jurisprudencia del TC, a fin de proponer un concepto de 
acoso sexual en el trabajo, analizar el componente 
coactivo de las conductas de hostigamiento sexual, sus 
tipos y la distinción entre acoso laboral y sexual. 
 
                                                 
2 DOCE C 157 de 27 de junio de 1990. 
3 DOCE L 049 de 24 de febrero de 1992. 
4 DOCE L 269/15 de 5 de octubre de 2002. 
5 BOE de 20 de enero de 2001. 
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2) El concepto de acoso sexual en la normativa 
comunitaria 
 
A) Antecedentes normativos 
 
 
En el ámbito del derecho comunitario, el 
antecedente normativo inespecífico del tratamiento del 
acoso sexual es la Recomendación 84/635/CEE del Consejo 
de 13 de diciembre de 1984 relativa a la promoción de 
acciones positivas en favor de la mujer6 que recomienda 
a los Estados miembros la adopción de una política de 
acción positiva, destinada a eliminar las desigualdades 
de hecho de las que son objeto las mujeres en la vida 
profesional con la finalidad de promover el respeto de 
la dignidad de la mujer en el lugar de trabajo. Tal 
tratamiento hace que la regulación comunitaria del 
hostigamiento sexual remonte a la necesidad de prohibir 
la discriminación por razón de sexo en el ambiente de 
trabajo7. 
 
A continuación y siguiendo la misma línea, la 
Resolución de 11 de junio de 1986, sobre las agresiones 
a la mujer, establece que el acoso sexual debe ser 
considerado como una lesión al principio de igualdad de 
trato respecto al acceso al empleo y promoción y a las 
condiciones de trabajo, lo que subraya la naturaleza 
discriminatoria del acoso sexual, que debe recibir un 
                                                 
6 DOCE L 331 de 19 de diciembre de 1984. 
7 ALTÉS TÁRREGA, J.  A. El acoso sexual en el trabajo. Valencia, 
Tirant lo blanch, 2002, p. 42. 
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tratamiento semejante al dispensado a la violación de 
la igualdad de oportunidades en el empleo.  
 
Sin embargo, la citada Resolución permite 
tratar el hostigamiento sexual como un ilícito laboral 
pluriofensivo al considerar que todos los aspectos de 
la violencia física y psíquica contra las personas 
representan una violación de los derechos humanos y 
suponen, en especial, una vulneración de las libertades 
individuales, de la dignidad y de la capacidad de 
autodeterminación de la mujer, razón por la cual el 
respeto a los derechos humanos debe formar parte de la 
educación general del individuo.  
 
Además, la Resolución de 11 de junio de 1986 
pone de relieve una preocupación especial en relación 
al chantaje sexual en el trabajo, al manifestar la 
necesidad de armonizar las legislaciones nacionales que 
tratan el problema. 
 
Del análisis de la citada norma comunitaria, se 
desprende dos conclusiones. La primera que el 
hostigamiento sexual en el trabajo supone una 
limitación injustificada de la capacidad de 
autodeterminación de la persona y, en especial, de la 
mujer, generando, por consiguiente, una discriminación 
por razón de sexo.  
 
La segunda conclusión que se extrae de la 
referida norma es que, al demostrar una necesidad de 
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armonización de las legislaciones nacionales respecto 
al chantaje sexual, la preocupación comunitaria se 
limita a dicha modalidad de acoso sexual, dejando de 
mencionar el hostigamiento sexual ambiental. 
 
B) El Informe Rubenstein 
 
En octubre de 1987 se publica el Informe 
Rubenstein8 bajo el epígrafe La dignidad de la mujer en 
el trabajo. Informe sobre el problema del acoso sexual 
en los Estados miembros de las Comunidades Europeas. 
 
Dicho informe surge como consecuencia de la 
manifestación del Consejo de Ministros de las 
Comunidades Europeas que en 1986 informa sobre la 
necesidad de hacer una investigación sobre el 
hostigamiento sexual, a fin de determinar la necesidad 
de su regulación. 
 
El Informe Rubenstein se acompaña de una 
propuesta de Directiva sobre el asunto que en el art. 2 
define el acoso sexual como los comportamientos 
verbales o físicos de naturaleza sexual cuyo autor sabe 
o debería saber que es ofensivo para la víctima, 
considerándose como ilegal cuando se utiliza el rechazo 
o la aceptación del ofendido como amenaza para 
fundamentar una decisión que afecte a su empleo o 
condiciones de trabajo o en los supuestos en los que 
                                                 
8 MULAS, A. Extracto del Informe Rubenstein. En Documentación 
Laboral, núm. 22, 1987, pp. 133-139. 
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los comportamientos hostigadores ocasionan perjuicio al 
ambiente de trabajo de la víctima. 
 
La definición de la propuesta de Directiva 
anexa al Informe Rubenstein reconoce por primera vez la 
existencia de dos tipos de acoso sexual: el chantaje 
sexual y el acoso sexual ambiental. 
 
En dicha definición se caracterizan los 
comportamientos hostigadores partiendo de dos elementos 
configuradores esenciales: lo indeseado, que resulta 
del uso de la expresión “sabe” y lo ofensivo, que 
dimana de la utilización del término “debería saber”9. 
 
Al utilizar la expresión “sabe” la propuesta de 
Directiva Comunitaria deja claro que el hostigador 
tiene conocimiento de la ilicitud del comportamiento de 
naturaleza sexual cuando la víctima manifiesta su 
rechazo hacía las conductas acosadoras, porque el 
elemento determinante del carácter no deseado de dichas 
conductas es la no aceptación de la persona afectada. 
 
Por otra parte, el uso del término “debería 
saber” permite caracterizar la ilicitud del 
comportamiento de acoso sexual, aunque la víctima no 
haya manifestado su rechazo, siempre que la conducta 
                                                 
9 ALEMANY GÓMEZ, C.; LUC, V. y MOZO GONZÁLEZ, C. El acoso 
sexual..., op. cit...,  p. 20. 
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acosadora atente contra la dignidad del ofendido por 
ser lo suficientemente grave10. 
 
Así, cuando la propuesta de Directiva anexa al 
Informe Rubenstein alude al carácter ofensivo, lo que 
pretende es que dicho elemento funcione como mecanismo 
de cobertura, cuando no sea posible acudir a lo 
indeseado para constituir el ilícito de hostigamiento 
sexual11. 
 
C) La Resolución 90/C  
 
La Resolución 90/C no define el acoso sexual 
laboral. Pero, lanza las bases para un posible 
concepto, cuando considera como inaceptable 
determinadas conductas no deseadas de naturaleza sexual 
u otros comportamientos basados en el sexo. 
 
La Resolución caracteriza inicialmente las 
conductas de naturaleza sexual que constituyen una 
violación intolerable a la dignidad de los trabajadores 
y, sólo posteriormente, al determinar cuáles son las 
conductas consideradas inaceptables, añade los 
requisitos que las conductas de naturaleza sexual deben 
cumplir para ser consideradas como acosadoras. 
 
                                                 
10 VILCHES ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; HERNÁNDEZ CANOSA, M. 
Guía..., op. cit., p. 27. 
11 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho de los trabajadores a la 
protección frente al acoso sexual laboral. Granada, Comares, 1996, 
p. 34; ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., pp. 43-
44. 
 255  
La delimitación conceptual del acoso sexual en el trabajo 
De esto deriva que la Resolución 90/C delimita 
los elementos caracterizadores del acoso sexual, 
partiendo inicialmente de una conducta general de 
naturaleza sexual, que siempre afecta la normalidad de 
la relación laboral y, por consiguiente, constituye una 
violación de la dignidad del trabajador. 
 
No obstante, dicha conducta general, violadora 
de la dignidad del trabajador, sólo constituye acoso 
sexual, cuando cumple con las exigencias que la 
Resolución fija para que un determinado comportamiento 
sea considerado inaceptable.  
 
Se consideran como inaceptables y, por lo 
tanto, como hostigamiento sexual las conductas de 
naturaleza sexual indeseadas, irrazonables y ofensivas, 
las que son utilizadas de forma explícita o implícita 
como base para una decisión relativa al empleo, así 
como los comportamientos de naturaleza sexual que crean 
un entorno laboral intimidatorio, hostil o humillante 
para la víctima. 
 
De los criterios señalados, resultan parámetros 
objetivos para evaluar la ofensividad de las conductas 
acosadoras, que consisten en el condicionamiento de las 
condiciones laborales de la víctima, y  en la creación 
de un ambiente laboral hostil. 
 
Ahora bien, el problema es que, apartándose de 
lo que disponía la propuesta de Directiva anexa al 
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Informe Rubenstein, la Resolución considera de forma 
acumulativa el carácter indeseado y el elemento 
ofensivo de los comportamientos hostigadores. Esto 
perjudica la tutela del acoso sexual, porque la 
configuración del ilícito exige que la víctima rechaze 
los comportamientos acosadores, así como que dichos 
comportamientos sean ofensivos, o sea, que de ellos 
resulten perjuicios para las condiciones laborales del 
trabajador o para su ambiente de trabajo. 
 
Sin embargo, el rasgo más importante de la 
Resolución 90/C es que, al utilizar la expresión “u 
otros comportamientos basados en el sexo” y además 
admitir que sólo en determinadas circunstancias los 
comportamientos hostigadores afectan el principio de 
igualdad de trato, pone de relieve el sexo como 
elemento carnal y no como género12. 
 
D) La Recomendación 92/131/CEE 
 
La Recomendación 92/131/CEE define el acoso 
sexual partiendo de un tipo amplio que considera como 
hostigamiento sexual las conductas de naturaleza sexual 
u otros comportamientos basados en el sexo que afectan 
la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo. 
 
Partiendo de este concepto amplio, determina 
los supuestos en los que tales comportamientos resultan 
                                                 
12 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 46. 
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inaceptables, utilizando los mismos criterios señalados 
por la Resolución 90/C. 
 
Anexo a la Recomendación 92/131/CEE se 
encuentra un Código de Conducta para combatir el acoso 
sexual que, en el art. 2, deja claro que el elemento 
principal para determinar el carácter de inaceptable de 
las conductas acosadoras es el elemento indeseado.  
 
Sin embargo, el mencionado Código confunde las 
expresiones “indeseado” y “ofensivo”, porque, tras 
haber establecido que la ofensividad debe ser evaluada 
objetivamente, es decir, bajo la perspectiva del 
perjuicio que genera para el ambiente de trabajo de la 
víctima y para sus condiciones laborales, prescribe que 
corresponde a cada persona determinar el comportamiento 
que le resulta aceptable y el que le resulta ofensivo, 
lo que confiere al elemento ofensivo un carácter 
subjetivo semejante al atribuido al elemento indeseado. 
 
Otro dato que demuestra que hay una confusión 
semántica entre los términos “indeseado” y “ofensivo” 
reside en que el Código de Conducta determina que la 
atención sexual se convierte en acoso sexual, si 
continúa tras haber la víctima manifestado claramente 
que considera la conducta acosadora “ofensiva”. Hubiera 
sido más aconsejable que se utilizara la expresión 
“indeseada”, que denota un aspecto subjetivo, por 
cuanto el término “ofensivo” revela una objetividad que 
resulta de lo dispuesto en el último párrafo del art. 2 
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del Código de Conducta que establece que el elemento 
“ofensivo” equivale a lo “suficientemente grave”. 
 
De esto dimana que una conducta de acoso sexual 
es ofensiva cuando condiciona las condiciones laborales 
de la víctima, crea un ambiente laboral hostil o es lo 
suficientemente grave. 
 
Por lo tanto, del análisis del Código de 
Conducta se extraen las siguientes conclusiones 
respecto al concepto de acoso sexual. La primera, 
consiste en que hay un tipo amplio de conductas de 
naturaleza sexual a la que se denomina “atención 
sexual”. La segunda conclusión importante es que la 
atención sexual se convierte en acoso sexual cuando la 
conducta acosadora es indeseada y/o ofensiva. Y la 
última conclusión reside en que, mientras el párrafo 2 
del art. 2 establece criterios objetivos para evaluar 
la ofensividad, el párrafo 3 crea un criterio subjetivo 
para la evaluación de dicho elemento, que consiste en 
la manifestación del rechazo de la víctima, de lo que 
deriva una confusión semántica en lo que concierne al 
alcance de los términos “indeseado” y “ofensivo”. 
 
No obstante, el referido Código de Conducta, 
aunque en un primero momento haya condicionado el 
carácter inaceptable de las conductas acosadoras a la 
presencia conjunta del indeseado y del ofensivo, 
introduce una importante matización respecto a la 
delimitación conceptual del acoso sexual.  
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Dicha matización consiste en determinar que un 
único incidente puede constituir acoso sexual si es lo 
suficientemente grave, lo que permite considerar el 
elemento ofensivo como mecanismo alternativo para la 
determinación del ilícito laboral en las hipótesis en 
las que no sea posible recurrir al elemento indeseado. 
 
 
E) El concepto de acoso sexual en el trabajo 
según la nueva redacción de la Directiva 
76/207/CEE  
 
 
La Directiva 2002/73/CE modifica la Directiva 
76/207/CEE del Consejo, relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres 
en lo que se refiere al acceso al empleo, a la 
formación y a la promoción profesional y a las 
condiciones de trabajo. 
 
En materia de acoso sexual, la citada Directiva 
establece en el Considerando núm. 8 que el acoso 
relacionado con el sexo de una persona y el acoso 
sexual son contrarios al principio de igualdad de trato 
entre hombres y mujeres, debiendo considerarse que 
estas formas de discriminación no se producen sólo en 
el lugar de trabajo, sino también en el contexto del 
acceso al empleo y a la formación profesional, durante 
el empleo y la ocupación. 
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La novedad de la Directiva 2002/73/CE es tratar 
el acoso sexual como una modalidad de acoso laboral. 
Por ello, recomienda a los empresarios adoptar las 
medidas preventivas necesarias para combatir dicha 
forma de discriminación en el lugar de trabajo, de 
conformidad con la legislación y la práctica nacional. 
 
La norma comunitaria citada modifica el art. 
2.2 de la Directiva 76/207/CEE que define acoso sexual 
como “la situación en que se produce cualquier 
comportamiento verbal, no verbal o físico no deseado de 
índole sexual con el propósito o el efecto de atentar contra 
la dignidad de una persona, en particular, cuando se crea un 
entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u 
ofensivo”. 
 
Según lo dispuesto en el citado artículo, los 
elementos necesarios para la caracterización del 
hostigamiento sexual son un comportamiento verbal, no 
verbal o físico; la naturaleza sexual de dicho 
comportamiento; el carácter no deseado, y el propósito 
o el efecto de atentar contra la dignidad de la persona 
afectada. 
 
La definición del art. 2.2 de la Directiva 
76/207/CEE presenta la ventaja de determinar el 
contenido de los actos que constituyen acoso sexual, ya 
que considera como tales todos los tipos de 
comportamientos humanos que, teniendo naturaleza 
sexual, agreden la dignidad de la víctima. 
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En otras palabras, y de conformidad con la 
mencionada norma comunitaria, cualquier comportamiento 
humano puede constituir acoso sexual, siempre que tenga 
naturaleza sexual y atente contra la dignidad de la 
persona afectada. 
 
Otra ventaja de la definición comunitaria de 
acoso sexual es la referencia a la naturaleza sexual de 
los comportamientos acosadores, acentuándose, por 
consiguiente, el carácter sexual de dichos 
comportamientos y no su naturaleza de discriminación 
por razón de sexo.  
 
A pesar de que la definición esté incluida en 
una norma comunitaria que trata la prohibición de 
discriminación, para referirse al hostigamiento sexual 
en el trabajo la Directiva utiliza la expresión 
“comportamientos de índole sexual”, de manera que la 
referencia al sexo, en este caso, y ya que está 
acompañada del sustantivo índole, debe ser entendida en 
el sentido de satisfacción carnal13. 
 
En cuanto al término “no deseado”, su 
interpretación debe ser hecha teniéndose en cuenta lo 
dispuesto en la segunda parte del art. 2.3 de la 
Directiva 76/207/CEE, según el cual el rechazo de las 
                                                 
13 CAVAS MARTÍNEZ, F. Avanzando por la senda de la igualdad entre 
los géneros (Noticia breve de la Directiva 2002/73/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, que 
modifica la Directiva 76/207/CEE). En Aranzadi Social, núm. 13, 
2002, p. 16. 
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conductas acosadoras por la persona agredida o la 
sumisión a tales conductas no podrá ser utilizada para 
adoptar una decisión que le afecte. 
 
El término “no deseado” ha sido, por lo tanto, 
impropiamente utilizado en la normativa comunitaria 
para referirse al acoso sexual, puesto que la ilicitud 
de esta infracción no se consuma con el rechazo de la 
víctima, sino con el acto en sí mismo ofensivo para la 
moral social colectiva14. Dicho de otro modo, no es el 
rechazo del ofendido que constituye el ilícito laboral, 
sino la aceptación de la víctima que aleja tal 
ilicitud, que es inherente al propio acto en sí mismo 
ofensivo. 
 
Sería más apropiado que hubiera sido utilizado 
el término “ofensivo”, porque la propia Directiva 
reconoce que ni el rechazo ni la sumisión a la conducta 
acosadora podrán ser utilizados para tomar una decisión 
que afecte al sujeto pasivo del acoso, admitiendo, por 
lo tanto, que tanto el carácter subjetivo (indeseado) 
como el carácter objetivo (gravedad) deben ser 
evaluados en la delimitación conceptual de las 
conductas acosadoras. 
 
En otras palabras, y de conformidad con lo 
dispuesto en la Directiva 76/207/CEE, la víctima puede 
rechazar la conducta acosadora sin que ella sea 
                                                 
14 LOUSADA AROCHENA, J. F. El acoso moral..., op. cit., p. 64. 
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considerada grave si se analiza desde el punto de vista 
del elemento objetivo. Del mismo modo que la víctima 
podrá someterse a la conducta acosadora sin que ello 
sea suficiente para determinar su aceptación. 
 
Prefiero entender, atendiendo a un criterio más 
razonable de interpretación en materia de acoso 
laboral, que la Directiva quiere establecer la 
posibilidad de constituir conductas de hostigamiento 
sexual tanto las indeseadas como las graves, sin que 
sea necesaria la presencia conjunta de los dos 
requisitos para la configuración del ilícito laboral. 
 
El carácter indeseado de la conducta acosadora 
debe ser interpretado en el ámbito laboral con cuidado, 
para no constituir fuente de excesos, ni servir de 
instrumento para la violación de la dignidad y de la 
igualdad del trabajador. Se debe tener siempre presente 
la posición de subordinación que el trabajador asume en 
la relación laboral y que origina, en la mayoría de 
ocasiones, el temor reverencial a exteriorizar el 
carácter indeseado del acoso sexual en el trabajo. 
 
Por esa razón, entiendo que el propósito de la 
nueva redacción del art. 2.2 de la Directiva 76/207/CEE 
es establecer la posibilidad de análisis tanto del 
elemento subjetivo (indeseado) como del elemento 
objetivo (gravedad) en la configuración del acoso. No 
se pretende privilegiar el carácter indeseado en 
detrimento del elemento objetivo, sino permitir un 
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análisis alternativo de los dos elementos en el caso 
concreto.  
 
La normativa comunitaria citada determina, 
incluso, en la segunda parte del art. 2.3, una 
presunción iuris tantum en beneficio de la víctima en 
el sentido de que, si la conducta no ha sido aceptada 
expresamente por el sujeto pasivo, hay acoso sexual, 
siempre que ella sea grave desde el punto de vista 
objetivo, lo que será determinado teniendo en cuenta 
las circunstancias concurrentes en cada caso concreto, 
los valores jurídico-positivos establecidos en el 
ordenamiento jurídico de cada Estado miembro, la 
creación de un ambiente laboral intimidatorio, hostil o 
humillante o la alteración del equilibrio psicológico 
de la víctima. 
 
En otros términos, lo que se debe analizar, en 
primer lugar, es si la conducta ha sido o no aceptada 
expresamente por el sujeto pasivo. No habiendo 
aceptación expresa de la víctima, se debe pasar al 
análisis del segundo elemento que es la gravedad, 
considerándose graves las conductas que no cumplan los 
valores jurídico-positivos fijados en los ordenamientos 
jurídicos, las que afectan el equilibrio psicológico de 
la víctima, causando un daño a su dignidad o las que 
generan un ambiente de trabajo inadecuado a la 
prestación de la actividad laboral. 
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Esto no significa que se esté exigiendo la 
presencia conjunta del elemento subjetivo (indeseado) y 
del elemento objetivo (gravedad), sino que, no contando 
con la aceptación expresa del sujeto pasivo, se debe 
analizar, en el caso concreto, sólo la gravedad, porque 
el carácter indeseado ya se presume de la ausencia de 
aceptación expresa, que sólo se verifica cuando los 
actos de consentimiento o de tolerancia de la víctima 
nacen de la libre asunción de la relación y no de otras 
causas diferentes como los usos sociales o las reglas 
de la buena educación. 
 
Esto es así porque el objetivo de la protección 
del acoso sexual laboral, incluso, en el ámbito 
comunitario, no es la creación de un ambiente frío y 
ajeno a la consideración personal de la prestación 
laboral, principalmente, desde el punto de vista del 
trabajador. Sino la creación de un entorno laboral en 
el que el trabajador pueda desarrollar la prestación 
laboral libre de amenazas a su derecho a la intimidad y 
a la consideración debida a su dignidad. 
 
Otra ventaja del concepto comunitario de acoso 
sexual de la Directiva 76/207/CEE es que en él se 
confiere importancia a los efectos que las conductas 
acosadoras producen y que se manifiestan a través de 
una violación de la dignidad de la persona afectada, 
porque cuando se utiliza la expresión “en particular, 
cuando se crea un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo” el legislador 
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comunitario permite considerar como acoso sexual tanto 
las conductas acosadoras que afectan el equilibrio 
psicológico de la víctima como las conductas que no 
causan daño a la salud de la persona afectada, pero 
crean un ambiente laboral hostil, humillante, 
degradante u ofensivo. 
 
Además cuando se privilegia la dignidad y la 
dimensión ambiental del acoso sexual, se abre paso para 
considerar como hostigamiento sexual un sólo acto, 
siempre que sea de tal intensidad como para generar el 
efecto tipificado en la Directiva15, es decir, un 
ambiente laboral incómodo e inadecuado a la prestación 
laboral. 
 
3) El concepto de acoso sexual en el trabajo en 
España 
 
A) El concepto del acoso sexual en el ET 
 
La disposición que trata el acoso sexual en el 
ámbito laboral es el art. 4.2.e) ET que asegura al 
trabajador el derecho al respeto de su intimidad y la 
consideración debida a su dignidad, quedando 
comprendida en estos derechos la protección frente a 
ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual. 
 
El tratamiento legal del tema deja sin precisar 
el concepto de acoso sexual laboral y los requisitos 
                                                 
15 MOLINA NAVARRETE, C. Las nuevas..., op. cit., p. 158. 
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necesarios para su configuración, lo que plantea 
problemas con relación a la conducta, a los bienes 
jurídicos protegidos, a los sujetos, a la sanción legal 
y a los mecanismos de defensa frente a los actos de 
acoso sexual laboral. 
 
A pesar de esta vaguedad conceptual16, lo que 
deja claro el ET es que la conducta típica de acoso 
sexual laboral puede consistir, tanto en ofensas 
verbales como en ofensas físicas, siempre que sea 
posible reconocer en ellas el contenido sexual. 
 
La utilización del término "ofensas verbales o 
físicas" genera un problema, porque la norma deja fuera 
de su ámbito los comportamientos que no son ni ofensas 
físicas ni verbales, pero que pueden ser caracterizados 
como actos de acoso sexual laboral, como el clásico 
ejemplo de las imágenes pornográficas17 que, al ser 
fijadas en el ambiente de trabajo, afectan la intimidad 
y la dignidad del trabajador al generar un entorno 
                                                 
16 PÉREZ DEL RÍO, T. El acoso sexual en el trabajo: su sanción en 
el orden social. En Relaciones Laborales, Tomo II, 1990, p. 183; 
LAIZABAL SAIZAR. O. El acoso sexual en la STC 224/1999.  En 
Revista de Derecho Social, núm. 11, 2000, p. 127; DÍAZ DESCALZO, 
M. C. El acoso sexual en el trabajo. En AA VV (Coord. RUIZ PÉREZ, 
E.). Mujer y trabajo. Albacete, Bomarzo, 2003, p. 184; FERNÁNDEZ 
MARCOS, L. El acoso sexual en el trabajo. A propósito de las 
Sentencias del Tribunal Constitucional 136/2001 y 207/2001. En AA 
VV ( Coords. BORRAJO DA CRUZ, E.; RAMÍREZ MARTÍNEZ, J. M.; SALA 
FRANCO, T.). Derecho vivo del Trabajo y Constitución. Estudios en 
Homenaje al Profesor Doctor Fernando Suárez González. Madrid, La 
Ley, 2004, p. 46. 
17 PÉREZ DEL RIO, T. El acoso sexual..., op. cit., p. 183; LOUSADA 
AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 100; DIAZ DESCALZO, M. 
C. El acoso sexual...,  op. cit., p. 184. 
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humillante o degradante para el desarrollo de la 
prestación laboral.  
 
Sería más apropiado adoptar el término 
conducta, como lo hace el art. 1 de la Recomendación 
92/131/CEE, puesto que tal expresión es más amplia y 
permite incluir en el concepto de acoso sexual en el 
trabajo los demás comportamientos basados en el sexo y 
que, aun no teniendo cabida en el término ofensas 
verbales o físicas, supongan una violación a la 
intimidad y a la dignidad del trabajador por el hecho 
de tener contenido sexual18. 
 
A pesar de que del art. 4.2.e) ET no se pueda 
decir que comprenda cualquier comportamiento humano 
violador de la intimidad y de la dignidad, como mínimo 
las “ofensas verbales o físicas” a que se refiere deben 
tener contenido sexual para constituir acoso sexual 
laboral. 
 
El término sexual, empleado por el legislador 
en el ET, se utiliza no en el sentido de género, sino 
en el sentido de satisfacción de carácter carnal19. Esto 
se deduce del hecho de que el ET trata la 
discriminación sexual (art. 4.2.c.) y el hostigamiento 
sexual (art. 4.2.e.) en apartados distintos, 
                                                 
18 PÉREZ DEL RÍO, T.; FERNÁNDEZ LÓPEZ, F.; DEL REY GUANTER, S. 
Discriminación e igualdad en la negociación colectiva. Madrid, 
Instituto de la Mujer, 1993, p. 261.   
19 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit.,  p. 103. 
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apareciendo este último como una violación a la 
dignidad e intimidad del trabajador. 
 
El precepto legal no lo deja claro, pero el 
requerimiento de satisfacción carnal debe ser causante 
de una violación de la intimidad y de la dignidad del 
trabajador. Es decir debe existir un nexo causal entre 
el requerimiento humano de satisfacción carnal (la 
conducta) y la violación del derecho básico del 
trabajador20. 
 
O dicho de otra manera la violación del derecho 
básico del trabajador a la intimidad y a la 
consideración debida de su dignidad debe ser 
consecuencia del comportamiento humano destinado a la 
satisfacción carnal. 
 
A pesar de las imprecisiones del ET, el 
concepto legal no está del todo mal, aunque presenta 
algunos inconvenientes como el de no clarificar los 
comportamientos humanos que pueden configurar acoso 
sexual laboral, así como el de considerar que la 
infracción laboral analizada sólo viola el derecho a la 
intimidad y a la consideración debida a la dignidad del 
trabajador. 
 
En verdad, el acoso sexual en el seno laboral 
afecta, como se verá, además del derecho a la intimidad 
                                                 
20 STC 136/2001, BOE de 18 de junio de 2001 (BOE de 17 de julio). 
 270  
La delimitación conceptual del acoso sexual en el trabajo 
y a la consideración debida a la dignidad del 
trabajador, el principio de igualdad y no 
discriminación, el derecho a la salud y el derecho al 
trabajo. 
 
El rasgo más importante del art. 4.2.e) ET es 
que la referencia legal al acoso sexual es lo 
suficientemente amplia como para incluir tanto las 
conductas acosadoras indeseadas, como las que son 
graves, aunque la víctima no haya manifestado su 
rechazo, por cuanto el ET no menciona el componente 
coactivo o antijurídico del acoso sexual. 
 
B) El concepto judicial de acoso sexual 
 
B.1) La doctrina judicial sobre el concepto 
de acoso sexual 
 
 
El ordenamiento laboral interno, a pesar de 
considerar la protección frente a las conductas 
acosadoras como un derecho del trabajador en la 
relación laboral (art. 4.2.e) ET), carece de un 
concepto legal de acoso sexual, lo que ha hecho que los 
TSJ, partiendo del análisis de la normativa comunitaria 
que ha tratado el asunto y de la extrema variedad de 
supuestos sometidos a su apreciación, haya elaborado un 
concepto propio de lo que considera como hostigamiento 
sexual en las relaciones laborales. 
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Según la doctrina judicial de los TSJ21, la 
caracterización del hostigamiento sexual en el trabajo 
depende, en primero lugar, de la existencia de un acto 
inicial de claro contenido sexual o libidinoso, que no 
puede ser un comportamiento amistoso o actitud amorosa, 
porque dichos actos no llevan consigo situaciones 
vejatorias u ofensivas, sino al contrario expresiones 
de afecto o intimidad perfectamente admisibles en el 
seno de la unidad productiva. 
 
Las conductas de acoso sexual presentan un 
claro contenido sexual o libidinoso cuando su finalidad 
es satisfacer los instintos carnales del agresor, lo 
que exige que tales conductas revelen un cierto grado 
de promiscuidad22, que se considera existente cuando los 
comportamientos acosadores generan situaciones 
objetivamente vejatorias u ofensivas, que atentan 
contra la intimidad de la víctima23. 
 
Además de este elemento objetivo de las 
conductas acosadoras como atentatorias a la intimidad 
                                                 
21 STSJ de Murcia de 16 de marzo de 1998 (AS 948); STSJ de Murcia 
de 6 de abril de 1998 (AS 2255); STSJ Andalucía, Málaga, de 9 de 
octubre de 1998 (AS 7758); STSJ Galicia de 31 de enero de 2002 (AS 
11).  
22 STSJ Murcia de 6 de abril de 1998 (AS 2255). 
23 Son ejemplos de actos de contenidos sexual: agarrar la víctima 
por las nalgas y se restregar con ella (STSJ Comunidad Valenciana 
de 23 de abril de 1999-AS 5809), la proposición de prácticas 
sexuales (STSJ de Castilla-La Mancha de 5 de octubre de 1992-AS 
5288), las insinuaciones y observaciones sobre el grado de 
satisfacción sexual que el acosador puede proporcionar a las 
víctimas y los comentarios sobre como serían las relaciones 
sexuales de la acosada con su novio a otros trabajadores de la 
empresa (STSJ Cataluña de 20 de mayo de 2004-JUR 193122). 
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de la víctima, se exige también un elemento subjetivo 
para la caracterización del ilícito laboral, que se 
considera existente cuando la persona afectada 
manifiesta de forma clara su negativa (rechazo) al 
mantenimiento de la situación de acoso sexual, lo que, 
en otras palabras, significa que la víctima debe 
manifestar el carácter indeseado de las conductas 
acosadoras. 
 
De conformidad con la doctrina judicial, el 
elemento objetivo de las conductas acosadoras, es 
decir, su naturaleza sexual, hace que la víctima 
resulte obligada a reaccionar de inmediato y de forma 
adecuada (elemento subjetivo), ya sea denunciando las 
conductas acosadoras a la persona encargada de adoptar 
las medidas disciplinarias, ya sea planteando una 
resolución contractual, o a través de los medios que 
estime oportunos y a su alcance (denuncia o querella 
criminal, ante la Inspección de Trabajo, ante el Comité 
de Empresa o ante el sindicato).  
 
Resulta, por ello, difícilmente defendible que 
la víctima admita y sobrelleve la situación de acoso 
sexual y continúe en el trabajo, haciendo partícipe de 
su incomodidad sólo a algunas compañeras de trabajo, 
porque esta reacción no es la adecuada y exigible a una 
persona que dice encontrarse en un entorno laboral 
hostil, intimidatorio y humillante24. 
                                                 
24 STSJ Galicia de 9 de febrero de 1995 (AS 587); STSJ de Murcia de 
16 de marzo de 1998 (AS 948); STSJ de Murcia de 6 de abril de 1998 
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Dicho de otra manera, la intimidación que el 
hostigamiento sexual supone y que deriva objetivamente 
del carácter vejatorio y humillante de las conductas 
acosadoras hace necesario para su caracterización una 
reacción inmediata y adecuada de la víctima. Es decir, 
que ella manifieste el carácter no deseado de las 
conductas acosadoras, ya que se siente lesionada en sus 
derechos fundamentales, “cuya íntima relación con los 
derechos naturales es patente”25.  
 
Así pues, la víctima no puede alegar 
desconocimiento respecto a las medidas que debería 
adoptar para la defensa de tales derechos, porque 
cualquier persona en edad adulta sabe sobradamente “qué 
conductas son simplemente manifestaciones amistosas y cuáles 
atentan velada o directamente a su intimidad sexual y cuál 
debe ser su reacción ante actos que afectan a su dignidad de 
persona o su intimidad”26. 
 
Aunque no de manera expresa, los Tribunales27 
exigen para la caracterización del acoso sexual en el 
trabajo la repetición de los actos hostigadores, lo que 
se deduce del hecho de que el hostigamiento sexual 
supone una situación de persecución sexual28 que sólo 
                                                                                                                                      
(AS 2255); STSJ Andalucía, Málaga, de 9 de octubre de 1998 (AS 
7758). 
25 STSJ Galicia de 9 de febrero de 1995 (AS 587). 
26 Ibídem. 
27 STSJ de Murcia de 16 de marzo de 1998 (AS 948); STSJ de Murcia 
de 6 de abril de 1998 (AS 2255); STSJ Andalucía, Málaga, de 9 de 
octubre de 1998(AS 7758). 
28 STSJ Galicia de 9 de febrero de 1995 (AS 587). 
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puede ser generada por una sucesión de actos 
acosadores29. 
 
En definitiva, y según la reiterada doctrina 
judicial de los TSJ, la delimitación conceptual del 
hostigamiento sexual en el trabajo exige la presencia 
conjunta del elemento objetivo, que denota la gravedad 
de los comportamientos de naturaleza sexual, y del 
elemento subjetivo, que exige una reacción adecuada e 
inmediata de la víctima capaz de demostrar el carácter 
indeseado de las conductas hostigadoras30. 
                                                 
29 No obstante, la STSJ Castilla-La Mancha de 5 de octubre de 1992 
(AS 5288) reconoce como constitutiva de acoso sexual en el trabajo 
una única conducta acosadora, por medio de la cual el acosador 
propone a una trabajadoras encargada de la limpieza una 
masturbación recíproca. La trabajadora acosada denuncia el hecho a 
la empresa que despide disciplinariamente el acosador. 
En el mismo sentido, la STSJ Comunidad Valenciana de 7 de abril de 
2004 (AS 1796) que, al analizar un recurso de suplicación, 
interpuesto por un trabajador contra la sentencia de instancia que 
estima procedente su despido, llevado a cabo bajo la alegación de 
acoso sexual ambiental, entiende que el acoso sexual de 
intercambio raramente requerirá la concurrencia de comportamientos 
repetitivos y continuados. En cambio, la caracterización del acoso 
sexual ambiental requiere, a priori, una situación de permanencia 
o de continuidad, que son necesarias para hacer que el ambiente 
laboral se convierta en un medio intimidatorio u hostil para la 
víctima, aunque la configuración de dicho ilícito laboral se 
materialice con un sólo acto.   
30 En este sentido, vid. textualmente la STSJ Galicia de 31 de 
enero de 2002 (AS 11), según la cual el acoso sexual en el trabajo 
constituye “la conducta de perseguir o fatigar a una persona 
ocasionándole molestias y trabajos mediante propuestas de 
naturaleza sexual que resultan ofensivas para la víctima, siendo 
necesarias la concurrencia de dos elementos esenciales para 
afirmar la existencia de acoso sexual, en primer lugar, que se 
demuestre la concurrencia de una manifestación de claro contenido 
sexual o libidinoso, ya sea de forma física o de palabra, directa 
o a través de insinuaciones que claramente persigan aquella 
finalidad, y, por otra parte, una negativa clara y terminante por 
parte de la persona afectada, al mantenimiento de dicha situación, 
a través de actos que pongan de relieve el rechazo total y 
absoluto a la actitud del sujeto activo”.  
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B.2) El concepto de acoso sexual en la STC 
224/1999, de 13 de diciembre 
 
 
En el ámbito judicial, el acoso sexual laboral 
recobra importancia con la STC 224/1999, de 13 de 
diciembre que constituye el primer pronunciamiento del 
TC al respecto y que viene a resolver el Recurso de 
Amparo que se plantea frente a la STSJ de Galicia, de 9 
de febrero de 199531, que enjuicia un supuesto de acoso 
sexual laboral ambiental.  
 
El TSJ Galicia, partiendo del hecho que la 
víctima acepta comer en casa del empresario con su 
marido y su hija y de la invitación al empresario a 
tomar un café en su casa, entiende que la trabajadora 
agredida no reaccionó inmediatamente y de forma 
adecuada frente a las conductas acosadoras de las que 
ha sido víctima, lo que demuestra la no violación a sus 
derechos fundamentales y, por consiguiente, la 
inexistencia de hostigamiento sexual en el trabajo, por 
cuanto, aunque en el caso analizado está presente el 
elemento objetivo (la gravedad), el elemento subjetivo 
(el indeseado) se halla ausente. 
 
En otras palabras, el TSJ Galicia entiende que 
objetivamente ha existido acoso sexual, puesto que se 
verifican conductas de naturaleza sexual manifestadas 
bajo la forma de constantes y reiteradas alusiones de 
                                                 
31 AS 587. 
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contenido sexual, referentes al físico de la víctima y 
relación con su vestimenta y su vida matrimonial, así 
como aproximaciones físicas o rozamientos, pero que 
bajo la perspectiva subjetiva inexiste acoso sexual, 
pues la reacción de la víctima no fue inmediata y 
adecuada para demostrar su insatisfacción, es decir, su 
rechazo hacía las conductas acosadoras. 
 
Partiendo de los hechos considerados probados, 
la STC 224/1999, de 13 de diciembre introduce 
innovaciones, principalmente, en lo que se refiere al 
análisis del elemento antijurídico o coactivo (aspecto 
objetivo y subjetivo de la configuración de las 
conductas acosadoras), porque genera un elemento 
coactivo o antijurídico mixto32, es decir, ni puramente 
subjetivo, ni puramente objetivo. 
 
El TC establece que la gravedad exigida para la 
configuración del acoso sexual laboral ambiental debe 
ser objetivamente considerada, esto es, debe ser 
evaluada teniéndose en cuenta la repercusión negativa 
que el hostigamiento sexual crea para el ambiente 
laboral de la víctima y las circunstancias concurrentes 
en cada caso concreto, visto que, en este tipo de acoso 
sexual laboral, no hay una repercusión negativa sobre 
una concreta condición de trabajo de la víctima o una 
explícita discriminación en las condiciones de trabajo. 
 
                                                 
32 LAIZABAL SAIZAR, O. El acoso sexual...,  op. cit., p. 122. 
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En cuanto a las circunstancias concurrentes, la 
sentencia del TC, en el apartado tercero, fija algunas 
que merecen ser analizadas en el caso concreto para la 
verificación de existencia de la gravedad (elemento 
objetivo). Estas son: "(...) la intensidad de la conducta 
acosadora, su reiteración, si se han producido contactos 
corporales humillantes o sólo un amago o quedó en licencias 
o excesos verbales y si el comportamiento ha afectado el 
cumplimiento de la prestación laboral (...)" 
 
No obstante, el pronunciamiento del TC reconoce 
también un criterio subjetivo para el examen del 
elemento objetivo (la gravedad) que es la consideración 
de la sensibilidad de la víctima de la agresión 
libidinosa y los efectos sobre su equilibrio 
psicológico33. 
 
Respecto al indeseado (elemento subjetivo) de 
la conducta la sentencia establece que es necesario 
tener en cuenta su consideración en la caracterización 
del acoso sexual ambiental laboral. Este planteamiento 
es susceptible de crítica, puesto que no se establece 
de modo expreso una presunción iuris tantum en 
beneficio de la víctima, en el sentido de que, no 
habiendo aceptación (consentimiento) claro 
(inequívoco), el acto es indeseado34, ya que el 
consentimiento o la tolerancia de la conducta acosadora 
                                                 
33 LOUSADA AROCHENA, J. F. El concepto de acoso sexual laboral 
según la sentencia de 13 de diciembre de 1999 del Tribunal 
Constitucional. En Relaciones Laborales, núm. 3, 2000, p. 77. 
34 LAIZABAL SAIZAR, O. El acoso sexual...,  op. cit., p.  124. 
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por la víctima, sólo  deben ser considerados para 
excluir la ilicitud laboral de los actos de acoso 
sexual, cuando nacen de la libre asunción de la 
relación y no de otras causas diferentes como los usos 
sociales o las manifestaciones de una mutua amistad 
subyacente a la relación laboral35. 
 
La fijación por el TC de una presunción iuris 
tantum en beneficio de la víctima de acoso sexual 
laboral, en el sentido de considerar no deseadas todas 
las conductas que no fueron aceptadas expresamente, 
resolvería un gran problema para la víctima de acoso en 
lo que se refiere a la prueba, ya que establecería una 
inversión en la carga de la prueba, correspondiendo al 
empresario probar que su conducta fue aceptada 
expresamente por la víctima. 
 
Además, esta inversión del onus probandi  
funcionaría como una manera de garantizar el principio 
de la igualdad real, fijado en el art. 9.2 CE, porque 
el trabajador como parte más débil en la relación 
laboral casi siempre tiene miedo de manifestar el 
carácter no deseado de la conducta acosadora. Tal 
presunción establecería un mayor equilibrio entre 
empresario y trabajador en la relación laboral. 
 
Aunque dicha presunción no tenga reconocimiento 
expreso, el TC realiza un gran avance al admitir que la 
                                                 
35 LOUSADA AROCHENA, J. F. El concepto de acoso sexual laboral..., 
op. cit., p. 79. 
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existencia de indicios racionales indicando el carácter 
no deseado de la conducta, hace recaer sobre el 
empresario la carga de probar que su comportamiento fue 
alentado, consentido o al menos tolerado por la 
trabajadora. 
 
Lo más importante de la STC 224/1999, de 13 de 
diciembre en relación con el elemento indeseado es 
reconocer que deben ser rechazados los razonamientos 
judiciales, según los cuales se impone a la víctima la 
carga de reaccionar con carácter inmediato y con una 
contundencia incompatible con la interpretación 
predicada por la Recomendación 92/131/CEE, bastando con 
que la víctima demuestre una señal del carácter no 
querido de la conducta36. 
 
El TC reconoce como indicios racionales de 
existencia del carácter no deseado de la conducta 
acosadora la reacción airada de la víctima frente a los 
primeros avances del ofensor, su manifestación de 
incomodidad y desagrado indicada, en el caso concreto, 
por la comunicación de lo sucedido a las compañeras de 
su anterior empresa y a un amigo del propio empresario, 
la solicitación de auxilio al Servicio de información y 
asesoramiento de los derechos de la mujer dependiente 
                                                 
36 Vid.: STSJ Cataluña de 6 de junio de 2001 (AS 1661); STSJ Madrid 
de 26 de noviembre de 2003 (AS 1344); STSJ Madrid de 18 de mayo de 
2004 (AS 2430); STSJ Cataluña de 20 de mayo de 2004 (JUR 193122). 
Estas sentencias, aplicando la Jurisprudencia del TC sobre el 
elemento indeseado de las conductas acosadoras, no exigen una 
reacción inmediata y contudente de la víctima para la 
caracterización del hostigamiento sexual. 
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del Concello de Vigo para recabar asesoramiento médico 
y jurídico sobre la persecución de la que se creía 
víctima y el planteamiento de reclamación judicial tres 
meses después de iniciada la relación de trabajo. 
 
Sobre el elemento coactivo de las conductas 
acosadoras el TC se pronuncia, diciendo que: 
 
"(...)En resumen, pues, para que exista un acoso 
sexual ambiental constitucionalmente recusable ha 
de exteriorizarse, en primer lugar, una conducta 
de tal talante por medio de un comportamiento 
físico o verbal manifestado, en actos, gestos o 
palabras, comportamiento que además se perciba 
como indeseado e indeseable por su víctima o 
destinataria, y que, finalmente, sea grave, capaz 
de crear un clima radicalmente odioso e ingrato, 
gravedad que se erige en elemento importante del 
concepto." 
 
Aunque en el resumen hecho por el TC se 
mencione el elemento indeseado y la gravedad como 
requisitos para la existencia de la ilicitud laboral, 
las innovaciones de la STC 224/1999, de 13 de diciembre 
en lo que se refiere al análisis del elemento coactivo 
o antijurídico son: a) la forma por medio de la cual la 
gravedad es analizada, puesto que se incluye en su 
examen criterios subjetivos relativos a la 
consideración de los efectos que la conducta acosadora 
produce sobre el equilibrio psicológico de la víctima, 
y b) el hecho de que el elemento indeseado debe ser 
examinado bajo la existencia de indicios del carácter 
no deseado de la conducta, sin que quepa imputar a la 
víctima la carga de probar la reacción inmediata y 
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contundente que es incompatible con la subordinación 
inherente a la relación laboral.  
 
Dichas consideraciones suponen una ruptura en 
el paradigma de análisis que se venía haciendo hasta 
ese momento del elemento coactivo o antijurídico, 
porque hasta la referida sentencia constitucional los 
Tribunales hacían un análisis simplemente purista del 
elemento objetivo (la gravedad) y del elemento 
subjetivo (lo indeseado), exigiéndose la presencia de 
los dos para la caracterización del acoso sexual 
laboral. 
 
En este sentido los TSJ entendían que, aunque 
las conductas acosadoras pudieran ser consideradas 
objetivamente como acoso sexual, se hacía necesaria la 
reacción inmediata de la víctima para la 
caracterización del ilícito laboral37. 
 
El TC no admite de modo expreso la 
prescindibilidad de la concurrencia de los dos 
elementos para la configuración del ilícito laboral, 
pero la doctrina científica38 entiende que el análisis 
de la gravedad (elemento objetivo) bajo la perspectiva 
subjetiva alcanza resultados semejantes a la aplicación 
                                                 
37 STSJ Baleares de 22 de diciembre de 1997 (AS 4678); STSJ Murcia 
de 16 de marzo de 1998 (AS 948); STSJ Murcia de 6 de abril de 1998 
(AS 2255); STSJ Málaga de 9 de octubre de 1998 (AS 7758).  
38 LOUSADA AROCHENA, J. F. El concepto de acoso sexual laboral..., 
op. cit., pp. 75 y ss. 
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alternativa del elemento objetivo y del elemento 
subjetivo (indeseado). 
 
Lo que hace la STC 224/1999, de 13 de diciembre 
es analizar de manera exhaustiva la gravedad (elemento 
objetivo), introduciendo como uno de los criterios para 
su verificación un componente subjetivo que es la 
repercusión sobre el equilibrio psicológico de la 
víctima. Y, sin embargo, se limita a analizar la 
existencia de indicios del carácter indeseado de la 
conducta acosadora sin fijar criterios para la 
consideración de la existencia del elemento subjetivo. 
 
De esto resulta que, en primer lugar, debe ser 
analizada la existencia de aceptación expresa de la 
conducta acosadora. Si no hay manifestación expresa de 
aceptación de la conducta acosadora y están presentes 
indicios racionales del carácter no deseado de la 
conducta es porque ella es indeseada, debiendo, por lo 
tanto, ser analizado el requisito de la gravedad, que 
se erige en elemento importante del concepto 
constitucional39 y debe ser evaluado teniendo en cuenta: 
 
a) la repercusión negativa que la conducta 
acosadora crea para el ambiente laboral de la víctima; 
 
b) las circunstancias concurrentes en cada caso 
concreto: la intensidad de la conducta acosadora, su 
                                                 
39 FERNÁNDEZ MARCOS, L. El acoso sexual..., op. cit., p. 54. 
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reiteración, la existencia de contactos corporales 
humillantes, si el comportamiento ha afectado al 
cumplimiento de la prestación laboral y los efectos 
sobre el equilibrio psicológico de la víctima. Estas 
circunstancias concurrentes, aunque hayan sido fijadas 
en un supuesto de acoso sexual ambiental laboral, 
sirven también como criterios para analizar la gravedad 
en los casos de chantaje sexual. Pero a estas 
circunstancias concurrentes debe ser añadida, en los 
casos de acoso sexual de intercambio, la que se refiere 
a las consecuencias que la conducta acosadora produce o 
puede producir sobre las relaciones laborales de la 
víctima. 
 
Por último, conviene señalar que el TC en la 
STC 224/1999, de 13 de diciembre determina el alcance 
del término " ofensas ", utilizado por el ET en el art. 
4.2. e), considerando como acoso sexual laboral las 
conductas consistentes en comportamientos físicos o 
verbales manifestados, en actos, gestos o palabras. 
 
4) Propuesta de un concepto de acoso sexual en 
el trabajo 
 
Ante todo lo expuesto, y teniendo en cuenta 
principalmente las innovaciones introducidas por la STC 
224/1999, de 13 de diciembre y por la Directiva 
2002/73/CE, es posible decir que el hostigamiento 
sexual en el trabajo consiste en los comportamientos 
humanos físicos, verbales o gestuales, practicados por 
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superiores jerárquicos, compañeros de trabajo o 
personas ajenas a la empresa, cuya finalidad es la 
satisfacción carnal del agresor y que tiene como 
consecuencia la violación de la dignidad de la mujer y 
del hombre en el trabajo. 
 
Puestas así las cosas, los elementos esenciales 
del concepto general de acoso sexual en el trabajo son 
los comportamientos humanos de naturaleza física, 
verbal o gestual, el contenido sexual, consistente en 
la satisfacción carnal y la violación de derechos 
básicos del trabajador (dignidad e intimidad). 
 
El principal problema que se plantea en la 
formulación del concepto de acoso sexual es el relativo 
al componente coactivo de las conductas de 
hostigamiento, el indeseado y el ofensivo, por cuanto 
la evaluación de dichos elementos puede ser hecha o de 
forma acumulativa o alternativa.  
 
Sin embargo, el concepto propuesto es amplio y, 
siguiendo la tendencia del ET, da cobertura a todas las 
conductas de naturaleza sexual que tienen lugar en el 
ambiente de trabajo, tanto las indeseadas, es decir, 
las que fueron rechazadas de forma adecuada por la 
víctima, como las que siendo graves no fueron 
adecuadamente rechazadas por la persona afectada. 
 
Se pone de relieve en el concepto propuesto el 
contenido sexual de las conductas acosadoras, es decir, 
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la naturaleza de satisfacción carnal de dichas 
conductas, porque, siguiendo la línea de la Resolución 
90/C y de la Recomendación 92/131/CEE, sólo en 
determinadas circunstancias los comportamientos 
hostigadores violan el principio de igualdad de trato. 
 
Respecto a los bienes jurídicos, el concepto 
esbozado pone de manifiesto, siguiendo la pauta del 
art. 2.2, de la nueva redacción de la Directiva 
76/207/CEE, que las conductas hostigadoras conculcan la 
dignidad de la persona trabajadora, visto que la 
“dignidad” como bien jurídico asume la función de 
elemento ético y axiológico esencial de los demás 
derechos reconocidos en la CE y en la legislación 
infraconstitucional. 
 
Lo que se pretende señalar es que, 
independientemente del componente coactivo (elemento 
indeseado y ofensivo), existe una conducta general de 
acoso sexual que viola la dignidad de la víctima y, por 
consiguiente, perjudica la prestación de la actividad 
laboral, por cuanto se destina a satisfacer intereses 
ajenos a los legítimos intereses productivos. 
 
En otras palabras, la naturaleza sexual de los 
comportamientos hostigadores por sí sola confiere a 
dichos comportamientos la ilicitud necesaria para la 
caracterización de la infracción laboral sin que sea 
necesario, en un primero momento, acudir al elemento 
coactivo. 
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5) El componente coactivo del acoso sexual en 
el trabajo 
 
 
No ha sido objeto de análisis en el concepto 
formulado anteriormente el carácter indeseado u 
ofensivo de la conducta violadora de la dignidad de la 
mujer y del hombre en el trabajo. Ello obedece a dos 
razones. 
 
La primera, porque entiendo que el componente 
coactivo40 del acoso sexual laboral debe ser estudiado 
partiendo de cada uno de los tipos de acoso. 
 
La segunda, porque el Código de Conducta, anexo 
a la Recomendación 92/131/CEE, al establecer la 
definición de acoso sexual, en su parte inicial, no se 
refiere al elemento coactivo, sino a un concepto amplio 
para sólo después añadir el elemento indeseado, 
irrazonable o ofensivo como requisito para considerar 
una conducta como ilícita. 
 
No entiendo, por tanto, que el carácter 
indeseado u ofensivo de la conducta general sea el 
determinante en la configuración de un comportamiento 
como acoso sexual laboral. Al contrario, tanto el 
carácter indeseado como el ofensivo sirven para 
determinar la imputación de consecuencias jurídicas al 
                                                 
40 DEL REY GUANTER, S. Acoso sexual y relación laboral. En 
Relaciones Laborales, Tomo I, 1993, p. 236. 
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comportamiento humano general violador de la dignidad 
de la víctima41. 
 
Son estas las razones que me llevan a analizar 
el elemento indeseado y ofensivo en un apartado 
específico, dado, además, que la determinación del 
alcance de las expresiones citadas también generan 
numerosos problemas. 
 
En la caracterización del elemento antijurídico 
en el acoso sexual laboral hay dos posibles maneras de 
enfrentar el problema42. 
 
La primera que considera el elemento 
antijurídico o coactivo bajo la perspectiva objetiva 
(estándar objetivo), así sólo se consideran 
antijurídicos los actos que socialmente y con criterios 
de razonabilidad sean atentatorios a la dignidad de la 
persona. 
 
La segunda que entiende que el elemento 
antijurídico o coactivo del acoso sexual debe partir de 
la consideración de la víctima, equiparándose a lo 
indeseado (estándar subjetivo). 
 
Tales posiciones consideradas de manera 
aislada, desde el punto de vista práctico, pueden 
                                                 
41 PÉREZ DEL RÍO, T.; FERNÁNDEZ LÓPEZ, F.; DEL REY GUANTER, S. 
Discriminación…, op. cit., p. 261.  
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causar problemas en cuanto a la consideración de la 
existencia o no del acoso sexual laboral, porque no 
siempre se verifica la presencia conjunta del estándar 
subjetivo y objetivo en un mismo caso práctico43. 
 
El hecho de que el estándar objetivo y el 
estándar subjetivo no siempre aparezcan conjuntamente 
plantea, también, problemas en la determinación del 
alcance de las expresiones "indeseado" y "ofensivo", 
                                                                                                                                      
42 LOUSADA AROCHENA, J. F. El concepto de acoso sexual laboral..., 
op. cit., p. 67.  
43 En la STSJ Galicia de 9 de febrero de 1995 (AS 587) el TSJ 
entiende que las conductas del empresario bajo la perspectiva 
objetiva pueden tipificarse dentro del marco de la agresión 
sexual, pero desde la perspectiva subjetiva no da lugar a la 
imputación de las consecuencias jurídicas atribuidas a los hechos 
violadores de derechos fundamentales del trabajador. El TSJ se 
pronuncia diciendo que: “En el supuesto de autos puede entenderse  
que ha concurrido dicho acto inicial, pues efectivamente, y según 
se recoge en los hechos probados, las aproximaciones físicas del 
empresario a la trabajadora y sus reiteradas manifestaciones 
verbales directas, referidas a cuestiones  de sexo, configuran 
desde un punto de vista objetivo una conducta que puede resultar 
atentatoria a la libertad sexual e intimidad de la mujer. 
Pero sentado lo que antecede, ha de exigirse también la 
concurrencia del segundo elemento esencial, cual es la negativa 
clara, terminante e inmediata por parte de la mujer afectada, al 
mantenimiento de dicha situación, a través de actos que pongan de 
relieve el rechazo total y absoluto a la actitud del empresario, 
pues en caso contrario, lo que para una persona puede ser 
ofensivo, para otra  pude ser simplemente incomodo y para  una 
tercera absolutamente indiferente. Y en este extremo la Sala 
entiende que la reacción de la trabajadora no es consecuente con 
su afirmación de persecución  constante e intolerable del 
empresario, por las razones que se exponen. 
(...) En definitiva y de todo lo expuesto se desprende como 
conclusión, que han existido unas conductas por parte del 
empresario que objetiva y teóricamente pudieran tipificarse dentro 
del marco de la agresión sexual, pero sin embargo  referidas  a su 
alcance respecto al sujeto pasivo cual es la trabajadora, no han 
dado lugar a que ésta se sintiese afectada, agredida o intimidada 
en su libertad sexual, ni mucho menos  en su dignidad personal y 
por ello no se ha vulnerado ningún derecho fundamental,  que exija 
reparación (…)”    
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que son utilizadas, ora como sinónimas ora como 
contrarias y excluyentes. 
 
El problema relativo a la utilización de los 
términos ofensivo e indeseado ha sido planteado también 
por la interpretación hecha de la Resolución 90/C y, 
posteriormente, por la interpretación dada a la 
Recomendación 92/131/CEE y al Código de Conducta anexo 
a ella. 
 
Por ello, para interpretar el componente 
coactivo o antijurídico desde la perspectiva objetiva y 
subjetiva es necesario determinar el alcance de las 
expresiones "indeseado"  y "ofensivo". 
 
La primera clave para aclarar las dudas sobre 
la cuestión ya ha sido analizada anteriormente y se 
refiere al hecho de que el Código de Conducta anexo a 
la Recomendación 92/131/CEE parte de un concepto 
general de acoso sexual laboral, para sólo después 
añadir los elementos coactivos o antijurídicos del 
ilícito laboral. 
 
En cuanto a la determinación del alcance del 
término indeseado es importante partir del análisis de 
su finalidad en el propio Código, que se refiere al 
carácter no deseado de la conducta como la principal 
característica del acoso sexual laboral, diciendo que 
corresponde a la persona afectada por el ilícito 
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evaluar lo que considera aceptable y lo que considera 
ofensivo.  
 
Ciertamente, el término ha sido utilizado en el 
Código como forma de evitar todo tipo de equívoco que 
pueda surgir con respecto a la evaluación de una 
determinada conducta del sujeto activo como 
caracterizadora de acoso sexual laboral, porque la 
manifestación del carácter no deseado de la conducta 
elimina el problema de la prueba y de su demostración44. 
 
Es posible decir, de acuerdo con lo expuesto, 
que si la víctima de acoso sexual manifiesta su rechazo 
está claro que considera el acto del acosador como 
inaceptable y ofensivo desde el punto de vista 
subjetivo. Pero la ausencia de manifestación del 
carácter no deseado no significa que el acoso sexual no 
exista. En este sentido dispone el propio Código de 
Conducta anexo a la Recomendación 92/131/CEE en el 
epígrafe titulado “recomendaciones a los empresarios”: 
 
"(...) Debería subrayarse que una característica 
distintiva del acoso sexual es que los 
trabajadores que lo padecen a menudo son reacios a 
quejarse. Por consiguiente, la ausencia de 
denuncias de acoso sexual en un establecimiento 
determinado  no significa necesariamente que tal 
acoso no existe. Puede significar que las personas 
afectadas por el acoso sexual piensen que 
denunciar no tiene objeto porque no puede hacerse 
nada al respecto, o porque no se les tomará en 
                                                 
44 DEL REY GUANTER, S. Acoso sexual..., op. cit., p. 236-237; PÉREZ 
DEL RÍO, T.; FERNÁNDEZ LÓPEZ, F.; DEL REY GUANTER, S. 
Discriminación…, op. cit., p. 263. 
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serio o se les ridiculizará, o porque temen las 
represalias. (...)". 
 
Por tanto, la manifestación del carácter 
indeseado por la víctima tiene la finalidad de aclarar 
cualquier duda sobre lo que se considera inaceptable 
desde el punto de vista subjetivo. 
 
Se puede decir, entonces, que la manifestación 
del carácter indeseado por parte de la víctima atribuye 
a la conducta del acosador el carácter de inaceptable 
(ofensivo desde el punto de vista subjetivo), 
eliminando las dudas que puedan surgir en cuanto a la 
configuración de la conducta como ofensiva o no. 
 
A título de conclusión en lo que se refiere al 
alcance del término indeseado, se puede decir que 
equivale a inaceptable por parte de la víctima de acoso 
sexual o al ofensivo subjetivo. De manera que las 
expresiones indeseado y ofensivo sólo son sinónimas si 
la utilización de la última equivale al sentido 
subjetivo, es decir, equivale al sentido de aceptación 
o no de la conducta del sujeto activo por el sujeto 
pasivo. 
 
En este sentido el Código de Conducta anexo a 
la Recomendación 92/131/CEE también establece que lo 
que distingue un acoso sexual del comportamiento 
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amistoso es que el primero es indeseado y el segundo 
aceptado y mutuo45. 
 
Determinado, inicialmente, el sentido del 
término indeseado utilizado por el Código de Conducta 
anexo a la Recomendación 92/131/CEE, como sinónima de 
ofensivo subjetivo o inaceptable, analizo, a 
continuación, el sentido de la expresión ofensivo como 
sinónima de suficientemente grave. 
 
La expresión “ofensivo” puede también ser 
utilizada como sinónima de la expresión 
“suficientemente grave” y, de hecho, es en ese sentido 
que el término suficientemente grave es utilizado por 
el Código de Conducta. 
 
Cuando el Código establece que un único 
incidente de acoso puede constituir acoso sexual si es 
lo suficientemente grave, está diciendo que basta para 
la configuración del acoso un acto aislado si es 
ofensivo desde el punto de vista objetivo, es decir, si 
de acuerdo con criterios de razonabilidad se considera 
atentatorio a la dignidad de la persona que fue víctima 
de la conducta46. 
 
Lo que el Código establece es la posibilidad de 
considerar como acoso sexual un acto que viola la 
                                                 
45 STSJ Madrid de 25 de enero de 2005 (AS 24). 
 293  
La delimitación conceptual del acoso sexual en el trabajo 
dignidad del trabajador y sus derechos fundamentales, 
teniendo en cuenta su gravedad y las circunstancias 
concurrentes, aunque nada le manifestara la víctima. No 
se trata, al contrario de lo que pudiera parecer, de un 
juicio de moralidad sino de un juicio de valores 
jurídico-positivos47. 
 
La finalidad, por tanto, del Código de Conducta 
anexo a la Recomendación 92/131/CEE es establecer que 
tanto los comportamientos humanos que fueron rechazados 
por la víctima, es decir, los que son considerados 
ofensivos desde el punto de vista subjetivo 
(indeseado), como los actos aislados o que no fueron 
rechazados de la manera adecuada, teniendo en 
consideración la relación de subordinación que se 
establece en las relaciones laborales, son considerados 
acoso sexual laboral, sin que sea necesaria la 
presencia conjunta del ofensivo desde el punto de vista 
subjetivo (indeseado) y del ofensivo desde el punto de 
vista objetivo (la gravedad).  
 
Sólo es exigida la presencia conjunta de los 
dos elementos en un excepcional supuesto, cuando exista 
una relación de pareja mutuamente aceptada que es rota 
por una de las partes48.  
 
                                                                                                                                      
46 Vid. en este sentido: STSJ Castilla-La Mancha de 5 de octubre de 
1992 (AS 5288); STSJ Comunidad Valenciana de 7 de abril de 2004 
(AS 1796). 
47 LOUSADA AROCHENA, J. F. El concepto de acoso sexual laboral..., 
op. cit., p. 68.   
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En este caso, a pesar de existir la gravedad 
(ofensivo objetivo), se exige la manifestación del 
indeseado (ofensivo subjetivo) al menos de manera 
tácita, pero de forma inequívoca, porque el ilícito 
laboral sólo se configurará cuando se verifique el 
ofensivo objetivo y el ofensivo subjetivo, visto que el 
hecho de que la víctima y el agresor hayan mantenido 
con anterioridad una relación sexual libremente 
aceptada, aunque no genera un derecho para el acosador, 
establece una presunción de aceptación de los 
requerimientos sexuales, que sólo se desvirtúa cuando 
la víctima aporta indicios del carácter indeseado de 
las conductas acosadoras49. 
 
De todo ello se deriva que la configuración de 
una conducta de  acoso sexual como ilícito laboral no 
presupone la existencia al mismo tiempo del ofensivo 
subjetivo y del ofensivo objetivo, excepto en el caso 
citado, en el que hay una relación de pareja que es 
rota por una de las partes. 
 
Pueden constituir acoso sexual laboral tanto 
las conductas sólo consideradas suficientemente graves 
(ofensivo objetivo) como las conductas que, aun sin ser 
graves, son consideradas ofensivas desde el punto de 
vista subjetivo, porque la víctima ha manifestado su 
carácter indeseado. 
                                                                                                                                      
48 Ibídem. 
49 STSJ Cataluña de 8 de mayo de 2001 (JUR 197649). 
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En los casos en los que los actos del acosador 
no son considerados graves (ofensivo objetivo), se 
impone a la víctima la carga de probar que manifestó el 
carácter indeseado (ofensivo subjetivo) de la conducta. 
 
Es imprescindible señalar que la gravedad 
atribuye al juez un cierto margen de libertad en la 
determinación de la configuración o no del acoso sexual 
laboral. 
 
En este sentido el Código de Conducta anexo a 
la Recomendación 92/131/CEE impone un límite a la 
interpretación judicial al utilizar, para la 
configuración del acoso sexual como ilícito laboral, la 
expresión irrazonable. 
 
La expresión es utilizada inmediatamente 
después de la expresión indeseada y antes de la 
expresión ofensiva (que es utilizada en el sentido de 
gravedad u ofensivo objetivo), indicando, por lo tanto, 
que la actividad del juez en la determinación del 
ofensivo objetivo debe ser hecha teniéndose en cuenta 
criterios razonables, considerados los valores 
jurídico-positivos del ordenamiento español y, 
principalmente, los derechos fundamentales que 
constituyen este ordenamiento. 
 
                                                                                                                                      
Vid. también: PÉREZ DEL RÍO, T.; FERNÁNDEZ LÓPEZ, F.; DEL REY 
GUANTER, S. Discriminación…, op. cit., p. 264. 
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El término irrazonable, utilizado por el Código 
de Conducta anexo a la Recomendación 92/131/CEE debe, 
también, ser considerado por el juez en la apreciación 
del ofensivo subjetivo con el fin de impedir que la 
extrema sensibilidad de la víctima transforme el acoso 
sexual laboral en un instrumento de realización de 
injusticia50. 
 
En mi opinión, resulta más razonable optar por 
un concepto general de acoso sexual laboral sin 
considerar, inicialmente, el ofensivo subjetivo 
(elemento indeseado de la conducta) ni el ofensivo 
objetivo (gravedad) por entender que estos elementos no 
son determinantes de la ilicitud laboral, sirviendo 
sólo para determinar las consecuencias jurídicas que de 
ella dimanan, mientras la amplitud del concepto debe 
ser considerada a efectos de no excluir del ámbito del 
ilícito laboral comportamientos que pueden ser 
considerados, desde el punto de vista general, como una 
situación de acoso sexual51. 
 
6) Los tipos de acoso sexual 
 
Analizaré en este apartado los tipos de acoso 
sexual laboral, haciendo en cada uno de ellos las 
debidas consideraciones sobre los sujetos y la 
presencia del elemento coactivo. 
 
                                                 
50 PÉREZ DEL RÍO, T.; FERNÁNDEZ LÓPEZ, F.; DEL REY GUANTER, S. 
Discriminación…, op. cit., p. 267. 
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A) El chantaje sexual 
 
El Código de Conducta anexo a la Recomendación 
92/131/CEE se refiere al acoso sexual laboral como la 
conducta de naturaleza sexual u otros comportamientos 
basados en el sexo que afectan la dignidad de la mujer 
y del hombre en el trabajo. 
 
Reconoce el  citado Código que la conducta 
acosadora puede ser utilizada para condicionar de forma 
explícita o implícita una decisión que tenga efectos 
sobre el acceso de una persona a la formación 
profesional o al empleo, sobre la continuación del 
mismo, los ascensos, los salarios o cualesquiera otras 
decisiones relativas al empleo. Se está refiriendo al 
chantaje sexual. 
 
De esta manera el chantaje sexual puede ser 
entendido como la especie de acoso sexual laboral 
realizado por compañeros de trabajo jerárquicamente 
superiores, de los que depende la víctima y ostentan 
poder de dirección, o por el empresario, directivos o 
administradores y en el que el rechazo o aceptación de 
determinada proposición se utiliza para fundamentar una 
determinada decisión relacionada con el empleo y 
condiciones de trabajo de la víctima52. 
 
                                                                                                                                      
51 DEL REY GUANTER, S. Acoso sexual..., op. cit., p. 235. 
52 PÉREZ DEL RIO, T. El acoso sexual..., op. cit., p. 184. 
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De este concepto deriva que los sujetos activos 
del chantaje sexual pueden ser las personas que 
presentan algún poder de decisión, directa o 
indirectamente, sobre las condiciones laborales de la 
víctima. Tales personas pueden ser el empresario, 
personas con poder delegados de él o trabajadores 
jerárquicamente superiores a otros53. 
 
El sujeto pasivo es el trabajador, considerando 
como tal aquella persona que voluntariamente preste sus 
servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del 
ámbito de organización y dirección de otras personas 
físicas o jurídicas, denominada empresario (art. 1.2 
del ET). Es importante destacar que tanto las mujeres 
como los hombres pueden ser sujetos pasivos del acoso 
sexual laboral, porque el sexo es considerado en el 
sentido de satisfacción carnal y no en el sentido de 
género54. 
 
Pero el hecho de ser el sujeto pasivo un 
trabajador no es determinante por sí solo de la 
existencia de chantaje sexual. Es necesario que el 
acoso sufrido esté directo o indirectamente conectado 
con su relación laboral, es decir, sea desarrollado en 
el ámbito laboral. Por lo tanto, es necesario que la 
agresión padecida por el trabajador se produzca, de una 
                                                 
53 ESCUDERO RODRÍGUEZ, R. El acoso sexual en el trabajo. En 
Relaciones Laborales, Tomo II, 1993, p. 470. 
54 PÉREZ DEL RÍO, T. entiende que sólo las mujeres pueden ser 
víctimas de acoso sexual laboral, teniéndose en consideración la 
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u otra forma, dentro del ámbito de organización y 
dirección del empresario y amenace las condiciones 
laborales de la víctima55. 
 
Con relación a la Función Pública la Ley 3/1989 
en su art. 3 introduce un nuevo párrafo en el art. 
63.156 de la LFCE de 1964 en el mismo sentido del art. 
4.2. e) ET.  
 
La finalidad de la conducta realizada por el 
sujeto activo es de mucha importancia, porque, en el 
chantaje sexual, se objetiva la satisfacción carnal del 
acosador por medio de la amenaza a la víctima de una 
determinada decisión que puede modificar sus 
condiciones laborales. Es necesario, por lo tanto, que 
haya una relación de causa y efecto, es decir, un nexo 
causal entre la finalidad deseada por el acosador y las 
amenazas de modificación de las condiciones laborales 
de la víctima.  
 
El elemento coactivo o antijurídico del 
chantaje sexual merece ser analizado con cautela. 
 
Partiendo de las premisas anteriormente 
establecidas, se puede decir que tanto el ofensivo 
                                                                                                                                      
situación de inferioridad de la mujer en el mercado de trabajo (El 
acoso sexual..., op. cit., p. 184). 
55 DEL REY GUANTER, S. Acoso sexual..., op. cit., p. 240-241. 
56 Este artículo queda con la siguiente redacción: "Asimismo, los 
funcionarios tendrán derecho al respecto de su intimidad y a la 
consideración debida a su dignidad, comprendida la protección 
frente a ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual." 
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subjetivo (indeseado) como el ofensivo objetivo 
(gravedad) deben ser consideradas en la configuración 
de una conducta como chantaje sexual. 
 
No obstante, estos criterios deben ser 
analizados de forma alternativa y teniéndose en cuenta 
las circunstancias concurrentes en cada caso concreto. 
Sólo exigiéndose la presencia conjunta de los dos en 
supuestos excepcionales que se verifican cuando entre 
el sujeto activo y el sujeto pasivo hubiese habido una 
relación de pareja, unilateralmente, rota por una de 
las partes, en contra de la voluntad de la otra, 
porque, en este caso, se establece una presunción iuris 
tantum de aceptación del comportamiento acosador, es 
decir, que tales conductas fueron consentidas o, al 
menos, toleradas por la víctima en virtud de la 
existencia de una anterior relación de pareja.  
 
Es imprescindible indicar que la intensidad de 
la conducta acosadora debe ser considerada para 
evaluar, como regla general, la gravedad (ofensivo 
objetivo). Pero, en el chantaje sexual, la gravedad 
(ofensivo objetivo) tendrá que ser medida de acuerdo 
con las consecuencias que la no aceptación al 
requerimiento de naturaleza sexual provoca en las 
condiciones laborales de la víctima, esto es, sobre el 
acceso de dicha persona a la formación profesional o al 
empleo, sobre la continuación del puesto de trabajo, 
sobre los ascensos, sobre los salarios o sobre 
cualesquiera otras decisiones relativas al empleo. 
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La intensidad del rechazo de la víctima 
(ofensivo subjetivo) y, principalmente, la forma por 
medio de la cual ella lo manifiesta debe ser apreciada 
en el ámbito laboral pero con cautela, porque debe 
considerarse la condición de inferioridad de la víctima 
en la relación laboral y, principalmente, su temor a 
que el contrato de trabajo sea extinguido, así como el 
temor de que las expectativas laborales del trabajador 
se vean frustradas.  
 
Lo que no quiere decir que no haya acoso cuando 
la víctima no lo denuncie o no lo rechace de manera 
inequívoca57, porque son varias las razones que hacen 
que la persona acosada no denuncie la existencia de 
acoso sexual. Estas son: a) no parecer exagerada; b) no 
saber cuándo se está pasando de la camaradería al 
abuso; c) la costumbre de callarse ante ofensas leves, 
incluyendo el uso cotidiano de un lenguaje que 
infantiliza y sexualiza; d) la sensación de estar 
rechazando una relación de reciprocidad, aunque se 
sepa, o intuya, que está sustentada en bases falsas; e) 
la falta de credibilidad y la búsqueda de razones 
ocultas en la denuncia de la mujer (venganza, rencor, 
cálculo) y f) el hecho de culpabilizarse la víctima por 
el acoso que está sufriendo58. 
 
                                                 
57 STSJ Galicia de 9 de febrero de 1995 (AS 587). 
58 SECRATARÍA CONFEDERAL DE LA MUJER. Guía sindical: el acoso 
sexual en el trabajo. Madrid, Secretaría Confederal de la Mujer de 
CC.OO, 2000, pp. 17-18. 
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El chantaje sexual no se agota en un único 
tipo, el expreso, sino también tiene cabida en esta 
figura el chantaje sexual implícito o tácito. Este 
último se produce cuando el trabajador nunca ha sido 
solicitado o requerido sexualmente de manera explícita, 
pero otros trabajadores de su mismo sexo, en semejantes 
circunstancias profesionales, ascienden de categoría, 
mejoran sus salarios o reciben otros beneficios por 
aceptar las condiciones de un chantaje sexual, lo que 
incita implícitamente a la víctima a su  aceptación. En 
otros, términos, en el chantaje sexual implícito no hay 
una perdida directa de derechos, lo que hay es su no 
adquisición59. 
 
B) El acoso sexual ambiental 
 
 
El acoso sexual ambiental es una especie del 
género del acoso sexual laboral, que se produce cuando 
el sujeto activo, a través de requerimientos físicos, 
verbales o gestuales de carácter libidinoso, crea un 
entorno laboral intimidatorio, hostil o humillante para 
el trabajador60. 
 
Los sujetos activos de esta especie de acoso 
sexual laboral pueden ser tanto los empresarios como 
sus directivos, pero los sujetos activos por excelencia 
                                                 
59 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho...., op. cit., p. 116. 
60 Ibídem, p. 117. 
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son los compañeros de trabajo de la víctima o terceros 
relacionados de cualquier modo con la empresa61. 
 
La posibilidad del empresario de ser sujeto 
activo de esta especie de acoso existe, ya que puede 
ocurrir que el empresario no amenace al trabajador en 
sus condiciones laborales, pero las conductas físicas, 
verbales o gestuales de connotación sexual, por sí 
solo, generen en el trabajador un miedo que impida la 
prestación laboral en un ambiente exento de hostilidad 
e intimidación. 
 
La propia relación laboral y el desequilibrio 
natural que existen entre trabajador y empresario en el 
seno de la empresa son capaces de crear un ambiente 
negativo para la prestación laboral, a través 
simplemente de la manifestación de conductas físicas, 
verbales o gestuales de naturaleza sexual sin que haya 
amenaza a una condición laboral especifica de la 
víctima, porque tales conductas producidas en el ámbito 
de la empresa generan un miedo en el sujeto pasivo que 
afecta su ambiente laboral y la prestación del trabajo. 
 
Los sujetos pasivos de este tipo de acoso son 
los trabajadores del sexo femenino o masculino. 
 
La consecuencia de la conducta del acosador es 
la repercusión negativa en el ambiente de trabajo, es 
                                                 
61 DEL REY GUANTER, S. Acoso sexual..., op. cit., p. 244. 
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decir, la creación de un ambiente laboral hostil e 
intimidatorio. Aunque el sujeto activo no pretenda 
repercutir sobre una condición laboral específica de la 
víctima, las conductas acosadoras crean una presión en 
el ambiente de trabajo que llevan a una situación 
laboral intolerable62. 
 
Debe haber entre la conducta del acosador y la 
creación de un ambiente laboral negativo un nexo 
causal, consistente en una relación de causa-efecto 
entre la primera y la segunda. En otras palabras, la 
conducta del acosador tiene que ser la causa del 
ambiente laboral hostil e intimidatorio. 
 
El elemento coactivo o antijurídico, esto es, 
la verificación de existencia en el caso concreto del 
ofensivo subjetivo (indeseado) o del ofensivo objetivo 
(gravedad) debe ser hecha de forma alternativa además 
de la consideración de las circunstancias concurrentes.  
 
La conducta del sujeto activo puede ser 
considerada ilícito laboral cuando la víctima 
manifieste su carácter indeseado de forma inequívoca o 
cuando el acosador sepa que su conducta es indeseada, 
porque es grave de acuerdo con los juicios jurídico-
positivos o teniéndose en cuenta las circunstancias 
concurrentes en el caso concreto, aunque la víctima no 
                                                 
62 Ibídem. 
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haya manifestado su rechazo o lo haya hecho de forma 
inadecuada63. 
 
Se consideran graves las conductas de acoso 
sexual ambiental que interfieran objetivamente en la 
prestación laboral del sujeto pasivo o generen la 
disminución del rendimiento medible del trabajador o el 
absentismo64. 
 
El análisis conjunto de las dos circunstancias 
sólo debe ser hecho cuando se produzca un supuesto 
excepcional, que se verifica cuando entre el sujeto 
activo y el sujeto pasivo hubiese habido una relación 
de pareja, unilateralmente rota por una de las partes. 
Esto es así porque el término ofensas utilizado por el 
Estatuto de los Trabajadores en el art. 4.2. e) incluye 
tanto el ofensivo subjetivo como el ofensivo objetivo65. 
 
C) La distinción entre chantaje sexual y 
acoso sexual ambiental 
 
 
Aunque la doctrina determine varios criterios 
distintivos entre chantaje sexual (o acoso sexual de 
intercambio o acoso quid pro quo) y acoso sexual 
ambiental la nota distintiva entre los dos es que en el 
primero mientras existe un condicionamiento directo de 
                                                 
63 SAÉZ LARA, C. Mujer..., op. cit., p. 51. 
64 DEL REY GUANTER, S. Acoso sexual..., op. cit., p. 244. 
65 LOUSADA AROCHENA, J. F. El concepto de acoso sexual laboral..., 
op. cit., p. 71.    
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un aspecto de la relación laboral, en el segundo no hay 
un condicionamiento directo de la relación laboral, 
sino, únicamente, una repercusión negativa en el 
ambiente de trabajo. 
 
Es decir, en el chantaje sexual hay un 
condicionamiento de las condiciones laborales de la 
víctima a la satisfacción o no del requerimiento de 
naturaleza sexual del sujeto activo. 
 
En el acoso sexual ambiental laboral no hay el 
condicionamiento de una condición laboral específica de 
la víctima, porque la finalidad de la conducta 
acosadora es la creación de un ambiente negativo capaz 
de impedir el normal desarrollo de la prestación 
laboral. 
 
El criterio de la distinción que tiene en 
consideración los sujetos activos no es útil. 
 
Como se ha expuesto, mientras el chantaje 
sexual es un ilícito laboral vertical, porque el sujeto 
activo y el sujeto pasivo se encuentran integrados como 
elementos contrapuestos en una relación de jerarquía66, 
en el acoso sexual laboral ambiental, aunque con 
carácter excepcional, es posible admitir que el 
empresario y las personas con poder de dirección sean 
sujetos activos si la conducta de naturaleza sexual no 
                                                 
66 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 120. 
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amenaza las condiciones laborales de la víctima, pero 
repercuten en su ambiente de trabajo67. 
 
7) La distinción entre acoso laboral y sexual 
 
Aunque el acoso sexual sea una modalidad de 
hostigamiento laboral, estas dos figuras jurídicas 
presentan diferencias68 que dicen respecto al contenido, 
finalidad, caracterización y sujeción activa de las 
conductas hostigadoras. 
 
En cuanto al contenido, el acoso sexual siempre 
presenta un carácter libidinoso que se encuentra 
ausente en el acoso laboral. 
 
Esto hace que el hostigamiento sexual tenga 
como fin directo o indirecto la satisfacción sexual del 
agresor, mientras en el acoso laboral lo que el sujeto 
activo pretende es la degradación laboral de la 
víctima.  
 
Sin embargo, nada impide que los requerimientos 
sexuales del agresor afecten el equilibrio psicológico 
de la persona acosada, pero ésta no es la finalidad 
                                                 
67 La STSJ Galicia de 9 de febrero de 1995 (AS 587). 
68 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. Cit., p. 61; MELLA MÉNDEZ, L. 
El acoso..., op. cit., p. 18; ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., 
op. cit., 19; SÁEZ LARA, C. Mujer..., op. cit., p. 53; VILCHES 
ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; HERNÁNDEZ CANOSA, M. Guía..., 
op. cit.,  pp. 13 y 21; FERNÁNDEZ MARCOS, L. El acoso sexual..., 
op. cit., pp. 56-57. 
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esencial o prioritariamente perseguida por el acosador 
en los supuestos de hostigamiento sexual. 
 
Al tiempo en que la caracterización del acoso 
laboral exige una reiteración de conductas acosadoras, 
que se manifiestan de forma sistemática, revelando un 
plan preconcebido para destruir laboralmente la 
víctima, el acoso sexual puede consistir en una sola 
conducta cuando ésta sea lo suficientemente grave y 
siempre que en ella se encuentre presente el carácter 
libidinoso69. 
 
Por último, en lo que se refiere a la 
subjetivación activa, cabe señalar que el acoso sexual 
en el trabajo puede ser protagonizado por terceros 
relacionados de cualquier modo con la empresa, siempre 
que las conductas hostigadoras sean desarrolladas en el 
entorno laboral o como consecuencia de la prestación de 
la actividad productiva.  
 
Esta hipótesis no se verifica en las otras 
especies de acoso en el trabajo cuya caracterización 
presupone siempre una asimetría jerárquica o de hecho 
entre hostigador y hostigado, lo que quiere decir que 
las otras especies de hostigamiento en el trabajo sólo 
pueden ser protagonizadas por una persona con capacidad 
de influir en las condiciones laborales de la víctima 
(el empresario, directivos, administradores, superiores 
                                                 
69 Vid. STSJ Castilla-La Mancha de 5 de octubre de 1992 (AS 5288) y 
STSJ Comunidad Valenciana de 7 de abril de 2004 (AS 1796). 
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jerárquicos o compañeros de trabajo), de tal suerte que 
los clientes de la empresa u otras personas 
relacionadas de cualquier modo con ella, al carecer de 
tal asimetría, no pueden ser sujetos activos de las 
otras especies de hostigamiento laboral. 
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CAPÍTULO V  
 
LOS BIENES JURÍDICOS PROTEGIDOS ANTE EL 
ACOSO SEXUAL EN EL TRABAJO 
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso sexual en el trabajo  
 
1. Consideraciones iniciales. 2. La dignidad de 
la persona. 3. La prohibición de discriminación 
y el acoso sexual en el trabajo. 4. El derecho 
a la intimidad. 5. El derecho a la salud. 6. El 
derecho al trabajo. 7. ¿Pluriofensividad u 
ofensividad del acoso sexual en el trabajo? 
 
 
 
1) Consideraciones iniciales 
 
 
El art. 4.2.e) ET reconoce que en la relación 
laboral el trabajador tiene derecho al respeto de su 
intimidad y a la consideración debida a su dignidad, 
comprendida la protección frente a ofensas verbales o 
físicas de naturaleza sexual.  
 
El TC asevera que el acoso sexual en el ámbito 
profesional puede tener un engarce constitucional con 
la interdicción de discriminación en el trabajo por 
razón de sexo, presente por afectar con mayor 
frecuencia y más intensidad a la mujer que al hombre, 
como consecuencia de condiciones históricas de 
inferioridad o de debilidad en el mercado de trabajo y 
en el lugar de su prestación1. 
 
La doctrina, a su vez, hace referencia a la 
violación al menos de cinco derechos básicos, 
reconocidos constitucional y legalmente: el derecho al 
respeto de la dignidad personal, el derecho a la 
                                                 
1 STC 224/1999, de 13 de diciembre de 1999 (BOE de 20 de enero de 
2000). 
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igualdad y a no ser discriminado por razón de sexo, el 
derecho a la integridad física y moral, el derecho a la 
libertad sexual y, de manera indirecta, el propio 
derecho al trabajo2. 
 
El art. 2.3 de la Directiva 76/207/CE con la 
nueva redacción dada por la Directiva 2002/73/CE3 
prescribe que el acoso sexual atenta contra la dignidad 
de la persona y que se considera discriminación por 
razón de sexo. 
 
Existe, por tanto, una aparente contradicción 
entre los bienes jurídicos que la Directiva señala como 
vulnerados y los que el ET considera como afectados por 
los actos de acoso sexual en el trabajo. 
 
Además, procede analizar si el acoso sexual 
vulnera la integridad moral del trabajador, ya que 
constituye una de las modalidades de acoso laboral. 
 
De todo ello dimana la necesidad de determinar 
los bienes jurídicos que pueden verse afectados por los 
comportamientos de hostigamiento sexual con la 
finalidad de establecer si se trata de un ilícito 
laboral pluriofensivo. 
 
 
 
                                                 
2 PÉREZ DEL RÍO, T. El acoso sexual..., op. cit., p. 184. 
3 DOCE L 269/17 de 5 de octubre de 2002. 
 314 
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso sexual en el trabajo  
2) La dignidad de la persona 
 
 
El análisis de la normativa comunitaria revela 
que el problema del acoso sexual mantiene un hilo con 
la tutela de la dignidad de la mujer y del hombre en el 
trabajo. 
 
En este sentido, se encuentra la Resolución 
90/C4 que considera inaceptable las conductas no 
deseadas de naturaleza sexual u otros comportamientos 
basados en el sexo que afectan la dignidad de la mujer 
y del hombre en el trabajo. 
 
Siguiendo la misma línea, la Recomendación 
92/131/CEE5 trae anexo un Código de Conducta para 
combatir el acoso sexual cuyo epígrafe es la 
“Protección de la dignidad de la mujer y del hombre en 
el trabajo” que deja claro que la tutela del acoso 
sexual es un presupuesto indispensable para la efectiva 
concreción de la dignidad de la persona trabajadora. 
 
Más recientemente, la Directiva 2002/73/CE6, 
que modifica la Directiva 76/207/CEE, establece que el 
acoso sexual atenta contra la dignidad de la persona, 
en particular, cuando se crea un entorno intimidatorio, 
hostil, degradante, humillante u ofensivo. 
 
                                                 
4 DOCE C 157 de 27 de junio de 1990. 
5 DOCE L 049 de 24 de febrero de 1992. 
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En el ámbito del derecho interno, el art. 
4.2.e) ET establece que la protección frente a las 
ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual 
constituye un presupuesto para el respeto de la 
dignidad del trabajador. Dicha determinación legal 
establece un verdadero derecho subjetivo de la persona 
trabajadora a no ser lesionada en su dignidad a través 
de conductas de acoso sexual. 
 
Lo expuesto permite llegar a dos importantes 
conclusiones. En primer lugar, y desde la perspectiva 
del derecho comunitario, que la protección de la 
dignidad de la persona trabajadora se convierte en el 
principio guía de la política comunitaria, que se 
destina a tutelar el acoso sexual en el trabajo. O sea, 
que la dignidad de la persona asume en el ámbito 
comunitario la naturaleza jurídica de axioma de la 
protección frente al hostigamiento sexual. La segunda 
conclusión se refiere al ordenamiento jurídico interno 
que, al tratar la dignidad como derecho subjetivo7, 
confiere al trabajador la facultad de exigir un 
ambiente laboral exento de acoso sexual, porque la 
existencia de conductas acosadoras en el entorno 
productivo afecta la capacidad de autodeterminación del 
trabajador8. 
                                                                                                                                      
6 DOCE L 269/15 de 5 de octubre de 2002. 
7 STC 192/2003, de 27 de octubre de 2003 (BOE de 26 de noviembre). 
8 ESCUDERO RODRÍGUEZ, R. El acoso sexual..., op. cit., p. 472; 
PÉREZ DEL RÍO, T. El acoso sexual..., op. cit., p. 185; MOLERO 
MANGLANO, C. El acoso sexual: elementos sustantivos y problemas 
procesales a propósito de la STC de 13 de diciembre de 1999. En 
Actualidad Laboral, núm. 15, 2000, p. 245.  
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Sin embargo, cabe subrayar que el 
reconocimiento de la dignidad personal como bien 
jurídico lesionado por las conductas de acoso sexual en 
el trabajo suscita una aparente contradicción entre la 
Directiva 2002/73/CE, que considera que dichas 
conductas violan también el principio de no 
discriminación por razón de sexo, y el ET, que 
establece que las conductas de hostigamiento sexual 
vulneran la intimidad del trabajador. 
 
La normativa española es coherente con la 
normativa comunitaria al establecer que los actos de 
acoso sexual laboral atentan contra la intimidad del 
trabajador. La dignidad de la persona, prevista en el 
art. 10.1 CE, debe ser entendida como núcleo esencial 
de los derechos fundamentales y como eje interpretativo 
tanto de los derechos fundamentales como de los demás 
derechos previstos en la Constitución, actuando como 
elemento integrador de la Norma Fundamental con el 
objetivo de evitar que la interpretación absoluta de un 
determinado derecho frustre la concreción del Estado 
Social y Democrático de Derecho. 
 
No hay, por lo tanto, contradicción entre la 
normativa comunitaria y lo dispuesto en el ET, ya que 
la dignidad de la persona es un concepto abierto que 
comporta la remisión a todos los derechos 
fundamentales.  
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La normativa comunitaria tampoco presenta 
contradicción con el ordenamiento español  cuando 
reconoce que el acoso sexual en el trabajo se considera 
discriminación por razón de sexo, porque la 
consideración a la dignidad de la persona prevista en 
el art. 4.2.e) ET remite al respeto a los principios de 
igualdad y no discriminación. 
 
Por todas estas razones, la disposición 
contenida en el art. 4.2.e) ET, en lo que se refiere a 
los bienes jurídicos protegidos frente a los actos de 
acoso sexual laboral, se encuentra en conformidad con 
lo dispuesto en la Directiva 2002/73/CE que, a partir 
de ahora, debe servir como criterio interpretativo para 
los Tribunales nacionales9. 
 
No  obstante, al remitir a la dignidad, la 
norma comunitaria citada permite también que los actos 
de acoso sexual en el trabajo violen, además del 
principio de no discriminación y del derecho a la 
                                                 
9 Esto significa que la invocación de una Directiva sólo es 
admisible frente a los Estados, no frente a un particular, 
actuando, en estos casos, como criterio de interpretación de las 
normas jurídicas internas. Los particulares, por lo tanto, podrán 
alegar las Directivas ante los Tribunales nacionales como criterio 
de interpretación de la normativa nacional.  
Sobre el efecto directo de las Directivas comunitarias vid.: SAN 
MARTÍN MAZZUCCONI, M. C. Efecto directo de las Directivas 
comunitarias: ¿una nueva ampliación de la eficacia vertical? En 
Actualidad Laboral, núm. 43, 1998, pp. 3937-3942; PUERTA 
DOMÍNGUEZ, E. M. La directiva comunitaria como norma aplicable en 
derecho. Granada, Comares, 1999, pp. 491-499; CARDONA RUBERT, M. 
B. Despido de la trabajadora embarazada como manifestación de 
discriminación directa por razón de sexo. En Aranzadi Social,  
núm.21, 2002, pp. 25-27; APARICIO TOVAR, J. Introducción al 
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intimidad, el derecho a la salud y el derecho al 
trabajo, reconocidos en el texto constitucional, por 
cuanto el derecho a la dignidad personal no se 
configura como un derecho estricto, sino como un 
conjunto de ellos10, lo que en materia de hostigamiento 
sexual permite fundamentar la lesión a los demás 
derechos que las conductas de acoso sexual suponen en 
el deber de respeto a la dignidad de la persona11. 
 
El derecho del trabajador a la dignidad 
consiste en el derecho del empleado a ser respetado 
como profesional ante sus compañeros y ante sus jefes, 
no pudiéndosele situar en una posición en que por las 
circunstancias que se den en ella, se provoque un 
descrédito de la capacidad profesional del trabajador12. 
 
Partiendo de esta premisa, hay que señalar que 
las conductas de acoso sexual en el trabajo provocan un 
descrédito de la capacidad profesional de la persona 
hostigada que pasa a tener como elemento condicionante 
de sus condiciones laborales o de su ambiente de 
trabajo la satisfacción de los requerimientos sexuales 
del hostigado, creándose con ello un criterio que, al 
ser ajeno al legítimo interés empresarial, no puede ser 
utilizado para justificar la limitación de la capacidad 
de autodeterminación de la persona trabajadora. 
                                                                                                                                      
Derecho Social de la Unión Europea. Albacete, Bomarzo, 2004, pp. 
60-68. 
10 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 64. 
11 DE VICENTE PACHÉS, F. El derecho del trabajador al respeto de su 
intimidad. Madrid, Consejo económico y Social, 1998, p. 65. 
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En este sentido, el TC13 reconoce que la 
perpetuación de las conductas de hostigamiento sexual 
en el ambiente de trabajo causa una cosificación de la 
persona trabajadora, que en virtud de tales conductas 
pasa a ser tratada como objeto, lo que genera, por 
consiguiente, un desdoro de la dignidad personal. 
 
Dicho de otro modo, los comportamientos de 
acoso sexual, al generar un injustificado criterio para 
condicionar las condiciones laborales o el ambiente de 
trabajo de la víctima, suponen un atentado contra la 
personalidad y libertad del individuo, causando, por 
consiguiente, un menoscabo de su capacidad de 
autodeterminación profesional. 
 
Ahora bien, procede cuestionar si la lesión a 
la dignidad del trabajador en los supuestos de 
hostigamiento sexual requiere la presencia conjunta del 
elemento indeseado y ofensivo en las conductas 
acosadoras. 
 
Un análisis de la doctrina judicial de los TSJ 
demuestra que la vulneración de la dignidad exige, 
además de un comportamiento objetivamente constitutivo 
de acoso sexual, que la víctima manifieste de forma 
                                                                                                                                      
12 SJS Cataluña, Barcelona, de 16 de septiembre de 2002 (AS 2637). 
13 STC 224/1999, de 13 de diciembre de 1999 (BOE de 20 de enero de 
2000). 
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clara e inequívoca su rechazo hacía las conductas 
acosadoras14.  
 
No obstante, condicionar la violación de la 
dignidad de la víctima de hostigamiento sexual a la 
manifestación del carácter no deseado de la conducta 
acosadora contraria lo dispuesto en el art. 2.3 de la 
Directiva 76/207/CEE, que prescribe que el rechazo de 
los comportamientos acosadores o su sumisión al mismo 
no podrá utilizarse para tomar una decisión que afecte 
a la víctima de acoso sexual. 
 
De conformidad con lo dispuesto en la referida 
norma comunitaria, la lesión a la dignidad personal 
debe quedar condicionada al análisis de elementos 
objetivos. Es decir, la lesión a la capacidad de 
autodeterminación profesional de la persona debe 
derivar de la constatación de actos que objetivamente 
constituyen acoso sexual.  
 
Esto quiere decir que lo que afecta la 
normalidad de la prestación laboral y la armonía del 
ambiente de trabajo y, por vía de consecuencia, la 
dignidad, no es el rechazo de la víctima, sino la 
conducta de hostigamiento sexual que objetivamente 
considerada merma la personalidad y libertad de la 
persona afectada y pone en peligro tanto las 
condiciones laborales del hostigado como su entorno de 
                                                 
14 STSJ Galicia de 9 de febrero de 1995 (AS 587); STSJ Murcia de 6 
de abril de 1998 (AS 2255). 
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trabajo, comprometiendo el derecho previsto en el art. 
4.2.e) ET. 
 
En suma, independientemente de la presencia del 
elemento subjetivo, los comportamientos que 
objetivamente constituyen hostigamiento sexual siempre 
supondrán un ilícito que atenta contra la dignidad 
personal.  
 
 
3) La prohibición de discriminación y el acoso 
sexual en el trabajo 
 
 
El considerando 8 de la Directiva 2002/73/CE, 
que modificó la Directiva 76/207/CEE, fija que el acoso 
relacionado con el sexo de una persona y el acoso 
sexual son contrarios al principio de igualdad de trato 
entre hombres y mujeres. 
 
Así, el nuevo art. 2.3 de la Directiva 
76/207/CEE considera que los actos de acoso sexual 
laboral constituyen discriminación por razón de sexo. 
En el mismo sentido, el TC15 admite el engarce 
constitucional del hostigamiento sexual con el 
principio de no discriminación por razón de sexo. 
 
                                                 
15 STC 224/1999, de 13 de diciembre de 1999 (BOE de 20 de enero de 
2000). 
 322 
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso sexual en el trabajo  
El art. 2.2 de la Directiva citada prescribe 
que hay discriminación directa por razón de sexo cuando 
una persona sea, haya sido o pudiera ser tratada de 
manera menos favorable que otra en situación análoga, 
siempre que el criterio utilizado para establecer la 
diferencia injustificada sea el género al que pertenece 
la persona discriminada. Mientras existe discriminación 
indirecta por razón de sexo, cuando se utiliza un 
criterio o práctica aparentemente neutros para 
diferenciar a personas de un sexo determinado en 
desventaja particular con respecto a personas del otro 
sexo, salvo que dicho criterio pueda justificarse 
objetivamente con una finalidad legítima y que los 
medios para alcanzar dicha finalidad sean adecuados y 
necesarios16. 
 
En lo que se refiere al hostigamiento sexual 
laboral es necesario hacer dos preguntas: ¿Las 
conductas acosadoras violan el principio de no 
discriminación por razón de sexo? ¿Se trata de una 
discriminación directa o indirecta? 
                                                 
16 BALLESTER PASTOR, M. A. Discriminación y trato diferenciado..., 
op. cit., pp. 63-64; BALLESTER PASTOR, M. A. Discriminación por 
razón de sexo..., op. cit., pp. 184-185; QUINTANILLA NAVARRO, B. 
Discriminación..., op. cit., pp. 33-34; MARTÍNEZ ROCAMORA, L. G. 
La Directiva 76/207/CEE..., op. cit., pp. 681-682; LOUSADA 
AROCHENA, J. F. Discriminación indirecta..., op. cit., pp. 176-
177; CARDONA RUBERT, M. B. Protección de la trabajadora 
embarazada: tutela preventiva y tutela antidiscriminatoria. 
Navarra, Aranzadi, 2002, pp. 80-85; CAVAS MARTÍNEZ, F. Avanzando 
por la senda de la igualdad..., op. cit., p. 13; CASAS BAAMONDE, 
M. E. De la igualdad de retribución por razón de sexo a la 
eliminación de las discriminaciones: el nuevo derecho 
antidiscriminatorio. En Relaciones Laborales, núm. 23, 2002, pp. 
11-13.   
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No existe una posición unánime de la doctrina 
sobre esta cuestión, siendo posible agrupar las 
distintas posturas en tres. La primera, considera el 
acoso sexual laboral como una desigualdad arbitraria. 
La segunda, entiende que se trata de una discriminación 
indirecta. La tercera, trata el acoso sexual como una 
discriminación directa. 
 
Desde la primera posición17, se entiende que el 
acoso sexual por si mismo no es discriminatorio, 
considerándose como tal sólo aquel que produce una 
consecuencia negativa para el trabajador que no se 
somete a la conducta acosadora.  
 
Esto implica que sólo el chantaje sexual es 
discriminatorio. Esta posición debe ser rechazada, 
porque no considera discriminatorio el acoso sexual en 
sí mismo, sino sus consecuencias, cuando el acoso 
sexual en sí mismo considerado reúne las notas básicas 
que definen un acto como discriminatorio. Es decir, 
representa un perjuicio no justificado para el sujeto 
pasivo del mismo al crear una situación laboral 
perniciosa, independientemente de que se materialice 
una pérdida tangible de derechos laborales18. 
 
 
                                                 
17  La posición segundo la cual el acoso sexual en el trabajo es 
considerado una desigualdad arbitraria es defendida por ESCUDERO 
RODRÍGUEZ, R. El acoso sexual..., op. cit.,  p. 474. 
18 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 142; ALTÉS 
TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 81. 
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Desde la segunda postura, se argumenta que el 
acoso sexual en el trabajo genera una discriminación 
indirecta, porque afecta de manera general más al 
colectivo femenino que al masculino19. 
 
Esta postura también debe ser rechazada por dos 
motivos. En primer lugar, porque no toma en 
consideración que la discriminación indirecta debe ser 
demostrada en cada caso concreto y no con carácter 
general20. En segundo, por cuanto no tiene en cuenta que 
la discriminación indirecta es neutra, mientras en el 
acoso sexual el acosador tiene la intención de agredir 
la sexualidad de la víctima21. Además, la adopción de 
esta postura obligaría a la víctima a demostrar que en 
una empresa concreta, y no con carácter general, se han 
producido más conductas de acoso sobre víctimas del 
sexo femenino que del masculino22. 
 
La tercera construcción doctrinal considera que 
se trata de una discriminación directa23, puesto que el 
sexo femenino o masculino del trabajador es el elemento 
                                                 
19 Esta postura es la adoptada por PÉREZ DEL RÍO, T. El acoso 
sexual..., op. cit., pp. 186-187, así como es la recogida por la 
STC 224/1999, de 13 de diciembre de 1999 (BOE de 20 de enero de 
2000). 
20 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 142. 
21 BALLESTER PASTOR, M. A. Discriminación por razón de sexo..., op. 
cit., p. 188; LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 
144. 
22 ALTÉS TÁRREGA, J.A. El acoso sexual..., op. cit., p. 82. 
23 La postura que considera el acoso sexual laboral como una 
discriminación directa es mayoritaria y defendida por: DEL REY 
GUANTER, S. Acoso sexual..., op. cit., pp. 248-249; BALLESTER 
PASTOR, M. A. Discriminación por razón de sexo..., op. cit., p. 
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decisivo para realizar una diferenciación carente de 
justificación. Esta posición mayoritaria permite 
entender también como discriminación directa los actos 
de acoso sexual ambiental, ya que lo que determina la 
naturaleza discriminatoria de la conducta acosadora es 
el sexo en el sentido de género y no la consecuencia 
negativa producida por el hostigamiento sexual. 
 
En este punto se hace necesario plantear dos 
cuestiones. La primera, consiste en determinar si el 
acoso sexual laboral tiene carácter discriminatorio 
cuando el sujeto activo es bisexual. La segunda, radica 
en precisar si hay discriminación cuando el sujeto 
activo es homosexual24. 
 
En el primer caso,  la doctrina defiende que si 
el acoso sexual produce una pérdida tangible de 
derechos laborales, hay desigualdad arbitraria, 
protegida por el art. 14 CE25.  
 
En el segundo supuesto, la postura doctrinal 
acogida es la de que hay discriminación por razón de 
una circunstancia personal26 y no discriminación por 
razón de sexo, porque la homosexualidad es una 
                                                                                                                                      
184; LOUSADA AROCHENA, J. F. El concepto de acoso sexual 
laboral..., op. cit, p. 81.  
24 Un ejemplo de acoso sexual laboral protagonizado por un 
homosexual es el del superior jerárquico homosexual que dirige sus 
iniciativas a los empleados varones jóvenes (MOLERO MANGLANO, C. 
El acoso sexual..., op. cit., p. 249. 
25 Esta postura es la defendida por LOUSADA AROCHENA, J. F. El 
derecho..., op. cit., pp. 144-145. 
26 Ibídem.  
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condición personal que garantiza la identidad sexual y 
el desarrollo de la personalidad del ser humano, 
permitiéndole vivir plena y libremente su orientación 
sexual27. 
 
En mi opinión, en el acoso sexual en el 
trabajo, cualquier que sea su tipo o el sujeto activo, 
hay discriminación por razón de determinadas 
circunstancias o condiciones personales y no 
discriminación por razón de sexo. 
 
La caracterización del acoso sexual en el 
trabajo como discriminación por razón de sexo exige que 
se pruebe la conexión directa e inequívoca del 
hostigamiento sexual con el sexo, en el sentido de 
género, de la persona acosada, mientras las 
discriminaciones por circunstancias personales exigen 
la conexión con los derechos de la personalidad, puesto 
que dichas discriminaciones deben ser entendidas como 
las diferenciaciones de trato injustificadas, 
arbitrarias e irrazonables que tienen como causa 
cualquier de los bienes jurídicos objeto de los 
derechos de la personalidad.  
 
Es necesario tener en cuenta que la prohibición 
de discriminación por razón de circunstancias 
personales tiene la finalidad de garantizar el 
                                                 
27 MORALES ORTEGA, J. M. Nuevos fenómenos discriminatorios: 
homosexualidad y transexualidad. En Relaciones Laborales, Tomo II, 
1999, pp. 56-57.   
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ejercicio de los derechos de personalidad28, que 
presuponen relaciones de igualdad entre los individuos. 
Por ello, cuando se afirma que en el acoso sexual 
laboral hay violación del principio de no 
discriminación por razón de circunstancias personales 
se intenta garantizar en el seno de la relación laboral 
la igualdad necesaria al respeto de la intimidad y, por 
consiguiente, el desarrollo de la personalidad del 
trabajador. 
 
El término sexo en el art. 14 de la 
Constitución ha sido utilizado en el sentido de género. 
Sin embargo, en el acoso sexual en el trabajo hay una 
discriminación por el aspecto sexual en sí mismo, es 
decir, por el sexo como parcela de la intimidad del ser 
humano, hablándose, incluso, de discriminación sexual29, 
porque no es el sexo en el sentido de género de la 
persona acosada lo que importa para el acosador, sino 
la satisfacción del instinto sexual del agresor30.  
 
En este sentido, el propio ET recoge en 
apartados distintos la discriminación por razón de sexo 
(art. 4.2.c)) y el acoso sexual laboral (art. 4.2.e)) 
tras el deber del empresario de respetar la intimidad 
del trabajador31.  
                                                 
28 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. y FERNANDEZ LOPEZ, M. F. Igualdad..., op. 
cit., p. 178. 
29 LAIZABAL SAIZAR, O. El acoso sexual..., op. cit., p. 127. 
30 MOLERO MANGLANO, C. El acoso sexual..., op. cit., p. 249. 
31 LAIZABAL SAIZAR, O. El acoso sexual..., op. cit., p. 127; 
FERNÁNDEZ MARCOS, L. El acoso sexual..., op. cit., p. 56. 
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Es imprescindible considerar en lo que se 
refiere al acoso sexual laboral que el art. 14 CE no 
establece una lista cerrada, sino una lista enunciativa 
de las causas o razones de discriminación prohibidas. 
En la última parte del citado artículo se observa una 
cláusula general contenida en la expresión cualquier 
otra condición o circunstancia personal o social32. 
 
El hecho de que se esté protegiendo el sexo 
como parcela de la intimidad sirve para demostrar que 
el principio de igualdad y no discriminación prescrito 
en el artículo señalado, tienen doble carácter, o sea, 
establecer un derecho fundamental a la igualdad 
considerada en si misma y permitir el ejercicio de los 
demás derechos fundamentales. 
 
En mi opinión, las conductas acosadoras en el 
trabajo violan el principio de no discriminación por 
razón de circunstancias personales, porque afectan la 
posibilidad del sujeto pasivo de determinar sus 
opciones sexuales teniendo en cuenta sólo su proyecto 
                                                                                                                                      
Vid. también STC 136/2001, de 18 de junio de 2001 (BOE de 17 de 
julio) que se pronuncia diciendo que “las oscuras razones que 
hubieren podido llevar a la extinción de la relación laboral en la 
empresa, no vinieron determinadas por este hecho (la condición 
femenina) como discriminación respecto del hombre sino, más bien 
por una serie de invocadas conductas atentatorias de su integridad 
sexual, manifestadas en una situación de acoso, que habría podido 
afectar al derecho a la intimidad personal, pero no al derecho a 
la no discriminación por razón de sexo.” 
32 El artículo 13 del Tratado de la Unión Europea fija como causas 
de discriminación prohibidas, además de las establecidas en el 
art. 14 CE, los motivos étnicos, la religión, la discapacidad, la 
edad y la orientación sexual. 
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de vida, esto es, sus elecciones personales33. La 
posibilidad de determinación de las opciones sexuales 
sin que haya otras condiciones que no sean las 
personales, elegidas por el propio individuo, es uno de 
los requisitos para la igualdad y, en consecuencia, 
para el desarrollo de la personalidad, en la cual se 
incluye la intimidad.  
 
Por lo tanto, tanto en la modalidad de chantaje 
sexual como en el acoso sexual ambiental, el principio 
de no discriminación es violado, porque hay una lesión 
a una condición personal de la víctima que hace que 
ella sea tratada de manera distinta de los demás 
trabajadores de la empresa.  
 
En el chantaje sexual las conductas acosadoras 
afectan de manera directa las opciones sexuales del 
trabajador al condicionar el acceso a las condiciones 
laborales a la satisfacción del instinto sexual del 
agresor. En el acoso sexual ambiental las opciones 
sexuales de la víctima son condicionadas de forma 
indirecta a través de la creación de un ambiente 
laboral hostil, humillante o degradante, que, además de 
impedir el libre desarrollo de la personalidad de la 
víctima y de los demás trabajadores que desempeñan sus 
tareas en este ambiente, hace que la persona acosada 
sea tratada de manera diferenciada con respecto a los 
otros trabajadores.   
                                                 
33 DEL REY GUANTER, S. Acoso sexual...,  op. cit., p. 247. 
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Sin embargo, la nueva redacción de la Directiva 
76/207/CEE considera que hay violación al principio de 
no discriminación por razón de sexo. Dicha norma 
comunitaria parte del presupuesto de que las conductas 
acosadoras en el ámbito laboral tienen en cuenta las 
relaciones de poder que se establecen y la histórica 
situación de debilidad de la mujer en el mercado de 
trabajo. 
 
En último término, entender el acoso sexual 
laboral como una discriminación por razón sexo, impone 
una actualización de este término, a fin de incluir en 
él también el sexo como parte de la intimidad del ser 
humano, y no sólo el sexo como género, puesto que todo 
análisis del alcance de las causas prohibidas de 
discriminación debe ser entendido de forma relativa, lo 
que permite ampliar su alcance progresivamente en 
atención al propio desarrollo social34. 
 
La norma comunitaria, además de poner de 
relieve en el concepto de acoso sexual su índole 
sexual, esto es, su carácter de satisfacción carnal, 
establece en el art. 1.1 que los Estados Miembros 
deberán proponer de manera activa alcanzar la igualdad 
entre hombres y mujeres al elaborar y aplicar las 
disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas, así como sus políticas y sus 
actividades.  
                                                 
34 RODRIGUEZ-PIÑERO, M. y FERNANDEZ LOPEZ, M. F. Igualdad..., op. 
cit., p. 182. 
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Esto significa que los Estados Miembros deberán 
adoptar una postura activa hacía la igualdad entre 
hombres y mujeres en el ambiente de trabajo, lo que 
obliga a considerar a los varones como posibles 
víctimas del acoso sexual laboral, además de considerar 
las conductas acosadoras como una discriminación por 
circunstancias personales y no discriminación con base 
en el sexo como género.  
 
O, en último análisis, ampliar el concepto de 
sexo de la normativa comunitaria y de la CE para 
incluir también en él el sexo como parte de la 
intimidad, garantizando el ejercicio de este derecho 
fundamental y el desarrollo de la personalidad del ser 
humano, incluso, en el ambiente de trabajo, a fin de 
permitir una interpretación armónica de la norma 
laboral interna con la Directiva Comunitaria y la 
concreción de la dignidad humana en el ámbito laboral. 
Entender el hostigamiento sexual en el trabajo sólo 
como una discriminación por razón de sexo en el sentido 
de género es ignorar la índole de satisfacción carnal 
que caracteriza y distingue el acoso sexual del acoso 
laboral.  
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4) El derecho a la intimidad 
 
 
A la vista de lo dicho hasta ahora, en mi 
opinión, el acoso sexual laboral viola el principio de 
no discriminación por razón de circunstancias o 
condiciones personales, teniendo en cuenta que afecta 
la posibilidad de la víctima de determinar sus opciones 
sexuales, sin padecer condicionamientos externos, 
requisito indispensable para la igualdad y para el 
desarrollo de la personalidad. 
 
En otras palabras, la conducta acosadora afecta 
el sexo como parte de la intimidad de la víctima, lo 
que hace que sea necesario determinar el concepto de 
intimidad y su ámbito y, en consecuencia, en qué medida 
el sexo forma parte de la intimidad del individuo, así 
como la posibilidad del empresario de interferir en las 
opciones sexuales de la víctima. 
 
En cuanto a la naturaleza jurídica, la 
intimidad puede ser contemplada desde una doble 
perspectiva.  
 
Desde una primera perspectiva se sitúa entre 
los derechos fundamentales, es decir, entre los 
derechos básicos que traducen normativamente los 
valores de dignidad35, libertad, igualdad e, incluso, 
solidaridad y a los que la Constitución confiere un 
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mayor grado de protección, porque atribuye a los 
ciudadanos la posibilidad de recabar su tutela ante los 
Tribunales ordinarios a través de un procedimiento 
basado en los principios de preferencia y sumariedad y, 
en su caso, a través del recurso de amparo ante el TC. 
 
Desde una segunda perspectiva asume la 
naturaleza jurídica de derecho de la personalidad36. Lo 
que significa que se trata de un derecho conferido al 
ser humano y que el individuo no pierde al entrar en la 
sociedad o en sus centros de poderes, de los que hace 
parte la empresa como unidad de organización 
productiva. Por ello, no hay duda de la eficacia entre 
particulares del derecho a la intimidad, esto es, en el 
ámbito privado. 
 
El ejercicio del derecho a la intimidad, como 
derecho de la personalidad, presupone la igualdad entre 
los individuos. Se trata de un derecho que es conferido 
a todos los seres humanos indistintamente por el simple 
hecho de nacer, lo que impone también el respeto de 
todos los demás miembros de la sociedad, incluso, el 
empresario. 
 
En otros términos, el ser humano sólo pierde 
sus derechos de personalidad cuando pierde el requisito 
indispensable para su adquisición, es decir, cuando 
pierde la vida. 
                                                                                                                                      
35 STC 98/2000, de 10 de abril de 2000 (BOE de 18 de mayo). 
36 STS (Sala de lo Civil), de 9 de febrero de 1989 (Ar. 822). 
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Esto no quiere decir que la intimidad y los 
demás derechos de personalidad sean derechos absolutos. 
Pero significa  que son derechos indispensables para el 
mantenimiento de una vida digna, que sólo en casos 
excepcionales pueden ser limitados y sólo cuando exista 
una causa justificada para ello. 
 
El hecho de ser indispensable para el 
mantenimiento de una vida digna resulta, por lo tanto, 
de la caracterización de la intimidad como derecho de 
la personalidad, mientras su caracterización como 
fundamental le atribuye un mayor grado de protección 
jurídica frente a los demás derechos constitucionales, 
entre los que se encuentra la libertad de empresa. 
 
Esta caracterización del derecho a la intimidad 
como derecho de la personalidad le confiere, en un 
primer momento, un aspecto negativo que consiste en 
considerarlo como la garantía de que nadie pueda sufrir 
intrusiones o investigaciones no deseadas sobre su vida 
privada. Tal aspecto pretende evitar la injerencia de 
los otros individuos en este bien jurídico37, así como 
permitir a la persona las posibilidades de desarrollo y 
fomento de la personalidad38. 
 
 
                                                 
37 GOÑI SEIN, J. L. El respeto a la esfera privada del trabajador. 
Madrid, Civitas, 1988, p. 101. 
38 BAJO FERNÁNDEZ, M. Protección del honor e intimidad. En AA VV 
(Dir. COBO DEL ROSAL, M.). Comentarios a la legislación penal. 
Madrid, Edersa, 1982, p. 101. 
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En este sentido el TS39 ha decido que el derecho 
a la intimidad personal es el derecho a mantener 
intacta, desconocida, incontaminada e inviolada la zona 
íntima, familiar o recoleta del hombre. 
 
El TC también se ha pronunciado en el sentido 
de que la intimidad implica la existencia de un ámbito 
propio y reservado frente a la acción y conocimiento de 
los demás, necesario para mantener una calidad mínima 
de la vida humana40. 
 
Sin embargo, no se puede olvidar que el 
concepto de intimidad es un concepto abierto y de 
contenido variable41 cuya caracterización como 
fundamental exige una constante actualización42 de su 
contenido, a fin de permitir su amplia protección, 
puesto que el progreso de la genética, de los medios de 
                                                 
39 STS (Sala de lo Civil), de 15 de abril de 1971(Ar. 1439); STS 
(Sala de lo Civil), de 19 de julio de 1989 (Ar 5878); STS (Sala de 
lo Civil), de 12 de julio de 2002 ( Ar. 8251). 
40 STC 231/1988, de 2 de diciembre de 1988 (BOE de 23 de 
diciembre); STC 98/2000, de 10 de abril de 2000 (BOE de 18 de 
mayo); STC 115/2000, de 10 de mayo de 2000 (BOE de 7 de julio); 
STC 186/2000, de 10 de julio de 2000 (BOE de 11 de agosto). 
41 GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. Jurisprudencia constitucional sobre 
el derecho de intimidad personal. En Revista de Trabajo, núm. 100, 
1990, pp. 753 y ss; GONZALEZ ORTEGA, S. Información sobre los 
contratos e intimidad. En Revista de Trabajo, núm. 100, 1990, pp. 
645 y ss; DEL REY GUANTER, S. Contratos de trabajo y derechos 
fundamentales. En AA VV (Coord. ALARCON CARACUEL, M. R.). 
Constitución y derecho del trabajo: 1981-1991, análisis de diez 
años de jurisprudencia constitucional.  Madrid, Marcial Pons, 
1992, p. 37; ESTADELLA YUSTE, O. La protección de la intimidad 
frente a la transmisión internacional de datos personales. Madrid, 
tecnos, 1995, p. 26.  
42 STC 110/1984, de 26 de noviembre de 1984 (BOE 21 de diciembre). 
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comunicación y de las tecnologías informáticas disipan 
la intimidad del individuo43. 
 
Por ello, en el actual escenario de la sociedad 
de la información y comunicación, el concepto de 
intimidad debe reunir también la garantía de que las 
informaciones sobre una determinada persona no serán 
propagadas indiscretamente, de tal suerte que la 
privacy se caracteriza como el derecho fundamental que 
confiere al ser humano la garantía de que nadie pueda 
sufrir intrusiones o investigaciones no deseadas sobre 
su vida privada y que tales investigaciones no puedan 
ser divulgadas. 
 
El derecho a la intimidad comprende también la 
garantía de que los datos personales que se tornen 
conocidos por cualquier medio, incluso, los 
informáticos y los genéticos no serán propagados 
indiscretamente44.  
 
Así, hoy día cualquier concepto que se proponga 
para el derecho a la intimidad no se puede apartar de 
la imposición a los demás de no propagar 
indiscretamente las informaciones que se tornen 
conocidas sobre una determinada persona45. 
                                                 
43 LENOIR, C. y WALLON, B. Informatique, travail et libertés. En 
Droit Social, núm. 3, 1988, p. 214; MARTÍNEZ FONS, D. Uso y 
control de las tecnologías de la información y comunicación en la 
empresa. En Relaciones Laborales, núm. 23, 2002, p. 182.  
44 CARDONA RUBERT, M. B. Informática..., op. cit., p. 32. 
45 DE CUPIS, A. I diritti della personalità. Milan, Giuffré, 1950, 
p. 109. 
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Es indudable que la intimidad46 se manifiesta a 
través de un ámbito que está vinculado al cuerpo del 
ser humano47 y de otro que hace referencia a sus 
aspectos no corporales que son sus recuerdos, su 
imagen, su identidad, sus datos almacenados en 
registros y ordenadores48, su vida privada, familiar y 
de hogar, las relaciones personales y de esparcimiento, 
la libertad intelectual, la vida conyugal y amorosa, 
las aficiones, las comunicaciones personales y el 
domicilio49. La intimidad corporal50 debe ser entendida 
                                                 
46 El derecho a la intimidad no se confunde con el derecho al honor 
que consiste en el temor que se tiene de la opinión de los otros a 
nuestro respecto. 
47 CANO GALÁN, Y. El difícil equilibrio entre el derecho a la 
intimidad y la libertad de empresa. En Aranzadi Social, núm. 1, 
2000, p. 2953.  
48 FARIÑAS MATONI, L. M, El derecho a la intimidad. Madrid, 
Trivium, 1983, p. 97; CARDONA RUBERT, M. B. Tutela de la intimidad 
informática en el contrato de trabajo. En Revista de Derecho 
Social, núm. 6, 1999, p. 27.  
49 GOMEZ PAVON, P. La intimidad como objeto de protección penal. 
Madrid, Akal, 1989, pp. 46 y ss; DEL REY GUANTER, S. Contratos de 
trabajo..., op. cit., p. 40. 
50 Hoy día es común hablar de intimidad genética, entendida como la 
garantía conferida al ser humano de determinar las condiciones de 
acceso a la información genética. Tal intimidad es formada por los 
elementos objetivo y subjetivo. El primero comprende el propio 
genoma o cualquier otro tejido o parte del cuerpo humano en que 
sea posible encontrar la información genética, así como el derecho 
de acceder al genoma. El segundo está constituido por la 
autodeterminación informativa, es decir, por la voluntad del 
sujeto de determinar quien y en que condiciones es posible el 
acceso a la información sobre su genoma. (RUIZ MIGUEL, C. Los 
datos sobre características genéticas: libertad, intimidad y no 
discriminación. En AA VV (Coord. CASABONA, C. R.). Genética y 
derecho. Madrid, Consejo General del Poder Judicial, 2001, p. 33). 
En mi opinión, aunque los avances de la genética sean una realidad 
de nuestros días, no es posible hablar de intimidad genética como 
un concepto propio que no se incluye ni en el ámbito corporal ni 
en el ámbito no corporal de la intimidad. Se trata de un aspecto 
del ámbito corporal de la intimidad, ya que la determinación de 
las bases que hacen parte del ADN del ser humano demanda, al menos 
mínimamente, como se verifica en los casos en que los datos 
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como la posibilidad de controlar el acceso al cuerpo 
humano y la divulgación de los datos relativos al 
mismo51. Por otra parte, la intimidad no corporal52 
comprende los demás aspectos de la esfera privada y 
personal del individuo que le permite mantener un 
espacio reservado de su vida de las injerencias 
externas o evitando la interferencia externa o evitando 
la propagación indiscreta de datos no corporales que 
puedan tornarse conocidos por cualquier medio. 
 
El hostigamiento sexual laboral viola tanto  la 
perspectiva corporal de la intimidad como su aspecto no 
corporal. Dicho ilícito laboral representa una 
intromisión indebida en el cuerpo de la víctima cuando 
las conductas acosadoras son llevadas a cabo a través 
de actos físicos que implican tocamientos, roces o 
                                                                                                                                      
genéticos son determinados a partir muestra de sudor o de un 
cabello caído, una intervención en el cuerpo humano. 
51 CARDONA RUBERT, M. B. Vulneración del derecho a la intimidad del 
trabajador afectado por el SIDA en el parte de alta médica. En 
Aranzadi Social, núm. III, 1999, p. 2893. 
52 La doctrina habla también de intimidad médica como una 
manifestación del derecho a la intimidad en el ámbito laboral 
consistente en la confidencialidad de las informaciones referentes 
a la salud del trabajador. Los principios informadores de esta 
intimidad son el principio de la voluntariedad (art. 22 LPRL), el 
principio de la proporcionalidad (art. 22.3 LPLRL), el principio 
de pertinencia y no discriminación (art. 22.4 LPRL) y el principio 
de confidencialidad (art. 22.2). (SANCHÉZ TORRES, E. El derecho a 
la intimidad del trabajador en la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales. En Relaciones Laborales, Tomo II, 1997, pp. 459-488; 
SANCHEZ PEGO, F. J. La intimidad del trabajador y las medidas de 
prevención de riesgos laborales. En Actualidad Laboral, núm. 2, 
1997, pp. 24-29; CARDONA RUBERT, M. B. Datos sanitarios..., op. 
cit., pp. 25-35). 
Entiendo que la nombrada intimidad médica es una manifestación del 
aspecto no corporal de la intimidad en el ámbito laboral, porque 
se trata apenas de límites impuestos a la divulgación de las 
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otros contactos corporales, así como supone una 
interferencia en los criterios psíquicos y 
sentimentales relevantes en la determinación de las 
opciones sexuales del individuo (aspecto no corporal de 
la intimidad), siempre cuando el acoso sexual laboral 
se manifieste a través de ofensas de palabras o gestos 
de connotación libidinosa que, aunque no generan 
contacto corporal de la víctima con el agresor, crean 
un ambiente laboral opresivo que impide el normal 
desarrollo de la prestación laboral53. 
 
Una pregunta que debe ser hecha es si el 
concepto de intimidad señalado puede ser aplicado en el 
ámbito laboral y si, en él, este derecho tiene un 
contenido propio, porque una definición de intimidad 
unívoca y precisa es temeraria54, lo que conlleva la 
doctrina francesa a decir que la noción de intimidad es 
una “definition introuvable”55. 
 
En el ámbito laboral la intimidad comprende la 
libertad sexual. El art. 4.2. e) ET trata de la 
protección frente a ofensas verbales o físicas de 
naturaleza sexual tras establecer el respeto de la 
intimidad y la consideración debida a la dignidad del 
trabajador. Esto quiere decir que el derecho a la 
                                                                                                                                      
informaciones obtenidas en los reconocimientos médicos efectuados 
sobre la persona del trabajador. 
53 STSJ Asturias de 1 de febrero de 2002 (AS 218). 
54 PÉREZ LUÑO, A. Derechos humanos..., op. cit., p. 327. 
55 VITALIS, A. Informatique, pouvoir et libertés. París, Económica, 
1981, p. 151. 
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protección contra los actos de acoso sexual se inscribe 
dentro del derecho a la intimidad. 
 
De esto resulta que el derecho a la intimidad, 
es decir, la salvaguardia de un ámbito propio y 
reservado frente a la acción y conocimiento de los 
demás56, analizado bajo la perspectiva del art. 4.2.e) 
ET, crea para el trabajador el derecho al respeto de la 
sexualidad en el ámbito de la empresa. 
 
Por ello, en el entorno laboral, las conductas 
acosadoras no violan específicamente el derecho a la 
libertad sexual, sino el derecho a la intimidad en el 
que se incluye aquél57, por cuanto lo que se afecta es 
la sexualidad que forma parte de la esfera intima de la 
persona58. En otros términos, según la determinación del 
ET, el acoso sexual laboral viola la intimidad como 
parte inherente e integrante de la dignidad. 
 
El problema que se plantea es el relativo a la 
armonización del derecho a la intimidad del trabajador 
con el poder de dirección del empresario59. 
                                                 
56 STSJ Madrid de 22 de febrero de 1995 (AL 765). 
57 NEVADO FERNÁNDEZ, M. J. El ejercicio..., op. cit., p. 66. 
58 STEDH (Sección 3ª) de 31 de julio de 2000. En BJC,  núm. 248, 
2001, pp. 212. 
59 CARDONA RUBERT, M. B. Informática..., op. cit., pp. 47-54; 
SEMPERE NAVARRO, A.V. y SAN MARTÍN MAZZUCCONI, C. Sobre las nuevas 
tecnologías y relaciones laborales. En Aranzadi Social, núm. 15, 
2002, pp. 38-39; FALGUERA I BARÓ, M. A. Derecho a la intimidad y 
contrato de trabajo. Reflexiones sobre el tema a partir de la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 98/2000. En Crónica Laboral, 
núm. 32, 2000, pp. 1-9; ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J. El derecho a la 
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Es cierto que la relación laboral y la 
dependencia del trabajador modulan sus derechos para 
posibilitar el desarrollo de la actividad productiva. 
Pero no se puede olvidar que esta modulación debe ser 
hecha con el objetivo de compatibilizar el derecho del 
trabajador a la intimidad y el derecho del empresario a 
la libre organización de su empresa60, razón por la cual 
se hace necesario determinar los parámetros que deben 
ser observados por el empresario para limitar la 
intimidad del trabajador. 
 
El primero de ellos consiste en que ni el 
derecho a la intimidad61 ni el poder de dirección del 
empresario tienen carácter absoluto62.  Los derechos 
constitucionales se encuentran sometidos entre sí a 
relaciones de coordinación, no de subordinación63, 
siendo, por lo tanto, imprescindible que la adopción y 
                                                                                                                                      
intimidad del trabajador. A  propósito de la STC 186/2000, de 10 
de julio. En Relaciones Laborales, núm. 1, 2001, pp. 85-92.  
60 PÉREZ LUÑO, A. E. Nuevas tecnologías, sociedad y Derecho. El 
impacto socio-jurídico de las N.T. de la información. Madrid, 
Fundesco, 1987, pp. 125 y ss; FERNÁNDEZ ESTEBAN, M. L. Nuevas 
tecnologías, internet y derechos fundamentales. Madrid, McGraw-
Hill, 1998, pp. 26 y ss.; CARDONA RUBERT, M. B. Informática..., 
op. cit., pp. 39-47; DE VAL ARNAL, J. J. El correo electrónico en 
el trabajo y el derecho a la intimidad del trabajador. En Aranzadi 
Social, núm. 3, 2000, p. 3005; BONILLA BLASCO, J. Los efectos 
jurídicos del correo electrónico en el ámbito laboral. En 
Relaciones Laborales, núm. 13, 2001, pp. 105; COLÁS NEILLA, E. 
Nuevas tecnologías, obtención de pruebas y derechos fundamentales. 
En Aranzadi Social, núm. 5, 2002, pp. 40-46.  
61 STC 98/2000, de 10 de abril de 2000 (BOE de 18 de mayo). 
62 STC 110/1984, de 26 de noviembre de 1984 (BOE de 21 de 
diciembre); STC 88/1985, de 19 de julio de 1985 (BOE de 14 de 
agosto); STC 81/2001, de 26 de marzo de 2001 (BOE de 1 de mayo). 
63 FLAGUERA I BARÓ, M. A. Uso por el trabajador del correo 
electrónico de la empresa para fines extraproductivos y 
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aplicación de las medidas empresariales guarden la 
consideración debida a la dignidad humana del 
empleado64, ya que el derecho a la intimidad es uno de 
los valores fundamentales de la propia dignidad de la 
persona65. 
 
El segundo parámetro es que el poder dirección 
del empresario sólo justifica la limitación de la 
intimidad cuando tiene por fundamento un interés 
legítimo de la empresa, considerándose como tal el 
interés del que depende la organización eficiente de la 
unidad productiva y cuya realización demanda una 
interferencia del empresario en los aspectos relativos 
a la vida privada y personal del trabajador66, no siendo 
suficiente para su caracterización la mera invocación 
de legitimidad del interés, exigiéndose que el 
empleador acredite su existencia67. 
 
                                                                                                                                      
comptetencias de control del empleador. En Relaciones Laborales, 
núm. 22, 2001, p. 22. 
64 DEL VALLE, J. M. El derecho a la intimidad del trabajador 
durante la relación de trabajo. En Actualidad Laboral, núm. 39, 
1991, p. 491; SANCHEZ-RODAS NAVARRO, C. Videocámaras y poder de 
vigilancia. En Aranzadi Social, Tomo V, 1999, pp. 1126-1127; CASAS 
BAAMONDE, M. E. Evolución constitucional..., op. cit., p. 89.  
Vid. también: STS (Sala de lo Social), de 7 de julio de 1983 (Ar. 
3730). 
Vid. también: STC 94/1994, de 21 de marzo de 1994 (BOE de 26 de 
abril); STC 66/1995, de 8 de mayo de 1995 (BOE de 13 de junio); 
STC 207/1996, de 16 de diciembre de 1996 (BOE 22 de enero de 
1997); STC 37/1998, de 17 de febrero de 1998 (BOE de 13 de marzo); 
STC  57/1999, de 12 de abril de 1999 (BOE de 18 de mayo); STC 
90/1999, de 26 de mayo de 1990 (BOE de 29 de junio); STC 98/2000, 
de 10 de abril de 2000 (BOE de 18 de mayo).  
65 STS (Sala de lo Social), de 19 de julio de 1989 (Ar 5878). 
66 CANO GALÁN, Y. El difícil equilibrio..., op. cit., p. 2956. 
67 DE VAL ARNAL, J. J. El correo electrónico..., op. cit., p. 3005. 
 343 
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso sexual en el trabajo  
Otro parámetro es el relativo a la 
proporcionalidad68 de las limitaciones o modulaciones 
derivadas del poder de dirección en el ámbito de los 
derechos fundamentales del trabajador como persona, 
sólo justificándose las limitaciones o modulaciones de 
los derechos fundamentales cuando no hay otro medio 
menos agresivo de satisfacer el legítimo interés 
empresarial69. Se trata de la aplicación del principio 
de la proporcionalidad e intervención mínima que rigen 
la modulación de los derechos fundamentales ante la 
organización del trabajo70. 
 
A los parámetros citados se debe añadir el de 
la confidencialidad (art. 22.2 LPRL) cuando el control 
o la vigilancia del empresario haga referencia al 
estado de salud de los trabajadores71. 
 
                                                 
68 GOÑI SEIN, J. L. El respeto a la esfera privada..., op. cit., p. 
111-115; GOÑI SEIN, J. L. El SIDA y la relación de trabajo. En 
Relaciones Laborales, Tomo II, 1997, pp. 681-683; SÁNCHEZ TORRES, 
E. El derecho a la intimidad..., op. cit., pp. 469-472; BORRAJO DA 
CRUZ, E. Protección  de los derechos fundamentales y casuismo. En 
Actualidad Laboral, núm. 29, 2000, p. 2886; PRADAS MONTILLA, R. 
Empresas y protección de datos de carácter personal. En Actualidad 
Laboral, núm. 34, 2000, pp. 70-71; MERCADER UGUINA, J. R. Derechos 
fundamentales de los trabajadores y nuevas tecnologías:¿hacia una 
empresa panóptica? En Relaciones Laborales, núm. 10, 2001, p. 17. 
69 STC 98/2000, de 10 de abril de 2000 (BOE de 18 de mayo). 
70 BORRAJO DA CRUZ, E. Protección de los derechos...,  op. cit., p. 
2886. 
71 PURCALLA BONILLA, M. A. Vigilancia de la salud de los 
trabajadores: claves interpretativas de su régimen jurídico. En 
Aranzadi Social, Tomo V, 1997, p. 701;  GOÑI SEIN, J. L. El 
SIDA..., op. cit., p. 689; SANCHÉZ TORRES, E. El derecho a la 
intimidad..., op. cit., pp. 459-488; SANCHEZ PEGO, J. F. La 
intimidad..., op. cit., pp. 24-29; CARDONA RUBERT, M. B. Los datos 
sanitarios..., op. cit., p. 27; CAVAS MARTÍNEZ, F. Vigilancia de 
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Por último, se debe considerar también que el 
consentimiento del trabajador para que el empresario se 
entrometa en su vida privada no impide la violación al 
derecho a la intimidad72. 
 
Esto porque el consentimiento del trabajador 
con relación a la limitación de su derecho a la 
intimidad en el ámbito laboral debe ser interpretado 
siempre con cautela, sólo considerándose el 
consentimiento expreso, puesto que el consentimiento 
tácito del trabajador nace en la mayoría de las veces 
de su posición de subordinación en la relación laboral.  
 
Conviene decir también que, incluso en los 
casos en que hay consentimiento expreso del trabajador, 
la limitación a la intimidad en el ámbito laboral sólo 
se admite cuando atiende a la proporcionalidad. Es 
decir, cuando la limitación es el medio menos agresivo 
y el más adecuado a la realización del legítimo interés 
empresarial, porque siempre que haya otro medio menos 
agresivo de realizar el interés empresarial y que no 
afecte la intimidad este debe ser utilizado, aunque se 
cuente con el consentimiento del trabajador, ya que la 
intimidad, además de ser derecho fundamental, se 
caracteriza también por ser derecho de la personalidad 
que son irenunciables73. 
                                                                                                                                      
la salud y tutela de la intimidad del trabajador. En Aranzadi 
Social, núm. 19, 2005, pp. 16-17. 
72 CANO GALÁN, Y. El difícil equilibrio..., op. cit., p. 2956. 
73 En este sentido, el art. 1.3 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de 
mayo prescribe que el derecho al honor, a la intimidad personal y 
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El poder de dirección entendido como el 
conjunto de facultades que definen la posición jurídica 
del empresario en el seno de la relación laboral74 sólo 
puede modular los derechos fundamentales del trabajador 
cuando se cumplan los requisitos anteriormente fijados, 
o sea, cuando haya un interés legítimo de la empresa, 
cuando no hay otro medio menos agresivo de satisfacer 
este interés o, de todos modos, cuando el trabajador 
consienta que haya limitación de su derecho 
fundamental. 
 
Todo ello conduce a la conclusión de que la 
libertad sexual del ser humano, esto es, la sexualidad 
como parcela de su intimidad no es un aspecto capaz de 
influir en el normal desarrollo de la actividad 
empresarial. 
 
Dicho con otras palabras, se trata de un 
aspecto tan reservado e íntimo de la vida del individuo 
que no puede de ninguna manera condicionar el interés 
empresarial, que carece, en este caso, de justificación 
técnica. La intromisión en la intimidad del trabajador 
no viene impuesta por las exigencias de la prestación 
laboral75, lo que significa que las interferencias del 
empresario y de los demás trabajadores en esta parcela 
de la intimidad de la víctima a través de las conductas 
                                                                                                                                      
familiar y a la propia imagen es irrenunciable, inalienable e 
imprescritible.  
74 CARDONA RUBERT, M. B. Informática..., op. cit., p. 41. 
75 ICHINO, P. Diritto alla reservatezza e diritto al segreto nel 
rapporto di lavoro. Milano, Giufrè, 1979, p. 52. 
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de hostigamiento sexual deben ser consideradas 
indebidas, exigiéndose el consentimiento expreso y 
espontáneo de la persona acosada sexualmente para 
desviar la ilegitimidad de esta interferencia indebida. 
 
 
5) El derecho a la salud 
 
 
Desde del punto de vista del grado de 
protección conferido por la CE a los derechos en ella 
reconocidos no se puede considerar el derecho a la 
salud como un derecho fundamental, puesto que se 
encuentra en el art. 43, situado en el Capítulo III de 
la CE dedicado a los principios rectores de la política 
social y económica. 
  
En este mismo capítulo hay otros preceptos que 
se refieren a la salud de forma no específica. Se trata 
de: el art. 40.2, sobre la obligación de los poderes 
públicos de velar por la seguridad y la higiene en el 
trabajo, el art. 41 que determina que la asistencia 
sanitaria es una de las prestaciones a cargo de la 
Seguridad Social, el art. 45.1 que prescribe el derecho 
de todos a disfrutar de un medio ambiente adecuado al 
libre desarrollo de la persona, el art. 49 que 
establece la necesidad de una política de tutela de los 
disminuidos, el art. 50 que trata de los problemas 
específicos de salud de la Tercera edad. 
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En cuanto al concepto, bajo la perspectiva 
fisiológica o somática la salud ha sido tratada, en un 
primero momento, desde una vertiente negativa que la 
interpretaba como la ausencia de enfermedad76. 
 
Pero, el simple hecho de que el ser humano no 
esté enfermo, desde la perspectiva fisiológica o 
somática, en cuanto se encuentra con su organismo 
funcionando, no significa que tenga salud porque este 
concepto exige un análisis, también, de las condiciones 
psíquicas y sociales de la persona. 
  
La OMS en el preámbulo del acta de su 
constitución procura ofrecer un concepto de salud más 
amplio, entendiéndola como el estado de completo 
bienestar físico, psíquico y social77. 
 
De esta manera sólo se puede decir si una 
persona tiene o no salud analizando las tres vertientes 
de su concepto de forma interrelacionada. 
 
El aspecto físico señalado por la OMS 
corresponde al tradicional concepto de salud, desde la 
perspectiva somática o fisiológica, que significa el 
buen funcionamiento del cuerpo y del organismo. 
 
                                                 
76 CORTÉS DÍAZ, J. M. Técnicas de prevención de riesgos laborales. 
Madrid, Tébar Flores, 1997 (2ª ed.), p. 25. 
77 Disponible en: www.who.int. 
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La perspectiva psíquica de la salud equivale al 
bienestar mental, traducido en el sentirse bien consigo 
mismo78, en el que interviene los aspectos externos al 
organismo humano, es decir, los riesgos sociales. 
 
El aspecto social de la salud comprende el 
bienestar del individuo con su entorno o el resto de 
las personas, permitiendo el desarrollo de los derechos 
configuradores de la calidad de vida y, en 
consecuencia, de la personalidad como ámbito 
existencial del individuo79.  
 
Por ello, la salud debe ser entendida como 
aquel estado de bienestar del ser vivo en virtud del 
cual éste realiza normalmente todas sus funciones tanto 
las físicas como las psíquicas y sociales, lo que 
impone a este bien del ser humano un carácter dinámico 
consistente en la necesidad de mejora progresiva de las 
circunstancias que posibilitan ese estado de normalidad 
del individuo y el completo desarrollo de sus funciones 
y capacidades80. 
 
Aunque el Capítulo III de la Constitución haga 
referencia de manera no específica a la salud en varios 
de sus dispositivos, desde el punto de vista laboral es 
necesario hacer algunas consideraciones sobre el 
                                                 
78 PEDROSA ALQUÉZAR, S. I. El concepto de salud laboral y 
vigilancia de la salud. En Aranzadi Social, Tomo V, 2000, p. 572.  
79 Ibídem. 
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alcance del tratamiento normativo dispensado a la salud 
en los dispositivos constitucionales contenidos en el 
art. 41.2, art. 43 y art. 45, visto que ellos tutelan 
de forma más inmediata estas tres vertientes del 
derecho a la salud. 
 
El art. 43.1 CE establece el derecho a la 
protección de la salud de todos los ciudadanos de 
manera general, sin distinciones. Es importante 
destacar que, en este artículo, la Constitución no 
garantiza la salud sino el deber del poder público de 
proteger la salud de los ciudadanos, a través de un 
sistema de medidas preventivas, prestaciones y 
servicios que sean necesarios para la organización y 
tutela de la salud pública, incluso, mediante el 
fomento de la educación sanitaria, la educación física 
y el deporte, así como la adecuada utilización del 
ocio. 
 
En cuanto al art. 45 de la Ley Fundamental no 
se puede olvidar que la salud está íntimamente 
relacionada con la utilización y con el disfrute 
adecuado del medio ambiente. Los dos conceptos han dado 
lugar a los actuales conceptos de calidad de vida y de 
medio ambiente sano, pudiéndose actualmente hablar de 
salud ambiental para referirse a la actividad que se 
preocupa de que las condiciones ambientales sean 
                                                                                                                                      
80 GONZALEZ ORTEGA, S. La seguridad  e higiene en el trabajo en la 
Constitución. En Revista de Política Social, núm. 121, 1979, p. 
202. 
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convenientes para la protección y promoción de la salud 
humana81. 
 
Por último, el art. 40.2 CE establece un 
concepto de salud laboral, partiendo de la 
consideración que la salud es un concepto mutable, 
dinámico y progresivo que depende de la cultura y de la 
disciplina en que esté situada en el que habrá de 
revertir el resultado de la acción continuada, de 
investigación y de regulación normativa, asumida 
constitucionalmente por los poderes públicos82, aunque 
puede decirse que exista una idea más o menos 
generalizada al respecto de este tema83. 
 
A pesar de no hacer referencia expresa al 
término salud laboral, el citado precepto 
constitucional al prescribir que los poderes públicos 
velarán por la seguridad y por la higiene en el 
trabajo, fija que ellas son parte de un concepto más 
amplio cuyo objetivo es proteger el trabajador en su 
ambiente de trabajo84. 
                                                 
81 LOPERENA ROTA, D. I. La protección de la salud y el medio 
ambiente adecuado para el desarrollo de la persona en la 
Constitución. En AA VV (Coord. MARTÍN-RETORTILLO, S.). Estudios 
sobre la Constitución: Homenaje al profesor Eduardo García de 
Enterria. Vol. II. Madrid, Civitas, 1991, p. 1457.   
82 PALOMEQUE LOPEZ, M. C. El derecho constitucional del trabajador 
a la seguridad en el trabajo. En  Actualidad Laboral, núm. 4, 
1992, p. 40. 
83 PEDROSA ALQUÉZAR, S. I. El concepto...,  op. cit., p. 573. 
84 GONZÁLEZ-POSADA MARTÍNEZ, E. La seguridad y salud de los 
trabajadores. En AA VV ( Dir. SEMPERE NAVARRO, A. V.). El modelo 
social en la Constitución española de 1978. Madrid, Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, 2003, p. 761; CARDENAL CARRO, M. y 
ARIAS DOMÍNGUEZ, A. Incardinación constitucional de la salud 
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En este sentido el Convenio 155 de la OIT, en 
el art. 3. e) determina que el término salud, en 
relación con el trabajo, abarca no solamente la 
ausencia de afecciones o de enfermedad, sino también 
los elementos físicos y mentales que afectan a la salud 
y están directamente relacionados con la seguridad e 
higiene en el trabajo. 
 
De esta manera la seguridad e higiene en el 
trabajo, como partes integrantes del concepto de salud 
laboral, deben ser entendidas como los sistemas e 
instrumentos de protección del ambiente de trabajo y de 
ordenación de la actividad productiva que tienen como 
objetivos fundamentales la evitación de daños a la 
vida, a la integridad y a la salud del trabajador y el 
logro de mejores condiciones de salubridad y bienestar 
en los puestos y centros de trabajo85, actuando como 
instrumento de control sobre las decisiones 
empresariales, limitando la facultad de imposición 
unilateral de las condiciones de trabajo86. 
 
La necesidad de proteger determinados aspectos 
de la salud que tienen una íntima vinculación con el 
                                                                                                                                      
laboral: fundamento y principios inspiradores. En AA VV ( Dir. 
SEMPERE NAVARRO, A. V.). El modelo social en la Constitución 
Espanola de 1978. Madrid, Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, 2003, p. 739. 
85 GONZALEZ ORTEGA, S. Derecho a la salud y control de los 
trabajadores. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1990, p. 241. 
86 GONZALÉZ DÍAZ, F. A. Fuentes constitucionales y pilares 
normativos de la obligación de seguridad y salud en el trabajo. En 
Aranzadi Social, núm. 9, 2002, p. 65.; CARDENAL CARRO, M. y ARIAS 
DOMÍNGUEZ, A. Incardinación constitucional..., op. cit., p. 741.  
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ambiente de trabajo deriva del hecho de que la salud, 
como elemento indispensable para una calidad de vida, 
es un bien que exige una tutela dinámica dirigida a la 
mejora continua de las condiciones mínimas que 
posibilitan al ser humano un estado de normalidad87, 
incluso, en el ámbito de la empresa. 
 
Así pues, la seguridad e higiene en el trabajo 
se traducen en una tutela defensiva, que busca 
exclusivamente la no producción del daño y se limita a 
exigir una conducta de abstención por parte del 
empresario y, al mismo tiempo, en una tutela ofensiva, 
que se dirige a la elevación y mejoras continuas del 
bienestar en el trabajo88. 
 
El objetivo prioritario de la tutela de la 
seguridad e higiene es, en último término, asegurar el 
logro efectivo de un ambiente de trabajo sano y 
seguro89, lo que reconduce a una articulación entre los 
dispositivos constitucionales contenidos en el art. 43, 
40.2 y 45. 
 
Por ello, es necesario incluir en el medio 
ambiente referido en el art. 45 CE el ambiente de 
                                                 
87 GONZALEZ ORTEGA, S. La seguridad e higiene..., op. cit., p. 202. 
88 GONZALEZ ORTEGA, S. La seguridad e higiene..., op. cit., pp. 
200-201; ALARCÓN CARACUEL, M. R. Los deberes…, op. cit., pp. 105-
106. 
89 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. Trabajo y medio ambiente. En Relaciones 
Laborales, Tomo II, 1995, p. 102. 
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trabajo90, puesto que esta disposición constitucional es 
complementaria de la contenida en el art. 40.2 en la 
medida en que esta no reconoce un derecho de los 
trabajadores a un ambiente de trabajo sano, sino sólo 
encarga a los poderes públicos de velar por la 
seguridad y la higiene en el trabajo. 
 
El término medio ambiente del art. 45.1 debe 
ser entendido necesariamente de forma amplia, 
incluyendo tanto el macro ambiente, que comprende el 
suelo, los residuos sólidos, el aire y el agua, es 
decir, los recursos naturales, como el micro ambiente, 
referido al entorno doméstico, laboral y de relaciones 
sociales91, porque el citado precepto constitucional 
reconoce el derecho de todos a disfrutar de un medio 
ambiente adecuado, así como el deber de conservarlo. 
 
La necesidad de tutelar el medio ambiente en 
todas sus vertientes, sea la natural sea la social, se 
integra en el aspecto actual de calidad de vida cuyo 
objetivo es garantizar la dignidad humana. 
 
                                                 
90 En este sentido, en el año 2003 el Convenio Colectivo de la 
empresa Unión Española de Explosivos y otras empresas de su grupo 
(BOE de 6 de marzo de 2003) trata en el Capítulo VII de la 
prevención de riesgos laborales, de la salud laboral y del medio 
ambiente. El Acuerdo Marco del Grupo Repsol YPF (BOE de 7 de mayo 
de 2003) reconoce en el art. 31 la necesidad de actuar de forma 
responsable y respetuosa con el medio ambiente, lo que se verifica 
también en el art. 40 del Convenio Colectivo de la empresa 
ELCOGAS, S.A (BOE de 10 de junio de 2003). 
91 LOPERENA ROTA, D. I. La protección..., op. cit., 1464. 
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El concepto de calidad de vida remite también 
al concepto de salud que tiene íntima relación con el 
derecho a la vida y la integridad física del ser humano 
reconocidos en el art. 15 CE92. 
 
Pero la salud, desde la perspectiva de calidad 
de vida, no se protege sólo con el reconocimiento de su 
vinculación con la integridad física, porque esto 
reconduce a una tutela exclusiva del aspecto somático o 
fisiológico, excluyéndose de la protección el aspecto 
psíquico y social. 
 
La protección del aspecto psíquico y social 
exige, hoy día, el reconocimiento de la relación 
existente entre la salud y los demás derechos 
fundamentales del ser humano, entre ellos la intimidad. 
 
En otras palabras,  el actual concepto de salud 
se relaciona no sólo con el derecho a la vida y a la 
integridad física, reconocidos en el art. 15 CE, sino 
que también tiene vínculos con la intimidad, reconocida 
en el art. 18 de la Norma Fundamental, ya que se tutela 
tanto el aspecto somático o fisiológico como el aspecto 
psíquico y social, que pueden ser afectados por la 
violación a la intimidad93. 
 
En este sentido, el TC reconoce que “el derecho 
a salud o, mejor aún, el derecho a que no se dañe o 
                                                 
92 PEDROSA ALQUÉZAR, S. I. El concepto..., op. cit., p. 577. 
93 PEDROSA ALQUÉZAR, S. I. Incidencias…, op. cit., pp. 98-99. 
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perjudique la salud personal, queda comprendido en el 
derecho a la integridad personal del artículo 15 C.E, si 
bien no todo supuesto de riesgo o daño para la salud implica 
una vulneración del derecho fundamental a la integridad 
física y moral, sino tan sólo aquel que genere un peligro 
grave y cierto para la misma”.94
 
Esto hace que sea necesario reconocer que en 
materia de acoso sexual laboral el derecho a la salud 
se relaciona con el derecho a la intimidad de la 
víctima, ya que el objetivo del acosador es alcanzar la 
satisfacción de sus requerimientos sexuales a través de 
una interferencia indebida en la sexualidad del 
trabajador, lo que impone necesariamente una agresión a 
la posibilidad de la víctima de elegir sus propias 
normas de conducta. 
 
Dicho de otro modo, los comportamientos de 
hostigamiento sexual ambiental suponen una lesión a la 
perspectiva social del derecho a la salud en la medida 
en que provocan un comprometimiento del bienestar del 
trabajador con su entorno laboral. Además, hay que 
tener en cuenta que, si de esta modalidad de acoso 
resulta un daño psicológico para la víctima, se observa 
también una lesión a la perspectiva psíquica del 
concepto de salud, puesto que lo que se compromete en 
este caso es el bienestar psíquico del trabajador. En 
las situaciones de chantaje sexual, la lesión a la 
                                                 
94 STC 5/2002, de 14 de enero de 2002 (BOE de 8 de febrero). 
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salud deriva del daño psicológico que tales 
comportamientos pueden producir.  
 
Sin embargo, tanto en el acoso sexual ambiental 
como en el chantaje sexual, la lesión a la salud de la 
víctima no provoca una violación de la integridad 
moral, porque la finalidad prioritaria del hostigador 
no es degradar laboralmente el trabajador, sino 
satisfacer sus instintos sexuales a través de una 
interferencia indebida en la  sexualidad de la víctima, 
que forma parte del derecho a la intimidad previsto en 
el art. 4.2.e) ET.  
 
Por ello, aunque se observe un daño 
psicológico, y, por consiguiente, una lesión a la 
salud, no se verifica violación a la integridad moral. 
Las conductas de acoso sexual, al atentar contra la 
intimidad y afectar la perspectiva psíquica y social de 
la salud, no generan un peligro grave y cierto para la 
integridad moral, requisito indispensable, según el 
TC95, para que el daño a la salud constituya también un 
daño a la integridad. 
 
En este sentido, el Consejo de la Unión Europea 
ha adoptado la Resolución 2002/C que dispone sobre una 
nueva estrategia comunitaria de salud y seguridad en el 
trabajo en la que reconoce que la mejora continua del 
bienestar en el trabajo impone la reducción del número 
                                                 
95 Ibídem. 
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de accidentes y enfermedades profesionales, así como la 
consideración de los riesgos sociales tales como el 
estrés y el acoso en el trabajo. 
 
La citada resolución del Consejo de la Unión 
Europea, al tratar el acoso sexual como riesgo social, 
formula dos consideraciones importantes. En primero 
lugar, trata la salud laboral como el estado de 
bienestar en el trabajo e incluye en este concepto 
tanto las enfermedades o accidentes profesionales, que 
lesionan la perspectiva fisiológica o somática de la 
salud, como los riesgos sociales, que integran la 
dimensión psíquica y social del derecho a la salud 
laboral. 
 
En segundo lugar, abordan los riesgos sociales 
como un elemento del concepto de salud laboral que no 
se confunde ni con los accidentes ni con las 
enfermedades profesionales, conllevando que la salud 
laboral mantenga relación no sólo con el derecho a la 
vida y a la integridad física, sino también con el 
derecho a la intimidad, por cuanto el estado de 
bienestar en el trabajo exige la concreción de todos 
los derechos fundamentales del trabajador. 
 
Desde del punto de vista del ordenamiento 
interno el art. 4, párrafo 2º de la LPRL entiende como 
riesgo laboral la posibilidad de que el trabajador 
sufra un determinado daño derivado del trabajo al 
tiempo que el párrafo 3º considera como daños derivados 
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del trabajo las enfermedades, patologías o lesiones 
sufridas con motivo u ocasión del trabajo. 
 
El concepto de riesgo laboral es, 
indudablemente, el eje sobre el que pivota el esquema 
de derechos y obligaciones laborales específicos de la 
LPRL96, de manera que se considera como tal la 
posibilidad tanto de daños físicos como de daños 
psíquicos y social a la salud del trabajador, sin 
establecer diferencias entre los aspectos que hacen 
parte del concepto de salud laboral97. 
 
En otras palabras, la definición de daño 
bastante amplia y capaz de cubrir cualquier agresión al 
bienestar del trabajador en su ambiente de trabajo98 
atribuye al riesgo laboral un carácter general99, capaz 
de incluir todos los aspectos del concepto de salud 
laboral especificados en la citada Resolución del 
Consejo y en el preámbulo del acta de Constitución de 
la OMS.  
 
Por lo tanto, el riesgo social del cual habla 
la Resolución 2002/C es un riesgo laboral colectivo, 
                                                 
96 FERNANDEZ MARCOS, L. Derechos..., op. cit., p. 845. 
97 El artículo 2.1 de la LPRl deja claro que su objetivo es 
promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la 
aplicación y el desarrollo de medidas y de actividades necesarias 
para la prevención de riesgos derivados del trabajo. Esto 
significa que la prevención del riesgo laboral no es la finalidad 
de la Ley, pero el medio para alcanzar la finalidad que consiste 
en la promoción de la seguridad y de la salud en el trabajo.  
98 GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J. Comentarios a la Ley 
31/1995..., op. cit., p. 67. 
99 SÁNCHEZ TORRES, E. El derecho a la intimidad…, op. cit., p. 460.  
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esto es, un riesgo que no deriva de las condiciones de 
trabajo, en sentido estricto, sino de los ambientes y 
del entorno psicosocial u organizacional de la empresa, 
cuya prevención demanda medidas de protección de 
carácter colectivo con base en lo que dispone el art. 
15.h) LPRL100. 
 
Esto significa que el riesgo laboral colectivo 
no deviene sólo de la puesta en peligro de la 
integridad física, que integra la perspectiva somática 
o fisiológica de la salud, sino también del peligro 
causado a los demás derechos fundamentales, entre ellos 
la intimidad, que forma parte de la perspectiva 
psíquica y social de la salud laboral. 
 
De esto deriva que en los supuestos de acoso 
sexual en el trabajo la lesión a la esfera íntima del 
trabajador, a pesar de en algunas ocasiones causar un 
daño psicológico a la víctima, no genera un peligro 
grave y cierto para la integridad moral, porque lo que 
se daña es la perspectiva psíquica y social del derecho 
a la salud.  
 
Teniendo todo esto presente, el acoso sexual en 
el trabajo debe ser considerado como un riesgo laboral 
colectivo, más específicamente, un riesgo social, como 
lo considera la Resolución 2002/C, al poner en peligro 
la salud laboral de la víctima en la medida que viola 
                                                 
100 PÉREZ DEL RÍO, T y BALLESTER PASTOR, A. Mujer..., op. cit., p. 
110. 
 360 
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso sexual en el trabajo  
el derecho a la intimidad, afectando, en consecuencia, 
el bienestar en el trabajo y el desarrollo de la 
prestación laboral. 
 
Es indudable que el acoso sexual ambiental, al 
violar la intimidad, afecta la salud laboral del 
ofendido en la medida en que compromete el bienestar 
del individuo con su entorno laboral, lo que impide el 
normal desarrollo de la prestación laboral y de la 
personalidad del trabajador.  
 
Así se reconoce en la STC 224/1999, de 13 de 
diciembre, fundamento jurídico quinto, cuando se 
vincula la gravedad del acoso sexual ambiental en el 
trabajo a la repercusión de la conducta acosadora sobre 
la salud mental de la víctima. 
 
En cuanto al chantaje sexual, es necesario 
tener en cuenta que la amenaza a las condiciones 
laborales de la víctima podrá afectar su salud mental 
al generar en el trabajador el miedo de no adquirir los 
derechos laborales, lo que podrá causar un daño 
psicológico y, por consiguiente, poner en peligro el 
equilibrio de la persona afectada y de su ambiente 
laboral.  
 
En definitiva, en los dos tipos de acoso sexual 
laboral se observa lesión a la salud. El acoso sexual 
ambiental afecta la dimensión social del concepto de 
salud al provocar un comprometimiento del bienestar del 
 361 
Los bienes jurídicos protegidos ante el acoso sexual en el trabajo  
trabajador con su entono laboral. Además, la creación 
de un ambiente de trabajo intimidatorio, hostil u 
humillante, podrá comprometer también el equilibrio 
psicológico de la víctima si del acoso sexual resulta 
un daño psicológico para el ofendido. Mientras que, en 
el chantaje sexual, se observará una lesión a la 
dimensión psíquica del concepto de salud cuando el daño 
psicológico se concrete. 
 
 
6) El derecho al trabajo 
 
 
Los actos de acoso sexual laboral violan el 
derecho del trabajador a la promoción a través del 
trabajo, porque generan injustificados criterios de 
acceso al empleo y a la formación profesional y 
condicionan de manera injustificada la adquisición de 
los derechos laborales101. 
 
Además, las conductas acosadoras en la relación 
laboral violan la manifestación individual del derecho 
al trabajo, es decir, el derecho a la continuidad en el 
empleo, porque en el 35% de los casos la reacción más 
común del trabajador acosado sexualmente es el cambio 
de empleo102 para huir del acoso sexual laboral, lo que 
demuestra que las estrategias de prevención no son 
                                                 
101 PÉREZ DEL RÍO, T. El acoso sexual…, op. cit., p. 191.  
102 AA VV (Gea 21, S. L.; PERNAS, B.; OLZA, J.; ROMÁN, M.; LIGERO, 
J. A.). El alcance…, op. cit.,  p. 56. 
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eficaces, ya que la víctima se encuentra sola en una 
situación que la obliga a dejar su trabajo.  
 
La creación de una situación intimidatoria, 
hostil o humillante hace que la víctima sienta la 
necesidad de escapar del ambiente de trabajo para 
ponerse a salvo del hostigamiento sexual. Se trata de 
procesos que finalizan, con carácter general, con la 
extinción de la relación laboral. 
 
El chantaje sexual también hace que la víctima 
sienta la necesidad de huir de la relación laboral en 
la que se produce el acoso sexual, ya que el hecho del 
trabajador no acceder a los requerimientos sexuales del 
acosador perjudica o impide la adquisición de las 
condiciones laborales, provocando la terminación de la 
relación laboral y afectando, por lo tanto, la 
continuidad del empleo. 
 
En definitiva, las conductas acosadoras en el 
ámbito laboral violan el derecho al trabajo en su 
manifestación individual al generar en el trabajador la 
necesidad de huir del acoso sexual a través de la 
finalización de la relación laboral, poniéndose en 
peligro la continuidad del empleo al verse la víctima 
obligada a dejar su trabajo para escapar del 
hostigamiento sexual103. 
                                                 
103 SERRANO GARCÍA, J. M. Tratamiento de la salud de la mujer 
trabajadora y del acoso sexual en la negociación colectiva. En AA 
VV (Coord. ESCUDERO RODRÍGUEZ, R.). La negociación colectiva en 
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7) ¿Pluriofensividad u ofensividad del acoso 
sexual en el trabajo? 
 
 
El acoso sexual en el trabajo es un ilícito 
laboral que atenta contra un ámbito específico 
plenamente perteneciente a la esfera íntima del ser 
humano. El hostigador tiene como finalidad prioritaria 
satisfacer sus instintos sexuales a través de una 
interferencia indebida en la sexualidad del trabajador 
afectado, creando para la víctima un contexto sexual no 
deseado que interfiere en la capacidad de 
autodeterminación del sujeto pasivo del acoso sexual. 
 
Es esta la principal distinción entre el 
hostigamiento sexual y laboral por medio del cual el 
hostigador pretende degradar laboralmente la víctima, 
lo que sucede a través de una interferencia ilegítima 
en la integridad moral de la persona acosada104. 
 
Ahora bien, cabe determinar si las conductas de 
hostigamiento sexual siempre son discriminatorias, 
puesto que es indudable que las normas comunitarias que 
                                                                                                                                      
España: una visión cualitativa. Valencia, Tirant lo blanch, 2004, 
p. 766. 
104 DEL REY GUANTER, S. Acoso sexual..., op. cit., 247; DE LAIZABAL 
SAIZAR, O. El acoso sexual...,  op. cit., p. 126; MOLERO MANGLANO, 
C. El acoso sexual..., op. cit., p. 249; ALTÉS TÁRREGA, J. A. El 
acoso sexual..., op. cit., p. 65-68; ARAMENDI, P. Acoso moral..., 
op. cit., p. 61: MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 18; 
ROMERO RODENAS, M. J.  Protección..., op. cit., p. 18; SAÉZ LARA, 
C. Mujer..., op. cit., p. 53; VILCHES ARRIBAS,  M. J.; PÉREZ DEL 
RÍO. T.; HERNÁNDEZ CANOSA, M. Guía..., op. cit., p. 13 y 21. 
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han tratado el acoso sexual han considerado el problema 
como un atentado contra el derecho a no ser 
discriminado por razón de sexo105. La ventaja de esta 
postura es la de da al hostigamiento sexual la misma 
tutela preferente que se atribuye a la prohibición de 
discriminación por razón de sexo.  
 
En el ámbito del derecho interno, considerar 
que el acoso sexual constituye siempre un acto 
discriminatorio por razón de sexo da lugar a la 
aplicación del art. 17 ET, y, por lo tanto, a la 
nulidad de las medidas perjudiciales al trabajador 
víctima de acoso sexual, así como en el plano procesal 
permite la aplicación de la teoría de la prueba 
indiciaria. 
 
Sin embargo, dichas ventajas son sólo 
aparentes. En el ámbito normativo interno la tutela de 
la intimidad tiene el mismo grado de protección que el 
derecho a no ser discriminado por razón de sexo, por 
cuanto se trata de derechos fundamentales de igual 
rango106.  
 
En lo que respecta a la aplicación del art. 17 
ET, aunque sólo se aplique a los casos de 
                                                                                                                                      
Vid. También; STC 224/1999, de 13 de diciembre de 1999 (BOE de 20 
de enero de 2000). 
105 Resolución 90/C (DOCE C 157 de 27 de junio de 1990); 
Recomendación 92/131/CEE (DOCE L 049 de 24 de febrero de 1992); 
Directiva 2002/73/CE (DOCE L 269/15 de 5 de octubre de 2002). 
106 DE VICENTE PACHÉS, F. El derecho..., op. cit., p. 217; ALTÉS 
TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 86. 
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discriminación, es necesario tener en cuenta  que 
cuando el trabajador víctima de hostigamiento sexual 
requiere la nulidad de la medida hostigadora con 
arreglo en el derecho a la intimidad puede utilizar 
como fundamento para tal pretensión el art. 181 LPL, 
que permite la declaración de nulidad de las medidas 
lesivas a los derechos fundamentales del trabajador, de 
tal suerte que la víctima de acoso sexual no tiene 
ningún perjuicio cuando fundamenta la tutela del 
hostigamiento sexual en el derecho a la intimidad. 
 
Además, el carácter discriminatorio del acoso 
sexual no se justifica con el argumento de que la mujer 
asume en el mercado de trabajo una especial situación 
de debilidad. El acoso sexual aparece como una 
consecuencia de dicha debilidad y no como su causa, 
razón por la cual las conductas de acoso sexual no 
siempre constituyen discriminación por razón de sexo.  
 
Pero  la doctrina107 asevera que los 
comportamientos de hostigamiento sexual pueden ser 
discriminatorios cuando se trata de conductas 
típicamente masculinas a través de las cuales ciertos 
hombres crean un entorno laboral intimidatorio para las 
mujeres, con lo que, además, se las discrimina por 
pertenecer a un determinado género sexual.   
 
                                                 
107 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., pp. 94-95. 
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El problema de tal postura reside en determinar 
cuando el acosador sexual utiliza las conductas de 
contenido libidinoso para crear un entorno 
discriminatorio por razón de sexo y no para intentar 
satisfacer sus instintos sexuales. 
 
La postura señalada merece ser matizada en la 
medida que introduce un aspecto subjetivo (la intención 
del hostigador) en la determinación del bien jurídico 
violado por las conductas de hostigamiento sexual, 
dificultando su tutela judicial al suponer el análisis 
de un elemento que se queda en el íntimo del acosador.  
 
Es más coherente admitir que, una vez 
caracterizado el acoso sexual, se observa una violación 
a la intimidad del trabajador, pues, como indicado, las 
conductas de hostigamiento sexual afectan la 
perspectiva corporal de dicho derecho cuando suponen 
contactos físicos entre el hostigador y la víctima, lo 
que demuestra la naturaleza sexual de los 
requerimientos libidinosos llevados a cabo por el 
agresor. 
 
Por otra parte, cuando las conductas de acoso 
sexual se manifiestan a través de bromas, comentarios e 
imposiciones empresariales hay lesión a la perspectiva 
no corporal de la intimidad, porque la creación de un 
ambiente laboral opresivo limita la capacidad de la 
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víctima de determinar libremente sus opciones 
sexuales108. 
 
Además, es necesario tener en cuenta que es en 
la determinación de los bienes jurídicos lesionados que 
el carácter no deseado de las conductas acosadoras 
cobra importancia. Cuando la víctima acepta dichas 
conductas, sean ellas discriminatorias o no, legítima 
la interferencia en un ámbito reservado de su 
personalidad, la sexualidad, autorizando el hostigador 
a satisfacer sus deseos sexuales. 
 
Lo expuesto permite afirmar que el 
hostigamiento sexual en el trabajo constituye, regla 
general, un ilícito ofensivo que independientemente de 
la forma de manifestación atenta contra la intimidad de 
la víctima. 
 
Ahora bien, no se puede olvidar que el acoso 
sexual ambiental en la medida en que compromete el 
bienestar del trabajador con su entorno laboral lesiona 
la perspectiva social del derecho a la salud.  
 
Por otra parte, se observa lesión a la 
perspectiva psíquica de dicho derecho cuando las 
conductas de hostigamiento sexual causan daños 
psicológicos al trabajador afectado. Es esta violación 
de la perspectiva social y psíquica del derecho a la 
                                                 
108 STSJ Asturias de 1 de febrero de 2002 (AS 218). 
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salud que permite caracterizar el acoso sexual como un 
riesgo social colectivo. 
 
En otros términos, la necesidad de tutelar los 
riesgos sociales en la relación laboral hace que el 
derecho a la salud mantenga vínculos no sólo con el 
derecho a la vida e integridad, que, regla general, se 
ve afectado en los supuestos de acoso laboral, sino 
también con el derecho a la intimidad, que es lesionado 
por los actos de hostigamiento sexual, puesto que el 
derecho a la salud presenta, además de una perspectiva 
somática o fisiológica, un ámbito social cuya 
concreción exige el respeto a los demás derechos 
fundamentales, entre ellos la intimidad. 
 
Hay que señalar todavía que el hostigamiento 
sexual en el trabajo supone también un atentado contra 
el derecho al trabajo cuando genera injustificados 
criterios de acceso al empleo y a la formación 
profesional y condiciona de manera injustificada la 
adquisición de los derechos laborales, así como cuando 
perjudica la continuidad de la relación laboral, es 
decir, cuando el trabajador pone fin a dicha relación 
para huir del acoso sexual del cual es víctima. 
 
En suma y como regla general, el hostigamiento 
sexual en el trabajo constituye un ilícito ofensivo que 
afecta la intimidad del trabajador. Sin embargo, de la 
lesión a este derecho fundamental adviene una lesión a 
la perspectiva social del derecho a la salud, así como 
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se observa el riesgo de lesión a la perspectiva 
psíquica de dicho derecho. Además, la violación de la 
intimidad puede provocar una vulneración del derecho al 
trabajo al condicionar injustamente la adquisición de 
derechos laborales o perjudicar la continuidad de la 
relación laboral. 
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CAPÍTULO VI 
 
LOS MECANISMOS DE TUTELA ANTE LAS 
CONDUCTAS ACOSADORAS EN EL TRABAJO 
1. Consideraciones iniciales. 2. La tutela 
preventiva del acoso laboral. A. La 
prevención del acoso desde la LPRL. A.1. El 
acoso en el trabajo como riesgo laboral. 
A.2. Las etapas de prevención del acoso en 
el trabajo desde la LPRL. B. La prevención 
del acoso sexual en el trabajo desde el 
Código de Conducta anexo a la Recomendación 
92/131/CEE. C. Las estrategias sindicales 
para prevenir el acoso laboral. D. La 
importancia de la negociación colectiva en 
la prevención del acoso laboral. 3. La 
tutela sancionadora del acoso en el trabajo. 
A. La tutela administrativa ante el acoso 
laboral. A.1. Consideraciones iniciales. 
A.2. Medidas no sancionadoras de carácter 
general. A.3. Medidas no sancionadoras 
específicas en materia de prevención de 
riesgos laborales. A.4. Procedimiento 
sancionador. A.5. La tutela administrativa 
frente al acoso sexual en el trabajo. B. La 
tutela penal del acoso en el trabajo. B.1. 
Consideraciones iniciales. B.2. El acoso en 
el trabajo como delito contra la integridad 
moral. B.3. El acoso laboral como delito 
contra los derechos de los trabajadores. 
B.4. El acoso en el trabajo como delito de 
lesiones. B.5. Consideraciones finales en 
torno a la tutela penal del acoso en el 
trabajo. B.6. El acoso sexual como delito. 
B.6.1. El delito de acoso sexual ambiental. 
B.6.2. El delito de acoso de prevalimiento. 
B.6.3. La responsabilidad penal por las 
conductas de acoso sexual en l trabajo. 4. 
La tutela reparadora del acoso en el 
trabajo. A. Planteamientos previos. A.1. La 
naturaleza reparadora de la tutela civil, 
laboral y del recargo de prestaciones. A.2. 
La responsabilidad del empresario por las 
conductas acosadoras propias y de terceros. 
A.2.1 La naturaleza jurídica de la 
responsabilidad del empresario por las 
conductas constitutivas de acoso laboral. 
A.2.2. La responsabilidad del empresario 
cuando el acoso laboral es cometido por los 
directivos, administradores, superiores 
jerárquicos o compañeros de trabajo. A.2.3. 
La responsabilidad del empresario cuando el 
acoso sexual es cometido por personas 
extrañas a la empresa. A.3. Naturaleza 
jurídica y requisitos de la responsabilidad 
del acosador persona distinta del 
empresario. B. La tutela civil del acoso 
laboral. B.1. Consideraciones iniciales. 
B.2. El daño moral derivado de las conductas 
de acoso laboral. B.3. El daño moral 
derivado de las conductas de acoso sexual en 
el trabajo. B.4. La tutela frente a los 
actos de acoso sexual en el trabajo en el 
acceso al empleo. B.5.  El procedimiento de 
tutela de los derechos fundamentales. B.5.1. 
Consideraciones iniciales. B.5.2. La 
legitimación. B.5.3. Las características. 
B.5.4. La indemnización. B.5.5. La prueba. 
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
B.6. El proceso ordinario para la 
reclamación de indemnización de daños y 
perjuicios derivados del acoso laboral. B.7. 
La jurisdicción competente. C. La tutela 
laboral del acoso en el trabajo. C.1. la 
resolución indemnizada del contrato de 
trabajo a instancia del trabajador. C.2. La 
nulidad del despido en los supuestos de 
acoso laboral. D. El recargo de 
prestaciones. D.1. Consideraciones 
iniciales: el acoso laboral y sexual como 
causa de accidente de trabajo. D.2. 
Requisitos para la procedencia del recargo 
en los supuestos de acoso en el trabajo. 5. 
La tutela constitucional: el amparo 
constitucional. 
 
 
 
1) Consideraciones iniciales 
 
El acoso en el trabajo merma la capacidad de 
autodeterminación de la persona al imponer un límite 
injustificado a la esfera de los derechos 
fundamentales del trabajador, al respeto de su 
integridad moral. Por ende, lo ideal sería que la 
prestación de la actividad laboral se desarrollase en 
un ambiente de trabajo exento de conductas 
acosadoras, lo que permitiría una gestión democrática 
de la empresa, entendiendo como tal la gestión que 
garantiza, al mismo tiempo, la concreción del interés 
empresarial y el desarrollo de la personalidad del 
trabajador, en el seno de la unidad productiva, a 
través del ejercicio de los derechos fundamentales. 
 
Del interés por garantizar una gestión 
empresarial democrática surge la necesidad de 
prevenir en el entorno laboral los comportamientos 
hostigadores por cuanto, como ha sido reconocido por 
la OIT en la reunión del 20031, la lucha contra la 
violencia en el lugar de trabajo es estratégica para 
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combatir dicho problema, en los demás ámbitos de la 
vida social.  
 
No obstante, cuando la tutela preventiva del 
acoso laboral no es eficaz se impone la sanción penal 
o administrativa de las conductas acosadoras que 
atienden a intereses estatales y sociales de que no 
se traspasen determinados límites en la conducta 
humana, reprimiéndose con dichas sanciones más a la 
acción contraria al derecho, que a sus consecuencias 
concretas2. Asimismo se contempla la reparación de 
las consecuencias derivadas del hostigamiento a 
través de la imposición al hostigador de una 
obligación de hacer o de no hacer, así como del pago 
de una indemnización, a fin de reponer la situación 
al momento anterior al hostigamiento. 
 
Teniendo todo ello presente, en este capítulo 
se abordarán los mecanismos de tutela preventiva y 
reparadora de que dispone la víctima de acoso en el 
trabajo para cohibir las conductas acosadoras, así 
como las sanciones administrativas y penales que 
pueden ser impuestas al acosador, analizándose, en 
primer lugar, la tutela preventiva y sancionadora y, 
posteriormente, los mecanismos de tutela reparadora 
que comprenden la tutela civil, laboral y el recargo 
de prestaciones. 
 
 
 
                                                                                                                                                         
1 La hora de la igualdad..., op. cit., pp. 16, 95-98. 
2 BOBBIO, N. Contribución a la teoría del Derecho. Madrid, 
Debate, 1990, p. 389.  
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2) La tutela preventiva del acoso laboral 
 
A) La prevención del acoso desde la LPRL 
 
A.1) El acoso en el trabajo como riesgo 
laboral 
 
 
La Directiva 76/207/CE establece en el art. 
2.5 que los Estados miembros, de conformidad con la 
legislación, los convenios colectivos o las prácticas 
nacionales, deberán alentar a los empresarios y a los 
responsables del acceso a la formación a adoptar las 
medidas necesarias para prevenir todas las formas de 
discriminación por razón de sexo y, en particular, el 
acoso y el acoso sexual en el lugar de trabajo. 
 
La necesidad de prevenir el acoso en el 
trabajo también deriva del contenido del art. 2.2 de 
la citada Directiva, así como del art. 2.3 de las 
Directivas 2000/43/CE3 y 2000/78/CE4 que, al 
determinar que la situación de persecución laboral a 
que se somete el trabajador crea un entorno 
intimidatorio, hostil, degradante, humillante u 
ofensivo para la persona que lo sufre, reconoce que 
el hostigamiento se caracteriza como un riesgo 
laboral que afecta la armonía del ambiente de 
trabajo, pone en peligro el desarrollo de la 
personalidad del trabajador y atenta contra la 
dignidad de la persona. 
 
                                                          
3 DOCE L 180/22 de 19 de julio de 2000. 
4 DOCE L 303/16 de 2 de diciembre de 2000. 
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La Resolución 2002/C5, a su vez, señala que 
la mejora continua del bienestar en el trabajo debe 
tener en cuenta los riesgos sociales, tales como el 
estrés y el acoso laboral, lo que impone la 
obligación de propiciar desde las primeras etapas 
educativas una cultura de prevención y de mantener 
una formación profesional continua, regularmente 
impartida y adaptada al trabajo cotidiano, capaz de 
integrar la salud y la seguridad en el trabajo en la 
gestión de las empresas y en las demás actividades 
que fomenten un mantenimiento sistemático del 
bienestar laboral. 
 
Se observa que, mientras la nueva redacción 
de la Directiva 76/207/CE, así como las Directivas 
2000/43/CE y 2000/78/CE admiten, aunque no de manera 
expresa, que el acoso en el trabajo se configura como 
un riesgo laboral, en la medida en que la existencia 
de conductas acosadoras crea un ambiente de trabajo 
inadecuado para el desarrollo personal del 
trabajador, la Resolución 2002/C reconoce 
expresamente que el hostigamiento en el trabajo 
constituye un riesgo social que debe ser evitado, ya 
que las conductas acosadoras afectan la integridad 
moral del trabajador y ponen en peligro la salubridad 
del ambiente de trabajo. 
 
Las normas comunitarias señaladas pretenden 
dejar claro, en primer lugar, que el acoso en el 
trabajo constituye un riesgo laboral al afectar la 
normalidad del ambiente de trabajo y perjudicar el 
                                                          
5 DOCE C 161/1 de 5 de julio de 2002 
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desarrollo de la personalidad del trabajador, y, en 
segundo lugar, que dicho riesgo debe ser evitado de 
conformidad con la realidad interna de cada Estado 
miembro a través de la adecuación de la legislación 
nacional al imperativo de prevenir eficazmente el 
riesgo laboral originado por las conductas 
acosadoras.  
 
En el ámbito del derecho interno la exigencia 
de prevenir el riesgo derivado del acoso en la 
empresa debe ser enmarcada bajo la dimensión 
organizacional y ambiental de la política preventiva 
prevista en la LPRL. Esta dimensión de la prevención 
de riesgos se encaja en el contenido ofensivo de la 
referida ley, que comprende todas “las medidas 
encaminadas a mejorar, en todos sus aspectos, el ambiente 
de trabajo para hacer éste lo más agradable –o, si no, lo 
menos desagradable-posible”6, con lo que se pretende 
fomentar el bienestar laboral.  
 
La dimensión organizacional y ambiental de la 
política de prevención de riesgos tiene como 
fundamento el art. 2.1 LPRL, que determina que el 
objeto del mencionado texto legal es la promoción de 
la seguridad y salud de los trabajadores. Esta 
última, entendida como el completo estado de 
bienestar de la persona, debe ser garantizada, 
conforme a lo previsto en el citado precepto, 
mediante la aplicación de las medidas y el desarrollo 
de las actividades necesarias para la prevención de 
riesgos laborales.  
                                                          
6 ALARCÓN CARACUEL, M. R. Los deberes…, op. cit., pp. 105-106. 
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El citado artículo deja claro que la 
finalidad de la LPRL no es prevenir los riesgos 
laborales, sino promocionar y garantizar la salud, 
funcionando la prevención de riesgos laborales y las 
medidas desarrolladas en la LPRL como un instrumento 
que debe ser adoptado por el empresario para 
garantizar que se cumpla la finalidad de la citada 
ley, o sea, fomentar la seguridad y salud del 
trabajador.  
 
En este sentido, el art. 14.2 LPRL prescribe 
que el empresario deberá garantizar la seguridad y 
salud de los trabajadores en todos los aspectos 
relacionados con el trabajo, adoptando para ello 
cuantas medidas sean necesarias para la protección de 
los mencionados bienes jurídicos.  
 
Dichas dimensiones de la política preventiva 
se fundamentan también en el art. 15.1.g) y el art. 
16.17 LPRL, que confieren a esta ley una perspectiva 
ergonómica en la resolución de los problemas de salud 
laboral, cuya finalidad es garantizar el equilibrio 
físico-psíquico-social de las personas en el entorno 
productivo8.  
 
De conformidad a lo dispuesto en el art. 16.1 
LPRL, la implantación y aplicación de un plan de 
prevención de riesgos laborales deberá integrarse en 
el sistema general de gestión de la empresa e incluir 
la estructura organizativa, las responsabilidades, 
                                                          
7 Nueva redacción dada por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre de 
2003 (BOE de 13 de diciembre de 2003). 
8 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1150. 
 381
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
las funciones, las prácticas, los procedimientos, los 
procesos y los recursos necesarios para llevar a cabo 
la acción preventiva. 
 
Así, la obligación de integrar la prevención 
en la gestión empresarial hace que la seguridad y 
salud de los trabajadores sea considerada como algo 
esencial en la unidad productiva9, habiendo, por 
tanto, de tener en cuenta en la gestión de la 
prevención de riesgos laborales la sinergia entre lo 
social y lo económico10. 
 
Esto quiere decir que la LPRL no tutela sólo 
la dimensión de la seguridad técnica. Por el 
contrario, tutela también el aspecto social del 
concepto de salud, puesto que la unidad productiva se 
convierte en una organización social, en la que 
interviene un grupo de personas con un fin común11. 
 
El fin común que la empresa busca concretar 
es la realización de lo mejor en términos económicos, 
con lo que se reduce la importancia de la unidad 
productiva como instrumento de desarrollo personal y 
social, generándose, por consiguiente, deficiencias 
respecto a la organización del trabajo.  
 
La ausencia de claridad en cuanto a los 
objetivos, autonomía y responsabilidades en el 
                                                          
9 BARRACÍN, J. C. Gestión de la prevención de riesgos laborales. 
Una visión empresarial. Madrid, Centro de Estudios Financieros, 
2003, pp. 33 y 34. 
10 LANZADERA ARENCIBIA, E. Comentarios a la reforma del marco 
normativo de la prevención de riesgos laborales. En Revista de 
Trabajo y Seguridad Social, núm. 18, 2004, p. 133. 
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ejercicio del trabajo, la falta de capacitación para 
dirigir a las personas, así como la ausencia de 
informaciones adecuadas para desarrollar bien el 
trabajo son las principales deficiencias 
organizativas que se observan en el entorno 
productivo. 
 
El problema que surge es que tales 
deficiencias constituyen importantes factores 
psicosociales de riesgos que pueden servir de caldo 
de cultivo para fomentar el acoso laboral en la 
medida en que el acosador, utilizándose de ellas, 
puede reducir y anular el margen de decisión y 
autonomía de la víctima, exigir la realización de 
tareas que entran en conflicto con sus valores 
personales y profesionales, lo que imposibilita el 
desarrollo de las redes de solidaridad entre los 
compañeros de trabajo12. 
 
De esto resulta que la prevención del riesgo 
laboral derivado del acoso en el trabajo debería ser 
enmarcada en la dimensión organizacional y ambiental 
de la LPRL que tutela la perspectiva social del 
concepto de salud. El hostigamiento tiene, 
indudablemente, su causa en las deficiencias 
organizativas de las empresas modernas, que 
constituyen factores psicosociales de riesgo que, al 
poner en peligro la armonía del ambiente de trabajo y 
                                                                                                                                                         
11 RODRÍGUEZ LÓPEZ, P. Mobbing..., op. cit., p. 120. 
12 LÓPEZ CABARCOS, M. A. y VÁZQUEZ RODRÍGUEZ, P.  Mobbing..., 
op. cit., pp. 33-34; AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R. 
y TASCÓN LÓPEZ, R. El acoso..., op. cit., p. 10; FERNÁNDEZ 
CAROU, L. y LLORENS SERRANO, C. Acoso moral (mobbing): una 
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la salud del trabajador13, pueden ser identificados a 
través de una adecuada evaluación y evitados por 
medio de la adopción de las medidas preventivas 
necesarias para combatirlos14. 
 
Aunque, como se observa, lo ideal sería una 
prevención de las conductas acosadoras desde la LPRL, 
el primer óbice para que ello se concretice es el 
hecho de que la mencionada ley no recoge expresamente 
la necesidad de tutelar los riesgos laborales 
derivados del acoso en el trabajo, que, con todo, 
encuentra fundamento en varios de sus dispositivos 
legales. 
 
El art. 14.1 contempla el derecho de los 
trabajadores a una protección integral y eficaz en 
materia de seguridad y salud. Esta protección eficaz 
del completo estado de bienestar del trabajador 
obliga a una tutela de los riesgos psicosociales 
desde la LPRL, por lo que no se puede excluir de su 
ámbito la prevención del acoso en el trabajo, que 
afecta la perspectiva social del derecho a la salud y 
pone en peligro grave la dimensión psíquica de dicho 
bien jurídico. Por ello, cabe al empresario asegurar 
dicha seguridad y salud en todos los aspectos 
relacionados con el trabajo (art. 14.2) a través de 
un conjunto de actividades o medidas adoptadas o 
previstas en todas las fases de la actividad de la 
                                                                                                                                                         
dimensión del riesgo psicosocial. Disponible en: 
www.istas.ccoo.es. 
13 ESCUDERO RODRÍGUEZ, R. El acoso sexual…, op. cit., pp. 474-
475. 
14 SERRANO GARCÍA, J. M. Tratamiento de la salud…, op. cit., p. 
771.  
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empresa y que deben ser llevadas a cabo con el fin de 
evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo 
(art. 4.1º). 
 
El art. 4.2º, a su vez, considera como 
riesgos laborales la posibilidad de que el trabajador 
sufra un determinado daño, incluyéndose en la 
categoría de “daños derivados del trabajo” las 
enfermedades, patologías o lesiones sufridas con 
motivo u ocasión del trabajo (art. 4.3º), sin hacer 
distinción entre las enfermedades, patologías o 
lesiones físicas y psicológicas, lo que permite 
considerar el daño social y/o psíquico derivado del 
acoso como “daño derivado del trabajo”. 
 
Específicamente respecto a los aspectos 
preventivos, el art. 15.1.g) prescribe que el deber 
general de prevención debe desarrollarse teniendo en 
cuenta el principio general de la planificación, 
integrándose en ella la técnica, la organización del 
trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones 
sociales y la influencia de los factores ambientales 
en el trabajo. Y el art. 15.1.h permite tratar los 
comportamientos acosadores como un riesgo colectivo, 
lo que impone la adopción de medidas que antepongan 
la protección colectiva a la individual15. 
 
Teniendo presente estos dispositivos legales 
de la LPRL, así como el hecho de que los factores 
psicosociales de riesgos derivados de las 
                                                          
15 Vid. en este sentido la STSJ Cataluña de 7 de abril de 2004 
(JUR 153345); STSJ Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 
(AS 2051). 
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deficiencias organizativas de la empresa moderna 
sirven para fomentar el aparecimiento del 
hostigamiento, que afecta a la integridad moral de la 
víctima y pone en peligro la armonía del ambiente de 
trabajo y, por consiguiente, la salud del trabajador, 
se puede caracterizar las conductas acosadoras como 
un riesgo social colectivo, conforme dispone la 
Resolución 2002/C, según la cual tanto el estrés como 
el acoso laboral constituyen riesgos sociales que 
deben ser evitados en el entorno productivo. 
 
Se trata, pues, de un riesgo laboral16, 
porque los comportamientos hostigadores hacen nacer 
la posibilidad de que el trabajador padezca un 
determinado daño moral o material, así como una 
lesión a la salud (art. 4.2º LPRL).  
 
Además, el acoso constituye un riesgo laboral 
de naturaleza social, por cuanto dimana de las 
relaciones interpersonales que tienen lugar en el 
entorno laboral17. Mientras que su naturaleza 
colectiva deriva de la creación de un ambiente de 
trabajo inadecuado para el desarrollo personal y 
profesional del trabajador, que afecta no sólo a la 
víctima, sino también al propio entorno productivo y, 
                                                          
16 PERÉZ DEL RÍO, T. y BALLESTER PASTOR, M. A. Mujer..., op. 
cit., pp. 110-11; DÍAZ DESCALZO, M. C. Los riesgos 
psicosociales..., op. cit., pp. 192-193; MOLINA NAVARRETE, C. 
La tutela..., op. cit., pp. 1147-1149; FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. A. 
El acoso..., op. cit., pp. 63-65. RODRÍGUEZ LÓPEZ, P. 
Mobbing..., op. cit., pp. 134-135. 
17 STSJ Galicia de 5 de abril de 2004 (AS 1803); STSJ Andalucía, 
Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2057); STSJ Andalucía, 
Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2051). 
Vid. también: AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R. y 
TASCÓN LÓPEZ, R. El acoso..., op. cit., p. 23. 
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por consiguiente, a los demás trabajadores que 
intervienen en dicho entorno en la medida en que les 
causan una sensación de inseguridad respecto a los 
parámetros, no siempre justos, que conducirán las 
relaciones laborales. 
 
La caracterización del hostigamiento en el 
trabajo como un riesgo laboral de naturaleza social y 
colectiva confiere a la LPRL una nueva dimensión 
preventiva, la social, que tutela el equilibrio 
físico, psíquico y social de los trabajadores con la 
finalidad de fomentar el mantenimiento del bienestar 
laboral y de impulsar la visión de que la empresa, 
además de un mecanismo imprescindible para el 
progreso económico, es también un relevante 
instrumento de desarrollo personal y social de los 
individuos que intervienen en el proceso productivo. 
 
En definitiva, el sentido de atribuir a la 
LPRL una nueva dimensión, la social, es permitir que 
bajo las medidas preventivas contempladas en esta Ley 
sea llevada a cabo la tutela preventiva de todos los 
elementos que forman parte del concepto de salud 
laboral. 
 
Así las cosas, en el desarrollo normativo que 
de la tutela preventiva del acoso laboral en la 
empresa se realiza en la LPRL pueden distinguirse 
tres etapas, que a continuación se analizan18.  
                                                          
18 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., pp. 1151-1154; 
DÍAZ DESCALZO, M. C. Los riesgos psicosociales..., op. cit., 
193-194; AGRA VIFORCOS, B.,  FERNANDEZ FERNANDEZ, R. y TASCON 
LOPEZ, R. El acoso..., op. cit., pp. 22 y ss; CORDERO SAAVEDRA, 
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A.2) Las etapas de prevención del acoso en 
el trabajo desde la LPRL 
 
 
La primera etapa de prevención del 
hostigamiento en el trabajo se distingue por el 
propósito de evitar los posibles riegos derivados del 
ambiente de trabajo (art. 15.1.g.). 
 
Para tanto, la empresa deberá promover la 
formación continuada de los directivos y cuadros 
intermedios en temas relacionados con la 
administración de recursos humanos y solución de 
conflictos en el ámbito laboral. 
 
Otro paso que deberá ser dado para evitar los 
riesgos psicosociales consiste en promover la 
formación de los trabajadores en lo relativo a esta 
especie de riesgos. Esto se hará a través de la 
explicación de la política de la empresa sobre el 
acoso con exposición de directrices claras, en las 
cuales se debe incluir medidas que se destinen a 
incentivar la colaboración y fluidez de las 
relaciones interpersonales, tanto dentro del mismo 
nivel como con los superiores. 
 
La formación adecuada de los trabajadores en 
los asuntos relacionados con los riesgos 
                                                                                                                                                         
L. El acoso moral u hostigamiento psicológico en el trabajo. Un 
problema laboral con incipiente respuesta jurídica. En Revista 
Española de Derecho del Trabajo, núm. 110, 2002, p. 244 y ss; 
MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., pp. 19-21; VELÁZQUEZ, 
M. Las posibilidades..., op. cit., p. 165; ROMERO RODENAS, M. 
J. Protección..., op. cit., pp. 52-60; RODRÍGUEZ LÓPEZ, P. 
 388
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
psicosociales exige también que se garantice el 
derecho a formular quejas sobre el acoso sin sufrir 
represalia alguna, así como que se deje claro cuáles 
son las consecuencias del desarrollo de conductas 
contrarias a los valores éticos propugnados por la 
empresa y las sanciones que de ellas derivan. 
 
Otra importante medida que debe ser adoptada 
para evitar los riesgos psicosociales derivados del 
ambiente de trabajo es la promoción de una política 
que garantice criterios justos respecto a los 
parámetros que deberán orientar las condiciones de 
trabajo.  
 
Dicha política se materializa con la adopción 
de un sistema de audiencia de los trabajadores, que 
les permita expresar libremente su opinión en asuntos 
relacionadas con el funcionamiento de la empresa y el 
comportamiento de los superiores jerárquicos, con la 
utilización de criterios objetivos de promoción 
profesional cuya finalidad es cohibir la precariedad 
laboral y con la delimitación clara de las funciones 
del personal para evitar fricciones competenciales19. 
  
La segunda etapa de la prevención del acoso 
laboral en el ámbito de la empresa coincide con la 
evaluación de los riesgos que no se hayan podido 
evitar en la que deberá adoptarse las medidas 
necesarias para impedir que los posibles riesgos 
produzcan daños.  
                                                                                                                                                         
Mobbing..., op. cit., pp.153-154; GARCIA CALLEJO, J. M. 
Protección jurídica…, op. cit., pp. 142-144. 
19 ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., pp. 55-56. 
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La evaluación de los riesgos será llevada a 
cabo teniendo en cuenta el exceso de exigencias 
psicológicas del trabajo, la falta de control sobre 
los contenidos y las condiciones de trabajo y las 
posibilidades de desarrollo, la falta de apoyo 
social, de calidad de liderazgo, de previsibilidad o 
de claridad de rol en el trabajo, y las escasas 
compensaciones en el trabajo20. 
 
En esta etapa preventiva desempeña un 
importante papel el Comité de Seguridad y Salud y los 
Delegados de Prevención, en las empresas de menos de 
cincuenta trabajadores, competiéndoles participar en 
la elaboración, puesta en práctica y evaluación de 
los planes y programas de prevención de riesgos en la 
empresa (39.1.a) de la LPRL). Esto les permite asumir 
las iniciativas sobre la evaluación o autoevaluación 
de los riesgos psicosociales, a fin de conocer de 
forma dinámica y permanente si el trabajo se 
desarrolla en un entorno laboral libre de acoso.  
 
Además, es atribución del referido Comité 
promover la investigación de las conductas 
hostigadoras, ya que de conformidad con el art. 
39.1.b) LPRL compete a dicho órgano promover la 
efectiva prevención de los riesgos laborales. Para 
ello, se le confiere la facultad de conocer y 
analizar los daños producidos en la salud o en la 
integridad física de los trabajadores con la 
finalidad de valorar sus causas y proponer las 
medidas preventivas oportunas (art. 39.2.c) LPRL).  
                                                          
20 Método ISTAS. Disponible en: www.istas.ccoo.es.  
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Hecha la evaluación de los riesgos 
psicosociales que no se han podido evitar, la empresa 
deberá adoptar las medidas capaces de impedir que los 
posibles riesgos produzcan daños efectivos a la 
víctima21. 
 
La última etapa de prevención del acoso 
laboral comprende la adopción de las medidas 
necesarias para impedir que el daño se siga causando 
a la víctima cuando los riesgos psicosociales se 
materializan y el daño se concreta. 
 
Tales medidas pueden ser divididas en dos 
grupos. En el primero, se encuentran las medidas 
relativas al acosador, en las cuales se incluyen las 
medidas organizativas de movilidad funcional o 
geográfica cuya finalidad es apartar al hostigador de 
la víctima y las medidas propiamente sancionatorias, 
o sea, la amonestación verbal o escrita, la 
suspensión de empleo y sueldo y el despido22. En el 
                                                          
21 Las medidas destinadas a evitar la producción de daños 
efectivos son: a) exigir niveles de productividad adecuados, b) 
facilitar la intervención de los representantes de los 
trabajadores en la medición de tiempos, intentando que los 
rendimientos sean fruto de acuerdo entre las partes, c) 
eliminar los sistemas de control de los trabajadores en la 
empresa que impidan un nivel mínimo de privacidad, d) trasladar 
temporal o definitivamente del lugar de trabajo a los 
directivos o mandos intermedios que originen una situación de 
conflicto generalizado con los trabajadores a su cargo, e) 
garantizar un sistema de ascensos basado en el mérito y 
capacidad, excluyendo el favoritismo como guía de promoción en 
el trabajo, f) atajar de inmediato las conductas 
discriminatorias por razón de sexo, raza, religión, edad, 
ideología u orientación sexual, y g) facilitar la 
compatibilidad de la vida familiar con el trabajo (ROMERO 
RODENAS, M. J. Protección…, op. cit., p. 58).   
22 AGRA VIFORCOS, B., FERNANDEZ FERNANDEZ, R.; TASCON LOPEZ, R. 
El acoso..., op. cit., p. 22 y ss.; MELLA MÉNDEZ, L. El 
acoso..., op. cit., p. 20; ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., 
op. cit., pp. 59-60.  
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segundo, están las concernientes al acosado, que 
consisten en la facilitación de los medios necesarios 
para su recuperación. 
 
Sin embargo, los trabajadores también tienen 
obligaciones en materia de prevención de riesgos 
laborales que son especificadas en el art. 29, siendo 
relevante en los aspectos relativos al acoso laboral 
la obligación prevista en el apartado 2 que consiste 
en informar de inmediato a su superior jerárquico 
directo, y a los trabajadores designados para 
realizar las actividades de protección y prevención 
acerca de cualquier motivo razonable que a su juicio 
entrañe riesgo para la seguridad y la salud de los 
trabajadores. Asimismo, la obligación de cooperar con 
el empresario para que pueda garantizar unas 
condiciones de trabajo que sean seguras y no entrañen 
riesgos para la seguridad y la salud de los 
trabajadores.  
 
Esto impone al trabajador el deber de 
cooperar con el empresario y con las personas 
encargadas de las actividades preventivas en la 
prevención del acoso en el trabajo, así como el deber 
de denunciar su existencia en el ámbito laboral. 
 
Por ello, la implantación de un plan de 
prevención de riesgos laborales que contemple una 
eficaz prevención del acoso laboral deberá incluir 
las tres etapas enunciadas y, por consiguiente, las 
medidas enumeradas en cada una de estas etapas, 
porque “la prevención del acoso exige la adopción de 
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medidas por parte de la empresa que impidan un 
ambiente de trabajo hostil y destructivo”23. 
 
 
B) La prevención del acoso sexual en el 
trabajo desde el Código de Conducta anexo a 
la Recomendación 92/131/CEE 
 
 
Por lo que se refiere a la tutela preventiva 
del acoso sexual en el trabajo diversas medidas 
pueden ser adoptadas para evitar que dicho ilícito 
laboral se concrete. Medidas preventivas, cuyo 
conocimiento nos obliga a remitirnos al Código de 
Conducta sobre las medidas para combatir el acoso 
sexual24, anexo a la Recomendación 92/131/CEE25, ya 
que el mencionado Código ha sido la primera norma 
comunitaria en establecer mecanismos preventivos 
específicos para tutelar las conductas acosadoras en 
el ambiente laboral. 
 
De conformidad con el citado Código, la 
primera medida preventiva a adoptar es la elaboración 
en el ámbito empresarial de una declaración de 
principios, en la que se establezca expresamente que 
todos los trabajadores tienen derecho a ser tratados 
con dignidad, no permitiéndose el acoso sexual, así 
                                                          
23 ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 60. 
24 Sobre las medidas que deben ser adoptadas para combatir el 
acoso sexual vid. también: ALEMANY GÓMEZ, C.; LUC, V.; MOZO 
GONZÁLEZ, C. El acoso sexual..., op. cit., pp. 213-219; Guía 
Sindical para abordar el acoso sexual en el trabajo. Madrid, 
Secretaría Confederal de la Mujer de CC.OO., 2003, p. 22, que 
recoge las medidas previstas en el Código de Conductas, anexo a 
la Recomendación de la Comisión de 27 de noviembre de 1991;  
Vid. también: La hora de la igualdad..., op. cit., p. 95.  
25 DOCE L 049 de 24 de febrero de 1992. 
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como garantizando el derecho de los trabajadores a 
presentar denuncias cuando se verifique la existencia 
de conductas de acoso sexual en el ámbito de la 
empresa, que deberá ser sancionado adecuadamente26. 
 
Dicha declaración de principio debe ser 
comunicada de manera efectiva por el empresario a los 
trabajadores, a fin de que ellos sean conscientes del 
derecho que tienen y sepan a quien dirigir sus 
reclamaciones. 
 
También debe ser considerada medida 
preventiva la formación tanto de los directores y 
supervisores con relación a la identificación de los 
factores que contribuyen a crear un entorno laboral 
exento de todo acoso sexual, como la formación de las 
personas encargadas de los procedimientos y examen de 
las denuncias formuladas por las víctimas. 
 
Sólo cuando el empresario garantice la 
efectiva aplicación en el entorno empresarial de una 
declaración de principios, en la cual se articulen la 
formación e información sobre los mecanismos de 
prevención y combate contra el hostigamiento sexual, 
así como la aplicación de la sanción adecuada, estará 
actuando diligentemente en la tutela de la intimidad 
del trabajador en el ámbito laboral.  
 
Lo ideal sería que la política de prevención 
del acoso laboral fuese articulada con base en lo 
                                                          
26 PÉREZ DEL RÍO, T. y BALLESTER PASTOR, M. A. Mujer y salud..., 
op. cit., p. 110. 
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dispuesto en la LPRL. No obstante, es necesario tener 
en cuenta que una política preventiva fundamentada en 
dicha ley encuentra como principal obstáculo la falta 
de previsión legal expresa respecto a la prevención 
de los riesgos sociales, lo que confiere un papel 
relevante a las medidas preventivas enumeradas en el 
Código de Conducta anexo a la Recomendación 
92/131/CEE, que deben funcionar como un conjunto 
mínimo de actuaciones que debe ser observado en la 
prevención del acoso laboral. 
 
Es necesario fomentar en la organización 
empresarial la tutela preventiva frente a las 
conductas acosadoras, con la finalidad de crear en 
los trabajadores y en todos aquellos que desempeñen 
tareas en el seno de las empresas, una cultura de 
respeto a la dignidad de los trabajadores. 
 
La razón de esto es que a pesar de la 
importancia de esta especie de tutela la realidad 
demuestra que los trabajadores no mencionan los 
mecanismos internos y formales de combate a las 
conductas acosadoras, en general, porque tales 
mecanismos no existen o, cuando existen, no son 
conocidos por los trabajadores27. 
 
Con todo, se impone destacar que una cultura 
preventiva y de respeto a la dignidad del trabajador 
frente a los comportamientos hostigadores depende 
                                                          
27 AA VV (Coord. Gea 21, S.L.; PERNAS, B.; OLZA, J.; ROMÁN, M.; 
LIGERO, J. A.). El alcance..., op. cit., p. 57; SÁEZ LARA, C. 
Mujer..., op. cit., p. 54.. 
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también de la participación de los sindicatos y de la 
intervención de la negociación colectiva. 
 
 
C) Las estrategias sindicales para prevenir 
el acoso laboral 
 
 
Los factores que propician el acoso laboral 
resultan de la forma actual de organización del 
trabajo en la unidad productiva cuyas características 
más importantes son la indefinición que aumenta las 
posibilidades de abuso de poder en el ámbito 
empresarial, la variabilidad sobre el contenido y las 
condiciones de trabajo, y la flexibilidad 
precarizadora, que convierte a los trabajadores en un 
elemento más de la cadena productiva, capaces de ser 
sustituidos en cualquier momento28. 
 
Esto significa que las conductas acosadoras 
en la empresa derivan de la falta de democracia en el 
ambiente laboral, lo que confiere a la actuación 
sindical un importante papel, el de intentar 
restablecer el equilibrio en las relaciones laborales 
a través de una actuación preventiva en materia de 
acoso laboral. 
 
                                                          
28 GONZÁLEZ GARCÍA, K. Acción sindical y preventiva contra los 
riesgos psicosociales. El mobbing. En Lan Harremanak, núm. 7, 
2003, p. 185; BELANDIA, R. Acción sindical..., op. cit., p. 
197; VELÁZQUEZ, M. Las posibilidades..., op. cit., p. 164; 
FERNÁNDEZ CAROU, L. y LLORENS SERRANO, C. Acoso moral 
(mobbing): una dimensión del riesgo psicosocial. Disponible en: 
www.istas.com.br.  
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En último termino, la finalidad de la 
actuación sindical es fomentar el respeto a la 
dignidad del trabajador a través de la adopción de 
una política preventiva que garantice un ambiente de 
trabajo adecuado al desarrollo de la prestación 
laboral, puesto que el trabajo, sobre todo, el 
desempeñado en un ambiente en el que no haya riesgos 
sociales, funciona como un importante instrumento en 
el desenvolvimiento de la personalidad humana, en la 
medida que permite al ser humano sentirse útil, 
además de garantizar los recursos necesarios para su 
subsistencia. 
 
Con todo, no resulta fácil la actuación 
sindical preventiva en lo que respecta al acoso en el 
trabajo. La concepción que se tiene del ámbito de 
intervención sindical en los asuntos relacionados con 
la salud laboral es estrecha y centra la actuación 
sindical sólo en la prevención de los accidentes de 
trabajo29. 
 
Para salvar este obstáculo se impone, según 
BELANDIA30, concebir un modelo de prevención más 
amplio cuyo punto de partida es la defensa y 
protección del ser humano en todos los aspectos 
capaces de influir en su salud y bienestar, entre los 
cuales se incluye el riesgo de sufrir acoso. 
 
                                                          
29 Sobre las dificultades de la actuación sindical en la 
prevención del acoso, vid. BELANDIA, R. Acción sindical..., op. 
cit., pp. 198-199. 
30 Ibídem. 
 397
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
Otro obstáculo para la actuación sindical en 
materia de acoso laboral es el relativo al papel que 
comúnmente se confiere a los representantes 
sindicales como representantes de todos los 
trabajadores. Esta condición les impide intervenir 
preventivamente en materia de hostigamiento en el 
trabajo, que es concebido, erróneamente, como un 
problema de índole personal.  
 
Se hace necesario suplantar dicha concepción 
y encarar el acoso laboral como un problema relativo 
al ambiente de trabajo y que, por consiguiente, puede 
afectar a todo el entorno laboral en el que 
intervienen todos los trabajadores de la empresa. 
 
Otra dificultad es la relativa a la 
sistemática política difamatoria que los acosadores 
realizan acerca de la persona acosada. El acosador 
intenta siempre hacer que la víctima parezca la 
culpable del acoso que sufre, denigrando su honor 
profesional e, incluso, sus atributos personales ante 
los compañeros de trabajo, lo que impide, en la 
mayoría de los casos, la manifestación de solidaridad 
de los demás trabajadores hacia la persona acosada. 
 
Teniendo en cuenta todos estos problemas, 
principalmente, la errónea concepción que se tiene 
acerca del acoso como un problema de carácter 
personal, es que se hace imprescindible la actuación 
sindical preventiva para restablecer el clima de 
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armonía en el ambiente laboral a través de la 
adopción de determinadas medidas31. 
 
Los sindicatos deben adoptar una política de 
formación de los representantes sindicales. El amplio 
conocimiento del acoso laboral permite la difusión de 
informaciones, así como una adecuada actuación frente 
a los casos concretos. 
 
La difusión de información y conocimiento 
sobre el acoso en el trabajo debe ser utilizada para 
garantizar que la prevención del hostigamiento se 
haga partiendo de una actuación participativa de 
todos los que intervienen en la unidad productiva. 
Esto funciona como un factor disuasivo tanto para el 
acosador como para los cómplices y los demás 
espectadores pasivos en la medida en que se 
generaliza la conciencia de que tales comportamientos 
son contrarios al clima de armonía que debe reinar en 
el ambiente laboral. 
 
Los representantes sindicales deben actuar 
también en la identificación de las conductas de 
acoso laboral, para que se pueda aclarar las 
condiciones laborales que las originan, los sujetos 
que las llevan a cabo y definir las medidas 
preventivas que deberán ser adoptadas. 
 
                                                          
31 GONZÁLEZ GARCÍA, K. Acción sindical..., op. cit., pp. 191-
192; BELANDIA, R. Acción sindical..., op. cit., pp. 200-201; 
GONZÁLEZ CUEVAS, A. Una aportación..., op. cit., pp. 215-216; 
ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 61.  
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La eficacia del proceso de identificación de 
las conductas acosadoras exige que se preste una 
atención especial a las situaciones de 
reestructuración verificadas en el entorno laboral, 
ya que dichas situaciones pueden funcionar como caldo 
de cultivo para el hostigamiento. 
 
Es atribución de los sindicatos fomentar un 
sistema de denuncia y abordaje rápido, discreto y 
eficaz de los casos de hostigamiento laboral que se 
produzcan, lo que permite intervenir en las fases 
iniciales de la persecución laboral, así como apoyar 
a las víctimas de acoso32 y difundir en la empresa la 
concepción del acoso como un problema que afecta no 
sólo al hostigado, sino que tiene que ver con todos 
los trabajadores.  
 
Las organizaciones sindicales también 
desempeñan un importante papel en la prevención del 
                                                          
32 El apoyo a la víctima se concreta por medio de algunas 
acciones específicas. Estas son: a) hablar directamente con el 
acosador para hacerle ver que su comportamiento no es 
aceptable, b) recabar apoyo  de los demás trabajadores que 
desempeñan tareas en el entorno laboral de la persona acosada, 
a fin de fomentar la creación de una red de solidaridad en el 
ambiente laboral, c) plantear el caso ante la dirección de la 
empresa, solicitando su intervención para frenar el acoso y 
solucionar el problema, d) plantear el caso ante el Servicio de 
Prevención, a fin de proceder a la evaluación de los riesgos 
psicosociales existentes en el ambiente de trabajo de la 
persona afectada, adoptándose las medidas preventivas que se 
hagan necesarias, e) presentar las reclamaciones 
correspondientes en el caso en que la víctima esté de baja por 
acoso con la finalidad de que sea reconocido el vínculo entre 
el hostigamiento y la baja, considerándola como causa de 
accidente de trabajo, f) presentar denuncia ante la Inspección 
de Trabajo en los supuestos en que la respuesta de la dirección 
de la empresa no sea adecuada, g) solicitar la apertura de 
expediente disciplinario a los acosadores, y h) presentar 
denuncias en las vías civil y penal (BELANDIA, R. Acción 
sindical…, op. cit., pp. 201-203). 
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acoso sexual, como modalidad de acoso en el trabajo, 
puesto que dicho ilícito laboral se caracteriza como 
una forma de discriminación laboral cuya tutela entra 
en el ámbito de las competencias sindicales33. 
 
Algunos datos demuestran la relevancia de la 
actuación sindical en materia de prevención del 
hostigamiento sexual en el trabajo. Así, en el 4,5% 
de los casos de acoso sexual las víctimas acuden a 
los sindicatos, mientras sólo 3% inician los 
procedimientos formales a través de las vías 
legales34.   
 
Es importante señalar que el Código de 
Conducta sobre las medidas para combatir el acoso 
sexual, anexo a la Recomendación 92/131/CEE35 recoge, 
en el apartado denominado "recomendaciones a los 
sindicatos", algunas medidas preventivas específicas 
que deben ser adoptadas por los sindicatos para 
garantizar una adecuada tutela preventiva frente al 
acoso sexual y que deben ser articuladas en tres 
niveles, esto es, dentro del propio sindicato, con 
carácter general y dentro de la empresa36. 
 
Dentro del propio sindicato, el Código de 
Conducta citado determina que se debe garantizar la 
formación de todos sus directivos y representantes 
                                                          
33 Guía sindical para abordar el acoso sexual..., op. cit., p. 
24.  
34 AA VV (Coord. Gea 21, S.L.; PERNAS, B.; OLZA, J.; ROMÁN, M.; 
LIGERO, J. A.). El alcance..., op. cit., p. 57. 
35 DOCE L 049 de 24 de febrero de 1992.  
36 CALLE FUENTES, M.; GONZALÉZ ROMERO, C.; NUÑEZ TRIGUERO, J. A. 
Discriminación y acoso sexual a la mujer en el trabajo. Madrid, 
Largo Caballero, 1988, pp. 209-213.  
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sobre temas relacionados con la igualdad de trato, en 
el que se incluye la manera de abordar el acoso 
sexual. Tal formación debe ser proporcionada a través 
de cursos patrocinados o aprobados por el sindicato. 
 
El segundo deber del sindicato es garantizar, 
tanto a los representantes como a los afiliados, la 
información sobre su política al respecto, de las 
medidas de prevención y tutela del acoso sexual en el 
lugar de trabajo. 
 
Los sindicatos tienen también el deber de 
garantizar asesoramiento y consejo a los afiliados 
que presenten denuncias de acoso sexual a través de 
personas formadas al efecto. Dicho asesoramiento debe 
informar del caso a las Secretarías de la Mujer y 
Acción Sindical, así como comunicar al órgano de 
dirección sindical cuando el acosador pida 
asesoramiento, a fin de que dicho órgano decida si 
presta o deniega tal asesoramiento en función de los 
indicios37. 
 
Con carácter general, las organizaciones 
sindicales deben fomentar las siguientes medidas de 
prevención y combate de las conductas de 
hostigamiento sexual: instar a las empresas a que 
adopten políticas y procedimientos adecuados para 
proteger la dignidad de la mujer y del hombre en el 
trabajo, introducir la cuestión del acoso sexual en 
la negociación colectiva e impulsar la adopción por 
                                                          
37 Guía sindical: el acoso sexual en el trabajo. Madrid, 
Secretaría Confederal de la Mujer de CC.OO., 2000, p. 38.  
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parte de las empresas de un procedimiento de denuncia 
y sanción interna en el que los sindicatos deben 
actuar activamente38.  
 
Se impone destacar también la importancia de 
la actuación sindical dentro de la empresa, que 
deberá intervenir activamente en los casos de acoso 
sexual que se denuncien, tanto a nivel interno como a 
nivel judicial si la persona acosada lo solicita; 
garantizar que las denuncias sean tratadas con 
seriedad y comprensión, acompañar todo el expediente 
y apoyar en todo momento la víctima, incluso, una vez 
resuelto el expediente para evitar cualquier 
represalia39. 
 
Por fin, la actuación sindical debe fomentar 
la negociación de las medidas preventivas necesarias 
a la prevención y erradicación del acoso laboral. 
 
 
D) La importancia de la negociación 
colectiva en la prevención del acoso 
laboral 
 
 
La negociación colectiva desempeña un 
importante papel en el ámbito de un Estado Social y 
Democrático de Derecho, que consiste en fomentar el 
pluralismo político en las relaciones laborales, a 
fin de establecer un mayor grado de igualdad entre 
las partes que firman un contrato de trabajo. 
                                                          
38 Ibídem.  
39 Ibídem, p. 39. 
 403
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
Dicho de otro modo, la autonomía colectiva 
cumple con la finalidad  de funcionar como un filtro 
que somete el poder de dirección del empresario a los 
límites y constricciones de la dinámica del 
ordenamiento laboral40. Pero la consecución de la 
igualdad real en la relación laboral depende del 
ejercicio en la empresa de los derechos fundamentales 
personales del trabajador. 
 
La Constitución reconoce en el art. 37 el 
derecho a la negociación colectiva laboral, así como 
la fuerza vinculante de los convenios colectivos, de 
manera que de dicha disposición constitucional no se 
deriva expresa o implícitamente ningún principio que 
con carácter general sustraiga a la negociación 
colectiva la regulación de las condiciones de 
ejercicio de los derechos fundamentales41. Es por 
ello que la negociación colectiva resulta un 
instrumento adecuado para favorecer la igualdad de 
oportunidades en el trabajo42, funcionando como 
factor de racionalización del propio sistema de 
relaciones laborales43. 
 
Así pues, el convenio colectivo aparece como 
el cauce jurídico adecuado para garantizar el 
ejercicio de los derechos fundamentales personales en 
la relación laboral44, puesto que opera sobre una 
                                                          
40 CARDONA RUBERT, M. B. Protección de la trabajadora..., op. 
cit., p. 151. 
41 STC 58/1985, de 30 de abril de 1985 (BOE de 5 de junio). 
42 Acuerdo Interconfederal para la Negociación Colectiva del 
2003, BOE de 24 de febrero de 2003. 
43 VALDÉS DAL-RÉ, F. Poderes del empresario..., op. cit., p. 16. 
44 Sobre el papel de la negociación colectiva en la regulación 
de las condiciones de trabajo de las mujeres, vid. entre otros: 
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realidad laboral mucho más concreta que la norma 
estatal45. 
 
El tratamiento del acoso laboral por la 
negociación colectiva se justifica por algunas 
razones que merecen ser señaladas.  
 
La primera razón respecta al hecho de que el 
hostigamiento, a pesar de ser tratado 
mayoritariamente como una discriminación, viola otros 
derechos fundamentales del trabajador a los que debe 
referirse la negociación colectiva. El segundo motivo 
que justifica el tratamiento colectivo del problema 
consiste en que, generalmente, se tiene la costumbre 
de encarar socialmente las actuaciones acosadoras 
como comportamientos normales y lícitos, cabiendo a 
la negociación colectiva introducir la concepción de 
que el acoso desarrollado en el entorno productivo es 
un comportamiento ilícito que debe ser combatido. La 
tercera razón es la de que el ordenamiento jurídico 
español cuenta con un reducido concepto de este 
problema, lo que produce vacíos de regulación en 
cuanto a las conductas encuadrables en el ilícito, 
así como produce falta de garantías para las víctimas 
en la medida en que no se establece medidas 
                                                                                                                                                         
LICERAS, D. y MURILO, S. La mujer asalariada ante la 
negociación colectiva. Madrid, Fundación 1º de Mayo, 1992; AA 
VV (Coord. PÉREZ DEL RÍO, T.). La discriminación por razón de 
sexo en la negociación colectiva. Madrid, Instituto de la 
Mujer, 1997.   
45 ALFONSO MELLADO, C. L. El convenio colectivo y la no 
discriminación por razón de sexo. En AA VV (Coord. Secretaría 
de la Dona CC.OO.). Discriminación de género en la negociación 
colectiva del País Valencia. Valencia, Tirant lo blanch, 1995, 
p. 75; ALFONSO MELLADO, C. L. y FABREGAT MONFORT, G. Igualdad y 
discriminación de género en la negociación colectiva. En Arxius 
de Ciències Sociales, núm. 6, 2002, p. 113. 
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preventivas eficaces ni tampoco cauces de reclamación 
adecuados. El cuarto motivo es el de que el acoso 
presenta importantes implicaciones extra-laborales 
que deben ser afrontadas por la negociación 
colectiva46.      
 
Además de estas razones, la que, en mi 
opinión, resulta más relevante radica en que el 
reconocimiento por la negociación colectiva del acoso 
en el trabajo como riesgo laboral permite aplicar 
expresamente a dicho ilícito lo dispuesto en la LPRL 
que en el art. 2.2 establece que las disposiciones 
laborales que reconoce tienen el carácter de derecho 
necesario mínimo indisponible, lo que implica que 
pueden ser mejoradas y desarrolladas en los convenios 
colectivos. 
 
Es indudable que el reconocimiento del 
hostigamiento en el trabajo y de los demás riesgos 
psicosociales como un riesgo laboral que debe ser 
prevenido a partir de las medidas preventivas 
enumeradas en la LPRL revela una importante mejoría 
de las normas de derecho necesario mínimo 
indisponible consagradas en el citado texto legal. 
Con ello se tutela todas las dimensiones del concepto 
de salud laboral y se permite que en el ambiente de 
trabajo sea respetado el equilibrio físico, psíquico 
y social del trabajador. 
 
                                                          
46 SERRANO GARCÍA, J. M. Tratamiento de la salud…, op. cit., pp. 
766-767.  
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Por ende, la negociación colectiva en materia 
de prevención del hostigamiento en el trabajo debe ir 
dirigida a fomentar la definición de acoso, la 
tipificación de dichas conductas como faltas 
laborales, estableciendo las sanciones que 
corresponden en base a la gravedad del hecho 
constitutivo, la fijación de un procedimiento a 
seguir en los supuestos de acoso, la atribución de 
competencia a las Comisiones Paritarias de los 
Convenios Colectivos o a las Comisiones de Igualdad 
para vigilar el cumplimiento de la normativa 
establecida, la inclusión de una cláusula en que se 
prohíbe la adopción de represalias contra los 
denunciantes, representantes y testigos, en la que se 
puede, incluso, prever una multa para el caso de 
incumplimiento de la citada obligación, la 
caracterización del hostigamiento como riesgo laboral 
y las medidas preventivas específicas que deben ser 
tomadas47. 
                                                          
47 La Guía Sindical para la Prevención y Sanción del Mobbing de 
la Unión Sindical Obrera sugiere una cláusula tipo a ser 
incluida en los Convenios Colectivos en los siguientes 
términos: 
“1. Las organizaciones firmantes del presente Convenio, 
conscientes de su responsabilidad en la organización del 
trabajo, garantizando la práctica efectiva tanto del principio 
de igualdad y no discriminación reconocidos en los artículos 14 
de la Constitución Española y 17.1 del Estatuto de los 
Trabajadores, como los supuestos previstos en la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales, acuerdan la adopción de la 
siguiente cláusula que impida actitudes y actuaciones en el 
entorno laboral susceptibles de ser consideradas 
discriminatorias por razón de sexo, raza, cultura o religión, 
sancionando comportamientos de segregación, intolerancia, 
menosprecio o abuso de poder. 
2. Para ello, las partes regulan expresamente la problemática 
del acoso en las relaciones laborales, por afectar a derechos 
fundamentales como el de no discriminación, el derecho a la 
intimidad, a la seguridad, a la salud e integridad física y 
moral y el derecho a la dignidad de las personas (Artículos 14, 
18.1, 17, 15, y 10.1 de la Constitución Española). 
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3. La protección frente a estos derechos tiene que estar 
plenamente garantizada, sancionando aquellos comportamientos de 
acoso, concebido éste como una imposición indeseada y 
humillante, bien sea mediante proposiciones sexuales o 
presiones psicológicas, en el contexto de una relación de poder 
desigual, que puede ejercitarse tanto sobre mujeres como sobre 
hombres. (El subrayado es mío) 
4. Sin embargo, se constata que el acoso discrimina 
fundamentalmente al grupo de mujeres, que ocupan socialmente 
posiciones desiguales-asimétricas-en relación con los hombres, 
reconociendo que las conductas de acoso son conductas de poder, 
y que la discriminación por razón de sexo las hace más 
vulnerable a este tipo de conductas. 
5. Se considerarán conductas de acoso laboral, las 
proposiciones o requerimientos indeseados de naturaleza sexual, 
el hostigamiento psicológico en sus múltiples manifestaciones 
(relación adjunta de posibles comportamientos susceptibles de 
ser calificados de acoso psicológico), siempre que se den en el 
marco de las relaciones laborales de la empresa, y que resulten 
indeseadas, humillantes, irrazonables y ofensivas para las 
víctimas, afectando a su salud y seguridad e higiene en el 
trabajo, o a las condiciones y expectativas de su puesto de 
trabajo (CHANTAJE o ACOSO DE INTERCAMBIO). 
6. Entendiendo que el acoso laboral es una conducta de abuso de 
poder, las personas que ocupen posiciones superiores en la 
escala jerárquica y tengan poder de decisión  sobre las 
condiciones de trabajo de la víctima, serán mas fácilmente 
sujetos activos de acoso-dueño de la empresa, directivos, 
mandos intermedios-. En estos casos el acoso suele llevar 
implícito el chantaje. 
7. Sin embargo, pueden detectarse conductas de ACOSO AMBIENTAL, 
de consecuencias menos evidente por no afectar a las 
expectativas de empleo de manera directa, en las que otros 
empleados sin cargo de dirección se convierten también en 
sujetos activos de acoso-compañeros, proveedores o clientes-. 
En esto casos el comportamiento ofensivo, irrespetuoso, 
intimidatorio, hostil o humillante, contamina el ambiente de 
trabajo en general, y produce en particular efecto negativo 
para la salud y el rendimiento habitual de la persona acosada, 
al someterla a una presión psicológica irrazonable que le llega 
a crear una situación laboral y personal insostenible”. 
Además, la mencionada Guía Sindical prevé también un 
procedimiento a ser seguido ante la constatación del acoso: 
“1. El procedimiento interno de denuncia por acoso ante la 
empresa, deberá formularse por escrito, bien sea por la propia 
víctima o por sus representante sindical. En la denuncia deben 
detallarse el sujeto activo, las conductas, proposiciones o 
requerimientos en que se concreten las circunstancias de hecho 
concurrentes, y las consecuencias negativas que de ellas han 
derivado o pretendían derivarse. En el caso de haberse 
practicado la amenaza o el chantaje, aunque éste no se haya 
consumado, tiene que considerarse que el acoso se ha sufrido. 
2. Una vez presentada la denuncia, la empresa abrirá el 
correspondiente expediente disciplinario, iniciando 
inmediatamente la apertura de diligencias informativas previas, 
encaminadas a esclarecer los hechos y a adoptar las medidas 
oportunas para impedir la continuidad del comportamiento de 
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En la práctica, se observa, como regla 
general, que la autonomía colectiva se limita a 
tipificar el acoso como falta laboral48, pero cuando 
propone un concepto, lo que sólo excepcionalmente se 
verifica, no deja claro cuales son las conductas que 
caracterizan dichas faltas. 
 
Es el caso del Convenio Colectivo Estatal 
para las Empresas  de Gestión y Mediación 
Inmobiliaria49, que, además de tipificar el acoso 
como falta laboral muy grave, propone un concepto del 
                                                                                                                                                         
acoso. El expediente deberá resolverse en un plazo no superior 
a siete días. 
3. En el caso de que la denuncia haya sido presentada 
directamente por la víctima y no por los representante 
sindicales, éstos deberán ser informados de la apertura del 
expediente, salvo que la denunciante especificara en su escrito 
su deseo de no hacerlo. 
4. Durante la investigación de los hechos, todos los actuantes 
deberán guardar absoluta confidencialidad y reserva, 
preservando el derecho a la intimidad y a la honorabilidad de 
las personas, así como la presunción de inocencia del 
denunciado. 
5. El trámite debe ser ágil, no requiriéndose mas formalidad 
que dar audiencia a todos los intervinientes, y poniendo en 
práctica con celeridad cuantas diligencias se consideren 
necesarias para el esclarecimiento de los hechos ocurridos.” 
(URRUTÍA, C. El acoso…, op. cit., pp. 21-23).    
48 Vid.: Convenio Colectivo de las Empresas Ediciones Primera 
Plana, S.A, Gráficas de Prensa Diaria, S.A, Zeta Servicios y 
Equipos, S.A, Logística de Medios Catalunya, S.L., Zeta Gestión 
de Medios, S.A Y Grupo Zeta, S.A, Centros de Trabajo de 
Barcelona (BOE de 27 de febrero de 2003); Convenio Colectivo 
Estatal para las Empresas Gestión y Mediación Inmobiliaria (BOE 
de 15 de julio de 2003); Convenio Colectivo General de la 
Industria Textil y de la Confección (BOE de 14 de agosto de 
2003); Convenio Colectivo de la Empresa “Compañía Española de 
Petróleos, S.A.” (CEPSA) (BOE de 29 de septiembre de 2003); 
Convenio Colectivo de la Empresa “Petroquímica Española, 
S.A.U.” (PÉTREAS) (BOE de 14 octubre de 1003); III Convenio 
Colectivo Estatal del Sector de Desinfección, Desinsectación y 
Desratización (BOE de 17 de noviembre de 2003); I Convenio 
Colectivo del GRUPO SOGECABLE para el período 2001-2006 (BOE de 
19 de febrero de 2004); Convenio Colectivo de la Empresa 
Multiprensa y Más, S.L. (BOE de 5 de marzo de 2004); Convenio 
Colectivo de la Empresa Verdifresch, S.L. (BOE de 29 de abril 
de 2004). 
49 BOE de 15 de julio de 2003. 
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referido fenómeno, “entendiendo como tal el 
comportamiento negativo entre compañeros o entre 
superiores e inferiores jerárquicos, a causa del cual el 
afectado/a es objeto de una violencia psicológica extrema 
de forma sistemática y durante un tiempo prolongado, sea 
cual sea la forma de expresión de las situaciones de 
acoso.” 
 
En dicho Convenio el concepto de acoso 
laboral es amplio, no quedando claro lo que se debe 
entender por “comportamiento negativo”, lo que 
permite incluir en él todos los comportamientos que 
crean un ambiente laboral hostil para el trabajador 
que lo sufre.  
 
La citada norma colectiva tampoco aclara las 
dudas sobre la necesidad o no de daños para la 
caracterización del hostigamiento. Sin embargo, al 
condicionar el acoso a una “violencia psicológica 
extrema de forma sistemática y durante un tiempo 
prolongado”, introduce en el concepto un elemento 
delimitador, ya que excluye la posibilidad de 
sancionar los actos que constituyen simple ejercicio 
arbitrario del poder empresarial que se manifiestan a 
través de conductas aisladas50. 
 
Otro ejemplo que revela el deficitario 
tratamiento que la autonomía colectiva confiere al 
                                                          
50 En el mismo sentido es el concepto de acoso del Convenio 
Colectivo de la empresa “Compañía Española de Petróleos, S.A.” 
(CEPSA), según el cual el acoso es la “conducta de violencia 
psicológica, que se ejerce de forma sistemática y recurrente, 
durante un tiempo prolongado, sobre una persona en el lugar del 
trabajo, con la finalidad de atentar a su dignidad; creando, de 
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acoso laboral  se encuentra en el Convenio Colectivo 
General de la Industria Textil y de la Confección en 
el Capítulo X, denominado “Igualdad de Trato por 
Razón de Sexo. Acoso y Acoso Sexual”, que propone un 
concepto de acoso en los mismos moldes del previsto 
en la Directiva 2002/73/CE. Esto revela que la 
autonomía colectiva en materia de hostigamiento opta 
por adoptar la solución más sencilla. A saber, 
incorporar los conceptos comunitarios, sin matizarlos 
ni adecuarlos a la realidad laboral interna. 
 
En materia de acoso laboral, se hace 
necesario poner de relieve la importancia de los 
acuerdos de empresa que deben buscar proponer la 
definición de las normas éticas y de buena conducta 
que han de informar las relaciones laborales y que 
las partes firmantes se comprometen a hacer respetar, 
la prohibición de todo tipo de conductas que 
impliquen violencia, coacción, contacto, 
gestualización, chantaje, intimidación verbal y 
física, lenguaje obsceno, frases de doble sentido, 
ridiculización, entre otras. 
 
Además, los acuerdos de empresa deben prever 
la articulación de un procedimiento sencillo en el 
seno de la empresa para plantear los incumplimientos 
por parte de cualquier trabajador, con independencia 
de la posición que ocupe en el organigrama de la 
misma, y la creación de una comisión sectorial ajena 
a las empresas, en la que pueda plantearse los casos 
                                                                                                                                                         
manera efectiva, un entorno intimidante, hostil, degradante, 
humillante u ofensivo para el trabajador que lo sufre”. 
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de mayor gravedad, dotándola de los medios necesarios 
para investigar las denuncias formuladas, así como 
apta para realizar propuestas concretas que 
vincularán a la empresa. 
 
Respecto al acoso sexual en el trabajo la 
negociación colectiva desempeña un importante papel 
preventivo, cuya finalidad es fomentar el respeto a 
la intimidad y dignidad del trabajador, que aparece 
como condición indispensable para la concreción de la 
igualdad de trato en el ámbito laboral, lo que debe 
ser hecho a través de una adecuación del contenido de 
los convenios colectivos51 que deben cumplir, como 
mínimo, el papel de dar credibilidad a la tutela 
antidiscriminatoria en la relación laboral52. 
 
Por ello, los convenios colectivos deben 
recoger algunas recomendaciones generales para el 
adecuado tratamiento del acoso sexual y que consisten 
en  establecer una definición de acoso sexual, 
tipificar el acoso sexual como falta laboral 
estableciendo sanciones que corresponden en base a la 
gravedad del hecho constitutivo53, fijar un 
procedimiento a seguir en los supuestos de acoso 
                                                          
51 VALDÉS DAL-RE, F. El acuerdo interconfederal para la 
negociación colectiva del 2003. En Relaciones Laborales, núm. 
9, 2003, p. 10. 
52 SIERRA HERNAIZ, E. Acción positiva y empleo de la mujer. 
Madrid, Consejo Económico y Social, 1999, p. 170. 
53 Vid. El Convenio Colectivo interprovincial de la industria 
Metalgráfica y de Fabricación de Envases Metálicos (BOE de 14 
de octubre de 2003) que tipifica el acoso sexual cometido por 
superior jerárquico como falta laboral muy grave, mientras 
sanciona como falta laboral grave los demás tipos de 
hostigamiento sexual.   
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sexual54, dotar de competencia a las Comisiones 
Paritarias de los Convenios Colectivos55 o a las 
Comisiones de Igualdad para velar por el cumplimiento 
de la normativa establecida y del procedimiento a 
seguir en los casos de acoso56.  
 
En el año 2003-2004, numerosos convenios 
colectivos tipificaron el acoso sexual en el trabajo 
como falta laboral muy grave57, mientras otros 
                                                          
54 Vid. El Convenio Colectivo General de la Industria Textil y 
de la Confección (BOE de 14 de agosto de 2003) que en el art. 
106, tras conceptuar el acoso sexual, establece un 
procedimiento de denuncias de las conductas acosadoras. 
55 Vid. El Convenio Colectivo Interprovincial del Comercio de 
Flores y Plantas (BOE de 28 de julio de 2003) que en el art. 35 
atribuye competencia a la Comisión Paritaria para conocer las 
denuncia previas sobre acoso sexual.  
56 Guía sindical para abordar el acoso sexual..., op. cit., p. 
25. 
57 Muestra de ello es: El IV Convenio Colectivo entre la empresa 
“Recoletos Grupo de Comunicación, Sociedad Anónima” y el 
personal de redacción del diario deportivo “Marca” (BOE de 8 de 
enero de 2003); el I Convenio Colectivo de la empresa 
“Logística de Mercancías Aeroportuarias, S.L. (BOE de 8 de 
enero de 2003); el Convenio Colectivo de ámbito nacional de 
Distribuidores Cinematográficos y sus trabajadores (BOE de 10 
de febrero de 2003); El I Convenio Colectivo de la Sociedad 
Estatal Correos y Telégrafos, Sociedad Anónima (BOE de 13 de 
febrero de 2003); El Convenio Colectivo de la empresa Unión 
Española de Explosivos y otras de su grupo (BOE de 6 de marzo 
de  2003); El Acuerdo Marco para el sector de Industrias de 
Aguas de Bebidas Envasadas (BOE de 12 de marzo de 2003); El I 
Convenio Colectivo de la empresa “Gestión y Aplicaciones 
Hidráulicas, S.A. (BOE de 21 de marzo de 2003); El Convenio 
Colectivo de las empresas Ediciones Primera Plana, S.A, 
Gráficas de Prensa Diaria, S.A, Zeta Servicios y Equipos, S.A, 
Logística de Medios Cataluña, S.L, Zeta Gestión de Medios, S.A, 
y Grupo Zeta, S.A, Centros de Trabajo de Barcelona (BOE de 12 
de abril de 2003); el Convenio Colectivo de la empresa Balanzá, 
S.L (BOE de 25 de abril de 2003);  el Convenio Colectivo de la 
empresa Cimeacaron, S.L (BOE de 29 de abril de 2003); el 
Convenio Colectivo de la empresa Rail Gourmet España, S.A (BOE 
de 6 de mayo de 2003); el Convenio Colectivo de la empresa 
Mediterránea Merch, S.L (BOE de 6 de mayo de 2003); el Convenio 
Colectivo de la empresa Radio Popular, S.A (BOE de 13 de mayo 
de 2003); el Convenio Colectivo Estatal de las empresas de 
mediación de seguros privados (BOE de 22 de mayo de 2003); el 
Convenio Colectivo de la Empresa Centro Farmacéutico S.A (BOE 
de 23 de mayo de 2003); el Convenio Colectivo de la empresa 
 413
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
clasifican las conductas de acoso sexual como falta 
laboral grave58, lo que demuestra la labor pedagógica 
de los convenios colectivos59. 
                                                                                                                                                         
Frit Ravich, S.L (BOE de 6 de junio de 2003); El Convenio 
Colectivo de la empresa Alstom Transportes S.A (BOE de 10 de 
junio de 2003); el VI Convenio Colectivo de la empresa Antena 3 
de Televisión, S.A. (BOE de 10 de junio de 2003); el II 
Convenio Colectivo de la empresa ELCOGAS, S.A. (BOE de 11 de 
junio de 2003); el Convenio Colectivo de la empresa Leroy 
Merlin, S.A. (BOE de 30 de junio de 2003);  El Convenio 
Colectivo de la empresa Instituto Técnico de Materiales y 
Construcciones S.A (BOE de 30 de junio de 2003); Convenio 
Colectivo Estatal para el Sector de Agencias de Viaje (BOE de 8 
de julio de 2003); Convenio Colectivo de la empresa Seguriber 
Compañía de Servicios Integrales, S.L. (BOE de 15 de julio de 
2003); Convenio Colectivo de la empresa Valev Service España 
(BOE de 23 de julio de 2003); Convenio Colectivo de la empresa 
Casa Buades, S.A. (BOE de 24 de julio de 2003); Convenio 
Colectivo Interprovincial del Comercio de Flores y Plantas (BOE 
de 28 de julio de 2003); Convenio Colectivo del Grupo 
Marroquinería, Cueros repujados y Similares de Madrid, 
Castilla-la Mancha, La Rioja, cantabría, Burgos, Soria, 
Segovia, Ávila, Valladolid y Palencia (BOE de 7 de agosto de 
2003); Convenio Colectivo de la empresa “Plus Supermercado, 
S.A.” (BOE de 7 de agosto de 2003); Convenio Colectivo de la 
empresa Diario AS, S.L. (BOE de 13 de agosto de 2003); Convenio 
Colectivo de la empresa “Compañía Española de Petroleos, S.A.” 
(CEPSA) (BOE de.26 de septiembre de 2003); Convenio Colectivo 
de la empresa Puntocash, S.A. (BOE de 3 de octubre de 2003); 
Convenio Colectivo del personal laboral de la Asociación 
Benéfica Reto a la Esperanza (BOE de 7 de octubre de 2003); 
Convenio Colectivo de la empresa Heraldo Aragón, S.A. (BOE de 
27 de octubre de 2003); III Convenio Colectivo Estatal del 
Sector de Desinfección, Desinsectación  y Desratización (BOE de 
17 de noviembre de 2003); II Convenio Colectivo del Sector de 
Fabricantes de Yeso, Escayolas, Cales y sus Prefabricados (BOE 
de 24 de noviembre de 2003); Convenio Colectivo para 2002-2003 
de la empresa “CLH-Aviación, S.A.” (BOE de 10 de diciembre de 
2003); Convenio Colectivo de la empresa “Arteixo Telecom, S.A.” 
(BOE de 19 de diciembre de 2003); Convenio Colectivo de la 
empresa Moroto, S.A.(BOE de 29 de diciembre de 2003); Convenio 
Colectivo de la empresa Logo Almacenaje y Distribución, S.A. 
(BOE de 2 de enero de 2004); I Convenio Colectivo del Grupo 
Sogecable para el período 2001-2006 (BOE de 19 de febrero de 
2004); III Convenio Colectivo de la empresa Decathlon España, 
S.A. (BOE de 19 de febrero de 2004); XIX Convenio Colectivo de 
Banca (BOE de 10 de marzo de 2004); II Convenio Colectivo de 
UNICEF-Comitè Español (BOE de 3 de abril de 2004.   
58 El IX Convenio Colectivo de la Fábrica Nacional de Moneda y 
Timbre-Real Casa de la Moneda (BOE de 27 de febrero de 2003). 
59 DEL REY GUANTER, S. El acoso sexual..., op. cit., p. 256; 
ALFONSO MELLADO, C. L. El convenio colectivo…, op. cit, p. 91; 
ALFONSO MELLADO, C. L. y FABREGAT MONFORT, G. Igualdad y no 
discriminación..., op. cit., p. 128; ALTÉS TARREGA, J. A. El 
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De entre los convenios colectivos que regulan 
la cuestión del acoso sexual, merece ser destacado el 
I Convenio Colectivo de la “Sociedad Estatal Correos 
y Telégrafos, Sociedad Anónima”, el cual, además de 
tipificar las conductas acosadoras como falta laboral 
muy grave, ofrece una definición del acoso sexual, en 
los siguientes términos: “A título ilustrativo, se 
entenderá por acoso sexual toda conducta verbal o física, 
de naturaleza sexual, realizada por un trabajador a otro, 
se exteriorice por medio de gestos o palabras, no deseada 
ni tolerada por la persona destinataria. La conducta 
deberá ser de carácter objetivamente grave, capaz de 
crear un clima laboral ofensivo, hostil, intimidatorio o 
humillante. Se incluyen en este tipo disciplinario las 
conductas consistentes en acoso sexual ambiental, 
entendiendo por tal, todo comportamiento sexual de 
compañeros de trabajo que tenga como consecuencia 
producir un ambiente laboral negativo, creando una 
situación laboral intolerable.”  
 
Este convenio garantiza también el derecho a 
la confidencialidad y a la no represalia contra el 
denunciante, sin, con todo, establecer un 
procedimiento específico a seguir en los supuestos de 
conductas de hostigamiento sexual. Además, en la 
medida en que condiciona la evaluación de la gravedad 
a un clima laboral ofensivo, hostil o humillante, 
excluye la posibilidad de sancionar el hostigamiento 
sexual que, a pesar de no generar un daño efectivo a 
la perspectiva psíquica de la salud de la víctima, 
                                                                                                                                                         
acoso sexual..., op. cit., p. 139; SERRANO GARCÍA, J. M. 
Tratamiento del acoso sexual en la negociación colectiva. En 
Revista de Derecho Social, núm. 22, 2003, p. 216. 
 415
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
condiciona el acceso del trabajador a los derechos 
laborales. 
 
El IX Convenio Colectivo de la Fábrica 
Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda60 
prohibe el traslado forzoso de la persona que 
denuncia el acoso sexual. Se trata de un relevante 
mecanismo preventivo cuya finalidad es evitar las 
represalias contra el trabajador denunciante y contra 
la víctima de acoso sexual, en los supuestos que se 
intenta combatirlo trasladándose el trabajador 
acosado a otro puesto de trabajo. 
 
El Convenio Colectivo de las empresas 
Ediciones Primera Plana, S.A, Gráficas de Prensa 
Diaria, S.A, Zeta Servicios y Equipos, S.A, Logística 
de Medios Catalunya, S.L., Zeta Gestión de Medios, 
S.A, y Grupo Zeta, S.A, Centros de Trabajo de 
Barcelona también tipifica el acoso moral como falta 
laboral muy grave y establece que sí ellos se 
producen desde posiciones de superioridad jerárquicas 
podrán ser sancionados también con la inhabilitación 
para el ejercicio de las funciones de mando. 
 
El Convenio Colectivo de la Empresa 
Mediterránea Merch, S.L. prescribe que la persona 
acosada sexualmente deberá denunciar inmediatamente 
la existencia de acoso sexual a la Dirección de la 
empresa o a los representantes de los trabajadores, a 
fin de que se proceda la apertura del expediente 
contradictorio. Se pretende estimular una política de 
                                                          
60 BOE de 27 de febrero de 2003. 
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denuncia de las conductas acosadoras y de cooperación 
de los trabajadores en la prevención del 
hostigamiento sexual. Sin embargo, se verifica que la 
norma colectiva pierde eficacia al no contemplar la 
medida bajo la perspectiva de adopción de un 
procedimiento a seguir en los supuestos en que se 
denuncie la existencia de requerimientos sexuales, 
privándose, por lo tanto, la víctima de garantías de 
que su denuncia será tratada con seriedad.  
 
Con carácter general, puede señalarse que la 
negociación colectiva se limita a adoptar medidas 
aisladas y puntuales que no resuelven el problema, 
sino que, por el contrario, contribuyen a agravarlo 
al no adoptar una estrategia global de prevención del 
hostigamiento sexual61. 
 
Resulta así que cuando los convenios 
colectivos tratan del asunto, se limitan a 
tipificarlo como una falta laboral, echándose a 
faltar el desarrollo de un procedimiento idóneo de 
sanción, que, además de una etapa disciplinaria, 
contemple una fase predisciplinaria con finalidad 
cognoscitiva, basada en los principios de 
accesibilidad, informalidad, confidencialidad y 
sumariedad62. 
                                                          
61 DEL REY GUANTER, S. El acoso sexual..., op. cit., p. 267; 
LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 276-277; 
ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 139; 
SERRANO GARCÍA, J. M. Tratamiento del acoso sexual..., op. 
cit., p. 216; VILCHES ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; 
HERNÁNDEZ CANOSA, M. Guía..., op. cit., p. 51; SERRANO GARCÍA, 
J. M. Tratamiento de la salud…, op. cit., pp. 778-780.  
62 DEL REY GUANTER, S. El acoso sexual..., op. cit., pp. 265-
266; SERRANO GARCÍA, J. M. Tratamiento de la salud…, op. cit., 
pp. 773-778. 
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Es importante poner de relieve también que la 
negociación colectiva se olvida de prevenir el acoso 
sexual en los momentos previos a la contratación 
laboral, lo que debe ser hecho garantizándose la 
participación de los representantes de los 
trabajadores en los procesos de selección realizados 
por las empresas. 
 
De todo ello deriva que, a pesar de se 
vislumbrar un incremento cuantitativo en la 
regulación colectiva de la problemática del acoso 
laboral y sexual, el tratamiento dispensado al asunto 
no es todavía suficiente63, porque enfoca la cuestión 
de manera puntual, ya sea ofreciendo un concepto, 
que, por regla general, no es lo suficientemente 
claro, o ya sea tipificando los comportamientos 
hostigadores como falta laboral64. 
 
Este tratamiento no agota la cuestión y, por 
consiguiente, frustra la tutela preventiva no sólo 
del acoso laboral, sino también de los derechos 
fundamentales de manera general, principalmente, 
cuando se tiene en cuenta que las conductas 
acosadoras agreden derechos fundamentales del 
trabajador. 
 
                                                          
63 DEL REY GUANTER, S. El acoso sexual..., op. cit., p. 267; 
LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 276-277; 
ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 139; 
SERRANO GARCÍA, J. M. Tratamiento del acoso sexual..., op. 
cit., p. 216; VILCHES ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; 
HERNÁNDEZ CANOSA, M. Guía..., op. cit., p. 51; SERRANO GARCÍA, 
J. M. Tratamiento de la salud…, op. cit., pp. 778-780. 
64 VILCHES ARRIBAS, M. J.; PÉREZ DEL RÍO, T.; HERNÁNDEZ CANOSA, 
M. Guía..., op. cit., p. 51; SERRANO GARCÍA, J. M. Tratamiento 
de la salud..., op. cit., pp. 778-780. 
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Parece ser está la orientación sostenida 
actualmente por los Acuerdos Interconfederales para 
la Negociación Colectiva (ANC) que invitan a la 
autonomía colectiva a pactar cláusulas que garanticen 
la igualdad de trato y no discriminación en el empleo 
y en las condiciones de trabajo, así como el respeto 
a la dignidad. Esto conduce a la necesidad de 
impulsar la negociación colectiva a tutelar el acoso 
laboral, a fin de garantizar una efectiva defensa de 
los derechos fundamentales que las conductas 
acosadoras violan, así como el real y efectivo goce 
de los referidos derechos que funcionan como un paso 
imprescindible para la igualdad de trato en el 
ambiente laboral65. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
65 Vid. a este respecto: Acuerdo Interconfederal para la 
Negociación colectiva de 2002 (ANC-2002), publicado en el BOE 
de 17 de enero de 2002; Acuerdo Interconfederal para la 
Negociación Colectiva de 2003 (ANC-2003), publicado en el BOE 
de 24 de febrero de 2003; Acuerdo Interconfederal para la 
Negociación Colectiva de 2004 (ANC-2004), publicado en el BOE 
de 31 de diciembre de 2003; Acuerdo Interconfederal para la 
Negociación Colectiva de 2005 (ANC-2005), publicado en el BOE 
de 16 de marzo de 2005. 
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3) La tutela sancionadora del acoso en el 
trabajo 
 
A) La tutela administrativa ante el acoso 
laboral 
 
A.1) Consideraciones iniciales 
 
 
No siempre la tutela preventiva en el ámbito 
empresarial resulta eficaz, sea porque hay casos en 
los que el acoso deriva del propio empresario, sea 
porque, cuando es protagonizado por otros 
trabajadores, la dirección de la empresa no adopta 
ninguna medida para cohibir dichas conductas. 
 
En estas situaciones, asume relevancia la 
actuación de la Inspección de Trabajo, que actúa como 
instancia ajena a la empresa, a quien compete exigir 
el cese de los comportamientos violadores de los 
derechos fundamentales del trabajador66. 
 
En los términos de lo dispuesto en el art. 
13.1 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, la 
actuación de la Inspección de Trabajo se inicia de 
oficio por propia iniciativa del funcionario 
encargado o a petición razonada de otros órganos o en 
virtud de denuncia. 
 
En lo que concierne a esta última hipótesis, 
conviene resaltar que, aunque la acción de denuncia 
sea pública, no se tramitarán, de conformidad con lo 
                                                          
66 ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 65. 
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previsto en el art. 13.2 de la Ley 42/1997, las 
denuncias anónimas, las que se refieran a materias 
cuya vigilancia no corresponde a la Inspección de 
Trabajo, las que carezcan de fundamentos, ni las que 
coincidan con asuntos de los que esté conociendo un 
órgano jurisdiccional. Por ello, en las denuncias se 
debe hacer constar la identificación del denunciante, 
los hechos denunciados, la indicación de los 
presuntos responsables, así como cualquier otro dato 
relevante, junto con la firma del denunciante. 
 
Cuando la citada ley prevé la prohibición de 
tramitar denuncias anónimas, crea una importante 
garantía, que es la de impedir que las denuncias 
formuladas ante la Inspección del Trabajo sirvan para 
fomentar la inseguridad en el ambiente laboral, lo 
que podría suceder si se permitiese que un trabajador 
o incluso el propio empresario denunciase a otro 
trabajador por hechos inexistentes. 
 
La mencionada garantía debe ser analizada 
juntamente con otra, que es la relativa al deber de 
confidencialidad, previsto en el art. 12.1 y 2 de la 
Ley 42/1997, de 14 de noviembre. 
 
Este dispositivo legal prescribe que los 
Inspectores de Trabajo considerarán confidencial el 
origen de cualquier queja sobre incumplimiento de las 
disposiciones legales y están también obligados a 
observar secreto y a no revelar, aun después de haber 
dejado el servicio, los datos, informes o 
antecedentes de que puedan haber tenido conocimiento 
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en el desempeño de sus funciones, salvo para la 
investigación o persecución de delitos públicos. 
 
Tanto la garantía que prohibe la tramitación 
de denuncias anónimas como la que prevé el sigilo y 
secreto de las informaciones obtenidas por la 
Inspección de Trabajo son importantes en materia de 
acoso laboral, ya que, por regla general, el 
denunciante de tales comportamientos es el propio 
acosado o un trabajador de su entorno, que podría 
sufrir represalias si fuera revelada su identidad 
como denunciante de los comportamientos acosadores. 
 
Constatada la existencia de infracción, la 
Inspección de Trabajo puede adoptar cualquier de las 
medidas enumeradas en el art. 7 de la Ley 42/1997, de 
14 de noviembre.  
 
En materia de acoso laboral, el Inspector de 
Trabajo puede advertir y/o requerir al sujeto 
responsable para que, en el plazo que se le señale, 
adopte las medidas necesarias para evitar o cohibir 
los comportamientos acosadores.  
 
En los casos de mayor gravedad, lo que se da 
cuando las conductas acosadoras suponen un riesgo 
grave e inminente para la salud de los trabajadores 
afectados, se podrá ordenar la paralización inmediata 
de los trabajos o tareas que generen riesgos, así 
como proponer el recargo o reducciones en las primas 
de aseguramiento de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales e, incluso, proponer al 
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jefe del trabajador acosado, siempre que el superior 
jerárquico no sea el acosador, la formulación de 
demandas de oficio ante la jurisdicción social.  
 
A.2) Medidas no sancionadoras de carácter 
general 
 
Las medidas no sancionadoras de carácter 
general son la formulación de advertencias y 
requerimientos por la Inspección de Trabajo67, que 
encuentran su fundamento legal en el art. 7.1 de la 
Ley 42/1997, de 14 de noviembre. Tales medidas no son 
discrecionales. Por el contrario, según lo previsto 
en el citado artículo, sólo podrán ser adoptadas 
cuando las circunstancias del caso así lo aconsejen, 
y siempre que no se deriven perjuicios directos a los 
trabajadores68.  
 
Hay perjuicio directo para los trabajadores 
cuando las conductas hostigadoras ocasionen un grave 
daño para la salud de la víctima, lo que sucederá 
cuando el hostigado se vea sometido a una situación 
de incapacidad o cuando los comportamientos 
                                                          
67 Sobre las medidas no sancionadoras vid. el art. 17.2 del 
Convenio 81 de la OIT, según el cual “los inspectores de 
trabajo tendrán la facultad discrecional de advertir y de 
aconsejar, en vez de iniciar o recomendar un procedimiento”. 
En igual sentido el art. 22.2 del Convenio 129 de la OIT 
establece que “los inspectores de trabajo tendrán la facultad 
de advertir y de aconsejar, en vez de iniciar o recomendar el 
procedimiento correspondiente”. 
La única nota que distingue los dos Convenios es que el primero 
de ellos deja claro que la adopción o no de las medidas no 
sancionadoras es una facultad discrecional que compete a los 
inspectores de trabajo.  
68 VELÁZQUEZ entiende que es el propio Inspector el que, en 
virtud de las circunstancias que en cada caso concurren, debe 
decidir si inicia el procedimiento sancionador en vez de 
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hostigadores creen un entorno laboral hostil que 
impida el normal desarrollo de la prestación laboral 
no sólo para la víctima, sino también para los demás 
trabajadores. En estos casos, no es aconsejable la 
adopción de las medidas no sancionadoras de carácter 
general, sino el inicio del procedimiento 
sancionador. 
 
Tales medidas, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 11.5, del RD 928/1998, de 14 de 
mayo, deberán ser comunicadas al sujeto responsable 
por escrito o mediante diligencia en el Libro de 
Visitas, indicando siempre las irregularidades o 
deficiencias apreciadas y el plazo para su 
subsanación bajo el correspondiente apercibimiento. 
 
Si el sujeto responsable no atiende a la 
advertencia o requerimiento de la Inspección, tendrá 
lugar la apertura del procedimiento sancionador, en 
el cual dicho incumplimiento funcionará como un 
elemento que deberá tenerse en cuenta a la hora de 
graduar la sanción impuesta (art. 39.2 LISOS). 
 
En materia de acoso en el trabajo, el 
requerimiento deberá tener por contenido el cese del 
hostigamiento y, cuando el sujeto acosador sea un 
compañero de trabajo de la víctima, la Inspección de 
Trabajo actuará para conseguir la restauración de un 
entorno laboral libre de conductas hostiles69, lo que 
se conseguirá requiriendo que la empresa tome las 
                                                                                                                                                         
requerir o advertir el sujeto responsable. (VELÁZQUEZ, M. Las 
posibilidades..., op. cit., p. 161). 
69 ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., pp. 66-67. 
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medidas organizativas de movilidad funcional o 
geográfica y las medidas propiamente sancionadoras70.    
 
 
A.3) Medidas no sancionadoras específicas 
en materia de prevención de riesgos 
laborales 
 
 
Estas medidas encuentran una regulación 
específica que deriva del art. 7.3 de la Ley 42/1997, 
de 14 de noviembre, que prevé que los inspectores de 
Trabajo y Seguridad Social, finalizada la actividad 
comprobatoria, podrán requerir al empresario para 
que, en un plazo determinado, adopten las 
modificaciones que sean necesarias, a fin de 
garantizar el cumplimiento de las disposiciones 
relativas a la salud o a la seguridad de los 
trabajadores. 
 
Asimismo, similar previsión contiene el art. 
43.1 LPRL que establece que, cuando se verifique la 
existencia de infracción a la normativa de prevención 
de riesgos laborales, el Inspector de Trabajo podrá 
requerir al empresario la subsanación de las 
deficiencias observadas, salvo en los casos en los 
que se justifique la paralización de las actividades. 
 
En los términos de lo dispuesto en el art. 
43.3 LPRL71 tiene competencia para efectuar dichos 
                                                          
70 AGRA VIFORCOS, B.,  FERNANDEZ FERNANDEZ, R.; TASCON LOPEZ, R. 
El acoso..., op. cit., p. 22 y ss.; MELLA MÉNDEZ, L. El 
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requerimientos tanto los Inspectores de Trabajo como 
los funcionarios públicos mencionados en el art. 9.2 
LPRL. 
 
Conviene resaltar también que, cuando el art. 
43.1 LPRL determina que los requerimientos de la 
Inspección de Trabajo serán llevados a cabo sin 
perjuicio de la propuesta de sanción correspondiente, 
otorga a dichos requerimientos una especificidad que 
reside en el hecho de que son compatibles con el 
inicio del procedimiento sancionador. Por ello, 
constatada la existencia de una infracción en materia 
de prevención de riesgos laborales, “procede el 
iniciar el procedimiento sancionador y asimismo requerir 
a la empresa para la inmediata subsanación de la 
deficiencia observada.”72
 
Tal especificidad es relevante en materia de 
acoso laboral. Ella permite que la Inspección de 
Trabajo, además de requerir a la empresa la adopción 
de las medidas necesarias para cohibir el 
hostigamiento, inicie el procedimiento sancionador 
cuando no sean observadas las medidas destinadas a 
evitar las conductas acosadoras, las destinadas a 
evaluar los riesgos que no se han podido evitar y las 
relativas a la adopción de las medidas necesarias 
para impedir que el riesgo se siga causando a la 
víctima, lo que atribuye a la tutela preventiva del 
hostigamiento una mayor eficacia. 
                                                                                                                                                         
acoso..., op. cit., p. 20; ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., 
op. cit., pp. 59-60. 
71 Apartado introducido por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre 
(BOE de 13 de diciembre de 2003). 
72 ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 67. 
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No obstante, cuando el incumplimiento de las 
medidas preventivas en materia de hostigamiento en el 
trabajo genere un riesgo grave e inminente para la 
salud del trabajador que lo sufre, lo que sucede en 
las hipótesis en que el hostigador obliga al 
hostigado a realizar trabajos peligrosos o 
especialmente nocivos para su integridad, el 
Inspector de Trabajo, además de requerir la adopción 
de las medidas preventivas e iniciar el procedimiento 
sancionador, podrá ordenar la paralización de las 
actividades de la empresa73, conforme disponen los 
arts. 43.1 y 44.1 LPRL.  
 
 
A.4) Procedimiento sancionador 
 
 
Tanto las conductas acosadoras producidas por 
el empresario como las protagonizadas por los 
trabajadores pueden ser sancionadas 
administrativamente, aunque el fundamento jurídico de 
tales sanciones sea distinto en cada caso. 
 
Si el acoso procede del empresario, el 
dispositivo legal que deberá servir de fundamento 
para la aplicación de la sanción es el art. 8.11 
LISOS, ya que, según lo dispuesto en este artículo, 
                                                          
73 Un supuesto concreto de riesgo grave e inminente para la 
integridad de la víctima de acoso laboral se verifica en las 
hipótesis en las que se encarga a los trabajadores sensibles a 
determinados riesgos tareas nocivas o peligrosas para su salud, 
lo que se observa, por ejemplo, cuando se encarga a una 
trabajadora embarazada la realización de actividades que 
implican la manipulación de productos químicos nocivos a su 
estado biológico como forma de hostigarla.   
 427
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
los actos del empresario contrarios al respeto de la 
intimidad y consideración debida a la dignidad de los 
trabajadores constituyen infracción laboral muy 
grave74. 
 
Sin embargo, no siempre las conductas 
acosadoras afectan al derecho a la intimidad, siendo 
más común la violación de otros derechos 
fundamentales del trabajador, es decir, del derecho a 
la integridad física y moral, del derecho a no ser 
discriminado, del derecho al honor, del derecho a la 
propia imagen y del derecho al secreto de las 
comunicaciones. 
 
En estos casos, las conductas empresariales 
constitutivas de hostigamiento laboral también violan 
la dignidad del trabajador bajo la dimensión de 
principio constitucional (art. 10 CE), puesto que 
desde esta perspectiva el valor dignidad es 
considerado como contenido ético y axiológico 
esencial de los derechos fundamentales. 
 
Por ello, cuando el acoso en el trabajo 
afecta a los derechos fundamentales señalados, es 
necesario tener en cuenta que tales derechos son, 
conforme dispone el art. 10 CE, inherentes a la 
dignidad de la persona e imprescindibles para el 
libre desarrollo de la personalidad, razón por la 
cual la violación de dichos derechos a través de las 
conductas empresariales de acoso debe ser sancionada 
                                                          
74 AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. 
El acoso..., op. cit., p. 45. 
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administrativamente con base en el art. 8.11 LISOS, 
que tipifica como infracción muy grave los actos del 
empresario contrarios a la consideración debida a la 
dignidad de los trabajadores75. 
 
Ahora bien, el problema surge cuando el 
empresario no es el sujeto activo del acoso laboral, 
sino el sujeto tolerante del mismo. O sea, cuando el 
empresario no protagoniza los comportamientos 
hostigadores, pero los tolera en el entorno laboral, 
asumiendo una postura pasiva hacia dichas conductas.  
 
En estas hipótesis, la duda reside en 
precisar el fundamento legal para sancionar 
administrativamente el acoso laboral. 
 
El art. 8.13 LISOS, con la nueva redacción 
dada por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre76 
tipifica como infracción laboral muy grave “el acoso 
por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, 
cuando se produzcan dentro del ámbito a que alcanzan las 
facultades de dirección empresarial, cualquier que sea el 
sujeto activo del mismo, siempre que conocido por el 
empresario, este no hubiere adoptado las medidas 
necesarias para impedirlo.” 
 
El citado artículo prevé la responsabilidad 
del empresario por las conductas acosadoras 
producidas por otras personas. No obstante, tal 
                                                          
75 DÍAZ DESCALZO,  M. C. Los riesgos psicosociales..., op. cit., 
p. 198; MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 21; ROMERO 
RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 68.  
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responsabilidad sólo podrá ser exigida cuando los 
comportamientos acosadores se produzcan en el ámbito 
en el que se despliegan las facultades directivas del 
empresario, el hostigamiento sea conocido por el 
empleador, y éste no adopte las medidas necesarias 
para impedirlo77.  
 
Además, es necesario resaltar que la 
redacción del art. 8.13 LISOS sólo considera 
infracción laboral muy grave el acoso 
discriminatorio, por lo que se puede llegar a la 
conclusión de que la responsabilidad administrativa 
del empresario por conductas acosadoras llevadas a 
cabo por otras personas sólo podrá ser esgrimida con 
base en el mencionado artículo cuando se cumplan los 
requisitos señalados y en los supuestos en los que 
las conductas acosadoras sean discriminatorias, o 
sea, cuando los motivos prohibidos por la norma 
sirvan de base para las conductas acosadoras.  
 
La restricción que se ha impuesto al citado 
artículo por la enumeración de los motivos 
                                                                                                                                                         
76 BOE de 31 de diciembre de 2003. 
77 MELLA MÉNDEZ aduce que “Ciertamente, el previo conocimiento 
del acoso psicológico por parte del empresario-y su 
correspondiente pasividad-tiene una especial importancia, en 
cuanto determina la concurrencia de la siempre necesaria culpa 
o negligencia en orden al surgimiento de su responsabilidad. De 
no haber conocido tal agresión o de haber adoptado, en su caso, 
todas las medidas para evitarla, parece lógico que tal 
responsabilidad no juegue. Así pues, debe repararse en varios 
parámetros, como, por ejemplo, la posibilidad que tuvo la 
empresa de conocer la conducta en cuestión, la adopción o no de 
un plan eficaz para la detectación, prevención y eliminación de 
aquélla y, en su caso, la sanción de la misma. En fin, como se 
aprecia, la responsabilidad administrativa del empresario no es 
automática ni objetiva, por lo que no nace por el simple hecho 
de la existencia de la agresión o la producción de un 
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discriminatorios convierte en imprescindible la 
búsqueda de un fundamento legal capaz de justificar 
la sanción administrativa al empresario que, 
conociendo la existencia de comportamientos 
hostigadores en el ambiente laboral, no tome las 
medidas necesarias para cohibir el acoso laboral no 
discriminatorio.  
 
La sanción administrativa al acoso laboral no 
discriminatorio protagonizado por personas distintas 
del empresario debe tener como presupuesto legal el 
art. 7.10 LISOS, según el cual se considerarán 
infracción laboral grave los actos u omisiones 
contrarios a los derechos de los trabajadores 
reconocidos en el art. 4 ET, salvo que proceda su 
calificación como muy grave.  
 
No cabe duda de que el art. 7.10 LISOS es 
aplicable. El hostigamiento en el trabajo, sea quién 
sea su protagonista, afecta al derecho del trabajador 
al respeto de su integridad moral y, por 
consiguiente, al derecho a la consideración debida a 
la dignidad, previsto en el art. 4.2.e) ET. 
 
Puestas así las cosas, cabe determinar cuándo 
y cómo los incumplimientos preventivos relativos al 
hostigamiento en el trabajo se caracterizan como 
infracciones en materia de prevención de riesgos 
laborales78. Ello permitiría el nacimiento de la 
                                                                                                                                                         
resultado, requiriendo una determinada actitud de aquél.” 
(MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 21).  
78 CONESA BALLESTERO, J. y SANAHUJA VIDAL, M. Acoso moral en el 
trabajo: tratamiento jurídico (mobbing). En Aranzadi Social, 
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responsabilidad administrativa del empresario sin que 
fuese necesaria la materialización de la conducta 
acosadora, bastando con la sola producción del riesgo 
para la salud de la víctima, lo que conduciría, por 
consiguiente, a una mayor eficacia de la tutela 
preventiva.  
 
De conformidad con lo dispuesto en el art. 
12.1.a) LISOS, el empresario comete infracción grave 
cuando incumple la obligación de integrar la 
prevención de riesgos laborales en la empresa a 
través de la implantación y aplicación de un plan de 
prevención.  
 
En materia de hostigamiento laboral, esto 
significa que el empresario comete infracción grave 
cuando el plan de prevención de la empresa no 
contemple medidas para evitar y combatir el acoso en 
el entorno laboral, porque en estos casos la gestión 
de la prevención ignora la sinergia entre lo social y 
lo económico79.  
 
El empresario también comete una infracción 
grave en materia de prevención de riesgos laborales 
cuando no realiza las evaluaciones de riesgos y, en 
su caso, sus actualizaciones y revisiones, así como 
los controles periódicos de las condiciones de 
trabajo y de la actividad de los trabajadores (art. 
12.1.b) LISOS). La aplicación de tales disposiciones 
                                                                                                                                                         
núm. 4, 2002, p. 8; VELÁZQUEZ, M. La respuesta jurídico legal 
ante el acoso moral en el trabajo o mobbing. Disponible en: 
www.istas.ccoo.  
79 LANZADERA ARENCIBIA, E. Comentarios..., op. cit., p. 133. 
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a los casos de hostigamiento laboral, hace que el 
empresario cometa infracción grave cuando no proceda 
a una adecuada evaluación, actualización, revisión y 
control de los riesgos psicosociales. 
 
Además, también se considera infracción grave 
el incumplimiento de la obligación de efectuar la 
planificación de la actividad preventiva que derive 
como necesaria de la evaluación de los riesgos, o no 
realizar el seguimiento de la misma (art. 12.6 
LISOS), de tal suerte que, aunque el empresario haga 
una adecuada evaluación de los casos de hostigamiento 
en el trabajo, comete infracción cuando no planifica 
las medidas necesarias para la prevención del daño 
que de dichas conductas deriva. 
 
El art. 12.16 LISOS considera infracción 
grave todos los demás actos que supongan 
incumplimiento de la normativa de prevención de 
riesgos laborales, siempre que se cree un riesgo 
grave para la integridad o la salud de los 
trabajadores. 
 
Dicho dispositivo legal se aplica al acoso 
laboral cuando se utiliza las conductas hostigadoras 
para encargar al trabajador la realización de tareas 
peligrosas o especialmente nocivas para su salud.  
 
En este caso, aunque el empresario haya 
evaluado adecuadamente los riesgos psicosociales y 
planificado todas las medidas necesarias para la 
prevención del acoso laboral, lo que excluye 
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respectivamente la aplicación del art. 12.1 y 6 
LISOS, se impone la aplicación de lo dispuesto en el 
art. 12.16 de la misma ley80, porque la conducta 
acosadora en sí misma considerada genera un riesgo 
grave para la salud del trabajador afectado e, 
incluso, en algunos casos, puede poner en peligro su 
vida. 
 
En cuanto a la aplicación del principio non 
bis idem en la esfera administrativa, el art. 3.1 
LISOS prohibe la sanción administrativa de los hechos 
que ya hubieran sido sancionados penalmente, mientras 
el art. 3.2 y 52.3 de esta ley imponen la 
paralización del procedimiento administrativo hasta 
la finalización del procedimiento penal, de forma 
que, apreciándose la existencia del ilícito penal, no 
podrá ser aplicada la sanción administrativa.  
 
Sin embargo, el reconocimiento de 
inexistencia del ilícito penal abre paso a la 
imposición de la sanción administrativa. La 
preferencia del orden jurisdiccional penal frente a 
la Administración laboral se justifica, puesto que 
aquél se encarga de sancionar las conductas más 
patológicas socialmente y, por lo tanto, las que 
mayor castigo merecen por parte del ordenamiento 
jurídico81.  
 
En lo que concierne a la graduación de la 
sanción, el art. 39 LISOS prevé que la sanción deberá 
                                                          
80 AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. 
El acoso..., op. cit., p.  47. 
81 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., pp. 22-23. 
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ser fijada teniendo en cuenta la negligencia e 
intencionalidad del sujeto infractor, el fraude o la 
connivencia, el incumplimiento de las advertencias 
previas y requerimientos de la Inspección, la cifra 
de los negocios de la empresa, el número de 
trabajadores o de beneficiarios afectados en su caso, 
el perjuicio causado y la cantidad defraudada. 
 
La negligencia debe ser tenida en cuenta en 
la graduación de la sanción administrativa en los 
casos en los que el empresario figura como sujeto 
tolerante de las conductas acosadoras. Es decir, 
cuando el acoso laboral sea protagonizado por persona 
distinta del empresario, y cuando él no procede ni a 
la evaluación de los riesgos psicosociales ni tampoco 
a la planificación de las medidas necesarias para la 
prevención de dichos riesgos. 
 
Respecto a la intencionalidad del sujeto 
infractor, aunque dicho elemento no deba ser 
considerado como principal en la delimitación 
conceptual del acoso, debe ser tenido en cuenta a la 
hora de fijar la sanción administrativa82 al 
demostrar el ánimo lesivo del acosador, lo que deberá 
suponer un agravamiento de la sanción impuesta. 
 
Otro importante criterio que debe ser 
observado a la hora de graduar la sanción 
administrativa por el acoso laboral es el 
incumplimiento de las advertencias previas y 
requerimientos de la Inspección de Trabajo, por 
                                                          
82 TÁRRAGA POVEDA, J. Trabajador..., op. cit., p. 54. 
 435
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
cuanto, ante estas medidas administrativas no 
sancionadoras, el empresario no puede alegar que 
ignoraba los comportamientos hostigadores 
desarrollados en el entorno laboral. 
 
No se puede olvidar que la sanción 
administrativa debe ser graduada teniendo en 
consideración también el número de trabajadores 
afectados con la creación de un ambiente laboral 
hostil, lo que demuestra la gravedad del 
hostigamiento, así como el grado de salubridad del 
entorno productivo. 
 
No obstante, el procedimiento sancionador en 
materia de acoso laboral no resulta tan sencillo como 
parece. La LISOS cualifica al acoso como infracción 
laboral muy grave sin, con todo, tipificar las 
conductas que pueden ser enmarcadas en este tipo de 
infracción administrativa, cabiendo a los Inspectores 
de Trabajo determinar caso a caso cuando la 
infracción laboral se concreta, creando un cierto 
margen de discrecionalidad para la actuación 
inspectora, lo que no raras veces puede dejar sin 
puniciones a determinados comportamientos 
considerados como acoso laboral. 
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A.5) La tutela administrativa frente al 
acoso sexual en el trabajo 
 
 
La referencia expresa a la conducta de acoso 
sexual como infracción administrativa en sede laboral 
se encuentra en el art. 8.13 LISOS. 
 
El citado artículo está situado en el 
Capítulo II que trata de las infracciones laborales, 
entendidas como las acciones u omisiones de los 
empresarios contrarias a las normas legales, 
reglamentarias y cláusulas normativas de los 
convenios colectivos en materia de relaciones 
laborales individuales o colectivas de colocación, 
empleo, formación profesional ocupacional y de 
trabajo temporal, tipificadas y sancionadas de 
acuerdo con la citada norma (art. 5). 
 
El art. 8.13 LISOS considera infracción 
laboral muy grave el acoso sexual cuando se produzca 
dentro del ámbito en el que despliegan las facultades 
de dirección empresarial, cualquiera que sea el 
sujeto activo de las conductas acosadoras. 
 
En cuanto a las infracciones administrativas 
en el orden social es necesario señalar que se les 
aplica el principio de legalidad, previsto en el art. 
25.1 CE, de tal suerte que el ejercicio de la 
potestad administrativa sancionadora sólo es posible 
cuando haya predeterminación normativa de las 
conductas consideradas infracciones administrativas y 
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de las sanciones aplicables y que dicha 
predeterminación se efectúe por una norma con rango 
de ley83. En otras palabras, la aplicación de la 
sanción administrativa depende de una tipificación de 
las conductas consideradas infracciones 
administrativas y de las respectivas sanciones. 
 
Se impone, por ello, cuestionarse si el art. 
8.13 LISOS cumple el requisito de la tipicidad en la 
descripción del acoso sexual como infracción 
administrativa laboral. 
 
Indudablemente que la respuesta a dicha 
pregunta debe ser negativa. La norma se limita a 
decir que el acoso sexual es una infracción que debe 
ser sancionada, sin, con todo, describir claramente 
cuáles son las conductas que deben ser objeto de esta 
sanción. Esto dificulta la aplicación del ius 
puniendi por la Inspección del Trabajo, ya que la 
aplicación de las sanciones administrativas no puede 
ser hecha caso por caso y discrecionalmente por los 
órganos encargados de la aplicación de las sanciones. 
 
De todos modos, y teniendo en cuenta la 
omisión normativa en la tipificación de la conductas 
acosadoras, deben ser consideradas como infracciones 
laborales los comportamientos humanos de naturaleza 
física, verbal o gestual que presenten contenido 
sexual, lo que comprende tanto el acoso sexual 
ambiental como el chantaje sexual84. 
                                                          
83 STC 61/1990, de 29 de marzo de 1990 (BOE de 4 de mayo).  
84 LOUSADA AROCHENA, J. F. La sanción administrativa del acoso 
sexual laboral tras la Ley 50/98, de 30 de diciembre. En 
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Sin embargo, aunque omite la descripción del 
tipo, el precepto normativo deja claro el ámbito 
funcional y espacial en el cual emerge la 
responsabilidad empresarial por las conductas 
acosadoras85. 
 
El empresario es el responsable 
administrativo de las conductas acosadoras producidas 
dentro del ámbito en el que se extienden sus 
facultades de dirección. 
 
Esto conlleva la necesidad de determinar el 
ámbito en el que se despliegan las facultades de 
dirección del empresario, a fin de establecer si el 
empleador es  el responsable administrativo de las 
conductas acosadoras producidas por quienes no 
mantiene vínculo contractual directo con la empresa.  
 
Las facultades de dirección empresarial, como 
marco para determinar la responsabilidad empresarial 
administrativa, deben ser interpretada de forma 
amplia. Así pues, bajo el ámbito de las facultades de 
dirección del empresario se incluyen no sólo a las 
personas que tienen un contrato de trabajo con la 
empresa, sino también a las personas que, aunque no 
estén vinculadas laboralmente con la empresa, 
desempeñen actividades en el ámbito de la unidad 
productiva.  
 
                                                                                                                                                         
Revista de Derecho Social, núm. 10, 2000, p. 99; ALTÉS TÁRREGA, 
J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 162. 
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Dicho de otro modo, el empresario aparece 
como responsable administrativo de las conductas de 
acoso sexual producidas por y sobre todas las 
personas que contribuyen al desarrollo de las 
actividades empresariales mantengan o no vínculo 
laboral con la empresa. 
 
Esto impone al empresario la obligación de 
prevenir el acoso sexual producido por las personas 
que desarrollan tareas productivas en el entorno 
empresarial a través de la utilización de todos los 
medios inhibitorios y disuasorios que se hagan 
necesarios86.  
 
En los casos en que las conductas acosadoras 
sean cometidas por trabajadores contratados a través 
de una ETT, la empresa usuaria deberá comunicar a la 
                                                                                                                                                         
85 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 162; 
SERRANO GARCÍA, J. M. Tratamiento de la salud…, op. cit., p. 
770. 
86 El empresario tiene la obligación de sancionar el acoso 
sexual laboral producido por y sobre todas aquellas personas 
que desarrollen actividades productivas en el ámbito 
empresarial. Un ejemplo de esta obligación se encuentra en la 
STSJ Cataluña de 21 de abril de 1999 (AS 1042).  
En esta sentencia el TSJ Cataluña desestimó el recurso 
interpuesto por el actor  contra la sentencia del Juzgado de lo 
Social núm. 4 de Barcelona, de fecha de 17 septiembre de 1998, 
dictada en autos promovidos en reclamación por despido. Se 
trata de supuesto de hecho en que la empresa despide 
disciplinariamente un trabajador de su plantilla que estaba 
acosando sexualmente trabajadoras contratadas eventualmente por 
la unidad productiva a través de una ETT. En esta sentencia el 
TSJ Cataluña, al desestimar el recurso del actor, reconoce la 
obligación empresarial de sancionar las conductas acosadoras 
producidas sobre personas que no mantienen un vínculo laboral 
directo con la empresa. Es importante poner de relieve que tal 
sentencia ha sido dictada antes de la promulgación del RDL 
5/2000. 
Vid. también sobre la obligación de sancionar: STSJ Galicia de 
7 de mayo de 2002 (AS 3541); STSJ Cataluña de 11 de junio de 
2002 (AS 2417); STSJ Asturias de 20 de junio de 2003 (AS 3811); 
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ETT las conductas del trabajador acosador, a fin de 
que ella adopte las medidas sancionadoras 
correspondientes (art. 15.2 de la Ley 14/1994, de 1 
de junio). 
 
Hay que preguntarse si la responsabilidad del 
empresario alcanza a las conductas de acoso sexual 
producidas fuera de la empresa. 
 
La expresión “facultades de dirección”, 
utilizada por el art. 8.13, permite ampliar la 
responsabilidad administrativa a los casos en que el 
acoso sexual en el trabajo, incluso verificado fuera 
del ambiente de trabajo, repercute directa o 
indirectamente en la relación laboral87, porque el 
objetivo de la tipificación de la infracción y de su 
sanción es compeler a los empresarios a preservar un 
ambiente laboral exento de acoso sexual88. 
 
Sin embargo, el art. 8.13 LISOS hace 
referencia a la responsabilidad administrativa de la 
empresa cuando la conducta acosadora sea producida 
por persona distinta del empresario, lo que impone 
determinar el fundamento legal que debe servir de 
base para sancionar el acoso sexual laboral producido 
por el empresario. 
 
                                                                                                                                                         
STSJ Andalucía, Málaga, de 24 de julio de 2003 (JUR 220180); 
STSJ Andalucía, Málaga, de 6 de febrero de 2004 (JUR 132737).  
87 SÁNCHEZ, E. y LARRAURI, E. El nuevo delito de acoso sexual y 
su sanción administrativa en el ámbito laboral. Valencia, 
Tirant lo blanch, 1999, pp. 58 y 59. 
88 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 164. 
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Por su parte, el art. 8.11 considera 
infracción muy grave los actos del empresario 
contrarios al respeto de la intimidad y consideración 
debida a la dignidad de los trabajadores, de modo que 
la sanción del acoso sexual llevado a cabo por el 
empresario debe tener como base ese precepto89. 
 
No se puede olvidar que el art. 7.10 LISOS 
caracteriza como infracción grave los actos u 
omisiones contrarios a los derechos del trabajador 
reconocidos en el art. 4 ET, lo que crea una aparente 
pluralidad de normas sancionadoras de las conductas 
de acoso sexual. 
 
Pero la pluralidad de sanciones aplicables es 
sólo aparente, porque la parte final del art. 7.10 
excluye de la calificación de grave, los actos u 
omisiones tipificados como muy graves por el art. 8, 
por lo que debe ser aplicada la regla específica del 
art. 8.11 o 8.13 LISOS. 
 
Del principio nullum crimen, nulla poena sine 
lege  resulta la necesidad, no sólo de la definición 
legal de los ilícitos y de las sanciones, sino 
también del establecimiento de una correspondencia 
necesaria entre aquéllos y estás90. Esto impone la 
observación de lo siguientes criterios de graduación 
de las sanciones administrativas: la negligencia e 
intencionalidad del sujeto infractor, el fraude o 
connivencia, el incumplimiento de las advertencias 
                                                          
89 Ibídem. 
90 STC 207/1990, de 17 de diciembre de 1990 (BOE de 10 de enero 
de 1991). 
 442
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
previas y requerimientos de la Inspección, la cifra 
de negocios de la empresa, el número de trabajadores 
o beneficiados afectados en su caso, el perjuicio 
causado y la cantidad defraudada. Todos estos 
criterios son circunstancias que pueden agravar o 
atenuar la graduación de la sanción aplicable a la 
infracción cometida (art. 39.2 LISOS). 
 
La persistencia continuada de la comisión de 
la infracción debe ser considerada como una 
circunstancia agravante que impone la aplicación del 
máximo grado de la calificación prevista para la 
sanción (art. 39.7). 
 
Analizando estos criterios de graduación de 
la sanción, bajo la perspectiva del acoso sexual 
laboral, se concluye que cuando las conductas 
acosadoras sean llevadas a cabo por el empresario o 
por sus representantes, la sanción deberá ser 
impuesta, casi siempre, en el mayor de sus grados, 
teniéndose siempre en cuenta la gravedad de la 
conducta91 y la reincidencia del empresario, que se 
manifiesta cuando se comete una infracción del mismo 
tipo y calificación que la que motivó una sanción 
anterior en el plazo de los 365 días siguientes a la 
notificación de esta (art. 41 LISOS). 
 
Cuando el acoso sexual es producido por 
persona distinta del empresario, la graduación de la 
                                                          
91 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 166. 
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sanción deber tener en consideración la actitud 
adoptada por la empresa frente al ilícito92. 
 
De todos modos el acta de la Inspección del 
Trabajo y Seguridad Social que inicie el expediente 
sancionador deberá explicitar los criterios de 
graduación de la sanción tenidos en cuenta, de manera 
que cuando no se considere relevante ninguna de las 
circunstancias enumeradas en el art. 39 LISOS, la 
sanción deberá ser impuesta en el grado mínimo en su 
tramo inferior (art. 39.6). 
 
Hechas tales consideraciones, cabe determinar 
si el acoso sexual laboral puede caracterizarse como 
una infracción en materia de salud laboral y cuál es 
la finalidad de esta caracterización. 
 
De acuerdo con las resoluciones comunitarias, 
el acoso sexual laboral es considerado un riesgo 
social, lo que permite, al menos a nivel comunitario,  
su caracterización como riesgo laboral. 
 
Desde la perspectiva del ordenamiento 
jurídico interno, el art. 4, párrafo 1º, 2º y 3º, así 
como el art. 141.1 y 15.1.g) LPRL posibilitan 
incluir, aunque no de manera expresa, el 
hostigamiento sexual en la categoría de los riesgos 
laborales. 
 
                                                          
92 DEL REY GUANTER, S. El acoso sexual..., op. cit., p. 251; 
LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 260. 
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La caracterización de las conductas de acoso 
sexual como una infracción en materia de salud 
laboral impondría, por tanto, al empresario la 
obligación de prevenir tales conductas a través de la 
elaboración de un plan preventivo específico, del 
control de su cumplimiento, de la promoción de la 
prevención y de la vigilancia.  
 
Surgiría, por consiguiente, la 
responsabilidad empresarial de prevenir el acoso 
sexual laboral, cuya violación impondría la 
aplicación de las sanciones previstas en la normativa 
sobre prevención de riesgos laborales93, sin que 
fuese necesario que la conducta acosadora se 
materializara. 
 
Sin embargo, el obstáculo al nacimiento de 
una responsabilidad administrativa derivada del 
incumplimiento de la obligación de prevenir el acoso 
sexual en el trabajo reside en el argumento de que la 
LPRL no tipifica expresamente las conductas 
acosadoras como un concreto riesgo laboral, no 
cumpliéndose, por lo tanto, el requisito de la 
legalidad y de la tipicidad para la aplicación de las 
sanciones previstas en la normativa sobre prevención 
de riesgos laborales94. 
 
                                                          
93 PÉREZ DEL RÍO, M. T. El acoso sexual..., op. cit., p. 34y 
ss.; LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., pp. 263 y 
264.  
94 LOUSADA AROCHENA, J. F. La sanción administrativa del acoso 
sexual..., op. cit., p. 103; MOLERO MANGLANO, C. El acoso 
sexual..., op. cit., p. 245; ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso 
sexual..., op. cit., p. 178. 
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Se trata de una incoherencia jurídica, una 
vez que las normas comunitarias permiten caracterizar 
el acoso sexual laboral como un riesgo social, más 
específicamente, como un riesgo laboral colectivo, 
sin que, con todo, desde la perspectiva del 
ordenamiento jurídico interno, el empresario pueda 
ser sancionado por no haber adoptado las medidas 
preventivas, alegando, para ello, que no hay una 
norma de rango legal que lo tipifique como riesgo 
laboral.  
 
El argumento utilizado para justificar dicha 
incoherencia es que la LPRL establece la obligación 
de prevenir los riesgos para la salud y para la 
seguridad del trabajador, que son inherentes a la 
actividad desempeñada95, como son los riesgos 
derivados de la manipulación de materias y sustancias 
peligrosas o de la presencia de estructuras de las 
que se deriva la existencia de un peligro, no 
imponiendo la referida ley la obligación de prevenir 
los riesgos derivados de un acto de voluntad de un 
individuo96. 
 
Tal problema podría encontrar fácil solución 
si los convenios colectivos contemplasen las 
conductas acosadoras como riesgos laborales, puesto 
que el art. 5.2 LISOS establece que se considera 
infracción en materia de prevención de riesgos 
                                                          
95 GONZALEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J. Comentarios a la Ley 
31/1995..., op. cit., p. 54; GONZALEZ SANCHEZ, J. J. Seguridad 
e higiene en el trabajo: formación histórica y fundamentos. 
Madrid, Consejo Económico y Social, 1997, pp. 247-248; SALCEDO 
BELTRÁN, M. C. El deber..., op. cit., p. 51. 
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laborales el incumplimiento de las cláusulas 
normativas de los convenios colectivos, debiéndose 
considerarse como normativas no sólo las cláusulas de 
los convenios estatutarios sino también las de los 
convenios colectivos extraestatutarios97 y las de los 
pactos o acuerdos de empresa98. 
 
Es indudable que la consideración del acoso 
sexual laboral como una infracción en materia de 
prevención de riesgos laborales permitiría la 
efectividad de la tutela preventiva, ya que no sería 
necesario para la aplicación de la sanción que la 
conducta acosadora se materializara, bastando 
simplemente con que el empresario incumpliera la 
obligación de prevenir99.  De esto resulta la 
importancia de caracterizar el acoso sexual como un 
riesgo laboral. 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                                         
96 ALTÉS TARREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., pp. 174-
175. 
97 Opinión contraria es la SALA FRANCO, T. y ARNAU NAVARRO, F. 
Comentarios..., op. cit., pp. 206- 207.  
98 BLASCO PELICER, A. Sanciones administrativas en el orden 
social.  Valencia, Tirant lo blanch, 1998, pp. 85 y ss.  
99 GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J. Comentarios a la Ley 
31/1995..., op. cit., p. 283; PALOMEQUE LÓPEZ, M. C. La 
protección del trabajador frente a los riesgos laborales. En 
Derecho y Salud, núm. 1, 1996, p. 34; ALFONSO MELLADO, C. L. 
Responsabilidad empresarial..., op. cit., p. 90; LOUSADA 
AROCHENA, J. F. La sanción administrativa del acoso sexual..., 
op. cit., 103; PEREZ DEL RÍO, T. El acoso sexual..., op. cit., 
pp. 192-193; ALTÉS TARREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., 
p. 168. 
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B) La tutela penal del acoso en el trabajo 
 
B.1) Consideraciones iniciales 
 
 
El cuestionamiento clave que debe orientar el 
estudio de la tutela penal de las conductas 
acosadoras respecta a la necesidad de determinar si 
una eficaz defensa frente al acoso laboral exige su 
tipificación como delito. 
 
La tipificación de las conductas acosadoras 
como delito encuentra dos inconvenientes. En primer 
lugar, el carácter sistemático de tales conductas y, 
en segundo, la variedad de formas que dichas 
conductas pueden asumir, resultando harto difícil 
definir un tipo penal en el cual se pueda incluir 
todos los comportamientos hostigadores. 
 
Por ello, una posible tipificación penal de 
la materia describiría un tipo penal amplio que, al 
dejar indefinida las conductas que constituyen 
hostigamiento laboral100, remitiría a la casuística la 
caracterización penal de los comportamientos 
hostigadores, generándose con ello una situación 
análoga a la que se tiene en la actualidad. 
 
En el actual estado de la tutela penal del 
hostigamiento en el trabajo, es posible sancionar los 
comportamientos hostigadores desde múltiples tipos 
                                                          
100 Es esto lo que se observa en la Proposición de Ley Orgánica 
núm. 122/000158 que pretende añadir el art. 314 bis en el 
Código Penal tipificando el acoso moral en el trabajo (BOCG 
Serie B, de 23 de noviembre de 2001, núm. 176-1). 
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penales: a) como delito de coacciones y amenazas 
(art. 169-172 CP), b) como delito de lesión y/o daños 
(art. 147 o 149 CP), c) como delito contra los 
derechos de los trabajadores, tanto en su dimensión 
estrictamente laboral (art. 311 CP), como de 
seguridad y salud en el trabajo (art. 316-318 CP), d) 
como delito contra la integridad moral (art. 173-175 
CP), y e) como delito de injuria (art. 208 CP)101. 
 
Así las cosas, bajo la perspectiva prática el 
mayor óbice a la tutela penal del acoso laboral no es 
la ausencia de una tipificación específica sobre el 
asunto, sino precisar cuál de los tipos penales 
existentes permite una tutela más eficaz del 
hostigamiento. 
 
Para definir el tipo penal capaz de sancionar 
eficazmente los comportamientos hostigadores es 
necesario tener en cuenta que, aunque dichos 
comportamientos puedan manifestarse de variadas 
formas, causando, por consiguiente, violación a 
diversos bienes jurídicos, el conjunto de las 
conductas acosadoras atenta contra la integridad 
moral del trabajador en la medida en que impone a la 
víctima tratos vejatorios o humillantes en el 
ambiente de trabajo.  
 
Además, conviene destacar, también, que la 
consideración del hostigamiento en el trabajo como un 
riesgo social que afecta a la salud del trabajador 
                                                          
101 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela penal frente al acoso moral 
en el trabajo: ventajas e inconvenientes de una estrategia de 
defensa posible. En Lan Harremanak, núm. 7, 2003, p. 91. 
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permite enmarcar adecuadamente la tutela penal de los 
comportamientos hostigadores bajo la perspectiva de 
los delitos contra la salud laboral.  
 
Por ello, los tipos penales más apropiados 
para tutelar el acoso laboral son: a) el delito 
contra la integridad moral (art. 173 y 175 CP), b) el 
delito de peligro para la salud del trabajador (art. 
316-318 CP), y c) el delito de lesiones y/o daño a la 
integridad psicofísica del trabajador (art. 147 y 149 
CP)102. 
 
B.2) El acoso en el trabajo como delito 
contra la integridad moral 
 
 
El art. 173 CP prescribe que “el que 
infligiere a otra persona un trato degradante, 
menoscabando gravemente su integridad moral, será 
castigado con la pena de prisión de seis meses a dos 
años.” 
 
El tipo penal exige, en primer lugar, un 
trato degradante, o sea, una situación que conlleve 
generalmente padecimientos físicos o psíquicos y que 
produzca, en todo caso, un sentimiento de humillación 
o sensación de envilecimiento ante los demás o ante 
sí mismo103. Y, en segundo lugar, que dicho trato sea 
grave, de lo que se infiere que la caracterización 
del ilícito requiere una sensación de humillación o 
envilecimiento de gran intensidad. 
                                                          
102 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela penal..., op. cit., p. 93; 
ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., pp. 76-77. 
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La primera nota necesaria para caracterizar 
dicha gravedad consiste en la existencia de una 
situación de superioridad del sujeto activo respecto 
al sujeto pasivo. 
 
El art. 173 CP tipifica un delito común, 
razón por la cual cualquiera puede ser autor del 
ilícito penal, siempre que no corresponda aplicar 
alguna de las figuras especiales de los arts. 174 y 
176 CP cuya caracterización supone, además de la 
calidad de funcionario público, que el ilícito sea 
cometido con abuso de función. En cuanto a la 
subjetivación pasiva, tampoco se observa ninguna 
restricción. 
 
Sin embargo, a pesar de que, “a priori”, la 
subjetivación activa y pasiva resultan absolutamente 
abiertas e indeterminadas, el propio bien jurídico 
protegido por el delito exige que entre el autor y la 
víctima del comportamiento ilícito haya una relación 
personal, traducida en una situación de superioridad 
jerárquica o de hecho104 al menos circunstancial y 
temporal, ya que no se puede hablar de un grave 
atentado contra la integridad moral sin tal 
superioridad105. 
 
Respecto al acoso laboral, se verifica dicha 
relación personal exigida para la caracterización del 
ilícito penal de grave trato degradante, puesto que 
                                                                                                                                                         
103 MUÑOZ SÁNCHEZ, J. Los delitos..., op. cit., p. 44. 
104 BARQUÍN SANZ, J. Delitos contra la integridad moral. 
Barcelona, Bosch, 2001, p. 69. 
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la existencia del hostigamiento en el trabajo supone 
una asimetría entre el hostigador y el hostigado, que 
tanto puede resultar del estatus, es decir, de la 
posición que el hostigador asume en la empresa, como 
del poder o capacidad de influencia que ciertas 
personas pueden ejercer sobre otras en el ámbito 
laboral. 
 
Además, la amplitud e indeterminación de los 
sujetos del delito de grave trato degradante hacen 
que puedan ser sujetos activos de tal delito tanto 
los empresarios como los directivos, administradores, 
superiores jerárquicos u otros trabajadores de la 
empresa que protagonicen conductas acosadoras. 
 
Si tales comportamientos son llevados a cabo 
por funcionarios públicos que, utilizando las 
facultades que la función pública les atribuye, 
acosan a otros funcionarios, atentando gravemente 
contra su integridad moral, es decir, causándoles 
sentimientos de dolor o sufrimientos psíquicos 
humillantes, vejatorios o envilecedores, se aplicará 
la sanción prevista en el art. 175 CP. 
 
No obstante, la gravedad necesaria para 
caracterizar el tipo penal no requiere que los 
comportamientos degradantes se materialicen a través 
de actos brutales o que generen dolor físico, porque 
en estos casos no se verifica trato degradante sino 
tratos inhumanos. 
                                                                                                                                                         
105 DÍAZ-MAROTO Y VILLAREJO, J. Los delitos contra la integridad 
moral. En La Ley, Tomo IV, 1998, p. 1439. 
 452
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
No se puede olvidar que el acoso en el 
trabajo siempre supone un trato degradante para la 
víctima al manifestarse a través de comportamientos 
que causan sentimientos envilecedores o humillantes 
inaceptables en el ambiente de trabajo.  
 
Sin embargo, aunque así sea, no siempre el 
hostigamiento en el trabajo puede ser incluido en el 
tipo penal descrito en el art. 173 CP. Hay 
determinados comportamientos hostigadores que, al no 
causar un daño efectivo a la perspectiva psíquica de 
la salud de la víctima, no revisten la gravedad 
necesaria para la caracterización del tipo penal 
analizado.  
 
En otros términos, no pueden ser sancionados 
penalmente como delito de grave trato degradante 
aquellas conductas hostigadoras que, a pesar de 
generar un ambiente laboral hostil y, por 
consiguiente, afectar a la integridad moral del 
trabajador, no causan un daño real a la dimensión 
psíquica de la salud de la víctima, ya que en estos 
casos los comportamientos hostigadores carecen de la 
gravedad necesaria para la configuración del tipo 
penal. 
 
Cabe subrayar que en los casos de 
hostigamiento en el trabajo la evaluación de la 
gravedad debe ser medida teniendo en cuenta la 
intensidad del comportamiento hostigador y si dicho 
comportamiento, además de dañar efectivamente a la 
perspectiva psíquica de la salud de la víctima, 
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requisito indispensable para la configuración del 
ilícito penal, afecta también a otros derechos 
fundamentales del trabajador. 
 
Respecto a la forma de materialización del 
delito, el ilícito de grave trato degradante se 
materializa, tanto a través de comportamientos 
comisivos, como por medio de conductas omisivas106. 
Una omisión puede ser calificada de trato degradante 
cuando da lugar a un grave sentimiento de humillación 
o sensación de envilecimiento, lo que sucederá cuando 
el omitente asume la posición de garante del bien 
jurídico y deja de neutralizar la causa fundamental 
del resultado107.  
 
Esto es importante en materia de acoso en el 
trabajo, por cuanto las conductas acosadoras pueden 
materializarse a través de comportamientos omisivos 
cuando se imponen al trabajador restricciones en el 
uso del material o equipo de trabajo, prohibiciones u 
obstaculizaciones en el acceso a datos o información 
necesaria para el propio trabajo, eliminación o 
disminución del apoyo necesario al trabajador o de la 
formación o adiestramiento imprescindible para el 
empleado o negación de la comunicación con él108, 
cabiendo, por lo tanto, deducir que cuando tales 
comportamientos omisivos afectan efectivamente a la 
                                                          
106 SILVA SÁNCHEZ, J. M. El delito de omisión. Concepto y 
sistema. Barcelona, Bosch, 1986, pp. 369-371; CONDE-PUMPIDO 
TOURÓN, C. Código penal. Doctrina y jurisprudencia. Tomo II. 
Madrid, Trivium, 1997, p. 2118; MUÑOZ SÁNCHEZ, J. Los 
delitos..., op. cit., p. 48. 
107 MUÑOZ SÁNCHEZ, J.  Los delitos..., op. cit., p. 48. 
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salud del trabajador pueden ser sancionados a través 
de  la vía del art. 173 CP. 
 
Por lo que se refiere al dolo, el tipo penal 
no requiere ningún elemento subjetivo especial, es 
decir, no se exige el ánimo específico de atentar 
contra la integridad moral del ofendido, lo que 
permite incluir en el ilícito tanto las conductas que 
tienden a humillar o envilecer a la víctima como 
aquellas otras que, a pesar de no tener la finalidad 
directa de agredir la integridad moral de la víctima, 
lo hacen por cuanto generan sensaciones humillantes o 
envilecedoras109.  
 
De esto se infiere que la sanción prevista en 
el art. 173 CP debe aplicarse siempre que se 
demuestre la existencia de comportamientos 
acosadores, que ya generan por sí sólo un trato 
degradante, el daño efectivo a la dimensión psíquica 
de la salud de la víctima y el nexo causal entre los 
comportamientos hostigadores y el daño efectivo, sin 
que sea necesaria la demostración de intención 
destructiva del acosador respecto a la integridad 
moral y salud del ofendido. La razón de esto es que 
la existencia de comportamientos hostigadores de los 
que derivan daños efectivos para la perspectiva 
psíquica de la salud de la víctima demuestra que el 
ofendido tuvo un ánimo indirecto de lesionar la 
integridad moral del acosado. 
                                                                                                                                                         
108 PIÑUEL ZABALA, I. Mobbing, la lenta y silenciosa alternativa 
al despido. Disponible en: www.mobbing.nu, acceso en 1 de 
septiembre de 2003. 
109 MUÑOZ SÁNCHEZ, J.  Los delitos..., op. cit., p. 51. 
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La tutela penal del acoso en el trabajo desde 
la perspectiva del art. 173 CP debe ser llevada a 
cabo teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 177 
del mismo texto legal, según el cual si, además del 
atentado a la integridad moral, se produjera una 
lesión o daño a la vida, integridad física, salud, 
libertad sexual o bienes de la víctima o de un 
tercero, debería sancionarse los hechos separadamente 
con la pena que les corresponda por los delitos o 
faltas cometidos, lo que permite sancionar penalmente 
las lesiones a los otros bienes jurídicos afectados 
por las conductas acosadoras por medio de las cuales 
el acoso se manifiesta110. 
 
 
B.3) El acoso laboral como delito contra 
los derechos de los trabajadores 
 
 
El art. 316 CP establece que “los que con 
infracción de las normas de prevención de riesgos 
laborales y estando legalmente obligados, no faciliten 
los medios necesarios para que los trabajadores 
desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e 
higiene adecuadas, de forma que pongan en peligro grave 
su vida, salud o integridad física, serán castigados con 
las penas de prisión de seis meses a tres años y multa de 
seis a doce meses.” 
 
El tipo penal descrito en el referido 
artículo permite sancionar penalmente la omisión del 
empresario respecto a la adopción de un eficaz 
                                                          
110 ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 76. 
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sistema preventivo de las conductas acosadoras 
desarrolladas en el entorno empresarial111. 
 
El análisis de la conducta típica se divide 
en tres partes. 
 
En primer lugar, la caracterización del tipo 
penal exige una infracción de las normas sobre 
prevención de riesgos laborales, entendiéndose como 
tal cualquier conducta que suponga contravención de 
las normas de prevención de riesgos laborales 
contenidas en las normas internacionales (Convenios 
de la OIT) y Directivas Comunitarias que gocen de 
eficacia directa112, en la propia LPRL, en las normas 
reglamentarias de desarrollo de la LPRL, en las 
normas reglamentarias de desarrollo anteriores a ésta 
y en las normas sobre prevención de riesgos laborales 
contenidas en otras leyes o en los convenios 
colectivos que posean eficacia jurídica normativa113. 
 
Este elemento típico supone un problema en 
materia de hostigamiento en el trabajo, ya que la 
LPRL no recoge expresamente el deber del empresario 
de prevenir los riesgos sociales, lo que podría ser 
resuelto si los convenios colectivos estableciesen la 
obligación de prevenir no sólo el acoso laboral, sino 
también los demás riesgos sociales, así como si 
                                                          
111 Ibídem. 
112 SALA FRANCO, T. Derecho de la prevención de riesgos 
laborales. Valencia, Tirant lo blanch, 2004 (2ª ed.), p. 198. 
113 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., pp. 69-70; SALA FRANCO, T. Derecho de la prevención..., 
op. cit., p. 198.  
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determinasen las medidas adecuadas para prevenir 
dichos riesgos. 
 
El segundo elemento del tipo penal consiste 
en no facilitar los medios necesarios para que los 
trabajadores desempeñen su actividad con las medidas 
de seguridad e higiene adecuadas. El art. 316 CP 
sanciona un delito omisivo que se concreta cuando el 
sujeto activo omite la acción esperada cuya 
realización hubiera evitado el resultado lesivo de 
peligro114, lo que comprende la prevención, evaluación 
de los riesgos y planificación de la actividad 
preventiva115. 
 
Esto significa que para exigir la 
responsabilidad penal por las conductas acosadoras, 
con base en el citado artículo, se hace necesario 
demostrar que el plan preventivo de la empresa no 
contempla un adecuado sistema de prevención del acoso 
laboral o que dicho plan omite alguna de las etapas 
exigidas para el cumplimiento del deber de seguridad 
y salud en el trabajo. 
 
El tercer elemento de la conducta típica es 
el peligro grave para la vida, salud o integridad 
física del trabajador. Dicho peligro se verifica 
cuando la no facilitación de los medios necesarios 
para el adecuado cumplimiento del deber de seguridad 
                                                          
114 TERRADILLOS BASOCO, J. M. Delitos contra la vida y salud de 
los trabajadores. Valencia, Tirant lo blanch, 2002, p. 84. 
115 AGUADO LÓPEZ, S. El delito contra la seguridad en el 
trabajo: artículos 316 y 317 del Código Penal. Valencia, Tirant 
lo blanch, 2002, p. 197; ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad 
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y salud laboral genere una situación de probabilidad 
y proximidad de producción de la lesión116. 
 
De ello dimana que el peligro grave para los 
bienes jurídicos protegidos por la norma penal exige 
que la omisión típica impida llegar a los niveles de 
seguridad legalmente exigidos o los aminore, causando 
un riesgo grave de lesión a la vida, salud o 
integridad física de los trabajadores117. 
 
“El no facilitar los medios necesarios” para 
el cumplimiento del deber de protección frente a los 
riesgos laborales en materia de acoso laboral se 
traduce en la ausencia o no adopción de un adecuado 
sistema preventivo que contemple la prevención, 
evaluación de los riesgos y planificación de la 
actividad preventiva respecto a los riesgos sociales, 
lo que, además de suponer un peligro para la salud 
del trabajador, en la medida en que afecta el 
equilibrio y armonía del entorno productivo, fomenta 
la aparición de los comportamientos acosadores. 
 
La omisión de las medidas de prevención de 
riesgos laborales, en lo que concierne al acoso en el 
trabajo, genera directamente un peligro para la salud 
del trabajador acosado, puesto que las conductas 
hostigadoras, al afectar al equilibrio del ambiente 
de trabajo, agreden la integridad moral de la 
víctima, constituyéndose como riesgos sociales y 
                                                                                                                                                         
empresarial..., op. cit., p. 71; SALA FRANCO, T. Derecho de la 
prevención..., op. cit., p. 200. 
116 PÉREZ MANZANO, M. Delitos contra los derechos de los 
trabajadores. En Relaciones Laborales, núm. 3, 1997, pp. 48-49. 
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colectivos que derivan del entorno psicosocial u 
organizacional de la empresa. 
 
Ahora bien, cabe indagar cuándo dicho peligro 
se torna grave y justifica la aplicación de la 
sanción prevista en el art. 316 CP. 
 
La no facilitación de los medios necesarios 
pone en peligro gravemente la vida, salud o 
integridad física de los trabajadores cuando aminora 
las condiciones de seguridad en que se encuentra 
determinado bien jurídico. 
 
Partiendo de ello, la no adopción o la 
adopción de un ineficaz sistema preventivo del 
hostigamiento en el trabajo pone en peligro 
gravemente la salud de los trabajadores, cuando los 
comportamientos acosadores objetivamente generen un 
ambiente laboral intimidatorio, hostil, degradante o 
humillante para el trabajador afectado, lo que obliga 
a analizar dicha objetividad no sólo bajo la 
perspectiva de la víctima sino, también, desde la 
perspectiva de los demás trabajadores, que 
desarrollan sus actividades laborales en el entorno 
productivo. 
 
En otros términos, la puesta en peligro grave 
de la salud de los trabajadores afectados por el 
acoso laboral debe ser evaluada partiendo de un 
análisis objetivo del daño al entorno laboral. La 
razón de esto reside en que la lesividad del delito 
                                                                                                                                                         
117 TERRADILLOS BASOCO, J. M. Delitos..., op. cit., p. 88. 
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analizado se manifiesta en la creación de un peligro 
que se proyecta sobre el colectivo de trabajadores 
cuya vida, salud o integridad física se pone en 
peligro118. 
 
La demostración de peligro grave requiere la 
acreditación de una situación real de peligro que 
encierre en sí misma una gravedad suficiente capaz de 
dejar manifiestamente patente la posibilidad de un 
daño grave119, lo que en los casos de hostigamiento en 
el trabajo exige que las conductas acosadoras generen 
objetivamente un entorno productivo inadecuado a la 
prestación laboral. 
 
Respecto al sujeto activo, el delito 
tipificado en el art. 316 CP es especial y sólo puede 
ser cometido por los que estén legalmente obligados a 
facilitar los medios necesarios al adecuado 
cumplimiento del deber de seguridad. 
 
De conformidad con lo dispuesto en el art. 14 
LPRL, el obligado por el deber de protección frente a 
los riesgos laborales es el empresario. No obstante, 
cabe cuestionar si el empresario será el sujeto 
activo del delito tipificado en el art. 316 CP en los 
casos de hostigamiento en el trabajo, aunque la 
empresa haya encargado la prevención de riesgos 
laborales a un servicio de prevención. 
 
                                                          
118 TERRADILLOS BASOCO, J. M. Delitos..., op. cit., p. 78. 
119 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 75; SALA FRANCO, T. Derecho de la prevención..., op. 
cit., p. 202. 
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El empresario será el responsable penal de 
las conductas acosadoras fomentadas por la no 
facilitación de los medios necesarios para el 
adecuado cumplimiento del deber de seguridad, a pesar 
de no ser el responsable directo de la prevención del 
hostigamiento en el trabajo siempre que, teniendo 
conocimiento de los comportamientos hostigadores y 
pudiendo remediarlos, no lo haga.  
 
Esto sucede porque la regla prevista en el 
art. 318 CP abarca a todos los que integrados en la 
estructura de la empresa no tengan asignadas 
funciones específicas, conectadas con el delito 
correspondiente, pero debido a su posición jerárquica 
superior en la empresa y al poder decisorio general 
que de ella deriva puedan ordenar el cese de la 
actividad delictiva120.  
 
En el polo pasivo del delito figura la 
colectividad de los trabajadores afectados por la 
puesta en peligro de los bienes jurídicos tutelados 
por el art. 316 CP, de manera que la sujeción pasiva 
asume una dimensión colectiva aunque la vida, salud o 
integridad física sean susceptibles de titularidad 
individual121.  
 
El tipo penal del texto legal citado exige el 
dolo del sujeto activo que, respecto a los supuestos 
de hostigamiento en el trabajo, se considera presente 
cuando el empresario sin ningún criterio de 
                                                          
120 PÉREZ MANZANO, M. P. Delitos..., op. cit., p. 54. 
121 TERRADILLOS BASOCO, J. M. Delitos..., op. cit., p. 78. 
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racionalidad confía en la inexistencia de un 
peligro122, lo que sucede cuando el plan de prevención 
de riesgos laborales de la empresa no contempla la 
prevención de los riesgos sociales, entre los cuales 
se incluye el acoso laboral. 
 
Si se comete la conducta típica con 
imprudencia grave deberá ser aplicada la sanción 
prevista en el art. 317 CP. Se observa tal 
imprudencia cuando el empresario, consciente de que 
hay un cierto grado de peligro, confía infundadamente 
en su inexistencia en la medida en que acredita en 
las posibilidades ordinarias de conjurar esa clase de 
peligro123, lo que se observa cuando el plan de 
prevención de la empresa contempla de forma 
inadecuada la prevención de los riesgos sociales. 
 
 
B.4) El acoso en el trabajo como delito de 
lesiones 
 
 
El art. 147 CP, prescribe que “el que, por 
cualquier medio o procedimiento, causare a otro una 
lesión que menoscabe su integridad corporal o su salud 
física o mental, será castigado como reo del delito de 
lesiones con la pena de prisión de seis meses a tres 
años, siempre que la lesión requiera objetivamente para 
su sanidad, además de una primera asistencia facultativa, 
tratamiento médico o quirúrgico. La simple vigilancia o 
                                                          
122 PÉREZ MANZANO, M. P. Delitos..., op. cit., p. 49; 
TERRADILLOS BASOCO, J. M. Delitos..., op. cit., p. 94.  
123 PÉREZ MANZANO, M. P. Delitos..., op. cit., p. 49; ALFONSO 
MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. cit., p. 76. 
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seguimiento facultativo del curso de la lesión no se 
considerará tratamiento médico.” 
 
La conducta típica del delito de lesiones 
comprende cualquier perturbación del bien jurídico 
protegido, es decir, de la salud física y psíquica 
del ofendido124, admitiéndose tanto la comisión activa 
como la comisión por omisión, siempre y cuando en 
este último caso el sujeto activo se encuentre 
incurso en alguna de las condiciones de garante 
contempladas en el art. 11 CP. 
 
Los comportamientos acosadores constituyen 
riesgos sociales y colectivos que derivan del entorno 
psicosocial u organizacional de la empresa y que son 
capaces de poner en peligro la salud del trabajador 
al afectar al equilibrio del ambiente de trabajo. 
 
Ahora bien, para que las conductas 
hostigadoras puedan ser sancionadas penalmente bajo 
lo dispuesto en el art. 147 CP se hace necesario que 
el menoscabo a la salud se concrete y requiera para 
su curación un tratamiento médico o quirúrgico, 
entendido como tal las actuaciones que exigen una 
cierta complejidad técnica y que, al tener finalidad 
curativa, se destinan a sanar la enfermedad o reducir 
sus consecuencias en caso de que sea incurable125.  
 
                                                          
124 MUÑOZ CONDE, F. Derecho Penal: Parte Especial. Valencia, 
Tirant lo blanch, 1996, p. 97; FERRERO HIDALGO, F. y RAMOS 
REGO, M. A. Delitos de lesiones y contra la libertad y 
seguridad individual. Barcelona, Bosch, 1998, pp. 16-18; 
MARTÍNEZ RUIZ, J. Los delitos de lesiones. Barcelona, Bosch, 
2002, p. 15. 
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Dicho de otro modo, la aplicación de la 
sanción prevista en el art. 147 CP sólo podrá ser 
aplicada a los supuestos de hostigamiento en el 
trabajo, cuando las conductas acosadoras generen un 
daño efectivo a la salud del trabajador afectado y, 
además de ello, su curación exija un tratamiento 
médico, que en los casos de acoso laboral se hace, 
como regla general, a través de un tratamiento 
psíquico y/o psicológico, a fin de eliminar las 
consecuencias que el hostigamiento en el trabajo 
produce sobre el acosado. 
 
Se trata de un ilícito común que tanto puede 
ser cometido por el empresario, directivo o 
administrador, como por los superiores jerárquicos o 
demás trabajadores de la empresa, siempre que ellos 
actúen dolosamente. Lo que implica que la 
caracterización del delito supone un dolo de 
menoscabar la salud de la víctima, tanto si ello es 
directamente querido por el agente, como si el dolo 
deriva de la probabilidad de que el resultado lesivo 
se produzca para la víctima y lo haya aceptado el 
acosador de algún modo, concurriendo en este caso 
dolo eventual126.  
 
Conviene subrayar que si de las conductas 
acosadoras resulta una grave enfermedad psíquica para 
la víctima, será aplicada la pena prevista en el art. 
149 CP. 
 
                                                                                                                                                         
125 Ibídem. 
126 FERRERO HIDALGO, F. y RAMOS REGO, M. A. Delitos..., op. 
cit., p. 23. 
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B.5) Consideraciones finales en torno a la 
tutela penal del acoso en el trabajo 
 
 
Respecto a la tutela penal cabe concluir que 
el hostigamiento en el trabajo sólo será sancionado 
penalmente cuando sea grave. Tanto el tipo descrito 
en el art. 173 como el del art. 147 CP exigen la 
gravedad para la caracterización del delito. 
 
La diferencia entre uno y otro reside en que 
el último requiere, además del daño efectivo a la 
salud, que la curación de dicho daño exija un 
tratamiento médico, lo que implica un elemento más en 
la configuración del tipo penal. 
 
Ahora bien, en los supuestos en que las 
conductas acosadoras sean protagonizadas por personas 
distintas del empresario y siempre que él no facilite 
los medios necesarios para que los trabajadores 
desempeñen su actividad, con las medidas de seguridad 
e higiene adecuadas y ello genere un peligro grave 
para la salud del trabajador, en tales casos el 
empresario incurre en la conducta tipificada en el 
art. 316 CP. 
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B.6) El acoso sexual como delito 
 
 
La calificación de una acción u omisión 
humana como delito manifiesta su importancia para el 
mantenimiento de la paz social. El control ejercido 
por el Derecho Penal es llevado a cabo por el Estado 
de un modo formalizado en los supuestos más graves, 
teniendo en cuenta que impone al autor del delito una 
supresión o limitación de ciertos derechos 
fundamentales de la persona127. 
 
Por ello, es posible decir que el delito es 
la conducta humana típica, antijurídica, reprochable 
a su autor (culpable) y punible128. La falta de una de 
estas notas hace desaparecer el carácter delictivo, 
siendo imprescindible, por lo tanto, hacer un 
análisis previo de los elementos que caracterizan una 
conducta como delictiva. 
 
El primero de los elementos es la tipicidad 
que exige que la conducta humana consistente en una 
acción u omisión esté subsumida en un tipo penal, que 
consiste en las descripciones de las conductas 
prohibidas que el legislador hace en el CP o en las 
leyes penales especiales. 
 
                                                          
127 ZULGADÍA ESPINAR, J. M. Fundamentos del Derecho Penal (Parte 
General): las teorías de la pena y de la ley penal. Granada, 
Servicios de Publicaciones de la Universidad de Granada, 1990, 
p. 36-37. 
128 SAINZ CANTERO, J. A. Lecciones de Derecho Penal-Parte 
General: ley penal. El delito: acción, tipicidad, 
antijuridicidad. Barcelona, Bosch, 1982, p 232-236. 
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El CP tipifica el delito de acoso sexual en 
los siguientes términos: 
 
"Art. 184.-1. El que solicitare favores de 
naturaleza sexual, para sí o para un tercero, 
en el ámbito de una relación laboral, docente o 
de prestación de servicios, continuada o 
habitual, y con tal comportamiento provocare a 
la víctima una situación objetiva y gravemente 
intimidatoria, hostil o humillante, será 
castigado, como autor de acoso sexual, con la 
pena de arresto de seis a doce fines de semana 
o multa de tres a seis meses. 
2. Si el culpable de acoso sexual hubiera 
cometido el hecho prevaliéndose de una 
situación de superioridad laboral, docente o 
jerárquica, o con el anuncio expreso o tácito 
de causar a la víctima un mal relacionado con 
las legítimas expectativas que aquella pueda 
tener en el ámbito de la indicada relación, la 
pena será de arresto de doce a veinticuatro 
fines de semana o multa de seis a doce meses. 
3. Cuando la víctima sea especialmente 
vulnerable, por razón de su edad, enfermedad o 
situación, la pena será de arresto de doce a 
veinticuatro fines de semana o multa de seis a 
doce meses en los supuestos previstos en el 
apartado 1, y de prisión de seis meses a un año 
en los supuestos previstos en el apartado 2 del 
presente artículo."  
 
 
El segundo requisito es que el comportamiento 
humano sea antijurídico, es decir, que la conducta 
sea contraria a lo que dispone la norma objetiva. Por 
regla general, toda conducta típica es antijurídica, 
salvo en los casos en los que la conducta típica se 
encuadre en algunas de las causas de justificación 
consignadas por el legislador.  
 
En cuanto a los actos de acoso sexual, la 
subsunción de las conductas acosadoras en el tipo 
descrito conduce a su antijuridicidad.  
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El tercer requisito es la culpabilidad que se 
verifica cuando se puede reprochar al autor de la 
conducta típica y antijurídica su realización, de 
manera que pueden llegar a ser culpables de los 
delitos de acoso sexual los empresarios, los 
compañeros de trabajo de la víctima y las personas 
extrañas a la empresa. 
 
El cuarto requisito es la punibilidad que 
consiste en la posibilidad de imponer una pena al 
autor de una conducta típica y antijurídica que le 
sea reprochable. 
 
Cuando se verifiquen todos estos requisitos 
la conducta se caracterizará como un delito y sufrirá 
el control ejercido por el Derecho Penal que consiste 
en la aplicación de una pena. 
 
Además de las otras distinciones plasmadas en 
los apartados enumerados a continuación, el acoso 
sexual laboral y el delito de acoso sexual son 
distintos, de manera general, por dos razones.  
 
En primer lugar, la figura laboral se 
circunscribe a las relaciones laborales, mientras que 
la figura penal alcanza también la docente. En 
segundo lugar, la figura laboral afecta el derecho a 
la intimidad y a la consideración debida a la 
dignidad (art. 4.2.e) ET), mientras que la figura 
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penal se proyecta fundamentalmente sobre la libertad 
sexual de la víctima129. 
 
De hecho, el TC, al dejar claro que el 
razonamiento jurídico de la STC 224/1999, de 13 de 
diciembre, se refiere a un supuesto de conducta 
acosadora en el ambiente laboral, así como al admitir 
el análisis de la gravedad a partir de criterios 
subjetivos relativos a la consideración de los 
efectos que la conducta acosadora produce sobre el 
equilibrio psicológico de la víctima, plantea la 
necesidad de establecer una distinción entre los 
conceptos de acoso sexual laboral y acoso sexual como 
delito, tipificado en el art. 184 CP. 
 
En otras palabras, lo que pretende la 
sentencia es señalar que el concepto de acoso sexual 
laboral es más amplio que el concepto de acoso sexual 
como delito, puesto que en este último se exige una 
conducta típica, antijurídica, culpable y punible, 
puesto que los delitos constituyen comportamientos no 
deseados o intolerables para la convivencia a los 
que, dada su importancia y el conflicto social 
especialmente agudo que plantean, se van a controlar 
mediante el recurso a la pena130. 
 
 
 
 
                                                          
129 MATALLÍN EVANGELIO, A. El nuevo delito de acoso sexual. 
Valencia, Revista General de Derecho, 2000, p. 33.  
130 ZULGADÍA ESPINAR, J. M. Fundamentos del Derecho Penal..., 
op. cit., p  38-39. 
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B.6.1) El delito de acoso sexual ambiental 
 
 
Esta especie de acoso sexual ha sido 
tipificada en el art. 184.1 CP. 
 
La conducta típica consiste en solicitar 
favores de naturaleza sexual, lo que debe ser 
entendido como requerir, recabar o pedir, sin que se 
incluya aquí la nota de prevalimiento o de jerarquía 
que supone la agravación del segundo apartado131. 
 
En los favores de naturaleza sexual están 
comprendidas todas las conductas verbales, escritas o 
mímicas destinadas a una satisfacción carnal, 
excluyéndose de su acepción los actos que impliquen 
un contacto corporal que caracteriza otros tipos 
penales que lo exigen132, como acontece con los abusos 
sexuales. 
 
En este punto se encuentra una distinción 
entre el concepto penal y el concepto laboral de 
acoso sexual. La descripción laboral de acoso sexual 
es más amplia, ya que la utilización del término 
ofensas verbales o físicas por el art. 4.2.e) ET 
incluye las ofensas a la intimidad del trabajador 
consistentes en contactos corporales. 
 
                                                          
131 MARTÍNEZ ARRIETA, A. Acoso sexual. En AA VV (Dir. DÍEZ 
RIPOLÉS, J. L.). Delitos contra la libertad sexual. Madrid, 
Consejo General del Poder Judicial, 1999. p. 99. 
132 MORALES PRATS, F. y GARCÍA ALBERO, R. Comentarios al art. 
184. En AA VV (Dir. QUINTERO, G.). Comentarios a la parte 
especial del Derecho Penal. Pamplona, Aranzadi, 1996, p. 900. 
 471
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
El autor del delito de acoso sexual ambiental 
es la persona que hace la solicitud sexual para sí o 
para un tercero, siempre que la solicitud sea hecha 
en el ámbito de una relación laboral, docente o de 
prestación de servicios, continuada o habitual133. 
 
La conducta típica debe generar para la 
víctima una situación objetiva y gravemente 
intimidatoria, hostil o humillante 
 
Debe considerarse situación intimidatoria, 
hostil y humillante aquella que produce un ambiente 
de humillación y degradación que anormaliza el 
desempeño de la relación laboral, docente o de 
prestación de servicios al crear para el sujeto 
pasivo un clima realmente insoportable y no meramente 
incómodo134. 
 
Pero no toda conducta que anormalice la 
relación laboral, docente o de prestación de 
servicios puede ser considerada delictiva. Es 
necesario que la gravedad de la conducta sea 
analizada objetivamente, esto es, la conducta debe 
ser examinada desde la perspectiva de un hombre medio 
ajeno a la relación.  
 
Esto significa que el juez en la aplicación 
del artículo 184.1 CP debe hacer su examen valorativo 
comparando la situación descrita y producida con 
                                                          
133 MATALLÍN EVANGELIO, A. El nuevo..., op. cit., p. 35.  
134 BOIX REIG, J. y ORTS BERENGUER, E. Consideraciones sobre la 
reforma de los delitos contra la libertad sexual, por la Ley 
Orgánica 11/1999. En Actualidad Penal, núm. 35, 1999, p. 678. 
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relación a una situación de normalidad en la relación  
laboral, docente o de prestación de servicios, 
continuada o habitual, teniendo en consideración que 
el objetivo del Código es dejar fuera del ámbito 
penal aquellas conductas que, aunque en principio 
ofensivas, no alcancen la intensidad necesaria para 
la declaración del hecho delictivo. 
 
El criterio de análisis de una conducta 
delictiva teniendo en cuenta la consideración del 
hombre medio, establece presupuestos racionales en el 
examen de la gravedad, lo que significa que la 
consideración del delito no puede partir de criterios 
establecidos de acuerdo con la sensibilidad de la 
víctima135. Esto es distinto en el acoso sexual 
ambiental laboral, ya que el análisis de la gravedad 
debe ser hecho teniendo en cuenta la repercusión de 
la conducta en el equilibrio psicológico de la 
víctima136. 
 
El juez deberá tener en consideración en el 
caso concreto, en lo que se refiere a la gravedad, 
dos cosas. La primera, es la constatación objetiva de 
una situación intimidatoria, hostil o humillante, 
hecha a partir de la verificación de anormalidad en 
la prestación laboral, docente o de prestación de 
servicios. La segunda, es que tal anormalidad debe 
ser grave, considerada desde la percepción del hombre 
medio ajeno a la relación, presuponiendo, de esta 
                                                          
135 Ibídem. 
136 STC 224/1999, de 13 de diciembre de 1990 (BOE de 20 de enero 
de 2000). 
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manera, un análisis de la intensidad y de la 
persistencia de la conducta típica. 
 
En el delito de acoso sexual ambiental la 
creación de un ambiente anormal, generador de 
situaciones humillantes o degradantes presupone la 
pluralidad de actos, que manifiesta la persistencia 
de la conducta acosadora, o la intensidad137. Tales 
hechos denotan la gravedad de la conducta a partir de 
un criterio valorativo racional (el del hombre medio) 
e imponen la aplicación de la pena. 
 
Por otra parte, en el seno laboral sólo se 
exige que se instaure a través de la conducta de 
contenido sexual una anormalidad que impida el 
desarrollo de la prestación laboral, en un ambiente 
exento de ofensas verbales o físicas de naturaleza 
sexual que violen la intimidad y la consideración 
debida a la dignidad del trabajador, porque la 
finalidad de la disposición del art. 4.2.e) ET es 
crear un ambiente sano en el cual el trabajador pueda 
desarrollar la prestación laboral que fue objeto de 
su contrato de trabajo.  
 
En resumen, puede decirse que el factor 
determinante de la distinción entre el concepto penal 
y el concepto laboral de acoso sexual ambiental es la 
forma en la cual la gravedad será medida. En el 
delito de acoso sexual la gravedad será medida de 
acuerdo con la consideración del hombre medio. Esto 
                                                          
137 NAVÁEZ BERMEJO, M. A. Delitos contra los derechos de los 
trabajadores y la Seguridad Social. Valencia, Tirant lo blanch, 
1998, p. 92. 
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es, teniendo en cuenta la intensidad y la 
persistencia de la conducta acosadora, sin que se 
tenga en consideración la sensibilidad de la víctima. 
En el acoso sexual ambiental en el trabajo, la 
gravedad será medida teniendo en cuenta las 
circunstancias concurrentes en cada caso concreto 
entre las que se encuentra la repercusión de la 
conducta en el equilibrio psicológico de la víctima, 
lo que genera un criterio de análisis subjetivo de la 
gravedad, mientras en el Derecho Penal el criterio de 
análisis es objetivo. 
 
Quedan fuera, por tanto, de la esfera penal 
aquellas conductas que, a pesar de ser ofensivas, no 
sean graves desde la perspectiva penal. 
 
 
B.6.2) El delito de acoso de prevalimiento 
 
 
El acoso de prevalimiento, conocido también 
como acoso de intercambio, está tipificado en el 
apartado segundo del artículo 184 del CP. 
 
La conducta prohibida es la solicitud de un 
favor de naturaleza sexual que puede ser realizada 
por cualquier forma de comunicación, verbal, escrita 
o gestual138, excluyéndose de su ámbito los actos que 
                                                          
138 ORTS BERENGUER, E. y SUAREZ-MIRA RODRIGUEZ, C. Los delitos 
contra la libertad e indemnidad sexuales. Valencia, Tirant lo 
blanch, 2001, p. 157. 
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supongan un contacto corporal139,  y que deben ser 
incluidos en otra figura penal como los abusos 
sexuales. 
 
El elemento esencial del delito de acoso 
sexual de prevalimiento es la situación de 
superioridad laboral, docente o jerárquica. En este 
aspecto se plantea un problema en cuanto al alcance 
del termino “situación” utilizado por el CP.  
 
La duda está en determinar si el termino 
“situación” se refiere a una relación objetiva de 
superioridad en la que se comprenden sólo las 
situaciones de jerarquía formales establecidas en los 
organigramas de las empresas o comprende, también, 
aquellas otras personas que, por el desempeño de 
funciones en el seno de la empresa, pueden determinar 
condiciones de trabajo de la víctima. 
 
En la expresión “situación” utilizada por el 
CP se incluyen no sólo las relaciones objetivas de 
jerarquía, sino también las relaciones de jerarquía 
generadas por una situación relativa a la posibilidad 
de determinar las condiciones de trabajo de la 
víctima. El Código hace referencia tanto a la 
superioridad jerárquica, que comprende la 
superioridad formal establecida en los organigramas 
de las empresas, como a la superioridad laboral, en 
la cual encuentra cabida el acoso sexual producido 
                                                          
139 La exclusión del concepto penal de acoso de prevalimiento de 
los contactos corporales es la única distinción existente entre 
este delito y el acoso sexual laboral en la modalidad de 
chantaje sexual. 
 476
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
por los compañeros de trabajo a quienes corresponde 
repartir tareas o funciones en la empresa140. 
 
Otro elemento del tipo penal es el anuncio 
expreso o tácito de causar a la víctima un mal 
relacionado con las legítimas expectativas que 
aquella pueda tener en el ámbito de la indicada 
relación. 
 
Se trata de un elemento alternativo del tipo 
penal. En el acoso de prevalimiento hay dos 
posibilidades de conductas típicas. La primera es la 
de que la persona en situación de superioridad, 
valiéndose de su condición, prometa a la víctima un 
mal relacionado con sus legítimas expectativas si las 
solicitudes sexuales no fueran atendidas. La otra es 
la de que la persona en situación de superioridad, 
aunque no amenace la víctima con un mal, provoque una 
situación objetiva y gravemente intimidatoria, hostil 
y humillante con las solicitudes de naturaleza 
sexual141.  
 
En los dos casos se verifica acoso de 
prevalimiento, ya que su nota esencial es la 
situación de superioridad laboral, docente o 
jerárquica y no el mal prometido que aparece en el 
tipo penal como elemento alternativo. 
 
El mal prometido a la víctima debe ser real, 
capaz de verificarse, y grave, es decir, capaz de 
                                                          
140 MARTÍNEZ ARRIETA, A. Acoso..., op. cit., p. 104. 
141 BOIX REIG, J. y ORTS BERENGUER, E. Consideraciones sobre 
la...., op. cit., p. 698. 
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condicionar el futuro del trabajador, del alumno o 
del prestador de los servicios142. El criterio de la 
gravedad debe ser evaluado teniéndose en cuenta las 
amenazas a las legítimas expectativas de la víctima 
relativas a las condiciones de trabajo, docentes o de 
prestación de servicios. 
 
Por lo tanto, la determinación de la gravedad 
del mal amenazado a la víctima depende de la 
determinación de lo que deba entenderse por legítimas 
expectativas, considerándose como tal toda pretensión 
(probabilidad)143 de mejora de condiciones laborales 
previstas para trabajadores, cuya concesión pueda 
estar condicionada a una solicitud sexual. 
 
Sin duda, la cuestión de la gravedad del mal 
prometido como elemento integrante del tipo de acoso 
de prevalimiento será un problema de causalidad y de 
prueba, es decir, la víctima tendrá, en el caso 
concreto, que acreditar que la pérdida o no mejora y 
que el suspenso responden a la no aceptación de una 
solicitud de naturaleza sexual144. 
 
En cuanto al mal anunciado, debe tener por 
destinatario directo la víctima de acoso sexual, no 
pudiendo ser incluido en el tipo penal el mal 
prometido a terceras personas que, aunque mantengan 
relación de parentesco o amistad con la víctima, sean 
ajenas a la relación laboral, puesto que el ámbito 
                                                          
142 MARTÍNEZ ARIETA, A. Acoso..., p. 162. 
143 NARVÁEZ BERMEJO, M. A. Delitos contra..., op. cit., p. 95.  
144 MARTÍNEZ ARRIETA, A. Acoso...,  op. cit., p. 106. 
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espacial en el cual se desarrolla el delito es el 
laboral145.  
 
Los sujetos activos del delito de acoso de 
prevalimiento pueden ser las personas de las que 
depende la víctima directamente (el inmediato 
superior) o aquellas que sólo indirectamente pueden 
condicionar la actividad profesional de la víctima 
(el director general)146, ya que tanto en uno como en 
otro caso el autor del delito puede utilizar la 
situación de superioridad para condicionar las 
expectativas laborales de la víctima. En otras 
palabras, pueden ser sujetos activos de esta especie 
de acoso sexual tanto las personas que estén en un 
escalafón superior como aquellas que tengan poder de 
decisión relativo a las legítimas expectativas del 
sujeto pasivo, entendido como la persona que de 
cualquiera manera se encuentra subordinada en una 
situación de dependencia, sea de forma directa sea de 
forma indirecta. 
 
B.6.3) La responsabilidad penal por las 
conductas de acoso sexual en el trabajo 
 
 
En toda sociedad civilizada hay determinadas 
conductas que merecen la aplicación de la pena, 
mientras otras sólo dan lugar a la obligación de 
indemnizar la víctima de los perjuicios causados147. 
                                                          
145 SÁNCHEZ, E. y LARRAURI, E. El nuevo delito…, op. cit., p. 
24. 
146 ORTS BERENGUER, E. y SUÁREZ-MIRA RODRÍGUEZ, C. Los 
delitos..., op. cit., p. 170. 
147 DE ANGEL YAGÜEZ, R. La responsabilidad civil. Bilbao, 
Universidade de Deusto, 1989, p. 28. 
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Las conductas que merecen la aplicación de 
una pena constituyen los ilícitos penales y se 
caracterizan por atentar contra los bienes más 
preciados de la sociedad humana. 
 
En el caso del acoso sexual laboral la 
necesidad de que haya una reparación real y efectiva 
exige, además de los medios de represión previstos en 
el ordenamiento laboral y en el ordenamiento 
administrativo, la represión organizada del Estado 
que se manifiesta a través de la amenaza de 
imposición de una pena.  
 
Así pues, puede decirse que la sanción penal 
de las conductas acosadoras se sitúa en el ámbito del 
Derecho Penal del Trabajo que tiene más acotado el 
campo de perjudicados directos, ya que el actor del 
ilícito no tiene enfrente a víctimas que sean sus 
iguales, sino que, de un modo o de otro, se hallan 
respecto del mismo en una situación de 
subordinación148. 
 
Las conductas acosadoras en el ámbito laboral 
son tipificadas como ilícito penal en el art. 184 CP. 
 
Sin embargo, la LPL prescribe en el art. 86.1 
la separación entre el proceso penal y el proceso 
laboral. Esta separación no significa que la 
responsabilidad penal  excluya la laboral ni que esta 
                                                          
148 TERRADILLOS BASOCO, J. M. El Estado y los conflictos 
sociales: la función del sistema penal. En Revista de Derecho 
Social, núm. 9, 2000, p. 31.  
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excluya aquella, sino que, por el contrario, comporta 
una separación entre ambos ámbitos en la instancia149, 
de lo que resulta que estas dos especies de 
responsabilidad actúan en ámbitos distintos, tanto en 
lo que se refiere al órgano jurisdiccional que 
conocerá de la demanda, como en lo que respecta a los 
criterios necesarios para la existencia del 
ilícito150. 
 
La configuración del ilícito laboral de acoso 
sexual, así como la caracterización del delito exigen 
un análisis de la gravedad. No obstante, aunque el 
elemento coactivo que caracteriza las dos especies de 
ilícito sea el mismo, su análisis es distinto en cada 
caso. 
 
Se observa que concurre la gravedad necesaria 
para la configuración del ilícito laboral, cuando, a 
través de las conductas acosadoras, se crea una 
anormalidad en el entorno laboral que impida el 
desarrollo de la prestación laboral. Mientras la 
gravedad exigida para la configuración del ilícito 
penal es una gravedad que debe ser evaluada teniendo 
en cuenta criterios racionales, es decir, debe ser 
evaluada a partir de la consideración del hombre 
                                                          
149 AGIS DA SILVA, M. Algunas consecuencias de la separación 
entre los órdenes penal y disciplinario laboral: efectos. En 
Actualidad Laboral, núm. 24, 1993, p. 447. 
150 Vid. : STS (Sala de lo Social), de 25 de enero de 1999 (Ar. 
899); STS (Sala de lo Social), de 28 de junio de 1999 (Ar. 
6441); STS (Sala de lo Social), de 28 de diciembre de 1999 (Ar. 
567); STS (Sala de lo Social), de 31 de diciembre de 1999 (Ar. 
571); STS (Sala de lo Social), de 2 de noviembre de 2000 (Ar. 
9686) que reconocen que la jurisdicción penal y la laboral 
operan sobre culpas distintas y no manejan de idéntica forma el 
material probatorio. 
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medio. Esto significa que no siempre una conducta de 
acoso sexual laboral será sancionada en el orden 
jurisdiccional penal, porque en esta jurisdicción se 
exige un mayor grado de gravedad. 
 
En este sentido, la Sala de lo Social del TSJ 
Navarra en sentencia de 5 de febrero de 1999151 
reconoce el carácter independiente de las 
jurisdicciones penal y laboral, en orden a valorar la 
prueba, ya que en el orden jurisdiccional penal se 
aplica el derecho fundamental a la presunción de 
inocencia. El citado Tribunal reconoce también que el 
análisis de la gravedad es distinto en las dos 
jurisdicciones, aunque la sentencia no utilice la 
expresión “gravedad” y sí a la expresión “culpa”. En 
este sentido manifiesta: “(...) que ambas operan culpas 
distintas y no manejan de idéntica forma el material 
probatorio para enjuiciar en ocasiones una misma conducta 
(...)”. 
 
De esto resulta que la sentencia del orden 
jurisdiccional social que reconoce la existencia de 
acoso sexual no debe influir en la sentencia del 
orden jurisdiccional penal, porque el análisis de la 
gravedad es distinto. 
 
Por contra, la sentencia penal condenatoria 
que reconoce el ilícito penal, cuyo sujeto activo es 
el mismo que ha cometido el ilícito laboral, debe ser 
tenida en cuenta a la hora de valorar la existencia 
                                                          
151 AS 515. 
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de la infracción en el ámbito de la jurisdicción 
social.  
 
Por otra parte, el principio de presunción de 
inocencia que rige en el proceso penal no se aplica 
en el orden social. De manera que, cuando el 
empresario tenga conocimiento de la sentencia penal 
que condena un trabajador de su empresa por acoso 
sexual cometido contra otro trabajador de la misma 
empresa, aunque sea posible interponer recurso contra 
la sentencia penal de instancia, el empresario podrá 
despedir disciplinariamente el acosador, puesto que 
la sentencia de instancia penal, al concluir el 
proceso en la instancia, reconoce la existencia de un 
hecho concreto y no simplemente de indicios152.  
 
La sentencia penal absolutoria debe ser 
tomada en consideración en el orden social cuando 
reconoce que el acusado del ilícito penal, que 
también lo es del ilícito laboral, no ha sido el 
responsable de la infracción penal, visto que ello 
representa el reconocimiento de que no hay un sujeto 
activo a quien se deba imputar la conducta ilícita. 
 
Es necesario poner de relieve también que las 
conductas que caracterizan el acoso sexual laboral no 
siempre configuran el delito de acoso sexual, puesto 
que el tipo laboral es más amplio, incluyendo en su 
ámbito también las ofensas a la intimidad del 
trabajador manifestada en contactos corporales, 
mientras el concepto penal sólo incluye las conductas 
                                                          
152 STSJ Cantabria de 17 de septiembre de 2001 (AS 4065). 
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verbales, escritas, gestuales o mímicas destinadas a 
una satisfacción carnal153. 
 
Otra cuestión que merece ser analizada es la 
relativa al hecho de que no existe responsabilidad 
penal por culpa ajena. La finalidad de la ley penal 
es castigar el propio infractor, no debiendo la 
sanción penal ser impuesta a otra persona que no sea 
el propio sujeto activo de la infracción penal. 
 
Por esta razón, el empresario no puede ser 
responsabilizado penalmente por las conductas 
acosadoras de sus directivos, administradores, 
compañeros de trabajo de la víctima, superiores 
jerárquicos o clientes.  
 
Como la responsabilidad penal es personal, la 
responsabilidad del empresario en estos supuestos se 
limita a la responsabilidad laboral y 
administrativa154, ya que para que la pasividad del 
empresario por conductas ajenas sea penalmente 
exigible debería estar expresamente tipificada. Cosa 
que no se verifica en el delito de acoso sexual155. 
 
                                                          
153 En este sentido, no constituyen delito de acoso sexual sino 
de abusos sexuales las conductas de sujetar los brazos a la 
espalda de la víctima, empujarla contra la pared, manosearle 
los pechos, desabrocharle la blusa y besarla (STSJ Navarra de 5 
de febrero de 1999- AS 515). 
154 ALTÉS TÁRREGA, J. A. Acoso sexual en el trabajo. En Aranzadi 
Social, núm. 20, 2003, p. 34.  
155 NARVAÉZ BERMEJO, M. A. Delitos contra los derechos..., op. 
cit., pp. 93 y 94; ALTÉS TARREGA, J. A. El acoso sexual..., op. 
cit., p. 352. 
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Por fin, en cuanto a las sanciones previstas, 
el CP prescribe para el delito de acoso sexual la 
pena alternativa de arresto o multa. 
 
En el caso del art. 184.1 la pena es de 
arresto de seis a doce fines de semana o multa de 
tres a seis meses. El art. 184.2 prescribe la pena de 
arresto de doce a veinticuatro fines de semana o 
multa de seis a doce meses, mientras el art. 184.3 
fija, además del arresto de doce a veinticuatro fines 
de semana o multa de seis a doce meses, la pena de 
prisión de seis meses a un año.    
 
 
4) La tutela reparadora del acoso en el 
trabajo 
 
A) Planteamientos previos  
 
A.1) La naturaleza reparadora de la tutela 
civil, laboral y del recargo de 
prestaciones 
 
 
Uno de los principales presupuestos de la 
teoría de la responsabilidad es el relativo al daño. 
Es a partir de la existencia de una lesión a los 
bienes materiales o morales de la persona que se hace 
necesario determinar si se debe reparar, resarcir o 
indemnizar los perjuicios causados a la víctima. 
 
Este planteamiento refleja uno de los 
principales problemas de la teoría de la 
responsabilidad civil y, por consiguiente, de toda la 
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teoría de la responsabilidad, puesto que no hay 
unanimidad respecto al alcance de los términos 
“reparar”, “resarcir” o “indemnizar”. 
 
Sin embargo, pese a la ausencia de 
unanimidad, la determinación del alcance de los 
términos citados posibilita precisar los exactos 
límites de la responsabilidad que debe ser impuesta 
al causador del daño. 
  
En la acepción común, “reparar” significa 
“desagraviar, satisfacer al ofendido”; “remediar o 
precaver un daño o perjuicio”. Por otra parte, 
“resarcir” es utilizado en el sentido de “indemnizar, 
reparar, compensar un daño, perjuicio o agravio”, 
mientras que “indemnizar” significa “resarcir de un 
daño o perjuicio”156. 
 
Se observa que, en la acepción común, los 
tres términos presentan una relación de género y 
especie. El resarcimiento es el género del cual la 
reparación e indemnización son especies, o sea, a 
través del resarcimiento se repara e indemniza el 
perjuicio causado a la víctima del daño157. 
 
                                                          
156 Diccionario de la Lengua Española. Madrid, Real Academia 
Española, 2001 (22ª ed.). 
157 Es esta la interpretación de MESSINEO que asevera que el 
resarcimiento, al tener la función de reconstitución o 
restauración del patrimonio del lesionado, puede ser hecho a 
través del resarcimiento específico, consistente en recibir un 
quid que reintegre, es decir, que reconstituya en su identidad 
y con puntualidad una situación alterada, o del resarcimiento 
pecuniario que consiste en un equivalente del valor económico 
del bien lesionado (MESSINEO, F. Manuale di diritti civile e 
commerciale. Tomo VI. Milano, Giuffrè, 1954, p. 566). 
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Con todo, la acepción común no ha sido 
acogida por el Código Civil (CC) español que en el 
art. 1902 prescribe que el daño no origina una 
obligación de resarcir, sino de reparar los 
perjuicios causados a la víctima, lo que conlleva 
que, en la acepción jurídica, el resarcimiento y la 
indemnización constituyan modalidades de reparación. 
De ello se deriva que, jurídicamente, la reparación 
comprende la reparación específica, la compensación o 
satisfacción y el resarcimiento de los perjuicios 
causados a la víctima del daño158. 
 
La reparación específica, consistente en la 
remoción de la causa del daño y en la realización de 
la actividad necesaria para reponer las cosas o 
bienes dañados a su estado primitivo159, tiene lugar 
en tres situaciones en los supuestos de 
responsabilidad laboral originada por las conductas 
acosadoras. 
 
La primera acontece cuando el acosador 
utiliza las medidas de movilidad funcional, movilidad 
geográfica o modificaciones sustanciales de las 
condiciones de trabajo, así como las demás medidas 
empresariales injustificadas, para crear un entorno 
laboral hostil, degradante, humillante u ofensivo 
                                                          
158 RIPERT, G. La règle morale dans les obligations civiles. 
Paris, Libraire Générale de Droit et de Jurisprudence R. Pichon 
et R. Durand-Auzias, 1925, p. 348; GARCÍA LÓPEZ, R. 
Responsabilidad civil por daño moral: doctrina y 
jurisprudencia. Barcelona, Bosch, 1990, p. 119. 
159 SCOGNAMIGLIO, R. Il risarcimiento del danno in forma 
specifica. En Rivista Trimestrale de Diritto e Procedure 
Civile, Tomo I, 1957, pp. 201-245. 
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para el trabajador, a fin de que voluntariamente 
abandone la empresa. 
 
En estas situaciones, la víctima de acoso 
laboral para reponer la situación al momento anterior 
a la lesión requiere, a través del procedimiento de 
tutela de los derechos fundamentales160, el 
reconocimiento de existencia de la vulneración 
denunciada y, previa declaración de nulidad de los 
comportamientos acosadores, su cese. 
 
Cuando ello acontece las medidas 
empresariales injustificadas, en la medida en que se 
enmarcan en un cuadro de conflictividad laboral más 
amplio que pretende la autoeliminación de la persona 
afectada del entorno laboral, violan el derecho 
fundamental del trabajador al respeto de su dignidad 
e integridad moral, lo que justifica la utilización 
del procedimiento previsto en el art. 175 y 
siguientes de la LPL161. 
 
La segunda hipótesis de reparación específica 
originada por la responsabilidad laboral se observa 
cuando el empresario utiliza el despido como medida 
acosadora o cuando lo utiliza como represalia contra 
                                                          
160 SENRA BIEDMA, R. Promoción profesional, movilidad funcional, 
movilidad geográfica y modificación sustancial. En Relaciones 
Laborales, Tomo I, 1995, pp. 333-334; RODRÍGUEZ PASTOR, G. 
Movilidad funcional y negociación colectiva. Valencia, Tirant 
lo blanch, 2000, p. 82; FRABEGAT MONFORT, G. La movilidad 
funcional por razones disciplinarias. En Aranzadi Social, Tomo 
V, 2001, p. 279; AA VV (Coord. MONTOYA MELGAR, A.). Comentarios 
a la Ley de Procedimiento Laboral. Navarra, Aranzadi, 2003, p. 
516. 
161 STSJ Madrid de 27 de septiembre de 2004 (AS 2977); STSJ 
Asturias de 14 de marzo de 2004 (AS 2706).  
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el trabajador afectado por el hostigamiento que ha 
ejercido la tutela del derecho fundamental a la 
integridad moral. 
 
En estos supuestos, la declaración de nulidad 
de la medida empresarial, al venir acompañada de la 
imposición de readmitir inmediatamente el trabajador 
y abonar los salarios dejados de percibir, repone la 
situación al momento anterior a la lesión, removiendo 
la causa del daño, o sea, el despido lesivo de 
derechos fundamentales.  
 
El tercer caso de reparación específica 
derivada de la responsabilidad laboral en los casos 
de hostigamiento en el trabajo, se da cuando el 
trabajador afectado por las conductas acosadoras 
demanda la extinción del contrato de trabajo con base 
en el art. 50 ET. En esta hipótesis, lo que pretende 
la víctima es remover la causa del daño, el contrato 
de trabajo, por no acreditar que su dignidad e 
integridad moral puedan ser restablecidas y 
respetadas en el ambiente laboral tras el grave 
incumplimiento empresarial. 
 
En el supuesto de extinción del contrato de 
trabajo a instancia del trabajador afectado por el 
acoso, además de la reparación específica, se observa 
también una tutela resarcitoria, entendida como tal 
la modalidad de tutela reparadora que contempla al 
bien dañado no para reintegrarlo en sí mismo, sino 
para sustituirlo por un valor pecuniario162.  
                                                          
162 GARCÍA LÓPEZ, R. Responsabilidad..., op. cit., p. 119. 
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Dicha tutela resarcitoria se manifiesta en el 
pago de la indemnización legalmente tasada en el art. 
50.2 ET cuya finalidad es sustituir el bien dañado, 
el puesto de trabajo, por un valor pecuniario que 
indemniza a la víctima por la pérdida injustificada 
de su medio de subsistencia163, independientemente de 
la demostración de perjuicio. 
 
La tutela resarcitoria se materializa, 
también, cuando la violación del derecho fundamental 
causado por el hostigamiento en el trabajo repercute 
en el patrimonio de la víctima. En este caso, el 
“quantum indemnizatorio” cumple la neta función de 
sustituir el bien dañado por un valor pecuniario que 
se integra en el patrimonio material del acosado. 
 
A pesar de la identidad respecto a la 
naturaleza reparadora del resarcimiento previsto en 
el art. 50.2 ET y de la indemnización por los daños 
patrimoniales originada por la lesión al derecho 
fundamental en los casos de hostigamiento, cabe 
diferenciarlas.  
 
Así, mientras aquél se destina a reparar el 
derecho del trabajador a mantener su empleo y, por lo 
tanto, no depende de la prueba de perjuicio, lo que 
caracteriza una nítida responsabilidad laboral, que 
                                                          
163 ALBIOL MONTESINOS, I. El salario: aspectos legales y 
jurisprudenciales. Bilbao, Deusto, 1992, p.33; SÁNCHEZ-RODAS 
NAVARRO, C. ¿Es posible solicitar una indemnización adicional 
de daños y perjuicios cuando se ha declarado el despido 
improcedente y se ha percibido la indemnización regulada en el 
Estatuto de los Trabajadores? Funcionamiento anormal de la 
justicia penal e impacto en el orden social. En Aranzadi 
Social, Tomo I, 1999, p. 2624. 
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se destina a reparar el perjuicio laboral originado 
por la injustificada pérdida del puesto de trabajo; 
en cambio, la indemnización por los daños 
patrimoniales repara la violación material de un 
derecho esencial del ser humano, la integridad moral, 
siempre que se aporte la prueba respecto a los 
perjuicios causados164, lo que origina una 
responsabilidad civil. 
 
Ahora bien, en las hipótesis de 
responsabilidad civil derivada de los daños morales 
provenientes de las conductas hostigadoras, la tutela 
reparadora es llevada a cabo a través del pago de una 
indemnización que no pretende resarcir a la víctima, 
sino compensar el perjuicio inmaterial sufrido en la 
medida que proporciona nuevas fuentes de bienestar a 
cambio de los dolores padecidos, contribuyendo a la 
adquisición de sensaciones plancenteras o de otros 
bienes morales que minoran el impacto del daño en la 
esfera moral de la persona afectada165. 
 
Respecto al recargo de prestaciones también 
se observa una tutela reparadora de naturaleza 
resarcitoria166. En esta circunstancia, el valor 
pecuniario cumple la finalidad de indemnizar la 
                                                          
164 STS (Sala de lo Social), de 23 de marzo de 2000 (Ar. 3121); 
STS (Sala de lo Social), de 12 de junio de 2001 (Ar. 5931). 
165 BUSTAMANTE ALSINA, J. Teoría General de la Responsabilidad 
Civil. Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1991, p. 228. 
166 Sobre el carácter resarcitorio del recargo, vid. entre 
otros: GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J. Comentarios a 
la Ley 31/1995…, op. cit., p. 273; HURTADO GONZÁLEZ, L. La 
naturaleza resarcitoria del recargo de prestaciones. En AA VV 
(Coord. ESCUDERO RODRÍGUEZ, R.). La Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales. Sevilla, Consejo Andaluz de Relaciones 
Laborales, 1997, pp. 636 y ss.   
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producción del accidente laboral en sí mismo, siempre 
que se dé el nexo causal, exigible, entre la falta de 
medidas de seguridad y el acaecimiento del 
accidente167. Se trata, pues, de una indemnización 
mínima, compatible con las derivadas del tipo civil, 
que “puede y debe producir efectos disuasorios del 
incumplimiento de las medidas de seguridad”168. 
 
Por ello, la indemnización debida a título de 
recargo no se confunde con la indemnización que el 
trabajador percibe para reparar los daños 
patrimoniales. Aquélla indemniza la producción del 
accidente de trabajo en sí mismo y, por lo tanto, no 
depende de la demostración de perjuicio; mientras que 
la indemnización por los daños patrimoniales resarce 
las consecuencias dañinas que el accidente, 
enfermedad o lesión producen sobre el patrimonio de 
la víctima, siendo necesaria la demostración del 
                                                          
167 BLASCO PELLICER, A. y MORRO LÓPEZ, J. J. Puntos críticos en 
torno al recargo en las prestaciones por falta de medidas de 
seguridad e higiene en el trabajo. Reflexiones en torno a la 
incidencia de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL). 
En Tribuna Social, núm. 60, 1995, p. 37. 
Sobre la naturaleza sancionadora del recargo vid. entre otros: 
MONERO PERÉZ, J. L. El recargo de prestaciones por 
incumplimiento de medidas de Seguridad e Higiene en el trabajo. 
Madrid, Civitas, 1992, p. 39; ALONSO OLEA, M. y TORTUERO PLAZA, 
J. L. Instituciones de Seguridad Social. Madrid, Civitas, 1992, 
p. 111; FERNÁNDEZ MARCOS, L. El contenido de la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales: puntos críticos. En Actualidad 
Laboral, núm. 48, 1995, pp. 837-838.  
Sobre el carácter dual del recargo vid. entre otros: MOLINER 
TAMBORERO, G. La responsabilidad civil empresarial derivada del 
incumplimiento de las previsiones contenidas en la Ley 31/1995, 
de prevención de riesgos laborales. En Actualidad Laboral, núm. 
19, 1996, p. 397; PURCALLA BONILLA, A. Ensayo sobre la 
naturaleza jurídica del recargo de prestaciones por 
incumplimiento de medidas de seguridad e higiene en el trabajo.  
En Revista de Trabajo y Seguridad Social, núm. 19, 1995, p. 84 
y ss. 
168 BLASCO PELLICER, A. y MORRO LÓPEZ, J. J. Puntos..., op. 
cit., p. 35. 
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perjuicio causado para la fijación de la cuantía 
indemnizatoria169. 
 
Así pues, la tutela civil, laboral y el 
recargo de prestaciones en los supuestos de 
hostigamiento en el trabajo tienen naturaleza 
reparadora. 
 
 
A.2) La responsabilidad del empresario por 
las conductas acosadoras propias y de 
terceros 
 
A.2.1) La naturaleza jurídica de la 
responsabilidad del empresario por las 
conductas constitutivas de acoso laboral 
 
 
El problema en torno a la naturaleza jurídica 
de la responsabilidad del empresario por las 
conductas acosadoras radica en determinar si la 
responsabilidad empresarial que dimana del art. 
4.2.e) ET es una responsabilidad contractual o 
extraconctratual, puesto que estas dos especies de 
responsabilidad tienen una regulación jurídica 
distinta. La responsabilidad contractual está 
regulada por los arts. 1101 a 1107 del CC, mientras 
la regulación normativa de la responsabilidad 
extracontractual se encuentra en los arts. 1902 a 
1910 del citado texto legal.  
 
La responsabilidad, sea contractual o 
extracontractual, consiste en la obligación de 
                                                          
169 BUSTAMANTE ALSINA, J. Teoría..., op. cit., p. 77. 
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reparar los perjuicios causados a la víctima de la 
lesión170. 
 
La distinción entre una y otra especie tiene, 
tradicionalmente, como fundamento la fuente 
generadora de la obligación de reparar. En la 
responsabilidad contractual esta obligación nace de 
un contrato, mientras que la responsabilidad 
extracontratual es generada por la violación del 
principio neminem laedere, que traduce el deber 
general de no dañar a nadie171. 
 
Por lo tanto, los requisitos para la 
caracterización de la responsabilidad contractual son 
la existencia de un contrato, el no cumplimiento de 
la obligación pactada o la inobservancia de las 
condiciones fijadas para el cumplimiento de la 
obligación, la existencia de un daño, y el nexo 
causal entre el no cumplimiento de la obligación y el 
daño producido172. 
 
La responsabilidad contractual tiene su 
presupuesto en el incumplimiento (o en el 
                                                          
170 DE ANGEL YAGÜEZ, R. La responsabilidad…, op. cit., p. 21.  
171 JORDANO FRAGA, F.  La responsabilidad contractual. Madrid, 
Civitas, 1987, pp. 28-29; YZQUIERDO TOLSADA, M. Responsabilidad 
civil contractual y extracontractual. Tomo I. Madrid, Reus, 
1993, p. 81; ABALDALEJO GARCÍA, M. Derecho Civil. Tomo II (Vol. 
I). Barcelona, Bosch, 1994, pp. 187-188; REGLERO CAMPOS, L. F. 
Conceptos generales y elementos de delimitación. En AA VV 
(Coord. REGLERO CAMPOS, L. F.). Tratado de Responsabilidad 
Civil. Navarra, Aranzadi, 2002, p. 105. 
172 SANTOS BRIZ, J. La responsabilidad civil: derecho sustantivo 
y derecho procesal. Madrid, Editorial Montecorvo, 1989 (5ª 
ed.), pp. 25-28; PASCUAL ESTEVILL, L. Hacia un concepto actual 
de responsabilidad civil. Tomo II (Vol. II). Barcelona, Bosch, 
1989, pp. 11-17; DÍEZ-PICAZO, L. y GULLÓN, A. Sistema de 
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cumplimiento inexacto o parcial) de las obligaciones 
derivadas de un contrato, a consecuencia de lo cual 
queda insatisfecho el derecho de crédito, pudiendo 
dicho incumplimiento, eventualmente, ser también la 
causa de un daño o perjuicio suplementario para el 
acreedor173. 
 
La responsabilidad extracontractual, a su 
vez, puede ser exigida cuando existe  un daño, una 
acción u omisión en la que interviene culpa o 
negligencia del sujeto causante del daño y el nexo 
causal entre el daño y la acción u omisión culposa o 
negligente174. 
 
Como se observa, hay puntos de coincidencia 
entre las dos especies que consisten en la producción 
de un daño, en la atribuibilidad del mismo a un 
sujeto y en el deber de reparar175. 
 
Sin embargo, aunque la existencia previa de 
un contrato o relación jurídica de otra naturaleza 
sea el criterio tradicionalmente utilizado en la 
distinción de las dos especies de responsabilidad 
civil, para que la responsabilidad contractual actúe 
con exclusión de la aquiliana “es necesario que el 
hecho dañoso acontezca dentro de la rigurosa órbita de lo 
pactado y como preciso desarrollo del contenido negocial, 
                                                                                                                                                         
Derecho Civil. Volumen II. Madrid, Tecnos, 2001 (9ª ed.), pp. 
198-199. 
173 REGLERO CAMPOS, L. F. Conceptos..., op. cit., p. 105. 
174 SANTOS BRIZ, J. La responsabilidad civil..., op. cit., pp. 
25-50; PASCUAL ESTEVILL, L. Hacia un concepto actual de 
responsabilidad..., op. cit., pp. 11-17; DÍEZ-PICAZO, L. y 
GULLÓN, A. Sistema de Derecho..., op. cit., p. 544;  
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pues si se trata de negligencia extraña a lo que 
constituye propiamente materia del contrato, desplegará 
sus efectos propios”176.  
 
Esto significa que la caracterización de la 
responsabilidad extracontractual exige que el hecho 
causante del daño se presente con absoluta 
abstracción de la obligación o relación jurídica 
preexistente entre las partes, operando con la misma 
intensidad y extensión como si tal relación previa no 
hubiera existido. 
 
La importancia de determinar la naturaleza 
jurídica de la responsabilidad empresarial por las 
conductas acosadoras no es una simple cuestión de 
discusión doctrinal.  La distinción entre una y otra 
especie tiene por finalidad, como señala el TS, 
evitar la duplicidad de indemnizaciones y el 
enriquecimiento injusto del acreedor177, así como 
determinar el orden jurisdiccional competente.  
 
Cabe preguntar, por lo tanto, ¿cuál es la 
naturaleza jurídica de la responsabilidad del 
empresario por los actos u omisiones que generan 
acoso laboral? ¿Se trata de una responsabilidad 
contractual o extracontractual? ¿A la responsabilidad 
laboral del empresario se aplican los mismos 
criterios aplicables a su responsabilidad civil? 
                                                                                                                                                         
175 STS (Sala de lo Civil), de 24 de marzo de 1952 (Ar. 733) y 
STS (Sala de lo Civil), de 5 de julio de 1983 (Ar. 4068). 
176 STS (Sala de lo Civil), de 19 de junio de 1984 (Ar. 3250); 
STS (Sala de lo Civil), de 3 de septiembre de 1996 (Ar. 6500); 
STS (Sala de lo Civil), de 10 de abril de 1999 (Ar. 1877). 
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El primero problema surge cuando se observa 
que los criterios tradicionalmente utilizados para 
distinguir la responsabilidad contractual de la 
responsabilidad extracontractual tienen en cuenta el 
hecho de que las relaciones civiles son puntuales, 
mientras la relación laboral es una relación de 
tracto sucesivo178, cuyo cumplimiento no se agota en 
un sólo acto sino que, al contrario, se prolonga en 
el tiempo. 
 
Otro problema se verifica cuando se observa 
que el contrato de trabajo es un contrato normado, lo 
que significa que la regulación jurídica de él 
emanada se somete a un amplio tratamiento legal y 
convencional179 que, en cierta medida, limita la 
autonomía individual de las partes contratantes, 
naciendo la duda en cuanto a la naturaleza 
contractual o legal de las obligaciones pactadas, 
principalmente, del empresario.  
 
Pero estos problemas son aparentes y 
desaparecen cuando se analiza el concepto del 
contrato de trabajo y sus funciones. 
 
El contrato de trabajo es el contrato por 
medio del cual una persona (el trabajador) se 
compromete a prestar sus servicios por cuenta ajena y 
dentro del ámbito de organización y dirección de otra 
                                                                                                                                                         
177 STS (Sala de lo Civil), de 18 de octubre de 1983 (Ar.5332); 
STS (Sala de lo Civil), de 16 de noviembre de 1983 (Ar. 6116). 
178 LUQUE PARRA, M. La responsabilidad civil del empresario en 
materia de seguridad y salud laboral. Madrid, Consejo Económico 
y Social, 2002, p. 41. 
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persona, física o jurídica (el empresario) a cambio 
de una retribución180. 
 
El objeto del contrato es el intercambio 
entre la prestación del servicio por cuenta ajena y 
el pago del salario, cumpliendo, por lo tanto, la 
función de constituir la relación laboral181. 
 
Tal relación nace, así, con el contrato de 
trabajo cuya celebración constituye y define las 
prestaciones básicas que obligan a las partes, la 
forma como éstas prestaciones han de desarrollarse y 
buena parte de la normativa heterónoma aplicable a la 
relación de trabajo182. 
 
Esto significa que del contrato de trabajo 
nace para las partes contratantes una obligación 
principal, determinada por el pacto firmado, y varias 
obligaciones secundarias, que provienen de la 
normativa estatal y convencional aplicable a esta 
especie de contrato, siendo estas últimas especies de 
obligaciones necesarias para el cumplimiento de la 
obligación principal183. 
                                                                                                                                                         
179 MONTOYA MELGAR, A. Derecho del trabajo.  Madrid, Tecnos, 
1990 (11ª ed.), p. 262. 
180 AA VV (Coord. RAMÍREZ MARTINEZ, J. M.). Curso de Derecho del 
Trabajo. Valencia, Tirant lo blanch, 2001 (10ª ed.), pp. 19-20; 
AA VV (Dir. SALA FRANCO, T). Relaciones Laborales 2002: la 
contratación laboral, la relación laboral, la extinción del 
contrato, la negociación colectiva. Valencia, Tirant lo blanch, 
2002, p.43. 
181 BLASCO PELLICER, A. La individualización..., op. cit., p. 
41. 
182 PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F. Autonomía individual y 
determinación del objeto del contrato de trabajo. En Actualidad 
Laboral, núm. 18, 1992, p.374. 
183 La existencia de normas estatales, convencionales, así como 
de la autonomía de la voluntad, regulando el contrato de 
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La obligación principal para el empresario es 
el pago del salario, mientras para el trabajador es 
la prestación de la actividad laboral pactada, 
teniendo las partes que observar en la fijación de 
estas obligaciones los límites previamente 
establecidos en las normas estatales y convencionales 
(art. 3.1.c) ET).  
 
El carácter principal de estas obligaciones 
queda claro en la Jurisprudencia del TS que se ha 
manifestado en el sentido de que la ausencia de 
retribución, cualquiera que sea su forma, evidencia 
que la relación no es laboral, pues está no cabe sin 
la existencia de salario o remuneración184. 
 
En cuanto a las obligaciones secundarias no 
hace falta que las partes las pacten en el contrato 
de trabajo.  El propio ET y las demás normas 
estatales y convencionales aplicables se encargan de 
establecer las obligaciones que, aunque no 
constituyan el núcleo o centro del contrato de 
trabajo, son necesarias para el desarrollo de la 
relación laboral, puesto que el proceso productivo, 
además de generar una situación de riesgo para el 
                                                                                                                                                         
trabajo deriva de la necesidad de tutelar desde diferentes 
niveles jurídicos y a través de distintos medios de protección 
los intereses que recaen sobre determinados bienes 
fundamentales del individuo o de los grupos en los cuales se 
integra (GUTIÉRREZ-SOLAR CALVO, B. El deber de seguridad y 
salud en el trabajo: un estudio sobre su naturaleza jurídica. 
Madrid, Consejo Económico y Social, 1999, pp. 30-31). 
184 STS (Sala de lo Social), de 22 de septiembre de 1986 (Ar. 
5017). 
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trabajador185, crea una situación de desequilibrio 
entre las partes contratantes. 
 
En otras palabras, la finalidad del contrato 
de trabajo en lo relativo a las obligaciones 
secundarias es delimitar el ámbito subjetivo de 
aplicación de la normativa laboral, esto es, permitir 
que a la nacida relación de trabajo se apliquen las 
normas estatales y colectivas correspondientes al 
tipo de actividad contratada186. 
 
Por ello es posible decir que el art. 4 ET, 
en cuyo texto legal está previsto el respeto a la 
intimidad y la consideración debida a la dignidad del 
trabajador, comprendida la protección frente a 
ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual y 
frente al acoso por razón de origen racial o étnico, 
religión o convicciones, discapacidad, edad, u 
orientación sexual, prescribe obligaciones 
contractuales187 secundarias del empresario al 
                                                          
185 ALFONSO MELLADO, C.L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 13.  
186 MONTOYA MELGAR, A. Derecho..., op. cit., p. 261; ALONSO 
OLEA, M. y BARREIRO GONZÁLEZ, G. El Estatuto de los 
Trabajadores. Madrid, Civitas, 1991, p. 98; GALIANA MORENO, J. 
M. Crisis del contrato de trabajo. En Revista de Derecho 
Social, núm. 2, 1998, p. 55; GONZÁLEZ DÍAZ, F. A. La obligación 
empresarial de prevención de riesgos laborales. Madrid, Consejo 
Económico y Social, 2002, p. 107. 
187 APARICIO TOVAR, J. Las obligaciones del empresario de 
garantizar la salud y seguridad en el trabajo. En Revista 
Española de Derecho del Trabajo, núm. 49, 1991, p. 714; MOLINER 
TAMBORERO, G. La responsabilidad civil…, op. cit., pp. 393-412; 
CALVO GALLEGO, F. J. La obligación general…, op. cit., pp. 24-
32; ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., pp. 117-118; CALVO GALLEGO, J. Responsabilidad civil y 
orden jurisdiccional competente: ¿el final de una prolongada 
discusión? En Aranzadi Social, Tomo III, 2000, pp. 2918-2929; 
LOUSADA AROCHENA, J. F. La sanción admnistrativa del acoso 
sexual…, op. cit., p. 100; AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ 
FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. El acoso…, op. cit., pp. 54-55; 
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determinar los derechos básicos del trabajador, así 
como sus derechos en la relación laboral. 
 
El TS, aunque no de manera expresa, ha 
reconocido que los derechos del art. 4 ET tienen la 
naturaleza de obligaciones contractuales secundarias 
al decidir que ellos están condicionados a la 
vigencia real del contrato de trabajo, constituyendo 
requisitos para la exigencia de estos derechos la 
existencia del contrato y el cumplimiento por el 
trabajador de su obligación de prestar servicios188. 
 
Todo esto significa que con la celebración 
del contrato de trabajo, además de la obligación 
principal del pago del salario pactado, el empleador 
asume también las demás obligaciones secundarias 
previstas en las normas estatales o convencionales, 
que se trata de obligaciones necesarias para 
garantizar el desarrollo de la prestación laboral y 
el equilibrio de las partes contratantes en el ámbito 
de la organización productiva.  
 
Pero las obligaciones secundarias existen 
también para el trabajador y, en este sentido, se 
manifiesta el art. 5 ET que determina las 
obligaciones del trabajador que son necesarias para 
el buen desempeño de su obligación principal, es 
decir, de la prestación de la actividad laboral. De 
entre estos deberes se destaca, por su íntima 
                                                                                                                                                         
IGARTUA MIRÓ, M. T. Indemnización de daños y perjuicios por 
enfermedad profesional, solidaridad de las empresas integrantes 
del grupo y naturaleza de la responsabilidad. En Aranzadi 
Social, núm. 2, 2004, pp. 39-43. 
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vinculación con el acoso en el trabajo y su 
caracterización como riesgo social, el deber de 
observar las medidas de seguridad e higiene adoptadas 
por la empresa. 
 
Por todo lo señalado, la responsabilidad del 
empresario derivada del incumplimiento de su deber de 
garantizar la intimidad y la consideración debida a 
la dignidad del trabajador, comprendida la protección 
frente a ofensas verbales o físicas de naturaleza 
sexual y frente al acoso, es una responsabilidad 
contractual189 porque, según la jurisprudencia del 
TS190, debe ser considerada contractual toda la 
especie de responsabilidad cuyo hecho causante del 
daño mantenga vinculación con el contrato o con una 
relación jurídica previa existente entre las partes. 
 
En este contexto, el deber de garantizar un 
entorno laboral exento de conductas acosadoras está 
íntimamente relacionado con el contrato de trabajo, 
que delimita al acreedor y al deudor de esta 
obligación, así como caracteriza el deber del art. 
4.2.e) ET como necesario para el buen cumplimiento de 
las obligaciones pactadas en el contrato de trabajo y 
para el desarrollo de la relación laboral, 
debiéndose, por lo tanto, hablar de responsabilidad 
contractual de naturaleza preventiva del empresario 
frente al acoso laboral. 
 
                                                                                                                                                         
188 STS (Sala de lo Social), de 30 de abril de 1991 (Ar. 3396). 
189 AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. 
El acoso..., op. cit., pp. 54-55. 
190 STS (Sala de lo Civil), de 19 de junio de 1984 ( Ar. 3250). 
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Para exigir la responsabilidad contractual 
por las conductas acosadoras cometidas por el 
empresario la víctima deberá demostrar la existencia 
de un contrato de trabajo pactado de conformidad con 
lo previsto en el art. 8 ET, aportar indicios 
razonables de que sufrió injustificados hechos de 
presión, y demostrar, como mínimo, la creación de un 
ambiente laboral hostil. 
 
 
A.2.2) La responsabilidad del empresario 
cuando el acoso laboral es cometido por 
los directivos, administradores, 
superiores jerárquicos o compañeros de 
trabajo 
 
 
Es indudable que el empresario es el 
responsable contractual de las conductas acosadoras 
que protagoniza191. Pero el problema surge cuando el 
acoso laboral es llevado a cabo por un compañero de 
trabajo de la víctima, por un superior jerárquico, 
por un directivo o administrador de la empresa. 
 
En el caso de los directivos o 
administradores, hay que considerar que la persona 
jurídica como tal no puede cumplir con el deber de 
protección frente al acoso laboral y que deberán ser 
las personas físicas que la representen quienes 
cumplan con esta obligación, lo que revela una 
                                                          
191 AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. 
El acoso..., op. cit., pp.54-55.  
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responsabilidad contractual de la empresa192, 
principalmente, cuando se tiene en cuenta que los 
directivos o administradores, aunque no forman parte 
del contrato de trabajo, representan a una de las 
partes193. 
 
Se hace imprescindible observar también que 
los directivos o administradores, además de ser 
representantes de una de las partes del contrato de 
trabajo, la empresa, desempeñan funciones de mando en 
el ámbito de la unidad productiva, no resultando  
difícil establecer una responsabilidad contractual 
directa de la empresa por los comportamientos 
hostigadores194. 
 
En cuanto al acoso laboral realizado por los 
compañeros de trabajo o superiores jerárquicos, la 
responsabilidad de la empresa, ya sea ésta persona 
física o jurídica, también es contractual195. El art. 
4.2.e) ET prescribe un derecho del trabajador que 
debe ser garantizado por el empresario en el entorno 
laboral, tornándose, por consiguiente, el responsable 
de las conductas acosadoras desarrolladas en el 
ámbito de la empresa, sea quien sea el sujeto activo 
de las mismas196. 
 
                                                          
192 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho…, op. cit., pp. 219-221, 
habla de responsabilidad extracontratual de la empresa en estos 
supuestos. 
193 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual…, op. cit., pp. 389-
390. 
194 STSJ Murcia de 2 de septiembre de 2003 (AS 3208). 
195 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit.,  pp. 219-
221. 
196 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso..., op. cit., p. 72. 
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Resulta complicado establecer una 
responsabilidad contractual directa del empresario 
por conductas acosadoras de personas que, a pesar de 
estar implicadas en el proceso productivo, no tienen 
poderes para actuar como representantes de la empresa 
y no ejercen funciones de mando.  
 
Además, otro inconveniente es el hecho de no 
existir regulación en los arts. 1094 a 1112 del CC de 
un sistema de responsabilidad contractual del deudor 
por actos de tercero. No obstante, los arts. 1564, 
1596, 1721.1 y 1784 del mismo texto legal mencionan 
esta especie de responsabilidad en relación con 
contratos específicos, lo que lleva a pensar que el 
principio sostenido por el Código Civil para la 
responsabilidad contractual es el de la 
personalización de la culpa197.  
 
Estos problemas planteados con relación a la 
responsabilidad del empresario por actos de sus 
dependientes son sencillamente resueltos por el art. 
1903.4 CC y por la Jurisprudencia sobre la materia. 
 
Aunque los aparentes problemas suscitados 
puedan ser resueltos con la sencilla aplicación del 
CC, que regula la responsabilidad extracontractual 
del empresario por los actos de sus dependientes, no 
se puede olvidar que el empleador, en el ámbito 
laboral, cuando firma el contrato de trabajo, asume 
frente al trabajador los riesgos de la actividad 
                                                          
197 DÍEZ PICAZO, L. y GULLÓN, A. Sistema de Derecho..., op. 
cit., p. 202. 
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productiva, siendo, por lo tanto, el responsable 
contractual del acoso laboral producido198 por todas 
las personas que estén bajo su poder de dirección199. 
 
En este sentido, la Sala de lo Social del TSJ 
Galicia en la sentencia de 23 de agosto de 1994200 
decide que el perjudicado puede reclamar al 
empresario, pues su responsabilidad es directa y no 
subsidiaria. Si la víctima del daño resuelve demandar 
conjuntamente al empleado y al empresario la 
responsabilidad de este es solidaria201 (art. 1.144 
CC). 
 
La responsabilidad del empresario por actos 
de sus directivos y administradores, así como por 
conductas acosadoras producidas por compañeros de 
trabajo de la víctima o superiores jerárquicos, sólo 
se elude en el supuesto de caso fortuito202, porque, 
                                                          
198 AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. 
El acoso..., op. cit., pp. 53-54. 
199 Vid. por entender que el empresario responde 
extracontractualmente por actos de sus dependientes: STSJ Las 
Palmas, Canarias, de 29 de septiembre de 1998(AS 4284). 
200 AL 1888. Vid. También en el mismo sentido: SJS Galicia, 
Vigo, de 28 de febrero de 2002 (AS 634); STSJ Murcia de 2 de 
septiembre de 2003 (AS 3208). 
201 CORDERO SAAVEDRA, L. La responsabilidad empresarial por 
incumplimiento en materia de prevención de riesgos laborales. 
En Revista Española de Derecho del Trabajo, núm. 83, 1997, p. 
431; ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 133. 
Entre otras: STSJ Galicia de 23 de julio de 1994 (AS 2861); 
STSJ Las Palmas, Canarias, de 29 de septiembre de 1998 (AS 
4284); STSJ Cataluña de 27 de octubre de 2000 (AS 4546); STSJ 
Vigo, Galicia de 24 de mayo de 2001 (AS 1233); STSJ Cataluña de 
6 de junio de 2001 (AS 1661). 
202 La fuerza mayor, es el acontecimiento que se origina fuera 
de la empresa o círculo del deudor y que, aun siendo previsto, 
hubiese resultado inevitable; mientras el caso fortuito es el 
acontecimiento que se observa en el interior de la empresa o 
círculo afectado por la obligación y que no puede preverse, 
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aunque no quede pactado en el contrato de trabajo, ni 
en los convenios colectivos la diligencia que debe 
ser observada en el cumplimiento de la obligación 
prevista en el art. 4.2.e) ET, corresponderá al 
empresario actuar con la diligencia que se exige de 
un buen padre de familia203 (art. 1104.2 CC). 
 
En materia de prevención de riesgos laborales 
la diligencia de un buen padre de familia se traduce 
en la necesidad de extremar la diligencia en su grado 
máximo, realizando, para ello, una actividad 
profesional o técnica de prevención204. Ello significa 
que el deudor, en este caso el empresario, tiene que 
emplear en la prevención del acoso en el trabajo toda 
la diligencia necesaria para cohibir los 
comportamientos hostigadores, porque ello garantiza 
una protección eficaz de todos los elementos que 
integran el concepto de salud (art. 14.1 LPRL). 
 
Esta diligencia es exigida del deudor, el 
empresario, en el cumplimiento de sus obligaciones 
contractuales, sean ellas principales o secundarias 
(art. 1104.2 CC), quedando exento de responsabilidad 
                                                                                                                                                         
pero que previsto hubiese podido ser evitado (STS (Sala de lo 
Civil), de 30 de septiembre de 1983-Ar. 4688). 
203 PÉREZ DEL RÍO, T. El acoso sexual…, op. cit., p. 194; DE 
CASTRO FERNÁNDEZ, L. F. O acoso sexual no traballo. En Revista 
Galega de Dereito Social, núm. 8, 1993, p. 85; PERÉZ DEL RÍO, 
T. y BALLESTER PASTOR, M. A. Mujer y salud..., op. cit., p. 
112. 
CALVO GALLEGO asevera que en materia de prevención de riesgos 
laborales la responsabilidad empresarial sólo se elude cuando 
el empresario demuestra que realizó una auténtica actividad 
profesional o técnica de prevención, lo que significa que se 
exige del empresario una diligencia extrema o máxima en el 
cumplimiento de la obligación de prevenir los riesgos laborales 
(CALVO GALLEGO, F. J. La obligación general…, op. cit., p. 78). 
204 CALVO GALLEGO, F. J. La obligación general…, op. cit., p. 78. 
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cuando pruebe que se dieron los supuestos de exención 
de responsabilidad previstos en el contrato, en la 
ley o por la existencia de caso fortuito o fuerza 
mayor (art. 1105 CC).  
 
La existencia de hostigamiento en el trabajo 
en el seno de la empresa puede ser caracterizada como 
caso fortuito cuando el empresario sea capaz de 
probar que adoptó todas las medidas preventivas 
necesarias y exigidas para el cumplimiento diligente 
de su obligación contractual. Es decir, cuando 
consiga demostrar que en el cumplimiento de sus 
obligaciones contractuales actuó con la diligencia 
extrema o máxima necesaria y exigible para cohibir 
las conductas acosadoras y garantizar la protección 
eficaz de la salud205. En ese caso, queda liberado de 
la responsabilidad, aunque las conductas acosadoras 
se hayan verificado206. 
 
El empresario actuará diligentemente en la 
prevención del hostigamiento laboral, cuando adopte 
un sistema preventivo en el que se observe la 
participación integrada del empresario, sus 
directivos y administradores, los trabajadores y los 
sindicatos en la prevención del acoso laboral. En 
otras palabras, un sistema preventivo que contemple, 
además de la prevención propiamente dicha, la 
evaluación y planificación de los riesgos 
psicosociales. 
 
                                                          
205 STSJ Madrid de 3 de septiembre de 2004 (JUR 298644). 
206 ALTÉS TÁRREGA, J.A. El acoso sexual..., op. cit., pp. 361-
362. 
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La actuación diligente del empresario exige 
que, además de crear un procedimiento específico de 
prevención de las conductas acosadoras, aplique de 
manera efectiva y adecuada las medidas sancionadoras 
previstas en este procedimiento, no considerándose 
que hay una actuación diligente por parte de la 
empresa cuando las consecuencias perjudiciales de las 
medidas adoptadas para prevenir el acoso laboral 
recaigan sobre la víctima, lo que sucede en el 
supuesto en que se promueve un cambio de lugar de 
trabajo de la propia persona víctima de las conductas 
acosadoras207.  
 
Se puede, por tanto, hablar de una obligación 
legal del empresario de sancionar el acoso laboral208, 
porque la violación de la dignidad puede generar un 
riesgo para la salud de los trabajadores, figurando 
la obligación de sancionar como un método para la 
eliminación de tales riesgos209. 
 
Además, la obligación legal de sancionar el 
hostigamiento en el trabajo resulta de la nueva 
redacción del art. 54.2 ET que tipifica el acoso como 
                                                          
207 STSJ Galicia de 14 de enero de 1998 (RL 772/1998). 
208 En este sentido Vid. SJS Galicia, Vigo, de 28 de febrero de 
2002 (AS 634) que entiende que, frente a la existencia de 
conductas acosadoras, la empresa tiene la obligación legal de 
sancionar con base en tales hechos, no quedando exonerada de la 
responsabilidad cuando reconoce que cesa al acosador por 
motivos ajenos al hostigamiento y no por motivos disciplinarios 
relacionados con el acoso. 
209 PÉREZ DEL RÍO, T. El acoso sexual..., op. cit., p. 38 y DEL 
REY GUANTER, S. El acoso sexual…, op. cit., p. 110, mientras 
ESCUDERO RODRÍGUEZ, R. El acoso sexual…, op. cit., p. 477, 
defiende que hay una libertad empresarial para aplicar o no el 
régimen sancionador, salvo que el empresario, voluntariamente, 
limite su libertad en el ejercicio de dicho poder o de modo 
unilateral o a través de la negociación colectiva. 
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incumplimiento grave y culpable del trabajador, capaz 
de justificar el despido disciplinario, máxima 
garantía de efectividad del cumplimiento por el 
empresario de la obligación de garantizar un entorno 
laboral exento de hostigamiento en el trabajo210.  
 
En cuanto a la obligación de sancionar las 
conductas acosadoras, el mayor problema surge cuando 
la empresa no tiene conocimiento de la existencia del 
ilícito que se verifica dentro de su ámbito de 
control. En estos casos, se plantea si es necesaria 
la comunicación de la víctima o persona responsable 
para que se pueda imputar responsabilidad a la 
empresa por las conductas acosadoras de sus 
trabajadores y directivos o administradores. 
 
El trabajador afectado, los demás 
trabajadores o la persona encargada de la prevención 
tienen la obligación de comunicar a la empresa la 
existencia del acoso laboral, porque el deber de 
informar previsto en el art. 29.4, párrafo 4º y 6º, 
LPRL es una manifestación del deber de cooperación 
fijado en el art. 5 LPRL211.  
 
Pero la ausencia de comunicación no debe ser 
considerada un incumplimiento que conlleve la 
exoneración de responsabilidad del empresario. Hay  
supuestos en los que la existencia del hostigamiento 
en el trabajo es patente212, subsistiendo la 
                                                          
210 MOLINA NAVARRETE, C. Las nuevas..., op. cit., pp. 4-5. 
211 GONZÁLEZ SÁNCHEZ, J. J. Seguridad e higiene…, op. cit., p. 
289. 
212 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 369. 
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responsabilidad empresarial en los casos en que, a 
pesar de no existir comunicación expresa, es posible 
observar una exteriorización colectiva de la 
existencia de acoso laboral máxime cuando el 
empresario sabe de la existencia de trabajadores 
conflictivos, malas relaciones entre los miembros de 
la plantilla, casos previos de acoso, rumores sobre 
la concurrencia de éste o, incluso, quejas de la 
hipotética víctima213. 
 
De esta manera la víctima de hostigamiento 
laboral proveniente de un directivo o administrador, 
así como de un superior jerárquico o compañero de 
trabajo, para exigir la responsabilidad contractual 
del empresario tendrá que demostrar la existencia de 
un contrato de trabajo con la empresa, de hechos de 
presión laboral injustificados, así como la creación 
de un ambiente laboral hostil o la existencia de un 
daño214. 
 
 
 
 
 
                                                          
213 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 31. 
214 Vid. SJS Galicia, Vigo, de 28 de febrero de 2002 (AS 634) 
según la cual la empresa es responsable de las actuaciones de 
los directivos respecto de sus subordinados, principalmente 
cuando, aun teniendo, conocimiento de la situación, nada hizo 
para evitar el acoso, no siendo suficiente para considerar la 
empresa exonerada de toda la responsabilidad que hubiera 
felicitado a la actora y su equipo en un par de ocasiones. 
Vid. también en el mismo sentido: STSJ Madrid de 3º de 
septiembre de 2004 (JUR 298644). 
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A.2.3) La responsabilidad del empresario 
cuando el acoso sexual es cometido por 
personas extrañas a la empresa 
 
 
Una particularidad del acoso sexual en el 
trabajo respecto a las otras modalidades de 
hostigamiento es que dicha especie de acoso puede ser 
llevada a cabo por personas que no mantienen vínculo 
laboral con la empresa.  
 
Por ello, cabe determinar con carácter previo 
al análisis de la tutela civil y laboral los casos en 
los que la responsabilidad empresarial puede ser 
esgrimida, aun cuando las conductas acosadoras sean 
protagonizadas por personas extrañas a la empresa. 
 
La responsabilidad contractual del empresario 
se extiende a las conductas de acoso sexual cometidas 
por los clientes de la empresa, cuando se den los 
requisitos que a continuación se exponen215: 
 
1) Para exigirse la responsabilidad 
empresarial es necesario que entre el cliente y la 
empresa haya una relación que los vincule. 
 
2) La conducta de acoso sexual debe afectar 
la relación laboral a través de la creación para el 
trabajador de un ambiente laboral hostil. 
 
                                                          
215 Estos requisitos son enumerados por ALTÉS TÁRREGA, J. A. El 
acoso sexual..., op. cit., pp. 392-398. 
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3) El acosador debe utilizar su posición de 
cliente para conseguir la satisfacción de sus 
objetivos. Pero este requisito debe ser matizado, 
porque, aunque el acosador no utilice su condición de 
cliente para cometer el acoso sexual, deberá 
presumirse la existencia de acoso sexual en el 
trabajo siempre que las conductas acosadoras sean 
llevadas a cabo en el seno de la empresa.  En este 
caso, la relación laboral es afectada por influir en 
la conciencia de la víctima la circunstancia de que 
el sujeto activo es un cliente. 
 
Cumplidos dichos requisitos nace la 
responsabilidad contractual del empresario frente al 
trabajador víctima. De esta responsabilidad sólo 
quedará liberada la empresa cuando consiga probar que 
actuó diligentemente en la prevención del acoso 
sexual en el trabajo216, lo que obliga a evaluar la 
responsabilidad empresarial en cada caso concreto. 
 
En este punto conviene determinar si el 
empresario es el responsable de las conductas de 
acoso sexual de los trabajadores que realizan 
actividades en la empresa, mediante un contrato de 
puesta a disposición. 
 
                                                          
216 El TSJ Canarias, en STSJ Canarias de 7 de enero de 1998 (AS 
5126), enjuicia un caso de acoso sexual cometido por un cliente 
de la empresa. La resolución entendió que la empresa, un hotel, 
no actuó diligentemente con relación a la represión de la 
conducta ilícita  al adoptar una postura consistente en la 
simple espera a que el cliente abandonara voluntariamente la 
habitación, así como no entendió diligente medida adoptada por 
la empresa de intentar convencer a la trabajadora para que no 
denunciara los hechos ilícitos. 
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Conforme a lo dispuesto en el art. 15.1 de la 
Ley de Empresa de Trabajo Temporal (LETT), las 
facultades de dirección y control de la actividad 
laboral desarrollada en el ámbito de la empresa 
usuaria serán ejercidas por ésta, durante el tiempo 
de prestación de servicios en su ámbito. Pero el 
apartado 2 del citado artículo establece la 
imposibilidad de la empresa usuaria de hacer uso de 
la facultad disciplinaria atribuida por el art. 58 
ET, para sancionar los incumplimientos del trabajador 
contratado por la ETT. 
 
Esto significa que la empresa usuaria será 
responsable de la conducta de hostigamiento sexual, 
cometida por el trabajador contratado por la ETT 
sobre un trabajador de su plantilla, cuando teniendo 
conocimiento de la existencia de la infracción 
laboral no la comunica a la ETT, para que ésta 
sancione al trabajador acosador. 
 
En cuanto a las contratas y subcontratas, es 
necesario tener en cuenta que el trabajador 
contratista no se incorpora en el ámbito de dirección 
y control de la empresa principal, no pudiendo ésta 
ejercer el poder disciplinario sobre aquél. 
 
La evaluación de la diligencia de la empresa 
principal, en estos supuestos, debe ser hecha 
partiendo de las reglas previstas en la LPRL, ya que 
entre el acoso sexual y la salud laboral hay una 
conexión, por lo que, en estos casos, será de 
aplicación la regla del art. 24, a fin de que las 
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empresas coordinen sus políticas para prevenir el 
acoso sexual, informando a los trabajadores de la 
empresa contratista o subcontratista de las medidas 
que deben ser adoptadas, cuando conozcan o sufran 
acoso sexual laboral217. 
 
 
A.3) Naturaleza jurídica y requisitos de la 
responsabilidad del acosador persona 
distinta del empresario 
 
 
Cuando el acoso laboral sea protagonizado por 
persona distinta del empresario, además de la 
responsabilidad empresarial de naturaleza 
contractual, se observará también la existencia de 
una responsabilidad extracontractual de los 
compañeros de trabajo de la víctima, superiores 
jerárquicos, administradores o directivos, que podrá 
ser exigida con base en el art. 1902 CC218.  
 
La responsabilidad personal de los sujetos 
activos del acoso laboral por los daños efectivos o 
potenciales producidos es, en primero lugar, 
independiente de la responsabilidad contractual de 
naturaleza preventiva del empresario y presenta un 
carácter extracontractual de naturaleza 
exclusivamente reparadora, puesto que deriva de la 
violación del deber general de no dañar a nadie, lo 
                                                          
217 ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., pp. 399-
398. 
218 En este sentido vid.: STSJ Extramadura de 29 de abril de 
1998 (AS 1648); STSJ de Aragón de 27 de septiembre de 1999 (AS 
3077); STSJ País Vasco de 18 de septiembre de 2001 (JUR 
322644). 
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que se observa cuando hay “un daño real, con 
independencia de cualquier relación jurídica preexistente 
entre las partes”219. 
 
La víctima para exigir la responsabilidad 
personal del acosador deberá aportar indicios de 
hechos capaces de suponer una intimidación 
psicológica, demostrar la existencia de un daño 
efectivo o potencial, demostrar que hay una relación 
de causalidad entre los hechos alegados y el daño 
potencial o efectivo a la salud, y demostrar la culpa 
del sujeto activo220. 
 
Con relación a estos requisitos son 
necesarias algunas matizaciones. 
 
La primera con relación a la prueba del daño. 
Las conductas acosadoras por si solas ya suponen un 
daño al derecho fundamental a la integridad moral. 
Así, aunque no se observen daños patrimoniales ni 
daño efectivo a la perspectiva psíquica de la salud 
de la víctima, el daño extrapatrimonial de naturaleza 
moral221 es deducible de la propia existencia de acoso 
laboral222 y, por lo tanto, debe ser indemnizado 
                                                          
219 STS (Sala de lo Civil), de 10 de abril de 1999 (Ar. 1877. 
220 AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. 
El acoso..., op. cit., p. 55. 
221 Sobre el daño moral, vid. infra apartado B.2), intitulado 
“El daño moral derivado de las conductas de acoso laboral”. 
222 STS (Sala de lo Social), de 9 de julio de 1993 (Ar. 4553). 
En esta sentencia, el Tribunal Supremo entiende que, una vez 
acreditada la vulneración del derecho fundamental, se presume 
la existencia del daño moral y debe decretarse la indemnización 
correspondiente.  
En este sentido, aunque no específicamente en los supuestos de 
violación a la integridad moral, el art. 9.3 de la Ley Orgánica 
1/1982, de 5 de mayo prescribe que la existencia de perjuicio 
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independientemente de la existencia de daños 
patrimoniales o de otros daños efectivos a la 
dimensión psíquica de la salud del trabajador.  
 
No obstante, cabe subrayar que si la víctima, 
además del daño moral, alega la existencia de daño 
patrimonial o de daño efectivo a la salud habrá que 
demostrar su existencia, así como las claves para la 
fijación de la indemnización223.  
 
La segunda matización se refiere al nexo 
causal entre las conductas acosadoras y el daño 
efectivo o potencial padecido por la víctima. 
 
Cuando el acosador es otro trabajador de la 
empresa que está en el mismo nivel jerárquico del 
acosado se observa una igualdad teórica entre ofensor 
y ofendido. Con todo, el hostigamiento en el trabajo 
revela la existencia de una jerarquía de hecho entre 
hostigador y hostigado, razón que justifica presumir 
el nexo causal entre los hechos violencia psicológica 
llevados a cabo por el trabajador más fuerte y los 
daños efectivos o potenciales sufridos por el 
trabajador más débil.   
 
                                                                                                                                                         
se presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima 
en el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a 
la propia imagen de la víctima, de manera que, como tal 
disposición legal se aplica a los derechos fundamentales 
señalados, puede ser aplicada analógicamente a los supuestos de 
violación de la integridad moral.  
223 GOÑI SEIN, J. L. El respeto a la esfera privada…, op. cit., 
p. 313; ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones entre 
empresarios y trabajadores antes y durante el desarrollo de la 
relación laboral. Valencia, Tirant lo blanch, 1994, p. p. 96. 
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Esta asimetría, que deriva del hecho de que 
el trabajador afectado por el hostigamiento dispone 
de menos recursos o apoyos en el seno de la empresa, 
supone un injustificado desnivel que sólo puede ser 
corregido con la aplicación de la presunción de que 
las lesiones efectivas o potenciales padecidas por la 
víctima de acoso fueron causadas por las 
injustificadas presiones laborales que tuvieron lugar 
en el ambiente de trabajo. 
 
La relación de causalidad entre la conductas 
acosadoras y el daño efectivo o potencial padecido 
por la víctima debe presumirse también en los demás 
casos de responsabilidad personal del acosador 
persona distinta del empresario. 
 
El desnivel jerárquico existente entre 
acosador y acosado es utilizado para justificar los 
episodios de persecución laboral y generan una 
desigualdad arbitraria que sólo puede ser superada 
con la presunción del nexo causal entre las conductas 
acosadoras y el daño sufrido. Dicha presunción 
funciona como un mecanismo que favorece la concreción 
de la igualdad material en la medida en que acerca la 
parte más débil de las posibilidades probatorias.  
 
La tercera matización es la relativa a la 
culpa extracontractual del sujeto activo de las 
conductas acosadoras.  
 
Acreditada la existencia de sistemáticos 
hechos de intimidación psicológica o de vejación 
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personal, lo que conlleva aparejada la violación del 
derecho fundamental a la integridad moral 
(comportamiento antijurídico), y demostrada la lesión 
efectiva o potencial experimentada por la víctima 
(resultado lesivo prohibido por la norma) se 
establece una presunción de culpa (intención lesiva) 
en el agente acosador224 en virtud de la aplicación 
del art. 179.2 LPL y del carácter esencial del 
derecho lesionado, sólo eludiéndose la 
responsabilidad del acosador con la demostración de 
que la lesión no se verificó o de que el demandado no 
ha sido el causante del daño. 
 
Ahora bien, cuando el acoso laboral 
protagonizado por persona distinta del empresario se 
caracteriza como caso fortuito, porque el empresario 
actuó diligentemente en su prevención, concurre, 
exclusivamente, la responsabilidad extracontractual 
de naturaleza reparadora de los sujetos activos del 
hostigamiento en el trabajo. 
 
Esta responsabilidad extracontractual 
exclusiva del acosador nace, aunque el empresario 
haya actuado con toda la diligencia necesaria en la 
prevención del acoso laboral. La existencia de 
conductas acosadoras en el ambiente de trabajo 
lesiona el derecho del trabajador al respeto de su 
integridad moral, derecho que forma parte de la 
                                                          
224 LÓPEZ JACOÍSTE, J. L. Una aproximación tópica a los derechos 
de la personalidad. En Anuario de Derecho Civil,  Tomo XII, 
1986, p. 1097; ESTRADA ALONSO, E. El derecho al honor en la Ley 
Orgánica 1/1982 de 5 de mayo. Madrid, Civitas, 1988, pp. 60-61. 
Vid. también: STC 11/1998, de 13 de enero de 1998 (BOE de 12 de 
febrero). 
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personalidad de la víctima, lo que da lugar a un daño 
de naturaleza civil que debe ser reparado 
exclusivamente por el hostigador. Esto sucede porque, 
aun cuando no se observan daños patrimoniales, las 
conductas hostigadoras suponen por si sólo un daño 
extrapatrimonial de naturaleza moral que debe ser 
indemnizado225. 
 
 
B) La tutela civil del acoso laboral 
 
B.1) Consideraciones iniciales 
 
 
La conducta del empresario de no haber 
cumplido sus obligaciones preventivas en materia de 
hostigamiento en el trabajo, además de merecer una 
sanción penal y administrativa, origina también una 
responsabilidad de orden privado, que se conoce como 
responsabilidad civil, dirigida a reparar los daños 
patrimoniales y extrapatrimoniales causados por los 
comportamientos hostigadores.  
 
La responsabilidad civil es la modalidad de 
responsabilidad jurídica que se destina a reparar los 
perjuicios patrimoniales o extrapatrimoniales 
derivados de los incumplimientos contractuales o 
extracontracontractuales. 
 
Los daños patrimoniales o materiales 
constituyen las pérdidas económicas o disminución en 
                                                          
225 Vid, Infra apartado B.2), intitulado “El daño moral derivado 
de las conductas de acoso laboral”. 
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el patrimonio de la víctima generadas por las 
lesiones a los bienes o intereses jurídicamente 
protegidos226.  
 
En la categoría de los daños 
extrapatrimoniales227 se encuentran los daños físicos, 
o sea, aquellos que causan una lesión a la integridad 
física de la víctima, y los daños morales, que 
equivalen al sufrimiento espiritual, intelectual o 
emocional infligido a una persona y derivado de las 
lesiones a los bienes o intereses jurídicamente 
tutelados. 
 
Lo expuesto permite afirmar que lo que 
distingue las dos especies de daños son las 
consecuencias derivadas de la lesión. Así, nada 
impide que la lesión a un bien o interés material del 
individuo cause un perjuicio moral, en la medida en 
que provoca un desequilibrio emocional a causa de la 
angustia de su perdida.  
 
Tampoco se puede negar que una lesión que 
recae sobre un bien inmaterial, atacando la vida, el 
                                                          
226 DE CUPIS, A. Il danno: teoria generale della reponsabilita 
civile. Milano, Giufrè, 1979, pp. 120-127; SANTOS BRIZ, J. La 
responsabilidad..., op. cit., p. 155; BUSTAMANTE ALSINA, J. 
Teoría..., op. cit., pp. 223-224;   ILLESCAS RUS, A. V. El daño 
moral estricto. En AA VV (Dir. ENTRELAGO, J. F.). Valoración 
judicial de daños y perjuicios. Madrid, Consejo General del 
Poder Judicial, 1999, p. 230; ROVIRA SUEIRO, M. E. La 
responsabilidad civil derivada de los daños ocasionados al 
derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen. Barcelona, CEDECS, 1999, p. 248; VICENTE 
DOMINGO, E. El daño. En AA VV (Coord. REGLERO CAMPOS, L. F.). 
Tratado de Responsabilidad Civil. Navarra, Aranzadi, 2002, p. 
127. 
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cuerpo, la salud, el honor, la libertad o la dignidad 
de una persona pueda afectar, al mismo tiempo, un 
interés jurídico de carácter patrimonial y 
extrapatrimonial.  
 
Por ende, y considerando  que de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 6 de la Directiva 
76/207/CEE, las víctimas de acoso laboral tienen 
derecho a una reparación amplia y efectiva de los 
perjuicios causados por las conductas acosadoras, es 
necesario determinar con claridad los daños 
patrimoniales y extrapatrimoniales derivados de los 
comportamientos hostigadores llevados a cabo en el 
ambiente de trabajo, puesto que dichas conductas 
pueden lesionar al mismo tiempo bienes materiales e 
inmateriales del trabajador afectado. 
 
Además, en el ámbito laboral, la delimitación 
de los daños patrimoniales y extrapatrimoniales 
sufridos por el trabajador víctima de acoso en el 
trabajo tiene importancia, porque la indemnización 
debida para reparar estas dos especies de daños no se 
confunde con la indemnización legalmente tasada en el 
art. 50.2 ET que atiende a una finalidad social, la 
de indemnizar el trabajador por la pérdida 
injustificada del puesto de trabajo. 
 
Aunque las especies de indemnizaciones 
señaladas tengan el mismo origen, el incumplimiento 
de las obligaciones preventivas, presentan 
                                                                                                                                                         
227 DE CUPIS, A. Il danno..., op. cit., pp. 120-127; SANTOS 
BRIZ, J. La responsabilidad..., op. cit., p. 155; ILLESCAS RUS, 
A. V. El daño..., op. cit., p. p. 230. 
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finalidades distintas. Mientras la indemnización 
prevista en el art. 50.2 ET indemniza la pérdida 
injustificada del puesto de trabajo, asumiendo una 
finalidad social, por cuanto el trabajo constituye 
para el trabajador su medio de subsistencia; en 
cambio, la indemnización por los daños 
extrapatrimoniales y/o patrimoniales en los supuestos 
de acoso laboral cumple la finalidad de indemnizar 
los perjuicios morales y/o materiales causados a la 
esfera de los derechos fundamentales de la víctima, 
es decir, los perjuicios causados a los derechos 
esenciales del ser humano228. 
 
En los casos de hostigamiento en el trabajo, 
el estudio del daño moral derivado de las conductas 
acosadoras tiene especial relieve.  El hostigamiento 
viola el derecho del trabajador al respeto de su 
integridad moral, lo que genera una injustificada 
limitación de la capacidad de autodeterminación de la 
víctima y causa un daño de naturaleza moral que debe 
ser indemnizado independientemente de la demostración 
de perjuicio, razón por la cual se dedica un apartado 
propio al análisis de los elementos configuradores 
del daño moral derivado del acoso en el trabajo. 
 
No obstante, la eficaz tutela de los daños 
extrapatrimoniales y/o patrimoniales derivado de las 
conductas acosadoras que tienen lugar en el ambiente 
de trabajo, además del análisis específico del daño 
moral, impone la determinación del procedimiento a 
                                                          
228 STS (Sala de lo Social), de 23 de marzo de 2000 (Ar. 3121); 
STS (Sala de lo Social), de 12 de junio de 2001 (Ar.5931). 
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través del cual las víctimas deben enjuiciar sus 
pretensiones indemnizatorias y del orden 
jurisdiccional competente para conocer de dichas 
pretensiones.  
 
B.2) El daño moral derivado de las 
conductas de acoso laboral 
 
 
El daño moral es la especie de daño 
extrapatrimonial que consiste en el sufrimiento 
espiritual, intelectual o emocional infligido a una 
persona y derivado de las lesiones a los bienes o 
intereses jurídicamente protegidos229 con exclusión de 
la integridad física230 que, a pesar de integrar la 
categoría de los daños extrapatrimoniales, forman 
parte de la categoría de los daños físicos. 
 
Los daños morales se caracterizan como los 
perjuicios causados a los derechos de la personalidad 
de la víctima231, salvo el derecho a la integridad 
física. Lo que, en último término, significa que los 
                                                          
229 DE CUPIS, A. Il danno..., op. cit., pp. 120-127; SANTOS 
BRIZ, J. La responsabilidad..., op. cit., p. 155; ILLESCAS RUS, 
A. V. El daño..., op. cit., p. 230; ROVIRA SUEIRO, M. E. La 
responsabilidad..., op. cit., p. 248; VICENTE DOMINGO, E. El 
daño..., op. cit., p. 127; GARCÍA LÓPEZ, R. Responsabilidad 
civil…, op. cit., pp. 67-68.  
230 QUINTERO OLIVARES, G.; CAVANILLAS MÚGICA, S.; DE LLERA 
SUÁREZ-BÁRCENA, E. La responsabilidad civil ex delicto. 
Navarra, Aranzadi, 2002, p. 87. 
231 En este sentido, vid. la STS (Sala de lo Social), de 30 de 
julio de 2001 (Ar. 5183), según la cual el daño moral consiste 
en los sufrimientos “infrigidos a las creencias, los 
sentimientos, la dignidad, la estima social o la salud física o 
psíquica, esto es, a los que suelen denominar derechos de la 
personalidad o extrapatrimoniales” y la STS (Sala de lo 
Social), de 31 de octubre de 2002 (Ar. 9736), que reconoce que 
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daños extrapatrimoniales de naturaleza moral derivan 
de las lesiones al principio de la dignidad previsto 
en el art. 10 CE que prevé que la dignidad de la 
persona, los derechos inviolables que le son 
inherentes y el libre desarrollo de la personalidad 
son fundamentos del orden político y de la paz 
social. 
 
Con base en ello, para que haya un daño moral 
indemnizable son necesarios una lesión a un bien o 
interés jurídicamente protegido, un perjuicio 
inmaterial, un nexo causal entre la lesión y el 
perjuicio, y la culpa del sujeto activo de la lesión. 
 
Tales requisitos merecen consideraciones 
especiales en los supuestos de hostigamiento en el 
trabajo. 
 
La existencia de conductas acosadoras en el 
ambiente laboral lesiona la dignidad de la víctima, 
toda vez que tales conductas, al no encontrar 
fundamento en el legítimo interés empresarial, 
suponen una limitación injustificada de la capacidad 
de autodeterminación del individuo, generando, por 
consiguiente, una cosificación de la persona 
trabajadora. 
 
En los supuestos de hostigamiento en el 
trabajo, el daño moral adviene, por lo tanto, de esta 
injustificada limitación de la dignidad personal. Es 
                                                                                                                                                         
hay daño moral exclusivamente cuando se ha atentado a un 
derecho inmaterial de la persona. 
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decir, del trato degradante, humillante o vejatorio 
que se impone al trabajador en el ambiente laboral y 
que supone una lesión a la integridad moral, razón 
por la cual el bien jurídico que se ve lesionado en 
los casos de hostigamiento en el trabajo y del cual 
deriva un daño inmaterial para el trabajador es la 
perspectiva moral de la integridad personal de la 
víctima.  
 
En lo que concierne a los perjuicios 
experimentados por el agredido, el contenido de los 
daños morales no son ni las lesiones patrimoniales ni 
las secuelas que pueden derivarse de la violación de 
la dignidad de la persona, sino las sensaciones de 
ansia, de inquietud, de preocupación, de deshonor, de 
deshonra, de tristeza y de melancolía generadas por 
las lesiones a los bienes o intereses jurídicamente 
protegidos232, lo que hace que dichos perjuicios se 
revistan de un elevado grado de inmaterialidad233.  
 
Ahora bien, cuando los bienes lesionados son 
los derechos fundamentales de la víctima, el 
perjuicio inmaterial se presume.  La violación de 
tales derechos, al representar siempre una lesión de 
la dignidad personal, hace que la víctima padezca 
sensaciones humillantes que merecen ser indemnizadas 
independientemente de la prueba de existencia de 
                                                          
232 STS (Sala de lo Penal), de 4 de julio de 1995 (Ar. 3953). 
233 Sentencia de 20 de mayo de 2004 del STJ, dictada en el 
Recurso Especial nº 2003/0207129-1 (RESP 608918), publicada en 
el DJ de 21 de junio de 2004, p. 176.  
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perjuicios y que derivan simplemente del indebido uso 
del derecho personalísimo234.  
 
Dicho de otro modo, en estas situaciones las 
sensaciones humillantes nacen del hecho de que la 
víctima ve afectados derechos que asumen una doble 
naturaleza jurídica. Por un lado, los derechos 
fundamentales se revisten de la condición de derechos 
de la personalidad, que el individuo goza simplemente 
por su condición de persona. Mientras, por otra 
parte, constituyen derechos esenciales del ser 
humano, que la Constitución reconoce como fundamento 
del orden político y de la paz social235.  
 
Partiendo de ello y de la extrema 
inmaterialidad que deriva del contenido de los daños 
morales236, se puede afirmar que el perjuicio a la 
esfera inmaterial de la víctima se presume, siempre 
que el bien jurídico lesionado sea un derecho 
fundamental del trabajador237, por cuanto la 
                                                          
234 Vid. en este sentido, la Sentencia de 3 de octubre de 2000 
del STJ, dictada en el Recurso Especial nº 2000/0071809-2 (RESP 
267529/RJ), publicada en el DJ de 18 de diciembre de 2000, p. 
208.    
235 VIDAL MARTÍNEZ, J. El derecho a la intimidad en la Ley 
Orgánica de 5 de mayo de 1982. Madrid, Montecorvo, 1982, p. 
146; GOÑI SEIN, J. L. El respeto a la esfera privada..., op. 
cit., p. 313. 
236  GONZÁLEZ MACIÁ, A. M. El valor de los derechos 
fundamentales en el ámbito de las relaciones laborales. ¿Es el 
derecho del trabajo la hermana pobre del Derecho? En Aranzadi 
Social, núm. 10, 2004, pp. 60-62. 
237 STS (Sala de lo Penal), de 31 de enero de 1992 (Ar. 614); 
STS (Sala de lo Social), de 9 de julio de 1993 (Ar. 4553); STS 
(Sala de lo Penal), de 3 de noviembre de 1993 (Ar. 8397); STS 
(Sala de lo Penal), de 31 de octubre de 2000 (Ar. 8703). 
Vid.: CONTAMINE-RAYNAUD, M. Le secret de la vie privée en 
l’information en droit privé. Paris, Libraire Génerale de Droit 
et de Jurisprudence, 1978, p. 431; VIDAL MARTÍNEZ, J. El 
derecho..., op. cit., p. 146; GOÑI SEIN, J. L. El respeto a la 
esfera privada..., op. cit., p. 313; ALFONSO MELLADO, C. 
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vulneración de dichos derechos afectan la dignidad de 
la persona, entendida como el fundamento ético y 
axiológico de los derechos fundamentales y, por 
consiguiente, lesiona el patrimonio moral del 
individuo, causándole sensaciones envilecedoras 
incompatibles con la condición humana. 
 
En este sentido, el art. 9.3, de la Ley 
Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, prescribe que el 
perjuicio a los bienes jurídicos protegidos en dicha 
ley se presume, siempre que se acredite la 
intromisión ilegítima en el derecho al honor, a la 
intimidad personal y familiar y a la propia imagen, 
de tal suerte que como la citada disposición legal se 
aplica a los casos de violación de los derechos 
fundamentales señalados puede ser aplicada 
analógicamente a los supuestos de vulneración de la 
integridad moral que también se caracteriza como un 
derecho fundamental que forma parte de la 
personalidad de la víctima. 
 
El TS en la Sentencia de 9 de junio de 1993238 
reconoce que los perjuicios inmateriales se presumen 
incluso en los casos de violación del derecho 
fundamental a la libertad sindical, por lo que los 
daños morales deben ser indemnizados 
independientemente de la prueba de perjuicio, porque 
éste se presume, una vez acreditada la vulneración 
del derecho fundamental.  
                                                                                                                                                         
Indemnizaciones..., op. cit., p. 95; CHOCRÓN GIRÁLDEZ, A. M. 
Petición indemnizatoria del trabajador derivada de la 
vulneración de derechos fundamentales. En Aranzadi Social, núm. 
19, 2004, pp. 56-57.  
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Para que exista daño moral derivado de la 
violación de un derecho fundamental del ser humano 
basta con la desazón causada a la víctima. O sea, con 
el desequilibrio y desarmonía humana intensa, que, al 
presentarse como daño espiritual239, no exige la 
concreción de una patología psicológica, razón por la 
cual debe ser rechazada la denominación de daños 
psíquicos para designar los daños morales240. 
 
Teniendo todo ello en cuenta, la existencia 
de daños morales en los supuestos de hostigamiento en 
el trabajo no requiere la acreditación de un 
perjuicio material ni tampoco de daños psíquicos a la 
salud de la víctima.  Las pérdidas inmateriales se 
presumen una vez demostrada la existencia de acoso 
laboral que ya supone por sí sólo una violación de la 
integridad moral de la persona afectada241, que se 
caracteriza como derecho fundamental y como derecho 
de la personalidad. 
 
En otras palabras, en los casos de 
hostigamiento en el trabajo el perjuicio moral se 
presume y debe ser indemnizado, porque hay casos en 
                                                                                                                                                         
238 Ar. 4553. 
239 STS (Sala de lo Civil), de 19 de octubre de 2000 (Ar. 7733).  
240 En este sentido, vid.: STEDH (Gran Sala) de 6 de abril de 
2000 (TEDH 2000\123); STEDH (Sección 3ª) de 14 de marzo de 2002 
(TEDH 2002\13); STS (Sala de lo Civil), de 24 de junio de 2000 
(Ar. 5303); STS (Sala de lo Civil), de 10 de junio 2002 (Ar. 
4982). 
Vid. también: GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. 
cit., pp. 56-58; ESCUDERO MORATALLA, J. F. y POYATOS I MATTAS, 
G. Mobbing…, op. cit., pp. 163-164. 
241 ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., p. 95; 
GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 162; 
MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1161; GARCIA 
CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. cit., pp. 58-61; 
MOLINA NAVARRETE, C. Las nuevas…, op. cit., p. 6. 
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los que, a pesar de no darse daño cierto a la 
dimensión psíquica de la salud de la víctima, se 
identifican sensaciones envilecedoras, nacidas del 
daño a la dignidad personal que adviene de la 
creación de un ambiente laboral intimidatorio, hostil 
u humillante, causados por los injustificados y 
sistemáticos hechos de persecución laboral, así como 
por la falta de una adecuada prevención de las 
conductas acosadoras, que impiden el desarrollo de la 
personalidad del trabajador en el entorno productivo 
en el que desempeña sus actividades laborales. 
 
En cuanto al nexo causal entre la lesión y el 
perjuicio experimentado por el agredido, dicho nexo 
se presume en los casos de daño moral derivado del 
hostigamiento en el trabajo, siempre que el 
empresario no consiga demostrar la existencia de una 
justificación objetiva, razonable y proporcional para 
las medidas empresariales que causan un trato 
vejatorio para el trabajador hostigado o cuando no 
consiga demostrar que ha actuado diligentemente en la 
prevención del acoso protagonizado por otras personas 
implicadas en el proceso productivo242. 
 
Con relación a la culpa (intención lesiva) 
del hostigador, una vez acreditada la existencia del 
acoso en el trabajo y, por consiguiente, la violación 
de la integridad moral, se establece una presunción 
                                                          
242 GONZÁLEZ DE PATTO, M. R. La resolución..., op. cit., pp.161-
162. 
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de culpa en el acosador243, o sea, de que éste actuó 
con la intención de destruir laboralmente la víctima.   
 
En los supuestos de daños morales a los 
derechos fundamentales que forman parte de la 
personalidad de la víctima, “los atentados contra la 
dignidad suelen ser apreciados sin apenas plantear ni 
considerar la actitud subjetiva de quién los generó”244. 
Esto permite concluir que en los supuestos de 
violación de los derechos fundamentales la 
responsabilidad es cuasi-objetiva, ya que “la 
expoliación de la dignidad ajena es acaecimiento que se 
centra en el agraviado, respecto de cuya posición 
jurídica habrá de apreciarse”245.  
 
                                                          
243 ALFONSO MELLADO asevera textualmente que “no es difícil 
llegar a la conclusión de que, si se ha producido un accidente 
y se observa que ha existido algún incumplimiento de normas 
laborales, cabe entender que aquél se ha producido por culpa 
del empresario y que el incumplimiento de normas influyó en el 
accidente”, existiendo, pues, una obligación presuntamente 
incumplida (ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad 
empresarial..., op. cit., p. 123). 
Aplicando tal interpretación a los casos de acoso laboral que, 
como señalado, al violar la integridad moral del trabajador, se 
caracteriza como un riesgo social colectivo, y, por lo tanto, 
debe ser prevenido en consonancia con lo dispuesto en la LPRL 
cuya finalidad es tutelar el derecho del trabajador a la 
integridad personal, se puede decir que si se observa una 
violación de derechos fundamentales y que dicha violación 
derivó del incumplimiento de las normas laborales preventivas, 
cabe entender que aquélla se ha producido por culpa del 
acosador (empresario) o del empresario que no previno 
adecuadamente las conductas hostigadoras protagonizadas por 
otras personas implicadas en el proceso productivo y que el 
incumplimiento de las normas laborales influyó en la violación 
de la integridad moral, existiendo, pues, una obligación 
preventiva presuntamente incumplida, de manera que exigir más 
prueba a quien demanda en atención a esas circunstancias 
conduciría a un rigor en las exigencias probatorias 
incompatible con los intereses sociales en juego. 
244 ESTRADA ALONSO, E. El derecho..., op. cit., pp. 60-61. 
245 LÓPEZ JACOÍSTE, J. L. Una aproximación..., op. cit., p. 
1099.  
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En este sentido, el art. 179 LPL, al admitir 
la prueba indiciaria en los supuestos de vulneración 
de derechos fundamentales, establece una 
responsabilidad causi-objetiva del sujeto activo de 
la lesión, en la medida en que dicha responsabilidad 
sólo se elude con la demostración de razonabilidad y 
proporcionalidad de las medidas adoptadas246. 
 
Además, hay que tener en cuenta que, cuando 
el acoso en el trabajo no sea protagonizado por el 
propio empresario, sino por otras personas implicadas 
en el proceso productivo, resulta difícil al 
trabajador probar la actuación culposa del empresario 
respecto a la omisión de las medidas preventivas en 
materia de riesgos laborales. 
 
Por otro lado, al empresario le resulta fácil 
probar el cumplimiento de sus obligaciones 
preventivas. O sea, demostrar que hizo una adecuada 
evaluación de los riesgos laborales, si el riesgo 
estaba detectado y las medidas preventivas y de 
protección necesarias, así como será fácil demostrar 
si éstas eran adecuadas y suficientes o no. 
  
Teniendo en consideración este hecho, la 
responsabilidad cuasi-objetiva del empresario, cuando 
el acoso sea producido por otra persona que actúa en 
el entorno laboral, encuentra fundamento legal en el 
art. 14.1 y 2 LPRL. Tales dispositivos establecen, 
                                                                                                                                                         
Vid. en el mismo sentido y respecto específicamente al acoso 
laboral: MOLINA NAVARRETE, C. Las nuevas…, op. cit., p.6. 
246 GONZÁLEZ DE PATO, M. La resolución..., op. cit., pp. 161-
162. 
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respectivamente, el deber del empresario de proteger 
eficazmente a los trabajadores y que el cumplimiento 
de dicho deber deberá ser garantizado en todos los 
aspectos relacionados con el trabajo de forma 
permanente y continuada a través de la 
identificación, evaluación y control de los riesgos 
que no se hayan podido evitar. Para tanto, cabe al 
empresario, incluso, ante la existencia de indicios 
que demuestren la insuficiencia de las medidas 
preventivas, realizar una investigación de las causas 
de tales hechos (art. 16.3 LPRL).  
 
Ello significa que la existencia de daños 
supone, en principio, que la protección no fue 
suficiente y adecuada y conlleva un fracaso en la 
actuación preventiva a que está obligado el 
empresario.  
 
Por ello, si el acosado demuestra la 
existencia de acoso en el trabajo, que de suyo 
conlleva una violación de la integridad moral de la 
víctima y pone en peligro la salubridad del ambiente 
de trabajo, se puede hablar también de una 
responsabilidad causi-objetiva del empresario cuando 
el acoso sea llevado a cabo por otras personas que 
intervienen en el ambiente laboral.  
 
En estos casos, el empresario, como deudor 
del deber previsto en el art. 14 LPRL, deberá 
demostrar una actuación diligente247 en la prevención 
                                                          
247 CALVO GALLEGO, F. J. La obligación general…, op. cit., p. 
73.  
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de este riesgo psicosocial o, cuando ello no sea 
posible, que de la injustificada situación de 
persecución laboral no resultaron daños para la 
víctima o la inexistencia de nexo causal entre la 
lesión y la persecución laboral.  
 
Dicha responsabilidad atiende a la finalidad 
de equilibrar la posición de las partes en el proceso 
y realizar el principio de igualdad real (art. 9.2 
CE), que podría verse frustrado con un tratamiento 
procesal aparentemente neutro248. 
 
DE CUPIS aduce que la culpa debe ser 
entendida como un estado de ánimo que, con relación a 
un daño cierto, permite considerarlo como 
reprobable249.  
 
Sin embargo, es absolutamente incongruente 
vincular la ilicitud de los comportamientos lesivos 
de los derechos fundamentales a la demostración de 
culpa (intención lesiva) del agresor.  Los derechos 
fundamentales asumen una doble naturaleza jurídica, 
siendo al mismo tiempo derecho fundamental y derecho 
de la personalidad, lo que exige un mayor grado de 
tutela de dichos derechos, presumiéndose, por lo 
tanto, la culpa, una vez que el agresor sabe o, al 
menos, debería saber que su actuación atenta contra 
derechos esenciales del ser humano. 
 
                                                          
248 ALFONOS MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial…, op. 
cit., p. 127. 
249 DE CUPIS, A. Il danno..., op. cit., p. 116. 
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En este sentido, el TC250 entiende que la 
violación de derechos fundamentales no queda 
supeditada a la concurrencia de dolo o culpa en la 
conducta del sujeto activo, o a la indagación de 
factores psicológicos y subjetivos de arduo control. 
Este elemento intencional, según el TC, es 
irrelevante, bastando con la constatación del nexo de 
causalidad adecuado entre el comportamiento 
antijurídico y el resultado lesivo prohibido por la 
norma. 
 
En los supuestos de hostigamiento en el 
trabajo exigir que la víctima demuestre la culpa 
(intención lesiva) del acosador equivale a trasladar 
al ámbito de la tutela jurídica un rasgo definitorio 
del ámbito de la psicología, que no aparece ni en el 
concepto comunitario ni en el concepto interno de 
acoso laboral y que resulta inescrutable, puesto que 
el trabajador afectado tendría que probar la 
intención destructiva del agresor, lo que 
dificultaría la tutela de la integridad moral 
afectada por el hostigamiento251.  
 
Las Directivas que tratan el tema252 
condicionan la ilicitud del acoso laboral a las 
consecuencias del comportamiento indeseado y para 
ello utilizan las expresiones “propósito”, “objetivo” 
y “efecto” siempre como sinónimas de “consecuencia”. 
Asimismo, la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, que, al 
                                                          
250 STC 11/1998, de 13 de enero de 1998 (BOE de 12 de febrero). 
251 GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 161; 
GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. cit., p. 46. 
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definir el acoso en el art. 28, utiliza las 
expresiones “objetivo” o consecuencia sin aludir a la 
intención del acosador. 
 
Condicionar la existencia del daño moral en 
los casos de hostigamiento en el trabajo a la prueba 
de la culpa del acosador impide una eficaz tutela del 
acoso laboral. Desde la perspectiva jurídica, la 
intención del acosador se presume de la demostración 
de existencia de un ambiente incómodo e incompatible 
con la prestación de la actividad laboral y de la 
ausencia de una justificación razonable, objetiva y 
proporcional para las medidas empresariales 
persecutorias253. 
 
Así pues, una vez demostrada la existencia de 
acoso laboral, se verifica un daño moral al hostigado 
por cuanto las conductas acosadoras, al suponer un 
trato degradante para el trabajador y que, además, no 
encuentra fundamento en el legítimo interés 
empresarial, afectan su integridad moral que asume la 
doble naturaleza jurídica de derecho de la 
personalidad y derecho fundamental, lo que impone una 
reparación no sólo de los perjuicios materiales 
causados a la víctima, sino también de los perjuicios 
inmateriales. 
 
 
 
 
                                                                                                                                                         
252 Directiva 2000/23/CE, Directiva 2000/78/CE y Directiva 
2002/73/CE.  
253 Ibídem. 
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B.3) El daño moral derivado de las 
conductas de acoso sexual en el trabajo 
 
 
Partiendo del concepto de derechos de la 
personalidad como los derechos conferidos al ser 
humano, sin considerar su tipo social puede decirse 
que forman parte del contenido de estos derechos 
todos los demás que tengan como núcleo esencial la 
dignidad. 
 
No se puede olvidar que, al no tener en 
cuenta la posición social que el ser humano asume en 
la sociedad, los derechos de la personalidad 
presuponen una noción de igualdad que es 
indispensable para su caracterización y desarrollo. 
 
Así pues, los daños morales pueden derivar de 
cualquier lesión a los derechos individuales del ser 
humano, siempre que ellas repercutan en la esfera 
personal del individuo, es decir, repercutan en el 
núcleo esencial de su personalidad, la dignidad, lo 
que suele acontecer cuando el principio de igualdad y 
no discriminación es violado. Por lo tanto, hay 
lesión a la esfera personal del ser humano y, en 
consecuencia, daño moral, cuando la violación de los 
derechos de la víctima, al representar una violación 
injustificada del principio de igualdad y no 
discriminación, repercute en la dignidad del ser 
humano. 
 
Dicho de otro modo, los daños morales, al 
caracterizarse como los perjuicios emocionales, 
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espirituales o intelectuales sufridos por el 
individuo, pueden derivar de la violación del 
principio de igualdad y no discriminación, siempre 
que dicha violación repercuta en la esfera personal 
del ser humano. 
 
El acoso sexual laboral provoca una lesión a 
los derechos fundamentales de la víctima, en la 
medida que viola el derecho del ser humano al respeto 
de su intimidad, ya que impone a la persona acosada 
como criterio para determinar su ambiente de trabajo 
o las condiciones laborales una condición irrazonable 
que tiene como fundamento un criterio diferenciador 
injustificado, la interferencia en la sexualidad de 
la víctima, siendo posible, por lo tanto, hablar de 
daño moral.  
 
El daño moral se verifica, porque esta 
violación del derecho a la intimidad, derivada de las 
conductas acosadoras254 en el entorno laboral, genera 
una cosificación del trabajador. Por ello, es 
necesario tutelar la intimidad que se presenta como 
la garantía jurídica que permite al ser humano evitar 
su instrumentalización, es decir, su tratamiento como 
si de cosa se tratara, funcionando la intimidad como 
instrumento que permite al hombre elegir sus propias 
normas de conducta, sus creencias, sus ideologías, 
protegiendo, incluso, su sensibilidad, que es la 
                                                          
254 Vid. sobre daño moral derivado de las conductas acosadoras: 
STSJ Galicia de 28 de noviembre de 2000 (AS 3969). 
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característica que lo diferencia de los demás seres 
humanos255. 
 
Lo expuesto permite afirmar que las 
interferencias en el derecho a la intimidad que no 
sean plenamente justificadas deben ser consideradas 
indebidas y confieren a la víctima el derecho a una 
indemnización por los daños morales causados. 
 
En este contexto, el art. 6 de la Directiva 
76/207/CEE establece que los Estados Miembros, a 
través de sus ordenamientos jurídicos nacionales, 
deben garantizar de manera amplia la indemnización o 
reparación real y efectiva del perjuicio sufrido por 
la persona víctima de discriminación, lo que obliga a 
garantizar las indemnizaciones por los daños morales 
causados. 
 
 
Puestas así las cosas, surge la obligación de 
indemnizar el daño moral cuando la víctima de 
hostigamiento sexual aporta indicios de que hubo una 
violación a su derecho fundamental a la intimidad, 
prueba la existencia de un perjuicio moral, demuestra 
que hay una relación de causalidad entre la violación 
y el daño, y demuestra la culpa del sujeto activo. 
 
Con relación a estos requisitos son 
necesarias algunas matizaciones. 
 
                                                          
255 CONCEPCIÓN RODRÍGUEZ, J. L. Derecho de daños. Barcelona, 
Bosch, 1999 (2ª ed.), pp. 312-313. 
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La primera, con relación a la prueba del 
perjuicio moral, que debe ser presumido, siempre que 
la víctima consiga demostrar que hubo violación a su 
derecho fundamental a la intimidad256. La simple 
violación de este derecho ya impone a la persona 
acosada un daño a su esfera personal que debe ser 
calificado como moral257. En este sentido, el art. 9.3 
de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo prescribe que 
la existencia de perjuicio se presumirá siempre que 
se acredite la intromisión ilegítima en la intimidad 
de la víctima.  
 
Dicho de otro modo, una vez acreditada la 
existencia del hostigamiento sexual, el daño moral se 
presume, ya que tal ilícito laboral, al suponer una 
injustificada limitación a la sexualidad del 
trabajador, viola un derecho fundamental de 
naturaleza personal que tiene como núcleo esencial la 
dignidad humana258.  
 
La segunda matización es la referente al 
hecho de que la culpa (intención lesiva) del sujeto 
                                                          
256 Vid. STSJ Galicia de 20 de enero de 1995 (AS 146); STSJ 
Galicia de 15 de septiembre de 2000 (AS 2798). 
Vid. también: VIDAL MARTÍNEZ, J. El derecho..., op. cit., p. 
146; GOÑI SEIN, J. L. El respeto a la esfera privada..., op. 
cit., p. 313; ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. 
cit., p.95.  
257 STS (Sala de lo Social), de 9 de junio de 1993 (Ar.4553). 
258 VIDAL MARTÍNEZ, J. El derecho..., op. cit., p. 146; GOÑI 
SEIN, J. L. El respeto a la esfera privada..., op. cit., p. 
313; ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., p.95. 
Vid. también la STSJ Cataluña de 11 de junio de 2002 (AS 2417) 
en la que se reconoce el derecho de la víctima de acoso sexual 
a percibir una indemnización por los daños morales, aunque el 
trabajador no haya sufrido padecimientos psíquicos. 
En contra vid. LASAOSA IRIGOYEN, E. Indemnización por daños y 
perjuicios derivada de acoso sexual en el trabajo. En Aranzadi 
Social, núm. 18, 2004, p. 33. 
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activo de la lesión se presume259.  Acreditada la 
lesión a la intimidad se establece una presunción 
iuris tantum de culpa en el agente acosador, que sólo 
se desvirtúa con la demostración de que la conducta 
acosadora fue aceptada expresamente por la víctima, 
con la prueba de que el hostigamiento sexual no se 
materializó o de que el demandado no ha sido el 
causante del daño. 
 
La tercera matización se refiere al nexo 
causal que también debe ser presumido. Al no ser 
necesaria la demostración de perjuicio para la 
caracterización de un daño moral indemnizable, 
desaparece la necesidad de demostrar el nexo causal 
entre la lesión y el perjuicio experimentado por la 
víctima.  
 
De ello deriva que, existiendo un derecho que 
es fundamental para la persona y una violación del 
mismo, el daño moral existe y no depende ni de la 
prueba de perjuicio, ni de la constatación de 
factores subjetivos, ni de la demostración de nexo 
causal entre la violación y el perjuicio, porque, una 
vez constatada la violación indicada, el 
resarcimiento tiene lugar siempre que no haya otro 
medio de reparación más adecuado260. 
 
En otras palabras, la lesión a un derecho 
fundamental genera siempre una interferencia 
injustificada en la esfera personal del trabajador, 
                                                          
259 STC 11/1998, de 13 de enero de 1998 (BOE de 12 de febrero). 
260ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., pp. 95-
96.  
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lo que conlleva que el único requisito necesario para 
que exista un daño moral indemnizable en los 
supuestos de acoso sexual sea la demostración de que 
se ha producido una violación a un derecho 
fundamental, o sea, una lesión a la intimidad.   
 
Se verifica daño moral, también, en el 
supuesto en el que el hostigamiento sexual sea 
llevado a cabo en el acceso al empleo, por el hecho 
de la víctima no haber aceptado el acoso sexual en el 
trabajo.  
 
En estos casos, la utilización de un 
injustificado criterio de selección, como es el caso 
del sexo como parcela de la intimidad, viola el deber 
de no discriminar en el acceso al empleo, previsto en 
el art. 4.2.c) ET. Dicho de otro modo, la utilización 
del sexo, como parcela de la intimidad, como factor 
discriminatorio en el acceso al empleo genera un daño 
moral, porque produce un resultado peyorativo para el 
sujeto que la sufre, manifestado en la limitación de 
sus derechos o legítimas expectativas en acceder al 
empleo por la concurrencia de un criterio que ha sido 
expresamente vedado por la Constitución, por su 
carácter atentatorio a la dignidad del ser humano261. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
261 STC 173/1994, de 7 de junio de 1994 (BOE de 9 de julio). 
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B.4) La tutela frente a los actos de acoso 
sexual en el trabajo en el acceso al empleo 
 
 
 
El acoso sexual en el trabajo puede tener 
lugar en el momento en el que el trabajador accede al 
empleo, esto es, antes del nacimiento de la relación 
laboral. 
 
En este sentido, la Directiva 2002/73/CE en 
el considerando número 8 reconoce que el acoso 
relacionado con el sexo de una persona y el acoso 
sexual son formas de discriminaciones que se producen 
no sólo en el lugar de trabajo, sino también en el 
contexto del acceso al empleo. 
 
Bajo la perspectiva del ordenamiento laboral 
interno el art. 4.2.c) ET establece que el derecho a 
no ser discriminado para el empleo es un derecho del 
trabajador en la relación de trabajo, porque los 
actos adoptados por el empresario en el ejercicio de 
la libertad que la Constitución le reconoce para 
organizar su empresa, no son actos irrelevantes desde 
el punto de vista jurídico ni tampoco ajenos a la 
prohibición de discriminación del art. 14 CE262. 
 
Pero la batalla frente a los tratos 
discriminatorios en el momento previo a la 
constitución del vínculo laboral presenta dos 
dificultades. La primera, relativa a la libertad de 
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contratar del empresario. La segunda, la que se 
refiere a la inexistencia de contrato de trabajo 
entre la víctima de la discriminación y el 
empresario. 
 
Por lo que respecta a la libertad de 
contratación empresarial, no es ésta una libertad 
amplia. Los poderes empresariales se encuentran 
limitados por la prohibición de discriminación263 y 
por los demás derechos fundamentales. 
 
El TC entiende que hay una conducta 
discriminatoria en el acceso al empleo cuando de la 
actuación empresarial se deriva un resultado 
peyorativo para el sujeto que la sufre al ver 
limitados sus derechos o sus legítimas expectativas 
por la concurrencia de un factor que ha sido 
expresamente descartado por la Constitución, por su 
carácter atentatorio a la dignidad del ser humano, 
reconocida en el art. 10 CE y esto porque el acceso 
al empleo es un momento relevante que funciona como 
un vehículo de superación de la situación peyorativa 
de los colectivos discriminados264. 
 
Es cierto, como señaló el TC, que la conducta 
discriminatoria debe ser analizada teniendo en cuenta 
el resultado peyorativo que produce. Con todo, la 
prohibición de discriminación contenida en el art. 14 
CE cuando se aplica al acceso al empleo, impone al 
                                                                                                                                                         
262 ALFONSO MELLADO, C. L. Comentarios a la STC 173/1994: la 
protección frente a las discriminaciones en el empleo. En Poder 
Judicial, núm. 35, 1994, pp. 380-381. 
263 STC 173/1994, de 7 de junio de 1994 (BOE de 9 de julio). 
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empresario la prohibición de utilización de criterios 
peyorativos de selección, entendidos como tales 
aquellos que son contrarios a la dignidad humana. 
 
De esta manera la prohibición de tratos 
discriminatorios en el momento previo a la 
contratación impone al empresario el deber de no 
utilizar distintos criterios, requisitos o 
condiciones de selección para hombres y mujeres, 
salvo que se trate de una diferencia sexual necesaria 
para el desempeño de la actividad seleccionada265. 
 
En otros términos, debe tenerse en cuenta 
para la evaluación de discriminación en el acceso al 
empleo no sólo el resultado producido por el factor 
discriminatorio, sino también el factor considerado 
en sí mismo, imponiéndose al empresario, además de la 
obligación de no producir resultados discriminatorios 
en el acceso al empleo, el deber de utilizar en los 
procesos de selección criterios que encuentren una 
justificación objetiva y razonable en la naturaleza 
de la actividad que será desempeñada por el 
candidato, garantizándose así la existencia de justos 
parámetros de selección para el acceso al empleo. 
 
En cuanto al acoso sexual laboral, el factor 
discriminatorio es el sexo como parcela de la 
intimidad de la víctima, es decir, el hecho del 
candidato al trabajo no haber accedido a los 
                                                                                                                                                         
264 Ibídem. 
265 BALLESTER PASTOR, M. A. Discriminación por razón de sexo..., 
op. cit., pp. 184 y ss; SÁEZ LARA, C. Mujeres y mercado de 
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requerimientos sexuales del empresario o de la 
persona encargada de la selección. Este factor 
constituye un inequívoco criterio peyorativo de 
selección vedado por la Norma Fundamental, que, de 
ningún modo, encuentra una justificación objetiva y 
razonable en la actividad profesional que será 
desempeñada por el candidato al empleo. 
 
En otros términos, el hecho de condicionar la 
contratación laboral a la satisfacción de la 
solicitud sexual no tiene la finalidad de seleccionar 
el candidato más apto para el desempeño de las tareas 
inherentes a la actividad laboral, sino la de atender 
a un deseo carnal irrelevante para el desarrollo de 
la actividad laboral, lo que genera un criterio de 
selección injustificado y peyorativo al condicionar 
el acceso al empleo a la negación de la intimidad de 
la persona acosada. 
 
Así pues, la víctima de acoso sexual en el 
momento anterior a la contratación se ve obligada a 
elegir entre satisfacer el requerimiento sexual y 
acceder al empleo o no satisfacerlo y mantenerse en 
el paro. Este conflicto hace que el trabajo, medio de 
dignificación del ser humano, se someta a una 
condición que niega la dignidad, presupuesto 
necesario para la realización personal del individuo.  
 
El segundo problema que la prohibición de 
discriminación en el acceso al empleo suscita es el 
                                                                                                                                                         
trabajo..., op. cit., p. 134; CARDONA RUBERT, M. B. Protección 
de la trabajadora..., op. cit., p. 119-134.  
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referente a la inexistencia de contrato entre la 
víctima y el empresario266. 
 
En primer lugar, es necesario poner de 
relieve que cuando un trabajador se somete a un 
proceso de selección en el que no hay un compromiso 
firme de contratación posterior, no se verifica un 
precontrato o promesa de dar trabajo, que sólo ocurre 
cuando existe la manifestación de voluntad de dar 
trabajo a alguien a través de una declaración 
negocial seria, firme e irrevocable hecha con ánimo 
de obligarse267. 
 
En estos supuestos, la selección de un 
trabajador para acceder a un determinado puesto de 
trabajo se sitúa en la fase de los tratos 
preliminares. El empresario se reserva la entera 
libertad de analizar la capacidad del candidato para 
el desempeño de la actividad profesional, así como 
deja para un momento posterior la determinación del 
número de plazas a ofrecer y de trabajadores a 
contratar268. 
  
                                                          
266 SEMPERE NAVARRO, A. V. La preparación del contrato de 
trabajo. En Documentación Laboral, núm. 34, 1991, p. 62; 
CARDONA RUBERT, M. B. Protección de la trabajadora..., op. 
cit., p.126. 
267 MARTÍNEZ GIRÓN, J. El precontrato en la jurisprudencia. En 
Revista Española de Derecho del Trabajo, núm. 19, 1984, p. 448; 
MARTINEZ GIRON, J. El precontrato de trabajo: límites 
normativos y práctica judicial. En Actualidad Laboral, núm. 42, 
1994, p. 658. 
268 ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., pp. 38-
39; DÍEZ-PICAZO, L. y GULLÓN, A. Sistema de Derecho..., op. 
cit., p. 70, entiende que la existencia de precontrato está 
condicionada a que las partes determinen, al menos, los 
elementos esenciales del contrato a ser firmado posteriormente.   
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Al no darse ni siquiera un precontrato entre 
candidato y empresario se concluye que no nace para 
el trabajador el derecho a la indemnización en los 
supuestos en los que hay acoso sexual en el trabajo, 
dado que no hubo incumplimiento contractual ni desde 
la perspectiva de una promesa de trabajo. 
 
Ahora bien, aunque no haya un incumplimiento 
contractual, el derecho de la víctima a la 
indemnización269, en estos supuestos, dimana de la 
violación del principio constitucional que prohibe la 
discriminación y de la vulneración del derecho del 
trabajador a la intimidad. Es decir, hay 
responsabilidad extracontractual que surge por la 
sola producción del evento dañoso, generando, por 
consiguiente, para el empresario la obligación de 
indemnizar la víctima de los perjuicios causados270. 
 
Es cierto que la sentencia en los supuestos 
de discriminación en el acceso al empleo tiene un 
carácter indemnizatorio, a través del cual se intenta 
resarcir a la víctima de los perjuicios materiales y 
compensar los daños morales producidos por la 
violación del principio de no discriminación271. Pero 
la duda reside en la posibilidad de compeler el 
                                                          
269 Entre otras: STSJ de Valencia de 18 de junio de 1997 (AS 
2077); STSJ de Extramadura de 29 de abril de 1998 (AS 1564), 
STSJ de Andalucía de 28 de enero de 2000 (AS 93). 
270 DE ANGEL YAGÜEZ, R. La responsabilidad..., op. cit., pp. 21-
22; VALDÉS DAL-RÉ, F. Tratos preliminares y condiciones del 
contrato de trabajo. En Revista de Política Social, núm. 111, 
1976, p. 113; ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad 
empresarial..., op. cit., p. 39.  
271 VALDÉS DAL-RE, F. Tratos preliminares..., op. cit., p. 113; 
ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 41.  
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empresario a la contratación forzosa del trabajador 
discriminado. 
 
Tanto la doctrina272 como la jurisprudencia273 
admiten la posibilidad de imponer al empresario, 
además del pago de una indemnización capaz de 
resarcir y/o compensar los daños causados a la 
víctima, la obligación de contratar la persona 
discriminada cuando se verifique un precontrato o 
promesa de dar trabajo, es decir, la manifestación de 
voluntad seria y firme de celebrar un contrato de 
trabajo en el futuro.  
 
Dicha contratación debe ser llevada a cabo, 
teniendo en cuenta, en los aspectos relativos a las 
condiciones del contrato de trabajo, la situación del 
resto de trabajadores que no fueron víctimas de 
discriminación, así como las presunciones legales 
previstas en el art. 8 ET. 
 
Queda claro que el acoso sexual en el momento 
previo a la contratación representa una violación al 
deber general de no dañar a nadie al utilizar un 
                                                          
272 ALFONSO MELLADO, C. L. Comentarios a la STC 173/1994..., op. 
cit., p.38; BALLESTER PASTOR, M. A. Normativa nacional en 
materia de igualdad de trato. En Aranzadi Social, núm. 10, 
1998, p. 63; MOLINA GONZALÉZ-PUMARIEGA, R. El permiso parental 
en la Ley 39/1999. En Aranzadi Social, núm. 20, 2000, p. 89; 
RODRÍGUEZ SANZ DE GALDEANO, B. Igualdad de trato en el acceso 
al empleo y protección de la maternidad. Comentario a sentencia 
c-207 del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 3 de 
febrero de 2000. En Revista de Derecho Social, núm. 11, 2000, 
p. 113-14; CARDONA RUBERT, M. B. Protección a la 
trabajadora..., op. cit., 128. 
273 Vid. también: STC 173/1994,7 de junio de 1994 (BOE de 9 de 
julio) y las sentencias del TJCE: Sentencia de 3 de febrero de 
2000, dictada en el asunto C-207/98 (Sentencia Mahlburg) (TJCE 
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criterio de selección injustificado e irrazonable, 
que atenta contra la intimidad y dignidad del 
trabajador. 
 
Se debe garantizar a la víctima de acoso 
sexual laboral la reparación real y efectiva del 
perjuicio sufrido (art. 6.2 de la Directiva 
76/207/CEE), lo que se verifica a través del pago de 
una indemnización en los supuestos en los que la 
lesión se produzca en la fase de los tratos 
preliminares, así como la obligación de contratar el 
trabajador acosado sexualmente, cuando el 
hostigamiento sexual sea utilizado para incumplir el 
precontrato o promesa de dar trabajo274. 
 
 
B.5) El procedimiento de tutela de los 
derechos fundamentales 
 
B.5.1) Consideraciones iniciales 
 
 
La nueva redacción del art. 181 LPL275 incluye 
en el ámbito del procedimiento de tutela de los 
derechos fundamentales la demanda para tutelar el 
acoso laboral, ya que las conductas acosadoras violan 
derechos fundamentales del trabajador. 
 
                                                                                                                                                         
2000, 14) y la Sentencia de 8 de noviembre de 1990, dictada en 
el asunto C-177/88 (Sentencia Dekker) (TJCE 1991, 73). 
274 LOUSADA AROCHENA, J. F. El derecho..., op. cit., p. 159; 
LOUSADA AROCHENA, J. F. La garantía jurisdiccional social de la 
libertad sindical y demás derechos fundamentales. En AA VV 
(Coord. LOUSADA AROCHENA, J. F y MOVILLA GARCÍA, M.). Derechos 
fundamentales y contrato de trabajo. Granada, Comares, 1998, p. 
231; ALTÉS TARREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., 276. 
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Sin embargo, cabe indagar si cuando el 
mencionado artículo utiliza la expresión “demás 
derechos fundamentales y libertades públicas” se 
refiere sólo a los derechos enunciados en la Sección 
1ª del Capítulo II de la Constitución o si incluye 
también los demás derechos que no están enumerados en 
el referido capítulo, pero que encuentran fundamento 
en las disposiciones del texto constitucional. 
 
Tal planteamiento es relevante en las 
cuestiones relativas al acoso laboral, porque hay 
casos en los que el hostigamiento en el trabajo no 
causa una lesión efectiva a la dimensión psíquica del 
derecho a la salud. A pesar de no ser esta la opinión 
que comparto, pues entiendo que la lesión a la 
dignidad en las situaciones de acoso producen siempre 
un daño a la integridad moral, se podría pensar que 
la inexistencia de daño psíquico conllevaría 
aparejada la inexistencia de lesión a un derecho 
fundamental específico, lo que conduciría a una 
agresión exclusiva de la dignidad personal, que bajo 
la perspectiva constitucional asume la naturaleza 
jurídica de principio (art. 10 CE). 
 
Por lo tanto, de entenderse que en el 
procedimiento de tutela de los derechos de la 
libertad sindical y demás derechos fundamentales sólo 
tienen cabida las violaciones concretas a los 
derechos enumerados en el Capítulo II de la CE y que 
la inexistencia de daños psíquicos conllevaría 
                                                                                                                                                         
275 Nueva redacción dada por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre 
(BOE de 31 de diciembre de 2003). 
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aparejada la inexistencia de lesión a un derecho 
fundamental específico, quedarían fuera del ámbito 
del referido procedimiento las demandas enjuiciadas 
por la víctima para tutelar las conductas acosadoras 
que no causan un daño efectivo a la dimensión 
psíquica del derecho a la salud, pero que agreden la 
dignidad, que, a pesar de asumir en el contexto 
laboral la naturaleza de derecho (art. 4.2.e) ET), 
constitucionalmente se caracteriza como principio 
(art. 10 CE).  
 
Es decir, hay casos en que la actuación 
concreta del acosador no afecta efectivamente al 
aspecto psíquico de la salud del hostigado. Sin 
embargo, el resultado final, valorando todas las 
actuaciones globalmente, como una actividad con 
unidad de sentido y fin, sí que se caracteriza como 
lesiva de la dignidad, o sea, de la capacidad de 
autodeterminación personal, incluso, reconocida por 
el TC como derecho del trabajador en la relación de 
trabajo276. 
 
En un primer análisis, la tutela de las 
conductas acosadoras que no afectan efectivamente a 
la dimensión psíquica del derecho a la salud de la 
víctima de acoso en el trabajo quedarían fuera del 
ámbito del procedimiento previsto en el Capítulo XI 
de la LPL, porque el art. 53.2 CE sólo hace mención 
al art. 14 y a los derechos enumerados en la Sección 
1ª del Capítulo II, siendo esta la interpretación 
                                                          
276 STC 192/2003, de 27 de octubre de 2003 (BOE de 26 de 
noviembre). 
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seguida por la antigua redacción del art. 181 LPL, 
que sólo se refería a “los demás derechos 
fundamentales y libertades públicas, incluida la 
prohibición de tratamiento discriminatorio”. 
 
Así, no resultaba factible la tutela de las 
conductas de hostigamiento en el trabajo a través del 
procedimiento de tutela de los derechos de la 
libertad sindical y demás derechos fundamentales 
cuando no se concretaba daño psíquico a la salud del 
hostigado, ya que en estos casos, teóricamente, se 
entendía que no había daño a un concreto derecho 
fundamental. 
 
Con todo, la nueva redacción del art. 181 LPL 
permite tutelar las conductas acosadoras que no 
causen daño efectivo a la perspectiva psíquica del 
derecho a la salud del trabajador, pero que agredan 
la dignidad, puesto que el referido dispositivo legal 
hace mención al acoso. De ello resulta que se inserta 
en el ámbito del Capítulo XI de la LPL, además de la 
tutela de los derechos fundamentales previstos en la 
Sección 1ª del Capítulo II de la CE, la tutela de la 
dignidad, reconocida constitucionalmente como valor 
en el art. 10 CE y recogida como derecho en el art. 
4.2.e) ET, siempre que dicho valor-derecho sea 
violado por los comportamientos acosadores 
desarrollados en el ambiente de trabajo. 
 
Así las cosas, conviene determinar si la vía 
procesal del art. 175 y siguientes de la LPL puede 
ser utilizada por la víctima de acoso laboral para 
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tutelar sus derechos fundamentales, cuando los 
comportamientos acosadores sean protagonizados por 
otros trabajadores de la empresa, dado que en estos 
supuestos no hay relación jurídica laboral entre 
hostigador y hostigado, por lo que se podría alegar 
la incompetencia de la jurisdicción social en base a 
lo dispuesto en el art. 2.a) LPL, que sólo atribuye 
competencia a los órganos jurisdiccionales sociales 
para dirimir los conflictos laborales, cuando ellos 
se susciten entre empresarios y trabajadores. 
 
La víctima de acoso laboral puede utilizar el 
procedimiento de tutela de los derechos de libertad 
sindical y demás derechos fundamentales, aunque los 
comportamientos acosadores sean llevados a cabo por 
otros trabajadores de la empresa. El empresario asume 
el deber de proteger al trabajador frente a las 
conductas hostigadoras acaecidas en el entorno 
laboral en la medida en que tales comportamientos, 
sea quién sea el acosador, y siempre que producidos 
en el entorno laboral, violan derechos fundamentales 
de la víctima, que se encuentran recogidos en el art. 
4.2.e) ET.  
 
Si es cierto que el art. 4.2.e) ET más bien 
se aplica a los supuestos de acoso laboral 
discriminatorio, el dispositivo citado recoge el 
derecho del trabajador a la consideración debida a la 
dignidad, de lo que dimana para el empresario el 
deber de garantizar la dignidad, que resulta 
lesionada por las conductas acosadoras no 
discriminatorias, tanto las que violan de manera 
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concreta la dimensión psíquica del derecho a la salud 
como las que, sin lesionar dicho derecho, pero 
analizadas de manera global, afectan la capacidad de 
autodeterminación del trabajador. 
 
En otros términos, la víctima de 
hostigamiento en el trabajo puede recabar la tutela 
de sus derechos fundamentales por la vía del 
procedimiento de tutela de los derechos de la 
libertad sindical, aunque las conductas acosadoras 
sean protagonizadas por otros trabajadores de la 
empresa, porque existe un deber empresarial de 
garantizar un entorno laboral libre de acoso, que se 
encuentra recogido en el art. 4.2.e) ET277. 
 
Por fin, cabe hacer una última consideración 
relativa al contenido de la sentencia dictada en el 
procedimiento previsto en el art. 175 y siguientes de 
la LPL, cuya finalidad es reponer la situación al 
momento anterior a la lesión del derecho fundamental.  
 
La sentencia dictada en este procedimiento 
tiene naturaleza compleja278 y, si se reconoce la 
lesión del derecho fundamental y previa declaración 
de nulidad del comportamiento lesivo, ordenará el 
cese de este comportamiento y todas las medidas 
necesarias para reponer la situación al momento 
                                                          
277 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1168; 
ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 31; DÍAZ DESCALZO, M. 
C. Los riesgos psicosociales..., op. cit., p. 192; MELLA 
MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 24; ROMERO RODENAS, M. J. 
Protección..., op. cit., p. 78; TOLOSA TRIBIÑO, C. Los nuevos 
riesgos laborales y su tratamiento en el ámbito sancionador y 
de la Seguridad Social. En Relaciones Laborales, núm. 1, 2004, 
p. 15. 
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anterior a la lesión, así como fijará cuando proceda 
una indemnización, a fin de reparar las consecuencias 
derivadas del acto lesivo. 
 
Teniendo en cuenta el contenido de la 
referida sentencia, la víctima de acoso laboral a 
través del procedimiento de tutela de los derechos 
fundamentales puede requerir, además del pago de una 
indemnización por los daños morales y/o materiales 
causados, el cese de las conductas acosadoras, así 
como todas las medidas necesarias para reponer la 
situación al momento anterior a la violación de la 
integridad moral, siempre que pretenda mantener el 
vínculo contractual que le une a la empresa279.  
 
Esto significa que la fijación de una 
indemnización por los daños morales y/o materiales 
causados al trabajador víctima de acoso depende del 
reconocimiento de existencia de la lesión denunciada 
y de una previa declaración de nulidad de las 
conductas acosadoras280.  
 
Sin embargo, cuando los efectos del acto 
lesivo ya se han concretado, la declaración de 
nulidad de los comportamientos hostigadores pierde 
efectividad práctica. Lo que acontece en las 
                                                                                                                                                         
278 STS (Sala de lo Social), de 14 de julio de 1993 (Ar. 5678). 
279 MARTÍNEZ GIRÓN, J. Dignidad del trabajador y acoso moral. En 
AA VV (Coords. BORRAJO DACRUZ, E.; RAMÍREZ MARTÍNEZ, J.; SALA 
FRANCO, T.). Derecho vivo del Trabajo y Constitución. Estudios 
en Homenaje al Profesor Doctor Fernando Suárez González. 
Madrid, La Ley, 2003, p. 98. 
280 ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., p. 94; 
AA VV (Coord. MONTOYA MELGAR, A.). Comentarios..., op. cit., 
pp. 525-526; GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. 
cit., p. 101. 
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hipótesis en que dichos comportamientos ya cesaron, 
cuando se constata una actuación negligente del 
empresario, en cuanto a la prevención de dichos 
comportamientos, o cuando ellos se caracterizan como 
caso fortuito. 
 
Cuando el episodio lesivo ya cesó281 o cuando 
el acoso laboral se caracteriza como caso fortuito la 
reposición de la situación al momento anterior a la 
lesión a través de una reparación específica del bien 
dañado es imposible.  Esto exigiría la no 
efectivación de los comportamientos hostigadores que, 
a su vez, ya se concretaron e, incluso, ya produjeron 
consecuencias lesivas para los derechos fundamentales 
de la víctima. 
 
En los casos en que el empresario actúa 
negligentemente en la prevención del acoso laboral, 
la reposición de la situación al momento anterior a 
la lesión sólo se conseguiría a través de una 
reparación específica que consistiría en la 
realización de la medida preventiva omitida, lo que 
                                                          
281 Véase por tratarse de un caso en el que el comportamiento 
lesivo ya cesó y la reparación específica del bien dañado es 
imposible, razón por la cual se añade a la declaración de 
nulidad de las conductas acosadoras las medidas 
indemnizatorias: STSJ Cataluña de 6 de junio de 2001 (AS 1661). 
Los hechos probados en esta sentencia demuestran que la actora 
es despedida a causa de haber denunciado el acoso sexual del 
cual ha sido víctima y en el acto de conciliación judicial de 
la demanda de despido nulo por violación de derechos 
fundamentales las partes estipulan una determinada cuantía 
indemnizatoria en concepto de indemnización, salarios de 
tramitación y finiquito, reconociéndose la improcedencia del 
despido objetivo y reservándose a la actora el ejercicio de la 
acción por tutela de derechos fundamentales, que es interpuesta 
posteriormente y en la cual, tras la declaración de nulidad del 
comportamiento del acosador, se condena solidariamente a los 
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resulta inviable, bien por haber pasado el momento en 
que debió realizarse, bien por tratarse de una 
obligación personalísima no susceptible de 
cumplimiento forzoso282.  
 
Cuando la reparación específica en los 
supuestos de acoso en el trabajo no pueda ser llevada 
a cabo, deberán ser añadidas a la declaración de 
nulidad de las conductas acosadoras las medidas 
indemnizatorias283, que cumplen con la finalidad de 
resarcir la víctima de los perjuicios materiales 
causados a sus derechos esenciales o compensar las 
pérdidas inmateriales derivadas de la violación de 
los derechos fundamentales. 
 
En suma, no siempre es posible proporcionar a 
los derechos fundamentales la reposición de la 
situación al momento anterior a la lesión a través de 
una reparación específica del bien dañado, razón por 
la cual, y previa declaración de existencia y nulidad 
de la conducta acosadora, la tutela del derecho 
fundamental se convertirá eminentemente en una tutela 
compensatoria y/o resarcitoria del derecho lesionado. 
 
 
 
 
                                                                                                                                                         
demandados a pagar a la actora una determinada cuantía en 
concepto de indemnización por daños y perjuicios. 
282 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. y FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. Igualdad..., 
op. cit., p. 326; ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., 
op. cit., p 26; ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. 
cit., p. 272; GARCIA CALLEJO, J. M. Protección jurídica…, op. 
cit., p. 101. 
283 Ibídem. 
 558
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
B.5.2) La legitimación 
 
 
Según lo previsto en el art. 175.1 LPL tanto 
el trabajador como el sindicato tienen legitimidad 
activa para recabar la tutela de un derecho o interés 
legítimo a través del procedimiento de tutela de los 
derechos de la libertad sindical. 
 
De ello resulta que el legitimado activo por 
excelencia en los supuestos de acoso laboral es el 
trabajador afectado por dichos comportamientos284. 
Pero, el sindicato también puede actuar activamente 
como legitimado directo285 cuando demuestre un interés 
legítimo, ya que el art. 175 LPL no legitima al 
sindicato de forma genérica, sino cuando se presenta 
como titular del derecho lesionado. 
 
El TS286 entiende que el sindicato tiene 
interés legítimo para actuar como parte principal en 
el procedimiento previsto en el art. 175 LPL cuando 
la lesión a un derecho fundamental del trabajador 
                                                          
284 STSJ Galicia, de 22 de diciembre de 2004 (AS 3720). 
285 Sobre el papel del sindicato en los procedimientos de tutela 
de la libertad sindical vid. entre otros: VALDEOLIVAS GARCÍA, 
Y. Las conductas lesivas de la libertad sindical. Madrid, 
Consejo Económico y Social, 1994, p. 105; LILLO PEREZ, E. El 
sindicato como coadyuvante en los procesos sobre violación de 
los derechos fundamentales promovidos por sus afiliados. En 
Revista de Derecho Social, núm. 12, 2000, pp. 147-150; MONTOYA 
MELGAR, A. El sindicato como coadyuvante en el proceso de 
despido antisindical. En AA VV (Dir. ALONSO OLEA, M. y MONTOYA 
MELGAR, A.). Jurisprudencia Constitucional sobre trabajo y 
Seguridad Social. Madrid, Civitas, 2001, p. 452. 
286 STS (Sala de lo Social), de 18 de febrero de 1994 (Ar. 
1061); STS (Sala de lo Social), de 11 de julio de 1994 (Ar. 
6545); STS (Sala de lo Social), de 25 de enero de 1999 (Ar. 
897); STS (Sala de lo Social), de 2 de febrero de 2000 (Ar. 
1438).  
 559
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
produzca una discriminación colectiva en relación con 
un grupo de trabajadores. En estos casos se tutela no 
sólo el derecho fundamental violado, sino también la 
discriminación colectiva de la que fue víctima el 
grupo de trabajadores. 
 
La tutela del derecho fundamental violado es 
llevada a cabo por el trabajador que ha visto su 
derecho afectado, mientras la tutela de la 
discriminación colectiva, según el TS, no puede ser 
ejercitada por un sujeto individual, debiendo serlo 
por un sujeto colectivo, por lo que se atribuye 
interés legítimo al sindicato, por cuanto lo que se 
conculca es un derecho fundamental (el derecho a no 
ser discriminado) que, en el caso concreto, asume una 
vertiente colectiva287. 
 
Aplicando dicha interpretación a los 
supuestos de hostigamiento en el trabajo, el 
sindicato deberá intervenir en el procedimiento 
previsto en el art. 175 y siguientes, de la LPL, como 
parte principal cuando las conductas acosadoras 
encuentran su causa en la afiliación sindical de un 
grupo de trabajadores, lo que genera una 
discriminación colectiva directa o indirecta para el 
grupo de víctimas. 
 
En estos supuestos, se verifica una situación 
de legitimación activa plural. Tanto el trabajador 
como el sindicato tienen legitimidad activa para 
intervenir en el procedimiento, lo que deriva del 
                                                          
287 Ibídem. 
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hecho de que las conductas acosadoras son 
pluriofensivas y, en este caso específico de 
discriminación colectiva por motivo de afiliación 
sindical, afectan, además del derecho fundamental del 
trabajador a la integridad moral, el derecho a la 
libertad sindical288. 
 
Sin embargo, el sindicato puede intervenir 
como coadyuvante en el procedimiento de tutela de los 
derechos fundamentales en los supuestos en los que el 
trabajador víctima es el único afectado por las 
conductas acosadoras. En este caso, y de conformidad 
a lo dispuesto en el art. 175.2 LPL, la intervención 
del órgano sindical presupone la afiliación del 
trabajador o que el sindicato ostente la condición de 
más representativo. 
 
Además de estas dos hipótesis, el sindicato 
podrá intervenir en el procedimiento de tutela de los 
derechos de la libertad sindical en la condición de 
representante de interés ajenos (art. 20 LPL), lo que 
se verificará cuando el trabajador víctima de acoso 
laboral autorice tal intervención, confiriendo al 
sindicato la defensa de su propio derecho 
fundamental. Pero, en estos casos, los efectos de la 
                                                          
288 LINARES LORENTE, J. A. Sobre el proceso de tutela de la 
libertad sindical.  En Actualidad Laboral, núm. 41, 1993, p. 
742; ALBIOL MONTESINOS, I. y BLASCO PELICER, A. Proceso de 
tutela de la libertad sindical y otros derechos fundamentales. 
Valencia, Tirant lo blanch, 1997, p. 36; GÁRATE CASTRO, J. La 
tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas por 
los Tribunales laborales (Un estudio de la modalidad procesal 
regulada por los arts. 175 y sigs. de la Ley de Procedimiento 
Laboral). Galicia, Salnés, 1999, pp. 92-93; AA VV (Coord. 
MONTOYA MELGAR, A.). Comentarios..., op. cit., p. 510; MELLA 
MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 24; ROMERO RODENAS, M. J. 
Protección..., op. cit., p. 79. 
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sentencia aprovechan únicamente al trabajador 
víctima. 
 
En cuanto a la legitimación pasiva frente a 
los comportamientos hostigadores desarrollados en el 
ambiente laboral, el legitimado pasivo por excelencia 
es el empresario, aun cuando dichos comportamientos 
sean protagonizados por un superior jerárquico de la 
víctima, un directivo o administrador u otro 
trabajador de la empresa, ya que el empresario según 
el art. 4.2.e) ET tiene el deber de proteger al 
trabajador frente al acoso laboral.  
 
En este supuesto, la duda reside en 
determinar si la víctima de acoso debe extender la 
demanda a la persona causante del hostigamiento.  
 
La respuesta, a priori, podría ser negativa. 
En estos casos la legitimación pasiva del empresario 
deriva del hecho de haber incumplido los deberes 
preventivos en materia de hostigamiento en el 
trabajo, de lo que resulta que la decisión judicial 
que resuelve el procedimiento de tutela de los 
derechos fundamentales sería, en principio, ajena al 
hostigador289, dado que sus disposiciones declarativas 
y de condena sólo alcanzarían al empresario y al 
trabajador víctima.  
 
Ahora bien, hay casos en los que el 
hostigamiento en el trabajo se caracteriza como caso 
fortuito, no pudiéndose hacer recaer sobre el 
                                                          
289 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. El acoso..., op. cit., p. 72. 
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empresario la responsabilidad por las conductas 
acosadoras que ha prevenido adecuadamente290.  
 
Así pues, y considerando que en estos 
supuestos la demanda no puede ir dirigida 
exclusivamente contra el acosador persona distinta 
del empresario291, porque ello excluiría la 
competencia de la jurisdicción social, hay que 
admitir que cuando el acoso laboral sea llevado a 
cabo por personas distintas del empresario conviene 
establecer un litisconsorcio pasivo292 entre 
                                                          
290 STS (Sala de lo Civil), de 26 de mayo de 2000 (Ar. 3497) que 
exonera de responsabilidad al empresario cuando se constata que 
se habían adoptado las medidas de seguridad que la técnica y la 
prudencia aconsejan para la eliminación del riesgo. 
291 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 131; GÁRATE CASTRO, J. Modalidad procesal para 
demandar la tutela de los derechos fundamentales y libertades 
públicas ante los Tribunales laborales. En AA VV (Dir. BORRAJO 
DA CRUZ, E.). Trabajo y libertades públicas. Madrid, La Ley, 
1999, p. 68; ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., pp. 226-
227.   
292 La duda reside en determinar si en los casos de 
hostigamiento en el trabajo se establece un litisconsorcio 
pasivo de naturaleza necesaria o voluntaria entre el empresario 
y el hostigador. 
El art. 12. 1 LEC determina que “podrán comparecer en juicio 
varias personas como demandantes o como demandados, cuando las 
acciones que se ejerciten provengan de un mismo título o causa 
de pedir”, estableciendo, así, el litisconsorcio pasivo 
voluntario que se produce por la sola voluntad del demandante o 
demandantes.  
Por su parte, el art. 12.2 LEC dispone que “cuando por razón de 
lo que sea objeto del juicio la tutela jurisdiccional 
solicitada sólo pueda hacerse efectiva frente a varios sujetos 
conjuntamente considerados, todos ellos habrán de ser 
demandados, como litisconsorte, salvo que la ley disponga 
expresamente otra cosa”. El dispositivo legal mencionado trata 
del litisconsorcio pasivo necesario. 
En cuanto a la determinación de la naturaleza del 
litsiconsorcio pasivo en los supuestos de hostigamiento en el 
trabajo, es necesario distinguir dos fases distintas. 
En la primera, la fase declarativa o de cognición, el 
demandante pretende el reconocimiento de la existencia de acoso 
laboral, pudiendo establecerse un litsconsorcio pasivo 
voluntario entre el empresario y el hostigador. 
La razón de esto es que la legitimación pasiva plural en los 
supuestos de hostigamiento deriva únicamente de la identidad 
 563
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
empresario y hostigador, a fin de que pueda 
determinarse la exacta dimensión de la 
responsabilidad de cada uno de ellos y, en los 
supuestos en que dicho ilícito laboral se caracterice 
como caso fortuito, excluir la responsabilidad 
empresarial e imponer la exclusiva responsabilidad 
personal del acosador293.  
 
Dicho de otro modo, la legitimación pasiva 
por excelencia en las hipótesis de acoso laboral es 
del empresario, aunque las conductas acosadoras sean 
protagonizadas por otras personas implicadas en el 
proceso productivo, puesto que al empresario le 
                                                                                                                                                         
respecto a la causa de pedir (el acoso laboral) y del hecho de 
que el empresario es el responsable directo de las conductas 
hostigadoras que no ha prevenido adecuadamente, lo que confiere 
a la víctima la facultad de demandar al empresario y al 
hostigador conjuntamente o no, según su conveniencia. 
Conforme aduce GIMENO SENDRA, el fundamento del litisconsorcio 
voluntario reside en la inexistencia de extensión de efectos de 
la sentencia a los litisconsortes, por lo que nunca se les 
producirá indefensión si alguna de ellas decidieran no 
comparecer en el proceso (GIMENO SENDRA, V. Derecho Procesal 
Civil: el proceso de declaración. Parte General. Madrid, Colex, 
2004, p. 156. 
Así, el litisconsorcio entre el hostigador y el empresario que 
no desarrolló adecuadamente las medidas preventivas es 
voluntario o facultativo, porque, además de caber a la víctima 
elegir si demanda conjuntamente o no, cuando decida demandar 
sólo al empresario omiso la sentencia producirá efectos 
exclusivamente contra éste que asume la condición de deudor de 
la obligación prevista en el art. 4.2.e) ET. 
En la segunda fase, la ejecutiva, en la que el demandante busca 
la efectivación coactiva de la decisión judicial, se observa un 
litisconsorcio pasivo cuasi-necesario, siempre que la sentencia 
dictada en la fase declarativa reconozca la existencia de una 
obligación solidaria cuyos deudores son el empresario (que no 
actúo diligentemente en la prevención del acoso) y el 
hostigador. En este caso la víctima de acoso laboral podrá 
dirigir la ejecución de la sentencia contra cualquier de los 
deudores solidarios o contra todos ellos simultáneamente (art. 
1.144 CC), aplicándose a esa posibilidad de legitimación pasiva 
plural la excepción prevista en el art. 12.2 LEC. 
293 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 131; GÁRATE CASTRO, J. Modalidad procesal…, op. cit., 
p. 68; ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., pp. 226-227. 
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corresponde el deber de garantizar un entorno laboral 
libre de hostigamiento (art. 4.2.e) ET). 
 
No obstante, cuando el hostigamiento en el 
trabajo sea protagonizado por otras personas que 
actúan en el entorno productivo conviene establecer 
un litisconsorcio pasivo entre el empresario, deudor 
del deber previsto en el art. 4.2.e) ET, y el 
hostigador, sujeto activo del acoso. 
 
Ello garantiza que la sentencia dictada en el 
procedimiento de tutela de los derechos fundamentales 
pueda producir efectos respecto al empresario y/o 
acosador, bien reconociendo la existencia de una 
obligación solidaria en los casos en los que el 
empresario no actuó diligentemente en la prevención 
de las conductas acosadoras, cuyos deudores 
solidarios son el empresario y el hostigador, bien 
reconociendo que el acoso laboral se caracteriza como 
caso fortuito, lo que excluye la responsabilidad del 
empresario e impone la responsabilidad 
extracontractual exclusiva del acosador. 
 
La legitimación pasiva del trabajador 
acosador deriva de lo dispuesto en el art. 2.K LPL, 
en relación con los arts. 180 y 181 del mismo texto 
legal. Dichas disposiciones legales permiten que 
cualquier persona vinculada a la empresa cuya 
actuación en el ámbito empresarial comporta 
vulneración de derechos fundamentales del trabajador 
pueda ser demandada ante la jurisdicción social. 
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B.5.3) Las características  
 
 
El procedimiento de tutela del derecho a la 
libertad sindical y demás derechos fundamentales se 
caracteriza por ser una modalidad procesal preferente 
y sumaria. 
 
La preferencia implica prioridad absoluta por 
parte de las normas que regulan la competencia 
funcional o despacho de los asuntos294, lo que hace 
que las pretensiones enjuiciadas a través del 
referido procedimiento sean tramitadas y resueltas 
con anterioridad a cualquier otro que pudiera estar 
pendiente ante el órgano jurisdiccional. 
 
La sumariedad cuantitativa implica el 
acortamiento de algunos de los trámites del proceso 
ordinario, como los que se refieren a la conciliación 
y reclamación previas o la reducción de ciertos 
plazos, mientras la cualitativa impone una limitación 
del objeto del proceso, que conduce a la 
imposibilidad de acumulación de acciones y al 
carácter opcional de la modalidad procesal295.  
 
Tales características confieren, por lo 
tanto, al procedimiento de tutela de los derechos de 
                                                          
294 STC 81/1992, de 28 de mayo de 1992 (BOE de 1 de julio).  
295 CABAÑAS, J. C. La tutela jurisdiccional de los derechos 
fundamentales en el orden social. En Documentación Laboral, 
núm. 42, 1994, p. 76; ALBIOL MONTESINOS y BLASCO PELICER, A. 
Proceso..., op. cit., p. 56; GÁRATE CASTRO, J. La tutela..., 
op. cit., pp. 52-53; AA VV (Coord. MONTOYA MELGAR, A.). 
Comentarios..., op. cit., pp. 513—515; NEVADO FERNÁNDEZ, M. J. 
El ejercicio..., op. cit., p. 72.  
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la libertad sindical y demás derechos fundamentales 
una urgencia y celeridad, que son importantes en 
materia de acoso laboral. Como estos comportamientos 
generan un ambiente laboral hostil, el procedimiento 
preferente y sumario hace que la medida por la que se 
solicita el cese de la conducta hostigadora se 
tramite con mayor rapidez. Se impide, así, la 
producción del daño o que se siga causando a la 
víctima restableciéndose, también, de manera rápida 
la armonía del ambiente laboral296. 
 
La sumariedad cualitativa, por su parte, 
atribuye a dicha modalidad procesal un ámbito de 
cognición limitado. El objeto del proceso se 
restringe al conocimiento de la lesión del derecho 
fundamental con la consecuente declaración de 
existencia o no de la violación y con ella la nulidad 
de la conducta que la ocasiona, reponiendo la 
situación al momento previo a que aquélla se 
produjese, con inclusión de la indemnización que 
proceda.  
 
Ello significa que el demandante podrá elegir 
otra vía para tutelar su derecho, porque, teniendo en 
cuenta la limitación del objeto de conocimiento, 
puede que la víctima de la lesión prefiera enjuiciar 
su pretensión a través de otro cauce procesal, 
principalmente, cuando pretenda acumular acciones de 
                                                          
296 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 24; ROMERO 
RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 79. 
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otra naturaleza, de lo que deriva que el demandante 
optará por uno o otro procedimiento297. 
 
En cuanto al hostigamiento en el trabajo, 
puede que la víctima decida no enjuiciar su 
pretensión a través del procedimiento del art. 175 y 
siguientes de la LPL, lo que se da en las hipótesis 
de acumulación de acciones o cuando, además de la 
tutela del derecho fundamental violado, el trabajador 
acosado pretenda enjuiciar otras pretensiones basadas 
en fundamentos diversos a la tutela del derecho 
fundamental. 
 
B.5.4) La indemnización 
 
 
La sentencia en el procedimiento de tutela de 
los derechos de la libertad sindical y demás derechos 
fundamentales, además de declarar la nulidad de la 
vulneración denunciada y ordenar el cese del 
comportamiento violador, fijará, cuando proceda, una 
indemnización, cuya finalidad es  resarcir los 
perjuicios causados por la violación de los derechos 
fundamentales del trabajador, tanto los específicos 
como los inespecíficos, ya que tales derechos pueden 
ser lesionados en el entorno productivo a través de 
la práctica de determinados comportamientos 
contrarios a la buena convivencia social298. 
 
                                                          
297 STC 31/1984, de 7 de marzo de 1984 (BOE de 3 de abril); STC 
90/1986, de 2 de julio de 1986 (BOE  de 22 de julio); STC 
90/1997, de 6 de mayo de 1997 (BOE de 9 de junio); STC 
116/2001, de 21 de mayo de 2001 (BOE de 8 de junio).  
298 MOLINA NAVARETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1160. 
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El ámbito material de protección del precepto 
legal indemnizatorio es amplio. La finalidad del art. 
180.1 LPL es la reposición de la situación al momento 
anterior a la violación del derecho fundamental, por 
lo que se impone la reparación de todas las 
consecuencias derivadas del acto lesivo. 
 
Por ello, y teniendo en cuenta la finalidad 
de la citada norma, es decir, la reposición de la 
situación al momento anterior a la lesión, la 
indemnización a que hace referencia el art. 180.1 LPL 
debe reparar tanto los daños patrimoniales como los 
extrapatrimoniales padecidos por el trabajador en el 
entorno productivo. 
 
Respecto al daño extrapatrimonial de 
naturaleza moral, su existencia no exige prueba 
directa, siendo suficiente la demostración de 
existencia del acto que produce el daño, es decir, de 
la lesión al derecho a la integridad moral299. Esto es 
relevante en materia de hostigamiento en el trabajo, 
ya que, una vez demostrada la existencia del acoso 
laboral, la lesión moral se presume. 
 
                                                          
299 GOÑI SEIN, J. L. El respeto a la esfera privada..., op.. 
cit., p. 313; MARTÍN CASALS, M. Y SALVADOR CODERCH, P. 
Comentarios a la STS de 18 de abril de 1989. En Cuadernos 
Civitas de Jurisprudencia Civil, núm. 21, 1989, pp. 757-758; 
ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., p. 95; 
RODRÍGUEZ GUITIAN, A. M. El derecho al honor de las personas 
jurídicas. Madrid, Montecorvo, 1996, p. 135; ROVIRA SUERIO, M. 
E. La responsabilidad..., op. cit., p. 240; MOLINA NAVARRETE, 
C. La tutela..., op. cit., p. 1170. 
Vid. también entre otras: STS (Sala de lo Social), de 9 de 
julio de 1993 (Ar. 4553). 
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Esta distinción entre daños patrimoniales y 
extrapatrimoniales es importante en materia de acoso 
laboral. Como las conductas hostigadoras tienen un 
carácter pluriofensivo y lesionan bienes que forman 
parte de la personalidad de la víctima, su existencia 
supondrá siempre un daño moral y, además de dicho 
daño, es posible que haya también una lesión de 
naturaleza patrimonial, de manera que el 
hostigamiento en el trabajo puede al mismo tiempo 
repercutir en la esfera patrimonial y 
extrapatrimonial del trabajador afectado.  
 
Así pues, y teniendo en consideración que la 
finalidad del art. 180.1 LPL es la reposición de la 
situación al momento anterior a la violación del 
derecho fundamental, en los supuestos de acoso 
laboral se impone una delimitación de las dos 
especies de daños, a fin de que la indemnización sea 
capaz de reparar tanto las lesiones materiales como 
las extrapatrimoniales generadas por las conductas 
hostigadoras. 
 
Ahora bien, cabe determinar los parámetros 
que deberán ser tenidos en cuenta a la hora de 
evaluar los daños padecidos por la víctima. 
 
El primer parámetro es un criterio general 
que en el ámbito laboral deriva del dispuesto en el 
art. 6.2 de la Directiva 76/207300, según el cual la 
                                                          
300 El art. 18.2 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre (BOE de 3 
de diciembre de 2003) dispone que la indemnización o reparación 
a que pueda dar lugar la reclamación correspondiente por 
violación de la igualdad de oportunidades, no discriminación y 
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finalidad de la indemnización es reparar de forma 
real y efectiva el perjuicio sufrido por la víctima, 
no pudiendo el “quantum” indemnizatorio estar 
limitado por un tope máximo fijado a priori301.  
 
En el mismo sentido, el art. 180.1 LPL 
establece que la indemnización es una de las medidas 
que debe ser adoptada para reponer la situación al 
momento anterior a la lesión. Esto quiere decir que 
el primer criterio que debe ser tenido en cuenta a la 
hora de fijar la indemnización es el de la reparación 
amplia (principio de la restitutio in integrum)302, 
que debe ser aplicado tanto a los supuestos de daños 
patrimoniales como a los casos de daños 
extrapatrimoniales, funcionando dicho criterio, según 
asevera MOLINA NAVARRETE303, como un límite positivo a 
la fijación de la indemnización. 
 
                                                                                                                                                         
accesibilidad de las personas con discapacidad no estará 
limitada por un tope máximo fijado a priori. Dicha disposición 
legal se aplica supletoriamente a los supuestos de acoso 
laboral discriminatorio por razón de discapacidad de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 3. 
301 La sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Euroepa de 2 de agosto de 1993, dictada en el asunto Marshall 
(Caso C-152/84) (TJCE 1993\129) pronunciándose sobre el 
significado y alcance del art. 6 de la Directiva 76/207 
entiende que la aplicación del principio de igualdad de trato 
entre hombres y mujeres, en lo que se refiere al acceso al 
empleo, a la formación y a promoción profesionales, y a las 
condiciones de trabajo, debe interpretarse en el sentido de que 
se opone a que la reparación del perjuicio sufrido por una 
persona a causa de un despido discriminatorio esté limitada por 
un tope máximo fijado a priori, lo que puede ampliarse a 
cualquier comportamiento violador de derechos fundamentales. 
302 Sobre este principio el magistrado del Tribunal 
Constitucional en el voto particular de la STC 181/2000, de 29 
de junio de 2000 (BOE de 28 de julio) aduce que se trata de un 
desideratum. 
303 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1164. 
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El segundo criterio general, que debe ser 
aplicado para evaluar las dos especies de daños 
señalados, es el que prohíbe el enriquecimiento 
injusto del acreedor, de tal suerte que el único 
límite negativo que la indemnización debe tener en 
consideración es el de dejar indemne el patrimonio 
del acosador.  
 
Así las cosas, se impone analizar los 
criterios específicos que deben ser observados a la 
hora de evaluar los daños patrimoniales y 
extrapatrimoniales. 
 
Respecto a la indemnización por los daños 
patrimoniales, el art. 1106 CC prescribe que ella 
deberá comprender tanto el daño emergente, o sea, las 
cantidades patrimoniales efectivamente perdidas por 
la víctima como consecuencia del comportamiento 
ofensivo, como el lucro cesante, es decir, lo que el 
ofendido ha dejado de obtener a consecuencia de 
dichas conductas. 
 
En materia de acoso laboral dichos criterios 
de reparación patrimonial son relevantes. Cuando las 
conductas hostigadoras producen una situación de baja 
laboral, el lucro cesante equivale a la diferencia 
existente entre los salarios que hubieran 
correspondido al trabajador durante el período de 
baja y lo que efectivamente haya percibido en 
concepto de incapacidad laboral, mientras el concepto 
de daños emergentes comprende todos los perjuicios 
efectivos causados a la víctima por la situación de 
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hostigamiento, es decir, las pérdidas reales 
experimentadas por el afectado como consecuencia de 
la relegación de sus derechos laborales304.  
 
En cuanto a los daños extrapatrimoniales 
físicos, es decir, aquellos que generan una lesión a 
la integridad física del trabajador ofendido, los 
parámetros que deben ser utilizados a la hora de 
evaluar dichos daños son los establecidos en la Ley 
30/1995, de 8 de noviembre de Ordenación y 
Supervisión del Seguro Privado305. 
 
Además, es necesario tener en consideración, 
como aduce el TC, que la evaluación de la vida y de 
la integridad personal a partir de baremos económicos 
exige el establecimiento de unas pautas 
indemnizatorias suficientes en el sentido de 
respetuosas con la dignidad que es inherente al ser 
humano, por lo que dichas indemnizaciones deben 
                                                          
304 En este sentido la STSJ Madrid de 3 de abril de 2002 (AS 
1832) considera como lucro cesante la diferencia entre la 
indemnización que por la extinción del contrato de trabajo 
corresponde a la víctima conforme a su salario real y la que 
hubiera derivado de su retribución incrementada, mientras 
entiende que constituyen daños emergentes el perjuicio material 
sufrido por la víctima de discriminación retributiva derivado 
de la injusta congelación de su salario.  
Los daños emergentes comprenden también los gastos de 
asesoramiento jurídico realizados por el trabajador afectado, 
ya que la defensa judicial de la víctima en los supuestos de 
acoso laboral suponen un conocimiento específico del que no 
dispone la víctima (SJS Cataluña, Girona, de 23 de septiembre 
de 2003 – AS 3434), así como los gastos de asistencia médica, 
internación y farmacia (BUSTAMANTE ALSINA, J. Teoría..., op. 
cit., p. 255).  
305 BOE de 9 de noviembre de 1995. 
Vid. específicamente en los supuestos de acoso laboral: STSJ 
Andalucía, Granada, de 2 de marzo de 2004 (JUR 201279).  
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atender a la integridad de todo su ser, sin 
exclusiones injustificadas306. 
 
En lo que concierne al daño extrapatrimonial 
de naturaleza moral, la fijación de una cuantía 
pecuniaria capaz de indemnizar la víctima en los 
supuestos de acoso laboral debe tener en 
consideración la doble finalidad que tales 
indemnizaciones asumen.  
 
En primer lugar, una finalidad compensatoria, 
derivada del carácter inmaterial e irrecuperable de 
los bienes agredidos por las lesiones morales307, de 
lo que resulta que las indemnizaciones en estos casos 
no se destinan a reparar la disminución experimentada 
por la víctima, sino que pretenden contribuir a 
sobrellevar el dolor308. Y, en segundo lugar, la 
finalidad punitiva o sancionadora que la 
indemnización por los daños morales cumple en los 
supuestos de hostigamiento en el trabajo309. 
 
Se puede decir que en los casos de 
hostigamiento en el trabajo, la fijación de una 
indemnización por los daños morales infligidos al 
                                                          
306 STC 181/2000, de 29 de junio de 2000 (BOE de 28 de julio). 
307 STSJ Madrid de 30 de septiembre de 2004 (JUR 298644).  
308 STS (Sala de lo Civil), de 3 de junio de 1991; STS (Sala de 
lo Civil), de 27 de julio de 1994 (Ar. 6787); STS (Sala de lo 
Civil), de 21 de octubre de 1996 (Ar. 7235); STS (Sala de lo 
Civil), de 19 de octubre de 2000 (Ar. 7733). 
Vid. también en la doctrina: ALBALADEJO GARCÍA, M. Derecho 
Civil. Derecho de Obligaciones. Tomo II (Vol. II). Barcelona, 
Bosch, 1996, p. 535; ROVIRA SUERIO, M. E. La 
responsabilidad..., op. cit., p. 245. 
309 STS (Sala de lo Social), de 17 de febrero de 1999 (Ar. 
2598); STS (Sala de lo Social), de 2 de octubre de 2000 (Ar. 
9673). 
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trabajador cumple con la finalidad de disuadir el 
acosador y estimular el empresario a adoptar las 
medidas preventivas necesarias para cohibir el 
hostigamiento cuando tales conductas sean llevadas a 
cabo por otros trabajadores de la empresa. 
 
Se impone, por ello, suplantar la concepción 
que convierte a la tutela indemnizatoria de los daños 
morales en un instrumento de tutela residual respecto 
a la tutela indemnizatoria laboral (legalmente fijada 
para los casos de extinción del contrato de trabajo 
por voluntad del trabajador y despido nulo) y a la 
existencia de una tutela derivada de la 
responsabilidad objetiva, a cargo del sistema público 
de Seguridad Social, por los daños psicofísicos 
causados por la actividad laboral. 
 
Según asevera MOLINA NAVARRETE310, un análisis 
estrictamente numérico o cuantitativo de las 
indemnizaciones fijadas en los supuestos de daños 
morales derivados  del acoso en el trabajo causa un 
efecto terrorífico en la víctima, por cuanto supone 
una grave desconsideración al valor dignidad de la 
persona.  
 
En estos casos una indemnización de menor 
cuantía inclina el fiel de la balanza del lado del 
agresor y en perjuicio de la víctima, sirviendo para 
estigmatizar todavía más al hostigado, ya que hace 
que el trabajador afectado pierda definitivamente la 
                                                                                                                                                         
 
310 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1167.  
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confianza en las instituciones que están para 
garantizar la paz social, agravando la pérdida de 
confianza que el acoso en sí mismo ya supone311. 
 
Así pues, teniendo en cuenta el carácter 
sancionador o punitivo que la indemnización por los 
daños morales asume en los casos de hostigamiento en 
el trabajo, se utiliza analógicamente los parámetros 
previstos en el art. 39 LISOS, como un criterio 
válido para fijar la cuantía indemnizatoria.  
 
Bajo la perspectiva práctica, algunos 
criterios concretos pueden ser enumerados para 
evaluar los daños morales. Estos son: la relación de 
superioridad existente entre el hostigador y la 
víctima, la prolongación de la conducta312, la 
intensidad, los ámbitos relacionales afectados, la 
difusión del hecho y el beneficio obtenido por el 
infractor313, la existencia de trato discriminatorio o 
vejatorio314, los efectos producidos en el sujeto315, 
la naturaleza del derecho fundamental lesionado, la 
existencia de una pluriofensividad derivada de las 
conductas hostigadoras. 
 
Sin embargo, aunque no se observe ninguna de 
las consecuencias señaladas, en las hipótesis de 
hostigamiento en el trabajo en la medida que hay 
vulneración del derecho fundamental a la integridad 
                                                          
311 Ibídem. 
312 STS (Sala de lo Social), de 9 de junio de 1993 (Ar. 4553). 
313 STSJ Canarias de 30 de noviembre de 1999 (AS 4185). 
314 STSJ Asturias de 23 de junio de 2000 (AS 1903). 
315 SJS Cataluña, Girona, de 23 de septiembre de 2003 (AS 3434). 
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moral debe ser fijada una indemnización simbólica que 
se convierte en medio compensador del daño sufrido316. 
 
De todo ello resulta que la indemnización por 
los daños patrimoniales y extrapatrimoniales en los 
supuestos de acoso laboral funciona como un mecanismo 
de tutela que cumple una doble finalidad. En primer 
lugar, resarcir la víctima cuando los daños sean 
patrimoniales, así como atenuar el sufrimiento 
padecido por el hostigado en los casos de daños 
extrapatrimoniales. En segundo lugar,  disuadir al 
acosador y estimular la prevención en los supuestos 
de conductas acosadoras, llevadas a cabo por otros 
trabajadores de la empresa317. 
 
En este punto debe determinarse el alcance de 
la indemnización fijada por el órgano jurisdiccional 
en los supuestos de acoso sexual en el acceso al 
empleo. 
 
El art. 6.2 de la Directiva 76/207/CEE 
determina que la indemnización o reparación en los 
supuestos de discriminación debe ser real y efectiva. 
Pero, admite que los Estados miembros podrán 
establecer un tope máximo cuando el empresario 
consiga probar que el único perjuicio sufrido por la 
víctima ha sido la negativa a tomar en consideración 
su solicitud de trabajo. 
 
                                                          
316 ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., p. 95. 
317 MOLINA NAVARRETE, C. Las nuevas..., op. cit., p. 7. 
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El TS ha entendido que la fijación del 
quantum indemnizatorio es una facultad que compete a 
los Tribunales de instancia discrecionalmente318, 
debiendo el demandante alegar en su demanda las bases 
y elementos claves de la indemnización que reclama319. 
 
Por ello, en los supuestos en los que el 
factor discriminatorio en el acceso al empleo haya 
sido la no aceptación del acoso sexual en  el 
trabajo, los Tribunales deberán tener en cuenta, 
además de los gastos realizados por la víctima para 
participar en la selección (daño material), los daños 
morales producidos por las conductas acosadoras, que 
deben ser presumidos a partir del reconocimiento de 
la violación del derecho fundamental320, y la 
existencia de daños psico-físicos, porque de esta 
manera se estará garantizando a la víctima de acoso 
sexual una indemnización real y efectiva. 
 
Por fin, procede determinar quién será el 
responsable del pago de la indemnización por los 
daños extrapatrimoniales y/o patrimoniales en los 
supuestos en los que el acoso laboral esté 
protagonizado por persona distinta del empresario. 
 
En los supuestos en los que el empresario no 
actuó diligentemente en la prevención del 
hostigamiento en el trabajo es necesario hacer dos 
matizaciones, antes de determinar el sujeto 
responsable del pago de la indemnización. 
                                                          
318 STS (Sala de lo Social), de 23 de julio de 1990 (Ar. 6457). 
319 STS (Sala de lo Social), de 22 de julio de 1996 (Ar. 6381). 
320 STS (Sala de lo Social), de 9 de junio de 1993 (Ar. 4553). 
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La primera se refiere al hecho de que en 
estas hipótesis se observa una yuxtaposición de 
responsabilidad321 que conlleva una duplicidad de 
indemnizaciones, cuya finalidad es compensar y/o 
resarcir integralmente la víctima de los perjuicios 
causados por el acoso laboral y que tiene como 
fundamento el art. 42.1 LPRL. 
 
Por una parte, el empresario es el 
responsable de la indemnización debida a la víctima y 
que deriva del incumplimiento del deber contractual 
de actuar diligentemente en la prevención del acoso 
(art. 4.2.e) ET y 14.1 y 14.2 LPRL). 
 
Por otra parte, el hostigador es el 
responsable extracontractual de la indemnización 
debida al trabajador afectado por el hostigamiento, 
cuya finalidad es compensar y/o resarcir la víctima 
de los daños originados por el incumplimiento del 
genérico deber de no dañar a nadie que se fundamenta 
en el art. 1.902 CC. 
 
La segunda matización previa concierne al 
hecho de que la determinación del sujeto responsable 
                                                          
321 STS (Sala de lo Civil), de 5 de enero de 1982 (Ar. 182); STS 
(Sala de lo Civil), de 4 de octubre de 1982 (Ar. 5538); STS 
(Sala de lo Civil), de 9 de marzo de 1983 (Ar. 1463); STS (Sala 
de lo Civil), de 2 de enero de 1991 (Ar. 102); STS (Sala de lo 
Civil), de 6 de octubre de 1992 (Ar. 7529); STS (Sala de lo 
Civil), de 4 de junio de 1993 (Ar. 4479); STS (Sala de lo 
Civil), de 27 de noviembre de 1993 (Ar. 9143); STS (Sala de lo 
Civil), de 22 de julio de 1994 (Ar. 5525); STS (Sala de lo 
Civil), de 21 de noviembre de 1995 (Ar. 8896); STS (Sala de lo 
Civil), de 15 de junio de 1996 (Ar. 4774); STS (Sala de lo 
Civil), de 8 de julio de 1996 (Ar. 5663); STS (Sala de lo 
Civil), de 3 de septiembre de 1996 (Ar. 6500); STS (Sala de lo 
Civil), de 10 de abril de 1999 (Ar. 1877). 
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del pago de la indemnización por los daños 
extrapatrimoniales y/o patrimoniales, sufridos por el 
trabajador afectado por el acoso cuando el empresario 
no actuó diligentemente en la prevención de las 
conductas acosadoras, depende de la forma como la 
víctima enjuiciará su pretensión indemnizatoria, 
cabiendo distinguir dos posibilidades. A saber, la 
posibilidad de que la víctima demande al empresario y 
al acosador como litisconsortes pasivos y la 
posibilidad de que el trabajador les demande 
separadamente. 
 
En la primera posibilidad se establecerá 
respecto al pago de la indemnización una obligación 
solidaria impropia322 entre empresario y acosador, 
cabiendo al empresario y al hostigador responder 
solidariamente323 por el pago de la indemnización, 
                                                          
322 STS (Sala de lo Civil), de 8 de febrero de 1994 (Ar. 834). 
Esta sentencia deja claro que la obligación solidaria impropia 
no deriva de un acuerdo o acto previo, sino de un acto no 
convencional, o sea, de un acto ilícito. En otros términos, la 
obligación solidaria impropia es la que deriva de un acto 
ilícito que tanto puede ser contractual como extracontractual. 
Para que nazca esta especie de obligación solidaria es 
necesario que las varias obligaciones originadas por el daño 
causado por el acto ilícito tenga una causación común que se 
considera existente cuando hay cooperación entre los causantes 
del daño o cuando se observa una situación fáctica o jurídica 
que conduce a la unidad de responsabilidad. 
Aplicando esta interpretación jurisprudencial a los episodios 
de acoso laboral protagonizados por personas distintas del 
empresario, se observa que el hostigamiento en el trabajo es la 
situación fáctica común que origina la obligación del 
empresario y del hostigador indemnizar los daños causados al 
trabajador afectado, habiendo, por tanto, entre esas dos 
especies de obligaciones una causación común que justifica la 
solidaridad impropia. 
323 STSJ Galicia de 23 de julio de 1994 (AS 2861); STSJ Las 
Palmas, Canarias, de 29 de septiembre de 1998 (AS 4284); STSJ 
Cataluña de 27 de octubre de 2000 (AS 4546); STSJ Vigo, Galicia 
de 24 de mayo de 2001 (AS 1233); STSJ Cataluña de 6 de junio de 
2001 (AS 1661); STSJ Andalucía, Granada, de 8 de enero de 2004 
(AS 768). 
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salvo cuando sea posible individualizar la 
participación que cada uno haya tenido en los daños 
causados, en cuyo caso procede fijar el daño que cada 
deudor deberá indemnizar o el porcentaje que cada un 
deberá asumir sobre la indemnización global que se 
reconoce324.   
 
Es necesario destacar que cuando el 
empresario y el acosador sean responsables solidarios 
del pago de la indemnización la víctima del 
hostigamiento podrá exigir el “quantum 
indemnizatorio” de cualquier de los deudores 
solidarios o de todos ellos simultáneamente (art. 
1.144 CC). 
 
En la segunda posibilidad, esto es, cuando la 
víctima demande al empresario y al acosador 
separadamente, se fijará dos indemnizaciones. Una que 
será pagada por el empresario y que deriva del 
incumplimiento de su deber contractual. Otra que será 
pagada por el acosador y que deriva del 
incumplimiento de su deber extracontractual. 
 
Cuando el empresario actúa diligentemente en 
la prevención del hostigamiento en el trabajo, 
protagonizado por otras personas que intervienen en 
el proceso productivo, la indemnización por los daños 
extrapatrimoniales y/o patrimoniales debe ser pagada, 
exclusivamente, por el sujeto activo del 
hostigamiento. En estas situaciones la diligente 
                                                          
324 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 135. 
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actuación empresarial en materia de prevención elude 
la responsabilidad empresarial de naturaleza 
contractual, quedando sólo la responsabilidad 
extracontratual del acosador por los daños causados 
por su conducta acosadora. 
 
 
B.5.5) La prueba 
 
 
El art. 96 y 179.2 LPL establecen un sistema 
distinto en relación con la carga de la prueba en los 
procedimientos en los que hay discriminación y/o 
violación de derechos fundamentales del trabajador325. 
 
Se trata, sin duda, de un desarrollo 
normativo de la disposición contenida en el art. 
24 de la Constitución que reconoce el derecho de 
todas las personas a obtener de los jueces y de 
los tribunales una tutela efectiva de sus 
                                                          
325 La Jurisprudencia Constitucional que generó un diferenciado 
sistema en la valoración de la prueba ha sido iniciada por el 
Tribunal Constitucional con la sentencia 38/1981, de 23 de 
noviembre de 1981 (BOE de 22 de noviembre) que analizó un 
supuesto de despido de varios candidatos en las elecciones a 
órganos de representación en la empresa. 
En esta primera sentencia el TC ha entendido que el despido era 
discriminatorio y reconoció que la dificultad probatoria en la 
motivación antisindical, unida a un principio de justicia y a 
la necesidad de arbitrar un protección eficaz frente a las 
injerencias empresariales atentatorias a la libertad sindical 
demandaban un modificación en el sistema de la carga de la 
prueba. 
Es importante destacar también que la doctrina de la prueba 
indiciaria encuentra apoyo en los Convenios  87, 98 y 135 de la 
OIT. El Convenio 98 de la OIT sobre el derecho de sindicación y 
de negociación colectiva establece textualmente en el art. 1 
que los trabajadores tienen el derecho de gozar de una adecuada 
protección contra todo acto de discriminación tendiente a 
menoscabar la libertad sindical. 
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derechos e intereses legítimos, sin que en ningún 
caso pueda producirse indefensión. 
 
El derecho a la tutela judicial efectiva, 
presupuesto y garantía del resto de los derechos 
fundamentales reconocidos en el texto 
constitucional326, exige una interpretación de las 
normas procesales, orientadas a propiciar la más 
efectiva y favorable tutela del derecho fundamental 
violado, así como de la igualdad y no discriminación. 
 
La regla procesal del art. 96 y 179.2 LPL 
tiene por finalidad reequilibrar en el proceso 
tutelador de derechos fundamentales la posición 
inicial de desigualdad de la parte demandante, 
remediando las dificultades probatorias para 
demostrar ante el órgano jurisdiccional la existencia 
de la conducta discriminatoria y/o violadora de 
derechos fundamentales cuya eliminación se 
pretende327, porque la naturaleza de los derechos 
fundamentales del trabajador y las especiales 
dificultades probatorias de su vulneración fueron las 
bases sobre las cuales la Jurisprudencia 
Constitucional modificó la distribución de la carga 
de la prueba, hoy recogida en los citados 
artículos328.  
 
                                                          
326 GARCIA BLASCO, J. Tutela judicial efectiva y doctrina del 
Tribunal Constitucional: el derecho al proceso laboral. En 
Actualidad Laboral, 1989, núm. 30, p. 393. 
327 STC 41/1999, de 22 de marzo de 1999 (BOE de 27 de abril). 
328 TÁRRAGA POVEDA, J. Indicios y prueba en el despido objetivo 
con vulneración de derechos fundamentales (libertad de 
cátedra). En Aranzadi Social, Tomo II, 2001, p. 3041.  
 583
Los mecanismos de tutela ante el acoso en el trabajo 
Por lo tanto, atendiendo a la finalidad de 
reequilibrar las posiciones de las partes en el 
proceso, la modificación de la carga de la prueba ha 
sido dictada en atención al mayor poder que el 
empresario posee sobre la prueba en razón de su 
proximidad y dominio de las fuentes probatorias329.  
 
El onus probandi en la tutela de los derechos 
fundamentales requiere una actividad probatoria de 
distinto grado por el trabajador y por el empresario. 
 
En lo que se refiere a la actividad 
probatoria del trabajador, no es suficiente la mera 
alegación de discriminación o de violación de 
derechos fundamentales. Es necesario que el 
demandante aporte al proceso una cierta actividad 
probatoria cuya existencia desencadenará la exigencia 
para el demandado de probar la razonabilidad y 
proporcionalidad de la decisión y su carácter 
absolutamente ajeno a todo propósito atentatorio de 
derechos fundamentales330, es decir, el trabajador 
tiene el deber de aportar la existencia de indicios 
de discriminación o lesión de derechos 
fundamentales331, así como la vinculación en el caso 
concreto entre estos indicios y la situación 
discriminatoria o violadora del derecho fundamental 
alegado332. 
                                                          
329 GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. La prueba en el proceso de 
trabajo. Madrid, Civitas, 1994, p. 181 y ss. 
330 STC 207/2001, de 22 de octubre de 2001 (BOE de 21 de 
noviembre). 
331 STC 136/2001, de 18 de junio de 2001 (BOE de 17 de julio). 
332 LUJÁN ALCARAZ, J. La inversión de la carga de la prueba en 
los casos de discriminación en el trabajo por razón de 
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El propio TC de manera acertada denomina a 
esta doctrina jurisprudencial como "doctrina de la 
prueba indiciaria"333 y afirma, en este sentido, que 
no hay una inversión de la carga de la prueba334, lo 
que es importante porque esta inversión supondría la 
necesidad del empresario de probar la existencia de 
un hecho negativo, es decir, probar la no existencia 
de discriminación o de violación, sin la aportación 
previa de cualquier indicio por el demandante335. 
 
Así, cuando el TC introduce la doctrina de la 
prueba indiciaria, que exime al trabajador de la 
necesidad de prueba plena de la vulneración 
alegada336, ésta tiene por objeto evitar abusos por 
                                                                                                                                                         
afiliación sindical. En Revista de Derecho Social, núm. 3, 
1998, pp. 122-123. 
333 STC 207/2001, de 22 de octubre de 2001 (BOE de 21 de 
noviembre). 
334 VALDEOLIVAS GARCÍA, Y. Las conductas..., op. cit., p. 135; 
ALBIOL MONTESINOS, I y BLASCO PELLICER, A. Proceso..., op. 
cit., p. 85; LOUSADA AROCHENA, J. F. La tutela jurisdiccional 
de la discriminación colectiva (a propósito de la Sentencia 
41/1999, de 22 de marzo, del Tribunal Constitucional. En 
Aranzadi Social, Tomo V, 1999, p. 867.  
335 ALEMANY ZARAGOSA, E. y MARTÍN LÓPEZ, M. P. La alegación de 
discriminación en el proceso laboral. En Aranzadi Social, Tomo 
V, 1998, p. 348. 
336 Entre otros: PÉREZ DEL RÍO, T.; FERNÁNDEZ LÓPEZ, F.; DEL REY 
GUANTER, S. Discriminación…, op. cit., p. 207; CARNELLUTI, F. 
La doctrina del Tribunal Constitucional sobre la carga de la 
prueba. En AA VV  (Dir. MONERO PÉREZ, J. L.). La carga de la 
prueba en los despidos lesivos de derechos fundamentales. 
Valencia, Tirant lo blanch, 1996, p. 10; LUJÁN ALCARAZ, J. La 
inversión de la carga de la prueba..., op. cit., p. 121; PÉREZ 
YÁNEZ, R. De nuevo sobre la carga de la prueba en los procesos 
sobre presunta vulneración empresarial de derechos 
fundamentales. En Relaciones Laborales, Tomo I, 1999, p. 167; 
LILLO PÉREZ, E. Discriminación por razón de sexo y 
arbitrariedad judicial. En Relaciones Laborales, núm. 13, 2001, 
p. 63; VILLABA SALVADOR, B. La prueba en los procedimientosde 
tutela de derechos fundamentales. En Revista de Derecho Social, 
núm. 13, 2001, p. 185; FERRANDO GARCÍA, F. Acerca del despido 
lesivo del derecho de huelga: legitamación para recabar la 
tutela del derecho y prueba de su vulneración. En Revista de 
Derecho Social, núm. 18, 2002, p. 154; SEGALES, J. y ZAPIRAIN 
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parte de aquel a quien se pretende facilitar la 
prueba, que podría verificarse mediante la simple 
alegación temeraria de vulneraciones infundadas337. 
 
El problema que se plantea es el relativo a 
la determinación de lo que se entiende por indicio o, 
dicho de otro modo, lo que se entiende por prueba 
indiciaria. 
 
Hay prueba indiciaria cuando la actividad 
probatoria del demandante es suficiente para generar 
en el órgano judicial una razonable sospecha, 
apariencia o vulneración a favor de la alegación de 
violación del derecho fundamental del trabajador338. 
Esto quiere decir que es necesaria la acreditación de 
fondo o panorama de discriminación o de violación339, 
capaz de crear una incertidumbre o duda razonable en 
el órgano judicial340. Se trata de alcanzar no la 
plena convicción, sino un grado de verosimilitud341. 
 
En materia de acoso laboral la controversia 
reside en saber si tiene cabida la teoría de la 
prueba indiciaria. 
                                                                                                                                                         
BILBAO, A. Discrecionalidad empresarial y encubrimiento de 
decisiones anticonstitucionales. Consideraciones acerca de la 
prueba de indicios. En Aranzadi Social, núm. 17, 2004, pp. 86-
104.  
337 PÉREZ YÁÑEZ, R. De nuevo sobre la distribución de la carga 
de la prueba..., op. cit., p. 467.  
338 Entre otras: STC 266/1993, de 20 de septiembre de 1993 (BOE 
de 26 de octubre).  
339 STC 293/1993, de 18 de octubre de 1993 (BOE de 9 de 
noviembre). 
340 FERRANDO GARCÍA, F. Acerca del despido lesivo..., op. cit.,  
p. 153. 
341 MONEREO PÉREZ, J. L. La carga de la prueba en los despidos 
lesivos de derechos fundamentales. Valencia, Tirant lo blanch, 
1996, p.33. 
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ARAMENDI342, tras aducir que dicha teoría ha 
sido generada para aplicarse a los casos en los que 
el empresario adopta una medida perjudicial para el 
trabajador, como represalia frente al ejercicio de 
los derechos fundamentales laborales específicos y 
que, por lo tanto, el debate fáctico en sede judicial 
no se centra en la prueba del daño, sino en la 
razonabilidad de la medida empresarial, entiende que 
el mecanismo inversor de la carga de la prueba no se 
aplica a los supuestos de hostigamiento en el 
trabajo. 
 
Como asevera el TC343 no hay inversión de la 
carga de la prueba, sino una doctrina que exime al 
demandante de la aportación de una prueba plena, 
bastando con la demostración de indicios de la 
existencia de los actos violadores de los derechos 
fundamentales. 
 
Respecto al acoso en el trabajo, el TC 
entiende que la víctima aporta indicios de dichos 
comportamientos cuando demuestra la existencia de 
hechos físicos capaces de suponer la violación 
alegada por el trabajador afectado344, porque no se 
trata de aportar indicios de violación de derechos 
fundamentales acerca de una medida empresarial 
aislada, sino de un conjunto de medidas adoptadas de 
forma sistemática345. 
 
                                                          
342 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., pp. 81-84. 
343 STC 41/1999, de 22 de marzo de 1999 (BOE de 27 de abril). 
344 STC 136/2001, de 18 de junio de 2001 (BOE de 17 de julio). 
345 MELLA MENDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 25. 
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Así, cuando el hostigamiento en el trabajo es 
protagonizado por el empresario, la aportación de 
indicios respecto a la existencia de conductas 
acosadoras requiere una actividad probatoria 
compleja346. En primer lugar, la víctima deberá 
demostrar que han existido hechos capaces de generar 
en el trabajador una presión laboral injustificada347 
y, en segundo, la demostración de que tales hechos 
son capaces de generar un daño potencial o efectivo 
al trabajador348.  
 
En cuanto a la lesión potencial, la víctima 
deberá demostrar la creación de un ambiente laboral 
hostil o la puesta en peligro de sus condiciones 
                                                          
346 En este sentido, vid.: STSJ Murcia de 8 de marzo de 2004 (AS 
1834); STSJ Murcia de 31 de marzo de 2004 (JUR 188793); STSJ 
Galicia de 7 de abril de 2004 (JUR 171454); STSJ Cantabría de 5 
de mayo de 2004 (JUR 172895); STSJ Extremadura de 29 de junio 
de 2004 (AS 1900) que entienden que no constituye indicios 
suficientes capaces de invertir la carga de la prueba la 
aportación de bajas médicas desacompañada de la demostración de 
hechos capaces de suponer una presión laboral. 
347 STSJ País Vasco de 6 de julio de 2004 (AS 2059). 
Constituyen hechos capaces de generar una presión laboral: a) 
la asignación de un despacho en el entresuelo, mientras los 
demás trabajadores lo tenían en plantas distintas, b) la no 
asignación de trabajo o tareas algunas al demandante, c) el 
hecho del demandante no figurar en el intranet, y d) la no 
inclusión del actor en el expediente de regulación de empleo 
pactado (Vid. la STSJ Cataluña de 23 de julio de 2003-AS 3047). 
También constituyen indicios el hecho de no pagar puntualmente 
los salarios del trabajador, obligándole a acudir periodica y 
reiteradamente a los Juzgados de l Social para conseguir un 
abono, la imposición de sanciones que después se les levanta y 
el poner públicamente en entredicho la honestidad del 
trabajador, dando a entender que sus bajas por depresión son 
fraudulentas (STSJ Madrid de 15 de noviembre de 2004-AS 3317). 
Por otra parte, en la STSJ Cantabria de 23 de junio de 2004 
(JUR 187675) el TSJ entiende que no constituyen indicios 
capaces de invertir la carga de la prueba la alegación de una 
patología relacionada con ansiedad y depresión, proveniente de 
una relación conflictiva con una compañera de trabajo cuando lo 
que pretende la víctima es demostrar la existencia de un acoso 
laboral jerárquico. 
348 MOLINA NAVARRETE, C. Las nuevas..., op. cit., p. 6. 
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laborales349. Mientras que el trabajador afectado 
consigue aportar indicios acerca de la lesión 
efectiva cuando demuestra la existencia de 
padecimientos psíquicos lo que, como regla general, 
se verifica con la aportación de bajas médicas en las 
que se diagnostica tales padecimientos350. 
 
Sin embargo, no resulta coherente con la 
doctrina de la prueba indiciaria exigir que el 
afectado por el acoso laboral demuestre la existencia 
de un nexo causal entre las conductas de presión 
laboral y el daño efectivo o potencial que padece. 
Esto equivale a exigir que la víctima aporte una 
prueba pericial médica capaz de demostrar que las 
bajas son resultado de la intimidación laboral351, no 
pudiéndose hablar más de una mera aportación de 
indicios, sino de prueba plena de la vulneración 
alegada, o sea, del acoso.  
 
                                                          
349 Vid. la STSJ Galicia de 13 de abril de 2004 (AS 1669) en la 
que la víctima aporta indicios de que ha existido una 
injustificada presión laboral que aparece como represalia 
contra el trabajador frente al ejercicio de reclamaciones en 
defensa de sus derechos laborales, lo que crea un ambiente 
laboral hostil, incluso, frente a los demás trabajadores de la 
empresa.  
350 STSJ Cataluña de 23 de julio de 2003 (AS 3047) y STSJ 
Canarias, Las Palmas, de 19 de mayo de 2004 (AS 2075) en las 
que las víctimas aportan indicios a cerca de la existencia de 
daño demostrando la existencia de bajas médicas con diagnóstico 
de síndrome ansioso depresivo. 
351 La SJS Madrid, Comunidad de Madrid, de 18 de junio de 2001 
(AS 1667) entiende que, a pesar del demandante aportar bajas 
médicas con diagnóstico una de estrés y otra de síndrome 
ansioso depresivo reactivo, ninguno de estos diagnósticos se 
acompaña de una pericial determinante de que las patologías 
descritas sean el resultado de un hostigamiento en el trabajo, 
de manera que ambas lesiones bien pueden responder a causas 
distintas y hubiera sido preciso en enlace verificador de esa 
relación causa-efecto.  
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En otras palabras, la doctrina de la prueba 
indiciaria exime al trabajador de la necesidad de 
prueba plena de la vulneración alegada, siendo 
suficiente la demostración de hechos capaces de crear 
en el órgano judicial una razonable sospecha de la 
violación alegada por la víctima. No obstante, esto 
no se verifica cuando se exige que el afectado por el 
acoso en el trabajo aporte una pericial médica capaz 
de demostrar la existencia de relación de causalidad 
entre la intimidación y la lesión, ya que así se 
exige que la víctima pruebe la existencia del acoso y 
no sólo que demuestre la existencia de hechos capaces 
de generar una presión laboral. 
 
Respecto a los casos de hostigamiento  sexual 
en el trabajo la actividad probatoria de la víctima 
se compone de dos fases distintas. 
 
En primer lugar, la víctima tendrá que 
aportar indicios racionales de existencia de un 
requerimiento de naturaleza sexual, manifestado bajo 
la forma de conductas físicas, verbales o gestuales o 
cualquier otro comportamiento de índole sexual.  
 
En este sentido, no constituyen indicios 
suficientes de acoso sexual en el trabajo el hecho de 
haber comido la actora en una ocasión con el 
presidente de la empresa, el cambio de numero 
telefónico, la alegación de estado de ansiedad hecha 
por una persona que no es médico, el hecho de que un 
vigilante vea salir llorando a la supuesta víctima 
del despacho del presunto agresor, la testifical de 
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la madre de la víctima en el sentido de que el 
supuesto acosador tenía fama de sobón y de que le 
gustaban las chicas y los informes psiquiátricos que 
no son concluyentes en el sentido de atribuir el 
estado psíquico de la trabajadora sólo al supuesto de 
acoso sexual. Tales hechos no son capaces de 
establecer razonablemente la probabilidad de 
violación del derecho fundamental a la intimidad y a 
la consideración debida a la dignidad del 
trabajador352, generada por los requerimientos 
sexuales en la relación laboral. 
 
De esto resulta que, en un primer momento, la 
persona acosada tendrá que demostrar por medio de 
indicios que fue requerida sexualmente en la relación 
laboral. 
 
Cuando la víctima consiga aportar indicios de 
existencia de requerimiento sexual, tendrá, además, 
que aportar indicios racionales del carácter no 
deseado de la conducta acosadora, lo que se verifica 
cuando la víctima reacciona de manera adecuada a los 
primeros avances del acosador, comunica la existencia 
de acoso sexual a los compañeros de trabajo, se queja 
del acoso a un amigo del propio acosador, requiere 
asesoramiento e información a fin de recabar 
asesoramiento jurídico y médico sobre la persecución 
de la cual se creía víctima, así como el pronto 
planteamiento de reclamación judicial353. Todos estos 
                                                          
352 STC 136/2001, de 18 de junio de 2001 (BOE de 17 de julio); 
ATC 107/2003, de 7 de abril de 2003 (RTC 2003\107 AUTO).  
353 STC 224/199, de 13 de diciembre de 1999 (BOE de 20 de enero 
de 2000). 
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indicios hacen recaer sobre el acosador la carga de 
probar que su comportamiento fue alentado, consentido 
o al menos tolerado por la trabajadora. 
 
En el acoso sexual laboral vía correo 
electrónico la víctima, además de demostrar indicios 
del requerimiento sexual y del carácter no deseado de 
la conducta, tendrá que aportar indicios de que los 
mensajes acosadores le fueron enviados354, so pena de 
ver denegada no sólo la modificación del onus 
probandi sino también la tutela misma de su derecho 
fundamental. 
 
La actividad probatoria del empresario puede 
ir dirigida a negar los indicios de discriminación 
y/o violación de derechos fundamentales 
(contraprueba) o a justificar las decisiones 
empresariales, demostrando que dichas decisiones no 
son lesivas de derechos fundamentales (prueba plena 
en contrario)355. En cuanto a la prueba plena en 
contrario aportada por el empresario, la doctrina del 
TC atraviesa por dos momentos. 
                                                          
354 DE VAL ARNAL, J. J. El correo electrónico en el trabajo..., 
op. cit., p. 3004. 
Vid. también la STSJ Asturias de 1 de febrero de 2002 (AS 218) 
que reconoce que hay indicios que demuestran la falta de 
diligencia del empresario en la prevención del acoso sexual 
cuando el empresario tras la denuncia de la trabajadora acosada 
sexualmente ala responsable del personal, cambia la víctima a 
un puesto de trabajo diferente con condiciones laborales menos 
favorables. 
355 RODRÍGUEZ-PÌÑERO, M. y FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. Igualdad..., 
op. cit., pp. 292 y ss; VALDÉS DAL-RÉ, F. El proceso de 
protección de la libertad sindical y demás derechos 
fundamentales. En AA VV (Coord. VALDÉS DAL-RÉ, F. y CRUZ 
VILLÁLLON, J.). Lecturas sobre la reforma del proceso laboral. 
Madrid, Ministerio de Justicia, 1991, p. 688; ALBIOL 
MONTESINOS, I. y BLASCO PELLICER, A. Proceso..., op. cit., p. 
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En un primer momento, el TC entiende que la 
actividad probatoria del empresario debe ser hecha 
con el fin de comprobar que la decisión empresarial 
es razonablemente ajena a todo móvil atentatorio de 
derecho fundamental356. 
 
En un segundo momento, la Jurisprudencia 
Constitucional entiende que la actividad probatoria 
del demandado debe referirse a la prueba de la 
razonabilidad y proporcionalidad de la medida 
adoptada357, evaluadas con relación a la causa del 
despido y al ejercicio del poder disciplinario del 
empresario. 
 
En este sentido, el TC ha entendido que 
"corresponderá al demandado la aportación de una 
justificación objetiva y razonable, suficientemente 
probadas de las medidas adoptadas y de su 
proporcionalidad"358. 
 
De todos modos se entiende que la medida 
empresarial tiene una justificación objetiva y 
razonable cuando está desvinculada de cualquier ánimo 
discriminatorio, directo o indirecto, y encuentra 
justificación en una necesidad productiva y 
organizativa empresarial, mientras es proporcional 
cuando atiende al juicio de adecuación, es decir, 
cuando los medios utilizados son idóneos para 
                                                                                                                                                         
87;  LUJÁN ALCARAZ, J. La inversión de la carga de la 
prueba..., op. cit., p. 122.  
356 STC 38/1981, de 23 de noviembre de 1981 (BOE de 22 de 
diciembre).  
357 STC 197/1990, de 29 de noviembre de 1990 ( BOE de 10 de 
enero de 1991). 
358 STC 114/1989,de 22 de junio de 1989 (BOE de 24 de agosto). 
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alcanzar la finalidad productiva u organizativa 
deseada359. 
 
Es importante poner de relieve que la 
Jurisprudencia Constitucional al referirse a la 
justificación objetiva y razonable, además del 
carácter ajeno a la discriminación directa, exige 
también la ajenidad a las causas de discriminación 
indirecta. 
 
Por lo tanto, los pronunciamientos más 
recientes del TC añaden a la comprobación de una 
justificación razonable ajena a todo móvil 
atentatorio del derecho fundamental, la prueba de 
proporcionalidad de las medidas adoptadas por el 
empresario360. 
 
Esto hace que la actividad probatoria del 
demandado sea compleja, ya que no es suficiente para 
eludir la violación del derecho fundamental sólo la 
comprobación de ajenidad a todo móvil atentatorio de 
derecho fundamental, sino la adecuación de la medida 
a los objetivos empresariales perseguidos. 
 
                                                          
359 Ibídem. 
360 Vid. entre otras: STC 114/1989, de 22 de junio de 1989 (BOE 
de 24 de julio); STC 197/1990, de 29 de noviembre de 1990 (BOE 
de 10 de enero de 1991); STC 21/1992, de 14 de febrero de 1992 
(BOE de 17 de marzo); STC 7/1993, de 18 de enero de 1993 (BOE 
de 12 de febrero); STC 266/1993, de 20 de septiembre de 1993 
(BOE de 26 de octubre); STC 293/1993, de 18 de octubre de 1993 
(BOE de 9 de noviembre); STC 85/1995, de 8 de junio de 1995 
(BOE de8 de julio); STC 17/1996, de 7 de febrero de 1996 (BOE 
de 2 de marzo); STC 90/1997, de 6 de mayo de 1997 (BOE de 9 de 
junio); STC 202/1997, de 25 de noviembre de 1997 (BOE de 30 de 
diciembre). 
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Esto significa que no basta la alegación de 
la empresa consistente en el hecho de que las medidas 
adoptadas se enmarcan en el ámbito del poder 
dirección del empresario y en el ámbito de la 
discrecionalidad que permite el ET361, porque, creado 
el indicio de discriminación o de violación de 
derecho fundamental por el demandante, tendrá el 
demandado que probar que las decisiones adoptadas se 
basan en causas reales, suficientes y serias capaces 
de calificar de razonable la medida, así como capaces 
de explicar por sí mismas la medida empresarial 
adoptada362.  
 
Dicho de otro modo, la prueba aportada por el 
empresario deberá ser capaz de eludir los indicios de 
discriminación o de violación creados por el 
demandante, demostrando que se trata de decisiones 
que tienen causas o motivos reales, razonables, 
ajenos a la pretendida violación de derechos 
fundamentales y con entidad suficiente363. 
 
Aplicando tales presupuestos a los casos de 
hostigamiento en el trabajo, la actividad probatoria 
del empresario debe ir dirigida a demostrar la 
existencia de una justificación objetiva y razonable 
                                                          
361 VILLABA SALVADOR, B. La prueba..., op. cit.,  p. 187.  
362 Entre otras: STC 90/1997, de 6 de mayo de 1997 (BOE de 9 de 
junio). 
363 Entre otros: GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. La prueba..., op. 
cit., p. 197; VILLALBA SALVADOR, B. La prueba..., op. cit., p. 
187; DÍAZ DESCALZO, M. C. El acoso sexual..., op. cit., p. 196; 
PURCALLA BONILLA, M. A. Igualdad de trato y no discriminación: 
la tutela antidiscriminatoria (en especial por razón de sexo). 
En Aranzadi Social, núm. 10, 2004, pp. 94-95.  
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para los hechos alegados por la víctima364, ya que 
esto equivale a probar la inexistencia de una 
injustificada presión laboral. 
 
No obstante, conviene resaltar que, como la 
caracterización de las conductas hostigadoras 
requiere la manifestación de comportamientos 
sistemáticos, la actividad probatoria del empresario 
es compleja y se desarrolla en dos fases distintas. 
 
En la primera fase, el empresario tendrá que 
demostrar de forma aislada la razonabilidad y 
proporcionalidad de cada una de las medidas 
                                                          
364 En la SJS Madrid, Comunidad de Madrid de 18 de junio de 2001 
(AS 1667), tras el trabajador alegar la existencia de 
modificaciones en sus condiciones laborales y que consistieron 
en el cambio de la máquina con la que desempeñada sus tareas y 
en la modificación de la jornada laboral como represalia frente 
al ejercicio de acciones judiciales, la empresa demuestra que 
el cambio de la máquina con la que el demandante trabajada no 
restringió el número de sus intervenciones profesionales, así 
como prueba que la modificación de la jornada laboral ha 
afectado a todos los trabajadores de la empresa y no sólo al 
demandante, restando, por lo tanto, probado la existencia de 
una justificación objetiva y razonable para las medidas 
empresariales adoptadas. 
En la STSJ Cataluña de 23 de julio de 2003 (AS 3047) la empresa 
también consigue probar la existencia de una justificación 
objetiva y razonable cuando demuestra que ha ubicado el 
demandante en una planta distinta de lo demás trabajadores, 
porque, teniendo en cuenta la categoría del demandante y su 
salario, resultaría vejatorio ubicarlo en una sala general 
junto con los demás trabajadores y no en un despacho 
independiente. Además, la empresa demuestra también que ha 
respetado las condiciones laborales del trabajador y sus 
derechos, incluso, concediéndole los días de licencia 
solicitados para asistir a otros menesteres, así como le ha 
satisfecho el premio por 25 años de servicio en la empresa y 
concedido las mejoras en la situación de incapacidad temporal, 
de lo que resulta que no se ha observado ningún perjuicio para 
los derechos y condiciones laborales del demandante. 
Vid. también en el mismo sentido: STSJ Galicia de 3 de febrero 
de 2004 (AS 1684); STSJ Galicia de 27 de febrero de 2004 (AS 
1119). 
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adoptadas365. En la segunda fase, tendrá que probar 
que tales medidas obedecen a un juicio de 
razonabilidad y proporcionalidad cuando analizadas 
desde una perspectiva global366. 
 
La razón de esto es que, si sólo se evalúa la 
razonabilidad y proporcionalidad de las medidas 
empresariales persecutorias de forma aislada, se 
desconsidera que la existencia del acoso laboral 
supone una sistematicidad de los comportamientos 
hostigadores, que sólo puede ser adecuadamente 
analizada desde una perspectiva global367. 
 
Ahora bien, cuando el acoso en el trabajo no 
sea protagonizado por el propio empresario no siempre 
será posible encontrar una justificación razonable y 
proporcional para las medidas persecutorias alegadas 
por la víctima, lo que sucederá en dos hipótesis. 
 
La primera, se dará cuando uno, algunos o 
todos los comportamientos persecutorios del acosador, 
persona distinta del empresario, ni amenazan ni 
atacan a condiciones y derechos laborales de la 
víctima, sino a su condición y derechos personales. 
La segunda hipótesis se observará cuando, pese a que 
todas las medidas persecutorias afecten condiciones y 
derechos laborales del ofendido, no sea posible 
                                                          
365 SJS Madrid, Comunidad de Madrid, de 18 de junio de 2001 (AS 
1667); STSJ Cataluña de 23 de julio de 2003 (AS 3047); STSJ 
Galicia de 3 de febrero de 2004 (AS 1684); STSJ Galicia de 27 
de febrero de 2004 (AS 1119). 
366 STSJ Comunidad Valenciana de 25 de septiembre de 2001 (AS 
1674). 
367 MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1170; MELLA 
MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 25. 
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encontrar una justificación razonable y proporcional 
para todas las medidas conjuntamente consideradas. En 
estos casos, la actividad probatoria del empresario, 
deudor del deber previsto en el art. 4.2.e) ET y 14.1 
y 2 LPRL, deberá destinarse a demostrar que actuó 
diligentemente en la prevención del hostigamiento en 
el trabajo.  
 
Si el empresario no consigue demostrar una 
actuación diligente en la prevención del 
hostigamiento, la demostración de inexistencia de 
violación del derecho fundamental queda supeditada a 
la prueba de que no se ha concretado daño efectivo o 
potencial para la víctima o a la demostración de 
ausencia de nexo causal entre los hechos de 
persecución laboral alegados por el trabajador y los 
padecimientos psicológicos. O, en las hipótesis de 
lesión potencial, a la demostración de inexistencia 
de relación de causalidad entre los actos alegados y 
la creación de un ambiente laboral hostil o 
degradante para el trabajador368. 
 
Esto es así, por cuanto la reparación de los 
daños no deriva del mero comportamiento ilícito del 
empresario que se materializa con la ausencia de una 
adecuada prevención de los hechos de persecución 
laboral, sino que se hace necesaria la demostración 
de que del ilícito resultaron daños para la 
                                                          
368 RODRÍGUEZ-PÌÑERO, M. y FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. Igualdad..., 
op. cit., pp. 292 y ss; VALDÉS DAL-RÉ, F. El proceso..., op. 
cit., p. 688; ALBIOL MONTESINOS, I. y BLASCO PELLICER, A. 
Proceso..., op. cit., p. 87;  LUJÁN ALCARAZ, J. La inversión de 
la carga de la prueba..., op. cit., p. 122. 
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víctima369, que en los supuestos de acoso laboral 
exige, como mínimo, la demostración de que los hechos 
de presión laboral generaron un ambiente de trabajo 
hostil o degradante para el trabajador. 
 
Con todo, cuando el demandante aporte 
indicios demostrando la existencia de hechos de 
presión laboral y de daños efectivos o potenciales, 
la actividad probatoria del empresario deberá ir 
dirigida a demostrar la inexistencia de relación de 
causalidad entre los hechos alegados y el daño, 
puesto que el empresario no está obligado a reparar 
daños que no advinieron de la omisión de las medidas 
preventivas.   
 
La actividad probatoria del demandado en los 
supuestos de acoso sexual en trabajo puede estar 
dirigida tanto a demostrar la inexistencia de las 
conductas acosadoras como la ajenidad a todo móvil 
violador de derecho fundamental. 
 
El primer supuesto, se verifica cuando los 
actos de acoso sexual no amenazan una concreta 
condición laboral de la víctima, pero generan un 
ambiente intimidatorio, hostil u humillante. En estos 
casos, la actividad probatoria del demandado deberá 
dirigirse a demostrar la inexistencia de las 
conductas acosadoras, es decir, del requerimiento 
sexual o el consentimiento expreso de la víctima de 
                                                          
369 En este sentido, ALFONSO MELLADO aduce que la reparación de 
los daños no deriva del mero comportamiento ilícito, sino de 
que además existan daños (ALFONSO MELLADO, C. L. 
Responsabilidad empresarial..., op. cit., p. 120). 
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acoso sexual370, porque tales conductas en el ámbito 
laboral carecen de una justificación objetiva y 
razonable371 al no darse una justificación técnica, 
puesto que no vienen impuestas por las exigencias de 
la prestación laboral372. 
 
El segundo supuesto se da cuando se adoptan 
represalias contra el trabajador que no accedió al 
chantaje sexual. En este caso, el empresario tiene 
que demostrar que la decisión adoptada es ajena a 
todo móvil violador de derecho fundamental y que se 
trata de una medida empresarial fundamentada en el 
legítimo interés empresarial, lo que equivale a 
probar que la decisión adoptada tiene entidad 
suficiente, esto es, que además de encontrar una 
causa o motivo real ajeno al chantaje sexual, es 
adecuada a la finalidad empresarial perseguida. 
 
En definitiva, y partiendo del concepto de 
acoso laboral y de los requisitos necesarios para su 
configuración, se puede decir que la doctrina de la 
prueba indiciaria requiere que el demandante 
demuestre la existencia de hechos capaces de generar 
una duda razonable en el órgano jurisdiccional acerca 
de la existencia del hostigamiento373 y de que tales 
                                                          
370 STC 224/1999, de 13 de diciembre ( BOE de 20 de enero de 
2000). 
371 ALTÉS TARREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., p. 258. 
Vid. también: STC 114/1989, de 22 de junio de 1989 (BOE de 24 
de julio); STC 21/1992, de 14 de febrero de 1992 (BOE 17 de 
marzo); STC 7/1993, de 18 de enero de 1993 (BOE de 12 de 
febrero).  
372 ICHINO, P. Diritto alla reservatezza..., op. cit., p. 52. 
373 LEYMANN enumera una variada gama de comportamientos 
empresariales que son capaces de generar acoso laboral. Son 
ellos: el jefe o acosador  no permite la posibilidad de 
comunicarse a la víctima; se le interrumpe continuamente cuando 
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hechos suponen un daño potencial o efectivo para la 
víctima. Mientras que el demandado tendrá que probar 
la inexistencia de tales hechos, lo que se verifica 
cuando consigue demostrar que las medidas 
empresariales obedecen a un juicio de razonabilidad y 
proporcionalidad, tanto bajo un análisis aislado de 
                                                                                                                                                         
habla; se le impide expresarse; es objeto de avasallamiento, 
gritos o insultos en voz alta; se producen ataques verbales 
criticando trabajos realizados; se producen críticas hacía su 
vida privada; se aterroriza a la víctima con llamadas 
telefónicas; se le amenaza verbalmente; se le amenaza por 
escrito; se le rechaza el contacto con la víctima (evitando el 
contacto visual, mediante gestos de rechazo, desdén o 
menosprecio, etc...); se ignora su presencia, por ejemplo 
dirigiéndose exclusivamente a terceros (como si no le vieran o 
no existiera).; no se habla nunca con la víctima; no se le deja 
que se dirija a uno; se le asigna a un puesto de trabajo que le 
aísla de sus compañeros; se prohíbe a sus compañeros hablar con 
la víctima, y se niega la presencia física de la víctima; se 
maldice, se “echa pestes”, o se calumnia a la víctima, se hacen 
correr cotilleos, y rumores orquestados por el acosador o el 
gang de acoso sobre la víctima; se hace mofa, burla, o se 
ridiculiza a la víctima; se atribuye a la víctima ser una 
enferma mental o tener problemas psicológicos; se le intenta 
forzar a realizar un examen o diagnóstico psiquiátrico; se 
fabula o inventa una supuesta enfermedad de la víctima; se 
imita sus gestos, su postura, su voz, su comportamiento o su 
talante con vistas a poder ridiculizarlos; se lo pone motes, 
llamándole por ellos; se ataca sus creencias políticas o 
religiosas; se hace burla de su vida privada; se hace burla de 
sus orígenes o de su nacionalidad; se le obliga a realizar un 
trabajo o tareas humillantes; se monitoriza, anota, registra, y 
consigna inequitativamente el trabajo de la víctima en términos 
malintencionados; se cuestionan o contestan las decisiones 
tomadas por la víctima; se le injuria en términos obscenos o 
degradantes; se acosa sexualmente a la víctima con gestos o 
proposiciones; no se asigna a la víctima trabajo alguno; se le 
priva de cualquier ocupación, y se vela para que no pueda 
encontrar tarea alguna por sí misma; se le asignan tareas 
totalmente inútiles y/o absurdas; se le asignan tareas muy 
inferiores a su capacidad o competencias profesionales; se le 
asignan sin cesar tareas nuevas; se le obliga a ejecutar 
trabajos humillantes; se le asigna tareas que exigen una 
experiencia superior a las competencias que posee con vistas a 
desacreditarla; se le obliga a realizar trabajos peligrosos o 
especialmente nocivos para la salud; se le amenaza físicamente; 
se agrede físicamente a la víctima, pero sin gravedad, a título 
de advertencia; se le arremete físicamente, pero sin 
contención; se le ocasionan voluntariamente gastos con 
intención de perjudicarla; se ocasionan desperfectos en su 
puesto de trabajo o en su domicilio y se arremete sexualmente a 
la víctima (LEYMANN, H. Mobbing..., op. cit., 42-43). 
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cada una de las medidas como desde una perspectiva 
global. 
 
 
B.6) El proceso ordinario para la 
reclamación de indemnización de daños y 
perjuicios derivados del acoso laboral 
 
 
El procedimiento de tutela de los derechos de 
la liberta sindical y demás derechos fundamentales 
previsto en los arts. 175 y siguientes de la LPL, al 
tener un ámbito de cognición limitado, es optativo, 
de tal suerte que el trabajador afectado por el acoso 
laboral podrá elegir el procedimiento ordinario, 
prescrito en el art. 76 y siguientes de la LPL, para 
tutelar el derecho fundamental violado por las 
conductas hostigadoras.  
 
Se utiliza este cauce procesal cuando la 
víctima de acoso laboral, además de requerir el cese 
de la conducta acosadora y demandar el pago de una 
indemnización para reparar la lesión al derecho a la 
integridad moral, pretende alegar también infracción 
de la legalidad ordinaria374. 
 
La utilización del proceso ordinario para 
reclamar una indemnización por los daños y perjuicios 
                                                          
374 CABAÑAS, J. C. La tutela..., op. cit., p. 76; ALBIOL 
MONTESINOS y BLASCO PELICER, A. Proceso..., op. cit., p. 56; 
NEVADO FERNÁNDEZ, M. J. El ejercicio..., op. cit., p. 72. 
Las hipótesis en las que el trabajador puede utilizar el 
proceso ordinario previsto en el art. 76 y siguientes de la LPL 
para reclamar indemnización por los daños y perjuicios han sido 
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causados por el hostigamiento en el trabajo puede 
tener cabida también cuando las conductas 
hostigadoras hayan cesado, bien sea porque la empresa 
ha adoptado las medidas oportunas para poner fin a 
las mismas, o bien porque el trabajador haya sido 
alejado temporal o definitivamente de su puesto de 
trabajo como consecuencia de haber iniciado un 
proceso de incapacidad temporal o haber sido 
declarado en cualquier grado de incapacidad 
permanente como consecuencia del hostigamiento en el 
trabajo.  
 
En estos casos, la utilización del 
procedimiento ordinario se justifica, por cuanto, al 
haber cesado los comportamientos acosadores, el 
contenido de la sentencia dictada se limitará a 
determinar la indemnización debida a la víctima en 
concepto de daños y perjuicios. 
 
Otra situación enumerada por la doctrina375 en 
la que cabe utilizar el proceso ordinario para 
reclamar una indemnización por los daños y perjuicios 
se da cuando la víctima de hostigamiento requiere el 
pago de una indemnización para reparar los daños 
causados por el acoso laboral a su salud y que se 
manifiestan con posterioridad a la extinción del 
vínculo laboral, siempre que dicho daño aparezca como 
consecuencia del trato vejatorio dispensado con 
anterioridad al trabajador en la empresa o cuando 
                                                                                                                                                         
enumeradas por ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., 
p. 85.  
375 ROMERO RODENAS, M. J. Protección…, op. cit., p. 85. 
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menos tal trato sea el desencadenante del daño 
psicológico padecido por la víctima376.  
 
Esto es así porque, si al tiempo de la 
extinción del contrato de trabajo el trabajador 
acosado ya padecía daños psíquicos y/o físicos, la 
indemnización por los daños y perjuicios causados a 
la salud deberá ser incluida en la indemnización 
                                                          
376 STSJ Castilla-La Mancha de 26 de junio de 2002 (AS 669). 
En esta sentencia los hechos que se quedan probados son: a) que 
el trabajador instó en su momento la extinción de su contrato 
de trabajo, que lo vinculaba con la empresa, por padecer tratos 
vejatorios continuados, y b) que con posterioridad, el 
recurrente fue declarado en situación de invalidez permanente 
absoluta para toda clase de trabajo, como consecuencia de 
padecer trastorno depresivo melancólico cuya causa había sido 
los tratos vejatorios a que ha sido sometido. 
Lo que se observa es que la STSJ Castilla-La Mancha no 
contraria la interpretación de la STS (Sala de lo Social) de 3 
de febrero de 1997 (Ar. 3047), porque en el supuesto de hecho 
enjuiciado en esta sentencia un trabajador, que ha extinguido 
su contrato de trabajo con amparo en lo dispuesto en el art. 
50.1 ET, alegando como causa modificaciones sustanciales en las 
condiciones de trabajo que han afectado su dignidad personal, 
requiere con posterioridad a la resolución del vínculo laboral 
una nueva indemnización con fundamento en el art. 1.101 CC. 
Partiendo de estos hechos, el TS llega a la conclusión de que 
un mismo hecho (la extinción contractual con arreglo en lo 
dispuesto en el art. 50.1.a) ET) no puede da lugar a una doble 
indemnización. 
Por otra parte, en el supuesto enjuiciado ante el TSJ Castilla-
La Mancha haya una duplicidad de hechos. El primero, el 
continuado trato vejatorio a que fue sometido el trabajador y 
que da lugar a la extinción contractual. El segundo, que se 
manifiesta con posterioridad a la resolución indemnizada del 
contrato de trabajo, que es el trastorno depresivo melancólico, 
que genera una situación de incapacidad permanente absoluta y 
cuya causa es el trato vejatorio recibido con anterioridad en 
la empresa. Partiendo de tales hechos, el TSJ Castilla-La 
Mancha llega a la conclusión de que “parece claro que, una 
persona que con anterioridad a ser objeto del trato vejatorio 
tenido como probado, no existe constancia de que haya padecido 
alteración de su equilibrio psicológico, la causa del mismo 
quepa encontrarla en la situación de maltrato moral de que fue 
objeto por la empresa, con lo que coincidió en el tiempo la 
aparición de la sintomatología de alteración de su salud 
mental, siendo la depresión una situación típica de acoso 
moral.” Por ello, el TSJ entiende que el trabajador afectado 
por el posterior daño psíquico a su salud puede utilizar el 
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adicional fijada para reparar la violación de los 
derechos fundamentales, que habrá que tener en 
cuenta, además del daño a la integridad moral que las 
conductas acosadoras por sí sólo ya suponen377, el 
efectivo daño causado a la perspectiva de la salud 
del trabajador afectado378. 
 
Conviene resaltar también que, cuando el 
hostigamiento, causa del daño posterior a la salud 
del trabajador, haya sido llevado a cabo por otras 
personas de la empresa y no por el propio empresario, 
el trabajador afectado sólo podrá utilizar el proceso 
ordinario para demandar a la empresa una 
indemnización por los daños y perjuicios causados 
posteriormente a su salud cuando queda probado en el 
procedimiento ordinario de extinción del contrato de 
trabajo a instancia del trabajador que el empresario 
no actuó diligentemente en la prevención del acoso 
laboral. 
 
La razón de esto es que cuando queda 
demostrado que el hostigamiento en el trabajo se 
caracteriza como un caso fortuito, por cuanto el 
empresario actuó con la diligencia necesaria en la 
prevención de este ilícito, el trabajador afectado 
por el daño posterior a la salud, con base en el 
                                                                                                                                                         
proceso ordinario para requerir una indemnización por el daño 
causado a su salud. 
377 GOÑI SEIN, J. L. El respeto a la esfera privada..., op. 
cit., p. 313; MARTÍN CASALS, M. Y SALVADOR CODERCH, P. 
Comentarios a la STS de 18 de abril de 1989…, op. cit., pp. 
757-758; ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., 
p. 135; ROVIRA SUERIO, M. E. La responsabilidad..., op. cit., 
p. 240; MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 1170. 
378 STS (Sala de lo Social) de 23 de marzo de 2000 (Ar. 3121); 
STS (Sala de lo Social) de 12 de junio de 2001 (Ar. 5931). 
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art.1.902 CC, deberá demandar la indemnización del 
propio acosador, ya que, al haber el empresario 
cumplido su deber contractual de prevenir las 
conductas acosadoras, tiene lugar la responsabilidad 
extracontractual de naturaleza reparadora que deberá 
ser exigida exclusivamente del propio hostigador. 
 
Sin embargo, aunque la doctrina admite esa 
posibilidad, la Sala de lo Social del TS en la STS de 
11 de marzo de 2004379 se pronuncia en el sentido de 
que, tras la extinción del vínculo laboral, el 
trabajador acosado no puede requerir una 
indemnización por los daños causados posteriormente a 
su salud. El TS, en esta sentencia, reconoce que la 
indemnización legalmente tasada en el ET excluye la 
posibilidad de fijar cualquier otra indemnización 
para reparar los daños y perjuicios causados al 
trabajador, que se presumen ex lege por el hecho de 
la resolución contractual.  
 
En mi opinión, la extinción del vínculo 
laboral no debe funcionar como impedimento para que 
el trabajador, tras la extinción del contrato de 
trabajo, exija una indemnización por los daños 
causados a su salud y que se manifestaron con 
posterioridad a la extinción del vínculo laboral, 
siempre que demuestre que dichos daños traen su causa 
en el contrato de trabajo y en un incumplimiento de 
los deberes empresariales380.  
                                                          
379 Ar. 3401. 
380 ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., pp. 
110-111. 
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En los casos en que el trabajador afectado 
por el acoso laboral utiliza el procedimiento 
ordinario para reclamar una indemnización por daños y 
perjuicios, los criterios para la valoración de los 
daños extrapatrimoniales y/o patrimoniales son los 
mismos que ya han sido apuntados anteriormente para 
la fijación de las indemnizaciones en el 
procedimiento de tutela de los derechos 
fundamentales. 
 
 
B.7) La jurisdicción competente 
 
 
En este punto, es necesario determinar el 
orden jurisdiccional competente para conocer de las 
demandas indemnizatorias enjuiciadas por las víctimas 
de acoso laboral.  
 
Los comportamientos hostigadores que tienen 
lugar en el entorno laboral deben ser tutelados 
laboralmente381, visto que el ordenamiento laboral 
confiere mayores garantías a la víctima de 
hostigamiento al tener en cuenta la peculiar 
situación de debilidad que la relación laboral 
supone, principalmente, en lo que respecta a los 
derechos fundamentales del trabajador. 
 
Además, el art. 4.2.e) ET reconoce un derecho 
del trabajador en la relación de trabajo, que, cuando 
                                                                                                                                                         
Vid. también: Voto particular de la STS (Sala de lo Social) de 
11 de marzo de 2004 (Ar. 3401). 
381 ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., p. 110. 
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incumplido, sea quien sea el sujeto activo del 
incumplimiento y siempre que él se desarrolle en el 
entorno laboral, da lugar a una amplia reparación de 
los daños causados por el ilícito laboral. 
 
No obstante, la duda reside en determinar si 
la jurisdicción social es la competente para conocer 
de las demandas indemnizatorias enjuiciadas por las 
víctimas de acoso laboral contra el hostigador en las 
hipótesis en que el hostigamiento sea protagonizado 
por persona distinta del empresario382. Esta duda 
existe por dos razones. En primer lugar, entre la 
víctima y el hostigado no hay contrato de trabajo, 
por lo que, a priori, no se puede aplicar a la 
especie la disposición del art. 2.a LPL. 
 
En segundo lugar, por cuanto el legitimado 
pasivo por excelencia frente a las demandas 
indemnizatorias por conductas acosadoras es el 
empresario, aunque dichas conductas sean 
protagonizadas por otras personas implicadas en el 
proceso productivo, ya que, aquél cuando firma el 
contrato de trabajo asume el deber de garantizar un 
ambiente laboral exento de hostigamiento383. 
 
                                                          
382 La STSJ Madrid de 30 de enero de 2004 (AS 2215) en una 
demanda de tutela de derechos fundamentales, que la víctima 
enjuicia contra la empresa y contra el trabajador acosador, 
reconoce la incompetencia de la jurisdicción social para 
conocer de la acción entablada por la víctima de acoso laboral 
contra el trabajador de la empresa que fue el protagonista de 
las conductas acosadoras. 
383 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 131; GÁRATE CASTRO, J. Modalidad procesal..., op. 
cit., p. 68; ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., pp. 226-
227. 
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La Sala de lo Social del TS en la sentencia 
de 18 de abril de 2000384 ha entendido que la 
jurisdicción social es la competente para enjuiciar 
las pretensiones indemnizatorias de los trabajadores 
frente a un tercero ajeno a la relación laboral, que 
asume la condición de depositario de los bienes 
embargados y que, como consecuencia de un incendio, 
resultaron dañados. 
 
Con base en ello, los trabajadores interponen 
demanda contra el depositario de los bienes en la que 
reclaman una indemnización tendente a enjugar la 
perdida de valor de los bienes dañados. En esta 
demanda el TS llega a la conclusión de que la 
enumeración del art. 2 LPL es abierta y que la 
jurisdicción social es la competente para conocer de 
las pretensiones de los trabajadores, siempre que se 
promuevan dentro de la rama social del derecho y que 
dicha competencia sea atribuida por una norma con 
rango de ley. 
 
Fijados estos presupuestos y respecto al 
acoso en el trabajo, es necesario señalar que, con 
independencia de quien sea acosador, las conductas 
hostigadoras violan el derecho fundamental del 
trabajador al respeto de su integridad moral, que 
encuentra fundamento legal en el art. 4.2.e) ET, y 
que el art. 2.K LPL atribuye competencia a la 
jurisdicción social para conocer de las cuestiones 
litigiosas sobre tutela de los derechos de la 
libertad sindical. 
                                                          
384 Ar. 3970. 
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Además, el art. 181 LPL, al establecer que el 
procedimiento de tutela de los derechos de la 
libertad sindical es el medio hábil para tutelar los 
demás derechos fundamentales del trabajador, extiende 
la competencia fijada en el art. 2.K LPL a todos los 
supuestos de violación de derechos fundamentales, 
siempre que dichas violaciones tengan lugar durante 
el desarrollo de la prestación laboral y como 
consecuencia de ella. 
  
Conviene recordar también que el art. 180.1 
LPL, al prescribir que la sentencia proferida en el 
procedimiento de tutela de los derechos fundamentales 
puede declarar la nulidad radical de la conducta del 
empleador, asociación patronal, Administración 
Pública, o cualquier otra persona, entidad o 
corporación pública o privada, reconoce que en el 
procedimiento previsto en el art. 175 y siguientes de 
la LPL la legitimidad pasiva es amplia385, pudiendo, 
incluso, la demanda ir dirigida contra otro 
trabajador de la empresa, siempre que sus 
comportamientos desarrollados en el entorno laboral 
atenten contra derechos fundamentales de los demás 
trabajadores de la unidad productiva386. 
                                                          
385 ALBIOL MONTESINOS, I. y BLASCO PELICER, A. Proceso..., op. 
cit., pp. 50-51; GÁRATE CASTRO, J. La tutela..., op. cit., p. 
112. 
386 ALFONSO MELLADO, C. L. Indemnizaciones..., op. cit., p. 110, 
asevera textualmente que “cabe concluir, pues, en general, que 
las acciones en las que se exijan indemnizaciones por 
responsabilidades surgidas en el desarrollo de la relación 
laboral (desde la consumación del contrato de trabajo y hasta 
el momento de su extinción), son competencia de la jurisdicción 
social, y lo mismo cabría decir de aquellas obligaciones 
laborales que se prolongan más allá de la propia vigencia del 
contrato de trabajo, pues se tratará de deberes regulados en 
normas laborales, que se producen entre empresario y trabajador 
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De esto resulta que la competencia de la 
jurisdicción social para conocer de las demandas 
indemnizatorias suscitadas por un trabajador frente a 
otro, así como frente a un superior jerárquico y 
demás personas implicadas en el proceso productivo en 
los supuestos de hostigamiento laboral, parece 
indiscutible, por cuanto en consonancia con lo 
dispuesto en el art. 1 LPL el orden jurisdiccional 
social conocerá de las pretensiones que se promuevan 
dentro de la rama social del Derecho. 
 
No se puede negar que la violación del 
derecho del trabajador a la integridad moral a través 
de las conductas acosadoras llevadas a cabo en el 
ambiente laboral por otra persona implicada en el 
proceso productivo tiene como causa el contrato de 
trabajo y, por lo tanto, constituye una pretensión de 
carácter social387. Sobre todo, cuando se tiene en 
cuenta que los trabajadores deben cumplir las 
prestaciones derivadas del contrato de trabajo 
observando la buena fe y que el acoso laboral, sea 
quien sea el acosador, viola dicho deber388. 
 
                                                                                                                                                         
y que, aún extinguido el contrato de trabajo, traen causa de 
este, por lo que quedan comprendidos en el art. 2.a) LPL, y 
conducen a que las reclamaciones indemnizatorias que a 
consecuencia de su incumplimiento se produzcan sean competencia 
de la Jurisdicción Social”. 
387 En este sentido, vid.: Sentencia de 29 de noviembre de 2004 
del TST, dictada en los autos de los Embargos en Recurso de 
Revista nº 763311, publicada en el DJ de 10 de diciembre de 
2004. 
En esta sentencia, el TST acoge la postura, según la cual el 
respeto al patrimonio moral del trabajador es una cláusula 
accesoria del contrato de trabajo y, por consiguiente, las 
demandas que enjuician pretensiones indemnizatorias por 
lesiones morales  derivadas de la relación laboral entran en el 
ámbito de la competencia de la jurisdicción social.      
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Por otra parte, el trabajador al firmar el 
contrato de trabajo e insertarse en el entorno 
productivo asume las obligaciones previstas en el 
art. 29 LPRL, correspondiéndole velar por su propia 
seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas 
otras personas a las que pueda afectar su actividad 
profesional a causa de sus actos y omisiones; así 
como el deber de contribuir al cumplimiento de las 
obligaciones establecidas por la autoridad 
competente, con el fin de proteger la seguridad y 
salud de los trabajadores en el trabajo y el deber de 
cooperar con el empresario, para que éste pueda 
garantizar unas condiciones de trabajo que sean 
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y 
salud de los trabajadores. 
 
En materia de acoso en el trabajo se genera 
para el trabajador una obligación negativa, que se 
manifiesta en no llevar a cabo en el entorno laboral 
actos u omisiones acosadoras, porque cuando el 
trabajador protagoniza conductas acosadoras incumple 
al mismo tiempo el deber de velar por la seguridad y 
salud de aquellas otras personas a las que puede 
afectar con sus actos u omisiones (art. 29.1 LPL), 
así como el deber de cooperar con el empresario para 
que éste pueda garantizar un entorno laboral que no 
entrañe riesgo para la seguridad y salud del 
trabajador (art. 29.2, párrafo 6º LPL) y, por 
consiguiente, en consonancia con lo previsto en el 
art. 29.3 LPRL, incurre en incumplimiento laboral. 
 
                                                                                                                                                         
388 STSJ País Vasco de 9 de julio de 2002 (AS 2635). 
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Por ende, el no protagonizar conductas 
hostigadoras en el ambiente de trabajo constituye un 
deber legal, impuesto al trabajador por la 
legislación sobre seguridad y salud en el trabajo, 
que se integra en el contenido de la relación 
laboral, cuyo conocimiento es materia propia de la 
jurisdicción social389.  
 
De manera que la víctima de acoso laboral 
llevado a cabo por persona distinta del empresario 
puede demandar al trabajador acosador en dicha 
jurisdicción, ya que éste, al protagonizar el 
hostigamiento, incumple un deber legal impuesto por 
la legislación sobre seguridad y salud en el trabajo 
y, por consiguiente, el propio contenido de la 
relación laboral. 
 
Sin embargo, conviene destacar que la 
jurisdicción social sólo conocerá de las demandas 
indemnizatorias enjuiciadas por la víctima de acoso 
laboral contra el acosador persona distinta del 
empresario cuando la demanda sea dirigida contra el 
empresario y el acosador como litisconsortes pasivos. 
 
La razón de esto es que, cuando se da 
litisconsorcio pasivo entre el empresario y el 
hostigador, la responsabilidad extracontractual del 
acosador asume naturaleza complementaria y 
subsidiaria respecto a la responsabilidad contractual 
del empresario, que atrae hacia sí la competencia, 
                                                          
389 ATS (Sala de Conflicto de Competencia) de 23 de diciembre de 
1993 (Ar. 10131); ATS (Sala de Conflicto de Competencia) de 10 
de junio de 1996 (Ar. 9676). 
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que queda residenciada en la jurisdicción social390, 
puesto que cuando el empresario incumple el deber 
contractual de prevenir las conductas acosadoras 
protagoniza un ilícito laboral, entendido como la 
infracción de una norma estatal, colectiva, o de una 
regla de la autonomía privada o de la costumbre391. 
 
 Por otra parte, cuando la víctima de acoso 
enjuicia las demandas separadamente compete a la 
jurisdicción civil dirimir la controversia entre el 
hostigador y la víctima, pues dicha controversia se 
fundamenta en responsabilidad extracontractual392.  
 
La Sala de lo Civil del TS en la Sentencia de 
10 de abril de 1999393 se reconoce competente para 
conocer de la demanda de daños y perjuicios en un 
supuesto en el que considera existente 
responsabilidad extracontractual por daños psíquicos 
derivados de una discriminación salarial por razón de 
sexo y declara la plena compatibilidad entre la 
responsabilidad contractual, con fundamento en el 
                                                          
390 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 131. 
391 STS (Sala de lo Social), de 23 de mayo de 1995 (Ar. 3740). 
392 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., 131; ALTÉS TÁRREGA, J. A. El acoso sexual..., op. cit., 
p. 281; AGRA VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ-FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN 
LÓPEZ, R. El acoso..., op. cit., p. 55. 
393 Ar. 1877. 
La Sala de lo Social del TS en la STS de 11 de marzo de 2004 
(Ar. 3401) entiende que el contenido de esta sentencia no 
contraria la interpretación de la STS (Sala de lo Civil) de 10 
de abril de 1999, porque el supuesto enjuiciado en esta 
sentencia no aludió a la interpretación y aplicación del art. 
50 ET en relación con el art. 1101 CC, sino trató de una 
interpretación y aplicación del art. 1902 de este último Cuerpo 
Legal. 
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art. 50 ET, y la extracontractual, con fundamento en 
el art. 1902 CC394. 
 
Así, si no se admite la indemnización 
adicional por violación del derecho fundamental a la 
integridad moral, en los supuestos de resolución 
indemnizada del contrato de trabajo en virtud de la 
existencia de hostigamiento laboral395, dicha 
indemnización complementaria podrá ser exigida en la 
jurisdicción civil con fundamento en el art. 1902 CC. 
 
Por tanto, la tutela de las conductas 
acosadoras en el orden jurisdiccional civil sólo 
tiene lugar cuando la víctima dirige la demanda 
directamente contra el acosador en las situaciones en 
las que las conductas acosadoras sean llevadas a cabo 
por personas distintas del empresario o cuando no se 
admite en la vía laboral la indemnización adicional 
por violación del derecho fundamental, en los casos 
                                                          
394 El STF brasileño ha decidido que la jurisdicción social es 
la competente para conocer de las demandas indemnizatorias para 
reparar los daños morales derivados de la relación laboral, 
aunque la controversia tenga como fundamento la legislación 
civil, pero siempre que se establezca el nexo causal entre 
relación laboral y lesión moral (Sentencia de 17 de noviembre 
de 1998, dictada en el Recurso Extraordinario nº 238737, 
publicada en el DJ de 5 de febrero de 1999, p. 00047).  
Recientemente, vid. en el mismo sentido: Sentencia de 23 de 
marzo de 2004 del STF, dictada en los autos del Agravo 
Regimental en Recurso Extraordinario nº 408381, publicada en el 
DJ de 23 de abril de 2004, p. 0036). 
Vid. también entre otras: Sentencia de 14 de septiembre de 2004 
del TST, dictada en los autos del Recurso Ordinario en Agravo 
Regimental nº 803223, publicada en el DJ 1 de octubre de 2004; 
Sentencia de 8 de noviembre de 2004 del TST, dictada en los 
autos de los Embargos en Recurso de Revista nº 492596, 
publicada en el DJ de 19 de noviembre de 2004; Sentencia de 29 
de noviembre de 2004 del TST, dictada en los autos de los 
Embargos en Recurso de Revista nº 763311, publicada en el DJ de 
10 de diciembre de 2004.  
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de resolución indemnizada del contrato de trabajo por 
hostigamiento laboral, lo que significa que la tutela 
en el orden jurisdiccional civil en los casos de 
acoso laboral sólo puede ser admitida con carácter 
supletorio a la tutela en el ámbito de la 
jurisdicción social396. 
 
 
C) La tutela laboral del acoso en el 
trabajo 
 
C.1) La resolución indemnizada del contrato 
de trabajo a instancia del trabajador 
 
 
A través de esta modalidad laboral de tutela 
el ordenamiento pone a la disposición del trabajador 
la alternativa de dejar la empresa para huir del 
acoso en el trabajo. El cauce legal que fundamenta 
dicha alternativa es el art. 50.1 ET, aunque no hay 
unanimidad respecto al tipo resolutorio en el cual se 
enmarcan las pretensiones resolutorias de la víctima 
de hostigamiento laboral397. 
 
Los pronunciamientos judiciales en cuanto al 
fundamento legal que debe ser utilizado por el 
trabajador afectado para extinguir su contrato de 
trabajo en los supuestos de hostigamiento laboral si 
                                                                                                                                                         
395 Vid. Infra apartado C.1, denominado “La resolución 
indemnizada del contrato de trabajo”. 
396 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., op. 
cit., p. 132; ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 
93. 
397 Vid. sobre la extinción del contrato de trabajo en los casos 
de hostigamiento en el trabajo: RUBIO DE MEDINA, M. D. 
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dividen en tres grupos. En el primero, están las 
decisiones judiciales que no precisan el tipo 
resolutorio en el que se incluye la conducta 
acosadora398. 
 
En el segundo grupo se encuentran los 
pronunciamientos judiciales que caracterizan los 
comportamientos acosadores como un incumplimiento 
empresarial que debe ser enmarcado bajo el fundamento 
del art. 50.1.a) ET399, mientras la tercera categoría 
engloba las decisiones judiciales que entienden que 
las conductas hostigadoras caracterizan un 
incumplimiento grave distinto del enumerado en la 
letra “a” y, por lo tanto, la extinción contractual 
debe ser requerida con arreglo a lo dispuesto en el 
art. 50.1.c) ET400. 
 
El art. 50.1.a) ET trata del supuesto de 
modificaciones sustanciales en las condiciones de 
trabajo, que redunden en perjuicio de la formación 
profesional del trabajador o en menoscabo de su 
dignidad.  
 
Las modificaciones en las condiciones de 
trabajo son alteraciones de las circunstancias de la 
                                                                                                                                                         
Extinción del contrato laboral por acoso moral: mobbing. 
Barcelona, Bosch, 2002. 
398 SJS Navarra, Pamplona, de 24 de septiembre de 2001 (AS 
3192); SJS Galicia, Vigo, de 28 de febrero de 2002 (AS 634); 
STSJ Castilla-La Mancha de 28 de mayo de 2002 (AS 2807). 
399 STSJ Cataluña, de 28 de noviembre de 2001 (AS 249); STSJ 
Barcelona, Cataluña, de 16 de septiembre de 2002 (AS 2637). 
400 STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2001 (AS 249); STSJ 
Granada, Andalucía, de 9 de julio de 2002 (JUR 248504); STSJ 
Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2051); STSJ 
Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2057).  
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prestación laboral, derivadas del carácter duradero o 
continuado de la relación laboral y basadas en el ius 
variandi que corresponde al empresario como 
manifestación de su poder de dirección401, 
entendiéndose como condiciones de trabajo todas las 
condiciones que se refieran a la prestación 
laboral402. 
 
En cuanto al adjetivo sustancial, se trata de 
un predicado de la modificación y no de la condición 
de trabajo. Por ello,  se consideran sustanciales las 
alteraciones que transformen los aspectos 
fundamentales de la relación laboral, de modo que 
ellos pasen notoriamente a ser otros distintos de los 
acordados inicialmente403. 
 
El citado precepto exige que el trabajador, 
además de probar que la alteración es esencial404 y no 
incidental, pruebe también el perjuicio a su 
                                                          
401 MARTINEZ EMPERADOR, R. La modificación sustancial de 
condiciones de trabajo. En Actualidad Laboral, núm. 29, 1994, 
pp. 464-465. 
402 ALBIOL MONTESINOS, I.; CAMPS RUIZ, L. M.; LÓPEZ GANDÍA, J.; 
SALA FRANCO, T. Derecho del Trabajo: contrato individual. Tomo 
II. Valencia, Tirant lo blanch, 2002 (4ª ed.), p. 455. 
Vid. también: La STS (Sala de lo Social), de 3 de abril de 1995 
(Ar. 2905) que se refiere a la modificación sustancial del 
régimen de licencias y permisos. 
403 STS (Sala de lo Social), de 9 de abril de 2001 (Ar. 5112).  
Vid. también entre otras: STS (Sala de lo Social), de 8 de 
febrero de 1993 ( Ar. 749); STS (Sala de lo Social), de 15 de 
marzo de 1990 (Ar. 3087). 
Vid. también entre otros: ÁLVAREZ SACRISTAN, I. La 
clasificación profesional y la movilidad funcional. En 
Actualidad Laboral, núm. 26, 1995, p. 444. 
404 LUJÁN ALCARAZ, J. Elementos para una caracterización 
jurisprudencial de la modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo. En Aranzadi Social, Tomo V, 2000, p. 
210. 
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formación profesional o el menoscabo de su 
dignidad405. 
 
En este sentido, el TS ha entendido que, 
aunque haya cambio importante de la propia actividad 
laboral, la extinción exige la prueba del perjuicio 
de la formación profesional del trabajador o de su 
dignidad, sin que quepan las presunciones406. Esto es, 
se exige la demostración del nexo causal entre la 
modificación sustancial y el perjuicio formativo o de 
la dignidad del trabajador. 
 
Es necesario recordar que la disposición 
normativa establece una alternancia, lo que indica 
que el trabajador deberá probar o el perjuicio de la 
formación profesional o el menoscabo de su dignidad 
como consecuencia de la alteración esencial de las 
condiciones de trabajo. 
 
El acoso en el trabajo se manifiesta a través 
de un conjunto de actuaciones sistemáticas y 
reiteradas, cuya finalidad es la eliminación laboral 
de la víctima, pudiendo incluirse entre dichas 
actuaciones una modificación sustancial de 
condiciones de trabajo que redunden en perjuicio de 
la formación profesional del trabajador o en 
menoscabo de su dignidad. 
 
                                                          
405 STS de 18 de marzo de 1996 (Ar. 2082); STS de 18 de julio de 
1996 (Ar. 6015) 
406 STS (Sala de lo Social), de 18 de diciembre de 1989 (Ar. 
9042). 
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El perjuicio a la formación profesional del 
trabajador se verifica cuando la conducta acosadora 
se manifiesta bajo la forma de asignación de 
funciones a categoría profesional inferior a la 
ostentada por el trabajador (movilidad funcional 
descendente) de forma duradera o definitiva407 y de 
cambios de funciones que comporten en la práctica una 
falta de ocupación efectiva y que impliquen una 
pérdida de la especialización profesional del 
trabajador408.  
 
Mientras que el menoscabo de la dignidad se 
considera existente cuando las alteraciones 
esenciales de las condiciones de trabajo se den por 
la imposición al trabajador de un claro propósito o 
trato vejatorio409. Dichas circunstancias pueden 
observarse a título ilustrativo, en los siguientes 
ejemplos: cuando el empresario impide al trabajador 
salir de su centro de trabajo, cuando le impone 
sanción de suspensión de empleo y de sueldo 
indebidas, cuando le impide el uso del lavabo que 
siempre utilizó o cuando reclama, de manera forzosa 
para el trabajador, la realización de horas 
extraordinarias410. 
 
A pesar de que las conductas acosadoras 
siempre merman la capacidad de autodeterminación 
profesional y, algunas veces, personal del trabajador 
afectado, lo que, indudablemente, provoca un 
                                                          
407 SJS Navarra, Pamplona, de 24 de septiembre 2001 (AS 3192). 
408 STSJ Cataluña de 23 de julio de 2003 (AS 3047); STSJ 
Cataluña de 7 de abril de 2004 (JUR 153345). 
409 STS (Sala de lo Social), de 18 de julio de 1996 ( Ar. 2537). 
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menoscabo de su dignidad, no se puede negar que el 
acoso en el trabajo se manifiesta a través de varias 
medidas que no siempre constituyen modificaciones 
sustanciales de las condiciones de trabajo. Además, 
es necesario tener en consideración que en el art. 
50.1.a) ET el menoscabo a la dignidad es requisito 
para la extinción contractual y, por consiguiente, 
para la indemnización prevista en el art. 50.2 ET.  
 
Además, en las situaciones de acoso en el 
trabajo las modificaciones sustanciales que generen 
perjuicio a la formación profesional o menoscaben la 
dignidad de la víctima no pueden ser consideradas 
aisladamente, sino como parte de una estrategia para 
eliminar laboralmente al trabajador, siendo más 
apropiado requerir la extinción del contrato de 
trabajo con fundamento en el art. 50.1.c) ET411, que 
sólo exige un incumplimiento empresarial grave.  
 
                                                                                                                                                         
410 STS (Sala de lo Social), de 29 de marzo de 1988 ( Ar. 72). 
411 En las hipótesis de acoso sexual en el ambiente de trabajo 
conviene recordar que dicho ilícito laboral viola la dignidad 
de la víctima, porque afecta el derecho a la intimidad del 
trabajador. No obstante, el trabajador víctima de hostigamiento 
sexual laboral sólo podrá utilizar la tutela extintiva con base 
en el art. 50.1.a) ET cuando pruebe que la violación a su 
dignidad haya sido generada por la modificación sustancial de 
las condiciones laborales, porque las conductas de acoso sexual 
por si mismas no son capaces de permitir la extinción del 
contrato de trabajo con fundamento en el art. 50.1.a) ET. 
Se requiere una violación de la dignidad que haya sido 
consecuencia de una alteración esencial de una condición 
laboral, lo que significa que para que el trabajador pueda 
invocar este precepto legal debe de haber padecido un acto de 
represalia del empresario, consistente en una modificación 
sustancial de una condición laboral, por el hecho de no haber 
accedido a sus requerimientos sexuales (PÉREZ DEL RÍO, T. El 
acoso sexual..., op. cit., p. 185; ESCUDREO RODRÍGUEZ, R. El 
acoso sexual…, op. cit., p. 473). 
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Resulta más adecuado el cauce del art. 
50.1.c) ET porque la intensidad y prolongación 
temporal que caracterizan el hostigamiento conculcan, 
además del deber previsto en el art. 4.2.e) ET, el 
derecho fundamental a la integridad moral que la 
víctima ostenta como persona412, lo que abre paso para 
la fijación de una indemnización de naturaleza 
adicional a la establecida legalmente en el art. 
50.2. ET.  
 
Por ello, si se utiliza el cauce legal del 
art. 50.1.a) ET el trabajador afectado por las 
conductas hostigadoras, entre las cuales se incluye 
una modificación sustancial de condiciones de 
trabajo, para tener derecho a la indemnización 
adicional tendrá que probar que dicha modificación, 
además de suponer un perjuicio para su formación 
profesional o menoscabo de su dignidad413, genera una 
violación a un derecho fundamental414. 
                                                          
412 GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 166-
168. 
413 STS (Sala de lo Social) de 6 de abril de 1990 (Ar. 3124); 
STS (Sala de lo Social) de 8 de febrero de 1993 (Ar. 749).  
414 En este sentido es importante destacar la interpretación 
mantenida por el Tribunal Supremo en la STS (Sala de lo Social) 
de 3 de abril de 1997 (Ar. 3047). 
En esta sentencia el TS entiende que no es debida una 
indemnización adicional tras la extinción del vínculo laboral 
en los supuestos de resolución indemnizada del contrato de 
trabajo con base en el art. 50.1.a) ET, porque el 
incumplimiento contractual, o sea, las modificaciones 
sustanciales de las condiciones de trabajo que han causado un 
daño para la dignidad de la víctima, no pueden generar un doble 
indemnización: una en la esfera general del derecho civil y 
otra en la particular y especial del derecho del trabajo, 
cabiendo, por lo tanto, sólo la indemnización laboral 
legalmente tasada.  
Por ello, aplicando tal doctrina a los supuestos de 
hostigamiento en el trabajo en los que el trabajador requiere 
la extinción contractual con base en el art. 50.1.a) ET, la 
indemnización adicional a que tiene derecho el trabajador por 
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Mientras que si se utiliza la vía del art. 
50.1.c) ET basta con que la víctima pruebe la 
existencia del acoso laboral, que caracteriza un 
incumplimiento grave de la obligación empresarial de 
mantener la integridad moral del trabajador, ya que 
tal infracción por sí sola supone una lesión a un 
derecho fundamental del trabajador afectado, el 
derecho a la integridad moral y, por lo tanto, genera 
una lesión moral, que deberá ser indemnizada 
adicionalmente415.  
 
Esto es así, porque cuando el trabajador 
requiere la extinción del contrato de trabajo con 
amparo en el art. 50.1.a) ET tiene derecho a la 
indemnización prevista en el art. 50.2 ET, cuya 
finalidad es resarcir el trabajador de los perjuicios 
causados por el impacto negativo, que la alteración 
sustancial produce sobre la profesionalidad o 
dignidad. O sea, en el caso del art. 50.1.a) ET la 
lesión a la dignidad del trabajador es condición 
indispensable para la fijación de la indemnización 
prevista en el art. 50.2 ET. 
 
Por dicha razón, si el trabajador afectado 
por las modificaciones sustanciales pretende acceder 
a una indemnización adicional por violación de 
                                                                                                                                                         
violación de su derecho fundamental a la integridad moral sólo 
puede ser requerida cuando el trabajador afectado por el acoso 
laboral, además de probar la existencia de la modificación 
sustancial de la condición de trabajo y que de ella deriva un 
daño para su formación profesional o dignidad, demuestre 
también la existencia de otros tratos vejatorios u humillantes 
que dan lugar a una situación de conflictividad laboral 
enmarcada en un cuadro de hostigamiento en el trabajo. 
415 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 71; MELLA MÉNDEZ, 
L. El acoso..., op. cit., p. 27. 
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derechos fundamentales, tendrá que, además de 
demostrar la lesión a la dignidad, probar que el 
ilícito laboral causa un perjuicio adicional a un 
derecho fundamental específico. 
 
Así las cosas, es más apropiado que la 
víctima de acoso laboral demande la extinción del 
contrato de trabajo con base en el art. 50.1.c) ET, 
que incluye todos los demás incumplimientos 
empresariales.  
 
La existencia de acoso constituye una 
infracción laboral que perjudica al mismo tiempo las 
condiciones laborales del trabajador afectado, lo que 
justifica la indemnización prevista en el art. 50.2 
ET, así como los derechos fundamentales del 
trabajador, abriéndose paso a la fijación de una 
indemnización adicional por los perjuicios causados a 
los derechos fundamentales de la persona afectada.   
 
La posibilidad de fijar una indemnización 
adicional por violación de los derechos fundamentales 
cuando el trabajador afectado requiere la extinción 
del contrato de trabajo en virtud de la existencia de 
acoso laboral resulta de la aplicación analógica de 
la jurisprudencia dictada por el TS en los casos de 
despido en los que existe lesión de derechos 
fundamentales del trabajador. 
 
El TS ha entendido que en las hipótesis de 
despido violador de derechos fundamentales el 
trabajador puede acumular la acción de despido y la 
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de abono de indemnización complementaria. La razón de 
esto es que la regla prevista en el art. 182 LPL, que 
remite algunas cuestiones a la modalidad procesal 
correspondiente, impide la aplicación del dispuesto 
en el art. 27.2 del citado texto legal, lo que abre 
paso para la fijación de indemnizaciones adicionales 
en los supuestos de lesión a los derechos 
fundamentales, aunque la tutela de dichos derechos se 
realice a través de una modalidad procesal que no sea 
la prevista en el art. 175 y ss de la LPL416 en la 
cual deberá integrarse todas las garantías  previstas 
para la tutela de los derechos de la libertad 
sindical y demás derechos fundamentales. 
 
Por ello, cuando el trabajador afectado por 
el acoso laboral opte por recurrir a la tutela 
extintiva prevista en el art. 50 ET se observa una 
duplicidad de daños que deben ser doblemente 
indemnizados, aunque deriven de un mismo ilícito 
laboral. 
 
Por un lado, hay un perjuicio producido por 
la pérdida del puesto de trabajo, que será resarcido 
por la indemnización tasada en el precepto 
estatutario (art. 50.2 ET). Por otro, los daños 
                                                          
416 STS (Sala de lo Social) de 23 de marzo de 2000 (Ar. 3121); 
STS (Sala de lo Social) de 12 de junio de 2001 (Ar. 5931). 
Vid. específicamente la STSJ Murcia de 2 de septiembre de 2003 
(AS 3208) que aplica a los supuestos de hostigamiento en el 
trabajo la doctrina del Tribunal Supremo, manifestándose 
favorablemente a la compatibilidad entre la indemnización 
correspondiente a la extinción contractual legalmente tasada y 
la derivada del daño moral. 
Por otra parte, vid. la STSJ Andalucía, Sevilla, de 19 de abril 
de 2004 (AS 2051) que entiende que la indemnización adicional 
por violación de derechos fundamentales no es debida. 
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patrimoniales y/o extrapatrimoniales producidos a los 
diversos bienes de la personalidad del acosado 
comprendidos en la esfera de protección del derecho 
fundamental a la integridad moral, cuya reparación 
habrá que ser hecha a través de una indemnización 
adicional y específica417. 
                                                          
417ARAMENDI, P. Acoso moral…, op. cit., p. 71;  GONZÁLEZ DE 
PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 175-176; MELLA 
MÉNDEZ, L. El acoso…, op, cit., p. 27; FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F. 
El acoso..., op. cit., p. 72; MOLINA NAVARRETE, C. Las 
nuevas..., op. cit., pp. 6-7; GARCIA CALLEJO, J. M. Protección 
jurídica…, op. cit., pp. 124-125; ROMERO RODENAS, M. J. 
Protección…, op. cit., pp. 91-92. 
GARCIA CALLEJO, a pesar de admitir que hay una duplicidad de 
daños, asevera que la indemnización para reparar los daños 
adicionales producidos por el incumplimiento del deber previsto 
en el art. 4.2.e) ET debe ser demandada en un proceso aparte y 
distinto del proceso en el que el trabajador insta la extinción 
del contrato al amparo del art. 50 ET (GARCIA CALLEJO, J. M. 
Protección jurídica…, op. cit., pp. 124-125). 
Vid. voto particular del magistrado D. Aurelio Desdentado 
Bonete en la STS (Sala de lo Social) de 11 de marzo de 2004 
(Ar. 3401). 
El voto particular del magistrado D. Aurelio Desdentado Bonete 
es en el sentido de que “no hay tal incompatibilidad  y la 
doctrina de la sentencia de 3 de abril de 1997 debe ser 
revisada, porque la indemnización prevista en el art. 50.2 
Estatuto de los Trabajadores repara exclusivamente el daño 
producido por la pérdida de empleo, derivada de la extinción 
del contrato de trabajo provocada por la conducta ilícita del 
empleador, mientras que la indemnización que aquí se reclama no 
tiene por objeto reparar la pérdida del empleo, sino los daños 
psíquicos y morales que la conducta empresarial ha provocado en 
el actor aquejado de un proceso depresivo que ha determinado el 
reconocimiento de una incapacidad permanente. Son daños 
distintos que han de ser objeto de reparación independiente, 
pues de los contrario se está exonerando al causante de la 
obligación de reparar las consecuencias de un acto ilícito que 
no han sido compensadas  por una indemnización que sólo cubre 
el daño derivado de la extinción del contrato, como se advierte 
si se tiene en cuenta que aquella reparación hubiera sido 
posible si el contrato no se hubiera extinguido. 
En este sentido es conveniente precisar que el art. 1124 CC 
prevé, al regular la resolución de los contratos con 
obligaciones recíprocas, que `el perjudicado podrá escoger 
entre exigir el cumplimiento o la resolución  de la obligación 
, con el resarcimiento de daños y abono de intereses en ambos 
casos`. La indemnización opera, por tanto, en los dos 
supuestos. Lo que ocurre es que, en el marco del contrato de 
trabajo, es preciso distinguir dos tipos de daños: los 
derivados directamente del propio incumplimiento y los que el 
legislador liga al efecto resolutorio cuando se opta por él. 
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Acoger la postura según la cual los daños 
extramatrimoniales y/o patrimoniales no pueden ser 
indemnizados adicionalmente cuando el trabajador 
víctima de acoso laboral requiere la extinción del 
contrato de trabajo equivaldría a equiparar una 
simple extinción por retraso sistemático en el pago 
de salario con otra derivada de una vejación grave y 
sistemática de la dignidad del trabajador a través de 
múltiples formas.  
 
Por supuesto, en ambos casos se observa un 
incumplimiento grave que justifica la extinción del 
contrato a instancia del trabajador con derecho a la 
indemnización prevista en el art. 50.2 ET. Con todo, 
en el segundo caso, además del incumplimiento 
contractual que lesiona el derecho del trabajador a 
permanecer en su puesto de trabajo, existe una 
conducta dañosa que vulnera derechos personales de la 
víctima y, por lo tanto, deben ser indemnizados por 
fuerza de lo dispuesto en el art. 1.101 CC418. 
 
No obstante, aunque esta sea la opinión que 
comparto, la Sala de lo Social del TS en la Sentencia 
de 11 de marzo de 2004419, en unificación de doctrina, 
se pronuncia en el sentido de que la extinción del 
contrato de trabajo no da lugar a indemnizaciones 
adicionales por lesiones que se manifiestan con 
posterioridad a la extinción del vínculo laboral. 
                                                                                                                                                         
Sólo estos últimos daños están tasados por el artículo 56 del 
Estatuto de los Trabajadores; los restantes, tienen plena 
autonomía y han de indemnizarse de acuerdo con las normas 
generales”. 
418 Ibidem.  
419 Ar. 3041. 
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La referida sentencia deja claro que la 
postura que mantiene, no contraría la de la STS (Sala 
de lo Social) de 12 de junio de 2001420, en la que se 
reconoce que en los casos de despido violador de 
derecho fundamental, la víctima podrá acumular la 
acción de despido con otra en la que se pida una 
indemnización para reparar la violación al derecho 
fundamental, a fin de que dicho derecho no se quede 
sin una tutela preferente y sumaria.  
 
Esto es importante en materia de acoso en el 
trabajo, porque, considerando que la tutela del 
derecho fundamental del trabajador, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 180.1 LPL, debe reparar 
de forma amplia y efectiva el daño causado, incluso, 
con la fijación de una indemnización, en mi opinión, 
la STS (Sala de lo Social) de 11 de marzo de 2004421 
no impide la fijación de una indemnización adicional 
por violación de derechos fundamentales, en los casos 
en los que el trabajador pretenda extinguir el 
vínculo laboral que le une a la empresa. 
 
No obstante, y aunque que no comparta esta 
postura, lo que hace esta sentencia es impedir que 
tal indemnización sea fijada cuando el contrato de 
trabajo ya se extinguió y el daño a la salud se 
manifestó con posterioridad a la extinción del mismo, 
ya que la propia sentencia, al mencionar la 
jurisprudencia dictada en los supuestos de despido 
violador de derecho fundamental, alude a la necesidad 
                                                          
421 Ar. 3401. 
420 Ar. 5931. 
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de mantener incólume el vínculo laboral para que el 
trabajador pueda acceder a la indemnización 
complementaria cuando el despido sea declarado nulo. 
 
La necesidad de mantener incólume el vínculo 
laboral no deberá funcionar como impedimento para que 
la víctima de acoso laboral acceda a una 
indemnización complementaria, cuando sus derechos 
fundamentales sean violados por un incumplimiento 
empresarial y en las situaciones en que, pretendiendo 
huir del hostigamiento, requiera la extinción del 
contrato de trabajo, fundada en el art. 50 ET. 
 
Esto es así, porque la sentencia extintiva 
tiene carácter constitutivo y, como regla general, 
sólo producirá efectos desde la fecha del 
pronunciamiento judicial firme, razón por la cual 
resulta factible la indemnización adicional por 
violación de derecho fundamental llevada a cabo 
durante la vigencia del contrato de trabajo.  
 
Por otra parte, en consonancia con el voto 
particular de la STS (Sala de lo Social) de 11 de 
marzo de 2004422, entiendo que cuando la víctima desea 
extinguir el contrato de trabajo por acoso laboral 
podrá exigir una indemnización adicional, cuya 
finalidad es resarcir y/o compensar los perjuicios 
causados al derecho fundamental violado, pues la 
indemnización del art. 50.2 ET y la fijada en los 
supuestos de violación de derechos fundamentales 
persiguen finalidades distintas. 
                                                          
422 Ibidem.  
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A saber, mientras que la primera repara 
exclusivamente el daño producido por la pérdida del 
empleo, derivada de la extinción del contrato de 
trabajo provocada por la conducta ilícita del 
empleador, la indemnización adicional en los casos de 
violación de derechos fundamentales compensa y/o 
repara los daños morales y/o materiales que la 
conducta empresarial provoca en el trabajador.  
 
En este punto, es necesario indagar si el 
trabajador puede requerir la extinción del contrato 
de trabajo con base en el art. 50.1.c) ET aun cuando 
las conductas acosadoras sean llevadas a cabo por 
otros trabajadores de la empresa. 
 
La respuesta debe ser necesariamente 
afirmativa423. La existencia de conductas acosadoras 
en el ambiente laboral representa una vulneración de 
los derechos previstos en el art. 4.2.d) y e) ET. 
Tiene lugar, así, el incumplimiento contractual 
previsto en el art. 50.1.c) ET cuando el empresario 
no actúa diligentemente en la prevención y corrección 
del acoso laboral sea quien sea el sujeto activo del 
hostigamiento. El empresario, al asumir los riesgos 
de la actividad productiva, se convierte en el 
responsable de las conductas acosadoras que no fueron 
adecuadamente evitadas424.  
 
En otras palabras, el trabajador tiene la 
facultad de extinguir el contrato de trabajo cuando 
                                                          
423 STSJ Cataluña de 22 de marzo de 2004 (JUR 128059) 
424 SJS Galicia, Vigo, de 28 de febrero de 2002 (AS 634). 
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sea víctima de hostigamiento laboral protagonizado 
por otros trabajadores de la empresa con base en el 
art. 50.1.c) ET, siempre que el empresario no haya 
actuado diligentemente en la prevención de las 
conductas acosadoras, por cuanto la acción 
resolutoria prevista en el ET tiene como causa 
justificativa un incumplimiento grave, lo que excluye 
de su ámbito los incumplimientos debidos a fuerza 
mayor y caso fortuito425, que es lo que efectivamente 
acontece en los supuestos en los que, aunque el 
empresario haya prevenido adecuadamente el 
hostigamiento, éste se materializa. 
 
Así pues, y considerando todos los motivos 
que se han apuntado, resulta más apropiado 
caracterizar el acoso laboral como un incumplimiento 
contractual enmarcado en el tipo descrito en el art. 
50.1.c) ET, que comprende no sólo los incumplimientos 
derivados de la inobservancia de las obligaciones 
pactadas en el contrato, sino también los demás 
incumplimientos empresariales que derivan de la 
inobservancia de todas aquellas obligaciones que, 
cualquiera que sea su origen, hayan sido asumidas por 
el empresario426. De esta manera no cabe duda de que 
el empresario por fuerza de lo dispuesto en el art. 
4.2.d) y e) ET asume la obligación de prevenir el 
acoso laboral, lo que conlleva, indudablemente, 
                                                          
425 ALBIOL MONTESINOS, I.; CAMPS RUIZ, L. M.; LÓPEZ GANDÍA, J.; 
SALA FRANCO, T. Derecho del trabajo…, op. cit., p. 552; MELLA 
MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 26; AGRA VIFORCOS, B.; 
FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. El acoso..., op. 
cit., p. 38. 
426 STS (Sala de lo Social) de 22 de mayo de 1995 (Ar. 3995); 
STS (Sala de lo Social) de 2 de noviembre de 1996 (Ar. 8187). 
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aparejada la obligación de garantizar un entorno 
laboral libre de conductas hostigadoras. 
 
La resolución del contrato de trabajo a 
instancia del trabajador en los supuestos de acoso 
laboral suscita algunas cuestiones procesales que 
merecen ser consideradas. 
 
La primera es la relativa al plazo para el 
ejercicio de la acción, debiendo ser aplicada la 
regla del art. 59 ET, tomando como dies a quo para su 
cómputo el de la fecha en que se produzca el 
incumplimiento de conformidad con el art. 1969 CC427.  
 
La segunda es la que se refiere al hecho de 
que el incumplimiento empresarial es insubsanable, lo 
que significa que la rectificación de la actuación 
empresarial no afecta el contenido de la acción 
resolutoria una vez ejercitada428. 
 
Otra cuestión procesal relevante es la 
relativa al procedimiento utilizado para la 
resolución del vínculo laboral en los supuestos de 
acoso en el trabajo, debiéndose requerir la extinción 
del contrato a través del procedimiento ordinario 
(art. 76 y siguientes de la LPL) en el que deben 
integrarse todas las garantías procesales propias de 
                                                          
427 STS (Sala de lo Social) de 29 de mayo de 1990 (Ar. 4520). 
428 STS (Sala de lo Social) de 22 de mayo de 1995 (Ar. 3995); 
STS (Sala de lo Social) de 25 de enero de 1999 (Ar. 898). 
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la modalidad procesal de tutela de los derechos 
fundamentales429. 
 
Respecto a la sentencia dictada en dicho 
procedimiento, cabe subrayar su carácter 
constitutivo. Ello conlleva que  el vínculo 
contractual sólo se extingue desde la fecha del 
pronunciamiento judicial firme. 
 
Esta característica plantea problemas en los 
supuestos de acoso laboral al imponer al trabajador 
la obligación de continuar desarrollando las tareas 
objeto del contrato de trabajo, una vez que el cese 
prematuro en el desempeño de su actividad laboral 
podrá ser considerado como abandono, dimisión o como 
faltas injustificadas de asistencia al trabajo, que 
podrán ser sancionadas con el despido disciplinario. 
 
Sin embargo, el TS admite excepciones a la 
regla general que impone la continuación de la 
prestación laboral en aquellos casos en que las 
conductas empresariales impidan la buena convivencia 
laboral al suponer para el trabajador una onerosa 
carga física, psíquica o económica430 o cuando la 
continuidad de la prestación laboral atente contra la 
dignidad, la integridad personal o, en general, 
violen aquellos derechos fundamentales que 
                                                          
429 STC 257/2000, de 30 de octubre de 2000 (BOE 1 de diciembre); 
STC 10/2001, de 29 de enero de 2001 (BOE 1 de marzo). 
430 STS (Sala de lo Social) de 26 de noviembre de 1986 (Ar. 
6516); STS (Sala de lo Social) de 18 de julio de 1990 (Ar. 
6245); STS (Sala de lo Social) de 23 de abril de 1996 (Ar. 
3403). 
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corresponden al hombre por el sólo hecho de su 
nacimiento431. 
 
Aplicando tal jurisprudencia a los casos de 
hostigamiento en el trabajo, resulta que el 
trabajador afectado por comportamientos hostiles en 
el ámbito de la unidad productiva podrá, tras la 
presentación de la oportuna demanda de resolución y 
antes de que recaiga sentencia firme, abandonar 
anticipadamente su actividad laboral, observándose en 
este caso un supuesto de interrupción de la 
prestación laboral y no de suspensión del contrato de 
trabajo432. 
 
Pero el abandono anticipado de la actividad 
laboral por el trabajador hostigado causa una 
inseguridad jurídica, que podrá ser resuelta o con la 
adopción de medidas cautelares o con la ejecución 
provisional de la sentencia estimatoria, al menos, en 
lo que se refiere a la dispensa de la obligación de 
trabajar.  
 
 La posibilidad de interponer medidas 
cautelares para exonerar el trabajador acosado de 
continuar desempeñando la actividad laboral, tras la 
presentación de la demanda de resolución del contrato 
de trabajo, se destina a asegurar la tutela judicial 
efectiva y tiene como fundamento los arts. 726 y 
727.11 LEC, que se aplican supletoriamente a la LPL. 
                                                          
431 STS (Sala de lo Social) de 8 de noviembre de 2001 (Ar. 
1419). 
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Dichos dispositivos legales permiten la 
adopción tanto de las medidas cautelares meramente 
conservativas como de las que anticipan 
provisionalmente los efectos de la sentencia que 
ulteriormente se dicte, entre las cuales se incluye 
la que exonera la víctima de hostigamiento en el 
trabajo de continuar prestando sus servicios433.  
 
Tales medidas, según ha entendido el TC, 
deben ser adoptadas por el juzgador cuando se estime 
que la duración del proceso podrá provocar daños de 
imposible o difícil reparación, así como en caso de 
que se tenga la certeza o la fundada sospecha de que 
su denegación supondrá el quebranto de la tutela a la 
que el demandante podrá tener derecho434.  
 
En los casos de hostigamiento laboral la 
continuación de la prestación laboral podrá agravar 
el daño efectivo o potencial del que ha sido víctima 
el trabajador, haciendo imposible o todavía más 
difícil su reparación.  
 
Además, es necesario tener cuenta que si el 
trabajador acosado sigue prestando sus servicios tras 
la presentación de la acción resolutoria hay un 
quebranto de la tutela a la que tiene derecho por 
medio de la referida acción, ya que con la extinción 
del contrato de trabajo por voluntad del trabajador 
                                                                                                                                                         
432 ALBIOL MONTESINOS, I.; CAMPS RUIZ, L. M.; LÓPEZ GANDÍA, J.; 
SALA FRANCO, T. Derecho del trabajo…, op. cit., p. 554; 
GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., p. 171. 
433 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 27; GONZÁLEZ DE 
PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., pp. 170-171; ROMERO 
RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 91. 
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afectado por el hostigamiento lo que la víctima busca 
es huir del acoso, lo que no se verifica cuando se 
exige que el trabajador continúe desarrollando su 
labor, de manera que tales hechos justifican la 
aplicación supletoria de lo dispuesto en los arts. 
726 y 727.11 LEC a la legislación procesal laboral. 
 
La ejecución provisional de la sentencia de 
instancia resolutoria es discutible dado el carácter 
constitutivo de dichos pronunciamientos y una vez que 
el art. 521.1 LEC establece que no se despachará 
ejecución de las sentencias meramente declarativas ni 
de las constitutivas.  
 
Sin embargo, la doctrina, con arreglo a lo 
dispuesto en el art. 521.3 de la LEC y con base en el 
art. 303 LPL que prescribe que las sentencias 
favorables al trabajador o beneficiario que no puedan 
ser ejecutadas provisionalmente conforme a LPL podrán 
serlo en la forma y condiciones establecidas en la 
legislación procesal civil, entiende que tiene cabida 
en los supuestos de acoso laboral la ejecución 
provisional de la sentencia de instancia que estima 
la resolución del contrato435.  
 
Esto es así, por cuanto dicha sentencia 
conlleva  para las partes directamente afectadas por 
                                                                                                                                                         
434 STC 14/1992, de 10 de febrero de 1992 (BOE de 3 de marzo). 
435 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., 71; MELLA MÉNDEZ, L. 
El acoso..., op. cit., p. 27; RUIZ SALVADOR, J. A. Ejecución 
provisional de sentencias ex art. 50 del Estatuto de los 
Trabajadores: visión crítica del estado actual de la cuestión. 
En Revista de Derecho Social, núm. 12, 2000, pp. 79 y ss; 
GONZÁLEZ DE PATTO, R. M. La resolución..., op. cit., pp. 170-
171; ROMERO RODENAS, M. J. Protección..., op. cit., p. 91;  
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su contenido implícitas obligaciones de hacer y no 
hacer (para el trabajador el no trabajar), que 
conforman procedimientos de condenas que pueden 
perfectamente ejecutarse436. 
 
Por ello, no cabe duda de que la ejecución 
provisional de la sentencia de instancia junto con la 
posibilidad de interposición de medidas cautelares 
sirven como instrumentos capaces de garantizar la 
efectividad de la tutela extintiva prevista en el 
art. 50 ET. 
 
Principalmente en los supuestos de acoso 
laboral, en los que la continuidad de la relación 
laboral tras la presentación de la demanda extintiva 
pueden agravar el daño efectivo o potencial causado a 
la víctima e, incluso, la armonía del ambiente 
laboral, lo que puede suponer perjuicio no sólo para 
el trabajador acosado, sino también para los demás 
trabajadores que prestan sus servicios en un entorno 
productivo hostil.  
 
Por otra parte, la continuidad de la 
prestación laboral frustra la efectividad de la 
tutela resolutoria, porque su finalidad es la de 
permitir que la víctima ponga fin a la relación 
laboral que causa el hostigamiento, lo que no 
acontece si el trabajador afectado se ve obligado a 
continuar prestando sus servicios hasta que recaiga 
sentencia firme.  
                                                          
436 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 75; MELLA MÉNDEZ, 
L. El acoso..., op. cit., p. 27; ROMERO RODENAS, M. J. 
Protección..., op. cit., p. 91. 
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En definitiva, las medidas cautelares y la 
ejecución provisional de la sentencia de instancia 
confieren a la víctima una válvula de escape, que le 
permite cesar anticipadamente la prestación laboral y 
huir del ambiente hostil en el que desarrolla la 
actividad laboral, que debería proporcionarle 
satisfacción y placer.   
 
C.2) La nulidad del despido en los 
supuestos de acoso laboral 
 
 
El hostigamiento en el trabajo es un proceso 
de persecución laboral que pretende eliminar la 
víctima del entorno productivo y en algunas ocasiones 
el despido objetivo o disciplinario del trabajador 
acosado aparece como una medida persecutoria adoptada 
por el empresario. 
 
Cuando ello sucede, el despido, entendido de 
forma amplia como cualquier extinción del contrato de 
trabajo por decisión unilateral del empresario437, por 
fuerza de lo dispuesto en los arts. 53.4 y 55.5 del 
ET, es nulo, porque viola derechos fundamentales del 
trabajador. 
 
El despido objetivo o disciplinario en los 
supuestos de acoso laboral vulnera la integridad 
moral del trabajador cuando se enmarca en un cuadro 
de conflictividad laboral más amplio, cuya finalidad 
                                                          
437 STS (Sala de lo Social), de 19 de junio de 1990 (Ar. 5485). 
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es encontrar una justificativa para despedir a la 
víctima. En otros términos, puede suceder que en el 
conjunto de los comportamientos acosadores el despido 
de la víctima de acoso, aunque aparentemente 
legítimo, se caracterice como la última medida 
acosadora adoptada contra el trabajador438. 
 
Siempre que la víctima consiga aportar 
indicios de que el despido objetivo o disciplinario 
constituye una de las medidas acosadoras adoptadas 
por el empresario y cuando él no consiga demostrar la 
razonabilidad u objetividad del despido, tal medida 
será nula, puesto que atenta contra un derecho 
fundamental del trabajador, el derecho a la 
integridad moral. 
 
Sin embargo, el despido objetivo o 
disciplinario pueden ser calificados como nulos 
cuando sean adoptados como represalia contra el 
trabajador que haya utilizado los mecanismos de 
tutela que el ordenamiento laboral pone a su 
disposición para cohibir las conductas acosadoras en 
el entorno productivo439. 
                                                          
438 Vid. la SJS Cataluña, Barcelona, de 16 de septiembre de 2002 
(AS 2637) en la que se reconoce que lo que pretendía la empresa 
con las irrazonables medidas de control era encontrar una 
justificativa para despedir a la víctima. 
En la STSJ Galicia de 3 de febrero de 2004 (AS 1684) el TSJ 
reconoce que el despido es la culminación de una actuación de 
represalia frente a la actora. 
En el mismo sentido, vid. también: STSJ Andalucía, Sevilla, de 
19 de abril de 2004 (AS 2057). 
439 STSJ Cataluña de 17 de mayo de 2002 (AS 2135) en la que el 
despido objetivo es utilizado para represaliar una trabajadora 
que denuncia las existencia de conductas acosadoras ante el 
Departamiento de Recursos Humanos y ante el Comité de Empresas. 
Vid. también: SIERRA HERRAIZ, E. La garantía de indemnidad. En 
Aranzadi Social, Tomo II, 1998, p. 2619; RIEIRA VAYREDA, C. El 
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En estos casos, el despido es nulo, por 
cuanto al violar la garantía de indemnidad, entendida 
como la cláusula jurídica que garantiza la exención 
de daños de la persona que ejerce los derechos que le 
reconoce la Carta Magna, vulnera el principio de 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), que no 
constituye un derecho autónomo, sino un derecho 
adjetivo de cada uno de los derechos fundamentales440. 
 
En este sentido, el TC entiende que 
“represaliar a un trabajador con el despido por haber 
intentado el ejercicio de la acción judicial, representa 
una conducta vulneradora de la tutela judicial efectiva 
que habrá de ser sancionada por los Tribunales con la 
nulidad radical de la medida”441. 
                                                                                                                                                         
despido nulo. Valencia, Tirant lo blanch, 1999, pp. 281-284; 
CARDONA RUBERT, M. B. Protección de la trabajadora..., op. 
cit., p. 134. 
440 FRANCO, A. N. La garantía de indemnidad. Breve comentario 
con ocasión de la STC 265/2000, de 13 noviembre. En Aranzadi 
Social, Tomo IV, 2000, p. 3045.  
441 STC 7/1993, de 18 de enero de 1993 (BOE de 12 de febrero); 
STC 14/1993, de 18 de enero de 1993 (BOE de 12 de febrero); STC 
196/2000, de 24 de julio de 2000 (BOE de 24 de agosto); STC 
199/2000, de 24 de julio de 2000 (BOE de 24 de agosto); STC 
265/2000,de 13 de noviembre de 2000 (BOE de 14 de diciembre); 
STC 5/2003, de 20 de enero de 2003 (BOE de 19 de febrero). 
Vid. también entre otros: RODRÍGUEZ PIÑERO, M. Sobre la nulidad 
del despido “por represalia”. En Relaciones Laborales, núm. 24, 
1987, pp. 79-86; CARRATALÁ TERUEL, J. L. La garantía de 
indemnidad. Nulidad de los despidos lesivos de derechos 
fundamentales. En Tribuna Social, núm. 27, 1993, pp. 44-46; 
RIEIRA VAYREDA, C. El despido..., op. cit., pp. 220-222; GIL Y 
GIL, J. L. Despido disciplinario nulo: garantía de indemnidad y 
libertad e intimidad personal. En Aranzadi Social, núm. 6, 
2004, p. 25. 
En este sentido, vid. art. 5, c) del Convenio nº 158 de la OIT  
sobre terminación de la relación de trabajo que excluye 
expresamente de las causas válidas de extinción del contrato de 
trabajo el haber presentado una queja o participado en un 
procedimiento entablado contra un empresario por supuestas 
violaciones de la ley, o haber recurrido ante las autoridades 
administrativas competentes.  
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El TJCE, interpretando el art. 7 de la 
Directiva 76/207/CEE, entiende que, para garantizar 
el ejercicio de los derechos fundamentales de los 
trabajadores se les deben proporcionar garantías 
suficientes de indemnidad, frente a todas las medidas 
empresariales que puedan disuadir el trabajador de 
hacer uso de su derecho a la protección 
jurisdiccional442. 
 
Respecto al despido disciplinario el art. 
54.1 ET establece que su existencia queda supeditada 
a la presencia de dos elementos. Por una parte, un 
incumplimiento contractual, que se verifica cuando la 
conducta del trabajador es contraria a las 
obligaciones derivadas de su contrato de trabajo en 
vigor. Por otra parte, es imprescindible la presencia 
acumuladamente443 de la gravedad y de la culpabilidad, 
lo que quiere decir que la conducta del trabajador 
debe al menos ser atribuida a su falta de diligencia 
en el cumplimiento de las obligaciones 
contractuales444. 
 
En las situaciones de acoso laboral es 
necesario tener en consideración que las conductas 
acosadoras cometidas en el seno de la empresa ponen 
en peligro la normalidad de la prestación laboral al 
generar un ambiente intimidatorio, hostil u 
humillante o condicionar de forma injustificada las 
                                                          
442 Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas de 22 de septiembre de 1998, dictada en el asunto 
Coote (Caso C-185/97) (TJCE 1998, 207). 
443 Entre todas, STS de 23 de junio de 1988, Ar. 6032. 
444 Por todas STS (Sala de lo Social), de 23 de octubre de 1989 
(Ar. 7315). 
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condiciones laborales de la víctima, de tal suerte 
que los actos de hostigamiento hacen que la víctima 
tenga mayores probabilidades de cometer los 
incumplimientos contractuales fijados en el art. 54.2 
ET.  
 
Así pues, el exhaustivo análisis de la 
gravedad del incumplimiento contractual cometido y de 
la culpabilidad de la víctima de acoso445, llevado a 
cabo por el órgano jurisdiccional, cumple con la 
finalidad de evitar que el clima de anormalidad446, 
creado por las conductas acosadoras en el ámbito 
laboral, sea utilizado para justificar el despido 
disciplinario y, en consecuencia, la represalia 
empresarial contra el trabajador acosado. 
 
En los supuestos en los que se utiliza el 
despido para represaliar el trabajador acosado cabe 
tener en cuenta a la hora de fijar la indemnización 
adicional por violación de derechos fundamentales que 
hay una doble lesión. Por una parte, y de forma 
inmediata, se observa una vulneración del principio 
de tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). Mientras, 
por otra, y de forma mediata, el despido atenta 
contra la integridad moral del trabajador víctima de 
acoso laboral que a través de la utilización de los 
mecanismos de tutela que el ordenamiento laboral pone 
                                                          
445 El trabajador acosado sexualmente deberá promover la acción 
para la nulidad del despido en el plazo previsto en el art. 
59.3 ET, esto es, en los veinte días siguientes a aquel en que 
se produjo el despido. 
446 Sobre el clima de anormalidad generado por las conductas 
acosadoras en el seno de la empresa vid.: STSJ Comunidad 
Valenciana de 29 de julio de 1999 (AS 4858); STSJ Galicia de 3 
de febrero de 2004 (AS 1684). 
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a su disposición pretendía cohibir los 
comportamientos hostigadores. 
 
Para impugnar el despido violador de derechos 
fundamentales, la persona afectada deberá utilizar el 
procedimiento previsto en el art. 103 y siguientes de 
la LPL, puesto que el art. 182 LPL excluye del ámbito 
del procedimiento de tutela de los derechos 
fundamentales las demandas por despido. 
 
No obstante, en estos casos deberá integrarse 
en la modalidad procesal correspondiente todas las 
garantías previstas en los arts. 175 y siguientes de 
la LPL, porque la tutela de los derechos 
fundamentales del trabajador no puede quedarse 
desprovista de las garantías específicas que aseguran 
una eficaz defensa de los derechos esenciales del ser 
humano447. 
 
El efecto de la declaración de nulidad del 
despido violador del derecho a la integridad moral o 
a la tutela judicial efectiva es la readmisión 
inmediata del trabajador acosado con abono de los 
salarios dejados de percibir y, además, el pago de 
una indemnización adicional que pretender resarcir 
y/o compensar a la víctima los perjuicios 
patrimoniales y extrapatrimoniales causados por la 
violación del derecho fundamental448. 
                                                          
447 LINARES LORENTE, J. A. Sobre el proceso..., op. cit., p. 
751; AA VV (Coord. MONTOYA MELGAR, A.). Comentarios..., op. 
cit., p. 528. 
448 STS (Sala de lo Social), de 23 de marzo de 2000 (Ar. 3121); 
STS (Sala de lo Social), de 12 de junio de 2001 (Ar. 5931). 
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D) El recargo de prestaciones 
 
D.1) Consideraciones iniciales: el acoso 
laboral  y sexual como causa de accidente 
de trabajo 
 
 
El art. 115.1 LGSS prescribe que se entiende 
por accidente de trabajo toda lesión corporal que el 
trabajador sufra con ocasión o como consecuencia del 
trabajo que ejecute por cuenta ajena. En el apartado 
2 establece lo que se debe considerar como accidente 
de trabajo, mientras el apartado 3 prevé que se 
presumirá que son constitutivas de accidente de 
trabajo las lesiones que sufra el trabajador durante 
el tiempo y en el lugar de trabajo. 
 
De esto deriva que hacen parte del concepto 
de contingencia profesional449 los accidentes en 
sentido estricto (art. 115.1 LGSS), en cuya categoría 
se incluye las lesiones corporales derivadas de una 
causa violenta, súbita y externa acaecida en el lugar 
                                                                                                                                                         
Vid. STSJ Andalucía, Sevilla, de 19 de abril de 2004 (AS 2057) 
en la cual el TSJ Andalucía anuda al despido nulo los efectos 
propios de un despido improcedente de representantes de los 
trabajadores (art. 56.3 ET) en lo relativo al derecho de opción 
del trabajador entre la readmisión y el abono de una 
indemnización, cabiendo, en cualquier caso, el abono de los 
salarios dejados de percibir entre la fecha del despido y la 
notificación de la sentencia a la empresa. 
449 Vid.: STS (Sala de lo Social), de 27 de diciembre de 1995 
(Ar. 9846); STS (Sala de lo Social), de 18 de junio de 1997 
(Ar. 4762), STS (Sala de lo Social), de 23 de enero de 1998 
(Ar. 1008) y STS (Sala de lo Social), de 23 de julio de 1999 
(Ar. 6841) que entienden que el término lesión, comprende no 
sólo la acción o irrupción súbita o violenta de un agente 
exterior sobre el cuerpo humano, sino también las enfermedades 
de evolución insidiosa o lenta, que comprende tanto la herida 
manifestada externamente como la dolencia sin manifestación 
externa notoria y el trastorno fisiológico y funcional. 
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de trabajo, las enfermedades profesionales, reguladas 
por el art. 116 LGSS, y las enfermedades del trabajo, 
que son las enfermedades no incluidas en el art. 116 
que el trabajador contraiga con motivo de la 
realización de su trabajo, siempre que se pruebe que 
la enfermedad tuvo por causa exclusiva la ejecución 
del mismo. 
 
Partiendo del hecho de que el daño efectivo 
no es un elemento primario en la configuración del 
acoso laboral, sino un elemento secundario450, la 
caracterización del hostigamiento como accidente de 
trabajo requiere, en primero lugar, un daño efectivo 
a la salud de la víctima, que se manifiesta, como 
regla general, a través de enfermedades psíquicas, 
que generan cuadros de incapacidad laboral, y, en 
segundo lugar, un nexo de causalidad entre el daño 
producido a la salud de la víctima y la situación de 
conflictividad laboral a que ha sido sometida451. 
                                                                                                                                                         
Vid. también: MARTÍNEZ BARROSO, M. L. Las enfermedades del 
trabajo. Valencia, Tirant lo blanch, 2002, pp. 27-28. 
450 TÁRRAGA POVEDA, J. Trabajador..., op. cit., p. 54. 
451 STSJ La Rioja de 16 de noviembre de 2004 (AS 3104); STSJ 
Navarra de 23 de marzo de 2004 (AS 1072); STSJ País Vasco de 30 
de abril de 2002 (AS 2411). 
En la STSJ La Rioja de 16 de noviembre de 2004 (AS 3104) el 
TSJ, a pesar de considerar existente l acoso laboral, entiende 
que el infarto de miocardio sufrido por el trabajador no ha 
sido consecuencia de la injustificada situación de persecución 
laboral. En primero lugar, porque el trabajador sufrió el 
infarto en su casa, tras haber disfrutado de un día festivo. En 
segundo lugar, por cuanto desde la fecha del alta médica tras 
el proceso depresivo sufrido por la víctima no existe informe 
médico alguno de asistencia al ofendido. Además, el trabajador 
presentaba, antes del infarto de miocardio, antecedentes de 
hipercolesterolemia, hábito tabáquico y antecedentes familiares 
de cardiopatía isquémica. Todos estos hechos, demuestran la 
inexistencia de relación de causalidad entre el acoso laboral y 
el infarto de miocardio padecido por el trabajador. 
Vid.: ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial..., 
op. cit., 38; MARTÍNEZ BARROSO, M. L. Las enfermedades..., op. 
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La demostración de este último requisito 
exige la realización de una prueba pericial de que la 
lesión psíquica o psicosomática sufrida por el 
trabajador tuvo por causa exclusiva el proceso de 
persecución laboral del cual fue víctima, una vez que 
la lesión originada por el acoso laboral no puede ser 
incluida en la categoría de las enfermedades 
profesionales, sino en el ámbito de las enfermedades 
del trabajo452 cuya caracterización exige que se 
pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva la 
ejecución del trabajo (art. 115.2.e) LGSS)453. 
Ahora bien, cuando la lesión derivada del 
acoso laboral se manifieste en el tiempo y lugar de 
                                                                                                                                                         
cit., pp. 77 y 81; ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 
78; SALA FRANCO, T. Derecho de la prevención..., op. cit., p. 
228; RODRÍGUEZ INIESTA, G. Crisis de ansiedad originada por 
malo trato físico y de palabra del administrador de la empresa. 
Determinación de la contingencia del proceso de incapacidad 
temporal iniciado por el trabajador. En Aranzadi Social, núm. 
19, 2004, pp. 44-50.  
452 La STSJ Navarra de 23 de marzo de 2004 (AS 1072) considera 
como enfermedades del trabajo “las enfermedades o procesos de 
alteración de la salud del trabajador que, no siendo en sentido 
técnico-jurídico enfermedades profesionales, guardan una 
relación causal con la prestación de servicios desempeñada y 
que por ello mismo se equiparan en su tratamiento al accidente 
de trabajo”. 
453 STSJ Cataluña de 30 de mayo de 2001 (AS 2602); STSJ País 
Vasco de 30 de abril de 2002 (AS 2411); STSJ Navarra de 23 de 
marzo de 2004 (AS 1072). 
En este sentido, la STSJ Cataluña de 30 de mayo de 2001 (AS 
2602) aduce textualmente que “el apartado e) del art. 115 de la 
Ley General de la Seguridad Social establece la presunción de 
accidente de trabajo respecto de las enfermedades no 
profesionales, y por ende de etiología común, que contraiga el 
trabajador con motivo de la realización de su trabajo, siempre 
que se pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva la 
ejecución del mismo.” (El subrayado es mío).  
Vid. también: SOTO RIOJA, S. Las enfermedades del trabajo y su 
manifestación in itinere. En Revista de Derecho Social, núm. 6, 
1999, p. 143; MOLINA NAVARRETE, C. La tutela..., op. cit., p. 
1156; ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 78; AGRA 
VIFORCOS, B.; FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, R.; TASCÓN LÓPEZ, R. El 
acoso..., op. cit., pp. 41-42; RODRÍGUEZ INIESTA, G. Crisis..., 
op. cit., p.49; TOLOSA TRIBIÑO, C. Los nuevos riesgos…, op. 
cit., p. 18. 
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trabajo entra en juego la presunción prevista en el 
art. 115.3 LGSS454 que sólo se desvirtúa cuando se 
demuestra que se trata de una enfermedad que por su 
propia naturaleza excluya la etiología laboral o se 
destruya el nexo causal entre enfermedad y trabajo455. 
 
De esto resulta que cuando el trabajador 
demuestra que es víctima de una persecución laboral y 
que, además, sufrió una lesión que se manifestó en el 
tiempo y lugar de trabajo se presume el nexo causal 
entre la persecución laboral y la lesión, y, por 
tanto, no se hace necesario que el trabajador aporte 
prueba pericial demostrando dicho nexo, sino que cabe 
al demandado desvirtuar la presunción del art. 115.3 
LGSS456. 
 
En otras palabras, el daño a la perspectiva 
psíquica de la salud de la víctima de acoso en el 
trabajo se caracteriza como una enfermedad del 
trabajo y, por consiguiente, caracteriza un accidente 
de trabajo, siempre que quede acreditado que las 
conductas de violencia psicológicas, o sea, las 
actuaciones prepotentes, continuadas y reiteradas 
                                                          
454 ARAMENDI, P. Acoso moral…, op. cit., p. 78. 
455 STS (Sala de lo Social), de 27 de diciembre de 1995 (Ar. 
9846); STS (Sala de lo Social), de 23 de enero de 1998 (Ar. 
1008).  
456 STSJ Navarra de 30 de abril de 2001 (AS 1878); STSJ Navarra 
de 18 de mayo de 2001 (AS 1821). 
El TSJ Navarra, aplicando la jurisprudencia del TS, entiende 
que la crisis de ansiedad que las víctimas padecieron en el 
ambiente de trabajo, tras haber sido encerradas en el vestuario 
del Colegio Público donde desempeñaban la actividad laboral, se 
caracteriza como accidente de trabajo, ya que no se desvirtúa 
el nexo causal entre enfermedad y trabajo ni tampoco se 
demuestra la existencia de una enfermedad anterior capaz de 
excluir la etiología laboral del síndrome padecido por las 
trabajadoras en el ambiente laboral. 
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acaecidas en el ambiente de trabajo son la causa 
exclusiva de las enfermedades padecidas por el 
trabajador o, en otros términos, que la víctima de 
acoso laboral acredite que no hay rotura alguna de la 
relación de causalidad entre la actividad profesional 
y el padecimiento del que es víctima457, salvo en las 
hipótesis en que la lesión derivada del acoso laboral 
se manifiesta en el tiempo y lugar de trabajo cuando 
entra en juego la presunción del art. 115.3 LGSS. 
 
En suma, no toda situación de acoso en el 
trabajo constituye accidente laboral, sino sólo 
aquellas de las que derivan un daño para la salud de 
la víctima, manifestado bajo la forma de una 
enfermedad psíquica, además de ser necesaria, salvo 
en las hipótesis en que la lesión derivada del acoso 
laboral se manifiesta en el tiempo y lugar de 
trabajo, la comprobación del nexo causal entre el 
daño y el hostigamiento, lo que demuestra la 
existencia de una enfermedad de trabajo de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 115.2.e) 
LGSS458. 
 
                                                          
457 STS (Sala de lo Social), de 22 de octubre de 1999 (Ar. 
8738). 
Un ejemplo que revela la existencia de nexo causal entre la 
enfermedad padecida y el hostigamiento laboral es el supuesto 
enjuiciado en la STSJ Cataluña de 30 de mayo de 2001 (AS 2602). 
En esta sentencia, aunque el TSJ haga referencia a la 
jurisprudencia del TS sobre la presunción de laboralidad del 
art. 115.3 LGSS, reconoce que el fallecimiento del trabajador 
fue consecuencia directa de la gravísima depresión en que vivía 
sumido y que, según informe médico del psicólogo, tuvo su 
origen e inicio en la decisión empresarial de cambiar el 
trabajador de puesto de trabajo, lo que demuestra el nexo 
causal entre enfermedad (suicidio) y el trabajo. 
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Respecto al acoso sexual en el trabajo hay 
que tener en cuenta que dicho ilícito laboral se 
caracteriza como una modalidad de acoso  laboral y, 
por lo tanto, no siempre los comportamientos de 
hostigamiento sexual en el trabajo producen daños 
efectivos a la perspectiva psíquica de la salud de la 
víctima, porque el daño aparece como un elemento 
secundario en la delimitación conceptual del 
hostigamiento en el trabajo. 
 
Sin embargo, la ausencia de daños efectivos a 
la dimensión psíquica de la salud de la víctima 
impide la caracterización de los comportamientos 
libidinosos como accidente de trabajo cuya existencia 
presupone una lesión de naturaleza física o psíquica. 
 
Por ello, se puede decir que el primero 
requisito necesario para que el hostigamiento sexual 
sea considerado como causa de accidente de trabajo es 
la producción de un daño efectivo a la salud del 
trabajador. 
 
Además, como las enfermedades originadas por 
las conductas de hostigamiento sexual no constituyen 
enfermedades profesionales (art. 116 LGSS), es 
necesario demostrar que la lesión física o psíquica 
contraída por el trabajador con motivo de la 
realización de su trabajo tuvo por causa exclusiva la 
situación laboral acosadora (art. 115.2.e) LGSS), 
salvo en los supuestos en los que la lesión derivada 
                                                                                                                                                         
458 ARAMENDI, P. Acoso moral..., op. cit., p. 78; ESCUDERO 
MORATALLA, J. F. y POYATOS I MATAS, G. Mobbing…, op. cit., pp. 
227-229. 
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del acoso sexual se manifieste en el tiempo y lugar 
de trabajo. 
 
Aplicando tales dispositivos legales a los 
casos de hostigamiento sexual en el trabajo, se 
desprende que son necesarios dos requisitos para que 
las conductas de acoso sexual puedan caracterizarse 
como accidente de trabajo. 
 
El primero, se refiere al daño efectivo a la 
salud de la víctima que debe devenir como 
consecuencia de los comportamientos acosadores. El 
segundo, respecta al nexo causal entre el daño y el 
acoso sexual acaecido en el entorno laboral, excepto 
en los casos en que la lesión padecida por la víctima 
se manifieste en el tiempo y lugar de trabajo. 
 
Dicho de otro modo, la caracterización del 
acoso sexual como accidente de trabajo exige que la 
víctima demuestre que los comportamientos de 
hostigamiento sexual han producido una lesión física 
o psíquica a su salud y que, además, dicha lesión 
tuvo por causa exclusiva el acoso sexual acaecido en 
el entorno laboral, o sea, que no existen otras 
causas previas capaces de desencadenar la enfermedad 
padecida por el trabajador víctima de acoso sexual459.  
 
 
 
                                                          
459 STSJ Galicia de 24 de enero de 2000 (AS 60); STSJ 
Extremadura de 17 de marzo de 2003 (JUR 187859).  
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D.2) Requisitos para la procedencia del 
recargo en los supuestos de acoso en el 
trabajo 
 
El art. 123.1 LGSS dispone que todas las 
prestaciones económicas que tengan su causa en 
accidente de trabajo o enfermedad profesional se 
aumentarán de un 30 a un 50 por 100 cuando no se haya 
observado las medidas generales o particulares de 
seguridad e higiene en el trabajo, o las elementales 
de salubridad o las de adecuación personal a cada 
trabajo, habida cuenta de sus características y de la 
edad, sexo y demás condiciones del trabajador.  
 
De conformidad a lo dispuesto en la citada 
disposición legal, la procedencia del recargo exige 
que la contingencia profesional haya sido causada por 
el incumplimiento de las medidas generales o 
particulares de seguridad e higiene en el trabajo.  
 
Respecto a ello, se discute si es necesario 
la violación a concretas y preexistentes 
disposiciones normativas460 o si basta con el 
incumplimiento del genérico deber de seguridad.  
 
La importancia de tal planteamiento en 
materia de acoso en el trabajo radica en el hecho de 
que la LPRL no recoge expresamente el deber del 
empresario proteger los trabajadores frente a los 
riesgos psicosociales. Así, si se acoge la segunda 
                                                          
460 STSJ Madrid de 16 de enero de 1991 (AS 785): STSJ Comunidad 
Valenciana de 17 de abril de 1991 (AS 2686); STSJ Asturias de 
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interpretación no se podría imponer al empresario el 
recargo en las hipótesis en que el hostigamiento 
laboral constituye causa de accidente de trabajo461.  
 
La efectividad de las medidas preventivas en 
lo relativo al acoso laboral exige que se haga una 
amplia interpretación del término “medidas de 
seguridad” del art. 123.1 LGSS, siendo suficiente 
para la procedencia del recargo que el empresario 
incumpla el deber general de seguridad462. 
 
La aplicación del recargo “no exige la 
concreción de un determinado apartado o medida omitida, 
sino que basta la inobservancia de las medidas generales 
o particulares de seguridad necesarias para el trabajo 
humano que todo empresario está obligado a cumplir en 
orden a la más perfecta organización y plena eficacia de 
la debida prevención de los riesgos que puedan afectar a 
la vida, integridad y salud de los trabajadores a su 
servicio.”463
 
A pesar de que la LPRL no recoge expresamente 
el deber del empresario de proteger a los 
                                                                                                                                                         
14 de noviembre de 1991 (AS 6039); STSJ de Castilla y Leon 
(Burgos) de 20 de mayo de 1992 (AS 2544). 
461 CONESA BALLESTERO, J. y SANAHUJA VIDAL, M. Acoso..., op. 
cit., p. 650 entiende que no se puede exigir del empresario el 
recargo, ya que no existe previsión normativa expresa en la 
LPRL que recoja el deber del empresario de proteger los 
trabajadores frente al acoso laboral y demás riesgos 
psicosociales.  
462 APARICIO TOVAR, J. Las obligaciones..., op. cit., pp. 728-
729; BLASCO PELLICER, A. y MORRO LÓPEZ, J. J. Puntos..., op. 
cit., p. 39; SEMPERE NAVARRO, A. V. y MARTÍN JIMÉNEZ, R.  El 
recargo de prestaciones. Pamplona, Aranzadi, 2001, p. 75; MELLA 
MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 31; ROMERO RODENAS, M. J. 
Protección..., op. cit., p. 74.; RODRÍGUEZ LÓPEZ, P. 
Mobbing..., op. cit., p. 148. 
463 STSJ Murcia de 2 de noviembre de 1998 (AS 4429): 
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trabajadores frente al acoso laboral, en su ámbito de 
tutela, principalmente en el art. 15.1.a), b) y c), 
se inserta el deber de protección frente a todos los 
riesgos provenientes del trabajo, sin exclusión, no 
pudiéndose, por lo tanto, dudar de que existe un 
deber empresarial de tutelar también los riesgos 
psicosociales, entre los que se incluye el 
hostigamiento en el trabajo. 
 
De esto deriva que, cuando el daño a la salud 
de la víctima causado por el acoso laboral se 
caracteriza como causa de accidente de trabajo, se 
impone el recargo de prestaciones, siempre que haya 
un incumplimiento del deber general de seguridad a 
cargo del empresario. Lo que sucede cuando la empresa 
no adopta un adecuado plan de prevención del 
hostigamiento en el trabajo, es decir, cuando no 
evita los riesgos psicosociales, no los evalúa o no 
adopta las medidas necesarias para impedir que el 
daño se siga causando a la víctima. 
 
MELLA MÉNDEZ464 entiende que la concreción del 
mencionado incumplimiento exige también que en la 
conducta omisiva del empresario concurra culpa in 
vigilando, o sea, que el incumplimiento de las normas 
preventivas en materia de acoso laboral se produzca 
por culpa o negligencia del empresario en la 
observancia de las medidas preventivas. 
                                                          
464 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 31.  
Vid. también, aunque no específicamente en relación con el 
acoso laboral; DESDENTADO BONETE, A. Reflexiones sobre los 
accidentes de trabajo al hilo de algunas decisiones judiciales 
recientes. En Revista de Derecho Social, núm. 24, 2003, p. 84, 
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Hay culpa in vigilando en la actuación 
empresarial cuando el empresario sabe de la 
existencia de trabajadores conflictivos, malas 
relaciones entre los miembros de la plantilla, casos 
previos de acoso, rumores sobre la concurrencia de 
éste o quejas de la supuesta víctima y, aún así, no 
adopta las medidas necesarias para evitar que el daño 
a la víctima se produzca465. 
 
Así pues, para que el recargo proceda se hace 
necesario que el accidente de trabajo derivado de la 
situación de acoso laboral haya sido causado por un 
incumplimiento culposo del deber general de observar 
las medidas de seguridad e higiene en el trabajo, no 
pareciendo lógico que el recargo tenga cabida cuando, 
aun existiendo el acoso laboral, el empresario ha 
hecho todo lo posible para detectar y eliminar los 
casos que se han concretado466. 
 
Aunque la responsabilidad por el recargo sea 
una responsabilidad por culpa467, debe revisarse los 
                                                                                                                                                         
que entiende que el recargo surge de una responsabilidad por 
culpa.  
465 En los casos enjuiciados ante el TSJ Navarra en las STSJ 
Navarra de 30 de abril de 2001 (AS 1878) y STSJ Navarra de 18 
de mayo de 2001 (AS 1821) se observa la existencia de culpa in 
vigilando del empresario, ya que las trabajadoras hostigadas 
por el Conserje venían quejándose desde tiempo atrás tanto 
frente a su empresa como frente al Ayuntamiento de Pamplona del 
proceder del acosador que les agredía verbalmente y ensuciaba 
lo que las víctimas habían limpiado. Además, también demuestra 
la culpa in vigilando del empresario el hecho de que una 
trabajadora de la empresa de limpieza causó baja en el mismo 
día que empezó a trabajar, manifestando al legal representante 
de la empresa que era por causa del Conserje. Frente a tales 
hechos, la empresa nada hace lo que demuestra su culpa. 
466 MELLA MÉNDEZ, L. El acoso..., op. cit., p. 31. 
467 ALFONSO MELLADO entiende que se trata de una responsabilidad 
parcialmente objetivada (ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad 
empresarial..., op. cit., p. 40). 
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criterios tradicionales sobre la carga de la prueba, 
principalmente, cuando se tiene en cuenta que resulta 
harto difícil para el trabajador demostrar la falta 
de diligencia del empresario respecto al cumplimiento 
de las obligaciones en materia de prevención de 
riesgos laborales.  
 
Se pude, además, admitir que, salvo prueba en 
contra, el trabajador no es causante de los daños que 
ha sufrido, haciendo recaer sobre el empresario, que 
cuenta con más facilidades probatorias, la carga de 
probar el cumplimiento de las obligaciones 
preventivas468. 
 
Además del daño y de la infracción, hay que 
probar el nexo causal entre ellos, o sea, que la 
infracción ha ocasionado o agravado el accidente o 
que, de no haber existido, el accidente no se hubiese 
producido o se hubiesen minorado sus consecuencias469.   
 
En este punto cabe indagar si existe 
compatibilidad entre el recargo y la indemnización 
por los daños morales en los supuestos de 
hostigamiento en el trabajo. Esto sucede, porque se 
podría pensar que el recargo y la indemnización por 
los daños morales reparan el mismo bien jurídico, la 
dignidad, principalmente, cuando se tiene en 
consideración la íntima relación existente entre 
dignidad, integridad moral y salud, así como el hecho 
                                                          
468 Ibídem. 
469 ALFONSO MELLADO, C. L. Responsabilidad empresarial…, op. 
cit., p. 38; ROMERO RODENAS, M. J. Protección…, op. cit., p. 
74.   
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de que el recargo supone una sobretasación de la 
responsabilidad objetiva cuya caracterización 
requiere la materialización de un daño a la salud de 
la víctima de acoso laboral. 
 
El art. 123.3 LGSS establece la 
compatibilidad del recargo con cualquier 
responsabilidad, razón por la cual a la hora de fijar 
la cuantía debida a título de recargo no puede 
deducirse ni tomarse en consideración para minorarla 
las cantidades satisfechas al trabajador por daños y 
perjuicios en atención a otra responsabilidad. 
 
Esto es así porque la finalidad del valor 
pecuniario debido a título de recargo de prestaciones 
es reparar las consecuencias de la producción del 
accidente laboral en sí mismo y que derivan del 
incumplimiento culposo del empresario respecto a las 
medidas generales o particulares de Seguridad y Salud 
laboral. 
 
En este sentido, el art. 123.1 LGSS prescribe 
que el importe del recargo debe ser cuantificado en 
función de la gravedad de la infracción, de tal 
suerte que, a pesar de haber daño a la salud derivado 
del hostigamiento, sólo procede el recargo si se 
observa incumplimiento culposo del empresario.  
O sea, para que tenga lugar el recargo en los 
casos de hostigamiento laboral es necesario, en 
primero lugar, un daño a la salud de la víctima que 
pueda ser caracterizado como contingencia profesional 
y, en segundo lugar, un incumplimiento culposo del 
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empresario respecto a las medidas de seguridad y 
salud laboral.   
 
No hay, por tanto, identidad en lo que se 
refiere al objeto de las indemnizaciones por los 
daños morales y el recargo. La primera se destina a 
minorar las consecuencias que el acoso laboral 
produce sobre la dignidad e integridad moral de la 
víctima y no depende de la demostración de culpa del 
acosador ni de la existencia de daño efectivo a la 
salud del trabajador.  
 
Mientras, por otra parte, el recargo de 
prestaciones cumple con la finalidad de reparar las 
consecuencias del accidente de trabajo, derivado del 
incumplimiento culposo del empresario respecto a las 
medidas generales o particulares de Seguridad y Salud 
en el trabajo y presupone un daño efectivo a la salud 
del hostigado, así como un incumplimiento culposo del 
empresario.  
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5) La tutela constitucional: el amparo 
constitucional 
 
 
El art. 53.2 de la Constitución establece que 
cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las 
libertades y derechos reconocidos en el art. 14 y la 
Sección 1ª del Capítulo II ante el TC a través del 
amparo constitucional, aplicable también a la 
objeción de conciencia del art. 30 cuando se verifica 
violación de los derechos y libertades referidos de 
conformidad con lo previsto en el art. 161.1.d) CE. 
 
El amparo constitucional se erige, por lo 
tanto, en el cauce jurídico a través del cual el TC 
ejerce la función jurisdiccional específica de tutela 
y protección de unos determinados derechos y 
libertades frente a su violación por acto de los 
poderes públicos470. 
 
Este recurso presenta una naturaleza 
subsidiaria471. Su interposición sólo resulta posible 
cuando se haya agotado las vías judiciales 
precedentes (art. 43 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional-LOTC). 
 
                                                          
470 CÓRDON MORENO, F. El proceso de amparo constitucional.  
Madrid, La Ley, 1992 (2ª ed.), p. 19. 
471 AA VV (Coord. GENEROSO HERMOSO, F.). Práctica del recurso de 
amparo constitucional. Madrid, Edigener, S.L./Dykinson, S. L., 
1994, pp. 23-27. 
Pero hay un caso de amparo directo o no subsidiario que es lo 
dirigido contra las decisiones o actos de las Cortes Generales 
o las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas (art. 
42 LOTC).   
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Además se trata de un procedimiento que tiene 
un carácter revisor de los actos u omisiones de los 
poderes públicos, que se manifiesta en la 
imposibilidad de corregir  la interpretación o 
aplicación del Derecho efectuada por la 
Administración o por los Jueces, circunscribiéndose 
al restablecimiento o preservación de los derechos 
violados por razón de los cuales se formuló el 
recurso (art. 41.3 LOTC)472.  
 
En cuanto a la legitimación activa para su 
ejercicio, prescribe el art. 162.1.b) CE que están 
legitimados todas las personas naturales o jurídicas 
que tengan un interés legítimo, así como el Defensor 
del Pueblo o el Ministerio Fiscal. 
 
Como se observa, el dispositivo 
constitucional establece una legitimidad amplia como 
forma de garantizar lo dispuesto en el art. 24 CE, 
mientras el art. 46.1.b) LOTC confiere legitimidad 
activa a los sujetos que hayan sido parte en el 
proceso judicial correspondiente, presentando, pues, 
una restricción al art. 162 CE. 
 
El TC intenta corregir esta aparente 
limitación ofreciendo algunas luces sobre lo que se 
debe entender por interés legítimo, aunque no lo 
clarifique del todo.  
 
En este sentido, reconoce que la noción de 
interés legítimo es más amplia que la de interés 
                                                          
472 STC 23/1983, de 25 de marzo de 1983 (BOE de 27 de abril). 
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directo de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa473, extendiéndose la legitimidad activa 
también aquellas personas que ostentan interés aun 
cuando no sean titulares del derecho fundamental que 
se alega violado474. 
 
Además, la Jurisprudencia Constitucional 
entiende también que el amparo constitucional puede 
ser interpuesto por las personas que, debiendo 
legalmente ser partes en un proceso, no lo fueran por 
causa no imputable a ellos mismos475. 
 
En los supuestos de acoso laboral puede 
actuar como demandante la víctima, cuando el acto u 
omisión de un órgano judicial viola su derecho a la 
integridad moral o de forma directa o de forma 
indirecta a través de la violación del derecho a 
obtener la tutela judicial efectiva de los jueces y 
tribunales. 
 
Los sindicatos tienen legitimidad activa para 
la interposición del amparo constitucional en los 
supuestos de conductas de hostigamiento cuando los 
actos u omisiones de los órganos judiciales violen la 
prohibición de discriminación y produzcan una 
discriminación colectiva en relación con un grupo de 
trabajadores, ya que dicha discriminación genera un 
atentando contra intereses genéricos del grupo de 
trabajadores no determinado, innominado y no 
                                                          
473 STC 60/1982, de 11 de diciembre de 1982 (BOE de 17 de 
noviembre). 
474 STC 19/1983, de 14 de marzo de 1983 (BOE de 12 de abril). 
475 STC 4/1982, de 8 de febrero de 1982 (BOE de 26 de febrero). 
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individualizado476 como se verifica en los casos de 
discriminación en el acceso al empleo. 
 
En cuanto a la legitimidad pasiva el art. 
47.1 LOTC determina que podrá ser parte pasiva en el 
proceso de amparo constitucional con el carácter de 
demandado o de coadyuvante las personas favorecidas 
por la decisión, acto o hecho en razón del cual se 
formule el recurso siempre que tengan un interés 
legítimo en el mismo. 
 
Por esta razón, podrán ser sujetos pasivos 
del amparo constitucional, cuando su supuesto de 
hecho sea las conductas acosadoras tanto el 
empresario y sus directivos como los compañeros de 
trabajo de la víctima, que llevaron a cabo el acoso 
laboral, puesto que ellos, teniendo en cuenta lo 
dispuesto en el art. 47 LOTC, son las personas 
favorecidas por la decisión o acto que constituye el 
objeto del recurso constitucional. 
 
De esto resulta la naturaleza subjetiva del 
amparo constitucional477, lo que significa que se 
trata de un procedimiento para la protección concreta 
de los derechos fundamentales, no siendo admisible su 
interposición cuando no se verificó lesión de 
derechos, cuando esta ya fue remediada o cuando se 
                                                          
476 STS (Sala de lo Social), de 18 de febrero de 1994 (Ar. 
1061); STS (Sala de lo Social), de 11 de julio de 1994 (Ar. 
6545); STS (Sala de lo Social), de 25 de enero de 1999 (Ar. 
897); STS (Sala de lo Social), de 2 de febrero de 2000(Ar. 
1438).  
477 PRIETO SANCHIS, L. Estudios sobre..., op. cit., 240. 
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descubra que no hay interés legítimo en la decisión 
que se requiere del Tribunal478. 
 
El art. 44 LOTC fija los requisitos para la 
interposición de este recurso479. 
 
El primero de ellos manifiesta el carácter 
subsidiario del amparo constitucional y consiste en 
el agotamiento de todos los recursos utilizables 
dentro de la vía judicial. En cuanto a este requisito 
el TC ha entendido, analizando un supuesto de acoso 
sexual laboral, que la apreciación de la falta de 
agotamiento de todos los recursos utilizables en la 
vía judicial exige la apreciación de la utilidad del 
concreto recurso para reparar la lesión 
constitucional denunciada en amparo480. 
 
El segundo requisito hace referencia a la 
necesidad de imputación inmediata y directa de la 
violación del derecho o libertad a una acción u 
omisión del órgano judicial, con independencia de los 
hechos que dieron lugar al proceso en que aquellas se 
produjeron acerca de los que, en ningún caso, entrará 
a conocer el TC. 
 
Este requisito, al demostrar el carácter 
revisor atribuido a las decisiones del órgano 
judicial constitucional, impide su transformación en 
una nueva instancia. Las decisiones proferidas en 
                                                          
478 STC 167/1986, de 22 de diciembre de 1986 (BOE de 20 de enero 
de 1987). 
479 Vid. FERNÁNDEZ MARCOS, L. El acoso sexual..., op. cit., pp. 
50-53. 
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amparo constitucional presuponen un juicio de 
constitucionalidad acerca de la lesión de la libertad 
o del derecho fundamental protegido y no la 
corrección jurídica del acto originario de la lesión, 
lo que quiere decir que cuando el amparo 
constitucional tiene por objeto decisiones de los 
jueces y Tribunales, la función del órgano judicial 
constitucional es limitada y se circunscribe a 
concretar si se han violado derechos o libertades del 
demandante, así como a preservar o restablecer estos 
derechos o libertades, absteniéndose de cualquier 
otra consideración sobre la actuación de los órganos 
judiciales. 
 
Sin embargo, la prohibición de conocer de los 
hechos que dieron lugar al proceso en el que la 
lesión se produjo debe ser interpretada con cautela y 
de manera no absoluta. Esto es así porque el propio 
art. 84 LOTC permite que el TC conozca de la 
existencia de motivos distintos de los alegados por 
las partes, siempre cuando capaces de influir en la 
pretensión constitucional. 
 
El art. 44.1.b) LOTC tiene por finalidad 
impedir la revisión de los "hechos probados". Así, el 
TC no puede revisar la valoración de la prueba 
efectuada por los jueces y Tribunales, sino que podrá 
alcanzar una interpretación propia del relato fáctico 
conforme a los derechos y valores constitucionales481, 
porque la prohibición de conocer concierne a la 
                                                                                                                                                         
480 STC 136/2001, de 18 de junio de 2001 (BOE de 17 de julio). 
481 Ibídem. 
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"acepción técnico-procesal" de este vocablo que alude 
a la atribución de competencia, no aplicándose al 
análisis reflexivo de los antecedentes que puede 
resultar positivo y incluso necesario para fundar la 
resolución482. 
 
En definitiva, en la STC 224/1999, de 13 de 
diciembre, el TC hace una interpretación de los 
hechos declarados probados a la luz de los valores 
constitucionales, es decir, del derecho a la 
intimidad (art. 18 CE) y, partiendo del relato de lo 
sucedido y de los hechos considerados probados en la 
instancia, reconoce que hay reacción airada de la 
víctima frente a las primeras conductas de 
connotación sexual llevadas a cabo por el empresario, 
lo que revela la incomodidad y el desagrado de la 
trabajadora acosada ante los requerimientos sexuales 
del acosador, de manera que se reconoce la existencia 
del acoso sexual que había sido negada por el 
Tribunal de instancia.  
 
El tercer requisito del amparo constitucional 
consiste en la invocación formal en el proceso del 
derecho constitucional vulnerado. 
 
En cuanto a este requisito, el órgano 
judicial constitucional entiende que la exigencia 
debe ser interpretada con flexibilidad y de manera 
finalista, no exigiéndose la cita completa y numérica 
                                                          
482 STC 46/1982, de 12 de julio de 1982 ( BOE de 4 de agosto). 
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del precepto constitucional presuntamente violado, ni 
siquiera la mención de su nomen iuris483. 
 
Lo que se exige es una acotación suficiente 
del contenido del derecho supuestamente violado, 
entendiéndose como tal aquella que permite a los 
órganos judiciales pronunciarse sobre las 
infracciones que le son sometidas484. No se trata de 
una exigencia meramente formal, como ha sido señalado 
por el TC, sino de un requisito que se exige con la 
finalidad de garantizar el principio de 
subsidiariedad en su actuación a través del amparo 
constitucional, así como la dimensión constitucional 
del problema analizado. 
 
En los supuestos de acoso laboral la víctima 
cumple el requisito de la invocación formal del 
derecho constitucional violado, demostrando que la 
conducta acosadora vulnera el derecho a la integridad 
moral, la garantía a la intimidad personal y/o el 
derecho a no ser discriminada y que los actos 
judiciales impugnados violan dichos derechos en la 
medida en que hacen una inadecuada valoración 
constitucional de los mismos485. 
 
El contenido de las sentencias estimatorias 
pueden tener como objeto: a) la declaración de 
nulidad de la decisión, acto o resolución que haya 
impedido el ejercicio de los derechos o libertades 
                                                          
483 STC 136/2001, de 18 de junio de 2001 (BOE de 17 de julio).  
484 STS 207/2001, de 22 de octubre de 2001 (BOE de 21 de 
noviembre). 
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protegidos, determinándose la extensión de sus 
efectos, b) el reconocimiento del derecho o libertad 
pública, de conformidad con su contenido 
constitucionalmente declarado y c) el 
restablecimiento del recurrente en la integridad de 
su derecho o libertad con la adopción de medidas 
apropiadas para su conservación (art. 55 LOTC). En 
este último supuesto, el TC no puede manifestarse en 
materia de posibles indemnizaciones486. 
 
De lo dispuesto en el art. 55.1.c) LOTC 
dimana, por lo tanto, que el TC restablecerá el 
recurrente en la integridad de su derecho o libertad, 
adoptándose las medidas que se hagan necesarias, sin 
que esto signifique la posibilidad de fijación de 
indemnización, ya que el citado precepto se refiere 
sólo a la adopción de medidas apropiadas para la 
conservación del derecho, no incluyéndose en ellas la 
fijación  de una indemnización que debe ser reclamada 
a través de una demanda ulterior, presentada dentro 
del plazo de un año a partir de la publicación de la 
sentencia del TC (art. 58.2 LOTC). 
 
Hasta ahora el órgano judicial constitucional 
ha decidido tres amparos constitucionales cuyos 
supuestos fueron conductas acosadoras. 
 
En la sentencia 136/2001, de 18 de junio487 el 
amparo fue desestimado, porque la demandante no 
                                                                                                                                                         
485 STC 224/1999, de 13 de diciembre de 1999 (BOE de 20 de enero 
de 2000). 
486 STC 37/1982, de 16 de junio de 1982 (BOE de 16 de julio).   
487 BOE de 17 de julio. 
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aportó indicios suficientes de discriminación y/o 
violación de derechos fundamentales capaces de 
producir la inversión de la carga de la prueba. 
 
En la STC 207/2001, de 22 de octubre488 el 
amparo también fue desestimado por el hecho de la 
demandante no haber conseguido probar en el proceso 
laboral la responsabilidad del demandado por las 
conductas acosadoras. Por ello, el TC ha entendido 
que las violaciones a los derechos fundamentales 
alegadas por la demandante carecían de 
enjuiciamiento. 
 
En estos dos casos el objeto del amparo 
constitucional ha consistido en decidir si las 
resoluciones judiciales impugnadas vulneraban los 
derechos fundamentales de los recurrentes, por 
incurrir en una deficitaria valoración de la prueba y 
en una aplicación defectuosa de las reglas sobre el 
onus probandi. 
 
La sentencia 224/1999, de 13 de diciembre489, 
en la cual el TC ha decidido por primera vez sobre un 
supuesto de acoso sexual laboral, ha sido 
estimatoria. En esta sentencia se otorga el amparo 
solicitado y se reconoce, en consecuencia, que se ha 
vulnerado el derecho fundamental de la demandante a 
su intimidad, determinándose el restablecimiento de 
la víctima de acoso sexual en su derecho a través de 
                                                          
488 BOE de 21 de noviembre. 
489 BOE de 20 de enero de 2000. 
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la declaración de nulidad de la sentencia del TSJ 
Galicia. 
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CONCLUSIONES 
Conclusiones 
1. El reconocimiento por la CE de la dignidad de la 
persona como fundamento del orden político y de la 
paz social, en el ámbito de un Estado Social y 
Democrático de Derecho, impone la necesidad de 
tutelar en el seno de la relación laboral los 
derechos fundamentales individuales, entre los cuales 
se encuentra la integridad moral, afectada por los 
actos de acoso laboral llevados a cabo en la empresa. 
 
2. El primer óbice que surge respecto a la tutela del 
acoso laboral es el que se refiere a su concepto.  
 
En la práctica, se observa que existen dos 
conceptos posibles de hostigamiento en el trabajo. El 
primero, el normativo, que, a pesar de no tener en 
cuenta el daño en la configuración del acoso, porque 
condiciona la existencia del ilícito a la creación de 
un ambiente laboral hostil, humillante, degradante u 
ofensivo para la víctima, exige la presencia de un 
motivo prohibido de discriminación y, además, que la 
víctima haya rechazado los comportamientos 
acosadores.  
 
El segundo, el judicial, que, a pesar de no 
contemplar el carácter no deseado de las conductas 
acosadoras y su vinculación con los motivos 
prohibidos de discriminación, exige, como regla 
general, la existencia de una lesión efectiva a la 
perspectiva psíquica de la salud del trabajador y la 
demostración de que el hostigador actuó con la 
intención de destruir a la víctima de la persecución 
laboral. 
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Tanto el carácter discriminatorio como la 
exigencia de un adecuado rechazo de las conductas 
acosadoras, se remontan a las normas comunitarias que 
regularon el hostigamiento sexual.  Tales normas 
trataron dicho ilícito laboral como una 
discriminación por razón de sexo, a fin de conferir 
mayores garantías a la tutela de esta modalidad de 
acoso. 
 
No obstante, desde la perspectiva del 
ordenamiento laboral interno, la tutela de la 
discriminación, de la integridad moral y de la 
intimidad, afectada por los comportamientos 
hostigadores, tienen el mismo grado de protección 
legal, puesto que se trata de derechos fundamentales 
de igual rango. Por esta razón, hoy día, no se 
justifica tratar el acoso en el trabajo como una 
discriminación laboral.  
 
La caracterización del acoso en el trabajo 
como ilícito laboral no exige la manifestación del 
carácter indeseado de la conducta acosadora.  Se 
trata de un acto repugnante para la moral social 
colectiva, en la medida en que afecta derechos 
fundamentales del trabajador, cuya consumación no 
depende de la negativa del ofendido, sino de la 
creación de un entorno laboral degradante que impida 
el normal desarrollo de la personalidad de la 
víctima.  
 
El daño efectivo a la dimensión psíquica de 
la salud de la víctima constituye un elemento 
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secundario en la configuración del acoso laboral y, 
de conformidad con lo dispuesto en el art. 115.1 y 
2.e) de la LGSS, sólo es exigible cuando la víctima 
de la persecución laboral pretende calificarla como 
causa de accidente de trabajo.  En estos casos el 
trabajador afectado por el hostigamiento tendrá que 
demostrar, en primer lugar, que padece una enfermedad 
(daño efectivo a la salud), y, en segundo, que dicha 
enfermedad tuvo por causa exclusiva el proceso de 
persecución laboral al que fue sometida. 
 
Ni la normativa comunitaria, ni la interna, 
al conceptuar el acoso en el trabajo, exigen la 
concreción de un daño a la dimensión psíquica de la 
salud de la víctima. Por el contrario, condicionan la 
ilicitud del comportamiento hostigador a la creación 
de un ambiente laboral hostil y consideran la 
dignidad como bien jurídico violado.  
 
Dicho bien jurídico, en el ámbito laboral, 
asume la naturaleza jurídica de verdadero derecho 
subjetivo, que tiene como fundamento legal el art. 
4.2.e) ET, lo que permite enmarcar en su espectro 
protector la tutela de las conductas acosadoras que, 
a pesar de imponer a la víctima un sistemático trato 
vejatorio, no le causen daños psíquicos. En las 
hipótesis en que el sistemático e injustificado trato 
vejatorio no produce daños psíquicos al ofendido, se 
observa, aun así, una lesión a la perspectiva social 
del derecho a la salud, razón por la cual se hace 
necesario tutelar los comportamientos hostigadores, 
 673  
Conclusiones 
aunque de ellos no se deriven daños psíco-físicos 
para el trabajador. 
 
Las recientes normas comunitarias que tratan 
el acoso laboral, así como la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre, tampoco mencionan la intención lesiva del 
acosador como elemento definitorio esencial del 
hostigamiento. Es conveniente considerar que los 
comportamientos hostigadores lesionan la integridad 
moral del trabajador, que asume una doble naturaleza 
jurídica, siendo, al mismo tiempo, derecho 
fundamental y de la personalidad. 
 
Por dicha razón, hay que aplicar a los casos 
de hostigamiento en el trabajo la regla del art. 
179.2 LPL. Este dispositivo prescribe que cuando 
concurran indicios de que se ha producido violación 
de derechos fundamentales cabrá al empresario 
demostrar que adoptó las medidas empresariales 
atendiendo a una justificación objetiva y razonable, 
así como que tales medidas son proporcionales. 
 
 La aplicación de este precepto a las 
situaciones de acoso permite presumir la intención 
lesiva del hostigador, siempre que el empresario no 
consiga demostrar la existencia de una justificación 
objetiva, razonable y proporcional para los hechos de 
persecución laboral a que fue sometido el trabajador, 
porque, en estos casos, las medidas persecutorias, al 
no encontrar fundamento en el legítimo interés 
empresarial, imponen una limitación injustificada a 
la dignidad del trabajador.    
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Aunque la concreción del daño psíquico y la 
demostración de intención lesiva del acosador no 
deban ser considerados como elementos definitorios 
esenciales de un concepto laboral de acoso, deberán 
ser tenidos en cuenta a la hora de aplicar a este 
ilícito las sanciones administrativas y penales. 
 
Por tanto, una adecuada tutela del 
hostigamiento hace precisa la formulación de un 
concepto amplio de dicha figura, capaz de armonizar 
la concepción legal y judicial del acoso laboral. 
Este ilícito laboral debe ser entendido como el 
injustificado y sistemático proceso de persecución en 
el trabajo a través del cual se crea un ambiente 
laboral hostil, degradante, humillante u ofensivo 
para el trabajador. 
 
Así pues, el acoso laboral se configura como 
una categoría genérica que comprende el acoso moral, 
del cual deriva un daño efectivo para la perspectiva 
psíquica de la salud del trabajador y el acoso 
sexual, que constituye una modalidad específica de 
hostigamiento que no requiere la sistematicidad, ni 
tampoco la existencia de un daño efectivo a la salud 
de la víctima, sino sólo la presencia de una conducta 
de naturaleza libidinosa que, al atentar contra la 
sexualidad de la víctima, impide el normal desarrollo 
de la prestación laboral y de la personalidad del 
trabajador. 
 
El concepto de acoso sexual en el trabajo 
comprende los comportamientos humanos físicos, 
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verbales o gestuales, practicados por superiores, 
compañeros de trabajo de la víctima o personas ajenas 
a la empresa, cuya finalidad es la satisfacción 
carnal y que tiene como consecuencia la violación de 
la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo. 
 
El elemento antijurídico o coactivo del acoso 
sexual (carácter indeseado u ofensivo de la conducta) 
sirve para determinar la imputación de consecuencias 
jurídicas al comportamiento humano general 
considerado como violador de la dignidad de la 
víctima. Por ello, el TC en la STC 224/1999, de 13 de 
diciembre1 reconoce que para que exista un acoso 
sexual constitucionalmente recusable es necesario que 
la conducta acosadora sea grave y que el 
comportamiento sexual sea indeseado. 
 
Sin embargo, el TC introduce algunas 
matizaciones en el análisis de dichos elementos, 
resolviendo así el problema planteado por la doctrina 
de los TSJ, según la cual sólo existía acoso sexual 
en el trabajo cuando se hallaban presentes al mismo 
tiempo, en el caso concreto, el carácter indeseado y 
ofensivo de las conductas acosadoras. 
 
En cuanto a la gravedad, el TC deja claro que 
debe ser evaluada bajo la perspectiva subjetiva de la 
víctima, es decir, teniendo en cuenta la repercusión 
negativa que el hostigamiento sexual crea para el 
ambiente laboral del trabajador, así como el impacto 
de las amenazas sobre el equilibrio psicológico de la 
                                                          
1 BOE de 20 de enero de 2000. 
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persona acosada y sobre las condiciones laborales del 
trabajador acosado sexualmente. Mientras que el 
elemento indeseado debe ser valorado bajo la 
perspectiva de indicios racionales, siendo suficiente 
para la existencia de dicho elemento una señal del 
carácter no querido de la conducta acosadora por 
parte de su destinatario, lo que hace recaer sobre el 
empresario la carga de probar que su comportamiento 
fue alentado, consentido o al menos tolerado por la 
víctima. 
 
4. El segundo óbice que impide una adecuada tutela 
del hostigamiento en el trabajo es el hecho de que la 
LPRL no reconoce de manera expresa que las conductas 
acosadoras en el ambiente de trabajo constituyen 
riesgos laborales que deben ser evitados. 
 
El actual tratamiento normativo interno del 
acoso laboral en el art. 4.2.e) ET confiere al 
trabajador el derecho a la protección frente al acoso 
en el mismo apartado que impone el respeto a la 
dignidad e intimidad.  
 
Dicho tratamiento confiere al trabajador un 
verdadero derecho subjetivo de naturaleza laboral al 
respeto de la dignidad, afectada por las conductas 
hostigadoras que merman la capacidad de 
autodeterminación de la víctima. No obstante, la 
regulación del acoso en el trabajo en el art. 4.2.e) 
ET perjudica la tutela de este ilícito laboral, que 
si, por el contrario, fuera enmarcada en el ámbito de 
la protección legal del art. 4.2.d) ET permitiría, 
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indudablemente, la tutela del hostigamiento como 
riesgo laboral.  
 
La caracterización del acoso en el trabajo 
como riesgo laboral deriva del hecho de que las 
conductas hostigadoras atentan contra la dimensión 
social del derecho a la salud al imponer a la persona 
acosada un trato degradante, hostil, intimidatorio, 
humillante u ofensivo que compromete el bienestar del 
trabajador en el entorno laboral. Dicho trato también 
pone gravemente en riesgo la dimensión psíquica del 
derecho a la salud, que se verá efectivamente 
afectada cuando se concreten daños psicológicos. 
 
Es esta la orientación seguida por las 
recientes normas comunitarias que regulan el acoso 
laboral. 
 
Las Directivas 2000/43/CE2, 2000/78/CE3 y 
2002/73/CE4, al prescribir que la situación de 
persecución laboral a la que es sometido el 
trabajador crea un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo para la persona que 
lo sufre, reconocen que el hostigamiento se 
caracteriza como un riesgo laboral que afecta la 
armonía del ambiente de trabajo, pone en peligro el 
desarrollo de la personalidad del trabajador, en la 
medida en que lesiona la integridad moral y produce 
un riesgo para la salud, y atenta contra la dignidad 
de la persona. 
                                                          
2 DOCE L 180/22 de 19 de julio de 2000. 
3 DOCE L 303/16 de 2 de diciembre de 2000. 
4 DOCE L 269/15 de 5 de octubre de 2002. 
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Por su parte, la Resolución 2002/C sobre una 
nueva estrategia comunitaria de salud y seguridad en 
el trabajo (2002-2006)5 admite expresamente que el 
acoso en el trabajo constituye un riesgo laboral 
social. 
 
Teniendo todo ello presente, así como lo 
dispuesto en el art. 2.1 LPRL, que prescribe que el 
objeto de la citada ley es promover la seguridad y 
salud de los trabajadores, a través de la aplicación 
de medidas y del desarrollo de las actividades 
necesarias para la prevención de los riesgos 
derivados del trabajo, no hay ningún inconveniente en 
admitir que el hostigamiento en el trabajo pueda 
calificarse como riesgo laboral y, por consiguiente, 
pueda ser prevenido a partir de lo prescrito en la 
LPRL. 
 
Hay que tener en cuenta, conforme al citado 
precepto, que la finalidad de la LPRL no es prevenir 
los riesgos derivados del trabajo, sino garantizar la 
seguridad y salud, es decir, el completo estado de 
bienestar del trabajador. En este contexto, la 
prevención de los riesgos laborales funciona como 
medio para la concreción de esta finalidad, por lo 
que se impone tutelar el hostigamiento en el trabajo 
a partir de la mencionada Ley, ya que dicho ilícito 
laboral afecta la perspectiva social del derecho a la 
salud, al tiempo que pone en grave peligro la 
dimensión psíquica de este bien jurídico. 
 
                                                          
5 DOCE C 161/1 de 5 de julio de 2002. 
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De conformidad al art. 2.2 LPRL, las normas 
previstas en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
tienen el carácter de derecho necesario mínimo 
indisponible, lo que implica que pueden ser mejoradas 
y desarrolladas en los convenios colectivos. Es con 
fundamento en este precepto que los convenios 
colectivos pueden reconocer expresamente la necesidad 
de tutelar desde la LPRL los riesgos sociales, entre 
los cuales se incluye el acoso en el trabajo y, 
además, regular un procedimiento específico de 
prevención de dichos riesgos.  
 
Esto representaría, inequívocamente, un 
desarrollo y mejoría de los preceptos de la LPRL, en 
la medida en que permitiría tutelar como riesgo 
laboral todas las dimensiones que integran el 
concepto de salud. Concepto que, además de dinámico, 
tiene un carácter ofensivo, cuya concreción exige la 
adopción de todas las medidas posibles y necesarias 
para mejorar el ambiente de trabajo y hacerlo lo más 
agradable posible.  
 
El procedimiento específico de prevención del 
acoso laboral debería contemplar un concepto de 
hostigamiento, la tipificación de la conductas 
acosadoras como falta laboral, estableciendo las 
sanciones que corresponden en base a la gravedad del 
hecho constitutivo, la fijación de un procedimiento a 
seguir en los supuestos de acoso, la atribución de 
competencia a las Comisiones Paritarias de los 
Convenios Colectivos o a las Comisiones de Igualdad 
para vigilar el cumplimiento de la normativa 
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establecida, la inclusión de una cláusula en que se 
prohíba la adopción de represalias contra los 
denunciantes, representantes y testigos, en la que se 
puede, incluso, prever una multa para el caso de 
incumplimiento de la citada obligación, y las medidas 
preventivas específicas que deben ser tomadas. 
 
El tratamiento del acoso en el trabajo como 
un riesgo laboral de naturaleza social y colectiva 
tiene la ventaja de permitir la aplicación del 
sistema de responsabilidades previsto en el art. 42 
LPRL. En este artículo se establece la compatibilidad 
de la responsabilidad administrativa derivada del 
incumplimiento por los empresarios de sus 
obligaciones en materia preventiva con la 
responsabilidad penal y civil por los daños y 
perjuicios que pueden derivarse de dicho 
incumplimiento. 
 
La calificación del hostigamiento en el 
trabajo como un riesgo laboral permite, además, 
atribuir  al empresario una responsabilidad 
contractual de naturaleza preventiva que sólo se 
elude cuando se consigue demostrar que actuó 
adecuadamente en la prevención de las conductas 
acosadoras. 
 
Ahora bien, si el empresario no previne 
adecuadamente los comportamientos hostigadores tiene 
lugar la obligación reparadora que atiende a reparar 
los daños morales y/o materiales causados a la 
víctima y a la esfera de sus derechos esenciales, la 
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injustificada pérdida del puesto de trabajo, así como 
los daños causados a la salud del trabajador mediante 
una responsabilidad objetiva anclada en el régimen de 
seguridad social. 
Además de la reparación, el carácter 
repugnante que el acoso laboral supone para la moral 
social colectiva obliga a sancionar 
administrativamente y penalmente dicho ilícito 
laboral. 
 
Cuando el empresario actúa diligentemente en 
la prevención del hostigamiento, pero, aun así, el 
acoso se materializa, surge una responsabilidad 
extracontractual de naturaleza reparadora del propio 
hostigador persona distinta del empresario y que se 
manifiesta en el pago de una indemnización por los 
daños extrapatrimoniales y/o patrimoniales causados 
por el acoso laboral. 
 
5. El tercer problema que impide una adecuada tutela 
de las conductas acosadoras en el entorno productivo 
es el relativo a la compatibilidad de la 
indemnización por los daños extrapatrimoniales y/o 
patrimoniales derivados del acoso laboral con la 
indemnización fijada en el art. 50.2 ET en los casos 
de extinción del contrato de trabajo a instancia del 
trabajador.  
 
En estas hipótesis, además del daño originado 
por la injustificada pérdida del puesto de trabajo, 
que debe ser resarcido por la indemnización prevista 
en el precepto estatutario, se observa también un 
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daño de naturaleza moral y/o material que dimana de 
la violación del derecho fundamental del trabajador 
al respeto a la integridad moral e intimidad. 
 
El problema radica, específicamente, en 
determinar si la acción de extinción del contrato de 
trabajo a instancia del trabajador es compatible con 
la demanda para reclamar los daños y perjuicios 
derivados del hostigamiento, por cuanto el art. 27.2 
LPL impide dicha acumulación. En estas situaciones, 
aunque se observe una violación de derechos 
fundamentales, lo que justificaría la aplicación del 
art. 180 LPL, la regla del art. 182 del citado texto 
legal remite a la modalidad procesal correspondiente, 
entre otras, las demandas por despido y las de 
extinción del contrato de trabajo.  
 
Sin embargo, es necesario tener en cuenta que 
los derechos fundamentales del trabajador no pueden 
ser privados de la tutela preferente y sumaria que 
los art. 175 y siguientes de la LPL les confieren y 
que deriva de imposición constitucional (art. 53.2 
CE).  
 
Esta razón justifica adoptar la postura que 
defiende que la regla prevista en el art. 182 LPL 
impide la aplicación del art. 27.2 del mismo texto 
legal, debiéndose incorporar a la modalidad procesal 
correspondiente todas las garantías previstas en el 
procedimiento de tutela de los derechos de la 
libertad sindical y demás derechos fundamentales, 
incluso, la posibilidad de fijar una indemnización 
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adicional por violación de derechos fundamentales, a 
fin de que dichos derechos no se queden desprovistos 
de una adecuada tutela.  
 
En estos casos, así como en los que la 
víctima de hostigamiento en el trabajo requiere la 
nulidad del despido violador de derechos 
fundamentales, hay una doble lesión que debe ser 
doblemente indemnizada. Por una parte, se verifica 
una lesión al derecho a la continuidad del trabajo, 
mientras, por otra, hay una lesión a la integridad 
moral e intimidad, caracterizadas al mismo tiempo 
como derecho fundamental y derecho de la 
personalidad.  
 
Ello conlleva la necesidad de reparar los 
daños morales, aunque no se concreten ni daños 
materiales ni daños efectivos a la perspectiva 
psíquica de la salud de la víctima, por cuanto la 
vulneración de los derechos fundamentales del 
trabajador al afectar su esfera personal supone 
siempre una lesión de naturaleza moral. 
 
6. Aunque se observen estos óbices en la tutela del 
acoso laboral, se concluye que ellos sólo son 
aparentes y pueden ser resueltos por medio de una 
adecuada interpretación judicial del hostigamiento en 
el trabajo y de una mayor intervención de la 
negociación colectiva para regular el tema. 
 
A los Tribunales, aplicando e interpretando 
las normas comunitarias e internas, competen elaborar 
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un concepto de hostigamiento en el trabajo que 
condicione la existencia de este ilícito a un 
sistemático e injustificado proceso de persecución 
laboral. Ello eliminaría el problema relativo a la 
exigencia de daños psíquicos como requisito 
indispensable para la caracterización del acoso, así 
como el relativo a la necesidad de demostrar la 
intención del acosador. 
 
Si los Tribunales asumiesen la postura 
judicial señalada, se daría un gran paso en la 
efectividad de la tutela del acoso laboral. En primer 
lugar, porque dicha postura permitiría distinguir 
claramente las dos especies de daños que pueden 
resultar de las conductas acosadoras. A saber, el 
daño psíquico, que se concretiza cuando hay una 
lesión efectiva a la perspectiva psíquica de la salud 
de la víctima, y el daño moral, que nacerá en el 
momento en que el trabajador se vea sometido a un 
injustificado y sistemático proceso de persecución 
laboral, que le causa sensaciones humillantes o 
vejatorias incompatibles con su dignidad personal y 
profesional, provocando una lesión a la dimensión 
social del concepto de salud, aunque de este 
sistemático trato injustificado no se deriven daños 
psíco-físicos. Como se observa, el daño moral y el 
daño psíquico no se confunden y pueden o no 
presentarse al mismo tiempo en un supuesto de hecho, 
lo que justifica la indemnización por los daños 
morales independientemente de la existencia de daños 
psíquicos, porque la violación de los derechos 
fundamentales, al suponer un daño a la perspectiva 
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social del derecho a la salud, produce un menoscabo 
al ámbito inmaterial del ser humano.  
 
En segundo lugar, la postura judicial 
propuesta eliminaría también el inconveniente de 
exigir la demostración de intención del acosador, que 
se considerará existente siempre que el empresario no 
consiga aportar una justificación objetiva, razonable 
y proporcional para las conductas acosadoras. Y, en 
las situaciones de acoso protagonizadas por personas 
distintas del empresario, quede demostrado que éste 
no actuó diligentemente en su prevención. 
 
Una mayor intervención de la negociación 
colectiva impone, como mínimo, que las normas 
derivadas de la autonomía colectiva reconozcan la 
necesidad de tutelar el acoso laboral desde la LPRL, 
lo que posibilitaría una tutela preventiva más eficaz 
en materia de hostigamiento en la medida en que 
permitiría sancionar administrativamente al 
empresario que incumpliese la obligación de prevenir 
los comportamientos hostigadores.  
 
Con ello se fomentaría el nacimiento de una 
cultura de prevención respecto a este ilícito laboral 
y, además, se desarrollaría la conciencia de que la 
empresa no constituye un mundo separado del resto de 
la sociedad, cabiendo, por esta razón, a todos los 
implicados en el proceso productivo luchar contra 
esta forma de violencia, a fin de contribuir para 
eliminarla de los demás ámbitos de la vida social.   
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